JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE CUNDINAMARCA

Proceso: 5449860001135200880006

Procesados: Mayor en retiro Marco Wilson Quijano Mariño
Teniente Diego Aldair Vargas Cortés


Cabo segundo Carlos Manuel González Alfonso

Soldados profesionales Carlos Antonio Zapata Roldán, Ricardo García Corzo y Richard Contreras Aguilar.
Delitos: Desaparición forzada y otros.
Bogotá, D.C., veinticinco (25) de dos mil doce (2012).

I. ASUNTO

Culminado el juicio se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde conforme el sentido del fallo anunciado, Mayor en retiro Marco Wilson Quijano, Teniente Diego Aldair Vargas Cortés, Cabo segundo Carlos Manuel González Alfonso y los Soldados profesionales Carlos Antonio Zapata Roldán, Ricardo García Corzo y Richard Contreras Aguilar.

II. HECHOS JURIDICAMENTE RELEVANTES

El 9 de enero de 2008, aproximadamente a las 10 y 15 de la noche, por encargo de Ender Obeso, Alexander Carretero Díaz trasladó a Fair Leonardo Porras Bernal, quien padecía retardo mental moderado, desde Bogotá hasta Ocaña, sitio “Aguas Claras” donde fue recibido al día siguiente por Dairo José Palomino. Desde ese momento se le sustrajo de su esfera espacial y familiar, ubicada en Soacha, alejado de su entorno y despojado de su celular no volvió a tener comunicación con su familia.

El 11 de enero de 2008, entre 6:30 y 7:00 de la noche, en un retén dispuesto por miembros del batallón de Infantería número 15 “General Francisco de Paula Santander” (en adelante el batallón o batallón “Santander), a miembros del primer pelotón de la compañía Búfalo del plan vial meteoro, les fue entregado el señor Porras Bernal.
El 12 de enero de 2008, se reportó como muerta en combate una persona sin identificar, por el teniente Diego Aldair Vargas Cortés, oficial bajo cuyo mando se encontraba el primer pelotón de la compañía Búfalo, del plan vial meteoro, mediante informes presentados al comandante del batallón de Infantería número 15 “General Francisco de Paula Santander” así como al C.T.I., y en el acta de actuación de primer respondiente, víctima que fue sepultada en esa condición, hasta cuando en el mes de septiembre de 2008 se conoció su identidad, se trataba del joven Fair Leonardo Porras Bernal.

Fair Leonardo Porras Bernal fue uno de los jóvenes captados en el municipio de Soacha, por miembros de una organización dedicada a su consecución, con el propósito de entregarlos a miembros del Ejército Nacional, dentro de una práctica secuencial y sistemática para desaparecerlos, y ultimarlos con la finalidad de ser reportados como dados de baja en combate, por tropas pertenecientes o agregadas al batallón “Santander”, y de la brigada móvil 15 dentro de la relación de hechos que entre diciembre de 2007 y agosto de 2008 en Ocaña y su provincia, se presentaron.

III. ACTUACIÓN PROCESAL
1. En audiencia ante un juez de control de garantías de Soacha, se imputó a los procesados los ilícitos de desaparición forzada agravada, homicidio agravado y concierto para delinquir agravado, y al teniente Vargas Cortés, además por el comportamiento delictual de falsedad ideológica en documento público. 
2.
Posteriormente, se les convocó a juicio por los mismos comportamientos delictuales, a través de formulación de acusación, que se concretó en audiencia del 25 de marzo de 2010.

3.
Seguidamente se llevó a cabo la audiencia preparatoria, en cuyo desarrollo se hicieron solicitudes probatorias, así como demandas de exclusión, rechazo e inadmisión de elementos probatorios, evidencia física e información legalmente obtenida, las cuales fueron resueltas en decisión del 7 de marzo del año 2011.

4.
Interpuestos los recursos de reposición y apelación frente a esa providencia, el primero fue desatado el 15 de abril de 2011, mientras que el segundo lo fue el 25 de agosto del mismo año, propiciando la fijación de fechas para realizar el juicio oral y público.

5.
Se fijó fecha para adelantar el juicio, el cual, tras varios aplazamientos por circunstancias ajenas al Despacho, se inició el 15 de noviembre de 2011 y culminó el 30 de marzo de 2012.

6.
Escuchadas las peticiones de las partes e intervinientes, en alegaciones conclusivas, se anunció el sentido del fallo, indicando que sería de condena frente a los señores: mayor retirado del Ejército Quijano Mariño, y el teniente Diego Aldair Vargas Cortés por los delitos de desaparición forzada agravada y homicidio agravado, y respecto del segundo mencionado también por falsedad ideológica en documento público, mientras que sería absolutorio por el ilícito de concierto para delinquir agravado; en relación con el cabo segundo Carlos Manuel González Alfonso y los soldados profesionales Richard Ramiro Contreras Aguilar, Ricardo García Corzo y Carlos Antonio Zapata Roldán de carácter condenatorio en lo atinente al delito de homicidio agravado y de absolución en relación con los cargos de desaparición forzada agravada y concierto para delinquir agravado.

III. IDENTIFICACION E INDIVIDUALIZACION DE LOS PROCESADOS
Mediante estipulación probatoria, las partes acordaron dar por probada la plena identificación de los acusados, así como su calidad de militares.

Marco Wilson Quijano Mariño, identificado con cédula de ciudadanía 84’078.949 de Riohacha (Guajira), nacido en Bogotá D.C. el 22 de julio de 1973, hijo de Marco Julio y Maria Adelma, estado civil casado, escolaridad profesional en ciencia militar, ocupación Mayor en retiro del Ejército Nacional, residente en la calle 1 # 4 – 70 de Pamplona (N. de Santander). Descripción morfológica: sexo masculino, 1,70 metros de estatura, contextura física gruesa, piel color trigueña, sin señales particulares.

Diego Aldair Vargas Cortes, identificado con cédula de ciudadanía 14’010.908 de Chaparral (Tolima), nacido en Alpujarra (Tolima) el 25 de septiembre de 1980, hijo de María Cecilia Vargas Cortes, estado civil casado, con 1 hijo, escolaridad profesional en ciencia militar, ocupación Teniente del Ejército Nacional, residente en la manzana A casa 12 barrio Jordán etapa 1 de Ibagué. Descripción morfológica: persona del sexo masculino, 1,72 metros de estatura, contextura física atlética, piel trigueña clara, ojos color castaño oscuro, cabello lacio negro, sin señales particulares. 

Carlos Manuel González Alfonso, identificado con cédula de ciudadanía 11’222.703 de Girardot (Cundinamarca), nació el 20 de julio de 1978 en Bogotá D.C., hijo de Carlos Julio y María Alicia, estado civil soltero, sin hijos, escolaridad bachiller y técnico en ciencias militares, ocupación Cabo Primero del Ejército Nacional, reside en la carrera 5 # 18 – 01 de Girardot. Descripción morfológica: sexo masculino, 1,68 metros de estatura, contextura gruesa, piel trigueña, cabello liso negro, ojos castaño oscuro, sin señales particulares.

Carlos Antonio Zapata Roldan, identificado con cédula de ciudadanía 8’014.716 de Amalfi (Antioquia), nacido en esa misma municipalidad el 24 de abril de 1979, hijo de Manuel Antonio y Rosa Eugenia, estado civil casado, sin hijos, escolaridad tercero de primaria, ocupación Soldado Profesional del Ejército Nacional, reside en la carrera 10A # 47 – 87 barrio El Carmen, Bucaramanga. Descripción morfológica: se trata de una persona de sexo masculino, con 1,71 metros de estatura, contextura física atlética, color de piel trigueña, cabello negro ondulado, ojos castaño oscuro, sin señales particulares.

Ricardo García Corzo, identificado con cédula de ciudadanía 91’043.094 de San Vicente de Chucurí (Santander), nacido en esa misma población el 27 de marzo de 1972, hijo de Luis y Ana Julia, estado civil casado, con hijo, escolaridad quinto de primaria, ocupación Soldado Profesional, residente en la carrera 72 # 36 – 31 de Barrancabermeja. Descripción morfológica: persona del sexo masculino, 1,75 metros de estatura, contextura física media, piel trigueña, cabello liso color negro, ojos castaño oscuro, como señales particulares presenta cicatriz clavícula derecha con material de astesintesis, cicatriz pierna derecha región, luna café en nasolabial derecho. 
Richard Ramiro Contreras Aguilar, identificado con cédula de ciudadanía 71’191.526 de Puerto Berrio (Antioquia), nacido en Sabana de Torres (Santander), el 22 de julio de 1978, hijo de Paulino y Leticia, estado civil unión libre, sin hijos, escolaridad bachiller, ocupación Soldado Profesional del Ejército Nacional, reside en la carrera 10 # 20 – 21 de Girón Santander. Descripción morfológica: sexo masculino, 1,65 metros de estatura, contextura física delgada, piel trigueña, cabello liso negro, ojos color castaño oscuro, presenta cicatriz frontal línea media y cicatriz dorso mano izquierda y muñeca. 

IV. LA ACUSACIÓN

La Fiscalía General de la Nación, a través de su delegado, acusó a los señores Mayor del Ejército, en retiro, Marco Wilson Quijano Mariño; teniente Diego Aldair Vargas Cortés; cabo segundo, Carlos Manuel González Alfonso y los soldados profesionales Richard Ramiro Contreras Aguilar, Ricardo García Corzo y Carlos Antonio Zapata Roldán, por considerar, a partir de elementos probatorios, evidencia física, e información legalmente obtenida, con probabilidad de verdad, que podrían ser coautores de las conductas delictivas de desaparición forzada agravada, homicidio agravado y concierto para delinquir agravado, y el segundo mencionado, además por el comportamiento delictual de falsedad ideológica en documento público. 
El delegado del ente acusador precisó los aspectos fácticos y jurídicos de las conductas punibles por las que se procede, señalando la correspondiente calificación jurídica, de la siguiente manera:
Indica, que los hechos ocurren de manera secuencial y sistemática, entre diciembre de 2007 y agosto de 2008, en Soacha y, Ocaña y su provincia, referidos a la desaparición de jóvenes residentes en Soacha, escogidos a través de específicos perfiles, consumidores de licor o estupefacientes, o con antecedentes penales, quienes eran trasladados a Ocaña, donde aparecían muertos, reportados como dados de baja en combate por tropas del batallón de infantería número 15 “General Santander”, o de la brigada móvil 15 con sede en Ocaña, presentados como integrantes de grupos subversivos, bandas criminales u otras organizaciones. 

Agrega que para enero de 2008, en Soacha, un grupo de personas, con vínculos entre sí, del cual hacían parte: Alexander Carretero Díaz, alias “Alex”; Ender Obeso, apodado “pique”; Uriel Ballesteros, conocido como “pocho” y Pedro Gámez Díaz, conformaban una red dedicada a buscar y seleccionar personas en ese municipio, las cuales, engañadas eran conducidas a Ocaña y entregadas a militares, quienes les causaban la muerte para ser presentados como dados de baja en combate. En Soacha también se encontraba Edith del Carmen Palomino, familiar de “pocho”, “pique”, y Dairo José Palomino, y compañera permanente de Alexander Carretero, quienes se reunían en la tienda “Los costeños”, donde planeaban las acciones tendientes a buscar y trasladar personas, con el fin propuesto, previa petición de los militares, como en este caso ocurrió con Fair Leonardo Porras Bernal.

Adiciona el representante de la Fiscalía, que la solicitud la realizaban miembros del batallón General Santander: el sargento segundo Sandro Pérez Contreras, responsable de la sección segunda, encargada de las labores de inteligencia, al igual que los soldados profesionales Medardo Ríos y Dairo José Palomino Ballesteros, quienes además eran el contacto con los civiles, que conformaban la red, encargados de seleccionar y conducir a Ocaña a las víctimas, con la finalidad de causarles la muerte para presentarlos como dados de baja en combate, al interior de esa unidad militar.

Entre ese grupo de personas desaparecidas de Soacha, se halla el joven Fair Leonardo Porras Bernal, residente en “Compartir”, discapacitado, como consecuencia de una meningitis que padeció cuando niño, lo cual disminuyó su capacidad de aprendizaje, y la laboral en un 53%, de acuerdo con su historia médica; identificado con la cédula de ciudadanía número 80.720.070, conocido como “El gringo”, hijo de Luz Marina Bernal, caracterizado por ser zurdo, a quien su vecina María Erley Pineda Parada, vio por última vez en Soacha, Compartir, el 8 de enero de 2008, cerca de las 10 de la noche, fecha desde la cual su familia no tuvo noticia suya, pues al comunicarse a su número de celular 3143240382, una persona con acento costeño respondió que “El mono” le había vendido el móvil.

Fair Leonardo, mediante engaño y falsos ofrecimientos de actividad económica, el 9 de enero de 2008, a las 10 y 15 de la noche, salió de Bogotá en un bus de la empresa “Brasilia”, con Alexander Carretero, uno de los miembros de la red, encargado de llevarlo hasta “Aguas Claras”, entre Aguachica y Ocaña, por solicitud de alias “pique”, a petición de Dairo José Palomino, para dar un “positivo”, quien por esa labor le entregó doscientos mil pesos, y posteriormente igual suma, luego de proporcionar una fotocopia para legalizar una recompensa por la información suministrada. 

En el lugar mencionado “Alex” entregó a Fair Leonardo al soldado Dairo José Palomino Ballesteros, adscrito a la Sección de inteligencia del batallón “Santander”, quien se movilizaba en una moto sin placas DT azul, perteneciente al batallón, a quien señala como uno de los contactos de la red al interior del batallón. 

El 11 de enero de 2008, el soldado Medardo Ríos, entregó a la víctima al primer pelotón “Búfalo”, cuyo comandante es el teniente Vargas Cortés, perteneciente a la compañía “Plan vial meteoro”, dirigida por el mayor Quijano Mariño. De ese pelotón hacían parte el cabo segundo Carlos Manuel González Alfonso y los soldados profesionales Carlos Antonio Zapata Roldán, Ricardo García Corzo y Richard Contreras Aguilar, entre otros.

Ese pelotón recibió a Fair Leonardo y el 12 de enero de 2008, lo reportó como NN, dado de baja en combate, en la vereda “El Tirol” de Ábrego, de acuerdo con hechos ocurridos entre las 2 y 30 y 3 de la mañana, pese a que se sabía su origen y era conocido de quienes lo llevaron desde Soacha para entregarlo a la tropa. 
La víctima aparece muerta violentamente en una escena simulada en la cual aparece con una arma de fuego, para demostrar que presuntamente había disparado contra la tropa, cuya respuesta fue repeler la agresión, y se reporta sin sustento alguno como miembro de una banda criminal al servicio del narcotráfico, cuando dos días antes estaba en su residencia y por tanto no tenía arraigo, ni relación laboral ni de cualquier otra índole con esa población que indicara que estuviera en ese sitio haciendo parte de ese grupo ilegal.

La muerte que fue reportada como resultado de una operación militar, por el primer pelotón “Búfalo” del Plan vial meteoro, debidamente ordenada y sustentada en protocolos militares, bajo la cadena de mando. El comandante del primer pelotón, teniente Vargas Cortés, informó de la baja, en desarrollo de la misión táctica “Soberanía”, enmarcada dentro de las órdenes “Emperador” y “Soberanía”, emanadas del comando de la Brigada 30, a la cual estaba agregada la tropa, cumpliendo la operación ordenada y dirigida por Marco Wilson Quijano. 

Dentro de los protocolos militares se dijo cómo se ejecutó la acción, que los soldados profesionales procesados sostuvieron el combate, el cual la Fiscalía sostiene no existió, causando la baja de quien era reportado como al margen de la ley. El teniente Vargas Cortés, a través de acta de primer respondiente del 12 de enero de 2008, informe dirigido al Cuerpo Técnico de Investigaciones y al comandante del batallón, coronel Tamayo Hoyos, y el informe de patrullaje que hace parte del protocolo militar, señaló que el mayor Quijano Mariño recibió información telefónica, mediante llamada de la red de cooperantes de que cuatro sujetos, portando armas cortas, cobraban extorsiones en la vereda “El Tabaco”, “Soledad”, quien impartió aprobación para que la tropa se desplazara al lugar y mediante “misión táctica soberanía” del primero de enero de 2008, firmada por el comandante del batallón, se dice que el pelotón “Búfalo” a las once y media de la noche se desplaza y entre 2 y 2:30, en la madrugada del 12, en un cultivo de tomate, observaron personal, a quienes requirieron para realizar requisa y los sujetos abrieron fuego contra la tropa, la cual reaccionó, habiéndose suscitado intercambio de disparos; ordenó al cabo segundo por el costado derecho y a los demás, fuego de base para tomar contacto con el cuerpo de mando atrasado y luego de constatar que miembros de tropa no resultaron heridos realizaron registro perimetral, encontrando un sujeto muerto.

Acota el delegado del ente acusador, que toda misión táctica debe tener un sustento en los informes de inteligencia, protocolo que debe cumplirse. Frente a este caso, para presentar esa muerte en la sección Segunda, donde se ubicaba el cabo segundo Sandro Mauricio Pérez, contacto al interior del batallón, se produjeron boletines de presencia de delincuentes entre el 6 y el 12 de enero de 2008, dando cuenta de presencia de los grupos FARC, ELN. 

Sostiene además que los documentos oficiales extendidos por el teniente Vargas Cortés contienen hechos falsos, porque la muerte de Fair fue reportada como NN, y contrario a lo que se afirma, no sucedió en combate legítimo como el indicado, sino que la víctima fue buscada, seleccionada y trasladada hasta Ocaña, luego de lo cual fue entregada y sometida, con la finalidad de ser ultimada, resultado de lo gestado cuando fue conducido desde Soacha con esa finalidad, con el propósito de reportar resultados exitosos. Y efectivamente fue reportado como dado de baja, lo cual, implicaba su reconocimiento como militares y beneficios.

Enmarcando jurídicamente los hechos, anota el señor Fiscal, en relación con la conducta de desaparición forzada, ésta inicia desde Soacha, con el engaño a Fair Leonardo, por quienes se encargaron de buscarlo y seleccionarlo. Añade que desde ese momento se le priva de su libertad, no solo físicamente, sino también, doblegando su voluntad, siendo conducido y entregado a la tropa, de la cual hacen parte los imputados, quienes lo esperaban con la finalidad de ultimarlo dentro de una escena simulada, reportándolo como N.N., ocultando su identidad, al no informarse sobre su origen, pese a que lo conocían, en razón a que a los soldados se les pedía colaboración para los gastos de transporte y entrega de la víctima. 

Imputa ese delito porque no se trata de hechos aislados ni escindibles, la desaparición inicia en Soacha, se extiende hasta que se produce la entrega y culmina con el acto de la muerte de Fair Leonardo, quien fue identificado solamente hasta el 9 de agosto de 2008. Según su parecer, esa cadena fáctica permite construir el delito de desaparición forzada.

Explica que para ejecutar ese hecho era necesario un concierto de voluntades, denotado en que en Soacha se ubicaba la red conformada por personas que trasladaban a las víctimas hasta Ocaña, con la finalidad de ultimarlas, pues la tropa no se desplazó hasta Soacha a conducirlas, sino que, otras personas se ocuparon de esa labor. Las personas ubicadas en Soacha tenían contactos al interior del batallón, los militares que hacían las solicitudes de las víctimas para producir su muerte en presuntos combates, con intervención de los miembros de la tropa, porque se presentaba como una operación táctica militar, en cumplimiento de protocolos militares, donde existen cadenas de mando y control sobre la tropa e intervención en los hechos que estructuran el combate. 

La víctima era recibida en Ocaña con intervención de militares, quienes eran el contacto de las personas de Soacha al interior del batallón , y entregada a la tropa con la finalidad de ultimarla, de lo cual infiere la Fiscalía que la actuación de los miembros del batallón resulta inescindible de lo que sucedía en Soacha, por tanto, la muerte en combate no podía ocurrir sin la voluntad de recibir a la víctima. En conclusión, para el ente acusador, existía una organización de civiles y militares con ese propósito, actuando así desde diciembre de 2007. 
Con fundamento en lo anterior encuentra estructurado el delito de concierto para delinquir con la finalidad de cometer delitos de homicidio y desaparición forzada, ya que varias personas se ponen de acuerdo para cometer ilícitos, con permanencia en el tiempo, sin que pueda predicarse vulneración del non bis in ídem, en razón a la autonomía de ese delito que no exige que se produzcan resultados. Basta que se produzca la concertación.

Agrega que el pelotón, del cual hacían parte los imputados, recibió a Fair Leonardo, a quien en estado de indefensión mataron y simularon una escena de combate. 
Así mismo, se obtuvo la pistola para simular una escena de combate, tendiente a demostrar que Fair Leonardo estaba armado y había disparado contra la tropa, frente a lo cual los acusados, supuestamente repelieron la agresión.

En ese contexto, considera el representante de la Fiscalía que los imputados tenían conocimiento de lo que iba a ocurrir, no se trataba de un combate, sino que iban a ultimar a una persona en una escena simulada. Tomaron parte de los actos de desaparición de Fair y con más razón la muerte violenta que al final se le causó.

Conforme a esos hechos realiza la calificación jurídica éstos, así:

Desaparición forzada, agravada, tipificada en Libro Segundo, Título III, Delitos contra la libertad individual y otras garantías, Capítulo Primero, artículos 165 y 166.1, en este último se establece el agravante, referido a que el punible se cometa por quien ejerza autoridad o jurisdicción. Cuyas penas fueron aumentadas por la Ley 890 de 2004, señalándose una sanción de 320 a 540 meses de prisión y multa de 1.333,33 a 4.500 salarios mínimos legales mensuales vigentes, e interdicción de derechos y funciones públicas de 160 a 360 meses. Siendo agravada, la punición es de 480 a 600 meses y multa de 2.666,66 a 7.500 salarios mínimos legales mensuales vigentes e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de 240 a 360 meses, acorde con el artículo 37 del Código Penal, que prevé que la duración máxima de la pena de prisión es de 50 años, excepto en los eventos del concurso, con la aclaración que la Corte Constitucional, en sentencia C-317 del 2 de mayo de 2002 declaró inexequible el aparte “perteneciendo a un grupo armado al margen de la ley”, así como también, se declaró el ajuste de la norma a la Constitución, en el entendido de que no es necesario el requerimiento para dar información o de la negativa de reconcer la privación de la libertad, sino que basta la falta de información sobre el paradero de la persona. 

Precisa el señor Fiscal, frente a la desaparición forzosa, no se comete solo por la privación física sino de maniobras fraudulentas, como en este caso mediante el engaño.

Segundo delito, Homicidio, en circunstancias de agravación, previsto en el libro segundo, título primero, capítulo 2, artículos 103 y 104, los cuales prevén como sanción prisión de 208 a 450 meses, pero tratándose de que es agravado por las circunstancias previstas en los numerales 4º “Por precio, promesa remuneratoria, ánimo de lucro o por otro motivo abyecto o fútil”, y 7º, esto es, “Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación”, la aflicción es prisión de 400 a 600 meses de prisión, de acuerdo con los incrementos de la Ley 890 de 2004. 

Precisa el señor Fiscal, que las circunstancias que imputa, fácticamente se soportan así: La muerte se cometió para ser presentada como baja en combate con la finalidad de mostrarla como resultado operacional exitoso, lo cual implicaba reconocimiento a los implicados, sustentando así, que se trata de un motivo abyecto o fútil, por los reconocimientos y beneficios buscados bajo esas circunstancias, justificando así el agravante del numeral 4º.

En relación con la agravante del numeral 7º, indica el acusador que Fair Leonardo, una vez es seleccionado, conducido hasta Ocaña, entregado y sometido a la tropa, no podía huir ni repeler el hecho, máxime porque no sospechaba que le esperaba la muerte, constituyéndose un estado de indefensión y la situación es aún mas reprochable, por su condición de discapacitado, no podía discernir a qué se enfrentaba. 

En relación con el comportamiento delictual de concierto para delinquir, previsto en el Libro segundo capítulo I, artículo 340, inciso segundo, modificado por el 8º de la 732 de 2002 y por el canon 19 de la Ley 1121 de 2006, cuya pena se incrementó por Ley 890 de 2004, estableciendo sanción de prisión de 8 a 18 años y multa de 2.700 a 30.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes, con la agravante prevista en el artículo 342 ibídem, referida a que la conducta delictual sea cometida por miembros activos o retirados de la fuerza pública o de organismos de seguridad del Estado, lo cual conlleva un incremento de la pena de una tercera parte a la mitad quedando la sanción de 10 años y 8 meses a 27 años y multa de 3.600 a 45.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Igualmente, halla que se configura el ilícito de falsedad ideológica en documento público, previsto en el Título IX, Capítulo Tercero, artículo 286, sancionado actualmente, de acuerdo con el incremento fijado por el artículo 14 Ley 890 de 2004, con prisión de 64 a 144 meses e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de 80 a 180 meses.

Se presenta la figura del concurso de conductas punibles, según el artículo 31 del Código Penal. De lo cual se colige que la pena a imponer no debe exceder de 60 años. 
Concretó la acusación así: A Marco Wilson Quijano Mariño, como coautor de los delitos de desaparición forzada, agravada, concierto para delinquir agravado, en razón a que era para desaparecer personas y cometer homicidios, y homicidio en circunstancias de agravación. 
Explica que para la época de los hechos el procesado ostentaba el grado de mayor del Ejército, investido de la calidad de servidor público como miembro activo de la fuerza pública, lo cual tiene efectos jurídicos para la agravación. Desempeñándose como comandante de la Compañía motorizada “Búfalo” del plan vial meteoro, agregada al batallón de infantería número 15 “General Santander”, con mando sobre el primer pelotón, lo autorizó, disponiendo el movimiento de su tropa para el cumplimiento de la misión táctica “Soberanía”, el 12 de enero de 2008, en desarrollo de la cual, se da la baja a quien se presenta como un muerto en combate, sin identificar, integrante de bandas al servicio del narcotráfico, en una escena simulada, cuando se trataba de quien fue conducido desde Soacha con la finalidad de ser reportado como dado de baja en combate. 
Dice el señor Fiscal que los hechos no ocurrieron de manera casual, pues cuando los sujetos que operaban en Soacha seleccionan a Fair Leonardo, es porque previamente había un requerimiento por parte de los militares a través de la red del batallón, con asiento en la Sección Segunda, donde estaban Dairo José Palomino, Medardo Ríos Díaz y el sargento Pérez, siendo Medardo quien llevó a Fair hasta la tropa; también, que era necesario crear el sustento de una operación táctica legítima, con la finalidad de avalar una operación militar que bajo el protocolo de la institución, soportara la muerte como una baja dada en combate. 

Él como comandante debía disponer de su tropa para simular la operación militar y el presunto combate, donde se daba de baja a un supuesto miembro de las bandas criminales, para presentarlo como resultado operacional. Por ello la Fiscalía expone que tuvo participación en la desaparición forzada y en el homicidio. Recaba que no era otro el motivo de que la víctima llegara al pelotón para que muriera en esas circunstancias de indefensión, como resultado de un acuerdo de voluntades previo, que materializa el comportamiento delictivo de concierto para delinquir, por la existencia de un grupo de personas que desde el 2007, por requerimiento del batallón se dedicaban a la selección y conducción de personas las cuales llevaban para ser sometidas por las tropas y luego reportarlas como muertas en un combate que no ocurría. El propósito era matarlas.

Acusación frente a Diego Aldair Vargas Cortés: Se le considera coautor de los punibles de desaparición forzada agravada, homicidio en circunstancias de agravación y concierto para delinquir agravado, con fundamento en que para la época de los hechos, en su condición de teniente del Ejército nacional, ostentando la calidad de servidor público y miembro de la fuerza pública, comandante del primer pelotón de la compañía motorizada “Búfalo” del plan vial meteoro; tenía el mando sobre el pelotón, al cual entregaron a Fair Leonardo, quien fue sometido y conducido al sitio donde le causaron la muerte en estado de indefensión, quien además era discapacitado, luego de lo cual reportan su muerte violenta como una baja en combate de un NN, miembro de las bandas criminales al servicio del narcotráfico.

Su intervención se hacía necesaria para ejecutar la misión táctica que soporta el presunto combate. La tropa bajo su mando recibió, sometió a la víctima y produjo su muerte. Su condición de servidor público sirve de fundamento para agravar la desaparición forzada y el concierto para delinquir. 

Siendo el encargado de ejecutar la misión táctica, su tropa no solamente recibió y sometió a Fair Leonardo Porras, sino que también lo ultimó. El señor Fiscal señala que él es quien reporta la muerte de la víctima como dado de baja; lo presenta como NN, es decir persona sin identificar, en una escena simulada, con una arma de fuego cerca de su cuerpo y como integrante de bandas criminales al servicio del narcotráfico, lo cual se traduce en un exitoso resultado operacional. La persona presuntamente dada de baja, es quien fue conducida desde Soacha, engañada con la finalidad de ser entregada y presentada como dada de baja en combate. 

La víctima fue conducida y entregada para ser reportada como muerta, producto no de un enfrentamiento sino de la actividad desplegada por los residentes en Soacha: “Alex”, “pique” y Dairo José Palomino, lo cual, le permite inferir que tenía conocimiento previo de lo que sucedía, sabía que su tropa no iba a participar en un combate como lo reporta sino a recibir y someter a una persona que luego presenta como dada de baja en un enfrentamiento, lo cual plasma en documentos.

Con ese conocimiento previo se dispuso de la tropa, conformada por los imputados para ese hecho sucedido en la madrugada del 12 de enero de 2008. 

Al señor Vargas Cortés también se le acusa del delito de Falsedad ideológica en documento público, porque en calidad de servidor público y en cumplimiento de sus funciones, elabora el acta de primer respondiente y los informes dirigidos al Cuerpo Técnico de Investigaciones, al coronel Tamayo Hoyos y también realiza el informe de patrullaje del 12 de enero, documentos en los que consigna hechos y circunstancias que la Fiscalía considera falsos. Recalca el representante del ente acusador, que de acuerdo a los elementos de prueba, la víctima fue conducida hasta la tropa con la finalidad ya mencionada, por tanto, esos documentos que son públicos, son un maquillaje para ocultar las verdaderas circunstancias en las cuales se produjo la muerte de Fair.

Al señor Carlos Manuel González Alfonso, se le acusa como presunto coautor de los delitos de desaparición forzada agravada, homicidio agravado y concierto para delinquir, para cometer homicidios y desapariciones forzadas. Dijo el señor Fiscal que en su condición de cabo segundo del Ejército, estaba investido de la calidad de servidor público, miembro activo de la fuerza pública, integrante del primer pelotón de la compañía “Búfalo”del plan vial meteoro, que para la fecha de los hechos recibió, sometió y dió muerte a la víctima. 

Para el 12 enero de 2008, aparece tomando parte en el presunto combate, como suboficial al mando del teniente Vargas Cortés en desarrollo de la misión táctica “Soberanía”, en virtud del cual la víctima es presentada como NN, en una escena simulada, con la finalidad de reportar resultados operacionales exitosos. Él registra gasto de munición consumida en el combate, es decir, que participó disparando su armamento, de lo cual colige el acusador que conocía previamente los hechos, sabía que no iba a haber un enfrentamiento, sino que les entregaban una persona, la cual trasladan al sitio donde iba a ser ultimada con arma de fuego, ocultando su identidad, establecida solamente hasta septiembre de 2008. 

El cabo González Alfonso, tenía conocimiento de los hechos y aún así se abstiene de dar información sobre el origen de esa persona, afirma el representante del ente persecutor. Añade que para la ejecución de los hechos, a los miembros de la tropa les era requerido dinero para cubrir los gastos de conducción de las víctimas hasta Ocaña y compra de armas para presentarlas en los hechos.

En cuanto al soldado profesional Richard Ramiro Contreras, se le acusa porque aparece tomando parte de los hechos en su condición de miembro del pelotón que produce la baja de la víctima como resultado operacional, quien es presentado como NN, e integrante de las bandas criminales, y con un pistola junto a su cuerpo; aparece referenciado dentro de la documentación que reporta el gasto de munición en ese enfrentamiento en desarrollo del cual la tropa dio de baja a un sujeto.

Indica la Fiscalía que participó bajo un conocimiento previo, sabía que no habría un combate, sino la ejecución de una persona. Su participación es necesaria en la construcción de ese falso enfrentamiento, hecho en el cual aparece interviniendo, dándole visos de legalidad como si se tratase de una operación militar. Tenía conocimiento de que la víctima no tenía la condición con la cual fue presentado, sino que fue entregado en estado de indefensión.

Al señor Ricardo García Corzo, se le acusa como coautor de los delitos de desaparición forzada en circunstancias de agravación punitiva, homicidio agravado y concierto para cometer delitos de desaparición forzada y homicidio. Explica el señor Fiscal, que para enero de 2008, el procesado se desempeñaba como soldado profesional, investido de la calidad de servidor público, miembro activo de la fuerza publica, integrante del primer pelotón de la compañía “Búfalo”, agregada al batallón de infantería número 15 “General Francisco de Paula Santander” de Ocaña, el cual recibe y somete a Fair Leonardo Porras Bernal, trasladándolo hasta donde le causan la muerte en condiciones de indefensión. Señala el acusador que el señor García Corzo conocía el origen de la víctima, la recibía y sometía en un combate simulado, igualmente conociendo el origen de la víctima no la informa, por lo cual se le tiene como NN. 

García Corzo toma parte de los hechos al mando del teniente Vargas Cortés, quien reporta los resultados operacionales en desarrollo de la misión táctica “Soberanía”. Aparece reportando gastos de munición. Su participación se realiza bajo el conocimiento previo de que lo que existió fue la ejecución de una persona en un combate simulado, siendo necesaria en la construcción de ese enfrentamiento para darle visos de legalidad.

Dada su condición de integrante del pelotón y su participación, la Fiscalía infiere que conocía precedentemente el origen de la víctima, conducida bajo engaño, desde Soacha hasta Ocaña, a través del contacto militar. Infiere que tenía conocimiento previo de la víctima, a quien se sometió y asesinó, presentándola como no identificada y como presunto integrante de una banda criminal. Todo ello en desarrollo de la misión táctica “Soberanía”. Conforme lo anterior, intervino de manera directa en su desaparición y muerte mediante un acuerdo de voluntades, que inicia en Soacha y culmina en Norte de Santander. 
A Carlos Antonio Zapata Roldán, lo acusa como coautor de desaparición forzada agravada, homicidio agravado y concierto para delinquir con el objeto de cometer desapariciones forzadas y homicidios. En su condición de soldado profesional del ejército, investido de la calidad de servidor público y miembro activo de la fuerza pública, integrante del pelotón que recibió a la víctima, la sometió y la condujo para causarle la muerte. El 12 de enero de 2008, aparece tomando parte de los hechos, como integrante del pelotón bajo las órdenes del teniente Vargas Cortés, en los cuales se presenta a la víctima como un no identificado, en una escena simulada, con un arma de fuego junto a su cuerpo. El procesado aparece registrado, reportando gasto de munición en ese combate, que se constituye en un resultado operacional exitoso, sirviendo de soporte a los sustentos documentales, cuando lo cierto es que bajo engaño la víctima fue trasladada, sometida, y luego de producida su muerte es reportada como dada de baja. 

Precisa el delegado de la Fiscalía que lo ocurrido el 12 de enero de 2008, no es un hecho aislado sino que hace parte de las acciones iniciadas desde que los militares hacen requerimiento a civiles de la conducción de personas como Fair Leonardo para entregarlos a una Unidad determinada. En este caso, de la que hacían parte los acusados, con la finalidad de recibir a la víctima, someterla y producir su muerte, lo cual permite inferir que tuvo conocimiento previo, pese a lo cual no se suministró información sobre la misma. 

Se produjo la desaparición y muerte de la persona dada en baja, su vinculación frente al ocultamiento se traduce en la desaparición forzada que termina con el fin perseguido, cual es el homicidio. 

V. EL JUICIO

1. TEORIA DEL CASO DE LA FISCALÍA

 Manifestó el delegado fiscal que demostraría más allá de toda duda razonable, con apoyo de labores investigativas desplegadas por policía judicial, el acaecimiento de varias conductas punibles entre diciembre de 2007 y agosto de 2008, dado el desaparecimiento secuencial y sistemático de 11 jóvenes residentes en Soacha, reclutados en ese mismo lugar, y llevados a Ocaña, para ser entregados a militares, entre otros, los hoy acusados, quienes posteriormente aparecían muertos, reportados como integrantes de grupos subversivos ó de bandas criminales, dados de baja en combate, casos en los que coincidió el desarraigo y ocultamiento a sus familiares, a pesar de conocerse su origen eran reportados como NN, configurándose el delito de desaparición forzada agravada, la cual concursaba con lo que el Derecho Internacional Humanitario ha denominado ejecuciones extrajudiciales y que en el marco de la acusación se adecuo como homicidio agravado. Todo ello desarrollado dentro de una organización criminal de la que coparticipaban, los acusados y otras personas que dada la distribución de funciones hacían aportes importantes, lo que jurídicamente se ha denominado concierto para delinquir y para dar apariencia legal al indebido proceder, se incurrió en el delito de falsedad ideológica en documento público.

Indicó que la víctima fue Fair Leonardo Porras Bernal, hijo de Carlos Faustino Porras y Luz Marina Bernal, conocido como “el gringo” dado su aspecto físico y ojos claros, identificado con la c.c. # 80.721.070 de Bogotá, de 27 años de edad, quien era zurdo, y fue afectado en su niñez por una meningitis que le generó una disminución laboral del 53%, y de aprendizaje. Residía junto con su familia en Soacha Compartir, donde fue visto por última vez el 8 de enero de 2008, en horas de la noche por María Erley Pineda, su vecina, a quien le colaboró llevando su equipaje hasta la casa, fecha desde la cual se ocultó su paradero a la familia por espacio de 8 meses, ello por cuanto el joven cuando salía mantenía comunicación con su progenitora a través del celular 3143240382, al cual ésta intentó llamar, respondiendo una voz desconocida, de acento costeño, persona que en una ocasión le indicó que “el mono” le había vendido el celular.

Denotó que en Soacha igualmente residían Alexander Carretero Díaz, alias “Alex”, Ender Obeso Ocampo alías “Pique”, Uriel Ballesteros Obeso alías “Pocho”, Pedro Antonio Gámez y Edith Palomino Ballesteros, entre otros, conformaban una banda dedicada a buscar y seleccionar personas en Soacha, y bajo ofrecimiento de trabajo o actividad que les reportara ingresos, eran llevadas a Ocaña y entregadas a los militares, entre otros, los acusados, el ss Sandro Pérez Contreras, los soldados profesionales Medardo Ríos, Dairo José Palomino Ballesteros, este último hermano de Edith del Carmen Palomino, compañera permanente de Carretero Díaz, quien fue el encargado de transportar a Fair Leonardo Porras. vía terrestre a través de la Empresa Brasilia, de Soacha al sitio "Aguas Claras", cerca a Ocaña, allí lo entregó a Dairo José Palomino, soldado profesional adscrito al S2 del Batallón N° 15 de Infantería General Francisco de Paula Santander con sede en Ocaña; que, una vez Carretero entregó al joven retornó a Soacha, y allí le fue entregada la suma de $ 200.000.oo por parte de Ender Obeso, alias “Pique”, pago que denotó pues igualmente tuvo conocimiento que por tales hechos se generó un pago de recompensa de $ 1.500.000.oo, actuación administrativa con contenido manipulado, situación que aderezaba el concierto para delinquir, dada la participación de diferentes personas de varias dependencias que cumplían funciones en el desarrollo post delictual de las conductas, lo que evidenciaba la estructura de poder y jerarquía que comportaba la organización. Adujo que los militares usufructuaban beneficios dados los resultados operacionales exitosos, conseguidos con la coparticipación de los reclutadores y que les generaban felicitaciones y calificaciones en sus hojas de vida.

Bajo tales circunstancias, el 12 de enero de 2008 la víctima, Fair Leonardo Porras Bernal, apareció muerta dentro de una escena manipulada, ubicando un arma al lado de su mano derecha, era zurdo, fue reportado como integrante de bandas criminales al servicio del narcotráfico, dado de baja en presunto combate ocurrido ese día a las 2:30 de la madrugada en la vereda “La Esperanza” – “El Tirol” parte alta, de Abrego Norte de Santander, tropas del pelotón Búfalo adscrito a la Compañía Motorizada Plan Vial Meteoro N° 3, al mando del mayor Quijano Mariño Marco Wilson, al que pertenecían los demás coacusados, combate desarrollado dentro de la misión táctica “Soberanía”, enmarcada dentro de las ORDOP “Soberanía” y “Emperador”, reportado a las autoridades sólo hasta las 6:00 a.m.

Acerca de la falsedad ideológica, refirió que el teniente Diego Aldair Vargas Cortés, entregó la escena a la autoridad, y con ella el informe de primer respondiente e informes dirigidos al teniente coronel Álvaro Diego Tamayo Hoyos y al CTI de la Fiscalía, con sede en Ocaña, y el informe de patrullaje, en los que aludió la ocurrencia de un combate. El mayor Quijano Mariño recibió información telefónica de la red de cooperantes sobe la presencia de 4 sujetos de civil, portando armas cortas, dedicados a extorsionar e intimidar a los vecinos de las veredas “El Tabaco” y “La Soledad”, por lo que ordenó al teniente Vargas Cortes desplazarse a la zona con el personal a su mando, pelotón que salió para el lugar, en medio motorizado, a las 11 de la noche, a las 2 y 30 de la mañana, en un cultivo de tomate observaron movimiento de personal no identificado, lanzando la proclama para identificarse como tropas del ejército, respondiéndose ésta con fuego, desencadenándose en combate que duró 10 minutos, en el registro perimetral hallaron un sujeto dado de baja, el cual tenía una pistola. Hechos que no corresponden a la verdad y el haberse plasmado en los documentos públicos constituían el delito de falsedad ideológica.

Sostuvo que, para presentar la muerte como producto de un combate, en la sección de inteligencia del batallón de infantería N° 15 Santander, a cargo de Sandro Pérez, se produjeron informes y boletines de inteligencia con fechas del 6 al 12 de enero de 2008, dando cuenta de la presunta presencia de integrantes de las FARC, ELN y BACRIM en varios sectores de Ocaña, el 12 de enero de 2008 se reportó un boletín de inteligencia con la muerte en combate de un NN, de quien se sabe inequívocamente era Porras Bernal, entregado con vida a los militares por Ender Obseso Ocampo, alías “Pique”, Alexander Carretero Díaz, alias “Alex” y el soldado profesional Dairo José Palomino Ballesteros.
Expuso que de conformidad con los hechos y con fundamento en las evidencias físicas, los elementos materiales probatorios, la fiscalía demostraría la existencia de las conductas punibles cometidas en concurso heterogéneo y sucesivo, por las cuales se presentó la acusación, la desaparición forzada agravada de Fair Leonardo Porras Bernal, tipificada en el libro segundo, título XXII de los delitos contra la libertad individual y otras garantías, capítulo I, artículos 165 y 166; homicidio agravado descrito en el libro segundo, título I de los delitos contra la vida y la seguridad personal, capítulo II, artículos 103 y 104 numerales 4 y 7 del C.P.; concierto para cometer delitos de desaparición forzada de personas y homicidio agravado, tipificado en el libro segundo, título XXII, de los delitos contra la seguridad pública, capítulo I, artículo 340 modificado por el artículo 8 de la Ley 733 de 2002 y el artículo 19 de la Ley 1121 de 2006 y artículo 342 del C.P., cuando las anteriores conductas sean cometidas por miembros activos o retirados de la Fuerza Pública o de organismos de seguridad del Estado, y frente al teniente Vargas Cortés, en concurso igualmente con la conducta punible de descrita en el libro segundo, título IX, de los delitos contra la fe pública, capítulo II de la falsedad en documentos, artículo 256 del C.P., con los agravantes del artículo 14 de la Ley 890 de 2004.

Finalmente relacionó los nombres de todos y cada uno de los testigos que traería al juicio y el orden cronológico y temático como los presentaría en juicio. Añadió que cumplido el debate probatorio presentaría sus alegaciones finales, a través de las cuales solicitaría se profiriera un fallo de carácter condenatorio en contra de los acusados como coautores de los delitos señalados.
2. TEORÍA DEL CASO DE LA DEFENSA DEL MAYOR MARCO WILSON QUIJANO MARIÑO

A través del debate probatorio y con fundamento en la contradicción de las pruebas de cargo con los elementos materiales probatorios y los testigos decretados, demostrará más allá de toda duda, primero que el señor mayor Quijano Mariño jamás se concertó, ni participó activa o pasivamente en el traslado de Fair Leonardo Porras Bernal de Soacha a Ocaña, segundo que la operación militar en la que se dio muerte a Fair Leonardo Porras Bernal fue legítima, y que se desarrolló acatando los protocolos militares y bajo el estricto cumplimiento de una misión constitucional y legal, respetando siempre los derechos humanos, amén que dicho combate fue el clamor de la ciudadanía; tercero, la defensa demostrará que la presencia de Fair Leonardo Porras en el teatro de operaciones, no fue producto de la voluntad del señor mayor Marco Wilson Quijano Mariño, ni menos aún era ocasional, sino que, por el contrario, la presencia de Fair Leonardo Porras Bernal en el municipio de Abrego Norte de Santander, obedeció a su constante actuar delictivo en dicha zona; cuarto, finalmente esta defensa también establecerá que los documentos que soportan el desarrollo de la operación militar, que la Fiscalía pretende deslegitimar auténticos y que en su elaboración el mayor Quijano Mariño no tuvo ninguna injerencia a nivel material ni ideológico.

A su turno los abogados restantes manifestaron que correspondía a la Fiscalía General de la Nación demostrar la responsabilidad de sus prohijados.

3. ALEGACIONES FINALES DE LOS SUJETOS PROCESALES 
3.1. ALEGACIONES FINALES DE LA FISCALIA

El representante de la Fiscalía, dijo que logró demostrar, más allá de toda duda, los hechos y circunstancias materia de éste juicio y la responsabilidad penal de los señores Marco Wilson Quijano Mariño, quien da la orden y viabiliza el proceder de los autores materiales, Diego Aldair Vargas Cortes, Carlos Manuel González Alfonso, Richard Ramiro Contreras Aguilar, Ricardo García Corzo, y Carlos Antonio Zapata Roldán, en los hechos por los cuales se le elevaron cargos; y se probó en el juicio oral, con las pruebas permitidas, las conductas delictivas en que incurrieron los acusados.

En relación con el homicidio dice la fiscalía: es un hecho claro, sobre el cual no hay discusión, la muerte de Fair Leonardo Porras Bernal, los acusados han predicado ser los autores del homicidio, ratifican la comisión de esta conducta en los informes que presentan al C.T.I, así como, en los documentos de legalización de munición gastada, los radiogramas que guardan total correspondencia en lo relativo al autor del comportamiento lesivo. Indico que, el problema jurídico y probatorio a resolver, es si ello obedeció, como lo pretendieron hacer creer los acusados, a un combate, o si se trató de una ejecución, como lo sostiene la Fiscalía. Trajo a colación el artículo 9 del Código Penal, destacando que la tipicidad es entendida como el comportamiento definido de manera inequívoca expresa y clara de la conducta punible, que se endilga al acusado, para este delito se encuentra definida en el artículos 103, 104.4 y 104.7 del Código Penal, a los cuales dio lectura. Dijo que el verbo rector “matar” se probó en este juicio, no sólo con las manifestaciones que hicieron los acusados, a través de todos los documentos que presentaron, dando fe de la comisión de la conducta punible, sino testimonialmente, mediante las manifestaciones, que en este juicio oral hizo el Mayor Quijano Mariño, Indicó que se demostró testimonial, objetiva y pericialmente.

En primer lugar se refirió, a la escena del crimen, ocurrida en un campo abierto en una zona rural, donde se recogieron 27 elementos materiales probatorios por Nancy Santiago y Miguel Ángel Mejía. Además con el testimonio del señor Luis José Torrado, quien es el dueño del predio donde sucedieron los hechos, de coordenadas 08º 02’ 39” y 73º 13’ 30”, en el municipio de Abrego, acotó, nadie presentó objeción sobre su real existencia, fue conocido debidamente.

Recordó el artículo 213 del C.P.P., que trata la inspección al lugar del hecho, y sus fines, los cuales, dijo, se lograron en este asunto. Respecto de las pruebas, acotó, la defensa no logró demostrar ninguna afectación en la recolección de las pruebas, por el hecho que no se contara con algunos elementos que se exigen para la recolección de tales elementos. 
Resaltó que las pruebas presentadas en este juicio, el acta del primer respondiente, e informe al C.T.I., pruebas 2 y 4 del juicio oral, se hicieron afirmaciones que fueron desvirtuadas en el periodo de práctica de pruebas en el juicio oral, por el grupo del C.T.I., encargados de la reconstrucción de los hechos en tres dimensiones. Lo hacen demostrando que el hecho que se había manifestado en el informe del primer respondiente, un combate en el sector, no se presentó, pues, de haberse presentado las consecuencias que hubiera dejado, se hubieran podido verificar fácilmente, por el conocimiento que se tiene que dejan este tipo de confrontaciones, la experiencia enseña que varias personas corriendo por en medio de un sembradío en el ejercicio de la huída o de la persecución, hubiesen dejado altamente alterado el cultivo, aspecto rotundo que muestra la falsedad de los informes dados por Diego Aldair Vargas. El bosquejo topográfico, es la prueba 5 de este juicio oral, lo realizo, Miguel Ángel Mejía, con las fotografías que este tomó, ilustró gráficamente el lugar, en el bosquejo dibujó fielmente el lugar de los acontecimientos. 

La no existencia de un combate, se dejó demostrado desde punto de vista objetivo, con las fotografías, el bosquejo topográfico, y desde el punto de vista testimonial, tiene respaldo probatorio, no sólo de lo dicho por los funcionarios de policía judicial que se hicieron presentes en la primera escena, sino con el testimonio del señor Luis José Torrado, en su calidad de propietario del predio, afirmó que no se habían alterado sus cultivos, ni su inmueble, con los hechos que del 12 de Enero de 2008.

En lo referente a las fotografías de la escena tomadas por Miguel Angel Mejía, que constituyen la prueba No. 8, éstas permitieron tener una referencia clara del lugar y de las 27 evidencias halladas, de la ubicación del cuerpo sin vida, de las prendas de vestir que éste llevaba, de las heridas visibles que presenta de la forma en que quedó Fair Leonardo Porras, en fin, se paso de planos generales a particulares, tomándose fotografías panorámicas de primerísimos planos y cuándo se requirió, se hizo uso del testigo métrico, fotografías que en este alegato final permitieron hacer un repaso por cada una de las pruebas para establecer cómo sucedieron los hechos. 
Felisa Carvajalino realizó la necropsia que se introdujo al juicio como la prueba No. 11, el resumen de hallazgos encontrados en el cuerpo de la víctima, presenta 9 heridas por proyectil de arma de fuego, que se produce fracturas múltiples de cara izquierda, laceración de riñón derecho, fallece en shock hipovolémico. Se diagraman las trayectorias que tienen que ver con cabeza, tórax, y tronco, que es donde el ser humano tiene una mayor, no solo representación de vasos sanguíneos, sino mayor representatividad al momento de recibir los disparos, Javier Alberto Sotelo Delgadillo tuvo que explicar un error en las trayectorias de las heridas, concretamente la 8 y la 9 cuando indica que la correcta ubicación de lateralidad para ambas es la izquierda y no la derecha, como lo había plasmado en su informe de fecha 27 de enero de 2009, que hizo parte del testimonio integral rendido por esta persona.

De conformidad con lo normado el artículo 373 C.P.P. que alude a la libertad de medios probatorios, la muerte se encuentra debidamente probada, pues se contó con el levantamiento del cadáver, y la necropsia del mismo.

El Art. 104 nos alude a las circunstancias de agravación, éstas son por precio, promesa remuneratoria, el ánimo lucro, por motivo abyecto o fútil, y de acuerdo a la acusación por colocar a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación. 

Testimonio del médico Mauricio Gómez, reconoció haber expedido el documento, que hoy es la prueba 28 de este juicio oral, donde manifiesta que Fair Lonardo Porras Bernal presenta retardo mental moderado, lo cual le da a una persona discapacidad laboral del 53%, por lo tanto se califica como incapacitado permanente. 

En el contrainterrogatorio que hizo la defensa manifestó que el actuó como calificador, y que para este concepto tuvo que estar presente él para realizar un diagnostico clínico, la calificación integral de la invalidez, es decir que él estuvo presente en cada uno de los estudios que se hizo a esta persona, lo cual se hace con base en peritajes de los neurólogos y psiquiatras, todos los conceptos son basados en la historia clínica y son pruebas complementarias, así mismo, que su concepto se basa en pruebas objetivas, donde no se pueden hacer simulaciones. 

Dijo el señor Fiscal, que resulta concluyente para este caso que, si la víctima padecía el mencionado retardo, para los reclutadores y militares involucrados resultaba fácil ponerlo en una situación de indefensión, como aquí se hizo, dada su discapacidad intelectiva, no controvertiría cualquier engaño al que se le sometiera, dado que su comportamiento se orientaba a aprovecharse de la ventaja de la situación de inferioridad, también debe resaltarse el hecho que el citado profesional salud, es claro en afirmar que si se supera el 50% del caso que nos ocupa, se considera a la persona invalida o discapacitado permanente, testimonio que no logró desvirtuar el análisis que hizo el señor Máximo Duque, médico presentado por la defensa, porque todos sus análisis fueron errados, dado que el fue concluyente en decir que él siempre pensó que el retardo de Fair Leonardo era leve, todos sus estudios se basaron en ese error, y ante la pregunta que si el concepto hubiese variado diametralmente respecto de un retardo mental como el que en realidad de verdad padecía el señor Fair Leonardo, acierta en decir que sí.

Corroborando la no ocurrencia de un combate, también por parte de la fiscalía, se practicó un estudio, y en el juicio se presentó un equipo multidisciplinario de profesionales debidamente acreditados, que integran la unidad de análisis de comportamiento criminal, logrado determinar, por los estudios, lo siguiente: que la víctima tenía una discapacidad, indicando que el escenario que se muestra, se muestra como un ambiente letal, dado que la persona se encuentra sin armamento y así hubiera habido un armamento, por parte de la víctima, este armamento resultaría desproporcionado un arma 9 mm. respecto de un fusil 5.56.

Los funcionarios del 3D, construyen una escena que sí guardaría concordancia, respecto a las pruebas encontradas en el escenario de los hechos, se ubican a los posibles tiradores, como se ve en los planos topográficos, y se recrea con las fotografías, se evidencian los sitios del eventual tirador, teniendo en cuenta la expulsión de las vainillas y dónde caerían estas, entiéndase en el lado donde fueron encontradas, aquí se recrea por parte de los peritos expertos en comportamiento criminal. Con las pruebas 49, 50 y 51, se concluyen la ubicación del victimario vrs la víctima, en la escena era sobre la vía o camino donde se encontró el cuerpo sin vida de Fair Leonardo Porras Bernal. Lo que desvirtúa al perito balístico presentado por la defensa, señor Ivan Antonio Ricaurte Guarleta; también contribuyó lo anotado por el perito internacional Robert Bux. Con las lesiones que se tuvieron en cuenta por parte de la perito se tiene: herida 1, su trayectoria indica que la zona del tirador en el lugar de los hechos es sobre el costado sur oriente y la zona de localización de la víctima, en el costado sur occidente, para que la víctima sufra esta herida estaría de rodillas, con la cabeza inclinada mirando a la zona del tirador; herida 2, su trayectoria indica que la zona del tirador, utilizando los puntos cardinales, estaría en el costado sur oriente y la víctima en el costado sur occidental, la víctima estaría mirando hacia el costado norte, cayendo de rodillas; herida 3, su trayectoria es norte sur, se observa que la zona del tirador es sobre el costado nor oriente y la víctima de costado sur occidente, la víctima ya estaría caída, en posición de cubito dorsal. Luego, se determinó que, la primera escena donde se encontró el cuerpo sin vida de Fair Leonardo Porras Bernal fue alterada o manipulada. Cómo se explica que Fair Leonardo Porras Bernal haya aparecido en ese escenario donde perdió la vida, la respuesta se encuentra en lo dicho por Alexander Carretero, cuando afirma que le fue entregado a los militares en un reten falso, donde se encontraba una NPR y posteriormente se enteró que a este joven, horas después, había sido asesinado por los militares. 

Analizado este aspecto del homicidio, desde el punto de vista objetivo y técnico, se pasa a hacer un estudio con la desaparición forzada, ya que se demostró plenamente la responsabilidad de los acusados en la comisión de ese delito, en el desarrollo de este juicio, con las circunstancias de agravación propias de tal punible.

La Fiscalía mencionó el marco de la constitución de la desaparición forzada y citó los preceptos del Código Penal en los cuales se halla tipificada. Que para este caso se está en presencia de un sujeto activo, que es calificado, es decir, funcionario público, luego la situación fáctica se adecua para los acusados, luego es claro que al tratarse de miembros del ejército nacional, está calidad se tenía por los referidos acusados para la época del 12 de enero de 2008, dentro del asunto quedó también debidamente probado con la estipulación número 1, que se celebró con los diferentes defensores, en donde se acordó tener como cierta la calidad de militares. También supone privar a una persona de su libertad, dando cabida tanto a la privación de la libertad, efectuadas por agentes del estado, que es la que realizan los acusados respecto de la víctima, que el señor Alexander Carretero acierta en decir que ve cuando a Fair Leonardo Porras lo entregan en un retén militar, horas antes de que se produjera la muerte, la muerte de éste en un presunto combate o enfrentamiento con los acusados, que para la época integraban el pelotón para el plan meteoro vial del ejército nacional, además, Jhon Jairo Muñoz corrobora al señor Alexander Carretero, cuando alude a que las muertes se producen en la misma noche en que se hacía entrega de las victimas a los militares, otro aspecto que se precisa y se destaca es, la privación de la libertad que padeció Fair Leonardo Porras, en el interregno que se desarrolla en el momento que se produce su traslado de Soacha a Ocaña, y las personas que lo negociaron, los reclutadores y militares, que inicialmente interactúan con éste, antes que se diera la entrega material de la víctima en la NPR, que lo llevaría a su cita con los acusados y por ende con la muerte. La fiscalía resalta que se requiere privar de la libertad por la fuerza o coacción, dado que válidamente hay otra alternativa, cual es cualquier otra forma, así como el engaño para trasladarlo contra la voluntad a otro lugar, aspecto este que se estructura, en el entendido que los sujetos agentes en una distribución de funciones, coautores, tenían el domino del hecho y por ende, generan el daño antijurídico que lesionó a esta persona, como quedo demostrado en el juicio tenía una afectación de su parte cognitiva y volitiva.

Nadie va voluntariamente al lugar donde sabe va a ser ejecutado, aspecto que en el juicio se probó, no sólo con Carretero, sino Pedro Gaméz, y Jhon Jairo Rodríguez entre otros, que son los testimonios que corroboran el modus operandi de los casos conocidos como Soacha, concluye decir que, la víctima bajo el influjo del engaño fue trasladado contra su voluntad por ese vicio, pues no sabía de la intención, ni el interés del autor, ni de su designio criminal, el dolo como vicio de su voluntad consistió en el macabro plan de los militares y el reclutador para darlo de baja y dejarlo como NN, donde no se le reconociera, y engrosara la lista de los desaparecido del SIRDEC, que quienes trasladaron a Fair Leonardo tenían el dominio del hecho, el engaño, los medios, las armas, y la forma en que lo conducían y apartaban de la esfera de protección, donde no podía pedir auxilio, o fuera conocido por sus vecinos, era el medio para desaparecerlo, y que no se identificara fácilmente, todos los medios de prueba llevan a inferir que no fue voluntariamente, y que si hubiese sabido que era con tal propósito, matarlo, desaparecerlo y ocultarlo, no hubiese accedido a ello.

Se argumenta que uno de estos tipos penales que más lesión o daño irradia es cuando hay engaño, como ocurrió en este caso, para lograr el traslado en contra de la voluntad y es una modalidad alternativa, que se torna como típicamente objetiva. La única exigencia que excede la legalidad es que se presente el ocultamiento de la víctima, el cual se demostró cabalmente en este asunto cuando se dijo, los militares deberían de informar de su paradero, pues de lo contrario se incurre en la trasgresión del tipo penal estudiado, basta la falta de información sobre el paradero de la persona; se continua haciendo referencia al tiempo que se requiere para el delito permanente de desaparición, el cual puede ser breve o largo, se materializa con el sólo hecho de no dar la información, siguiendo la estructura de la norma analizada y corroborada jurisprudencialmente, tenemos que se prosigue con, subsiguiente a la negativa del mismo a reconocer dicha privación o de dar cualquier información sobre el paradero de la persona desaparecida, que se entienda que para que se configure la conducta punible se exige que la privación de la libertad este seguida de una sola de las siguientes circunstancias, la falta de información o la negativa de reconocer el hecho o de informar acerca del paradero de la persona, y finalísticamente se puede predicar igualmente, que si el fin era desaparecerlo, pues de otro lado fue reportado como NN, a pesar como se ha dado en la empresa criminal se tenía conocimiento de su arraigo, así mismo, los acusados no dejaron en el cuerpo de la víctima ningún documento, luego se podía saber sobre qué persona se trataba, también es claro que el uso de su aparato móvil, de las llamadas que de este aparato se hicieron en el municipio en el Norte de Santander, aspecto que resulta concomitante con otros de los casos que se han conocido como los casos Soacha. 

La Fiscalía General de la Nación dejó plenamente probado que, el joven Fair Leonardo Porras Bernal, tenía su arraigo en el Municipio de Soacha, Cundinamarca, es que sobre este aspecto se recibieron los testimonios de: Luz Marina Bernal Porras, Luis Ángel Osma, María Arley Pineda quienes ratifican a la madre de la víctima, en lo referente al arraigo, así como los investigadores Richard Méndez, Jorge Alexander Niño, Mario Marulanda Leticia Muñoz Ocampo. Respecto a la desaparición se comprobó con los testimonios de Luz Marina Bernal Porras, Diana Ramírez coordinadora del grupo de NN. desaparecidos de medicina legal, con un estudio e informe, el cual se constituye en la prueba número 16 del juicio, dentro del cual en el numeral 8, aparece el caso de Fair, dentro de los once casos se Soacha. 

Además se plantea que los victimarios tenían un perfil para sus víctimas, que era, que no fueran de Norte de Santander, como lo afirmo Felisa Carvajalino fue un hecho conocido, que por donde pasaban los funcionarios del ejercito era donde se presentaban los muertos, también mira que el origen es el mismo, es decir Soacha, pues como lo manifestaron los señores Alexander Carretero y Pedro Gámez, allí estaban los contactos mal llamados reclutadores, y como se verá, lo ratifica el suboficial Carlos Eduardo Mora, que al hacer inteligencia en el sector, se dijo que los militares acantonados en Ocaña se les temía, porque la población sabía de sus ilícitos procederes. Del estudio se pudo constatar que las víctimas eran hombres jóvenes, no niños, no mujeres, no ancianos, esto para colocar una venda a la administración de justicia, dado que es el perfil que por lo general tiene las personas que se pueden comprometer en actividades ilícitas, así como la poca escolaridad, es decir, personas que dentro de la sociedad no tuvieran una alta representatividad, también que tuvieran su arraigo en una municipalidad alejada, donde eran ultimados, muy seguramente con el imaginario de que nadie los iba a buscar, por cuanto las víctimas salieron de una población donde viven personas humildes del país, y no se contaría con los recursos suficientes para materializar unas adecuadas búsquedas.

Mediante dictamen pericial de cotejo dactilar entre la necrodactilia tomada en la inspección técnica a cadáver y la cartilla dactilar de la víctima se verificó se trataba Fair Leonardo Porras Bernal, que pasaron 7 meses, tiempo que como se indicó en la apertura del juicio, es atribuible a los militares, en primer lugar, por haber desarraigado a la víctima, en segundo, porque luego de quitarle la vida lo presentaron como NN, tercero, porque no dieron cuenta del paradero de este a pesar de conocer su origen, cuarto, porque habida cuenta la cantidad de muertos que reportaban en circunstancias similares.

Los militares actuaban delictivamente prevalidos de este conocimiento, siendo tan sistemático y articulado este accionar, que una vez la opinión pública lo denuncia, el país se percata de la vergüenza pública que debe asumir el Estado, por el comportamiento de las fuerzas militares aquí referidas, al mismo tiempo en forma instantánea cesa ese desviado proceder, pues de forma paradójica se dejan de reportar muertos en combates, lo que revela una vez más, el origen de las conductas, la responsabilidad, todo en un marco de una diciente actitud posdelictual. 

Fair Leonardo tenía el celular 3143240382, al cual se le hizo un estudio de investigación, por el analista adscrito al CTI, Arlet Castellanos Tuay, que constituyó la prueba 98 del juicio, y explicó que pudo establecer las llamadas realizadas de los abonados analizados, entre ellos el que tenía la víctima, Fair Leonardo Porras Bernal, y las relaciones existentes entre estos, así mismo lo ilustró, mediante la prueba número 99 del juicio, la gráfica link, logró demostrar que el abonado que pertenecía a Fair Leonardo estaba para el 12 de enero de 2008 en Ocaña, que después que la víctima muere con su celular comienzan a generarse comunicaciones entre los residentes de Norte de Santander. Jorge Alexander Niño Morales, con quien se introdujeron las pruebas 93, 94, 95, 97 que corroboran los nombres de los titulares, fue el insumo de base al analista de información adscrito al CTI, Arley Castellanos Tuay. Ante la pregunta que hace la defensa, que si del número de Fair para los días 7, 8 y 9 de enero de 2008 salieron llamadas, contesto que no figuran llamadas salientes, dentro del cuadro de llamadas entrantes tampoco aparecen, el perito igualmente ubicó las llamadas del celular donde se comunicaba Sandro Pérez, teléfono 3112333237, al teléfono que pertenecía a Fair, 3143243782, que son 5 y 1, lo cual hace a través de las celdas, que las ubica todas en Ocaña, todas con posterioridad a la muerte de Fair, aspecto que muestra como lo refirió el señor, Alexander Carretero existía un vínculo criminal al interior del Batallón, del que no sólo participaban los militares acusados, sino otros militares, con tareas y distribuciones diferentes, que permitían la comisión del delito, así como asumir comportamientos con los cuales pretendían darle visos de legalidad, a los desviados procederes. 

La fiscalía plantea que se va concretando la tesis que en el caso se está en presencia de un concierto para delinquir, ya que se establece y se muestra la relación que se da entre los reclutadores Alexander Carretero, Ender Obeso, Uriel Ballesteros, Pedro Gámez, con los militares Sargento segundo, Sandro Mauricio Pérez Contreras, soldados profesional del S2, Dairo José Palomino Ballesteros y Medardo Ríos Muñoz, los primeros recibían un millón de pesos por cada víctima que entregaban a los militares, como lo testimonia Carretero para el caso de Fair Leonardo Porras. Soportes de estos hechos son las pruebas 10, 25, 26, 27, 53, 66, 78, 79, 80, 81, 84, 90. A su vez, el concierto para delinquir artículo 340 del CP que en el artículo 342 al tratar las circunstancias de agravación establece, cuando las conductas descritas en los artículos anteriores cometidos por miembros del ejército activos o retirados de la fuerza pública o de organismos de seguridad del estado, luego es asunto probado. 

En ejercicio de sus funciones, Diego Aldair Vargas comandante pelotón búfalo 1, presenta informe de primer respondiente que la fiscalía exhibe y presenta como pruebas 2 y 4, a partir de las cuales la fiscalía eleva acusación, ya que contiene anotaciones apócrifas de lo realmente acaecido, como se demostró en el juicio a partir de los informes de los funcionarios de policía judicial, los informes de los peritos y los testimonios. En el mencionado informe se que le presenta a Nancy Santiago, se argumenta que se presento un combate, a una hora determinada contra cinco individuos; luego los funcionarios de la fiscalía y el CTI, en la reconstrucción de los hechos, el 3D, y con el informe que presento Miguel Ángel Mejía del lugar de los acontecimientos, se logra desvirtuar el mencionado combate, ya que no se encuentran vainillas de los mencionados agresores, sólo un arma percutió, la pistola 9 milímetros que supuestamente tenía la víctima, 120 disparos fueron las respuestas, la proporcionalidad desvirtúa un combate, qué sentido tiene enfrentarse a hombres con fusil. Un testimonio que desvirtuó el informe de Diego Aldair, fue el de Luis Torrado, ya que no fue víctima de comportamiento lesivo a los que se refiere dicho informe. 

Luego el verbo falsificar, dar apariencia de cierto a lo que no es verdad, se puede establecer en el informe suscrito por él, para que dichos documentos pudieran servir de prueba, se los presentó a Nancy Santiago para demostrar el combate, el indebido proceder, para demostrar que fue legítimo, ahí se establece el comportamiento antijurídico que vulnera la fe pública. Se incorpora una verdad, con contenidos apócrifos, en un caso concreto con documento público, con destino a un proceso penal, crédito de lo público para obtener sus propósitos. Para la Fiscalía General de la Nación se logra probar el Delito de Falsedad Ideológica, artículo 9º, 286 código penal, con sujeto activo calificado, funcionario público, debidamente probado, 20 C.P., estipulación con defensa.

3.2. ALEGATO APODERADA DE LAS VICTIMAS

Anunció que en su intervención va a omitir, referirse a las pruebas presentadas por el Fiscal, pues su intervención fue extensa, detallada y seria.

Indica que hay dos versiones de los hechos, la presentada de manera oficial, basada en que Fair Leonardo Porras Bernal, era un delincuente común que pertenecía a una banda criminal, se enfrentó al ejército y producto de un combate fue dado de baja, y la teoría del caso de la fiscalía, a la que se adhiere, y que consiste en que el homicidio y otros delitos cometidos contra la humanidad de Fair Leonardo, constituye en el derecho internacional una ejecución extrajudicial. Considera que la teoría del caso del ente acusador ha sido completamente corroborada a través de las pruebas practicadas en el juicio, bajo los principios legales. Sin violación de garantías procesales a los sujetos.

Considera en primer lugar, probado el arraigo de Fair Leonardo Porras Bernal, que era un joven de Soacha, Cundinamarca, que al momento de su muerte contaba con 26 años de edad, de extracción económica pobre, dedicado a oficios varios, era muy colaborador y servicial, de lo cual dan fe, Luz Marina Bernal, Luis Osma y Maria Erley Pineda. Sobre su arraigo coincide Pedro Gámez al señalar que ayudaba en la “Fonda paisa” a recoger botellas y limpiar las mesas, es la misma información que ha suministrado la señora Luz Marina Bernal.

También se logró establecer que Fair Leonardo tenía problemas de aprendizaje, y que su capacidad sicológica no era acorde con su edad, probado en el juicio a través de la constancia de la fundación amor, una prueba científica, que da fe de ello, la declaración del médico Mauricio Gómez, y su historia clínica. El doctor Gómez Méndez señaló sobre el particular que las personas con retardo mental moderado dependen, generalmente, de terceros para tomar decisiones, que no saben leer ni escribir, pueden tener dificultades para ejercicios de matemáticas como sumas y restas, y que de acuerdo al decreto, manual único de calificaciones de identificación de invalidez no podía hacer planes de vida, estas personas no podrían tener asociaciones, y que el retardo mental no es curable.

Por petición de la defensa vino al juicio, el doctor Carlos Arturo Barbosa, médico asesor de la Procuraduría General de la Nación, quien señala inicialmente que a partir de la historia clínica no es posible concluir que Fair Leonardo Porras presentara en su adultez retardo mental, sin embargo dicha valoración pierde contundencia ante la declaración del médico que tuvo la oportunidad de conceptuar no solamente en la historia clínica de la víctima, sino de imágenes diagnosticas, conceptos de otros médicos, y otros elementos con los que no cuenta el médico de la procuraduría, así lo manifestó en este juicio oral en el sentido de que el hecho de contar con una historia clínica que al parecer se encuentra incompleta, indicaba para él una limitación al momento de emitir su concepto pericial.

Con respecto a la capacidad de la víctima para delinquir, o hacer parte de agrupaciones armadas, el doctor Máximo Duque, perito de la defensa concluye que en el caso concreto no hay elementos de juicio para descartarlo, sin embargo este perito lo hace sobre las bases de que Fair Leonardo tenía un retardado mental leve, lo cual resulta desvirtuado, por lo dicho por el médico Mauricio Gómez, de que el retardo mental es moderado, lo cual implica, como lo reconoce el mismo Duque, un mayor nivel de profundidad del problema. 

Menciona que en el juicio, cuando se expone el documento que habla del retardo mental moderado de la víctima, al médico Duque, manifiesta que no recuerda haberlo tenido, que tuvo presente uno distinto que indicaba un dato diferente, y que no mencionaba la discapacidad laboral del 53%. Reconoce el hecho de que sea un retardo mental moderado varia su concepto. En lo concerniente a la incapacidad permanente de la víctima, señala que desde el punto de vista laboral, la incapacidad se clasifica de acuerdo a la actividad de la persona, y las actividades que pueda o no pueda realizar. Lo cierto es que de acuerdo a la capacidad física de la persona, para ejercer una actividad laboral, es que se establece el grado de discapacidad, teniendo en cuenta criterios como el grado de dependencia del evaluado respecto de terceras personas, los cuales fueron elementos que el doctor Gómez Méndez valoró en el caso de Fair Leonardo Porras Bernal. 

Además, es corroborado por la madre de la víctima, quien ha indicado de manera clara cómo era el comportamiento social y familiar de Fair Leonardo, destacando que nunca pudo aprender a leer y escribir, ni a manejar operaciones matemáticas, la imposibilidad de este joven para aprender horarios y fechas, y que se ocupaba de actividades elementales, incluso señaló que debido a la incapacidad, muchas veces era explotado laboralmente. El señor Luis Ángel Osma, señaló que podía notar la deficiencia psicológica de la víctima. La discapacidad de la víctima en relación social y familiar, fue corroborada por María Hilda Camargo en labores de vecindario, en el mismo sentido Mario Marulanda investigador del CTI, verificó lo que dijo la madre con vecinos del sector, y logró, establecer que se trataba de una persona con retardo mental, sin empleo fijo, y colaborador. Otro testimonio que lo corrobora es el Alexander Carretero Díaz, quien claramente describió a Fair Leonardo como persona que no era normal. Igualmente Pedro Gaméz Díaz dijo sobre este particular, que “Yair”, así lo llamó, vivía más abajito, por el lado de la Y, era un muchacho especial, y al ser requerido por parte de la fiscalía para que clarificara el termino especial, señala, que no era cuerdo en todo, incluso ayudaba en una tiendita a limpiar las mesas y recoger botellas .

Todo lo anterior, indica, desvirtúa la intención de la defensa de mostrar que Fair Leonardo era una persona normal, con capacidad de autodeterminarse y que además, hacia parte de una empresa criminal que se dedicaba a extorsionar a campesinos en la zona de Abrego, igualmente, eso lo informó en el juicio y señaló las mismas características que se han planteado con anterioridad. 
La defensa trajo a varios testigos al juicio oral, pretendiendo señalar que la víctima había visitado, con anterioridad, la zona donde le fue arrebatada la vida, que hacía parte de una banda criminal, como se les denomina hoy a las bandas paramilitares, que entre sus acciones delictivas tenía la de extorsionar a la población civil. La apoderada de víctimas, consideró legítimo el ejercicio del derecho a la defensa, pero también plateó que, en este caso en particular, rayó con prácticas que atentaron contra la dignidad de la víctima y sus familiares, pues por un lado se pretende enlodar el nombre de quien hoy no es quien está siendo investigado, por cuanto no se le dio la oportunidad de recibir un juicio justo, imparcial, sin dilaciones, y por el otro lado se pretende justificar la pena de muerte, proscrita constitucionalmente en Colombia, y dar visos de legalidad, a lo que en realidad, en su criterio, constituye un crimen de lesa humanidad.

Adicionalmente solicita que se desestime la fuerza probatoria de las declaraciones que en este sentido aportó la defensa. Planteando que, a su criterio, se trata de testigos que fueron preparados para dar una versión falseada en el juicio oral. En primer lugar la declaración de Sergio Jácome, quien tomó la fotografía de Fair Leonardo para decir que era una persona que había visto varias veces, pues su familia había sido víctima de extorsiones durante los años 2007 y 2008, sin embargo, ante el CTI y en este juicio quedo en evidencia en el contrainterrogatorio del delegado de la fiscalía, manifestó textualmente que durante los años 2007 y 2008 no había sido víctima de secuestros y extorsiones, además, manifestó cosa contraria a la defensa que no podría decir, ni asegurar, si el señor al que se refiere, a Fair Leonardo, fue el que murió en ese enfrentamiento, y finalmente asegura que "yo cuando lo dieron de baja no lo conocía". Estas declaraciones son contradictorias.

Por otro lado, las declaraciones de Evila Garcés, Regina Mogollón y Luis Felipe Mogollón, esta última introducida como prueba de referencia, afirman las dos primeras que el día antes del homicidio, Fair Leonardo, fue hasta el lugar de su residencia a cobrar el dinero de una extorsión y que ultrajó sexualmente a Regina Mogollón, y que en razón a ello informaron al ejército, produciéndose a la madrugada siguiente un enfrentamiento armado en el que presuntamente se dio de baja a esta persona, lo cual supieron porque un soldado les mostró la fotografía tomada con su celular, además, que de atentatoria de la dignidad humana de la víctima y su familia, esta versión ha sido completamente desvirtuada con lo conocido en el juicio sobre el comportamiento social de Fair Leonardo, lo que hace improbable, excesivo, que acudiera a actos sexuales abusivos contra sus congéneres, por el contrario, en el juicio se logró demostrar, con prueba científica y testimonial, que él padecía de una discapacidad mental y sicológica que se exteriorizaba en su comportamiento equiparable al de un niño.

También se logró refutar, a través del testimonio de Alexander Carretero Díaz, que durante el día 11 de enero y el medio día del 10 de enero, Fair Leonardo Bernal permaneció en un billar en el municipio de Ocaña, sin hablar ni intimar con nadie, y que en horas de noche fue entregado a militares adscritos al Batallón Santander y en la madrugada es presentado como una supuesta baja en combate. 

También quedó claro, a través del testimonio de Carlos Eduardo Mora, que existía una relación evidente entre ejército acantonado en Ocaña y los paramilitares, en particular con las águilas negras y reducto de los nevados que trabajaba con los mellizos. Señala el testigo que existía un ambiente de desconfianza en la población civil frente al ejercito, al batallón le tenían miedo, porque la gente decía que eran asesinos, son palabras textuales del testigo, pues que él señala que trabajaba en la calle y que ese era el comentario diario de Ocaña, que le tenían miedo al batallón. 

A parte de lo anterior, llama profundamente la atención de la apoderada de víctimas las contradicciones que subyacen entre las declaraciones de Regina Mogollón y Evila Garcés con las de Luis Felipe Mogollón, pues este último jamás hace referencia a que Regina Mogollón hubiese sido víctima de actos sexuales abusivos o de tocamientos indebidos por parte de la víctima, los cuales resultan hechos de relevancia, o por ejemplo jamás hace mención a que su hija inmediatamente ocurren estos hechos acude, o es enviada por su madre a informar al ejército nacional, es que ni siquiera la dejaba salir, según el dicho de la testigo. Además, tenerse en cuenta que son miembros de una misma familia, y se supondría que deberían coincidir en lo fundamental en las versiones, sin que ello se avizore en este caso particular. Las declaraciones de las personas mencionadas ya han sido desvirtuadas, incluso por quien trasladó a Fair Leonardo a Ocaña, y da fe de cuál fue la actividad, o qué estuvo haciendo, o dónde mantuvieron a la víctima durante este periodo de tiempo de privación de su libertad. 

Respecto al testimonio del investigador Juan Miguel Angarita, en lo que tiene que ver con la parte de victimología que pretendió presentar en el juicio oral, solicitó que se desestime su contenido, teniendo en cuenta que la mayoría de sus afirmaciones carecen de fundamentación, en la medida que refirió a una serie de informaciones que supuestamente tuvo acceso por labores de vecindario, sin precisar la fuente de la misma, exceptuando la entrevista que sostuvo con la docente María Teresa Cuadros, de cuyo contenido no dejó evidencia alguna, por lo que se convierte en prueba de referencia, que en el criterio de la representante de victimas, que se tenga en cuenta lo que presuntamente captó de la información que le fue trasmitida por la docente, igualmente ocurre con lo que refiere de la historia laboral de la víctima, ya que convierte su información en afirmaciones vagas y sin sustento alguno, sin que demostrará que ese era el contenido de la información que recaudó y no su interpretación de la misma. Concluye que a pesar de los esfuerzos de la defensa no se logró desvirtuar el arraigo, ni la discapacidad física, mental o psicológica de Fair Leonardo Porras Bernal.

Indicó que en el juicio oral quedo probado lo siguiente: el trasladó de Fair Leonardo Porras Bernal desde Bogotá hacia Ocaña, corroborado documentalmente a través de los tiquetes introducidos por Ariacna Lara Contréras. También por los testimonios de Alexander Carretero, Pedro Gámez, se puede establecer que el traslado de las víctimas de zonas alejadas del país, como Soacha a Ocaña, tenía como propósito entregárselos a los militares para que se presentaran resultados operacionales positivos.

También se encuentran pruebas que llevan a concluir que no hubo combate o que hubo un combate simulado. Desde el punto de vista de la escena del crimen y del cuerpo de la víctima se encontró lo siguiente: Nancy Santiago y Miguel Ángel Mejía, en informe señalan cómo encontraron la escena de los hechos, cómo recogieron, embalaron, aseguraron las evidencias, las fijaron, señalan cómo se diligenció acta de primer respondiente por el militar que se encontraba a cargo del operativo, entre otros detalles, además de describir el terreno, los plasmaron fotográficamente, posteriormente fueron retomados por otros peritos, que declararon en este juicio oral, destacan algo que es fundamental, y mencionado el día de ayer por el señor fiscal, y que es que en el del acta primer respondiente, este funcionario habla del arma incautada, señalando en qué condiciones se encontraba, es decir, cuántos tiros en la recamara, etc. Sin embargo Miguel Ángel Mejía dice que no podía saber este detalle, porque ese análisis lo realizó con posterioridad a que se recogieran las evidencias, que ese análisis que el vino a presentar aquí en el juicio oral, lo realizó en su oficina, lo que demuestra que cuando Vargas Cortés introdujo esta información en el acta de primer respondiente, conocía las condiciones del arma, lo que a criterio de la representante de víctimas resulta sospechoso.
Por otro lado en la escena del crimen no hay evidencia del número de atacantes, se habla de un supuesto combate con varios integrantes de bandas criminales, solo existen evidencias de un arma atacante, mientras la mayoría de las vainillas que fueron halladas en el lugar de los hechos, exceptuando el arma que se pretende era de la víctima, provenían de armas largas, eso queda probado por el estudio de balística presentado por el perito Joel Moya Blandón, quien logró establecer que las vainillas que se encontraron en la escena provenían todas de calibre 5.56 y que provenían de al menos de 4 armas distintas, en el acta de legalización de munición se reporta el uso de 5 armas diferentes. Este es un primer elemento que permite evidenciar que no hubo tal combate, y que la versión de los militares no corresponde a una escena de un supuesto combate.

Por otro lado, en la escena de los hechos no se encuentran rastros de alteración, que se esperarían encontrar en el lugar de los hechos, confirmado por la perito Nery Suyapa Osorio, y el dueño del terreno donde ocurrieron los hechos, el señor Luis Torrado; luego de un supuesto combate, entre al menos diez personas, resulta más que ilógico. Este elemento, se debe observar con lo manifestado por el perito Moya Blandón como la perito Norma Cristina López, en el sentido que de acuerdo con la distancia de eyección de un proyectil, la posición tirador tendría que ser necesariamente el cultivo de tomate o el cultivo de maíz, entonces no se encuentra lógico que si esta era la posición de los que repelieron el ataque, que se encuentren intactos los cultivos.

Aquí se pretende presentar a Fair Leonardo Porras Bernal como un combatiente, como una persona que manejaba armas de fuego, además, que hacia parte de un grupo que atacó al ejército nacional en una verdadera actitud suicida. A través de prueba científica, que la víctima recibió múltiples impactos por proyectil de arma de fuego, que esos impactos, que afectaron sus extremidades inferiores, no afectaron hueso, lo que no le impedía capacidad de movilizarse, que estos disparos producen el desangramiento de la víctima, al punto que causa de muerte, por shock hipovolémico, así consta en el acta de necropsia, lo confirma el doctor Máximo Duque, y el doctor Robert Bux. Sin embargo en la escena del crimen, como se pudo observar en las fotografías y como fue resaltado por el perfilista Castañeda Arcila, no existe ningún rastro de sangre que permita establecer o plantear que la víctima, después de haber sido impactada por primera vez intentó moverse, huir, o protegerse, lo que indica que la víctima fue aniquilada ahí, donde recibió el primer impacto, recibió el último, fue el mismo lugar donde murió, conclusión a la que llega el señor Castañeda Arcila.

Otra evidencia que da cuenta de la falsedad de la versión oficial de un combate, es como lo señala Castañeda Arcila, el arma que supuestamente usó la víctima presenta un proyectil sin percutir, no resulta lógico que uno de los supuestos atacantes se reserve munición y que además arroje el arma, esto no tiene sentido, hace inverosímil la versión de los militares, y es igualmente ilógica la posición en que se encuentra el arma, que supuestamente usó la víctima, pues como lo planteó Castañeda Arcila, debido a la lateralidad de la víctima, que ha sido multiprobada, no se esperaría encontrar la pistola en el lugar donde se halló, es decir en una posición más cercana a la mano derecha.

Ana Carolina Guatame basada en los estudios de Sieres y de Barayba hablaba de un umbral de sospecha frente a este tipo de situaciones y decía que ese tipo de combates donde el número de muertos es mayor que el de heridos, entraba en ese umbral de sospecha y aquí el ejercito pretende mostrar que un combate entre un número similar de combatientes de uno y otro bando, en aparente igualdad, capacidad, porque se atreven a atacarlos en un terreno plano donde no existía mayor capacidad de protección del cuerpo de los combatientes, donde había cierta visibilidad, en estas condiciones resulta sorprendente que no existiera sino un muerto, que no exista ni un sólo herido de ninguno de los dos bandos, que no exista otra persona agredida. No existe ningún rastro de ello, y ese umbral de sospecha del que hablaba la doctora Guatame García, aunado a aquellos elementos que se pueden visibilizar en la escena del crimen, del análisis de la escena del crimen, se hacen aún más evidentes decir, que el grado de sospecha casi permite concluir que, es falsa totalmente la verdad que pretenden presentar los militares de este caso.

Que nos encontramos ante una escena del crimen que ha sido puesta, simulada ahí, para hacer creer cosa distinta a lo que ocurrió, para presentar una ejecución extrajudicial, que es un crimen de lesa humanidad, como una supuesta baja en combate o como un resultado operacional.

Aspectos que nos llevan a concluir que no se presento combate: la connivencia que hay entre los militares y los paramilitares, y hoy se pretender presentar como bacrim, cuál combate entre tropas enemigas, si no eran enemigas, sino aliados, de ello da fe el cabo Carlos Eduardo Mora, quien logró establecer, incluso informar a sus superiores jerárquicos, que existía entre altos comandantes del batallón, incluso de la brigada móvil 15 con las bandas paramilitares o las “bacrim”, que él denomina reductos paramilitares. 

El cabo Eduardo Mora afirmó: Hablando con peche, el sargento me comentaba como comenzaron a planear en Ocaña, como ya el batallón tenía miedo, porque la gente les decían asesinos, entonces comenzaron a visualizar y traer gente de otros sitios, para que no se siguiera con la mala imagen de Ocaña, cuando peche me cuenta esto, me dice que Sandro Pérez había sacado personal de Soacha a Ocaña, que los habían emborrachado para luego legalizarlo, y en forma posterior, el mismo declarante señala, que ya era una maña de la tropa, y que como ya en Ocaña le tenían miedo, entonces que ya se estaba hablando de traer gente de otros lados y pasarlos como muertos en combate.

Con lo mostrado anteriormente se establece un modus operandi, incluidos los testimonios de: Pedro Gámez, Jhon Jairo Muñoz, peche, Alexander Carretero Díaz, Norberto Eslava. También ayuda a probar, las irregularidades, que desde el punto de vista de los militares, en materia de información se presentaba, por ejemplo que no ha sido evaluada, complementada, no ha sido convertida en forma de inteligencia. Lo anterior lo manifiesta un general de la república. Además, que este tipo de problemas son el producto de, ese afán de legalizar, lo que a todas luces constituyo un crimen.

Lo anterior se puede se puede con las pruebas que los miembros de CTI, recolectaron con documentos como radiogramas, ordenes de operación, informes, anexos, que se originan en el Batallón, copias de libros y otros, introducidos como pruebas por los investigadores, y que algunos miembros del ejército, como Jhon Jairo Muñoz, Norberto Conrado Eslava, así como la obstrucción que tuvieron los investigadores, que lo manifestaron en el juicio oral, por ejemplo "El Cabo Wilson Suárez, obstruyó la investigación de la fiscalía", además "se vio trabajando en el S2 a Sandro Mauricio Pérez”, cambiando la documentación para darle visos de legalidad, corroborado por el perito Willington Pérez, experto en informática forense quien manifiesta que si se pueden cambiar las fechas de los informes. 

La pretensión del ocultamiento de la verdad con otros medios, implantar evidencia para verlos de forma distinta, la fiscalía ha logrado mostrar que una vez se destapa los casos Soacha, desde ese momento el comandante del Batallón trató de modificar la información con radiogramas, concurrencia efectiva al ‘Bisan’ a atender a la fiscalía, mencionan Jesús Tadeo Ríos y los introdujo, Carlos Alberto. 

A partir de lo anteriormente reseñado y los elementos probados se demuestra en el informe de 2009, que hay un patrón común en los casos reportados de la fuerza pública contra la acción de los armados ilegales, y que son reportados, los combates con las respectivas bajas. 

La Representante de las Víctimas eleva una petición especial, que determine o califique este hecho como un crimen de lesa humanidad, y ello porque el concepto de crimen de lesa humanidad, surge ante la necesidad de tipificar aquellas conductas graves que han lesionado, no solamente a una familia o a un individuo, sino que han afectado la conciencia de la humanidad, se trata de un esfuerzo histórico, para evitar la impunidad de actos de especial trascendencia, porque constituyen muy graves violaciones al derecho internacional de los derechos humanos.

La apoderada pasa a definir Crimen de lesa humanidad a partir del estatuto de roma, por parte de la Corte Constitucional que se trate de un ataque generalizado o sistemático, y señala al respecto, la corte, que el estatuto utiliza la expresión ataque generalizado para designar una línea de conducta que implique un alto número de víctimas, y el termino sistemático para referirse al alto nivel de organización, ya sea mediante la existencia de un plan o de una política, e igualmente dice, la corte, que tales condiciones, en este caso concreto no son acumulativas, dice, el caso de un sólo civil puede constituir un crimen de lesa humanidad, si se cometió dentro de un ataque sistemático o generalizado, el segundo elemento que plantea la corte al hacer el estudio del artículo 7 del estatuto de roma, que es ley en Colombia, ya, es que se encuentre dirigido contra la población civil, y señala, palabras más, palabras menos, que con los protocolos 1 y 2 adicionales al pacto de ginebra el termino de población civil, se utiliza para designar a los no combatientes, por otro lado, como tercer elemento señala que implique la comisión de actos inhumanos y en este sentido señala que, el estatuto de roma, enumera cuáles son esos actos considerados como inhumanos, y que pueden constituir crímenes de lesa humanidad, dentro de ellos, se considera delitos como el asesinato, homicidio intencional, la tortura, entro otros, como cuarto elemento plantea, el conocimiento que se trata de un ataque sistemático generalizado contra la población civil, y señala sobre este particular, que esta presión resalta que es el contexto en el cual se realizan los actos criminales, los que los transforma en crímenes de lesa humanidad , decir que resulta irrelevante también en particular que, los autores directos del hecho tengan un móvil meramente personal, pues aquí, en este caso, lo que se examina en forma concreta es que se encontraban dentro del ámbito de un crimen contra la humanidad. Por último, señala la Corte Constitucional, que un elemento que hay que tener en cuenta al momento de calificar o determinar que se trata de un crimen de lesa humanidad, es el contexto dentro del cual puede ocurrir, y dice que este contexto puede ser en tiempo de paz, o en tiempos de guerra o conflicto interno, que no necesariamente se debe cometer con otro crimen, y finalmente aduce la corte que esas definiciones sobre crímenes de lesa humanidad que trae el estatuto protegen la efectividad de los derechos a la vida, prohibición de tortura, desapariciones, la igualdad, y la prohibición de la esclavitud. 

Se permite señalar que, aunque la corte constitucional señaló que no es necesario que concurran las condiciones de ataques generalizado y sistemático a la vez, porque no son condiciones acumulativas, el análisis integral de los casos, de las pruebas, que han sido aportadas por parte de la fiscalía en el juicio oral, nos permiten decir, sin temor a errar que estas constituyeron una práctica generalizada y sistemática. El carácter generalizado salta a la vista si se tiene en cuenta que no fue solamente Fair Leonardo Porras Bernal, que no fueron solamente los jóvenes de Soacha, aquí Alexander Carretero Díaz, manifestó que también se llevaban jóvenes del Cesar, que también se llevaban jóvenes de Bucaramanga y de otras municipalidades del territorio colombiano hacia Ocaña, estas personas eran presentadas como bajas en combate, el señor fiscal lo refirió acertadamente, que la fiscalía en el escrito de acusación fue enfática en señalar y enmarcar esta conducta dentro de un ataque sistemático, no es solo la sistematicidad de los casos de Soacha, con las respectivas pruebas fundadas, sino de más victimas todavía.

Por otro lado se encuentra que la sistematicidad se demuestra en primera medida, en que existen patrones comunes, como se argumentó este hecho, con otros hechos, que han sido cometidos y que permiten garantizar la impunidad de los casos, nótese todo el esfuerzo por el ocultamiento de los crimines, que supera la esfera de los aquí acusados, para comprometer incluso a personas de mayor nivel y jerarquía del ejército nacional, luego no se trata simplemente de los casos que aquí están, sino que se encontraba configurado un alto nivel de organización, para la comisión de los actos extrajudiciales, sino para mantener los actos en la impunidad, para continuar con el elemento de sistematicidad, se nota la existencia de una política, hace alusión a la directiva ministerial 029 del 2005, que fue aportada en este juicio oral como documento público auténtico, ese documento contiene una política, así lo manifiesta, es el título del documento, una política de incentivos, de pagos de recompensas por información, que condujera al abatimiento de miembros de grupos al margen de la ley, y no era el abatimiento de cabecillas como lo dice el asunto, sino que en su contenido se puede establecer que se pagaban considerable sumas, tres millones de pesos, por un número indeterminado, no se limitaba el número de supuestas bajas que se reportara en el territorio nacional, luego no puede olvidarse, que ya es de conocimiento público, un hecho notorio, y que sin duda alguna que esta política incidió negativamente en el aumento del número de supuestas bajas en combate, que en realidad no eran otra cosa que ejecuciones extrajudiciales, no solamente en Ocaña, en otras partes del país también. 

Además no puede olvidarse que en este caso en particular, que también pretendía ocultarse, hubo un pago de recompensa, la fiscalía así lo logró demostrar, hubo una solicitud de recompensa por parte de Álvaro Diego Tamayo Hoyos a la brigada 30, y ello es posible establecerlo a partir de la documentación introducida al juicio por la investigadora Ariacna Lara Contreras, en la sesión de audiencia del día 21 de diciembre de 2011. Ella refiere a que existen tres documentos, que el primero de ellos es el libro de actas de pagos de informaciones que contiene diez folios, incluyendo copia del libro, que en la segunda hoja del acta de apertura en los folios 58 y 65, en particular en el renglón 16 del folio 58, aparece la siguiente información, fecha 31 de enero de 2008, No. 004, asunto pago de información, dice el informe, detalle, cancelación recompensa de $1.500.000 pesos por concepto de pago de cancelación que condujo MT soberanía, contra la banda al servicio del narcotráfico BISAN; existe otro documento llamado cuenta de gastos reservados del B2 de la Brigada 30, de enero de 2008, de la sección segunda, y que esta es la prueba asignada en el auto de pruebas como la 42430, que consta de tres folios, en la segunda hoja aparece un acta en la que intervienen el comandante de la Brigada 30, el segundo comandante de la brigada 30, Álvaro Diego Tamayo Hoyos, Sandro Mauricio Pérez, y Wilson Suarez, estos dos en calidad de testigos, se manifiesta en el contenido de este documento que se cancela la suma de $1.500.000 por concepto de pago de información suministrada al S2 del BISAN, que permitió la actualización del orden de batalla de una compañía del ejercito de liberación nacional, que fue a través de una fuente humana, se encuentra acá lo que se ha pretendido ocultar, el pago de esta información por cuanto así lo manifestó Álvaro Diego Tamayo Hoyos en un oficio dirigido a la procuraduría, la fiscalía logró probar que en este caso en particular, se pago la información por la supuesta baja en combate de un NN, que era Fair Leonardo Porras Bernal, que supuestamente pertenecía a una banda criminal, adicionalmente se ha logrado demostrar, en este caso, que los resultados operacionales positivos de la tropa, le traía beneficios a los militares tales como felicitaciones, viajes al exterior, ascensos, y esto no es otra cosa que una política de incentivos, y este tipo de política son tratadas desde el alto gobierno nacional, dijo en este punto, que Zapata Roldan fue recomendado para su salida al Sinaí, por el supuesto resultado operacional, que aquí se ha presentado, que no es otra cosa que la ejecución extrajudicial de Fair Leonardo, y que igualmente los otros integrantes de la tropa fueron felicitados por este mismo hecho, esto se comprueba a través del oficio 112 del 14 de abril de 2008 introducido al juicio, igualmente por la investigadora Ariacna Lara Contreras, de lo cual se destaca, en primer lugar, que se presenta una recomendación del señor Zapata Roldan, porque se destacaba en su trabajo, y entre los hechos representativos se encuentra los que aquí son objeto de juzgamiento, y también se encuentran corroboradas, dentro de la prueba documental, las felicitaciones a todos los aquí acusados por las supuestas bajas del hecho del 12 de enero, aunque se señala que en misión táctica marfil que da muerte en combate de un NN de las Bacrim, esto se encuentra en la orden semanal de la compañía plan meteoro, suscrita o signada por Carlos Rodríguez. 

Para continuar profundizando con el elemento de sistematicidad, trajo la intervención en este juicio del cabo Carlos Eduardo Mora quien manifestó que estos hechos, bastantes graves, que fueron conocidos y denunciados por él mismo ante la Brigada 30 y la Rim en Bucaramanga, lo que significa que no se trató de una acción irregular, de cinco militares que en este momento están siendo juzgados, sino que estuvieron involucradas unidades militares de más alto nivel en la organización del ejército.

El segundo elemento dirigido contra la población civil, en el caso, se logró establecer que Fair Leonardo Porras Bernal no era un combatiente, era un civil, a esta misma conclusión se arribó y se encuentra documentada en el proceso, respecto de las otras víctimas de los llamados casos de Soacha, una funcionaria, Diana Macías, manifestó que encontró en su reporte elementos comunes respecto de estos jóvenes, e igualmente lo manifestó María Hilda Camargo, que se trataba de jóvenes de Soacha, que eran civiles, cuáles eran sus trabajos, luego no puede atribuírseles la calidad de combatientes. 
Ahora que implique la comisión de actos inhumanos, como por ejemplo homicidios intencionales y premeditados, no hace falta mayor desarrollo, porque ya se hizo, este como otros casos fueron homicidios intencionales y premeditados, así lo manifestaron los testigos que dieron cuenta de otros hechos, de similar naturaleza, que cobraron otras víctimas del país, decían cómo se planificaba de manera cuidadosa, su reclutamiento, su traslado, y la forma como se presentaban luego como bajas en combate, ello da lugar a un alto nivel de organización, y a la vez, la existencia de un modus operandi, que per se puede ser considerado un acto inhumano. 

El contexto en el que se realizan estos actos criminales, ese contexto ya fue presentado cuidadosamente por la fiscalía, y fue bastante reiterativo el delegado fiscal, al manifestar que se hiciera un estudio del contexto, no es un hecho aislado, el contexto permite definir que no fue solamente Fair Leonardo, testimonio de Ariacna Lara.

Los delitos: concierto para delinquir, cita corte constitucional, corte suprema de justicia, y algunos teóricos. Fallo condenatorio. Estamos ante una empresa criminal, un aparato organizado de poder. Citó al Tribunal Superior de Bogotá. Corte Suprema de Justicia. Servidor público. Corte Suprema de Justicia. 25584, Salvador Arana Sus. Actividad. 
Homicidio Agravado, cita normas, está plenamente probado, todos participaron. Homicidio de manera dolosa, condición de indefensión, de acuerdo con la descripción de las heridas, fue aniquilado, informes de los peritos. 

Desaparición forzada, cita normas, y la sentencia C - 580. Dijo que se probó la privación de la libertad; el ocultamiento de la información, se probó, traslado, despojado de los documentos de identidad, con testimonios de la madre, vecina, Carretero, etc. 

Falsedad ideológica, cita normas correspondientes, indicó que se probó que Diego Aldair Vargas es culpable de la falsedad en los documentos que presentó. Por tanto solicita, se condene por falsedad ideológica.

Indica que declararlo un crimen de lesa humanidad, no violentaría el principio de congruencia, ni vulnera ninguna garantía de los procesados. En primer lugar se tiene que el principio de congruencia, en el sistema penal acusatorio, se predica de la acusación con respecto a la sentencia, la corte interamericana de derechos humanos 20 de junio 2005, sentencia 24668 La Corte Suprema de Justicia. Por la sistematicidad y el contexto. Desaparición Forzada y el asesinato, son los constitutivos del estatuto de Roma, y el de Salvador Arana, también la apoderada de las víctimas, no hay cambio en la acusación y no se afectaría a los acusados, la declaratoria de crimen de lesa humanidad es para nombrar lo que han hecho los acusados.
Pasa a hacer unas observaciones sobre la recolección de las pruebas, y que la defensa ha problematizado. Para ella se ha garantizado la recolección de la pruebas de una forma acorde como lo sostuvieron los técnicos y no afectan a la misma prueba. El otro es el problema de la lateralidad de las heridas, pero las heridas de las extremidades no se tiene en cuenta en los estudios, todos los peritos y los médicos estuvieron de acuerdo en ello, menos la defensa. Plan meteoro, si se encuentra agregada a la Brigada y al Batallón.   
Se ha desvirtuado la presunción de inocencia, solicita se les declare culpables, para todos los delitos que se les imputaron, concierto para delinquir, homicidio agravado, desaparición forzada y para Diego Aldair, falsedad ideológica.             

3.3. ALEGATOS DE LA REPRESENTANTE  DEL MINISTERIO PÚBLICO
Los alegatos los presenta desde dos aristas, la primera, garante de los derechos humanos y la segunda, como garante de la sociedad. En virtud de la primera, manifiesta que en el desarrollo de este juicio, se garantizó el deber de descubrimiento, se permitió que las partes interrogarán más allá de formalismos técnicos, con miras a que cada una tuviera la posibilidad de probar su pretensión, que, no obstante la complejidad del asunto, las audiencias fueron concentradas, con la debida contradicción de los medios de prueba; , como representante de la sociedad solicita, de conformidad con literal a, art. 111, de la ley 906, absolución o condena para los acusados, de conformidad con las pruebas practicadas en el juicio bajo los principios legales, con los cuales las partes pretendieron probar sus alegaciones iníciales, y para ello le corresponde establecer la relación entre lo que probó la fiscalía o desvirtuó la defensa, con el conocimiento más allá de toda duda razonable, o la reafirmación de la presunción de inocencia de los aquí acusados.

Recordó que los hechos investigados: son el desaparecimiento y la supuesta muerte en combate del señor Fair Leonardo Porras Bernal, acaecida el 12 de enero del 2008, en la vereda la soledad, del municipio de Abrego. 

Condensó en proposiciones fácticas las pretensiones de la fiscalía, así como las de la defensa, para así establecer qué probó cada una de las partes, la proposición primera fiscalía, situación de contexto, claramente se probó, con testimonios y pruebas, en este caso pruebas 13, 16, y 30.

Segunda, la víctima directa, Fair Leonardo Porras Bernal, joven de 27 años, zurdo incapacidad para laboral del 53%, como consecuencia de una meningitis, residente en Soacha, lugar donde fue visto por última vez, el 8 de enero de 2008. Fue probada, con entre otros, los testimonios de Jorge Alexander Niño Morales, Richard Alfredo Méndez García, Mario Marulanda Albarracín y María Hilda Camargo.

Tercera, Concierto para delinquir, que en el municipio de Soacha, Cundinamarca, también residían o frecuentaban personas, que los unían vínculos de amistad y familiaridad, y que se dedicaban a la selección y reclutamiento de personas para ser entregadas en Ocaña, a miembros del ejército Nacional, señaló la fiscalía que se trataba de Alexander Carretero Díaz, alias "alex", Ender Obeso Ocampo, alias "pique", Uriel Ballesteros Obeso, alias "pocho" , Pedro Antonio Gámez Díaz, y Edith Palomino Ballesteros, fue probada con testimonios y otros medios de prueba. Por ejemplo de los investigadores Alexander Niño Morales y Richard Alfredo Méndez García y las pruebas 26, 34, 35, 36 y 79. 

Cuarta, Fair Leonardo Porras Bernal, mediante maniobras de engaño, salió de Bogotá el 9 de enero, a las 9 pm con destino al sitio “Aguas Claras”, ubicado sobre la Y, entre Aguachica y Ocaña, para ser entregado al soldado profesional Dairo José Palomino, miembro de la sección segunda de inteligencia del Batallón de Infantería No 15 de Ocaña, para que este luego lo entregara a miembros del ejército, fijada con los testimonios de Ariacna Lara, Amparo Mogollón y pruebas 9, 10 y 87. Condición de militar de Dairo prueba 78.

Quinta, que el 12 de enero de 2008, en Abrego, vereda la soledad, entre las 2 y 2:30 de la madrugada apareció muerto el señor Fair Leonardo Porras Bernal. Quedó probada con los testimonios de Nancy Santiago y Miguel Ángel Mejía. Pruebas 2, 3, 4, 5, 8, 11, 14, 17 y 18.

Sexta: Fair Leonardo Porras Bernal, aparece muerto en escena manipulada, dado de baja en combate, como integrante de una organización criminal dedicada a la extorsión, sin que nada de ello responda a la realidad, se probó con testimonios de Nancy Santiago, Joel Moya Blandón, Luis Torrado y Miguel Ángel Mejía, Alexander Niño, Javier Sotelo Delgadillo, Cristina López Corral, Robert Brux, las pruebas, 5, 15, 43, 45, 46, 47, 63, 93, 97, y 98. 

Séptima: ocultamiento de la identidad de Fair Leonardo Porras Bernal, al ser reportado por el ejército como NN, situación que permaneció hasta el 16 de septiembre de 2008 cuando su cuerpo fue exhumado y entregado a los familiares. Dicha proposición también se probó. Con testimonios de Luz Marina Porras, Miguel Ángel Mejía y Nancy Santiago. 

Octava: Los documentos militares fueron manipulados, al punto, que los suscritos por el teniente Vargas Cortés, como el acta de primer respondiente, y el informe anexo a estas constituyen una falsedad en documento público, y aunque la Fiscalía no establece con los computadores de la Sección Segunda, que los informes se pudieron elaborar con posterioridad, con su testigo Willington Álvarez Espitia porque no se podían determinar sus fechas de creación en los computadores, se estableció, con los testimonios de Amparo Mogollón, Ariacna Lara Contreras, teniente José Ángel Piracún, Richard Méndez García, Carlos Alberto Sandoval y las Pruebas, 23, 24, 55, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 63, 70, 75, 76, 77, 82 y 99.

En lo atinente a las estrategias defensivas, advirtió que los defensores técnicos de los acusados Vargas Cortes, González Alfonso, Zapata Roldán, Ricardo García Corzo y Richard Ramiro Contreras Aguilar manifestaron no presentar teoría del caso, no obstante lo anterior, dieron como probada la plena identificación y la calidad de militares, a través de estipulaciones 1 y 2, con lo cual se acreditó la condición de servidores públicos de ellos.

Por su parte, la defensa del Mayor Quijano Mariño manifestó que, a través del debate probatorio demostraría más allá de toda duda razonable que su defendido jamás se concertó, ni participó activa o pasivamente en el traslado de Porras Bernal, de Soacha a Ocaña, además de que la operación militar, en la cual se dio muerte al joven fue legítima, contando los principios militares y respetando los derechos humanos, producto del clamor de la ciudadanía, que la presencia de Porras Bernal, no fue ocasional, sino que por el contrario la presencia de éste en Abrego, obedeció a un actuar delictivo, en esa zona, que los documentos soporte de la operación son auténticos, y que en su elaboración Quijano Mariño no tuvo injerencia; sobre el punto dijo que frente a la afirmación de que los procesados no participaron en el traslado de Fair Leonardo, estos no debían, dentro del plan criminal acordado, realizar actos objetivos para traerlo, pues dentro de la división propia de la coautoría, tal actividad debía realizarse por otros miembros, de la organización criminal a la cual se llegó, ya que, venía realizando procesos de selección, reclutamiento, pago de personas muertas en combate, y para el efecto cobraban sumas de dinero, fue así que el oficial se contacta con Sandro Mauricio Pérez, persona encargada, de ese nefasto procedimiento, de la consecución de víctimas, de determinadas características, reclutadas por alias “pique”, “pocho”, Alexander Carretero, Pedro Gámez, en esta se específica circunstancia por Alexander Carretero Díaz. 

Por otra parte, la defensa pretendió probar como parte de su teoría del caso, con los testimonios de Sergio Jácome Pérez y Luis Felipe Mogollón, Regina Mogollón Garcés, Évila Garcés y José Espinosa, que para los meses de noviembre y diciembre del 2007 y enero de 2008, en las veredas del municipio de Abrego, un grupo de hombres, entre ellos Fair Leonardo Porras Bernal, reconocido mediante fotografía por algunos de los declarantes, se dedicaban a desplegar actividades delictivas de extorsiones o vacunas entre $200.000 y 10.000.000, indicando que Porras Bernal portaba arma de fuego, de corto alcance para tal efecto, testimonios, no dignos de credibilidad, en primer lugar porque son desmentidos por Luis Torrado, propietario del predio donde ocurrieron los hechos, quien manifestó en el juicio que no conocía a los Mogollón, como vecinos del sector, ni jornaleros, o arrendatarios, de predios aledaños a la finca, además no conoció a Lujan Emiro Vaca, quien dice Évila era el dueño de la tierra donde ellos vivían y a quien se pretendía comprarla, Torrado también manifestó que, esa zona es tranquila, no conoció hechos extorsivos u otras actividades ilícitas en el área, además dijo que sus cultivos no fueron dañados, desmintiendo al señor Sergio Jácome, quien indico que el propietario le había manifestado que parte del cultivo del tomate se había dañado.

Igualmente se debe restar credibilidad a dichos testimonios por que se probó, que para el enero de 2008, específicamente para el 9, la víctima, Fair Leonardo Porras Bernal, estaba en Soacha, o específicamente en el municipio de Bogotá, situación que declaró, bajo juramento, Alexander Carretero Díaz, reclutador de Soacha y que determinó también con la certificación de la empresa Brasilia, informa que el se trasladó el 9 de enero de 2008, así mismo, con la afirmación que hiciera en este juicio la señora, María Arley Pineda, quien indicó que vio por última vez, en Soacha, el 8 de enero de 2008 al señor Porras Bernal. 

Además de su reiterada falacia, los testimonios de Jácome, Felipe y Regina Mogollón, Évila Garcés y José Espinosa, se desmiente también con la prueba o el estudio link, donde se establece que en el teléfono portado por Fair Leonardo, no aparecen, en los primeros días de enero llamadas realizadas desde Ocaña, sino del centro del país.

Por otra parte, la bancada defensiva, presenta pruebas que apuntan a enervar muchos de los medios de conocimientos técnicos presentados por la Fiscalía General de la Nación. Los testimonios técnicos de María Yanet Gil Villalobos, Luis Alfonso Guevara, Iván Ricaurte, Máximo Alberto Duque Piedrahita, Fulton Edinson Franco, Pablo Hernández González. Cuestionan las pruebas periciales, los procedimientos de policía judicial, tales como el acordonamiento del lugar de los hechos, la forma como se recolectaron las evidencias a través de franja, la tomas de fotografía del lugar de los hechos, todos estos reparos, en su criterio resultan intrascendentes, inanes, refulgiendo numerosa la prueba que indiscutiblemente demuestra la teoría del caso de la fiscalía.

Además las pruebas de la defensa, en algunos casos arrojaron resultados contrarios a sus intereses, verbigracia, la del perito que dijo que la muestra estudios disparo, no tenía sentido, si se tiene en cuenta que habían transcurrido más de 6 horas desde el deceso de la víctima, hasta la hora de su levantamiento, así como la declaración del médico forense Máximo Duque, quien sin mayor explicación científica, hace manifestaciones genéricas, tocando el campo de la especulación, no por falta de conocimientos, sino porque no se aproxima claramente a realizar un diagnóstico del caso de Fair. 

Respecto de Iván Ricaurte, dice cuáles disparos fueron los primeros, pero no da explicación clara y precisa de la herida 4, que resulta cuestionable frente a una situación de combate, y sobre que la víctima dio giro de 45 grados, no hay explicación científica o racional.

Con fundamento en lo expuesto, no hay ninguna posibilidad de prosperar la alegación inicial de la defensa de Quijano Mariño.

Conclusiones: Enuncia y cita los preceptos correspondientes, para pasar a subrayar, que no hubo duda que el 12 enero, en la madrugada, en la vereda la soledad, en el municipio de Abrego, fue asesinado en estado de indefensión Fair Leonardo Porras Bernal, , quien mediante maniobras de engaño salió el 9 enero 2008, a las 10:15 pm. con destino a Ocaña para ser entregado al soldado profesional, Dairo José Palomino Ballesteros, de inteligencia del Batallón de Infantería No. 15, que su asesinato, fue ocasionado por el grupo meteoro, primer pelotón de la compañía Búfalo, conformada por Marco Wilson Quijano Mariño, Diego Aldair Vargas Cortes, Carlos Manuel González Alfonso, Carlos Antonio Zapata Roldán, Ricardo García Corzo, quienes conforme con la actuación de primer respondiente y el acta de reporte de munición gastada, fueron quienes intervinieron en los hechos, que estos mismos miembros del ejército participaron como coautores, por eso solicita se les declare penalmente responsables a Vargas Cortes, González Alfonso, Zapata Roldán, como autores del delito de homicidio agravado en estado de indefensión de la víctima, pues se trata de una persona disminuida mentalmente, desarmada, sola frente a una tropa fuertemente armada, organizada, que tales hechos sólo tuvieron por objetivo tener resultados positivos a su trabajo, bajo la ideología de una seguridad democrática, plasmada en la resolución ministerial allegada, por tal motivo se debe condenar a los sindicados, bajo las circunstancias de agravación punitiva previstas en los numerales 4 y 7 del artículo 104 del CP. 
Añadió que igualmente se probó que hubo manipulación de documentos militares y que se consignaron hechos falaces en los documentos públicos suscritos por el teniente Vargas Cortés, como el acta de primer respondiente y el informe anexo, pruebas 2 y 4 del juicio, por lo cual deberá declarar penalmente responsable como autor material del delito falsedad en documento público, agravada de conformidad por los términos establecidos en el artículo 286 del CP.

En lo concerniente al delito de desaparición forzada, menciona los elementos del delito, tanto internacionales como nacionales, resalta la concurrencia de tres elementos, primero privación de la libertad, seguido de ocultamiento, la falta de información o la negativa a dar dicha información. Indicó que se demostró que Fair Leonardo, mediante engaño salió el 9 de enero de 2008 con destino a “Aguas Claras”, entre Agua chica y Ocaña, primer elemento del tipo penal, privación libertad en cualquiera de sus formas, sustracción del contexto social de Soacha del que se extrajo. En el sitio indicado, la Y, la víctima fue entregada por el soldado profesional Dairo José Palomino, miembro de la sección Segunda de inteligencia del Batallón de Infantería No. 15, y que éste lo desplazó hasta su residencia, donde estuvo, por lo menos, la noche del diez enero de 2008, bajo engaño y control de sus reclutadores, Carretero manifestó que allí permaneció mientras él jugaba billar con otro de los reclutadores, segundo elemento ocultamiento persona viva, ese espacio entre el momento en que es llevada la víctima y permanece con sus reclutadores, ocultamiento vivo, luego es despojada de su celular y copia del único documento que le permitía la identificación, en estas condiciones es entregado a la tropa, luego aparece muerto en combate el 12 de enero de 2008, e inhumado durante 9 meses como NN, sin que sus familiares pudieran conocer de su paradero, las personas que participaron en reato mantuvieron su negativa de dar información, y con esto la víctima, en el momento de su reclutamiento y desconocedora de los intereses reales por los cuales era desplazada hasta dicho sitio, no pudo acceder al amparo de la ley.

En punto de la participación de los acusados, si se tiene en cuenta que se habla de coautoría, donde se tiene clara división de trabajo, en las cuales se contactaron con personas encargadas de conseguir a la víctima y privarla de la libertad mediante engaño, esto es, el grupo de reclutadores encabezados por Dairo Palomino y Sandro Pérez, los otros ejecutaban las muertes, y el aporte claro del punto de la desaparición es precisamente el requerimiento de una víctima para presentarla en la escena, manipulada, como muerto en combate.

En ese orden de ideas solicitó se declare penalmente responsables a Diego Aldair Vargas Cortes, Carlos Manuel González Alfonso, Carlos Antonio Zapata Roldán, como coautores del delito de desaparición forzada agravada de la que fuera víctima Fair Leonardo Porras Bernal, en condición de coautores. 
Pidió se mirara de forma especial la situación de Richard Ramiro Contreras, porque frente a esta persona, no se hace referencia en el acta del primer respondiente, donde se mencionan 4 personas, como partícipes de los hechos el 12 de enero de 2008: el teniente Vargas Cortes, Carlos Manuel González Alfonso, Carlos Antonio Zapata Roldán, Ricardo García Corzo y esa hipótesis de que fueron 4 las personas que participaron en el procedimiento, tiene total concordancia con la prueba de balística, presentada por Moya Blandón, prueba No. 15, señala que las vainillas percutidas, 5.56 fueron por 4 armas diferentes, en consecuencia, si bien es cierto que ese acusado aparece reportando gasto de munición, tal comportamiento no se vislumbra como coautoría de homicidio o desaparición forzada, sino de encubrimiento de esos comportamientos.

En lo que atañe con el ilícito de concierto para delinquir agravado, la Fiscalía lo probó con creces, porque claramente esa empresa criminal estaba destinada a cometer delitos de homicidios y desaparición forzada, probó que existía una organización con un grupo de personas que frecuentaba en el municipio de Soacha, servidores públicos Sandro Pérez, Palomino, Ballesteros, etc., como parte de la organización criminal, que tenía el mismo modus operandi. Sin embargo, no existe un elemento material probatorio que permita determinar, ex ante, que hubo un acuerdo entre los aquí acusados y esa organización preexistente para cometer actividades delictivas, los aquí acusados y en cabeza específica de, Quijano Mariño y Vargas Cortés acceden a la organización criminal, a Sandro Pérez para conseguir una víctima, la cual les es entregada y realizan la conducta de asesinarla, y posteriormente se falsean documentos, lo cual no es indicativo de que hubiesen acordado cometer delitos indeterminados, sino tiene la finalidad de dar manto de legalidad a este procedimiento acontecido el 12 de enero de 2008, los testigos directos de esas actividades, no hacen señalamientos, de que dentro de esas actividades criminales los aquí acusados hicieran parte de esa asociación. Se menciona que altos mandos ejército, como Tamayo Hoyos, por lo cual exhortó a la Fiscalía para que se adelanten las investigaciones correspondientes.
3.4. ALEGATOS PRESENTADOS POR LA APODERADA JUDICIAL DEL MAYOR MARCO WILSON QUIJANO MARIÑO.

Manifestó que la Fiscalía no demostró más allá de toda duda la responsabilidad de su procurado, y por tanto deprecaba del Despacho un fallo de carácter absolutorio.

 Desaparición forzada, definió la palabra desaparecer según la ley, refirió los elementos objetivos requeridos para la configuración del delito: privar de la libertad de cualquier forma a una persona, y ocultarla sin dar razón de su paradero, que en los dos momentos la persona se encuentre con vida y que el sujeto agente pueda remover o hacer cesar la conducta. Se interpretó erróneamente la norma, la cesación del delito depende de la voluntad del agente, la disposición de la libertad de la víctima está en manos del sujeto activo; se confunde el delito continuado con el permanente, éste último una única acción duradera y dependiente en la voluntad del agente, como lo es la desaparición forzada.

El arraigo de Fair Porras en Soacha se probó, más no la fecha de desaparición. Resta credibilidad al testimonio de Luz Marina Bernal, sólo reportó desaparición de su hijo, en septiembre de 2008, tras ser notificada de la identificación del cadáver NN por Medicina Legal y la Registraduría Civil, por ello el único registro de la desaparición nació 8 meses después de la fecha enunciada por la fiscalía; que afirmó Luz Marina que su hijo acostumbraba ausentarse de la casa por periodos, lo que restaba credibilidad a la discapacidad de Fair; que no acudió a todas las instancias, tampoco denunció cuando 2 meses después se comunicó al celular y una voz costeña le dijo que “el gringo” le vendió el celular, en su sentir, el que el interlocutor se refiriera al alias de su hijo le generó tranquilidad pues infirió que ésta persona era amigo de Fair Leonardo y vendió el celular porque podía disponer de sus bienes; recordó la manifestación de Carretero entorno a que Fair le entregó el celular a “pocho”; que igualmente expuso Luz Marina, que su hijo había recibido una llamada del patrono, tampoco lo corroboró, y si fue desvirtuada por el perito Arley Castellanos Tuay, quien verificó que al abonado telefónico no entró llamada para esa fecha; que la madre de Fair permitió que fuera 2 meses a trabajar con el señor Ernesto, que era la encargada de afeitarlo y organizarlo, lo que se apartaba de la lógica, pues si éste presentaba deficiencias psicomotoras, difícilmente se podía creer que lo dejara ir con una persona de quien sólo sabía se llamaba Ernesto; que igualmente era falaz su dicho, que el celular fue obtenido mediante reposición del padre de Fair, se probó que perteneció a Gina Melo, de quien no se supo nada. Igualmente desestimó el testimonio de María Erley Pineda por cuanto no permitía establecer ninguna fecha de desaparición, sólo fincaba el arraigo de Fair en Soacha.

No da credibilidad al testimonio de Alexander Carretero Díaz, pues resultaba contradictorio, sin dejar de lado el interés jurídico en las resultas del proceso, por encontrarse en una negociación con la Fiscalía, que éste afirmó haber viajado a Aguas Claras con Fair, que adquirió los 2 tiquetes, pero en la prueba documental sólo uno de los tiquetes vendidos figuraba a su nombre, el otro correspondía a Rafael Porras, era temerario afirmar como lo hizo la Fiscalía que éste no era otro que Fair Leonardo, prueba documental 86; destacó las contradicciones del testimonio de Carretero en juicio, tales como: que para viajar a Ocaña lo hizo en Brasilia y según Ariacna Lara, el tiquete era de Coopetrán; que en Aguas Claras el muchacho se subió en la moto con Dairo Palomino, él tomó un taxi a Ocaña, a la casa de Palomino, en el billar; luego dijo que Dairo lo recogió y lo llevó al billar; dio 2 versiones de la presunta entrega de Fair, primero que no sabía nada, ni cual la suerte del muchacho y después que éste se quedó con Dairo y él se fue para Bogotá, con el tiempo Dairo le contó que lo habían matado; después afirmó que Dairo no le dijo que lo habían matado, sino que lo habían entregado al ejército; luego dijo que al día siguiente Dairo le dijo que se subieran en la moto, el muchacho se fue con Dairo y él con “pocho”, tomaron la vía que conduce hacia el batallón, adelante había un retén, el muchacho se bajó; luego indicó que le constaba que lo entregaron al ejército, pero que estaba oscuro y no vio nada, sólo un soldado uniformado; luego que no alcanzó a ver el retén; que con el tiempo en una ocasión Dairo le contó que el muchacho que trajo se había matado, que le pareció ver a Ríos y a Pérez; luego dijo que estaba oscuro y no vio nada; afirmó que el muchacho iba a hacer una vuelta con Dairo Palomino, luego que no sabía a qué iba; que no sabía la propuesta que les hacían a los jóvenes para que voluntariamente viajaran de Soacha a Ocaña, luego que el muchacho iba a hacer una vuelta de droga; que él llevaba sesenta mil pesos, pero luego expuso que del dinero que llevaba giró $200.000 a su señora; coligió que el testigo mentía en su declaración, no tenía poder suasorio por ser confuso y contradictorio. Añadió que en la presunta entrega de Fair, jamás Carretero nombró una NPR, lo claro era que conocía las estructuras del retén, era miembro del grupo ilegal, pero en éste caso tal modus operandi no se aplicaba, el testigo no precisó dónde estaba el retén, su conformación, vehículos, cuantas personas vio, se probó que para el 11 de enero no salió una NPR. Adujo que los planes meteoro tienen vehículos NPR y Kodiak, pero la Fiscalía no quiso demostrar que el plan meteoro tenía asignados vehículos de apoyo Kodiak y no NPR. La fiscalía no probó que Fair fuera transportado en una NPR, ese día del batallón Santander no salió una NPR, además que para esa noche estaba prohibido realizar movimientos motorizados.

Que no se probó que a Fair hubiese sido engañado para viajar a Ocaña, si se le creía a Carretero habría que señalar que ese viaje fue voluntario, pues llegó al terminal con alias “pique” y acordó con sus conocidos viajar a ese lugar a realizar una vuelta de droga en una finca, al parecer, no era la primera vez que viajaba allá, hacía vueltas similares con “pique” y compañía, según lo manifestado por Sergio Jácome, respaldado en la versión de Luz Marina Bernal, quien reveló que se ausentó de su casa desde octubre a mediados de diciembre de 2007, presuntamente a trabajar con Ernesto, de quien nadie sabe quién es, ni siquiera su madre.

Indicó que el estado mental de Fair sólo existía en la mente de su progenitora y la del fiscal, quien pretendió probarla con certificación de 5 renglones, expedida por el Dr. Mauricio Gómez, del cual su autenticidad le generaba duda, pese a haber dado en juicio los fundamentos para diagnosticar el retardo mental moderado, sus repuestas vagas, la ausencia de fundamento científico, la imposibilidad de conocer los exámenes clínicos y ayudas diagnósticas exigidas por la ley, falencias que debían ser investigadas, podían ser resultado de un fraude para beneficiar a Fair de los servicios de salud como beneficiario de su padre Faustino Porras; trajo a colación apartes del testimonio del Dr. Gómez Méndez para advertir la falta de sustento científico: el procedimiento para calificar discapacidad laboral era historia clínica, un examen físico, diagnóstico, pruebas complementarias, del análisis de ello se daba un puntaje de acuerdo a lineamientos del Decreto 917, que luego indicó que se determinaba atendiendo diagnósticos neurológicos y psiquiátricos basados en historia clínica, los psicológicos; el TAC debía tener lectura del neurorradiólogo; más adelante refirió que los conceptos se basaban en estudios previos especializados, historia clínica o exámenes complementarios; afirmó haber solicitado esas pruebas como lo ordenaba el protocolo o Decreto 917/99; dijo que la entrevista podía ser una sola, precedidas por otras y con base en ellas emitir concepto; dijo no recordar haber atendido a Fair y que lo manifestado lo hacía con base en el documento firmado por él, fundamento científico, entre otros, la historia clínica; que la discapacidad laboral se realizaba a efectos de registros y afiliaciones a servicios del seguro social. 

De los testigos de descargo, Máximo Duque Piedrahita, y Carlos Augusto Barbosa, emitieron concepto con base en la misma historia clínica, los confrontó y coligió que arribaron a similitudes como que no se halló en la historia clínica estudios psicológicos sugeridos; desde 1991 no se podía decir nada de su salud y estado mental, no había datos; estaba documentado que la meningoencefalitis fue tratada en forma oportuna y adecuada; existía una valoración neurológica y de desarrollo psicomotor reportada como normal en febrero de 1991; se requerían datos de historia clínica más recientes; por todo ello manifestó que existía divergencia entre lo afirmado por Gómez Méndez, Duque Piedrahita y Barbosa Castillo, los 3 tuvieron a su alcance la historia clínica de Fair. A más de ello la señora Luz Marina Bernal indicó que la certificación fue el resultado de una sola cita a la que sólo ingresó su hijo, quien salio con la misma. El TAC debía llevar la lectura, no existía, nunca la pudieron observar los otros dos galenos, no se probó que Gómez Méndez la observó; Barbosa Castillo, indicó que dado lo que se documentó en la historia clínica, ese TAC hacía relación a la atrofia focal frontal izquierda, relacionable con el síndrome convulsivo. 

De considerarse que la opinión más valiosa era la de Gómez Méndez, debía valorarse en conjunto con testimonios como el de María Erley Pineda, su vecina, dijo que Fair era normal, estudiaba, jugaba balón, no presentaba problemas en su comportamiento o forma de hablar, no le observó limitación alguna, sumado a ello estaba el testimonio de Juan Miguel Angarita, Fair participaba en torneos de fútbol, usaba bicicleta para los domicilios, vendedor de empanadas y voceador de buses, situaciones confirmadas por Luz Marina, Bernal; fue tratado como capaz en investigación por hurto calificado, y el mayor Edinsson Manchego ilustró el procedimiento de incorporación al ejército, refirió la prueba de aptitud psicofísica en la cual Fair salió apto, Luz Marina Bernal indicó que su hijo fue reclutado en dos ocasiones. Infirió que no existía elemento con poder suasorio mínimo que determinara el retraso mental de Fair, sumado que antes de la madruga del 12 de enero de 2008, ni posterior a ella, tuvo contacto con los militares acusados, por tanto, ellos no conocían de su existencia, siendo imposible que en el desarrollo de un acto hostil protagonizado por las personas que lo acompañaban y por él mismo, los militares pudieran advertir su incapacidad mental.

Del ocultamiento de documentos, en el caso de Fair quedó evidenciado no portaba documentos aún antes de su presunto viaje, el mismo Carretero indicó que no supo si el joven llevaba documentos, la señora Luz Marina expuso que no portaba documentos, pero luego quiso arreglar tal situación, afirmando que llevaba fotocopia de la cédula y carné del SISBEN, documento que le extrañaba portara pues era beneficiario del Seguro Social. Ante la carencia de documentos el ejército lo reportó como NN, no era conocido por militares acusados, fue abatido en desarrollo de un acto hostil en contra de la tropa y era imposible advertir de quien se trataba o menos conocer su identidad. No podía exigírseles dar a conocer el paradero de alguien que no conocían.

La Fiscalía jamás probó que su prohijado o alguno de los acusados, tuvieran que ver con el traslado de Fair, no se allegó fundamento objetivo del que se pudiera afirmar que el dominio del hecho lo tenían los acusados; la empresa criminal sabía del arraigo de Fair, pero su prohijado no podía saber del arraigo de Fair, la Fiscalía no derruyó la presunción de inocencia.

Desestimó la manifestación de Felisa Carvajalino respecto de que no volvió a hacer necropsias de muertes de bajas en combate desde octubre de 2008, pues conocido a través de los medios de comunicación que en ese sector era un hecho notorio, la violencia, pues existe presencia de las FARC, es la cuna de alias “megateo” a quien se le atribuyen innumerables bajas institucionales y personales, el testimonio de la médico legista reñía con la realidad. 

Sobre el hecho que el celular que portaba Fair, empezó a recibir llamadas el 12 de enero de 2008, lo cual era cierto, se había demostrado con estudio link que la celda de origen era Icollantas en Soacha y la de destino era Ocaña, pero que no se atendió sugerencia de Castellanos Tuay, para ver si antes del mes de enero de 2008, entraban o salían llamadas cuyo origen era Ocaña, determinaría si existía relación entre Fair y la empresa criminal de la que hacían parte sus amigos costeños, o al menos la época en que éste entregó el celular a “Pocho”, pero que sí se demostró que los acusados no se comunicaron jamás con la empresa criminal.

El testimonio de Pedro Gámez, fue desvirtuado en el contrainterrogatorio, cuando se expuso al testigo los videos de las entrevistas previas y se evidenció que éste desconocía cualquier información referida a Fair, lo que sabía lo conoció por boca de los investigadores, luego no prestó ningún servicio a la investigación, vino a mentir y no pudo sostener la mentira.

Por todo ello, concluyó que en este caso no se reunían los requisitos constitutivos del tipo penal de desaparición forzada.

Del concierto para delinquir, reato que tiene una estructura definida. Concertarse implicaba necesariamente un acuerdo, convenio o complot para realizar o ejecutar hechos punibles. Varios componentes se desprenden del tipo, debían darse todos para el proceso de adecuación típica, y eran: la reunión o intervención de varias personas, concierto entre ellas y la finalidad de cometer delitos que equiparado al dolo específico, estos deben estar probados; aquí no sucedió. Concertarse es ponerse de acuerdo de modo permanente para conseguir un fin común, el simple acuerdo no es punible, la organización debe ser estable y con ánimo de permanencia en el tiempo, es decir, que los sujetos no sólo van a cometer indeterminadamente delitos, sino que lo hacen en un tiempo amplio, a efectos de mantenerse a futuro con su actuar criminal, la indeterminación debe entenderse de modo que quede claro que el objetivo común no está limitado por un plan especifico, sino que pueda haber tantos planes como sea preciso para concretar el necesario fin del concierto, de allí que no pueda imputarse el concierto cuando se cometan varios delitos con un sólo fin determinado.

Afirmó que la Fiscalía sí demostró la existencia de una banda delincuencial, Alexander reconoció y mencionó a los militares que hacían parte de la misma, como Santiago, Dairo, los sargentos Pérez y Muñoz, el soldado Ríos y el mayor Rodríguez, y a los civiles como “pocho”, ”pique”, Pedro y a Fabio Santiago, personas igualmente señaladas por Muñoz Rodríguez, luego sí existía la organización delictiva, pero que Carretero también manifestó que no reconocía a ninguno de los miembros del plan vial meteoro como miembros de misma. Del testimonio de Yimmy Mendoza Flórez, rendido a efectos de referenciar lo dicho por Wilmar Barbosa Alvernia, se extracta que éste refirió una organización dedicada al robo a buses intermunicipales y locales comerciales, reconoció a Palomino, Ríos, “pocholo”, “Alex”, lo cual encajaba con expresiones de Alexander Carretero, quien hacia parte de ella, quien no reconoció a ninguno de los miembros del plan vial meteoro como miembros de la misma; Carretero narró el procedimiento al que se sometían las víctimas, que eran trasladadas a Ocaña, privadas de su libertad, despojadas de documentos y entregadas a la organización criminal, en un retén militar.

Respecto de la entrega de Fair Porras, Alexander Carretero, aseveró que viajó a Ocaña con éste y allí lo entregó a Dairo Palomino, insistió en que documentalmente sólo se demostró que él viajó a Ocaña. Retomó las manifestaciones del testigo sobre los tiquetes. Que el hecho de que al parecer Fair si sabía a qué iba o Ocaña, desvirtuaba e modus operandi de la organización, igual que el contenido de las entrevistas de Barbosa Alvernia quien señaló que uno de los abonados telefónicos utilizados por la organización criminal, que delinquía desde 2007 hasta 2008, resulta ser el que pertenecía a Fair Leonardo Porras; igualmente retoma tema del retén, en el que el testigo fue completamente contradictorio, para concluir que el modus operandi no tenía asidero en estos hechos. Relacionó igualmente a Fair con la tienda la fonda paisa porque según su madre allí trabajaba, en la cual permanecía alias “el boyacó” denominado por Carretero como un mal sujeto dedicado a delinquir.

Restó credibilidad a las manifestaciones de Ariacna Lara, por traer a colación procesos disímiles al presente tratando de crear una sistematicidad que no existía, para estructurar el concierto; involucrando por demás a los aquí implicados como miembros de la organización, olvidando que fue ella quien dijo que los militares integrantes de la organización criminal eran orgánicos de la sección segunda del batallón Santander, a la cual no han pertenecido ni pertenecen los acusados. Que relacionó las dos investigaciones a partir del abonado celular 3243240382, al parecer de Fair, porque aparecía en las dos; le surgía la inquietud de porqué la banda que cometía múltiples conductas punibles desde al año 2007, tenía el celular que aparentemente era de Porras Bernal, en su sentir sólo admitía dos probabilidades: una que a la organización delincuencial pertenecía Fair, y la segunda que el celular no perteneció a éste como aquí se dijo, insistió en que Castellanos Tuay no halló registro de los acusados con ese abonado o cualquier otro de los sujetos miembros de la organización. 
En el juicio se reconocieron dos documentos, sobre pago de recompensas: uno el libro de actas de pago de informaciones, a folio 58 renglón 16, reportaba una anotación relacionada con un registro del 31 de enero de 2008, en cuyo contenido no se hizo señalamiento que permitiera inferir que tenía relación con estos hechos, pues la misión táctica soberanía fue la emitida por el comandante del batallón Santander para todas las operaciones que con fundamento en la ORDOP “Soberanía” emitida a nivel brigada, llevadas a cabo en la jurisdicción de esa unidad menor, podía tratarse de cualquier operación que se llevó a cabo en enero de 2008. El segundo documento era el libro cuenta de gastos reservados de la brigada 30, 3 folios, el cual debería tener correspondencia con el primero, no la encontró, resultaba especulativo hacer inferencias ligeras para relacionar esos registros con los hechos del 12 de enero de 2008, no se podía atribuir responsabilidad alguna en la elaboración de dichos registros, a los involucrados y menos pensando en una comunicabilidad de circunstancias, el diligenciamiento era administrativo y ellos no tenían injerencia ni dependencia administrativa del batallón Santander, no de la brigada 30, pues su oficina de enlace estaba ubicada en la segunda división con sede en Bucaramanga, su agregación era de tipo operacional, jamás administrativa.

En relación con el oficio N° 00126 del 16 enero de 2008, suscrito por el teniente coronel Álvaro Tamayo Hoyos, comandante del batallón Santander, dirigido al brigadier general, comandante de la brigada 30, solicitando apoyo de millón quinientos en relación con la baja de la compañía plan vial meteoro, el 12 de enero de 2008, fue la misma investigadora quien indicó que en la brigada no fue atendida la solicitud, pero en ninguno de los registros quedó la participación de los acusados. La agregación al bisan era operacional como lo establece la orden de operaciones “viajero”, prueba 54, la compañía no tenía asignada partida alguna para el pago de recompensas o de información. 

Acerca de las supuestas entrevistas de Ariacna Lara con Sandro Pérez, al no existir registro alguno de las mismas, resultaba imposible dar credibilidad a sus manifestaciones, las que no tenían soporte y no fueron objeto de contradicción. 

Frente a la agregación operacional de que fue objeto la compañía Plan Vial Meteoro N° 3 a través de orden de operaciones “viajero” del comando de la segunda división, hizo alusión al testimonio del perito militar Siervo Tulio Roa, quien explicó las distintas formas como se realizaba el mando, según la doctrina militar, y que además se debía revisar el contenido de la ORDOP “Emperador” en la organización para el combate, se contaba con el plan vial meteoro, lo que se repite en la ORDOP “Soberanía” emitida por la misma brigada, por ello conforme a las pruebas del juicio 74 y 71, era orgánica de la segunda división y agregada operacionalmente a la brigada 30 a la cual pertenece el BISAN, por tanto la compañía tenía una misión específica que era el cuidado del tramo vial, vías principales y secundarias entre Ocaña y Sardinata, dependía de la segunda división con sede en Bucaramanga, en actos administrativos y disciplinarios, por lo que expuso no era cierto lo dicho por la Fiscalía, que estuviera agregada operacionalmente al batallón Santander, pues era diferente que la compañía mientras se encontrara en esa jurisdicción debía reportarse e informar sus movimientos al batallón Santander, ello porque la estructura organizacional del ejército es jerarquizada y se debe cumplir, por ello se reportaba tanto al comandante del batallón Santander y al del grupo Masa cuando estaba en esa jurisdicción, y no por eso era agregado a ninguna de esas unidades. Indicó que no se probó que en ninguno de los giros realizados entre si, por los miembros de la organización delincuencial figurara el nombre de los acusados ni como depositarios ni como beneficiarios. 

Que igualmente el Fiscal adujo que respaldaba su acusación la prueba del juicio 62, oficio a través del cual se recomendaba al soldado Zapata para hacer parte del batallón Colombia, no era cierto que tal certificación obedeciera exclusivamente a esa operación, sino al excelente desempeño de éste en muchas operaciones, tampoco era cierto que por una baja automáticamente se enviara a un miembro del ejército al Sinai. 

Que el delito igualmente se demostraba con el acta legalización, prueba 63 del juicio, recordó que era un acto de índole administrativo, del resorte del oficial enlace, su representado no era el encargado, y si la demora constituía algún designio criminal, porque no se había llamado a juicio a Maldonado, para que explicara porque se demoró más de 40 días. Olvidaron que Roa Roa señaló que antes del acta de legalización se debía realizar el RH radiograma, y aquí el radiograma se hizo el 12 de enero de 2008, por ello no veía dónde estaba la falta dolosa de su prohijado, pues el día de la operación, comunicó a su enlace, qué gasto de munición había tenido, cumpliendo con lo que ordena la doctrina militar, que también se dijo por parte de la Fiscalía que no se cumplió con economía de fuego, lo que se debía ver en el contexto real, esto es, el que disponen las TOE, tablas de organización y equipo, explicó el contenido de estas frente al tema. Que para el Fiscal que no eran de recibo las afirmaciones del perito Roa Roa, porque esas legalizaciones se realizaba en el batallón Santander, era falso, se probó que los documentos administrativos que comprometía al plan meteoro se adelantaban en la segunda división con sede en Bucaramanga, y de estos no se escapaba el acta de legalización, no era cierto que la legalización implicaba el traslado de menos de una hora de Ocaña a Abrego, sino que el enlace debía trasladarse de Bucaramanga a donde se encontraran los militares que participaron en la operación militar.

Que el Fiscal y la apoderada de las víctimas afirmaron que se probó que en el lugar sólo hizo presencia la víctima y los militares, lo que a su juicio era falaz, pues debía verse que lo único probado fue que las 16 vainillas 5.56 provenían las 3 de 3 fúsiles, pero jamás se probó que esos tres fusiles correspondieran a los militares que hicieron frente al acto hostil y tampoco se probó que las 13 vainillas recopiladas 11 meses después tuvieran correlación con las primeras. Se dijo que estaba probado con la prueba 81 del juicio, que para el 11 de enero salió un tropper con Sandro con dos soldados que llevaban galil, y extrañamente no se registraron las entradas de los fusiles, nada se dijo de esos fusiles y era claro que Sandro Pérez esa noche los extrajo de la unidad militar, los cuales no volvieron a ingresar. Situación que respaldaba el estudio juicioso, fundamentado en datos matemáticos y físicos, realizado por el perito Ivan Ricaurte Guarleta que tenían fundamento científico cuyas conclusiones daban cuenta de por lo menos 7 tiradores en la escena de los hechos, de ahí que no era cierto que estuvieron allí sólo los militares y el occiso.

La lateralidad de Fair Porras, no quedó probada, difícilmente se podía predicar con el análisis de un video, no era asunto de trascendencia, máxime cuando quedó demostrado por los peritos Máximo Duque y Roa Roa, que estaba demostrado que en la práctica, las personas zurdas por su seguridad y comodidad se ven precisadas a aprender a disparar con la mano derecha, en lo que tiene que ver con armas automáticas, que tienen la ventanilla de expulsión al lado derecho, no se tomaron muestras de residuos de disparos en manos. Que con el hecho de haber encontrado el arma, no se podía probar que Fair la portaba o la hubiese percutido, pero menos aún se podía probar que hubiese sido colocada por un agente externo, como se afirmó, pues tampoco se probó que las huellas de los acusados se hubieran encontrado en dicho elemento, tampoco se dijo si Fair la disparó o la arrojó, era especulativo, pero igualmente era especulativo señalar que los militares la colocaron en la escena del combate.

Del reproche del Fiscal respecto de que su prohijado dio una orden, contrariando, según él una orden superior, pues esa noche estaban prohibidos los movimientos motorizados por parte del comandante de la brigada 30, olvidando el Fiscal que el mayor no desatendió la orden, pues la operación de registro y control militar de área, operación de control militar territorial que ordenó, fue pedestre, por hizo alusión en el juicio al movimiento a campo traviesa, el teniente Vargas y los hombres bajo su mando se fueron caminando, con sorteo de obstáculos.

Criticó el testimonio del general Suárez Bustamante Jorge Arturo, dado que en el grado general no era posible decir que no conocía la misión constitucional y ni qué es una operación de control militar de área, que una de las conclusiones a las que arribó, era que los militares acusados no usaron visores nocturnos, fue desvirtuada en el contrainterrogatorio, que todas las operaciones requerían el ciclo de inteligencia, Dra. Gloria Pinilla, afirmó que el ciclo sólo se requiere en operaciones de combate, no en las de control territorial, que no encontró la orden fragmentaria que debió haber hecho a su nivel el mayor Quijano, pasando por alto que el grupo Meteoro no estaba agregado operacionalmente al batallón sino a la brigada, que Quijano faltó al deber no mostró un objetivo determinado, no podía tener un objetivo determinado porque no ordenó una operación de combate, criticó el procedimiento de la proclama, no se puede lanzar porque se pierde sorpresa, era cierto, pero no para una operación territorial que tenía su fundamento legal en el art. 2 de la C.N, eminentemente preventiva; que no había registro de otras informaciones que permitieran dar la credibilidad de la existencia de otras extorsiones, era ligera pues admitió no recordar haber ido al lugar, ni haber hablado con los militares que participaron, sus conclusiones fueron subjetivas.

Testimonio del General Quiroga Ferreira, quien en su informe plasmó que no se había indicado en forma concreta del lugar de los hechos, critica que tampoco fue aclarada en el juicio pues se habló del Tirol parte alta, el tabaco, la soledad, la esperanza, casa de teja, luego la fiscalía no pudo establecer cómo se llamaba el sitio, entonces no se podía deslegitimar la orden de su procurado, porque no precisó el nombre del lugar, aun cuando él indicó que la información de las extorsiones eran en la vereda El tabaco y La Soledad, a donde se dirigió Vargas Cortés, y fue precisamente en ese desplazamiento cuando observaron a los particulares y se desató el combate, destacó de Quiroga Ferreira el hecho de que él si fue a Abrego y conversó con las autoridades eclesiásticas y civiles del municipio, quienes le dijeron que las extorsiones en esa localidad lo vivían a diario. 

Lo manifestado por Ariacna Lara, de que ella habló con Sandro Pérez y éste le manifestó la participación en los hechos de su prohijado, aseveración planteada con poca inteligencia, pues se probó que el mayor Quijano Mariño en los primeros de enero estaba de vacaciones, sólo hasta el 4 de enero recibió la compañía, lo reflejan los INSITOP, prueba 3 de la defensa, que el pelotón "Bufalo 1" en los primeros días de enero, estaba en alto del pozo y sólo hasta el 7 llegó a Abrego, cuándo se reunieron con Pérez para solicitar una persona para matarla?, el perito Castellanos Tuay demostró que no existió comunicación entre Pérez y los procesados en los días previos a los hechos. 

Se intentó sin éxito, ligarlos a la organización criminal, so pretexto de la agregación operacional, la operación llevada a cabo el 12 de enero de 2008, no fue ordenada por Tamayo Hoyos, no era el comandante del batallón para ese momento, según el INSITOP, estaba el ejecutivo el mayor Estupiñan, a él le comunicó la operación fue quien la autorizó, no quedó probada la concertación previa, requisito indispensable para el concierto para delinquir, y en consecuencia los demás elementos estructurales, esto es, la permanencia en el tiempo, la unidad de designio criminal y la pluralidad de delitos, y respecto de la tacha que efectúan al plan meteoro solo se podía predicar del hecho de la muerte de Fair Leonardo Porras Bernal, no se probó que participaban por acción u omisión de los mal llamados “falsos positivos”, el modus operandi establecido para llevar a cabo estos homicidios, no se cumplía, este concierto solo apuntaba a una sola víctima lo que se apartaba de un concierto para delinquir.

Homicidio agravado. Se indicó que se ocasionó la muerte injusta por militares al mando de Quijano, que fue una acción sin fundamento legal, señaló que se desarrolló en marco de operaciones legítimas, enmarcada dentro de las ORDOP “viajero” “emperador” y “soberanía”, emitidas por la brigada 30, no tachadas de falsas, que según el testigo de la Fiscalía capitán Rodríguez Fabra existían antes de que existiera la denuncia pública.

Dentro de la jurisdicción del Plan meteoro estaba Abrego ubicado a media hora de Ocaña, su responsabilidad incluía vías adyacentes entre Sardinata y Ocaña Norte de Santander, en ningún momento misión ordenada por el mayor Quijano a los hombres bajo sumando configura operación de combate, era de control territorial, que busca ofrecer o restaurar en la comunidad la sensación de seguridad, por ello era desfasado que se incurra en críticas porque fue de noche, a pie, a campo traviesa y no por vías principales, que se uso una unidad mínima, situaciones que corresponden a la responsabilidad exclusiva de quien realiza la operación, no está en ningún manual, se desarrolla conforme a la experiencia del militar, ante un llamado de auxilio de la comunidad, no se podía justificar el omitir su misión so pretexto de decir que no es esa su función que existen otras autoridades, pues de no cumplir lo dicho por la Constitución ello sí sería objeto de reproche, ello por cuanto se dijo que para eso habían GAULA, tenía posición de garante el mayor y al respecto trajo a colación pronunciamiento de la Corte Suprema con ponencia del Dr. Sigifredo Espinosa dentro del radicado N° 25.889 pág 52, afirmó que no porque existía Gaula en Bucaramanga, o porque campesinos siguiera siendo extorsionados, el mayor debía omitir su posición de garante y su misión constitucional, no podía negarse.

Respecto de la sensación de inseguridad en Abrego aludió a las pruebas de la defensa, en juicio, números 6 y 1, copia del libro de comandante del plan meteoro y la entrevista de Luis Felipe Mogollón, prueba de referencia dado su homicidio, quien acudió en búsqueda de protección a personal del ejército en Abrego al comando de Quijano Mariño, estaba siendo extorsionado desde 2007, lo confirmó por Evila Garcés, por Sergio Jácome vecino de Abrego, él y su papá fueron objeto de extorsiones en 2007, Regina Mogollón vivenció de manera directa la extorsión de que fue víctima su familia en periodos del 2007 y 2008. Igualmente José de Jesús Romero Espinoza, quien residió en Soacha Compartir, reconoció a Fair como miembro de banda delincuencial de “los pancoque”, a través de fotografía. 

Evidente era sensación de seguridad en Abrego, la que le llegó por diferentes medios al comandante del Meteoro, quien previo reporte a la unidad del batallón Santander, dispuso operación control territorial en la zona donde al parecer había sujetos al parecer dedicados a la extorsión y boleteo de campesinos, no dispuso operación de combate ni que se diera muerte a ninguna persona, el teniente Vargas dispuso el cómo realizar la misión que era amanecer en Abrego y dejar que comunidad percibiera presencia militar y restaurar seguridad en la zona, sólo debía tomar las previsiones del caso y reportar resultados a su comandante, trajo a colación apartes del testimonio del perito militar Roa Roa, frente a operaciones militares.

En este caso existió una real situación de combate, teoría del caso equivocada, que no se dijo que Fair disparó contra el ejército pues ello no se permitió al interior de la investigación lo que si permitía afirmar la investigación es que existía una alta probabilidad que no estuviera solo y que el grupo al que pertenecía, atacó a los militares, lo respaldaba las pruebas del juicio números 81, en la que hallaba una anotación del 11 de enero a las 19:38 horas salió sargento Pérez con dos soldados y con fusil galil, y que a las 23:32 horas ingresó con los soldados pero no se hizo referencia al material de guerra con el cual salió, y el testimonio del perito balístico de la defensa Ricaurte Guarleta y el informe base pericial por él sustentado, que daba cuenta con alta probabilidad de certeza, de la existencia de al menos 7 tiradores con fusil galil 5,56, hipótesis soportada en el trabajo de topografía que realizó la Fiscalía, y en cálculos matemáticos y físicos, por lo tanto era un planteamiento con fundamento científico y objetivo, aúna lo observado por el puntero, a través de visor nocturno, la silueta de 5 a 6 personas. La fiscalía no pudo establecer si vainillas correspondía a los fusiles de dotación de los incriminados, ni que el arma hallada cerca al cuerpo de Fair fue manipulada por estos, no se podía menospreciar la existencia de un combate, y por reportarlo no quería decir que fueran los causantes de un homicidio.

Las falencias de Miguel Ángel y Nancy Santiago en su sentir, si afectó el derecho de defensa por la ausencia y cumplimiento de los procedimientos y protocolos de policía judicial, que no era cierto que los militares hasta las 6 a.m., informaron a las autoridades, pues había una anotación que terminado el combate se informó al batallón Santander, al teniente Vargas no le correspondía llamara a Miguel Ángel, ni siquiera lo conocía, que igualmente se emitió el radiograma HR 424.6, se dirigía al oficial G3 de la segunda división de la cual era orgánica la compañía, que la policía judicial no tiene por qué llenar el formato de primer respondiente por eso Miguel Ángel y Nancy no llevaban el formato, el mayor Quijano ordenó conseguir el formato y se obtuvo cuando ya se había procesado la escena, Nancy Santiago indicó al teniente Vargas como llenarlo, por ello quedó diferente a los otros dos informes rendidos por él, en el juicio mintió y tergiversó la verdad. 

Expresó que fueron innumerables los elementos materiales probatorios que se perdieron, en la escena estuvo personal no autorizado, resaltó la presencia de Sandro Pérez y José Torrado a quien le mostraron el muerto los del C.T.I., no hubo ninguna protección, se aplicó un deplorable tratamiento de la escena.

Que Miguel Ángel Mejía, también mintió, acerca de la cinta de seguridad la cual correspondía al logo con que se identifica la Fiscalía, sin embargo continuaba diciendo que la puso el ejército, que procesó la escena con respeto a los protocolos, pero se demostró que ésta fue contaminada por Sandro Pérez, quien sin custodia alguna trasladó el cuerpo a la morgue de Ocaña, que su bosquejo lo hizo a escala 1.25, que Luis Miguel Torres, topógrafo de la Fiscalía, explicó diferencias entre plano y bosquejo sin escala y con medidas, y que la escala 1.25 era un centímetro en el papel y 25 en el terreno y no cuatro veces como dijo el testigo.

Que no se causaron daños al cultivo de tomate, las fotografías no permitían llegar a esa conclusión, sólo evidenciaban escasos 3 surcos del tomate y José Torrado dijo que tenía más de diez mil matas, ese testigo dijo que no se le dañó el cultivo en su totalidad, pero el cultivo no era todo de él, que tampoco Torrado sabía la extensión y ubicación del cultivo, no recordaba que medieros le hubieran dicho que no había daño, afirmó que el cultivo de tomate y maíz no estaban divididas por cerca, pero en las fotos se veía una cerca con 3 cuerdas de alambre, por ello no se podía afirmar que el cultivo de tomaste no sufrió daño, debía recordarse que la altura no superaban 50 centímetros era un cultivo de 3 meses, pero Juan Miguel Angarita que estuvo en el lugar, expuso que sí se podía transitar a través del cultivo, y que en palabras de Torrado, no era imposible, se podía caminar pero con cuidado, los dos testigos realizaron el mismo ademán como simulando abrir unas cortinas, que mal podría decirse que se estropearon las matas, cuando en ningún momento se afirmó que el combate se dio en arrastre bajo, testimonios que permitían desvirtuar la afirmación de la Fiscalía, ello unido permitía desvirtúa que la escena fue manipulada y que fueron colocadas las vainillas como migas de galletas como en el cuento de Hansel y Gretel. 

Hizo referencia a la imposibilidad de que Fair a esas horas de la madruga estuviera extorsionando, al respecto recordó el dicho de carretero de que Fair iba a Ocaña a hacer una vuelta de droga en una finca con Dairo, a lo cual dio credibilidad.

Del Informe de perfilación criminal, expuso que dada la ausencia de acreditación en las disciplinas referenciadas por el testigo no merecía su atención. 

Que los estudios de la representación de víctimas Robert Bux y Ana Carolina Guatame, quienes realizaron la exhumación y segunda necropsia, indicó que no era cierto que hubieran indicaban que no eran importantes las trayectorias en miembros inferiores, sino que adujeron fue que como estas no comprometían hueso sino tejido blando no podían conceptuar sobre las mismas, dada la ausencia de tejido blando.

Criticó el estudio de la antropóloga cerca de que las heridas sí se compadecían con un combate, pero que debían sopesarse con otros elementos, igualmente criticó los estudios de Baraybar tenidos en cuenta por la testigo, por resultar difuso aplicar esas conclusiones al conflicto interno de Colombia. Igualmente dijo que no se referiría a Nery Suyapa por que mintió. 

Manifestó con todo lo por ella indicado difícilmente se podía indicar que se había perpetrado un homicidio agravado, que lo que hubo fue una muerte como consecuencia del uso legítimo de las armas. No desconocía la existencia de una banda criminal de la cual hacían parte efectivos de la secciona segunda del batallón Santander, encabezados por Sandro Pérez, actividad criminosa que no se podía trasladar a personas que durante años han servido a la patria de manera legal. La Fiscalía no demostró la teoría del caso, faltó a su promesa nada fue demostrado, no pudo establecer participación de los acusados, reclama fallo absolutorio, que ese falso positivo no se convierta en una injusta condena.
3.5. ALEGATOS DEL DEFENSOR DEL TENIENTE DIEGO ALDAIR VARGAS CORTES

Solicita su absolución, toda vez que quedó demostrada su inocencia, la Fiscalía no logró demostrar la responsabilidad penal en los delitos imputados, ni cumplió con la teoría del caso, los delitos que se le fueron imputados, carecen de todo respaldo probatorio.

Se indicó que hubo un acuerdo de voluntades para desaparecer personas, sociedad que era conformada por Pedro Gámez, Sandro Pérez, Ender Obeso, Dairo José Palomino, John Jairo Muñoz, Alexander Carretero y su esposa, pero en los hechos y la forma en la que supuestamente se entregó a Fair Leonardo Porras, no aparece su defendido ni ninguno de los procesados, no hay prueba de su ocurrencia, asimismo solicita que no se tenga en cuenta el testimonio de Ariacna Lara Contreras, quien manifestó que en entrevista con Sandro Mauricio Pérez, éste le informó que se reunió con el Mayor Quijano Mariño y su defendido, con el fin de acordar la entrega de Fair Leonardo Porras Bernal, lo cual no está soportado en pruebas, no hay entrevistas, videos o grabaciones; en igual sentido, que no se tenga en cuenta la atestación de Alexander Carretero Díaz, quien dijo que viajó con Porras Bernal a Ocaña, lo cual no quedó fijado, por el contrario, el occiso constantemente iba a esa población, se observa el interés de ese testigo en obtener beneficios con la fiscalía; el testigo Juan Miguel Angarita Cruz, manifestó que Carretero Díaz y Fair Leonardo se conocían, vendían empanadas, lo que indica la clara relación entre ambos, que delinquían no sólo en Soacha sino en la región del Catatumbo.

Angarita cruz, logró establecer que se adelantaba un proceso de hurto agravado en contra de Fair Leonardo Porras, el cual finaliza con su muerte, ello demuestra su capacidad delictiva. 

En la entrevista de Luis Felipe Mogollón, éste logró reconocerlo en un periódico la, siendo éste la persona que meses anteriores lo había extorsionado; el prenombrado estuvo el 10 de enero de 2008 en Ábrego, cobrando extorsiones, como lo señalan las señoras Évila Garcés y Regina Mogollón, incluso a la segunda la ultrajó sexualmente; Évila Garcés es concordante en su intervención, recordando que llegaron 5 hombres en noviembre de 2007 a cobrarle vacuna a su familia, volviendo en diciembre y luego en enero de 2008, hombres entre los cuales estaba Fair Leonardo, al cual reconoce en la fotografía que le muestra un soldado; Regina Mogollón Garcés, quien para la época de los hechos tenía 16 años, relata los mismos hechos que su madre, señalando que tales hombres iban cada inicio de mes y si no había plata regresaban a los 8 días, ambas reconocieron a Fair Leonardo Porras en una foto que introdujo la fiscalía al juicio. Se discute por parte de la fiscalía, que la familia Mogollón no denunció estos hechos, pero ellos fueron a la personería con el ánimo de que el Estado les ayudara, no hay prueba que indique que ellos no vivían en la zona, y en el caso de Luis Felipe Torrado, él no conocía a todos a su alrededor. Otro testigo, el señor Sergio Jácome, manifiesta junto a su padre, fueron víctimas de extorsiones, y que por temor a represalias no denunciaron, por eso en las entrevistas dijo una cosa, mientras en el juicio dijo otra, reconoció a Fair Leonardo en un periódico, aduce que el clima de la zona por la noche es frío, lo cual es corroborado por Luis José Torrado Reyes y las filmaciones del sitio de los hechos, explicándose así la vestimenta del occiso.

Respecto a José de Jesús Romero Espinosa, quien vive en Cúcuta, anteriormente vivía en Soacha, lugar en el que sufrió un atentado en el 2003, esta persona señaló conocer a Fair Leonardo Porras, que era vendedor de droga, extorsionaba y atracaba, que pertenecía a la banda “Los Pancoques”; no se desvirtuaron las actividades ilícitas que Fair Leonardo cometía, pese a que su progenitora dijo que tenía el control de las actividades de su hijo, a quien la dio permiso entre octubre y diciembre de 2007, para trabajar reparchando calles en Mesitas, con Ernesto, pero lo cierto es que estaba en Ocaña extorsionando; no cumplió con la posición de garantes, no realizó procesos de interdicción, y ello porque el occiso realizaba actividades de forma normal; frente la discapacidad física de Fair Leonardo, su progenitora riñe con la verdad, pues precisa que su hijo estuvo estudiando en un programa que no era para personas especiales, que estuvo en el programa Cafam para personas normales mayores de 15 años, siendo demostrado por Juan Manuel Angarita Cruz.

El doctor Mauricio Gómez, en el juicio no reconoció a Fair Leonardo Porras, manifestó que una persona que ha sufrido de meningitis no siempre queda con secuelas y con el tiempo pudo mejorar, no realizó pruebas por trastorno mental, se basó en la historia clínica y en el decreto para calificarlo, pero en documento no aparece referencia alguna del historial clínico, lo que resulta cierto evolucionó para mejor, si no, no habría hecho actividades de personas normales, en el video de la serenata no aparece ni se observa la dificulta en la pierna y brazo derecho, al contrario, se le vio bailando, tampoco se demostró que era zurdo, se desempeñó en labores de construcción, trabajaba en la fonda paisa, Angarita Cruz estableció que trabajaba en diferentes labores, jugaba fútbol, vendía empanadas, etc.

La señora Luz Marina Berna, indicó que el día de la desaparición de su hijo, su hijo mayor le dijo que ambos salieron al tiempo, y que Fair le dijo se iba con el patrón a cobrar una plata, nunca conocieron el patrón de su hijo, si Fair Leonardo no conocía el concepto del dinero, cómo fue a acompañar al patrón a cobrar dinero, la plata que iba a cobrar era en Ábrego, lo cual concuerda con lo dicho por Alexander Carretero Díaz, quien manifestó que éste le dijo que iba a hacer una vuelta; asimismo, el ejército lo iba a incorporar para prestar servicio según testimonio de Gómez Manchego, quien señala que no se pudo porque no estaba en el acta de incorporación.

Máximo Duque Piedrahita, médico forense, manifestó que la meningitis se hubiera podido detectar en la autopsia, que cualquier dato que se omita en la autopsia no permite reconstruir el caso, la médica Felisa Carvajalino, quien realiza la necropsia, no señala las heridas de las piernas, y justifica su error con un problema de lateralidad lo cual riñe con los protocolos que rigen a los médicos forense; como estuvo mal realizado el informe de necropsia, todas las pruebas que de ella derivaron no son validas.

Las irregularidades en las que incurrieron Nancy Santiago Santiago y Miguel Ángel Mejía, encargados del levantamiento del cadáver, quienes no siguieron los protocolos de recolección de evidencias, no permitieron establecer la verdad de los hechos que nos ocupa, Fulton Franco evidenció esas falencias, refirió que en los documentos que se elaboraron de la escena de los hechos, no hay anotación de que la escena fue alterada, la información no permite una reconstrucción de la escena, asimismo recalca que no se realizaron pruebas al arma encontrada, ni de la impresión dactilar que presentaba, que no es claro que el lago hemático que se presenta en la escena sea sangre, en la descripción del cuerpo, se indica que hubo dos heridas no descritas en el protocolo de necropsia, que el perfil criminal no se puede presentar como prueba ya que no se tuvo en cuenta la estatura de los tiradores.

Con testimonio del Mayor Marco Wilson Quijano Mariño, se fijó como fue el procedimiento de inspección del lugar de los hechos y levantamiento de cadáver, así como las irregularidades en las que incurrió el personal de CTI; que con la llamada de Luis Felipe Mogollón y posterior encuentro con éste, se entera de lo que le ocurre a esa familia, fue así como evaluó la información e impartió la orden al Teniente Diego Aldair Vargas Cortes, como el informante no fue por dinero, sino por ayuda, lo consideró como una fuente importante, y que para dar las órdenes que dio, no necesitaba cumplir con el ciclo de inteligencia.

Respecto a la desaparición, el cadáver nunca se ocultó, se dio aviso del hecho al batallón “Santander” y al Mayor Quijano Mariño, el occiso portaba documentos, la mamá dijo que se le habían perdido, y la labor de identificación no era función del ejército sino del CTI, tampoco se probó que lo hubieran reportado como desaparecido, máxime que no era la primera vez que Fair Leonardo desaparecía.

En lo que tiene que ver con el perfil criminal, en el aspecto de doctrina militar, el investigador Carlos Alberto Castañeda Ardila no es experto, ya que sólo recibió una tutoría, el método utilizado por el grupo no es el preciso, se deben tener en cuenta más perfiles, así como la manipulación de variables, para lo cual se requiere una preparación especial.

Su defendido no era el encargado de hacer los informes, los boletines de inteligencia y demás, dio aviso de lo ocurrido una vez transcurren los hechos, y se logra la ubicación del CTI sobre las 7:00 de la mañana, llegando al lugar de los hechos a las 10:30 de la mañana, no se tomaron muestras con hisopos, no está establecido que luego de 6 horas no se podían tomar las muestras de residuos de disparo.

Los testimonios de Ariacna Lara, Willington Álvarez Espitia, no aporta información de que su defendido haya alterado o manipulado información en las oficinas del S2 y S3, no se tuvo en cuenta los procedimientos de embalaje y transporte de las evidencias electrónicas, máxime si se tiene en cuenta que en la oficina en la que se tomaron las evidencias, elaboran diferentes personas, no se puede establecer quien realizó el documento.

Manifiesta la fiscalía que el Cabo Mora dijo que en la zona de los hechos, a los militares les tenían miedo, pero este testigo no se refiere nunca a estos hechos, pertenecía a otra unidad y no involucra a nadie del plan meteoro.

En cuanto a los visores nocturnos, la afirmación que hace el inspector del ejército, el General Suárez Bustamante, no es cierto ya que el llevar ese equipo permitió la ubicación de los delincuentes; para la operación no se utilizaron vehículos, fue una operación de infiltración a pie y a campo traviesa, los movimientos a pie no estaban prohibidos.

Frente a la muerte de Fair Leonardo Porras, el cuerpo presentó varios disparos provenientes de diferentes direcciones, no se hizo el estudio pertinente de las armas que supuestamente ocasionaron la muerte, no hubo cotejo de las vainillas recolectadas en las dos ocasiones para poder determinar que fueron expulsadas por las armas de los militares involucrados; se colige que hubo 7 armas diferentes en el sitio de los hechos, y siendo que habían 5 militares, no se conocen las otras dos de quiénes eran, la fiscalía refiere que el Sargento Pérez Contreras salió con dos soldados armados en una trooper y regresa a las 11:30, podría pensarse que esos dos fusiles que salieron eran los dos restantes, puesto que no se demostró que regresaron.

La Fiscalía quiso demostrar que los militares no pudieron saltar los cultivos de tomate los cuales median 50 centímetros de alto, pero el señor José Luís Torrado dijo que no sólo se puede saltar sino correr entre ellos, las personas que acompañaban a Fair pudieron devolverse por el mismo camino de la vereda, no se hizo estudio del terreno ya que se trataba de un camino gredoso, como para descartar que esos sujetos se fueron por ahí.

Frente a las 13 vainillas que se encontraron 9 meses después de los hechos, nadie asegura que estaban en el lugar en el que cayeron, pues pudieron cambiar de ubicación cuando se pasó la guadaña.

Wilmar Barbosa Alvernia, quien luego fue dado de baja, da cuenta de la existencia de bandas criminales en la zona, pero no se probó responsabilidad alguna de su prohijado ni de los demás acusados en la conformación de esa banda.

Frente al primer disparo, Iván Antonio Ricaurte Guarleta, lo estableció matemáticamente, deduciendo que era la trayectoria de fusil que presentaba el cuerpo en el hombro izquierdo, siendo la que más se acerca a la verdad.

Respecto a la documentación que constituye el delito de falsedad ideológica de documentos público, no se probó que el hecho se trate de un falso positivo, o que su prohijado haya participado en ello, concluyendo el fiscal que si el hecho no es cierto, entonces la documentación no lo es también.

Por lo anterior, solicita la aplicación del principio de “indubio pro reo”, ante las dudas que se presentan, y en atención a las causales de ausencia de responsabilidad del artículo 32, numerales 3, 6 y 7, del Código Penal, y por ende, se absuelva a su prohijado de todos los delitos por los cuales fue llamado a juicio.

3.5. ALEGATOS DEL DEFENSOR DEL CABO SEGUNDO CARLOS MANUEL GONZÁLEZ ALFONSO
Solicita sentencia de carácter absolutorio a favor de su defendido, toda vez que la Fiscalía no demostró más allá de duda razonable, no probó la teoría del caso y no desvirtuó la presunción de inocencia de Carlos Manuel González Alfonso, frente a los delitos por los cuales su prohijado fue llamado a juicio.

Manifiesta que se está vulnerando el principio del Non Bis In Ídem, ya que se está juzgando la desaparición forzada como delito autónomo y como agravante del concierto para delinquir, toda vez que los acusados son autoridad o jurisdicción al ser miembros del ejército, asimismo que el agravante de la desaparición forzada del artículo 165 del Código de penas, es el mismo que el mencionado en el artículo 166 numeral 1 de la misma norma, en atención a que los acusados ostentaban la calidad de militares al momento de la ocurrencia de los hechos. .

La Fiscalía sostuvo que hubo un acuerdo de voluntades entre civiles y militares para cometer desapariciones forzadas y homicidios, pero no hubo relación de causalidad entre reclutadores y los militares que se encuentran acusados en el presente caso, por ende tampoco se pudo demostrar la permanencia en el tiempo y el espacio de la asociación, de todo el cúmulo probatorio no se demostró la responsabilidad, fueron inocuos, sin embargo, de los testigos de la fiscalía se probó que sus defendidos actuaron de forma legal, al igual que el testimonio de la familia Mogollón Garcés, los testimonios de esa familia demuestra que fueron objeto de extorsiones por parte del occiso, lo reconocen muy bien, tanto la señora Évila Garcés, como su hija Regina Mogollón Garcés, con quien el señor Fair Leonardo Porras Bernal, hizo actos sexuales, y por último, se da muerte al señor Luis Felipe Mogollón, de quien se allegó la entrevista grabada y fue ingresada como prueba de referencia; asimismo, la Fiscalía desestima el testimonio de Sergio Jácome, porque siendo objeto de secuestro, no denuncia el hecho, pero resulta irónico que cuando el Estado hace presencia en la zona para cumplir con su función, los agentes son traídos a juicio y juzgados por los delitos traídos a colación.

En cuanto a la ropa que Fair Leonardo Porras Bernal, llevaba el día de los hechos y que supuestamente no corresponde a la vestimenta de la zona, en la atestación del testigo de refutación, el señor Luis Torrado, quien vive en la región, manifiesta que a ciertas horas hace frío, entonces porqué no creerle a esta persona que lleva viviendo en esa población hace muchos años, este hecho es comprobado con otros medios de prueba como el video en e l que se ve a un motociclista con chaqueta de manga larga, el occiso conocía del clima existente de la región, era conocedor de ese lugar. 

Con el testimonio antes citado, se demostró que se podía caminar e incluso correr por los surcos de tomate donde no había amarradijo, también existe una calle o callejón contiguo a la zanja, por la cual se podía caminar libremente, por la que huyeron los acompañantes de Porras Bernal, por ello el cultivo no aparece dañado

Respecto a los peritos de perfilación criminal, sus peritajes se basan en especulaciones, no se puede llegar a la verdad, son obsoletos y no arrojan luces sobre los hechos, estos peritajes no ofrecen certeza sobre la responsabilidad del delito.

Fair Leonardo Porras Bernal actuó con conciencia y voluntad, podía tener incapacidad para trabajar pero no para delinquir ni para empuñar un arma de fuego, era proclive al delito, este hecho lo pretendió ocultar la fiscalía quien siempre lo mostró como impoluto, ya que se opuso a que se trajera el proceso en su contra por el delito de hurto, sabía leer y escribir, contrató un abogado, y aceptó la participación en dos delitos, la búsqueda verdad y justicia es norma rectora, de obligatorio cumplimiento, pilar del proceso penal, pero ello no fue así ya que se sacrificó, la actuación de la fiscalía debe ser transparente, pero siempre se trato de ocultar la verdad, que el occiso era una persona normal, podía portar y accionar un arma de fuego; asimismo, el testimonio del General Carlos Orlando Quiroga Ferreira, en su informe como inspector militar, señaló que el occiso contaba con una anotación judicial, vemos como la Fiscalía, Ministerio Público y Representante de la víctima se opusieron cuando se intentó interrogar al respecto, que Fair Leonardo Porras Bernal se dedicaba a delinquir en Soacha, además se tuvo la declaración de José Jesús Romero Espinosa, quien identificó al occiso en las fotografías que se publicaron en los diferentes medios de comunicación, lo reconoció como la persona que en Soacha se dedicaba a delinquir, igualmente señala a un hombre que le faltaba a una oreja y que fue muerto por otros hechos y es objeto de investigación.

En los alegatos de la Fiscalía, se hizo alusión a que Fair fue llevado a Ocaña con engaños, con vicios en su voluntad, error, error, fuerza y dolo, pero olvida que los vicios del consentimiento se da en los contratos y no se predican cuando se va a delinquir como lo hizo Fair Leonardo Porras.

El médico Mauricio Gómez Méndez, para el 2000 conceptuó incapacidad del 53%, pero no fue objeto de futura revisión como lo prevé la ley de discapacitados, Fair Leonardo Porras pudo variar su condición, lo cierto es que mejoró, este testigo indicó las personas con retardo mental moderado dependen de terceros para tomar decisiones, sin embargo señala que también pueden hacer otras actividades, no todo enfermo de meningitis queda con secuelas, ya no le daban ataques, no tomaba medicamento, cargaba material construcción, jugaba fútbol, tomaba licor, hacía domicilios en bicicleta, etc., se fue de la casa por dos meses, indicando que se autodeterminaba, cometía conductas desviadas, luego existe la posibilidad que su condición mejorara, pero no se hizo seguimiento, pero no convenía asistir a revisión o seguimiento, puesto que perdería las prerrogativas que le daba la ley, el doctor Máximo Duque, demostró que esa discapacidad no le impedía cargar y accionar armas de fuego ni conformar grupos al margen de la ley. 

Frente a la atestación de la señora Luz marina Bernal, esta persona manifestó que se encargaba de afeitar a su hijo y que la última vez que lo hizo fue en noviembre de 2007, pero en las fotografías del levantamiento del cadáver se observa que esta persona que tenía una barba de no más de 8 días; que se encargaba de vestirlo, pero entonces quién lo vistió en los meses que se ausentó de su casa; si la mano derecha no le respondía cómo ayudaba en la construcción; que no conocía del dinero, pero entonces cómo hacía para transportarse a la casa de su tío en Matatigres y pagar el transporte; si no era capaz de sostener conversación, entonces cómo responde el teléfono, conversa con su hermano y trabaja con el patrón Ernesto. En entrevista esta señora hizo referencia a que el último día que lo vio, su hijo mayor John Smith le dijo que salieron juntos a la 1:30 de la tarde y que éste no aceptó porque se iba con el patrón a cobrar una plata, aduce que lo deja se va a reparchar carreteras por dos meses con don Ernesto, a quien no conoce, lo cual concuerda con las extorsiones que le hicieron a la familia Mogollón; manifiesta la testigo, que fue llevado a prestar servicio, entonces era apto; que al momento de la desaparición de su hijo, éste no portaba documentos porque se le había perdido, entonces los militares no se los quitaron; en la misma entrevista señaló que fumaba y tomaba cerveza, lo cierto es que ella no conocía las actividades de su hijo. 

La función de identificación del cuerpo correspondía a la Fiscalía, y el ejército entregó el cadáver y ésta omitió identificarlo, quien falla es el Estado, si no se dio aviso a los familiares del occiso, fue porque éste no portaba documentos.

El artículo 32, numeral 3° señala que hay ausencia de responsabilidad cuando se esté ante el estricto cumplimiento del deber legal, y en el 6° el derecho de defensa, la tropa actuó cumplimiento deber legal y constitucional, protegiendo el patrimonio económico de la familia Mogollón, en las labores de verificación de la información, la tropa fue atacada, defendieron un derecho propio como lo es la vida.

Las vainillas 5.56 encontradas cerca del cadáver, no se demostró que pertenecían a los militares, pudiendo ser de los acompañantes de Fair Leonardo Porras.

Resulta Intrascendente que siendo zurdo, el arma apareciera al lado derecho, pudiera ser que ser ambidiestro, y al momento de caer manda la mano a la cara, no se puede predicar que el ejército le colocó el arma a ese lado. Tampoco se probó que por este homicidio se pagara $1’500.00, ya que tal pago no se hizo, pese a que hubo una solicitud.

Solicita la nulidad del testimonio de Alexander Carretero Díaz, así como el de Pedro Gámez, dado que participaron en el ilícito, tienen interés en el proceso, son indiciados, debieron asistir con defensor; Alexander Carretero Díaz dijo que no tuvo contacto con los procesados, que no le vio impedimento físico a Fair Leonardo Porras, le dijeron que fue dado de baja, es decir, muerto en combate, que vio cuando Fair Leonardo fue entregado al ejército pero no pudo ver los vehículos porque estaba oscuro, vio un soldado uniformado, pero un retén no se hace con un soldado, intervienen diferentes vehículos, y están plenamente identificado; que las características de las personas que se llevaban a Ocaña es que fueran de la calle, pero esas personas contaban con arraigo, entonces miente el testigo.

Según declaración de Ariacna Lara Conteras, se reunió con Sandro Mauricio Pérez, y éste le informó de una reunión que tuvo con el Mayor Quijano Mariño y con el Teniente Vargas Cortes, para cuadrar el operativo que iba a dar con la muerte del occiso, pero no hay entrevistas o grabaciones, tal declaración adolece de los requisitos legales, por ende solicita se decrete la nulidad de ese testimonio y se rechace de plano la supuesta conversación de la que se hizo mención. 

Por lo anterior, reitera su solicitud que el fallo sea de carácter absolutorio a favor de su prohijado y de los demás acusados.

3.6. ALEGATOS, DEFENSORA DE LOS SOLDADOS PROFESIONALES RICHARD RAMIRO CONTRERAS AGUILAR, RICARDO GARCÍA CORZO Y CARLOS ANTONIO ZAPATA ROLDAN
Inició su alegación haciendo mención el principio de la congruencia. Seguidamente indicó que la Fiscalía tenía la obligación ineludible de demostrar la realización del hecho punible y la participación y responsabilidad de sus defendidos, por ello su papel era verificar que ello se hubiera cumplido.

Haciendo eco de la acusación y en punto de la desaparición de Fair Leonardo Porras Bernal, trajo a colación el testimonio de María Erley Pineda, vecina de Bernal, de quien resaltó nada aportó sobre esta desaparición, pero si destacó que de sus dichos, con esta testigo que lo conoció desde que era un menor, la Fiscalía no probó nada.

Del testimonio de la progenitora de Fair Porras Bernal, señora Luz Marina Bernal, resaltó las situaciones que sobre su hijo ella expuso en la audiencia, acerca de las actividades laborales de su hijo, de la forma como mantenía contacto con su hijo a través del abonado celular 3143240382, que era zurdo, lateralidad que no se demostró por parte de la Fiscalía, y con problemas de aprendizaje, pero que no se probaron, y sufrió de una meningitis cuando era niño lo que le ocasionó una disminución en su capacidad laboral del 53%. Denotó que lo que se acreditó del abonado celular que portara Fair, fue que estaba a nombre de Gina Melo, de quien no se sabia quien era, y que lo portaban delincuentes como alias “pocho”, como lo afirmó Wilmar Barbosa que no fue usado antes del 12 de enero de 2008, no apareció el registro de la llamada que mencionara Luz Marina Bernal, del 8 de enero de 008 que al parecer Fair recibió por parte de su patrón.

Destacó las manifestaciones del testigo de la defensa Máximo Duque respecto de la manera como se debía probar cual el lado preponderante en una persona, pero que en el juicio no se dijo cuál era el lado dominante de Fair, sólo que era zurdo. 
Resaltó el testimonio del mayor Edinsson Manchego, acerca de la incorporación de Fair Porras al ejército nacional, para que prestara el servicio militar, y allí salió apto en la prueba de aptitud para prestar el servicio pero que no continuó en el ejército no por su estado sino por que quedó como sobrante en el distrito, lo que en su sentir, daba cuenta de que era una personal que actuaba normal, pues hasta incluso había ido sólo a presentarse al ejército. Que tampoco se probó al interior del juicio acerca de sus presuntos problemas de aprendizaje. 

Sostuvo que Fair nunca fue sometido a prueba de neuropsicología infantil, tampoco cuando creció, se probó que sufrió de meningitis, pero que no dejó lesiones en el cerebro, como también lo evidenció la doctora Felisa Carvajalino, testigo de la Fiscalía, basada en la atestación ofrecida en juicio por el Dr. Carlos Barbosa médico de la procuraduría quien así lo resaltó.

Indicó que sólo hasta agosto de 2000, cuando Fair se iba a quedar sin servicios médicos y conocedores de la ley, éste y sus padres, decidieron buscar su incapacidad, para seguir siendo beneficiario de su padre y así no cotizar a salud, al respeto le causaba extrañeza las afirmaciones de la apoderada de víctimas, de la representante de la sociedad incluso del testimonio de la señora Luz Marina Bernal el hecho de que se dijera que Fair estaba afiliado al SISBEN trámite es diferente por estratificación los que no cuentan con trabajo, o era afiliado al ISS como beneficiario de su padre, y que entonces lo que la Fiscalía probó fue que era beneficiario del ISS y no del SISBEN, esté carné no existía. 

Que se dijo en la acusación que Fair salió de Bogotá el 9 enero de 2008 con Carretero a las 10:15 horas, lo transportó en empresa Brasilia hasta Aguas claras ubicado en la Y entre Aguachica y Ocaña, entregado a Dairo Palomino, previo acuerdo entre este y “pique”, llamó a Dairo y le dijo, y por ello recibió doscientos mil pesos por el traslado y por la cédula, pago por el positivo, sobre ello expuso que Carretero jamás había transportado a Fair, que lo que expuso fue haberlo acompaño, que tal situación y las demás referidas eran una hipótesis improbada por la Fiscalía, y que frente a ese vacío y conjetura se podían generar varias hipótesis sobre el mismo hecho, como que tampoco se había probado el pago de los doscientos mil pesos que la Fiscalía dijo le había entregado Dairo a Carretero ese día.
Refirió que la acusación no se podía basar en suposiciones que carecieran de fundamento probatorio. La del caso estaba basada en conjeturas mal diseñadas. 
No fue acreditado el pago de recompensa, pues si bien la Fiscalía introdujo al juicio unas actas y un pago de recompensa, este hecho no probaba que por la operación del plan vial meteoro se hubiese pagado recompensa alguna, solo se probaron errores e inconsistencias.
Continuó con la descripción de los hechos del 12 enero de 2008, contenida en la acusación y al respecto expuso que muchas de las afirmaciones descritas en los párrafos a los que dio lectura, no eran ciertas, como que baja en combate no fue reportada por tropas del batallón Santander, pues el combate fue sostenido por tropas del plan meteoro adscritas a la segunda división. Adujo que habían manifestaciones incluso desvirtuadas por los mismos documentos aportados por la Fiscalía, hizo mención a las ORDOP “Soberanía” y “Emperador”, emanadas del comando de la brigada 30, emitidas por segunda división del ejército, aunado a que el la “Viajero”, se aludió a que el plan meteoro estaba agregado a la brigada 30, asignó misión dentro de jurisdicción del batallón Santander pero ello no concluía que era agregado operacionalmente al batallón Santander, no existía en el juicio una ORDOP que diera fe de ello.

Sobre la entrega de la escena acordonada, expuso que era cierto, estaba acordonada por personal militar y que luego se acordonó por miembros del C.T.I con cinta que tenía logo de la Fiscalía General de la Nación, escena en a que se hallaba una persona muerta sin identificación, lo que era cierto pues Fair permanecía indocumentado, así lo dijo su progenitora, que en la escena se halló pistola 9 mm y vainillas 5.56 , de las que dijo desaparecieron del proceso, y hasta hoy se desconocía donde estaban. Que no se examinaron armas para establecer uniprocedencia, por ello las vainillas no sólo eran atribuibles al personal militar, no se sabía que hubieran sido eyectadas en la madrugada del 12 de enero de 2008.

Respecto del dicho de la Fiscalía acerca de las indicaciones de Pedro Gamez, acerca de cómo se ejecutaban las muertes, adujo que este era un testigo aleccionado con los documentos que le hacían llegar, del cual destacó sus imprecisiones y contradicciones respecto del conocimiento que dijo tener de Fair, por lo que para ella era un testigo sospechoso que se quería hacer pasar como una mansa oveja y haber sido manipulado por Carretero Díaz. No se demostró que éste fuera un reclutador como lo sostuvo la Fiscalía. No se acreditó ninguna otra muerte en combate, ni indagación donde sus defendidos hayan participado en otros hechos. Trajo a colación las manifestaciones de Carretero respecto del retén terminó por aceptar que jamás lo vio, por ello consideró que eran manifestaciones de oídas y de referencia y así se debían valorar. Que carretero tampoco había hecho afirmaciones sobre la existencia de una NPR en el lugar, que Fair llevara su celular, que tampoco dijo haber visto un Trooper, insistió que en la actuación no existía prueba de la existencia del retén, que el mismo hubiese sido conformado por integrantes del plan vial meteoro, y que en ese retén estuvieran Ricardo García Corzo, Richard Contreras Aguilar y Carlos Antonio Zapata Roldan, recordó que Carretero también había dicho que le parecía haber visto un soldado, pero no estaba seguro. De Norberto Conrado Eslava, desestimo el testimonio puesto que vino a relatar hechos de otra época y que no eran objeto de este juicio. Por ello en su sentir y dadas sus argumentaciones frente a los testimonios de Pedro Gámez, Carretero Díaz y Conrado Eslava, guardaban correspondencia con su pertinencia y conducencia ni menos con la acusación presentada en contra de sus defendidos.
Frente a lo consignado en la acusación acerca de los documentos que desde el 6 de enero 2008, se allegaron a la Sección Segunda del Batallón Santander, y en los que se reportaba la presencia integrantes subversión, en varios sectores Ocaña, y el boletín de inteligencia del 12 de enero de 2008 respecto de la muerte en combate hombre no identificado, que correspondía a Fair Leonardo Porras Bernal, así como los aspectos que allí se consignaron respecto del contenido de la Misión táctica “Soberanía”, y que hacía relación al GRULOC Búfalo 1 y los informes emitidos por el teniente Diego Aldair Vargas Cortés. Sobre ello manifestó que la Fiscalía no desvirtuó la situación de seguridad del sector de Abrego y Ocaña, y que no podía concluirse que los informes o boletines de inteligencia contenían información que faltara a la verdad o que fueron creados con posterioridad al 12 de enero de 2008. 

De la desaparición forzada agravada, delito del cual, para ser imputado, la fiscalía se valió de los testimonios de María Erley Pineda y Luz Marina Bernal Parra, quienes daban cuenta de que Fair fue visto por última vez el 8 enero de 2008, sin que se volviera a saber sobre su paradero, así como de las diligencias del SIRDEC allí se reportó la desaparición y se dio a conocer las diligencias adelantadas para saber la identidad y dar información a la familia, la cual solo hasta el 8 de septiembre reportó la ausencia de la víctima. Expuso que el sólo hecho de informar a las autoridades por parte del ejército el hallazgo de un cuerpo, permitió a las mismas indagar sobre identidad, pues no contaba con documentos, y que no era función del ejército activar mecanismos para identificar NN. Que era claro que Fair nunca estuvo desparecido, salió de Bogotá con Carretero, la defensa demostró que desarrolló actividades ilícitas el 10 u 11 de enero y el 12 del mismo mes su cuerpo fue hallado sin vida después de un enfrentamiento armado con tropas del ejército y un grupo de delincuentes, el C.T.I llevó a cabo actividades identificación, por tanto no se configuraba ese delito por el simple hecho de que sus familiares reportaron su ausencia en el mes de septiembre de 2008. Refirió los elementos del artículo 165 del C.P., para proseguir argumentando su interpretación respecto de la privación de libertad, a la que hacía alusión la norma. Concluyendo que la Fiscalía no había probado tal privación. Así mismo analizó la privación de la libertad con sujeción a los procedimientos, según la Corte Interamericana, como métodos aún reputados legales que afectan al individuo. Protegerse libertad personal, tutela libertad física y seguridad personal, en contexto ausencia garantías subversión reglas de derecho. Para concluir que en este juicio a la luz de la correcta interpretación del artículo 165 del CP., no se probó que Fair se hubiere privado de la libertad, que los acusados no habían ocultado a Fair o su cuerpo. No bastaba con demostrar que no fue sustraído de la ley. Antes de los hechos permanecía indocumentado. No le fueron arrebatados sus documentos. Para reportarlo como NN, resultaba apócrifo. Tampoco se probó que hubiese sido acompañado a Ocaña en contra de su voluntad o que se hubiera sido de la misma forma a la moto, por ello esa conducta debía ser desvalorada.

Homicidio Agravado, aclaró que la investigación no fue para demostrar muerte sino determinar las circunstancias en que se dio la misma. Sus defendidos nunca habían admitido de que ellos con sus armas hubieran quitado la vida a Fair, lo que admitieron fue el hallazgo sin vida del cuerpo de Fair luego de un combate. Sobre lo expuesto por la Fiscalía respecto a esta conducta, leyó los apartes correspondientes, manifestado que con la prueba 62 del juicio, se había dicho que su defendido Carlos Antonio Zapata había sido agregado al batallón Colombia en el Sinaí y que la Fiscalía pretendía ligar el combate del 12 de enero de 2008 con ese viaje, sin embargo no se había indagado sobre demás requisitos, ni características del personal postulado para hacer parte de batallón. Actividades de los investigadores, esa omisión inducía en error. Matamoros Blanco expuso que para enviar al Sinaí se tenía en cuenta varios factores. No era un paseo, sino a cumplir misión fuerza multinacional, hombres destacados en diferentes misiones, pero que la Fiscalía sólo trajo una certificación y una felicitación para probar ese hecho, que tampoco respecto de los permisos de miembros de ejército, se había acreditado, ni que sus defendidos o los demás hubiesen sido premiados con permisos.

Respecto del agravante contenido en el numeral 7 no especificado en la acusación por la Fiscalía, haciendo pasar a Fair como discapacitado, se preguntó cuál labor éste no podía desarrollar por ser incapaz laboralmente, pues según lo que manifestó su progenitora, para su trabajo habitual era capaz, ayudó a pavimentar una carretera e incluso había pensado ir a trabajar en un cultivo de palma. 
Delito concierto para delinquir, el cual en este juicio no se probó, no se probó siquiera que los acusados tuvieran contacto con los llamados reclutadores, ni con el personal del S2, ni con al análisis link se probó algún tipo de contacto telefónico entre los acusados y la organización ilegal, no había prueba que acreditará la participación de sus defendidos en las conductas reprochables de Carretero, del sargento Pérez, del sargento con Muñoz o “pechi”, o Carlos Mora, o “pique”, o “pocho”, o Pedro. Recordó la definición de concierto para delinquir contenida en decisión de la Corte Suprema de Justicia en el radicado N° 30.033 del 1 de abril 2009. No se fijó que los acusados, hubiesen tenido un acuerdo permanente de voluntades para cometer delitos, no había prueba de giros entre ellos, no influía en la responsabilidad individual de sus defendidos. 
Que tampoco había evidencia de las manifestaciones de Ariacna Lara acerca de la vinculación de los oficiales acusados con Sandro Pérez, eran de oídas, no fueron acreditadas en juicio. Del testimonio de referencia de Wilmar Barbosa Alvernia, era determinante pues se demostraría la participación de alias “pechi”, sargento Muñoz, de Sandro Pérez, de Medardo, de Dairo entre otros pero no la responsabilidad de sus defendidos. Que no se acreditó un sólo caso. 
Que la Fiscalía insistió que se crearon con posterioridad documentos, pero la prueba técnica de perito confirmó que no existe o no fue usado, el método para saber si un documento fue modificado, adicionado o creado, no se demostró, que documentos hayan realmente sido creados con posterioridad, perito fiscalía existen cambios o movimientos de carpetas cambia la fecha de creación perito defensa demostró que se puede presentar en varios eventos, quien crea documentos son los administrativos y no los del S2 los acusados estaban en el área diferente a sección de inteligencia. Revisar declaración de Obando quien nunca di9jo que fue requerido por un superior para que creara o modificara documentos sin que lo requirieron fue para que organizara documentos, no es cierto lo que la Fiscalía afirmó al respecto y que tampoco con esa especulación se podía probar la supuesta creación tardía que pretendía la fiscalía. 

Respecto de la presencia de Sandro Pérez en el batallón Santander, con ello tampoco se podía concluir y dar por probada la supuesta modificación y creación de documentos que se le pretendió atribuir a sus defendidos, porque Sandro firmó el anverso de unos documentos para probar su presencia en Ocaña para la fecha de la visita, ello no probaba la modificación ni creación, ni manipulación de documentos. 
Acerca del traslado de personas por un grupo civiles y a petición de unos militares no era gratuito. No se probó la petición de una persona por parte de los acusados. Alexander admitió que sabía que por cada traslado se pagaba pero nunca dijo que le hubieran pagado esa suma por acompañar a Fair, le dieron lo de los pasajes.

Falsedad ideológica en documento público, si bien no fue imputada a sus defendidos, hizo unas aclaraciones al respecto, como que no se probó cuales distinciones o beneficios tuvo quien elaboró los documentos aducidos, sobre el montaje escena, calificó la labor funcionarios C.T.I como improductiva, destacó la presencia de Nancy Santiago en el lugar de los hechos lo que ésta negó por ello no era posible creerle como que no ayudó a llenar el informe del primer respondiente al teniente Vargas Cortés, restó credibilidad al documento de análisis criminal por no acreditación del perito que lo elaboró, no tenía un fundamento teórico práctico.

De la labor los funcionarios del CTI que procesaron la escena el 12 enero 2008, fue incompleta que lo que sobrevino de ello no pudo ser objetivo ni verídico. Criticó el análisis a 3 surcos del cultivo no se podía afirmar que todo estuviera intacto, comprendía más de 10.000 matas, no se observaban. Que se había explicado el posible desplazamiento en cualquier dirección por el cultivo y la posibilidad de saltar según Luis José Torrado, pues cada surco medía más de un metro, a más de haber referido el clima frío de Abrego por ello la necesidad del uso de saco. 
Del testimonio de Nery Suyapa, criticó que contrario a lo afirmado por ella sí se habían visto huellas de zapato en las fotos, en las primeras audiencias, que igual dijo esta testigo que no había evidencias de otras armas en el lugar de hechos, concluyó que le habían ocultado información, pues hubo hallazgos de vainillas de diferentes calibres, se encontraron más vainillas. De esta testigo quien negó haber viajado a Colombia, era mentira pues fue ella la fotógrafa en la exhumación según el Dr. Robert Bux y Ana Carolina Guatame. 

Del testimonio de la perito antropóloga forense a pesar de criticar algunos de sus argumentos expuso que no era pertinente para el caso, pues hizo relación a estadísticas de heridos versus muertos no en casos colombianos. No se podía extrapolar, analizó casos diferentes a la realidad colombiana.

De las afirmaciones del Dr. Robert Bux no fueron para ellas objetivas, lo equiparó a lo expuesto por el perito de la defensa Máximo Duque.
Acerca de la pericias de los balísticos, se había visto en audiencia la escasez o inexistencia de elementos objetivos que permitieran concluir cual era la posición de los tiradores e el lugar de los hechos, conclusiones inexactas y subjetivas, sin información ni fundamento probatorio ni científico, como llegar a concluir que la víctima estaba en posición de rodillas al momento de recibir disparos, al respecto refirió lo sostenido por la Corte interamericana en el caso Palmeras vs Colombia para insistir que carecían de valor probatorio. Resaltó los errores de Javier Sotelo quien a su vez había admitió error igual de la Dra. Felisa Carvajalino, problemas de lateralidad.

Retomó que Fair fue voluntariamente de su casa, se fue a Ocaña a delinquir, se dedicaba a cobrar extorsiones, destacó los testimonios de la prueba de descargo, habitantes del sector, quienes habían reconocido a Fair, igualmente resaltó las manifestaciones de Luis Osma y lo afirmado en sentido opuesto a este por Romero Espinosa quien ubicó a Fair como integrante de una banda delincuencial de Soacha la denominada “Los pancoques” dedicaba al atraco entre otros.

Adujo que la función de la investigadora de policía judicial Ariacna Lara no fue objetiva, que las graves irregularidades cometidas entre integrantes del S2 y los reclutadores de Soacha no podían utilizarse contra sus prohijados. 

Sólo en derecho debía resolver el proceso, que sólo las pruebas practicadas en el juicio debían tenerse en cuenta. Luego de referir y leer apartes de algunos de los instrumentos internacionales de derechos humanos integrantes del bloque de constitucional, solicitó que el fallo en derecho fuera absolutorio.

V. FUNDAMENTACION FACTICA, PROBATORIA Y JURIDICA

En desarrollo del juicio se propusieron dos teorías del caso, la primera por el representante de la Fiscalía, referida a la simulación de un combate, fruto del cual resultó muerto Fair Leonardo Porras, que correlativamente conlleva la existencia de los ilícitos de desaparición forzada, homicidio agravado, concierto para delinquir agravado y falsedad ideológica en documento público, y la responsabilidad penal de los acusados como sus coautores, excepto el último delito señalado, por el cual solamente ha de responder el procesado Vargas Cortés; mientras que, la segunda, planteada por la defensa del mayor del ejército Quijano Mariño, se contrae a la ocurrencia de un legítimo combate, en desarrollo del cual perdió la vida el señor Fair Leonardo Porras Bernal, por ende, la inexistencia de los delitos imputados.

Consecuencia de lo anterior el Fiscal delegado depreca la condena de los enjuiciados, mientras que la defensa de Quijano Mariño reclama su absolución.

Los defensores de los demás procesados indicaron que a la Fiscalía General de la Nación le correspondía probar en el juicio la responsabilidad de sus prohijados. 

1. EXISTENCIA DEL DELITO DE CONCIERTO PARA DELINQUIR
El representante del ente persecutor, acusó a los procesados por el delito de concierto para delinquir fundado en la existencia de una organización ilegal desde diciembre de 2007 hasta agosto de 2008, conformada por militares pertenecientes al batallón “Santander” de Ocaña y civiles, residenciados en Soacha, cuyo propósito era engañar a jóvenes con determinados perfiles con la finalidad de entregarlos a una Unidad militar, la cual los presentaba como muertos en combate. Y en que cuando los miembros del batallón “Búfalo 1” solicitaron a Fair Leonardo Porras Bernal, para ejecutar ese hecho era necesario un concierto de voluntades, denotado en que en Soacha se ubicaba la red conformada por personas que trasladaban a las víctimas hasta Ocaña, con la finalidad de ultimarlas, pues la tropa no se desplazó hasta Soacha a conducirlas. En relación con el específico hecho de la causa, dijo que esa desaparición inició en Soacha y culminó con el acto de la muerte de la víctima hasta que se identificó en septiembre de 2008. De ahí, dice, surge el concierto, no es necesario que se reúnan y pongan de acuerdo, es una cadena de hechos los que dan sustento a predicar que existió. 

Añadió que la actuación de los miembros del batallón resultaba inescindible de lo que sucedía en Soacha, por tanto, la muerte en combate no podía ocurrir sin la voluntad de recibir a la víctima. 

Con fundamento en lo anterior encuentra estructurado el delito de concierto para delinquir con la finalidad de cometer delitos de homicidio y desaparición forzada, ya que varias personas se ponen de acuerdo para cometer ilícitos, con permanencia en el tiempo, sin que pueda predicarse vulneración del non bis in ídem, en razón a la autonomía de ese delito que no exige que se produzcan resultados. Basta que se produzca la concertación. Agravado por la calidad de miembros de la fuerza pública de los procesados.
Para la demostración de este comportamiento delictual, la Fiscalía trajo al juicio, los siguientes medios de convicción:

Declaración de Alexander Carretero Díaz (Sesiones del 5 de diciembre de 2011  record 00:04:20 a 00:01:57 y de 2 de febrero de 2012, record, 00:08:50, 00:41:50), indicó que vivió en Soacha desde el año 2005 hasta febrero o marzo de 2008, allí fue propietario del establecimiento conocido como la tienda “Los costeños”, donde expendía licor y comidas rápidas, el cual mantuvo por dos años. También vendía comidas, en la puerta de la fábrica “Alfagres”, hasta marzo de 2008, cuando fijó su residencia en Aguachica y luego en Ocaña.

Añadió que en Soacha conoció a Ender Obeso Ocampo, apodado “pique” en el año 2007, quien llegó a trabajar en la “rusa” (explica que denomina así al trabajo en construcción) por ser primo de su esposa Edith del Carmen Palomino Ballesteros. También, en esa población, se hizo amigo de Uriel Ballesteros Obeso, alias “pocho”, hermano de Ender, quien igualmente, se dedicaba a la “rusa”. Explicó que ambos vivieron durante dos meses en su casa. También que se vinculó con Pedro Antonio Gámez, porque vivía a tres cuadras de su casa, "pique" "pocho" y Fabio delinquían en Ocaña, ellos decían que iban hacer vueltas, a robarse un bus, no le habló de otras personas, y Dairo andaba con ellos.

Respecto de su relación con militares pertenecientes a la Sección Segunda del batallón de Infantería No 15 “General Francisco de Paula Santander”, Carretero Díaz refirió que es cuñado de Dairo José Palomino, a quien conoció desde el año 2000, por ser hermano de su esposa, aclarando que de su condición de soldado del S2 o B2 del batallón “Santander”, solamente se enteró cuando se residenció en Ocaña.

Igualmente dijo que conoció a Sandro Pérez, sargento del S2, y a Medardo Ríos, quien también pertenecía a esa dependencia cuando llegó a vivir a Ocaña, porque Dairo se los presentó. Afirmó que él también lo relacionó con John Jairo Muñoz, a quien conoció luego de que viajó con Pedro. No conoció personas de la compañía Plan vial meteoro 3.

Acerca de los medios de transporte en los cuales se desplazaban los militares, indicó que lo hacían en un Trooper vinotinto y Dairo Palomino en una motocicleta DT. Explicó que se trataba de dos motocicletas una DT azul y una DT blanca, de las cuales una tenía placa y la otra no y que cuando vivió en Ocaña se enteró que eran del batallón.

En lo atinente a la conducción de muchachos a Ocaña, Carretero Díaz expuso que el sargento Pérez llamaba a Pedro, vía celular, a quien le hacía solicitudes específicas, le decía que buscara a un número determinado de personas que fueran de la calle, indigentes, que precisa, no podían ser ancianos ni mujeres. También dijo desconocer qué decía Pedro a los jóvenes para que viajaran de Soacha a Ocaña o para qué los llevaban.

Y luego de la búsqueda por Pedro, se hacía la entrega al sargento Pérez, quien por cada muchacho pagaba un millón de pesos, suma de la cual desconoce su procedencia. De eso se enteró porque cuando fue con Pedro, a él le entregaron una plata y supo que el sargento era el que entregaba la plata.

Señaló que observó a Dairo con “pique”, “pocho”, Pedro y Fabio Santiago. Se enteró de que “pique”, “pocho”, Pedro, llevaron personas a Ocaña, de las cuales no supo el motivo de su traslado. Además, se enteró de que condujeron muchachos de ciudades de Santander y Cesar. Aseveró que no se enteró de cuántas personas se trataron y que a esas personas las entregaban en un retén.

Acerca de la presencia de estos militares en Soacha indicó que Medardo y Sandro, no viajaron allí, mientras que Dairo lo hizo en julio o agosto (de 2008).

Comentó que al parecer el 9 de enero de 2008, trasladó desde Bogotá hasta “Aguas Claras”, a un joven por petición de Ender Obeso, quien le comentó que Dairo José Palomino se lo había solicitado, el cual finalmente es conducido hasta Ocaña, donde permanece bajo custodia de Dairo, “pocho” y él, en los billares de propiedad de Palomino hasta cuando se entrega en un retén militar el 11 de enero en la noche. Desconoce si ese señor portaba documentos, acota que le parece que llevaba un celular. Añade que sabe que les quitaban los documentos, pero no qué hacían con ellos.

Explicó que cuando acompañó al señor el 9 de enero, no supo a qué iba, pero con el tiempo, residiendo en Ocaña, un día tomando con Dairo, éste le comentó que lo habían matado esa noche en el retén, luego de entregárselo al ejército para un “positivo”, pero no le mencionó más nada. Dijo no saber de qué se trataba “positivos”, porque nunca fue militar.

En  relación a la conformación del retén dijo que en los retenes había una turbo, una camioneta, había militares, y a ellos se llegaba con las personas en moto.

Explicó que una vez llegaban al retén, Dairo se adelantaba, paraba y requisaban al muchacho que iba atrás, luego de lo cual le pedían “papeles”, aunque no sabe qué sucedía con los documentos. Acerca del montaje de los retenes, indicó que veía una turbo, una camioneta, había militares, y a ellos se llegaba con las personas en moto. Dice que se percató del retén de mejor manera cuando fue con Pedro, porque cuando estuvo con Dairo observó un retén pero no con precisión porque estaba muy oscuro y se regresaron enseguida.

Particularmente sobre la conducción del joven al retén, inicialmente dijo que alcanzó a ver en el retén al soldado Ríos y al mayor Rodríguez, porque estaba muy oscuro. Luego, al ser interrogado nuevamente en relación con ese aspecto, aseveró que estaba oscuro y no vio nada en el retén. Posteriormente explicó que Dayro le dijo que diera la vuelta cuando el bajó rápido. Vio un soldado uniformado, estaba oscuro. Y “se devolvieron de una”.

Comentó que con Pedro viajó un día a Ocaña a llevar unas personas.

Precisó que no fue informante, ni recibió dinero por suministrar información. Pero que Dairo en una oportunidad le pidió la fotocopia de la cédula, sin explicarle el motivo.

Señaló que de Soacha se trasladó a Norte de Santander porque estaba mal económicamente, lugar donde se dedicó a vender empanadas en la puerta de su casa.

Indicó que no ha sido amenazado, pero antes de ser capturado Sandro Pérez le dijo que se fuera porque iba a correr riesgo su vida, “que se abriera”.

Finalmente refirió que no conoció personas pertenecientes a la Compañía víal meteoro número 3. 
En cuanto a la valoración de la prueba testimonial, el Despacho en adelante, tendrá como guía las directrices señaladas en el artículo 404 del Código de Procedimiento Penal, es decir, se soportará en los principios técnico científicos sobre la percepción y la memoria y especialmente, lo relativo a la naturaleza del objeto percibido, al estado de sanidad del sentido o los sentidos por los cuales se tuvo la percepción, las circunstancias en que se percibió, los procesos de rememoración, el comportamiento del testigo en desarrollo de su declaración.

A partir de la ponderación y evaluación de tales elementos, el referido testimonio se presenta fidedigno para el Despacho, porque no obstante al señor Alexander Carretero Díaz, en esta causa no se le convocó a juicio, en la acusación elevada por la Fiscalía General de la Nación contra los aquí procesados, se le señala de ser uno de los integrantes del extremo de la organización delincuencial, ubicado en Soacha, encargado de captar jóvenes con la finalidad de conducirlos hasta Ocaña, para ser ultimados y presentados como logros operacionales por tropas propias o agregadas del batallón “Santander”, antes de que indicara su vínculo con los hechos, lo cual podría acarrearle consecuencias penales, se le hicieron las advertencias correspondientes.

Se le informó que no estaba obligado a declarar contra sí mismo. Pese a que prestó juramento se le indicó que el mismo tenía efectos frente al comportamiento de terceros, más no en relación con su conducta, en protección a sus derechos de no autoincriminación y a guardar silencio; asimismo se le advirtió que tampoco estaba obligado a testificar contra sus parientes, siguiendo doctrina de la Corte Constitucional, plasmada en la sentencia C-782 del 28 de julio de 2005, en la cual al hacerse el estudio del artículo 394 del Código de Procedimiento Penal, fueron declaradas constitucionales condicionadamente, las expresiones “como testigo” y “comparecerán como testigos bajo la gravedad del juramento”, en el entendido de que el juramento prestado por el declarante no tendrá efectos penales adversos respecto de la declaración sobre la propia conducta.

Lo anterior, porque no es necesario ostentar la calidad de imputado en el proceso penal para gozar de esa garantía constitucional. El testigo al momento de prestar el juramento y escuchar las advertencias ya mencionadas, entendió que no estaba obligado a autoincriminarse y quiso declarar en el juicio.

Queda claro entonces que el señor Carretero Díaz no fue constreñido a rendir testimonio. No se utilizó ningún medio coactivo ni físico ni moral con la finalidad de obtener su atestación. Rindió declaración de manera voluntaria, ajeno a cualquier tipo de amenaza. La única intimidación que, según su parecer, dijo haber recibido, provino de quien también se señala por la Fiscalía, hacía parte de la organización ilegal, el sargento Sandro Mauricio Pérez, quien antes de que fuese capturado le dijo que se “abriera” porque su vida iba a correr riesgo. Tampoco se observó presiones psicológicas por parte del acusador en desarrollo de los interrogatorios ni se realizó inducción interesada para que declarara en determinado sentido. 

Como se puede ver la declaración se presenta espontánea, univoca, tiene coherencia lógica y reiteración. No se observa interés del testigo en exculparse porque admite su propia conducta referida a la conducción de varios jóvenes a Ocaña, entre ellos a Fair Leonardo Porras Bernal, tampoco se ve un interés particular por inculpar a los aquí enjuiciados a quienes no conoce y contra los cuales no hace ningún cargo. 

Así pues, la declaración inculpatoria del señor Carretero Díaz, aunque no sea una confesión, además de que se efectuó carente de la obligación de veracidad en relación con su propia conducta, se reputa idónea en relación con la reconstrucción de los hechos, en los cuales participó. 

Dijo el señor Fiscal, en sus alegaciones que debía tenerse en cuenta, en relación con la veracidad de este testigo, su condición moral y personalidad, proposición cuyo respaldo encuentra en la sentencia de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, del 31 de agosto de 2011 dentro del proceso radicado con el número 31.761, en la cual se reitera la posición fijada en la decisión del 26 de noviembre de 2002, en el proceso radicado con el número 15.962, cuando expresó: “…Si bien la valoración del testimonio involucra aspectos como la personalidad del declarante, no menos cierto es que el conjunto de valores morales o éticos que la integran no constituyen condición que por sí misma descalifique o acredite un testimonio, de modo que corresponde al juzgador deducir o aprehender la verdad bajo los parámetros de la libre persuasión, desechando lo que contraría la realidad probatoria y el sentido común…”

Agregó, además el acusador, que las situaciones que el declarante expuso se corroboraron o desvirtuaron a través de situaciones objetivas, por lo tanto debe hacerse un estudio sistemático con las demás pruebas acopiadas y acorde con las máximas de la experiencia. 

En relación con la personalidad del delincuente, tenemos que, sin pretensión de soslayar su presunción de inocencia, se estableció que hacía parte de una organización delincuencial dedicada a hurtar así como también su rol dentro del grupo que “traficó” con jóvenes, última circunstancia que lo lleva a indicar no solo su actuación sino la de otros sujetos. Y que en lo atinente con las personas que involucra: Ender Obeso, Uriel Ballesteros, a su cuñado Dairo José como la persona que solicitó el envío del joven que admite condujo a Ocaña, teniá relaciones de amistad y parentesco, luego no ve el Juzgado que quisiera perjudicarlos cuando él mismo se ubica tomando parte no solo de los acontecimientos que desencadenaron en la muerte del joven Porrras Bernal, sino también en otros de similar formato. 

Precisamente la cercanía y trato del deponente con los individuos indicados, y de todos entre sí, facilitó el escenario para que desarrollaran las actividades delictivas que hicieron parte de sus vidas, durante varios meses.

No se observan móviles de venganza, odio personal, animosidad o soborno, que lo lleven a acusar a personas inocentes, que permitieran tildar el testimonio de falso o al menos, restarle verosimilitud o credibilidad.

Tampoco se evidencia que su declaración autoincriminante se haya prestado con ánimo de propia inculpación, en hábil coartada, pues él no estaba obligado a declarar, bien pudo guardar silencio frente a preguntas de los sujetos procesales que lo conducían a autoinculparse. De paso también podía callar total o parcialmente o incluso mentir, a lo cual no estuvo ajeno, en virtud de sus derechos que se le expusieron al inicio de su atestación. 

Fuera de lo anterior y como lo hace ver el señor fiscal resulta consistentemente plena al ser corroborada por otras pruebas.

Sobre los eventuales beneficios personales que podría obtener, y sobre los cuales fue interrogado de manera amplía por la defensa, él manifestó que quería colaborar con la administración de justicia pero en modo alguno expresó que se le hubiese ofrecido una contraprestación por parte de la Fiscalía, luego no tiene soporte en el proceso la afirmación del abogado del cabo segundo González Alfonso, de que posiblemente se haría acreedor al principio de oportunidad, el cual, dada la entidad de los delitos de los que presuntamente podría ser responsable el señor Carretero Díaz carece de todo elemento objetivo a la luz del artículo 324 de la Ley 906 de 2004, modificado por el artículo 2º de la Ley 1321 de 2009.
Así mismo los parámetros fijados por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, la forma de sus respuestas y su personalidad, la ausencia de interés en mentir del declarante, sus condiciones subjetivas, intención en la comparecencia procesal, coherencia de su discurso, tenemos que si bien la abogada del señor Quijano Mariño, dice en relación con el testimonio, que resulta contradictorio, pues indica que viajó en Brasilia y el único tiquete fue el adquirido en Coopetrán, también sobre la forma como fue conducido al billar, igualmente acerca de la entrega en el retén y cómo estaba conformado.

Sobre los reparos que se hacen por la profesional, tenemos que decir en primer lugar que se fijó en el proceso que efectivamente los pasajes utilizados por Carretero Díaz para desplazarse a Aguas Claras, fueron adquiridos en la empresa Brasilia, segundo él explicó suficientemente que Dairo recoge en una motocicleta a Fair Leonardo y lo lleva al billar, mientras Carretero se desplazó hasta ese lugar en taxi.

En relación con el retén, su composición y como se produjo la entrega, se observa la letrada no tuvo en cuenta las respuestas suministradas por el testigo de manera integral, sino que las toma de forma descontextualizada para sacar provecho de situaciones objetivas y claras, y si bien en aspectos tales como la ubicación del retén, se mostró, no contradictorio, sino reticente a dejar en claro qué observó la noche que “entrego” a Fair, sobre ese tópico, refirió que cuando acudió con Fair Leonardo no lo vio muy bien, porque estaba oscuro, no así posteriormente cuando viaja acompañado de Pedro Gámez a entregar otros dos muchachos.

Si se analiza la secuencia de sus respuestas en lo atinente a ese aspecto, en todas refiere que estaba oscuro, menciona que la entrega fue entre 6:30 y 7 de las noche, y que vio a Ríos y a un mayor Rodríguez, y si más adelante ante preguntas de los defensores, insiste en que estaba oscuro y solamente vio un soldado, sabe que lo es porque lo vio uniformado, pero dice que no con seguridad de quién se trata, leyendo en contexto su atestación, el conjunto de sus respuestas, se tiene que ya dijo que vio a Ríos, y si luego dice que vio a un soldado uniformado, es claro que entrelazando las dos respuestas, tenemos que el testigo dijo que vio al soldado Ríos en el retén.

También indicó la presencia de un vehículo y sobre todo, se ubica en el retén, junto con Dairo José Palomino y “pocho”, conduciendo hasta ese lugar, a Fair Leonardo Porras, luego de lo cual Palomino le dice que se devuelva, con estas respuestas, a diferencia de lo que expresa la defensora se considera que si se refirió por el deponente aspectos esenciales de la forma como entregó a Fair en un retén.

Si se hila sus respuestas, es claro que el declarante no quiere desarrollar el tema del retén frente a su propia conducta, pues mírese que él ha dicho que no estaba enterado del destino final del joven. Su deseo es dejar en claro que se le pidió su conducción hasta Ocaña, pero solamente se enteró de que fue eliminado, cuando se lo mencionó posteriormente Palomino, quien además le comentó que se le había entregado al ejército para “un positivo”. 
Entonces resulta que dentro del margen de maniobrabilidad, en defensa de su derecho de no autoincriminación, pues no se negó a responder esas preguntas, quiso mostrarse ajeno sobre ese puntual aspecto, lo cual resulta razonable, si se observa que relieva su desconocimiento del verdadero propósito el traslado hasta Ocaña de Fair Leonardo, eso explica por qué no sus contradicciones como lo resalta la defensa sino su reticencia en responder esas específicas preguntas diciendo que estaba oscuro y no podía ver, pero además ese tema no puede verse de forma aislada como lo presenta la defensa, pues cuando dice que en sentido contrario a esa oportunidad, en otra, como acompañante de Gámez pudo ver mejor y entonces presenta la escena del retén bien detallada, una turbo, una camioneta, las motocicletas, diferencia entendible, si se tiene en cuenta que sus aseveraciones denotan sobre ese segundo viaje que reconoce, que no lo siente como suyo, entiende que le pertenece a Pedro, por lo cual no tiene temor a referenciarlo con más detalle.
Pero, si las cosas no hubiesen sucedido como lo refiere el testigo qué interés en ubicarse dentro de una situación que lo compromete penalmente. No se pase por alto que el testigo resulta autoincriminandose. 

Fuera de lo expuesto, las afirmaciones del deponente encuentran correspondencia con datos objetivos, como se verá más adelante. 
Pues bien con la atestación del señor Carretero, se demuestra el vínculo entre él y Ender Obeso Ocampo, apodado “pique”, por su parentesco con su esposa Edith del Carmen Palomino Ballesteros, al igual que con Uriel Ballesteros Obeso, alias “pocho”, a quienes la Fiscalía señala como las personas que formaban parte de la organización ilegal, ubicadas en Soacha. Igualmente la relación entre ellos: Ender y Uriel hermanos, primos de Edith, su esposa. Y finalmente Pedro Gámez, vecino del sector quien se integra, y todos ellos, se infiere conforman la asociación delincuencial.

Ahora, en lo atinente a la relación con los integrantes de la asociación que el ente acusador sitúa en el batallón “Santander”, dijo que es cuñado del soldado Dairo José Palomino, quien le presentó al sargento Sandro Pérez, a Medardo Ríos y a John Jairo Muñoz, todos del S2 o B2 del batallón. 

Acerca de la conducción de los jóvenes a Ocaña, el deponente dijo que el sargento Pérez se comunicaba por teléfono celular con Pedro, a quien le hacía solicitudes específicas, le decía que buscara a un número determinado de personas que fueran de la calle, indigentes. Y que él lo acompañó a entregar dos jóvenes. Igualmente el admite que trasladó a Fair Leonardo Porras Bernal hasta Ocaña.
Fuera de lo anterior, también se probó ese vínculo con las atestaciones de los señores Pedro Gámez Díaz, John Jairo Muñoz Rodríguez y la declaración de referencia de Wilmar Barbosa, introducida en juicio por medio del investigador Yimmy Mendoza, entre otros, como pasa a verse.

Pedro Gámez Díaz, relató que residenciado en el barrio “San Nicolás”, de Soacha, desde diciembre de 2007 hasta septiembre de 2008, conoció a “Alex”, en una tienda que él tenía, denominada “Los costeños”, la cual estuvo abierta hasta comienzos de 2008, quien además vendía empanadas y tinto a los trabajadores de “Alfagrés”, por cuyo intermedio se relacionó con Ender Obeso Ocampo, alias “pique” y Uriel Ballesteros Obeso, alias “pocho”, hermanos entre sí y a la vez primos de Edith del Carmen Palomino, esposa de Alexander, con quienes sostenía amistad de tragos.

Dijo que en el mes de enero de 2008, Alexander Carretero le pidió que lo acompañara a llevar a dos muchachos para trabajar en una finca. Se trataba de “medio polvo” y “triángulo”, residentes en el barrio “San Nicolás”, de Soacha, donde él también vivía. De quienes dice, se enteró después, por medio de “Alex”, que se los “había pedido” su cuñado Dairo Palomino y fueron presentados como “falsos positivos”.

Relató en relación con esos jóvenes, que viajaron en flota, llegando a Ocaña a la madrugada, se hospedaron en residencias “Santa Clara”, donde permanecieron todo el día viendo televisión y recibieron la orden de dejarlos en la noche. Los recogieron a las 7 y ½ de la noche, dos motos y un carro, se desplazaron hasta un retén y allí se devolvieron, “Alex” le dijo que mandaba a los otros muchachos que a él no lo necesitaba. Los pasajes y los gastos de alojamiento los pagó Alexander.

Comentó que de vuelta conoció a quienes los recogieron en moto, en la estación de gasolina, como Dayro, Medardo, el sargento Pérez del dos de inteligencia del batallón “Santander” y a otro sargento, cuyo nombre desconoce, pero se enteró de que es “peche”. Sandro Pérez le entregó un sobre a Alexander con dinero y él le dio un millón de pesos.

Explicó que el retén donde dejaron los muchachos era del ejército, pero en ese momento ignoraba por qué los dejaron allí. Acota que cuando viajó con “Alex”, él le dijo que iban a trabajar en una finca, a sacar una plata que había. 

Dijo que lo del retén fue de repente, sorpresivo, fue cuando ya se devolvieron y entonces “Alex” le dijo que no lo necesitaba, que mas adelante le avisaba. Precisó que en el retén estaba una NPR, en la cual había militares. Y los de la moto les dijeron que se subieran a la NPR. Que él iba en un Chevrolet Spark morado conducido por Sandro Pérez, pararon delante de la NPR, y “Alex” le contó que se bajan de la moto y se suben a la NPR.

Indicó que no se enteró sí los muchachos iban armados. En relación con documentos afirma que los llevaban, porque en el transcurso del viaje hay retenes de policía y ejército.

Explicó que las propuestas a los muchachos, las hacían en el barrio y consistían en ir a sacar plata con el ejército de una finca. Acotó que a quienes llevaban eran ladrones de barrio y ellos iban por un porcentaje, pero no sabe cuál era. Agregó que de otras ciudades también trasladaron muchachos.

Acerca del traslado de otros jóvenes también se enteró. Señaló que en la tienda donde los costeños cuadraban todo. No sabe exactamente cuántos muchachos fueron trasladados, pero, dice, recuerda unos 6 casos: El ‘paisita’, julián Oviedo de “Villa juliana”, “Yair”, un muchacho especial que vivía en la Y, medio polvo, otro muchacho, Daniel y otros cuyos nombres desconoce. Dijo que los de Ocaña se comunicaban con los de Soacha por medio de celular.

También dijo que Carretero le comentó que se llevó a “Yair”, un muchacho que describió como “especial”, dedicado a limpiar mesas y recoger botellas en la tienda “La paisita”. 

Como se puede observar las dos declaraciones son contestes en lo fundamental, los señores Carretero y Gámez participaban de las actividades, mediante las cuales transportaban hasta Ocaña, previa solicitud del soldado Dairo José Palomino o del sargento Sandro Pérez, orgánico del batallón “Santander”, específicamente de la Sección Segunda o de inteligencia, y cuñado de Alexander Carretero, a personas con determinadas peculiaridades, para ser presentadas como dadas de baja en combate.

Los deponentes coinciden en que Carretero Díaz se desplazó hasta Ocaña con Fair Leonardo Porras Bernal, y que ambos trasladaron, días después, a esa misma población a otros dos muchachos.

En conclusión, las acciones desplegadas expuestas por los dos se enmarcan dentro de las actividades de la estructura delincuencial que tuvo existencia durante varios meses. Aunque cada uno, endilga al otro el dominio del hecho, lo cierto es que ambos terminan por indicar que participaron, y en cada caso recibieron una contraprestación por el traslado. 
El defensor del cabo segundo Carlos Manuel González Alfonso, solicitó “la declaratoria de nulidad” de los testimonios de Alexander Carretero y Pedro Gámez, en razón a que se violó el artículo 29 de la Constitución Nacional y el canon 23 del Código de Procedimiento Penal. Plantea que los testigos participaron en el ilícito, lo cual denota su interés en el proceso, por tanto, han debido asistir con abogado. Añade que no bastaba con enterarlos de su derecho a guardar silencio y a no autoincriminarse, además de que supone debió ofrecérseles por la Fiscalía aplicación del principio de oportunidad para que declararan. Así mismo reprocha que no se hayan vinculado al proceso. 

La solicitud del abogado del suboficial, implica la aplicación de la cláusula de exclusión prevista en los preceptos que cita.

En lo que se refiere, a la cláusula de exclusión, la Corte Constitucional en sentencia SU-159 de 2002, consideró: “…Las fuentes de exclusión. El artículo 29 señala de manera general que la prueba obtenida con violación al debido proceso es nula de pleno derecho. Esta disposición ha sido desarrollada por el legislador para indicar dos grandes fuentes jurídicas de exclusión de las pruebas: la prueba inconstitucional y la prueba ilícita. La primera se refiere a la que ha sido obtenida violando derechos fundamentales y la segunda guarda relación con la adoptada mediante actuaciones ilícitas que representan una violación de las garantías del investigado, acusado o juzgado. En cuanto al debido proceso, el legislador ha consagrado condiciones particulares para la práctica de pruebas y requisitos sustanciales específicos para cada tipo de prueba, cuyo cumplimiento debe ser examinado por el funcionario judicial al momento de evaluar si una determinada prueba es o no ilícita…”. 

Y la Corte Suprema de Justicia define las pruebas ilícitas como aquellas obtenidas con violación de los derechos fundamentales de las personas, entre ellos la dignidad, el debido proceso, la intimidad, la no autoincriminación, la solidaridad íntima, y aquellas en cuya producción, práctica o aducción se somete a las personas a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes, sea cual fuere el género o la especie de la prueba así obtenida. Y considera pruebas ilegales, aquellas en cuya producción, práctica o aducción se incumplen los requisitos legales esenciales. Indica que tanto las unas como las otras deben ser excluidas, dado que constitucionalmente se predican “nulas de pleno derecho”, es decir, que se establece su inexistencia jurídica, la cual se transmite a las que dependan o sean consecuencia de aquellas o que solo puedan explicarse en razón de la existencia de las excluidas, pero en relación con las ilegales, advierte que se debe observar si el requisito legal pretermitido es esencial y discernir su proyección y trascendencia sobre el debido proceso, toda vez que la omisión de alguna formalidad insustancial, por sí sola no autoriza su exclusión.

Considera el Despacho que el pedimento del profesional no tiene vocación de prosperidad, porque no demuestra cómo esa omisión, consistente en haberse recepcionado declaración a los señores Carretero Díaz y Gámez Díaz, sin la presencia de un abogado afecta a su defendido. Examinada su argumentación, ésta va dirigida a la protección de los derechos de estos testigos porque se les habría violado su derecho a la defensa técnica. 

Admitiendo la tesis de que el debido proceso exigido constitucionalmente para la producción de la prueba no está condicionado a los procedimientos relacionados de manera directa y exclusiva con el justiciable, sino que verificada su conculcación en la recepción o aducción del medio de convicción, puede ser invocada por el procesado, la ritualidad que echa de menos el defensor, está prevista para el interrogatorio a indiciado, a voces del artículo 282 del Código de Procedimiento Penal, cuando la Fiscalía cuenta con motivos fundados emanados de los medios cognoscitivos señalados en la ley, para inferir que una persona es autora o partícipe de la conducta investigada, cuando sin hacerle imputación alguna, le da a conocer sus derechos de no autoincriminación, a guardar silencio y a no declarar contra sus parientes más cercanos. Si consecuencia de lo anterior el indiciado manifiesta que desea declarar se interroga en presencia de su abogado; igualmente cuando se adquiere la condición de imputado, el artículo 8.e. ibídem, establece el derecho a ser oído, asistido y representado por un abogado de confianza o nombrado por el Estado.

En el caso examinado, no se indicó que por los hechos aquí juzgados los señores Carretero Díaz o Gámez Díaz, ostentaran la calidad de indiciados o imputados. De lo atestado por ellos, se desprende que no están siendo procesados por los hechos que aquí nos ocupan, luego en su salida procesal fungieron como testigos, razón por la cual se les hizo las advertencias correspondientes y se les hizo saber sus derechos, conforme lo contemplado en el artículo 394 de la Ley 906 de 2004 y la sentencia C-782 del 28 de julio de 2005, como ya se indicó.

En relación con la no vinculación de los señores Carretero Díaz y Gámez Díaz, al proceso, tampoco se observa conculcación de garantías fundamentales de los enjuiciados, ya el Despacho tuvo oportunidad de pronunciarse en ese sentido en el proceso radicado con el código único de identificación número 11001-60-00-099-2008-00032, en audiencia del 23 de marzo de 2010, indicando que la no vinculación de los procesados no se constituía en violación del derecho de defensa o del debido proceso en aspectos sustanciales, providencia confirmada por el Tribunal Superior de Cundinamarca, mediante auto del 15 de abril de 2010, con fundamento en que no se demostró por el defensor que con ese proceder se conculcaron garantías de su defendido, y esa corporación citó lo definido en relación con el tema en el radicado terminado en 00033, el 17 de septiembre de 2009, donde afirmó:

“…En lo atinente al cuestionamiento realizado por el doctor Alfredo Medina Chacón, al hecho concerniente a que la Fiscalía ni formuló imputación, ni acusó a otras personas (…) coautoras (…), es del caso señalar, que nada indica que un eventual proceder de tal índole por parte del órgano de persecución penal le cause perjuicio o vulneración a las garantías fundamentales de las demás personas acusadas a más de que es a la titular de la acción penal a quien conforme a la evolución de la investigación, le corresponde determinar cuándo se dan las exigencias para imputar o acusar, sin que ello implique que pueda apartarse del cumplimiento de sus funciones constitucionales y legales, esto al punto, que continúa latente la posibilidad de que se formulen imputaciones o acusaciones frente a las demás personas que puedan estar involucradas en los mismos hechos…”.

En sus alegaciones finales el defensor del cabo Carlos Manuel González Alfonso, tampoco indicó de qué modo la no vinculación de los señores Carretero y Gámez a esta actuación, afectó el derecho a la defensa o al debido proceso de su prohijado, por tanto, haciendo eco de los planteamientos del Tribunal, al no avizorase esa vulneración no hay lugar a decretar nulidad por ese aspecto.

Como indicábamos las atestaciones de los señores Pedro Gámez y Alexander Carretero, se hallan respaldadas con corroboraciones periféricas, además de indicios que surgen a partir de medios de convicción practicados en el juicio.

Encuentran soporte en las verificaciones realizadas por el investigador Richard Méndez García, (sesión del 24 de noviembre de 2011 a récord 00:00:14 pista 2 y culminó a récord 02:49:07 pista 4 sesión audiencia 25 de noviembre de 2011), quien refirió que mediante labores de vencindario en Soacha, en septiembre de 2008, contactó familias que habían reportado a sus hijos como desaparecidos, con el objeto de indagar acerca de las circuntancias en que se produjeron los hechos, logrando establecer que todas hacían referencia a una persona de nombre “Pedro”, de contextura bajita, moreno, de corte militar, quien frecuentaba la tienda “Los Costeños”, lugar donde llevaba muchachos y les brindaba bebidas alcohólicas, quien identificado e individualizado como Pedro Antonio Gámez, los puso al tanto de las actividades de reclutamiento de muchachos, en Soacha, los cuales tras ser entregados al personal del Ejército en Ocaña, aparecían como muertos en combate, y que en tales actividades también participaba Alexander Carretero (récord 00:08:15 a récord 00:10:30 pista 2).

Igualmente dijo, que entre sus pesquisas, ubicó la tienda “Los Costeños”, de la cual determinó estaba situada cerca a la vivienda de Pedro Gámez, quien les dijo que la misma era atendida por Carretero, su esposa Edith y un familiar de ésta de nombre Ender Obeso, alias de “Pique”, todos con acento costeño, establecimiento donde se organizaba el traslado de jóvenes según se lo refirió Gámez, por parte de Ender Obeso y Uriel Ballesteros, quienes les ofrecían ir a sacar dinero de una finca con el ejército pero eran dados de baja y presentados como “positivos”.

Añadió que identificó a una señora Virginia del Carmen Pacheco Luna, como propietaria del inmueble donde funcionaba el establecimiento “Los Costeños”, situado en la urbanización “San Nicolás”, sector Compartir” de Soacha, el cual rentó a unas personas de la costa, quienes instalaron una tienda, según el contrato de arrendamiento, a cuyo original tuvo acceso y tomó copia fotostática e ingresó al acervo probatorio (prueba documental número 26). En el contrato figuran como arrendatarios los señores Alexander Carretero Díaz y Edith Palomino (récord 00:50:38 a récord 01:29:06 pista 3 sesión audiencia 25 noviembre 2011). 

Con la atestación del señor Méndez García, se establece la existencia de la denominada tienda “Los Costeños”, su ubicación, y propietarios, personas que igualmente habitaban el inmueble donde funcionaba, constatándose que efectivamente el negocio se ubicaba en Soacha y era de propiedad de Alexander Carretero Díaz y Edith del Carmen Palomino, lo cual confirma las revelaciones de Pedro Gámez y Carretero Díaz.

A más de ello, sus gestiones investigativas y de verificación lo condujeron hasta las viviendas de Carretero Díaz y Sandro Pérez, conforme datos aportados por Pedro Gámez. Indicó que logró establecer que Carretero Díaz vivió desde el mes de febrero al mes de julio de 2008 en la calle 21 N° 10 A-28, y el sargento Sandro Mauricio Pérez Contreras, en la calle 21 A N° 9-76 del barrio “El Bambo” en Ocaña, lugar que distaba del batallón Santander de 5 a 8 minutos aproximadamente. Inmuebles, que según labores desarrolladas con habitantes del sector, eran frecuentados por militares y muchachos que no eran de la región (récord 01:29:29 a récord 01:39:54 pista 3 sesión audiencia 25 noviembre 2011).
El investigador también obtuvo de la empresa “Dimonex” el oficio SAC 6288 (prueba 87), mediante el cual informa que varias de las personas relacionas con el presente caso, recibieron o remitieron dinero por su intermedio a diferentes destinos nacionales, adjuntando cuadro de relación de giros enviados para la época de los hechos, en enero de 2008, estableciendo la existencia del giro de fecha 12 de enero de 2008, N°17728113 con destino Soacha, beneficiario Antonio Mayorga, por valor de $ 300.000.oo, gira Ender Obeso, origen Santa Rosa; otro del 11 de enero de 2008, N° 17012192 destino Soacha, beneficiaria Edith de Carmen Palomino, origen Ocaña San Agustín, gira Alexander Carretero Díaz por $400.000.oo (coincide con la prueba 90, casilla 1), con firmas y huellas de quienes recibieron (récord 00:20:36 a récord 00:48:24 pista 3 sesión audiencia 25 noviembre 2011).

De los giros realizados se establece la ubicación de Alexander Carretero Díaz en Ocaña, el 11 de enero de 2008, tal y como este lo manifiesta en su declaración. 

Igualmente las manifestaciones del señor Carretero acerca de los vehículos utilizados por los militares comprometidos, esto es, el sargento Pérez, y los soldados vinculados con la Sección Segunda del batallón “Santander”, se establece con la atestación del técnico José Leonardo Martínez Herrera (minuto 47:00 pista 5 y hasta el final de la misma, recepcionada el 14 de diciembre de 2011), fotógrafo del área de criminalística de la Fiscalía, en las inspecciones realizadas entre el 14 y 17 de octubre de 2008, realizó tomas fotográficas, de unas carpetas con imágenes de vehículos, las cuales reposaban en las oficinas del batallón “Santander”, en Ocaña, elaborando el correspondiente informe, el cual ingresa como prueba 53; contiene 75 imágenes, unas de las oficinas en las que se practicó la inspección y de las reproducciones fotográficas, consistentes en tomar una fotografía a otra (récord 01:30:40 a récord 01:32:50 pista 5).

Explicó que para realizar esta labor siguió el protocolo de fijación fotográfica del lugar de los hechos. Aclaró que las fotografías 32 a 75, corresponden a los vehículos del batallón “Santander”. Son reproducciones fotográficas, con las respectivas hojas de vida.

El deponente clarificó que al parque automotor del Plan Vial Meteoro no le hizo fijación fotográfica. 

En lo atinente a la reproducción fotográfica, realizada por el testigo, del parque automotor del batallón, encontramos el Trooper vinotinto de placas BIA 306, uno de los vehículos, a los cuales se refiere Alexander Carretero Díaz, en su atestación, como aquellos utilizados por Sandro Pérez, y al describir el retén afirma que allí veía una camioneta junto con una turbo y motocicletas, pudiéndose inferir que la camioneta a que se refiere es a la Trooper, y en relación con la motocicleta blanca sin placas a que se refiere el testigo, se constató se trata de la que corresponde a la imagen 60, página 22.

Como se ve el testimonio del fotógrafo junto con las imágenes por él presentadas en el juicio, resultan útiles para la demostración de la existencia de los vehículos mencionados, las cuales no fueron objeto de controversia, como que refulge que sus manifestaciones corresponden a la verdad, encontrando además soporte en las fotografías exhibidas, conocidas y que ahora forman parte del proceso.

De los testimonios de los señores Carretero y Gámez, sin hesitación, se desprende el vínculo entre sí, a la vez que con Ender Obeso y Uriel Ballesteros, así como con los integrantes de la Sección Segunda del batallón de infantería número 15 “Francisco de Paula Santander”, que comienza con la proximidad entre Alexander y Dairo por ser parientes afines, extendiéndose a Sandro Pérez, Medardo Ríos y Obdulio Medina Joiro, culminando con un entramado organizado de tal manera que, los señores Alexander Carretero, Ender Obeso, Uriel Ballesteros y Pedro Gámez en acuerdo con integrantes de la Sección de inteligencia del batallón localizaban, persuadían y captaban personas principalmente en Soacha, con determinadas peculiaridades: hombres jóvenes, indigentes, ladrones de barrio, bajo promesas laborales o delictivas con el objetivo de conducirlos hasta Ocaña, para entregárselos a las Unidades militares solicitantes, con la finalidad de que los ultimaran y reportaran como un logro operacional, obteniendo a cambio la suma de un millón de pesos, más los gastos de transporte.

De la misma manera, queda al descubierto, la forma de operar de la organización: Orgánicos de la Sección de inteligencia una vez recibían petición, de la Unidad militar acantonada en jurisdicción del batallón “Santander” de Ocaña, con interés en registrar un resultado operacional, comunicaban la demanda de una o varias personas, a uno de sus miembros con asiento en Soacha, por cuyo traslado se les pagaba la suma de un millón de pesos, por cada una, más los gastos de transporte. Ya en Ocaña, se entregaba en un falso retén militar a miembros de la Unidad castrense solicitante de la siguiente manera: El sargento Pérez salía en un carro y 2 motocicletas del batallón, conducidas por soldados, recogían a “los reclutadores” junto con la o las víctimas, quienes eran trasportadas en las motos, y más adelante, en una simulación de retén, la tropa a la que iba dirigida los retenía y como no contaban con los documentos de la motocicleta se llevaban a los parrilleros, con la condición de que las motocicletas los siguieran hasta el batallón, las cuales se devolvían, y ya a disposición de la tropa, los muchachos eran transportados en un vehículo militar tipo NPR, en el que también estaban los militares que iban a realizar la operación; se determinaba el lugar, y allí se les causaba la muerte, luego de lo cual se reportaba como muerta en un combate. 

A la par, Se corrobora ese modus operandi con la admisión de su participación de los señores Gámez y Carretero, en varios sucesos, transportando a algunos jóvenes, labor por la cual recibían una contraprestación. Se estableció que efectivamente hubo varias peticiones desde el batallón que se atendieron en Soacha por quienes tenían como tarea ubicar y conducir a los jóvenes hasta Ocaña.

Carretero Díaz acepta haber trasladado a la víctima de este caso, señor Fair Leonardo Porras y a dos jóvenes más, quienes también fueron dados de baja y presentados como “positivos”.

Adicionalmente informa que se enteró de que Pedro Gámez llevó a otras personas a Ocaña, a quienes entregaba en un retén, aunque no recuerda de cuántas se trató. Y que el sargento Pérez pagaba un millón de pesos por cada uno de ellos.

A su turno, Gámez refiere el conocimiento de al menos 6 casos de personas trasladadas desde Soacha hasta Ocaña: “El paisita”, Julián Oviedo de “Villa Juliana”, “Yair”, quien de acuerdo con sus explicaciones se trata de Fair Leonardo Porras, otro muchacho a quien le decían “medio polvo”, Daniel, quien vivía en “San Nicolás” y otros jóvenes cuyos nombres ignora. Explica que se dio cuenta en la tienda “Los Costeños”, donde, dice, “cuadraban todo”. 

Esas aseveraciones de Pedro Gámez encuentran respaldo en el testimonio del investigador Jorge Alexander Niño Morales, recibido en sesión del 27 de diciembre de 2011 (minuto 7 de la pista 1), quien informa que entrevistó a los familiares de personas desaparecidas en Soacha y halladas posteriormente en Ocaña, cuyas residencias se ubicaron en “Compartir” y “Casabonita”, específicamente a la mamá de Fair Porras, a la familia de Julio Cesar, de Jonathan y Elkin Verano, entre otras. Como se ve las víctimas mencionadas por Carretero Díaz son las mismas que logra identificar el funcionario de la Fiscalía, a través de sus familiares.

También refirió ese colaborador de la Fiscalía, que logró establecer la permanencia de Fair Leonardo en la tienda “Paisa”, ayudando con los oficios; además de la ubicación aproximadamente a trescientos metros de la casa de Fair de la tienda “Los Costeños”, la cual era atendida por Alexander Carretero y Edith del Carmen Palomino quienes eran pareja, asimismo que allí hacían presencia los desaparecidos Elkin Verano, Julián Oviedo, Julio Cesar Mesa Vargas, Jonathan, y Ender Obeso, Dairo Palomino, alias “Pique”, conocidos como los costeños (récord 00:16:20 a récord 00:24:35 pista 1), lo cual corrobora las afirmaciones del señor Gámez Díaz. 

Aunado a lo anterior contamos con la atestación de la señora Diana Ramírez Paez, (récord 00:00:24 a récord 01:12:42 pista 4 sesión audiencia noviembre 22 2011), funcionaria de Medicina Legal en el cargo de Coordinadora del grupo de la red nacional de NN y búsqueda de personas desaparecidas, subdirección de servicios forenses, desde el 30 de septiembre de 2006, junto con el cuadro que ingresó como prueba número 16, del cual se resaltan las siguientes anotaciones que concuerdan con la información suministrada por el señor Pedro Gámez: en la primera columna, celda 4, Daniel Alexander Martínez, que aunque figura como desaparecido en Bogotá, lo cierto es que su desaparición se produjo en Soacha, el 23 de febrero de 2008, lo cual encuentra explicación, como se estableció en el proceso, en que el reporte del desaparecimiento se hizo en la Regional Bogotá; mientras que en la primera columna, celda 10, figura Julián Oviedo, desaparecido el 13 de enero de 2008, en Bogotá, también por la misma razón; e igualmente se refirió a “Yair” que como veremos más adelante, se trata de Fair Leonardo Porras, la víctima de nuestro caso, relacionado en la primera columna, celda 8.

De la misma forma, se establece que efectivamente se trata de las víctimas mencionadas por el señor Gámez, porque las direcciones que registran, acorde con el cuadro ingresado por el testigo Héctor González Manzano(sesión de audiencia del 29 de noviembre de 2011, récord 00:07:15 a récord 01:32:00 pista 1), funcionario de la Oficina del espacio público de la alcaldía de Ocaña durante 25 años y en la actualidad, Coordinador de la Oficina del Espacio Público de la alcaldía, que corresponde a la prueba documental número 30, al único Daniel que aparece en el cuadro, le figura como dirección la calle 24 B No 17-68 “San Nicolás”, Soacha, y pese a que Julián Oviedo y a Fair Leonardo Porras les figura direcciones en Bogotá, al primero la carrera 16 No 24-78 Sur, y al segundo la calle 6 C sur No 12-44, manzana 57, son direcciones que corresponden a Soacha y aunque la registrada a Fair Leonardo no corresponde a la suministrada por su madre durante su declaración, porque ella dijo calle 11 C y no 6 C, pero en los demás números coincide, lo de que aparezca como ciudad Bogotá, encuentra soporte en la manifestación de la testigo Ramírez, quien indicó que se anotó Bogotá porque los casos de desaparición fueron reportados en la Regional Bogotá, como ya se indicó.
Fuera de lo anterior el deponente consiente en que participó al menos en el traslado de 2 de ellos, efectuado en el mes de enero de 2008, a petición de Alexander Carretero, quien le solicitó que lo acompañara a llevar a dos muchachos para trabajar en una finca. Se trataba de “medio polvo” y “triángulo”, residentes en el barrio “San Nicolás”, de Soacha, donde él también residía. De quienes dice, se enteró después, por medio de “Alex”, que se los “había pedido” su cuñado Dairo Palomino y fueron presentados como “falsos positivos”.

Desde la perspectiva de miembros del ejército, vinculados con el batallón “Santander” se establece también la existencia y modo de obrar de la agrupación delincuencial con las siguientes atestaciones: 

El sargento segundo John Jairo Muñoz Rodríguez, refirió que estuvo vinculado con el batallón “Santander”, como enlace de la Brigada Móvil N° 15, en labores de inteligencia desarrolladas en el B2, desde finales del 2007 hasta mediados del 2008 (récord 00:04:29 a récord 00:05:38 pista 5 sesión de audiencia del 29 de noviembre de 2011).

Dijo, que allí encontró al sargento segundo Sandro Pérez Contreras, quien fue su compañero en la escuela, además de que laboraba en la Sección de Inteligencia, por lo cual compartieron instalaciones, aunque no oficina ni información, por tener jurisdicciones diferentes (récord 00:06:03 a récord 00:06:37 pista 5). 

Expuso que se denomina Dos, a las oficinas de inteligencia, y que hasta el momento siempre se ha desempeñado en esa dependencia, siendo su función producir inteligencia (récord 00:12:04 a récord 00:12:53 pista 5).

Interrogado sobre actuaciones delictivas de Pérez Contreras manifestó que dado que a él le estaba yendo muy bien en su Unidad, la cual dejaba por traslado, le pidió que le cediera a sus contactos o informantes, ante lo cual le expresó que él podía llevar gente a Ocaña y entregársela a la tropa, situación que le solicitó le comentara al coronel Rincón Amado Gabriel, quien se mostró de acuerdo, y requirió por su intermedio dos muchachos al sargento, quien le dijo que cobraba un millón de pesos por cada uno, más los pasajes, los cuales Pérez compraba en Ocaña y enviaba para que fueran reclamados en Bogotá, oficina de Coopetrán. Contrae su participación en esos hechos a la entrega de un sobre de Manila al sargento Pérez para que cumpliera con el compromiso adquirido (récord 00:32:12 a récord 00:35:56 pista 5). 

Reveló que los hechos a los cuales se refirió tenían que ver con la Brigada “Móvil 15”, ocurridos el 15 y el 26 de enero de 2008, con la participación del sargento Pérez y los soldados Medardo Ríos, Medina Joiro conocido como el “Guajiro” y Dairo José Palomino, suponiendo que de la situación estaban enterados los comandantes de la Brigada Móvil 15 y del Batallón “Santander”, ello por situaciones operacionales, pues estos finalmente emitían y daban las órdenes dentro del desarrollo de la operación.

Añadió, que por intermedio del sargento Pérez conoció a un muchacho de nombre “Alex”, el 26 de enero de 2008, cuya residencia se ubicaba en el casco urbano de Ocaña, lugar que visitó en varias ocasiones durante el año 2008, y que su esposa Edith era hermana del soldado Palomino, a quien trató porque estaba adscrito al S2 de Batallón Santander, junto con Pérez Contreras (récord 00:36:35 a récord 00:38:26 pista 5). 
Agregó que al interrogar a “Alex” por qué hacían esto, y acerca de la procedencia de las víctimas, le dijo que provenían de Bogotá, y que él los conocía como “vuelteros”, es decir, sujetos a quienes les ofrecían cien mil o doscientos mil pesos para que mataran a alguien y lo hacían. Y en alguna ocasión Pérez le comentó que los llevaban para hacer “vueltas”, es decir, cometer asesinatos, extorsiones, o quitar droga, y precisó, que en el caso de los 2 jóvenes, el pago a Pérez lo asumió el coronel Rincón, dinero que se imagina, Pérez era el encargado de repartir, pues a “Alex” le daban una plata y él se quedaba con el resto (récord 00:50:19 a récord 00:53:27 pista 5).

Sobre la entrega de los muchachos a los militares, explicó, el sargento Pérez salía en un carro y motocicletas del batallón, recogían a “Alex”, quien conducía una moto, mientras que un soldado iba en la otra, junto con las personas requeridas como pasajeros, y más adelante, en una simulación de retén, la tropa en una NPR los retenía y como no contaban con los documentos de la motocicleta se llevaban a los parrilleros, con la condición de que las motocicletas los siguieran hasta el batallón, las cuales se devolvían, y ya a disposición de la tropa, los muchachos eran transportados en un vehículo militar tipo NPR, en el que también estaban los militares que iban a participar; se determinaba el lugar, por quien ordenaba la operación, en cuyo desarrollo se causaba la muerte a la víctima, ese mismo día o esa misma noche. Todo lo cual le consta porque lo percibió directamente. Aclaró que una de las motos utilizadas no tenía placas y estaba en decomiso en la Brigada “15”. (récord 00:47:31 a récord 00:48:31 pista 5).

Añadió que luego de los hechos se hacía un radiograma operacional informando la neutralización en combate de “x” persona al comando superior para que fuera reportado al Ejército.

Acerca de recompensas dice que nunca vio que las pagaran por esos hechos, tampoco supo sobre el desarrollo de la operación, ni de la utilización de armas en la misma, sólo que la escena de los hechos era entregada a los funcionarios del CTI, quienes la recibían (récord 00:09:19 a récord 00:12:53 pista 6).
Este testimonio ofrece credibilidad al Despacho, de una parte, porque proviene de un miembro activo del Ejército, que hacía presencia en el batallón, a finales del 2007 y hasta agosto del 2008, como enlace en todo lo relacionado con las entidades de inteligencia, compartía las instalaciones de esa Unidad militar, conocía al sargento Pérez porque había sido su compañero de escuela y además porque era el suboficial de inteligencia del batallón, indicativo de que para la época de los hechos, ostentaba una situación de privilegio, desde la cual, podía percibir directamente lo que ocurría, en relación con las desviadas actuaciones del sargento Sandro Pérez y los soldados Palomino Ballesteros, Medina Joiro y Medardo Ríos, integrantes de la Sección Segunda.

También porque enterado de su derecho de no autoincriminación, aceptó que trasmitió la propuesta del sargento Pérez a su superior el coronel Rincón Amado, a la vez que sirvió de intermediario en la cancelación del dinero, en relación con dos jóvenes que fueron entregados y dados de baja el 25 o 26 de enero de 2008, por la Brigada “Móvil 15” a la que pertenecía; y de otra parte, porque relacionado con Carretero Díaz, él le comentó, de las actividades que él desarrollaba mancomunadamente con miembros activos del batallón “Santander”, dada su cercanía y parentesco de afinidad con Dairo Palomino. 

Se establece así las prácticas ilícitas desarrolladas por Pérez Contreras, junto con los soldados de la Sección de Inteligencia Medardo Ríos, el soldado apodado “Guajiro”, cuyo nombre es José Obdulio Medina Joiro, según lo expresado por el oficial José Ángel Piracún (record de su testimonio rendido en sesión del… ), y Dairo José Palomino, junto con un grupo de civiles a quienes específicamente se les encomendó la tarea de captar jóvenes, llevarlos a Ocaña y entregarlos al Ejército, con la finalidad de que fueran presentados como dados de baja en combate, a cambio de sumas de dinero, además de su relación con Carretero, armonizando con las manifestaciones en tal sentido, ofrecidas en el juicio oral por Carretero Díaz y Pedro Antonio Gámez, civiles que hacían parte de la organización. 

También se fijó cómo operaba la agrupación delincuencial desde que se elevaba la petición hasta que se producía la entrega de la víctima. Dijo el sargento Muñoz Rodríguez que primero se le hizo un ofrecimiento por parte del sargento Pérez, junto con la exigencia dineraria de un millón de pesos por cada joven, mas el valor del transporte; producido el pago se activa la entrega de la víctima para lo cual el sargento Pérez salía en un carro y motocicletas del batallón, recogían a “Alex”, quien conducía una moto, mientras que un soldado iba en la otra, junto con las futuras víctimas como pasajeros, y más adelante, en un retén simulado, la tropa en una NPR los retenía, se llevaban a los parrilleros por carecer de documentos, con la condición de que las motocicletas los siguieran hasta el batallón, lo cual no sucedía. Luego la tropa a cuya disposición se dejaba los muchachos, los transportaban en un vehículo militar NPR, en el que también estaban los militares que iban a realizar la operación; se determinaba el lugar adecuado donde se causaba la muerte a la víctima, ese mismo día o esa misma noche. 

Se suma a los anteriores testimonios, las revelaciones que bajo juramento e informado de su derecho a no autoincriminarse hizo el cabo primero Norberto Alberto Conrado Eslava (récord 00:07:30 a récord 01:03:52 pista 1 sesión de audiencia del 14 de diciembre de 2011). Indicó que estuvo vinculado con el GRULOC, Boyacá 22, adscrito al batallón “Santander” como comandante de equipo cuando ostentaba el grado de cabo segundo, cuyas funciones son localizar los cabecillas, sin que se omita cualquier otro integrante de grupos al margen de la ley. Precisó que su superior era el comandante del batallón Coronel Tamayo, seguía el S3, y luego el comandante del GRULOC, que era el señor subteniente Ríos (récord 00:07:30 a récord 00:09:33 pista 1 sesión de audiencia del 14 de diciembre de 2011).

En su declaración relató similar situación a la narrada por el señor Muñoz Rodríguez, acaecida el 7 de enero de 2006, en la cual intervino por orden del teniente Ríos, quien le comunicó que debía alistar la tropa pues salían en cumplimiento de una misión, razón por la cual, entre las 6 y 7 de la noche partieron en una NPR de propiedad del batallón “Santander”, hacia un sector de Ábrego, en donde la NPR se detuvo y el teniente Ríos dispuso la instalación de un retén, aprestándose a revisar vehículos, hasta cuando llegó el soldado profesional Medardo Ríos, perteneciente al S2 del mismo Batallón, en una motocicleta, con un sujeto en la parte de atrás, quien fue entregado a la tropa y ubicado en la NPR, luego de lo cual se levantó el retén, continuando con el recorrido. 

Posteriormente, hacia la una de la mañana, arribaron a otro sitio, más allá de Ábrego, se dividieron por cuestión de seguridad, mientras que el muchacho que les habían entregado, desarmado, permanecía con el teniente Ríos.

Sobre las 5 de la mañana, escuchó disparos, luego de lo cual encontró al sujeto que les habían entregado, sin vida y con una arma cerca de su cuerpo, concluyendo que se trataba de un “falso positivo”, el cual define como una muerte que no se ha producido en combate (récord 00:09:54 a récord 00:13:36 pista 1).

Dijo no saber cuántas personas participaron en el hecho, pues con él se fueron 7 soldados a una parte alta y el resto del personal se quedó con el teniente, no estuvo presente cuando se dio la orden para que se ejecutará el hecho, pero, acotó, estando el teniente presente, no cree que los soldados hubieran hecho nada sin su autorización (récord 00:28:58 a récord 00:27:28 pista 1). De otro lado reveló que en esa fecha cumplían una misión táctica llamada “Dala 7”, y la orden era la de neutralizar al enemigo o someterlo dado el caso (récord 00:28:16 pista 1). 

Su testimonio se presenta verosímil, pues habiendo participado en el suceso, el deponente pudo percibirlo en forma directa. Su relato se presenta hilado y lógico, sin contradicciones ni fisuras. Expone la forma cómo la unidad de la cual hacía parte recibe a un hombre que luego es ejecutado y presentado como resultado operacional, que el declarante describe como un “falso positivo”.

Los medios utilizados son la NPR de propiedad del batallón Santander; quien dirigía la operación, ordenó la instalación de un retén, hasta donde llegó uno de los miembros de la Sección Segunda de esa Unidad castrense, el soldado profesional Medardo Ríos, en una motocicleta, con un pasajero, el cual fue entregado a los militares ubicados en el retén, quienes lo conducen en el vehículo NPR, hasta un sitio previamente seleccionado donde lo matan, y desarmado como estaba y a merced de los militares, aparece con un arma junto a su cuerpo, lo cual compagina con el modus operandi ya revelado, aunque los hechos hayan ocurrido en el año 2006.

Cotejadas las manifestaciones de Alexander Carretero, las expresiones de Pedro Gámez Díaz y lo sostenido por el sargento Jhon Jairo Muñoz Rodríguez y el cabo Norberto Conrado Eslava, se confirma el modus operandi de la organización al margen de la ley, referido a que una vez se produce la entrega por parte de Alexander Carretero u otro miembro de la organización, el sargento Pérez, con vehículo y motos conducidas por soldados de la Sección Segunda del batallón Santander, recogía a la persona o personas que estaban con él reclutador, y más adelante simulaban un retén con la ubicación de un vehículo tipo NPR, en el cual se transportaban quienes iban a participar en el hecho, momento para el cual ya no tenían documentos las víctimas, lo cual activaba que se retuviera a los parrilleros con la condición de que las motos los seguían al batallón, lo cual no sucedía, pues las devolvían, transportándolos posteriormente en el camión NPR, hasta cierto lugar. Luego de que las víctimas eran entregadas en el falso retén esa misma noche o ese mismo día se procedía a su ejecución, tras lo cual se elaboraba un radiograma operacional informando la neutralización en combate de una persona, para que fuera reportado y se entregaba la escena al C.T.I., situación que no siempre se debía cumplir al pie de la letra, pues acorde con las reglas de la experiencia, pese a que las asociones al margen de la ley sigan un modo de operar no significa que deba ser rígido siempre habrá variantes y matices, afirmación que encuentra fundamento en el relato de Pedro Gámez quien dijo que en una oportunidad por haber acuartelamiento no se pudo hacer la entrega para el día previsto, lo cual indica que también el actuar de la organización, estaba supeditado a las vicisitudes que se les pudiese presentar. 

También declaró el cabo segundo del ejército Carlos Eduardo Mora, vinculado hace 8 años, tiempo dentro del cual laboró en la Brigada “Móvil 15” hasta diciembre del 2007.

Expuso que en el 2006 participó en la fundación de la Central de Inteligencia Táctica de Ocaña CIOCA, desempeñándose como agente de control de Ocaña, mientras la Brigada “Móvil 15”, se ubicaba en las instalaciones del batallón “Santander”, donde igualmente se situaba el BAED, y dio a conocer la conformación en mando de la Brigada Móvil 15 y del Batallón “Santander” (récord 00:04:51 a récord 00:0751 pista 4 sesión de audiencia del 30 de noviembre de 2011).

La misión de la CIOCA, refirió, era brindar inteligencia al Batallón “Santander” y a la Brigada Móvil 15. Se compartía la inteligencia dependiendo del área donde se obtenía, pues las dos unidades compartían ciertas jurisdicciones (récord 00:08:03 a récord 00:09:22 pista 4).

Dio a conocer la conformación de la CIOCA, y señaló como agentes de control a Sandro Mauricio Pérez Contreras, “pechi” enlace con la regional de inteligencia número 2 y otros.

Acerca del ciclo de inteligencia explicó, se deben seguir los siguientes pasos: planeamiento de búsqueda de la información, búsqueda de la información, análisis de la información, difusión y empleo. Con el planeamiento de la búsqueda de la información, indicó, se define hacia qué sectores, individuos, áreas, podía ingresar la tropa o los agentes de inteligencia a buscar información útil para desplegar operaciones militares, se define hacia dónde se va a dirigir la búsqueda de información; la búsqueda, es cuando ya el agente de inteligencia o la persona encargada ingresa al área y toma contacto con informantes, personal civil, y escudriña la información, en el área previamente asignada; luego para el análisis de la información recolectada, se trasmite a unos analistas y ellos la evalúan, si la información es verídica, pasa a ser inteligencia, determinándose la Unidad a la cual le sirve y cómo puede ser utilizada (récord 00:15:06 a récord 00:17:56 pista 4).

Frente al interrogante formulado por el delegado fiscal acerca de si era posible emitir una misión táctica sin haberse analizado la información, expresó que: “...una operación táctica no se puede mandar sin un proceso de inteligencia que se haya realizado anteriormente...”. Explicó que en las secciones de inteligencia, se ubican los analistas, quienes llevan bases de datos, en los cuales está escrito las órdenes de batalla de cada grupo delincuencial, sectores por donde se movilizan, dónde hacen presencia, y que ellos tienen algunos informantes en esas zonas, entonces, la labor del analista con las bases de datos con que cuenta se contrae a verificar si esa información efectivamente corresponde (récord 00:18:05 a récord 00:19:57 pista 4).

Aclaró que dentro del ciclo de inteligencia se pueden dar órdenes verbales, las cuales deben quedar siempre plasmadas en el diario en el boletín, ello en el momento de un hecho en flagrancia, es decir, que está ocurriendo el hecho, pero si se tiene conocimiento desde días atrás, no se puede dar una orden verbal, se tiene que cumplir con el ciclo de inteligencia porque es una información repetida (récord 00:23:12 a récord 00:24:39 pista 4).

Expuso qué es un informante, su calidad, el reconocimiento por medio de pago de recompensas, la legalización de los pagos a éstas personas, las constancias que quedan de esos pagos, y la diferencia entre informante y cooperante (récord 00:25:06 a récord 00:29:37 pista 4).

Expuso que se denunció ante el B7 de la brigada 30 en Cúcuta unos hechos de militares relacionados con personas al margen de la ley, quienes realizaban conductas como recibir dineros a cambio de información sobre ubicación de tropas, dejaban pasar cargamentos de contrabando y droga a bandas criminales o reductos de paramilitares y posteriormente algunos miembros de la fuerza recibían armamento y personas para hacerlas pasar por integrantes de las mismas “bacrim” o de las FARC, quienes aparecían como dadas de baja en combate. Precisó que vio como las “bacrim” les entregaban personas vivas y armamento y luego aparecían dadas de baja en combate (récord 00:34:59 a récord 00:36:19 pista 4).

Precisó que se enteró en forma directa de algunos de estos comportamientos. Comentó que en una ocasión le hicieron llevar dos informantes suyos, por la tropa y por paramilitares para asesinarlos y hacerlos pasar como dados de baja en combate. 

Más adelante indicó: “...estuve…, un mes largo con el sargento Urbano y pues en ese tiempo alcancé a darme cuenta de cómo le entregaban armamento, … me llamaba y me decía Mora esta noche va a aparecer un muchacho muerto y efectivamente se lo entregaban al sargento Urbano y aparecía al otro día muerto con armamento que le habían entregado a la tropa, porque lo visualice...” (récord 00:46:03 a récord 00:46:36 pista 4).

Añadió, que en ese momento había dos bandas en Ocaña: las “Águilas Negras”, que comenzaban a tomar auge y un reducto de “Los Nevados”” que trabajaban directamente con los Mejía Múnera “Los Mellizos”, y en cuanto a la asociación que aludió existía entre “las Águilas Negras” y “Los Nevados” con militares asentados en Norte de Santander, respondió que: “...en este momento el sargento Urbano que era el enlace de los paramilitares, con esas bandas con el ejército, ya se encuentra detenido y le dictaron una sentencia de 41 años de cárcel la Fiscalía 79 en Ocaña, de igual manera hay una persona que trabajaba con “Los Nevados” de nombre John Jairo, que fue informante mío, y se acogió a sentencia anticipada, él era paramilitar, y se acogió a sentencia anticipada, también le contó a la Fiscalía en Ocaña, en Cúcuta todo lo que estaba pasando, lo que él vivió, dos personas que él sacó vivas, se las entregó a la tropa y las asesinaron posteriormente...” (récord 00:48:46 a récord 00:50:35 pista 4).

Refirió que las armas con las que aparecían las víctimas se las entregaban las bandas criminales, las entregaban a la tropa, fusiles, pistolas y morteros hechizos (récord 00:53:14 a récord 00:53:30 pista 4).

Aclaró que lo narrado sucedió aproximadamente en dos meses, durante los cuales trabajó al lado de Urbano, entre mediados de febrero, y marzo de 2007, pero como salió de allí, John Jairo Pabón, lo mantuvo al tanto de que esa situación se siguió presentando hasta comienzos de 2008 (récord 00:54:42 a récord 00:55:55 pista 4).

Agregó que cuando se enteró por las noticias de que había unas personas desaparecidas de Soacha halladas en Ocaña, dio a conocer lo que él sabía de lo sucedido en ese municipio, ante la Fiscalía, el Ministerio de defensa y en la Procuraduría (récord 00:59:46 a récord 01:01:49 pista 4). 
Volviendo al tema de la inteligencia, expuso que el principal documento que se crea es el boletín de inteligencia, el cual se entrega al comandante de la Unidad, en el que se consigna todo lo pertinente al enemigo en el área, sus movimientos, sus proyecciones y qué personas son, útiles para realizar las misiones tácticas, las cuales no son susceptibles de cambio una vez se producen, y si están bien fundamentados son igualmente soporte de una orden de operaciones (récord 01:50: a récord 01:03:53 pista 4).

Manifestó que si a la oficina de inteligencia se comunica un supuesto secuestro o una extorsión, el trámite a seguir es realizar el ciclo de inteligencia, para determinar si es cierto o no y con los soportes informar al comandante de la Unidad; igualmente, el ejército contaba con los GAULA, competentes para conocer de secuestros y extorsiones, y que en cada División hay uno (récord 01:04: a récord 01:04:54 pista 4).

Sobre Sandro Pérez, vinculado a la oficina de inteligencia del batallón “Santander” dijo que era amigo suyo, y según comentarios de “pechi”, desarrollaba actividades delictivas. Como los ciudadanos de Ocaña desconfiaban del batallón y de la Brigada “Móvil 15”, de lo cual se enteró por su trabajo en la calle, mezclado con la población civil, se dedicaron a llevar gente de otros sitios. El sargento “pechi”, sobre el particular le reveló que: “... efectivamente Sandro el sargento Pérez, eh, había sacado un personal de Soacha y que lo habían llevado a Ocaña y que lo habían emborrachado mientras que mandaban la operación por la noche para legalizarlo, como dicen en las filas...” (récord 01:07:29 a récord 01:08:53 pista 4).

Frente a otros documentos militares, explicó lo que era un INSITOP, cómo se hacían sus reportes y cada cuánto.

Clarificó que: (i) constituyó una red de informantes e hizo recomendaciones para misiones tácticas alrededor de Ocaña; (ii) concretó que una información oportuna es la que se da a la tropa o a una persona, y es la que se está desarrollando en el momento, ya; (iii) el principio de oportunidad es la ocasión que se le presenta a la tropa, en el momento, respecto del enemigo. Aclaró que en inteligencia no está determinado, pues al interior de esa Sección siempre se tiene que hacer un proceso, y que con base en este principio la tropa, sin informar al comandante de la Unidad, no podía adelantar una operación militar; (iv) la compañía “Plan vial meteoro” no era una Unidad militar como tal; (v) la verificación de una información, por tropas acantonadas en el área, sólo se puede hacer con orden del comandante de la Unidad; (vi) la diferencia entre pago de recompensas y pago de informantes radica en que frente al informante se solicita hacerle el pago directamente, y el de recompensa es cuando la información ha rendido frutos; (vii) no le constan hechos sucedidos entre diciembre de 2007 y enero de 2008; (viii) en Ocaña no había GAULA, y al no existir, el ejército está obligado a combatir el secuestro y la extorsión; (ix) personal de primera línea es el que se encuentra en el área de operaciones (récord 01:15:48 a récord 01:27:31 pista 4). (x) para diciembre de 2007 en Ocaña estaban acantonadas la Brigada “Móvil 15”, el batallón “Santander” y el BAED 3; (xi) los cuadros de mando situados en el área, pueden realizar actividades de verificación de información, con conocimiento del comandante, y si la misma no era conocida por el S2, podía ese personal constatarla en el área; (xii) no toda información se pasa por el boletín de inteligencia; (xiii) no supo si Unidades del Plan meteoro estuvieron comprometidas con los reductos de paramilitares u otros; (xiv) al desarrollar actividades de contrainteligencia, no había personal del Plan vial meteoro; (xv) le parecía que el Plan vial meteoro era de División pero no estaba seguro; (xvi) no realizó ningún pago de recompensa, era función del comandante de la CIOCA, con el oficial encargado de pago de dineros de gasto reservado (récord 01:27:50 a récord 01:42:42.pista 4). xvii) combate de encuentro es aquél que se suscita cuando la tropa está realizando control de área, sin estar buscando al enemigo, se lo encuentra y se tiene que enfrentar con ellos. No está predeterminado; xviii) si es combate de encuentro se avisa en el momento en que se está llevando a cabo el mismo; (xix) no se enteró de lo sucedido con Fair Leonardo Porras (récord 01:42:58 a récord 01:45:00 pista 4). XX) fuera de los coroneles por él mencionados no tenía conocimiento de otros que hubiesen participado en las actividades ilícitas referidas; xxi) los boletines de inteligencia los realiza el analista que se desempeña como suboficial criptógrafo (récord 01:45:29 a récord 01:49:20 pista 4).

Nuevamente interrogado, expuso que el QSO es el programa que se realiza con todas las unidades de la brigada del pelotón por el comandante dirigido a recolectar toda la información y a dar pautas a la tropa situada en el área de operaciones (récord 01:49:38 pista 4).

Cuestionado por parte de la representante social, adujo que: i) John Jairo Pabón fue un paramilitar del reducto de los Mejía Múnera, encargado de entregar personal y armamento al sargento Urbano, y que en diciembre de 2007, lo llamó y le dijo que se quería desmovilizar, pero cuando se presentó lo capturaron y lo presentaron como tal, luego de lo cual perdió contacto con él; ii) relacionó los casos que conoció directamente, con los desaparecidos de Soacha, porque en Ocaña personal de ejército retenía personal civil y lo hacía pasar como muerto en combate, siendo promotor el coronel Rincón, orgánico de la Brigada Móvil 15 en el 2008, e igualmente en el batallón “Santander” permanecía el sargento Sandro Mauricio Pérez, por ello decidió informar, porque era una costumbre de la tropa; iii) sobre actividades extorsivas y de secuestro, por ser el GAULA divisionario, debía informarse al que tenía competencia sobre Ocaña, ubicado en Bucaramanga; (récord 01:51:00 a récord 01:57:30 pista 4).

Las aserciones ofrecidas por este testigo son admisibles, pues el conocimiento de lo relatado lo obtuvo directamente en su condición de agente de control de la CIOCA, en Ocaña, como orgánico de la Brigada “Móvil 15”, acantonada en las instalaciones del batallón “Santander” en relación con las actividades ilícitas a las cuales se dedicaban algunos miembros del batallón y de la Brigada Móvil 15, durante los años 2006 y 2007 y de las cuales supo, se prolongaron en el tiempo, por medio de Jhon Jairo Muñoz, apodado “pechi” y de Jhon Jairo Pabón. 

Tuvo la oportunidad espacial y temporal para enterarse del actuar de algunos de los integrantes de esas Unidades castrenses y de paso del modus operandi utilizado para ejecutar los actos delictivos. Además de la intervención en esos hechos de al menos dos oficiales, los coroneles Herrera y Rincón y de los sargentos Urbano y Sandro Mauricio Pérez, lo cual demuestra junto con los testimonios de los otros militares que declararon la existencia de un complot delincuencial al interior del batallón, al cual se integraron reductos del paramilitarismo y la ejecución de civiles para presentarlos como dados de baja en combate, junto con el modus operandi. 

Nótese cómo éste deponente relata pormenorizadamente un acontecimiento con similar formato, a los indicados por Carretero Díaz, Pedro Gámez, el sargento John Jairo Muñoz y el cabo Norberto Conrado Eslava, respecto de la entrega de las víctimas a la tropa y su ejecución.

Su declaración se presenta verosímil, se trata de la percepción directa del deponente de hechos ocurridos en los años 2006 y 2007 en el batallón “Santander”, los cuales, en sede de los contrainterrogatorios, el testigo ratificó, y si bien es cierto que los hechos que narró el deponente con lujo de detalles, no coinciden en el tiempo con las que son materia de estudio, lo cierto es que en el espacio y el modo se demuestra que las actividades delictivas de los militares en el batallón “Santander” venían ocurriendo años atrás y que en las mismas seguía participando al menos Sandro Pérez. Además de que funge como testigo de oídas, pues refiere cómo el sargento “pechi” le comentó de las actividades delictivas del sargento Pérez, de quien se establece por las manifestaciones de los dos testigos que es el sargento Jhon Jairo Muñoz, quien efectivamente relató lo que el cabo Mora comenta.

Los testimonios analizados son consistentes y armónicos en relación con los hechos narrados, se presentan verosímiles y resultan eficaces probatoriamente al momento de valorarlos, pues se basan en su percepción directa de los acontecimientos, quienes los vivieron en su condición de militares acantonados en Ocaña, cuyas Unidades militares eran o estaban agregadas al batallón “General Francisco de Paula Santander” y temporalmente durante los años 2006, 2007 y 2008; son concordantes y concisos, carentes de vacíos y contradicciones y al cotejarlos con otras piezas procesales se revela su convergencia, luego se constata que han dicho la verdad. Además de que no se observa que les anime interés en mentir.

Con esas atestaciones también se determina la forma de operar de la asociación delincuencial. Al unísono, los declarantes, unos en forma más precisa, otros de manera más detallada, o con temor de autoincriminarse, indican: primero se presentaba el ofrecimiento o la demanda por parte de la Unidad militar, se captaba a la o las víctimas, se conducían a Ocaña, donde permanecían hasta su traslado en motocicleta para ser entregados a miembros de esa Unidad castrense, en un falso retén y subidas a un camión tipo NPR, luego de lo cual aparecían muertas y reportadas como dadas de baja en combate; a más de ello se establece la consecución de armas, las cuales eran ubicadas cerca a los cuerpos de las víctimas, luego de lo cual se entregaba la escena al C.T.I., y se realizaban los informes correspondientes. Además de que se “legalizaba” la operación.

La condición de militares de los integrantes de la organización ilegal, mencionados por los testigos, ubicadas en la Sección Segunda del batallón, se estableció en la actuación con el testimonio del el mayor Juan Carlos Chaparro Chaparro, militar activo, quien prestó sus servicios en el batallón “Santander” de Ocaña de diciembre de 2006 a diciembre de 2008 en los cargos de comandante de compañía, oficial de operaciones y ejecutivo segundo comandante del batallón.

En relación con la vinculación de Sandro Mauricio Pérez, dijo que, en el primer semestre (del 2008) era orgánico del S2 del batallón “Santander”. Se le exhibió un documento, dirigido al doctor José Rubén Rodríguez Oviedo Fiscal de la Unidad Local de Ocaña, cuyo contenido leyó y corresponde al siguiente tenor: “...consultada la base de datos de la sección de personal del batallón Santander se pudo verificar que sólo el señor sargento segundo Pérez Contreras Sandro Mauricio fue orgánico de esta....”. El cual suscribe.

De igual manera dio lectura al anexo de ese documento, cuyo contenido es el siguiente: “...revisada la base de datos de la sección de personal, se pudo constatar que el señor sargento segundo Pérez Contreras Sandro Mauricio código militar 5415821 llegó trasladado a esta unidad el 5 de enero de 2006 y mediante orden administrativa de personal N° 1284 del 25 de junio de 2008 salió trasladado para el batallón de contraguerrilla N° 104 con sede en Tolemaida...” (récord 00:18:42 a récord 00:22:39 pista 2). (prueba documental 31 del juicio).

La exposición de este testigo, soporta, la real y efectiva vinculación de Sandro Pérez a la Sección Segunda del batallón “Santander” desde el 5 de enero de 2006 hasta el 25 de junio de 2008, fecha en la cual fue trasladado a un batallón de contraguerrilla de Tolemaida. 

De la misma manera se acreditó con certificación expedida por el sargento Abelardo Isaza Rivera, jefe de personal del batallón de infantería número 15 “Santander”, que el soldado profesional Dairo José Palomino Ballesteros fue miembro de la Sección de Inteligencia para las fechas 12 y 15 de enero de 2008, cumpliendo la función de red de búsqueda (prueba documental 78), introducida con la investigadora Ariacna Lara. Así mismo se allegó certificación del personal adscrito a la Sección de inteligencia para el 12 de enero de 2008 (prueba 79), se trata de SS Sandro Mauricio Pérez, CP Zapata Vera Edwar, CP Chaparro Holguín Sergio, C3 Rivas Palacios John, SLP Ríos Díaz Medardo, SLP Medina Jairo (sic) Obdulio y SLP Palomino Ballesteros Dairo (2:42:50 – 2:44:00 pista 2, 21 de diciembre de 2011). 

De la prueba documental referida se establece la vinculación de las personas señaladas a la Sección de inteligencia o S2 del batallón “Santander”, para la época en que se suscitan los hechos confirmando las afirmaciones de los señores Carretero Díaz, Pedro Gámez, y John Jairo Muñoz Rodríguez.

Dentro de sus labores investigativas el señor Richard Alfredo Méndez García, verificó los medios de transporte con que contaba el batallón, dentro de la inspección a lugares en la sección a transportes vio 3 o 4 motos, dos vehículos Chevrolet Trooper y las carpetas de los vehículos que no estaban en el batallón, en diligencia realizada el 2 de febrero de 2009. Constató que Batallón “Sasantander” contaba con las motocicletas: Yamaha DT 175 sin placa, con seriales 3TK-018364 blanca; Yamaha DT 175 con placa FBI 09M, seriales 3TK-018373 azul claro, Suzuky AX100 de placa ZBV-18 A, seriales N° 9SBE11A07C193365 negra. Explicó que le exhibieron la carpeta del historial de la Yamaha DT 175 sin placa, al igual que del Chevrolet Troper de placa FSW-761 motor N° 284051, chasis USD 43228 color vinotinto, otro Trooper de placa BIA-306 motor 284051 chasis USD 43228 color vinotinto; añadió que también aparecía un camión tipo NPR, el cual estaba dentro del batallón, del cual no anotó la placa (récord 00:00:33 a récord 00:15:12 pista 3 sesión audiencia 25 noviembre 2011). 
Como se observa, este medio de convicción complementa el ya aludido informe del fotográfo José Leonardo Martínez Herrera, quien plasmó mediante imágenes las fotografías que reposaban en el batallón de su parque automotor, constatándose que, efectivamente el batallón “Santander” contaba dentro de sus vehículos con motocicletas, una sin placa, vehículos Trooper vinotinto y camiones tipo NPR, los cuales son mencionados en, sus atestaciones por los declarantes como en los que observaron a miembros del batallón, y también los que fueron utilizados por los complotados para adelantar sus actos ilícitos. Como ya se anotó, específicamente Carretero, indicó que a Palomino, Sandro y Medardo los observaba desplazarse en un Trooper vinotinto y a Dairo en una motocicleta blanca D.T. sin placa.

Con la exposición del señor Martínez Cruz, se verifica que, efectivamente el batallón “Santander”, contaba con los vehículos utilizados para cometer los actos delictivos que se endilgan a la asociación ilegal.

En conclusión, las pruebas analizadas y valoradas en conjunto, a la luz de las reglas de la experiencia y la sana crítica, demuestran la existencia de una organización delincuencial, cuyos miembros unieron sus voluntades con miras a infringir el ordenamiento penal, durante varios años, pero para nuestro caso limitado de diciembre de 2007 a agosto de 2008, conforme la acusación y en respeto del principio de congruencia. Asociación criminal constituida por civiles y militares. Los primeros son: Uriel Ballesteros, Ender Obeso, Alexander Carretero y Pedro Gámez Díaz, ubicados en un comienzo en Soacha; los segundos: el sargento Sandro Mauricio Pérez Contreras, los soldados Medina Joiro Obdulio (alias guajiro), Medardo Ríos y Dairo José Palomino, miembros de la Sección de inteligencia del batallón “Santander” con sede en Ocaña, afirmación que de suyo no descarta que el contubernio delictivo contase con más integrantes. Igual se demostró por la Fiscalía que algunos miembros de esa asociación ilegal, también se dedicaban a cometer hurtos.

Se recepcionó el testimonio de Yimmy Mendoza Flórez, (6 de diciembre de 2011, desde el minuto 00:10:00 de la pista 1, hasta el minuto 00:53:50 de la pista 2). 

Intendente de la Policía Nacional, por más de 11 años, laboró en Ocaña desde marzo hasta finales de 2008, adelantó una investigación con base en la declaración de Wilmar Barbosa Alvernia, quien en entrevistas, voluntariamente informó de la existencia y conformación de un grupo de personas, militares y civiles, dedicado al hurto. Dijo que la banda estaba conformada por José, “Alex”, Ríos, “Pocholo”, Palomino y Zapata. 

Añadió que Wilmar enterado de sus derechos de no autoincriminación y a guardar silencio, asistido por una defensora pública e identificado, rindió declaración, diciendo que sentía remordimiento. 

El deponente dijo que verificó la información y expresó que Wilmar Barbosa apareció abatido cerca a Ocaña, junto con otro joven por miembros de la “Móvil 15” del ejército, según le comunicaron investigadores del C.T.I. Precisó que las entrevistas e interrogatorios a Wilmar los tomó él, dos meses antes de su muerte (récord 00:18:00 a récord 00:19:40 pista 1).

El testigo dio lectura a la entrevista ofrecida por Wilmar Barbosa Alvernia, el 30 de marzo de 2008 (prueba 33). En la cual dijo que conoció a alias Palomino, “Pocho”, Alexander y el soldado Ríos, quienes realizaban atracos a buses. Sobre el asalto a un bus que venía de Acarí, entre 5 y 6 de la tarde, explicó que fue coordinado por Ríos y con participación del sargento Muñoz. Se ubicaron al lado de “La Playa” y el objetivo era hurtar 18 kilos de base de coca, pero no aparecieron, por tanto, se apoderaron de aproximadamente $12’000.000, dinero portado por los pasajeros, a quienes intimidaron con una pistola 7 milímetros y un revolver 38 corto, luego de lo cual se dirigieron a Ocaña en una moto Suzuki 115, y otra de color rojo, cuya marca desconoce. Aclaró que intervinieron 4 personas en un retén, mientras los demás permanecían en Ocaña, aunque se les pagó su parte, pues cumplían la labor de informar movimientos. Precisó que el bus fue interceptado por “Alex”, Ríos, “Pocholo”, Palomino y Zapata. 

Describió a Palomino como alto, moreno, delgado, soldado profesional del B2, del batallón “Santander”, trabaja de civil, porta una pistola calibre 7.65 milímetros y dos revólveres 38, uno largo y otro corto; de Zapata dijo que es cabo del B2, anda con pistola, blanco, de 1.65 metros, delgado; acerca de Ríos, indicó que suministra información porque es soldado profesional, 1.70 de estatura, moreno; sobre “Pocholo” indicó que es civil, moreno, alto, acuerpado, con tatuaje de fusil, vive con Palomino, de quien es primo, anda con un revolver 38 largo y ha estado preso por ladrón; respecto de José señaló que es civil, fue soldado, es gordo, bajo, piel blanca, tiene mujer y un hijo, posee una moto la cual alquila para que pirateen, vive en el barrio Belén.

Sobre el hurto del bus de San Calixto, clarificó que se hizo en compañía del chofer y su ayudante, intervinieron “Pocholo”, Alexander y Palomino; se enteró de que hurtaron  $ 12’000.000, utilizaron unas motos y un revólver calibre 38 milímetros.

También informó que José y “Pocholo” sustrajeron al señor de la gasolina, $2’000.000, adelante de Ábrego, un mes antes de rendir la entrevista. Dijo que con una moto detuvieron el carro, desviándolo a la vía de Capitán Largo. Sobre otros hechos expuso que han sido pequeños hurtos de joyas. En relación con un atraco a una tienda, explicó, participaron Palomino y José, de donde se llevaron dos prendas de $2.000.000, las cuales vendieron en $1’200.000. 

Comentó que los líderes de la banda son Palomino y “Pocholo”; sobre el sargento Muñoz, indicó que manejaba los contactos, miraba los territorios y aunque trabaja en el B2 del Batallón “Santander”, ignora su sitio de operación. 

Se le expuso al testigo el documento que leído, ingresó como prueba 34, el cual contiene el interrogatorio de Wilmer Barbosa Alvernia, ofrecido el 11 de marzo de 2008, por cuyo medio insiste acerca del hurto del bus de San Calixto, repitió las circunstancias del hecho, aclarando que lo arrebatado fueron $26’000.000 y accesorios, utilizando un revolver 38 y una arma de juguete, información que dijo haber recibido de “Pocholo” quien junto con Palomino coordinó. 

También reitero el hurto de unas cadenas; sobre el hurto de una tienda, explicó que participaron Palomino y José en una moto verde RX, donde se apoderaron de $30.000, luego de lo cual se desplazaron a sus respectivas casas. Aclaró que lo supo porque cada movimiento debía ser enterado a toda la banda, con el fin de que estuvieran informados por si algo fallaba, para ver qué se podía hacer; otro caso, reiteró el hurto a un señor que traía gasolina a Cúcuta, quien portaba $2’000.000, en el cual dijo participó. Lo persiguieron en una moto, desviándolo a la carretera de Capitán Largo, tras lo cual lo amenazaron para que entregara el dinero. 

En relación con el sargento Muñoz, dijo conocerlo, lo describió, reitera las características de Zapata, Palomino, “Pocholo” recuerda que le suministró su número telefónico 3143240382, Ríos “Alex”; señaló que en la casa de “Alex” ubicada en el barrio “El Bambo” se coordina todo, y que los líderes son Palomino y “pocholo”. Suministró otros abonados telefónicos (récord 00:25:45 a récord 01:25:00 pista 1).

Se exhibió el formato de interrogatorio de indiciado del 5 de abril de 2008 (prueba 35). En esa intervención el señor Barbosa Alvernia expuso su integración a la banda hacía dos meses, por invitación de “pocholo” y “palomino”, pero al final Dios le revela que eso no era para él, razón por la cual acude a la SIJIN. Añadió que a los demás integrantes de la banda los conoció por los hechos ya referidos; sobre los propietarios de las motos utilizadas en los delitos, señaló que se las alquilaban a Palomino por $10.000, a las cuales les quitan las placas para que no se “quemen”.

Comentó que en el atraco del bus de San Calixto, la policía recogió la moto conducida por “Alex”, diciendo que era “robada”, y lo detuvieron, tras lo cual el dueño de la motocicleta al entrarse de lo sucedido, para que no lo vincularan como cómplice, denunció el hecho, pero luego Dairo le dijo que expresara que borracho la había prestado, con el fin de que liberaran a “Alex”. 

Dijo que como posiblemente en el batallón “Santander” se enteraron de lo ocurrido le dijeron a Palomino que estaba comprometido en el hecho, porque estuvo patrullando en ese sector cuando ocurrió el hurto, según le informó “El Guajiro”, solicitó vacaciones, luego de lo cual la banda no ha hecho nada a la espera de que él regrese.

Sabe de la colaboración de Zapata porque entrega información a Palomino; sobre Palomino dijo que la mujer se llama Johana, y la mamá vive en Belén. El Sargento Muñoz no está involucrado, es el gancho ciego.

Sobre el sargento Pérez, sabe que le tiene bronca a Palomino y le dice que está involucrado en algo. Y frente al asalto del bus de Acarí le llamó la atención a Palomino.

De la forma de ingreso a la banda dijo que José entró porque es hermano de la mujer de Palomino, y “Alex” porque es familia de Palomino, el único que no tiene vínculo cercano con ellos, es él. 

(Inicio de la pista 2) El intendente Mendoza expuso que se realizaron verificaciones de alias y los hurtos a buses, logrando establecerse que “Alex”, es Alexander Carretero, Palomino no le recuerda el nombre pero debe estar consignado en el informe de las identificaciones, laboraba en el Batallón “Santander”, Ríos, quien también pertenecía al Batallón se identificó plenamente, de “Pocholo” no recuerda el nombre ni en qué trabaja, José también fue identificado, pero no recuerda a qué se dedicaba, el cabo Zapata, igualmente era orgánico del Batallón “Santander”. Añadió el deponente que se ubicaron las noticias criminales de los hurtos y se realizaron entrevistas a las víctimas.

Introdujo el testigo un informe de policía ejecutivo que rindió con motivo de la investigación (prueba documental 37) , dirigido al jefe de la Unidad Seccional de Ocaña, y fotocopia de la cédula utilizada para la venta de las cadenas, las denuncias de los hurtos de los buses, y verificación de la dirección de la residencia de Palomino. Añadió que Wilmar no estaba amenazado y los integrantes de la banda no estuvieron al tanto de que estaba colaborando. 

En lo atinente a los abonados telefónicos suministrados por Barbosa Alvernia, el Fiscal del caso solicitó autorización ante un juez con el fin de obtener los datos de los propietarios de los celulares, los cuales fueron consignados en el informe de campo entregado al Fiscal Coordinador de Ocaña. Como fue trasladado a Bogotá, no sabe qué pasó con esa investigación (récord 00:36:40 a récord 00:40:00 pista 2). 

En relación con la seguridad del señor Wilmar afirmó que se le brindaron las medidas de seguridad y recomendaciones, además de que se le ofreció cambiarlo de lugar de residencia, pero no quiso, pues se sentía seguro y confiado.

Agregó que reconoció a Wilmar Barbosa en la morgue cuando se encontraba recaudando datos, quien fue rotulado como NN.
En lo atinente a las aserciones del señor Mendoza Flórez, debemos diferenciar lo indicado por el deponente como actividades investigativas desarrolladas a raíz de las declaraciones del señor Barbosa Alvernia, y el contenido de las entrevistas e interrogatorios que conoció por haberlos tomado al testigo ahora fallecido, circunstancia demostrada con el registro de su defunción (prueba documental 36), en los cuales da cuenta de la existencia de una organización de la cual hacían parte varias personas civiles y militares, dedicada a perpetrar hurtos, con asiento en Ocaña.

Las declaraciones que Wilmar Barbosa rindió ante Yimmy Mendoza, fueron leídas de forma íntegra, ingresaron como pruebas documentales 33, 34 y 35, a tono con el artículo 438 literal “d” del Código de Procedimiento Penal, precepto analizado por la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia 32.863 del 3 de febrero de 2010, en los siguientes términos: “…En virtud del principio de inmediación (artículo 379) de tan cara importancia en el Sistema Penal Acusatorio, el ‘juez deberá tener en cuenta como pruebas únicamente las que hayan sido practicadas y controvertidas en su presencia. La admisibilidad de la prueba de referencia es excepcional’…”, y más adelante señala: “…En cuanto importa a esta decisión es pertinente señalar, que una de tales circunstancias de admisión excepcional de la prueba de referencia se establece en el literal c) (sic) del artículo 438 de la Ley 906 de 2004, cuando el declarante ‘Ha fallecido’… Desde luego, es claro que tal prueba de referencia deberá contar con otras de diversa índole para conseguir aptitud demostrativa en sede de un fallo de condena, pues por expresa disposición del legislador, ‘la sentencia condenatoria no podrá fundamentarse exclusivamente en pruebas de referencia’…”. 

Resulta palmario entonces, que las declaraciones del señor Barbosa Alvernia se constituyen en prueba de referencia porque fueron vertidas fuera del juicio, resultando eficaces como elemento de partida de varias inferencias indiciarias, como se verá, además de que encuentran soporte en las investigaciones adelantadas por el investigador Richard Ramírez Méndez, quien sobre el particular, indicó que logró establecer que Carretero Díaz, desde el mes de febrero hasta el mes de julio de 2008, residió en la calle 21 N° 10 A-28 y el sargento Sandro Mauricio Pérez Contreras, en la calle 21 A N° 9-76 en el barrio “El Bambo”, de Ocaña, de acuerdo con indicaciones de Pedro Gámez, quien refirió haber estado en sus casas, a donde fue y verificó que efectivamente ese individuo residía en ese lugar (récord 01:29:29 a récord 01:39:54 pista 3 sesión audiencia 25 noviembre 2011).
Explicó que no investigó desde que fecha vivía Sandro Pérez en el barrio “El Bambo” en Ocaña, pero constató que vivía allí pues él y los demás investigadores del caso hablaron con ésta persona en ese lugar, situación que no plasmó en su informe (récord 00:14:34 a récord 01:03:57 pista 4 sesión audiencia 25 noviembre 2011).
Fuera de lo anterior también contamos con la aseveración del señor Carretero Díaz de que vivió en Soacha desde el 2005 hasta febrero o marzo de 2008, luego de lo cual se residenció en Aguachica y posteriormente en Ocaña.
En una de las entrevistas, el señor Barbosa Alvernia, relaciona los abonados telefónicos de algunos integrantes de la banda delincuencial que azotaba la región de Ocaña, manifestando que “Pocholo” tenía el número 3143240382, resultando ser el mismo abonado de la víctima, pues así se estableció en el proceso con lo expuesto por su señora madre, Luz Marina Bernal Parra, quien además refirió que cuando intentó comunicarse con su hijo, le respondió una persona con acento costeño, expresando que ese teléfono se lo había vendido al “mono” o “el gringo”, lo cual concatena con la afirmación del señor Alexander Carretero Díaz, de que “pocho” le quitó el celular a Fair, y permite inferir al Despacho, que “Pocho” y “Pocholo” son la misma persona, es decir, Uriel Ballesteros, y que hacía parte de la banda delincuencial.
El investigador del C.T.I. Jorge Alexander Niño, en el estudio al cual se hizo referencia en apartado precedente (prueba 96), precisó que siguiendo los protocolos correspondientes obtuvo los imeis, de las llamadas entrantes al teléfono de Fair Leonardo. En relación con los contenidos del disquete de la empresa Movistar, y del cd de Comcel, son los registros de llamadas entrantes y salientes, información sobre la cual se hace el análisis (récord 01:58:40 pista 2). Dijo que el celular, según datos biográficos pertenecía a Gina Melo (00:14:15 pista 3).

Sobre el mismo, el investigador del C.T.I. Jorge Alexander Niño, debidamente autorizado, solicitó a Comcel, Movistar y Tigo, los registros de llamadas entrantes y salientes de ese abonado celular, y su ubicación, los cuales plasma en un informe, que ingresa como prueba 96. Dijo que el celular, según datos biográficos pertenecía a Gina Melo (00:14:15 pista 3), 

En relación con el teléfono que portaba Fair Leonardo, en su informe de campo (prueba 95) (récord 2:37:00 y hasta el final de la pista 2) indicó sobre labores realizadas con el fin de verificar los datos biográficos de los equipos 525 y 6227 de movistar, y de los abonados surgidos de la investigación anterior que solicitó el dato biográfico del número 3112333237, perteneciente a la esposa de Sandro Mauricio Pérez (00:08:40 pista 3), y de los que tenía Ender, Dairo, Alexander, Edith, Fair y las otras víctimas; y a Movistar se solicitó el registro del 3176401525 y del 3178159627, uno a nombre de María Sánchez Ballesteros, familiar de la esposa de Alexander Carretero y el otro de Gloria Nelly Fonseca Gutiérrez, con quien no se verificó ningún vínculo; luego de lo cual envió al experto para el estudio link. 

(Récord 00:02:51:00 pista 2) Explica que en el disco compacto está plasmado el registro biográfico y de llamadas entrantes y salientes, cuya información se suministra a Arley Castellanos para que verifique el contenido de los datos.

Acudió con el propósito anunciado el investigador criminalístico Arley Castellanos Tuay, a sesión del juicio del 29 de diciembre de 2011, (récord 00:06:50 pista 1 a récord 01:53:52 pista 3) quien dijo tener capacitación en análisis de información, como el de manejo de la herramienta I2. Explicó que un análisis link consiste en estructurar la información de una manera lógica, utilizando la sábana de relación de llamadas entrantes y salientes. Con la información, la herramienta I2, hace una gráfica y de ahí se estructura y se realiza el análisis.

El informe constituye (prueba documental 99) (récord 00:10:23 a récord 00:25:04 pista 1). 

Los números celulares motivo de su análisis fueron: 3124665954, 3123004442, 3124004116, 3143240382, 3144274156, 3124984890, 31631455983 y 3122333237 (récord 00:39.21 a récord 00:40:27 pista 1). 

Explicó el resultado de su actividad de análisis observando aquéllos que no sostuvieron comunicaciones, asimismo cuáles se relacionan con otros celulares. Además estableció entre cuáles no hubo comunicación directa, pero sí se comunican en común con otros abonados celulares (récord 00:40:36 a récord 00:46:35 pista 1 sesión audiencia 29 diciembre 2011). Así mismo que el número de llamadas que recibió y emitió el número 3143240382, es decir el teléfono que portaba Fair cuando se produce su muerte (récord 00:46:38 a récord 00:50:05 pista 1). 

Hizo el mismo ejercicio con los demás abonados objeto de estudio.

Subrayó que el abonado 3143240382 recibió 6 llamadas del 3144718058, tres llamadas del 3143578450 y dos llamadas del 3144136865 (récord 00:50:28 a récord 00:52:28 pista 1). 

Los abonados celulares 3163145983 y 316141516 se relacionan en dos oportunidades a la vez con el 3153299125 en una oportunidad. Los celulares 3123004442 y 3124004116 se relacionan a la vez con el celular 3112994000 en una oportunidad. Los celulares 3143240382 y 3124004116 se relacionan en una oportunidad a la vez con el abonado telefónico 19055110 el cual puede ser una plataforma o teléfono público (récord 00:50:29 a récord 00:55:05 pista 1 ). 

Sobre el complemento del análisis con los datos biográficos dijo que realizó el informe 477093 del 3 de agosto de 2009, con datos biográficos de algunos abonados celulares, tuvo como fundamento un disco compacto con archivos en Word, (prueba 97 del juicio oral), la cual utilizó. Expuso que el disco compacto contenía un archivo de Word con datos biográficos de las líneas de abonados celulares, de las cuales sólo tuvo en cuenta los que interesaban al caso, y para el complemento de su análisis sólo se tomaron los datos sin contrato (récord 00:00:19 pista 2). El juzgado solamente destaca los relacionados con el caso:

	N° LINEA
	A NOMBRE DE
	CEDULA
	KDX – UBICACIÓN
	ACTIVACION/

DESACTIVACION

	3144718058
	Gladys García Villamizar
	63.504.333
	Belén Ocaña
	13 Junio 2007

	3143578450
	Fabiola Ortega Bayona
	37.338.336
	Belén Ocaña
	16 Noviembre 2007

	3144136865
	Yadelecne Durán Ortiz
	37.331.998
	Bambo Ocaña
	23 Mayo 2007/

13 Noviembre 2008

	3112157268
	Said Castilla Castillo
	88.276.706
	Bambo Ocaña
	15 Abril 2004

	3112333237
	Luz Mariela López Contreras
	60.263.690
	Bambo Ocaña
	11 Septiembre 2004


Explicó el deponente que con los datos obtenidos de los celulares, la comparación y enlace de los mismos elaboró una gráfica que corresponde a un mapa conceptual de la información contenida en los discos compactos, estableciéndose así las llamadas entrantes y salientes entre algunos abonados. Respecto del celular 3143240382, a nombre de Gina Melo cédula de ciudadanía N° 40.227.975, ubicación Bogotá, activada el 28 de julio de 2007, manifestó que sostuvo relación con 19 celulares (récord 00:44:31 a récord 01:09:01: pista 2 ).

Del 3112333237 se realizan 5 llamadas al 3143240382 en las fechas: 2008/02/07/a las 19:06, 2008/02/08 a las 07:04, 2008/03/20 a las 09:51, 2008/03/21 a las 09:41, 2008/04/09 a las 15:27, y recibió una llamada del 3143240382 el 2008/03/27 a las 15:16. Según los datos biográficos de este abonado celular es titular Luz Mariela López Contreras, residenciada en el barrio el “Bambo” de Ocaña Norte de Santander. Dio lectura a los demás celulares que relacionaron con el 3143240382 (récord 00:00:07 a récord 00:14:05 pista 3 sesión audiencia 29 diciembre 2011).

Con acceso a la prueba 93 del juicio, un disco compacto, explicó que era el archivo de las llamadas salientes enviado por COMCEL, explicó los datos del cuadro; el registro 42 del informe corresponde a una llamada efectuada por el abonado celular 3143240382 al 3135923836 el 2008/01/12 a las 17:55, en relación con las celdas toma el registro del receptor que es SOA ICOLLANTAS para el 3135923836, a nombre de Ubernel Vega con dirección en Aguachica, Cesar y el originador es NOROCAÑA para el celular 3143240382 a nombre de Gina Melo; el análisis lo efectuó con llamadas entrantes y salientes desde el 01/01/2008 al 14/03/2009; de los datos biográficos que tuvo en cuenta para su análisis, no aparece ninguno que relacione los nombres de los acusados; entre los días 7 al 11 de enero de 2008, el abonado celular 3143240382 no recibió ni produjo llamadas (récord 00:49:58 a récord 01:17:39 pista 2 ).

Explicó que el 3112333237 realizó 5 llamadas al 3143240382, de este último, para el 2008/02/07 la celda era Norocaña (#17073), para el 2008/02/07 la celda era Norocaña (#17073), 2008/03/20 la celda era Norocaña (# 17073), 2008/03/21 la celda era Norocaña (#17073); del 01 al 06 de enero de 2008 el abonado celular 3143240382 no reporta llamadas ni entrantes ni salientes (récord 01:18:13 a récord 01:37:03 pista 2).

Al ser interrogado si podía determinar qué significa SOA ICOLLANTAS, expuso que sabía que era el nombre de la celda pero el dato lo suministra COMCEL, las fechas de esas llamadas son: 2008/01/03 a las 19:17, 2008/01/03 a las 19:29, 2008/01/03 a las 19:44, 2008/01/03 a las 19:48, 2008/01/03 a las 19:58, 2008/01/04 a las 13:37, 2008/01/01 a las 13:24, en la misma fecha otras dos llamadas que no se surtieron. Añade que la letra C, la 3, en la celda correspondiente, como por ejemplo SOAICOLLANTASC, ó SOAICOLLANTASA o cuando dice SOAICOLLANTAS43, de acuerdo con su experiencia, se refiere a las antenas, las cuales son triangulares, muchas veces las empresas las denominan A,B,C, y lo arroja el sistema, pero precisar en qué lado estaba la cara A, o la cara B, o la cara C, le correspondía a la empresa de telefonía celular (récord 01:40:42 a récord 01:48:32 pista 2).

Se acreditó el vínculo entre Sandro Mauricio Pérez Contreras y Luz Mariela López Contreras, con copia del registro civil de matrimonio de estas dos personas, estableciéndose su vinculo marital (Ariacna Lara 1:59:30 – 2:08:50 pista 2, 21 de diciembre de 2011) en el informe de investigador de campo, del 24 de junio de 2008 (prueba 74). 

Del análisis link presentado, el Despacho destaca situaciones relevantes, tales como:

21 abonados mantienen contacto con el celular 3143240382, que portaba Fair Leonardo Porras Bernal, cuyos titulares son personas naturales o jurídicas ubicadas en su mayoría en Ocaña, entre otros, en el barrio “El Bambo”, lugar al que precisamente llegó a vivir Alexander Carretero Díaz, junto con su esposa, una sobrina de esta y entre otros alias “Pocho”, y Ender Obeso. Allí también vivía Sandro Pérez. Nótese como, de manera específica cuatro de las líneas analizadas por el testigo, las correspondientes a los números 3144718058, 3144136865, 3112333237 y la 3143578450, de cuyos datos biográficos se logra establecer que fueron activadas por personas residentes en los barrios “Belén” y “El Bambo” en Ocaña, lugares estos donde igualmente se logró establecer a través de los investigadores criminalísticos Amparo Mogollón Torres y Richard Méndez García, correspondían a los sititos donde estaban ubicados el billar “El Paraíso” de propiedad de Dairo José Palomino, y la casa de habitación de Alexander Carretero Díaz y Sandro Mauricio Pérez Contreras.
De otra parte, con la atestación del señor Barbosa Alvernia se fortalece la demostración de la existencia de la asociación delincuencial, de la cual hacían parte los soldados Ríos y Palomino y el cabo Zapata, orgánicos del S2 del Batallón “Santander” y los civiles “Alex”, José y “Pocholo”, lo cual ya quedó fijado dentro del proceso.

En cuanto a los tiempos, declaró en abril de 2008 informando que hacía dos meses había ingresado a la agrupación, aunque de la misma tuvo noticia desde noviembre (del 2007), circunstancia que hace dignas de confianza las aserciones del testigo fallecido, al ostentar una situación aventajada, pues como integrante de la organización delincuencial tuvo conocimiento de primera mano de quiénes la integraban y qué delitos cometieron, unos porque en su ejecución el deponente participó y otros porque le fueron comentados por sus compañeros de actividades, con la finalidad de que en el evento de que las cosas no salieran bien pudieran desplegar actividades tendientes a su protección o a garantizar la impunidad. 
También se demuestra con las aseveraciones del declarante el compromiso y fidelidad de los militares mencionados con la asociación criminal tendientes a proporcionar toda la información útil para que la agrupación delincuencial llevara a buen puerto su accionar al margen de la ley. Sin pasarse por alto que se ubicaban en la Sección encargada de la inteligencia, cuyas funciones se fijaron de manera suficiente en el proceso. 

Así mismo, se anticipa, se determina que Fair Leonardo Porras no hacía parte de ese grupo, como lo ha querido hacer ver la defensa técnica de los acusados, aspecto que se desarrollará en acápite posterior, que solamente utilizaban armas cortas en la ejecución de los delitos y que su actividad era el hurto, más no la extorsión a campesinos de la región.

En cuanto a las actividades investigativas del deponente, tenemos que él verificó la información suministrada constatando los acontecimientos relatados por el entrevistado, con las denuncias, la identificación de los civiles y finalmente, la individualización de los militares, así como la comprobación de que efectivamente se trataba de orgánicos del Batallón “Santander”, todo lo cual plasmó en su informe signado como prueba documental 37, con base en lo expuesto en la entrevista e interrogatorios del señor Wilmar Barbosa Alvernia, comunica al Jefe de la Unidad Seccional de Ocaña dando cuenta de la existencia de la banda criminal cuya zona de injerencia son los municipios de Acarí, Ocaña, Ábrego y San Calixto, y de sus pesquisas, las cuales permitieron corroborar que las manifestaciones del fallecido Barbosa Alvernia, se ajustaban a la verdad, sin que tenga incidencia alguna que las labores investigativas y las declaraciones tengan un número de radicado distinto al aquí ventilado, lo cual no tiene entidad vejatoria, que permita desvirtuar lo afirmado en los testimonios analizados, pues ha sido por medio de las aserciones del intendente Mendoza Flórez que se han conocido sus actividades investigativas, fuera de que no se observa que lo impulsara algún interés particular en algún resultado.

José Manuel Sanabria Camacho, Intendente de la Policía Nacional desde hace más de 19 años, declaró el 6 de diciembre de 2011 (desde el inicio de la pista 3 y hasta el final de la misma). Relató que como Subjefe de la Unidad investigativa SIJIN de la policía Nacional de Ocaña, el 5 de noviembre de 2008, recibió una visita de la Procuraduría, con el fin de verificar si se adelantó una indagación acerca de una banda denominada “Los Rolos”, fecha para la cual estaban investigado los llamados “falsos positivos de Soacha”, la cual quedó registrada en el acta de visita especial, (que corresponde a la prueba documental 38, la cual se introduce con el testigo) (récord 00:03:50 a récord 00:08:00 pista 3).

En desarrollo de la visita se le indagó si en Ocaña existían integrantes de grupos criminales, para noviembre de 2008, asimismo, si se tenía información sobre el caso de las personas descubiertas en una fosa común en Ocaña, relacionadas con los casos de los “falsos positivos”. 

Examinado el organigrama de las bandas, hallaron a los sujetos identificados con los alias de: “Alex”, “Loquillo”, “Juan Carlos”, “Giovanni”, “Ricardo”, “Palomino”, “J400” y “Rambo”, estableciéndose la existencia de un “Alex”, que aparecía involucrado en el hurto de una motocicleta, ante la Fiscalía Local Segunda (récord 00:12:00 pista 3), a quien se identificó como Alexander Carretero Díaz, capturado el 15 de marzo de 2008, con cédula de ciudadanía número 77’180.043 de Aguachica-Cesar, 29 años, nacido el 20 de enero de 1977, unión libre, residente en el barrio “El Bambo”, profesión comerciante, al cual se describe morfológicamente (récord 00:10:40 a récord 00:15:20 pista 3). 

Recordó que el anterior Jefe de la Unidad, subintendente Yimmy (Mendoza Flórez), antes de irse le informó que se estaba adelantando una investigación, sobre la existencia de una presunta banda delincuencial, en la que al parecer estaba involucrado personal del B2 del ejército, y que el informante de esta situación, posteriormente apareció dado de baja por el ejército. Dentro de esas investigaciones menciona a un tal Palomino y otras personas, estableciéndose que se trataba de Dairo José Palomino Ballesteros, con C.C. número 9’694.875, hijo de Moisés y Yolanda. En las diligencias se ofició a los investigadores indicando que dentro del organigrama no existía la banda “Los Rolos”.

Expuso que para la época en la que estuvo en la unidad, en el sector había integrantes de las BACRIM, FARC, ELN y delincuencia común (récord 00:19:20 a récord 00:20:50 pista 3). 

La información suministrada a la Procuraduría fue hallada en los registros que se llevan en la base de datos de la Unidad Investigativa como el de la moto y los que llevaba el señor Yimmy Mendoza.

(Récord 00:21:28 pista 3) El deponente leyó el acta allegada como prueba. Explicó que se allegó la información sobre el hurto de la moto, hechos en los que se detuvo a alias Alex, se indaga al que conoció dicho caso, quien manifestó que éste se dio en el inicio de 2008, y relata los acontecimientos, se allegó la reseña de Carretero Díaz cuando fue capturado; las víctimas de las fosas comunes no se identificaron como integrantes de bandas criminales. 

El testimonio se presenta uniforme, coherente e hilado, además de concordante con las manifestaciones de Yimmy Mendoza Flórez, acerca de sus pesquisas tendientes a identificar a los integrantes de la banda criminal que operaba en municipios circundantes de Ocaña; asimismo, permite develar la identidad de “Alex”, aprehendido el 15 de marzo de 2008, por estar presuntamente involucrado en el hurto de una motocicleta, resultando ser Alexander Carretero Díaz, hecho que se relaciona con las declaraciones de Wilmar Barbosa Alvernia, en las cuales narra que con el fin de ocultar otro hecho delictual, se formuló la denuncia por el hurto de una moto, desistiéndose de la misma posteriormente; asimismo, del documento allegado se logra la identificación de “Palomino”, como Dairo José Palomino Ballesteros, nombre incluido en la noticia criminal 544986106113200880088, miembro de la Sección Segunda del batallón “Santander”, quien es señalado por Alexander Carretero Díaz, a través de sus declaraciones, como la persona que recibió a Fair Leonardo Porras y otras víctimas en Ocaña, antes de ser ultimadas. Aunado a ello, no se observa interés particular en el testigo, respecto del resultado del juicio. 

Por último téngase en cuenta que lo relatado por el señor Sanabria Camacho, no fue objeto de discusión o controversia por parte de la defensa, y tampoco a él aludieron en sus conclusiones expuestas en los alegatos de cierre, resultando eficaz la prueba documental y lo aseverado por el deponente para fijar los puntos indicados.

De las atestaciones de estos miembros de la policía, cuya zona de operaciones cuando desarrollan sus actividades es Ocaña, se constata que integrantes de la asociación dedicada a cometer hurtos en esa ciudad y sus alrededores, coincide en su mayoría con los de la establecida con el objetivo de trasladar jóvenes desde Soacha y otros municipios, con la finalidad de entregarlos a una Unidad castrense que luego lo reportaba como un logro operacional.

De la misma manera, se comprobó los resultados de los actos desplegados por los miembros de la organización delincuencial, con las declaraciones de Diana Ramírez Páez, Héctor Alfonso González Manzano y María Hilda Camargo, los dos primeros mencionados en precedencia, cuyas informaciones cotejadas con las aserciones de Carretero Díaz y Gámez, fundamentaron positivamente sus atestaciones al momento de valorarlas. 

La información acerca de los cadáveres que fueron descubiertos en Ocaña, y reportados como personas sin identificar o NN, se estableció, en primer lugar el testimonio de la señora Diana Ramírez Páez, a quien ya se aludió. Sobre el informe realizado en octubre de 2008, para la Comisión de búsqueda de personas desaparecidas, indicó que se trataba de un oficio emitido por ella con tres anexos, de los cuales solamente dos se presentaron en la audiencia, en razón a que el 2 no había sido descubierto, correspondiendo a cuadros de verificación dentro de los sistemas de información del Instituto para ésa época, explicando que para cada uno de los cuadros se hicieron disimiles actividades; para el cuadro 1, se revisó dentro del sistema de información los datos relacionados en el módulo de cadáveres y desaparecidos de la plataforma SIRDEC, y en el caso del cuadro número 3, allí se consignó información de los cadáveres identificados que correspondían a muertes en combate en diferentes partes del país, también se consultó la información correspondiente en el módulo de cadáveres y desaparecidos y de unos archivos electrónicos y físicos correspondientes al Registro único de personas desaparecidas, de los años 2005 y 2006, pues la plataforma SIRDEC apareció en el año 2007.

Agregó que el patrón de personas desaparecidas hacía alusión a personas reportadas como muertas en combate, en el Registro nacional de desaparecidos o en el registro único de personas desaparecidas y que los criterios adoptados para determinarlo, eran la información definitiva de la inspección técnica a cadáver, y en el caso de las personas reportadas como desaparecidas, estaban dentro del modulo del SIRDEC o del registro nacional de desaparecidos, se trata de información suministrada por los familiares o conocidos ante alguna de las entidades del Estado que tiene acceso al sistema (récord 00:03:37 a récord 00:14:42 pista 4 sesión audiencia 22 de noviembre de 2011). 

A más de ello indicó, que inicialmente el trabajo se adelantó para organizar y tener todos los casos que en el momento se estaban asociando en un solo cuadro, de manera que fuera de fácil acceso a la información, y posteriormente se remite a la comisión de búsqueda. Agregó que la información que reposaba en el registro nacional de desaparecidos se fundamenta en la Ley 589 de 2000, la cual crea el Registro nacional de desaparecidos, y permite que tanto la información de los cadáveres, como de las personas desaparecidas, se encuentre disponible en este sistema que es interinstitucional y nacional (récord 00:14:53 a récord 00:15:42 pista 4 sesión audiencia 22 de noviembre de 2011).

A continuación se transcribe uno de los cuadros elaborados por la testigo, el cual ingresó al juicio como la prueba documental número 16, por considerarlo de importancia y a fin de cotejarlo con otras de las pruebas obrantes en el proceso: 

CUADRO 1. CASOS REPORTADOS COMO DESAPARECIDOS EN BOGOTA Y ENCONTRADOS COMO CADÁVERES NO IDENTIFICADOS EN LOS DEPARTAMENTOS DE SANTANDER Y NORTE DE SANTANDER

	Nombre del desaparecido
	Fecha desaparición
	Lugar desaparición
	Fecha reporte
	MBU
	N° protocolo necropsia
	Fecha ingreso al Instituto
	Sede del Instituto

	JULIO CESAR MESA VARGAS

Edad: 24 años

Ocupación: Construcción
	28 ENERO 2008
	BOGOTA
	30 ENERO 20/08
	NO
	200810154498000015
	28 ENERO 2008
	OCAÑA

	JHONATAN ORLANDO SOTO BERMUDEZ

Edad:17 años

Ocupación: estudiante
	26 ENERO 2008
	BOGOTÁ
	30 ENERO 2008
	NO
	200810154498000014
	28 ENERO 2008
	OCAÑA

	DANIEL ANDRÉS PESCA OLAYA

Edad: 27 años

Ocupación: desempleado
	23FEBRERO 2008
	BOGOTÁ
	23 FEBRERO 2008
	NO
	200801168190000013
	05 MARZO 2008
	CIMITARRA

	EDUARDO GARZÓN PÁEZ

Edad: 32 años

Ocupación: Desempleado
	04 MARZO 2008
	BOGOTA
	10 MARZO 2008
	NO
	200810168190000012
	05 MARZO 2008
	CIMITARRA

	DIEGO ALBERTO TAMAYO GARCERA

Edad: 28 años

Ocupación: Desempleado
	23 JUNIO 2007
	BOGOTÁ
	26 JUNIO 2007
	NO
	200810154498000129
	29 AGOSTO 2008
	OCAÑA

	VICTOR FERNANDO GÓMEZ ROMERO

Edad: 23 años

Ocupación: Desempleado
	23 AGOSTO 2008
	BOGOTÁ
	2 SEPTIEMBRE 2008
	NO
	2008010154498000128
	25 AGOSTO 2008
	OCAÑA

	ANDRES PALACIO BUSTAMANTE

Edad: 22 años

Ocupación: construcción
	23 AGOSTO 2008
	BOGOTA
	2 SEPTIEMBRE 2008
	NO
	2008010154498000130
	25 AGOSTO 2008
	OCAÑA

	FAIR LEONARDO PORRAS BERNAL

Edad: 26 años

Ocupación: ayudante construcción
	8 ENERO 2008
	BOGOTA
	08 SEPTIEMBRE 2008
	NO
	2008010154498000006
	12 ENERO 2008
	OCAÑA

	ELKIN GUSTAVO VERANO HERNÁNDEZ

Edad: 25 años

Ocupación: empleado
	13 ENERO 2008
	BOGOTA
	16 ENERO 2008
	NO 
	2008010154498000007
	15 ENERO 2008
	OCAÑA

	JULIÁN 19 años

OVIEDO MONROY

Edad: 1

ocupación: Construcción
	13 ENERO 2008
	BOGOTA
	14 MARZO 2008
	NO
	200801015449800042
	3 MARZO 2008
	OCAÑA

	JOAQUÍN CASTRO VÁSQUEZ

Edad 27 años

Ocupación empleado
	13 ENERO 2008
	BOGOTÁ
	21 FEBRERO 2008
	NO
	2008010154498000008
	15 ENERO 2008
	OCAÑA


Adujo la deponente que del cuadro donde se reportan los 11 casos, se logró establecer como relaciones, los ítems: (i) que correspondían a cadáveres que provenían de Santander y Norte de Santander y hacían parte del Registro nacional de desaparecidos; (ii) que habían sido reportados en Bogotá en Medicina Legal y correspondían a personas desaparecidas, unos en Soacha y otros en el barrio ciudad Bolívar de Bogotá (récord 00:16:06 a récord 00:16:41 pista 4 sesión audiencia 22 de noviembre de 2011).

Destacó la deponente que la plataforma SIRDEC tenía dos módulos principales; a) el de cadáveres, alimentado con información proveniente de necropsias médico legales y de la información relacionada con la recepción y entrega del cuerpo, ingresada a nivel nacional directamente por funcionarios de Medicina Legal; b) el de desaparecidos, alimentado por la información aportada por los familiares y los conocidos de personas desaparecidas, la cual podía ser entregada a cualquiera de las entidades intervinientes, según el artículo 8° del Decreto 4218 de 2005, tales como, Policía Nacional, Fiscalía General de la Nación, Defensoría del Pueblo, Personerías (récord 00:16:57 a récord 00:17:44 pista 4).

Refirió igualmente que el artículo 9º de la Ley 589 de 2000, creó el registro nacional de desaparecidos, bajo la coordinación del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, funciona en Bogotá, siendo su objetivo orientar la búsqueda de personas desaparecidas e identificar cadáveres sometidos a necropsia médico legal y aportar al seguimiento de casos y al mecanismo de búsqueda urgente (récord 00:17:57 a récord 00:19:11 pista 4).

Añadió la deponente que en el cuadro 1 se recopiló la información en unas columnas que permitieran tener la visión general de los casos y con datos que igual ubicaban a la persona con unas características especiales y se establecieron unas fechas y lugares con la finalidad de determinar la correlación respecto de casos de reportados como desaparecidos y luego hallados como muertos en combate en los departamento de Santander y Norte de Santander (récord 00:21:39 a récord 00:22:09 pista 4). 

En lo atinente al cuadro 3, realizaron una verificación de información y una recopilación de datos, se incluyeron casos anteriores a la plataforma SIRDEC, de reportados como desaparecidos en los registros manuales de Excel, y se realizó una información con los coordinadores de identificación regional de los casos que a nivel nacional hubiesen presentado algunas características, tales como: i) que en el acta de inspección a cadáver se registrara como muerte en combate; ii) que al ser reclamados, los familiares hubieran mencionado que estaban reportados como desaparecidos o iii) que estuvieran reportados como desaparecidos ante entidades de policía judicial (récord 00:22:29 a récord 00:23:02 pista 4). 

Añadió que en ese cuadro se tuvieron en cuenta unos datos de caracterización tales como: edad, ocupación, aunque en algunos de los casos no los reportaban, y el hecho de que ya estuviera radicado o no en el sistema, si tenía algún tipo de código, fecha de desaparición, lugar de desaparición y, fecha de ingreso al instituto, y el lugar o la sede que realizó la necropsia médico legal (récord 00:23:13 a 00:23:52 pista 4).

Explicó que la información contenida en los cuadros no está basada en labores judiciales, sino que hace parte del reporte de la información suministrada por el familiar, referida a datos personales del desaparecido, fecha, lugar y reporte de desaparición (récord 00:42:21 a récord 00:43:58 pista 4).

La información presentada por la testigo, concatena con la expuesta en el juicio por el señor Héctor Alfonso González Manzano, quien refirió que en enero de 2008 atendió un requerimiento de Medicina legal, de que se inhumaran algunos cadáveres que llevaban allí entre 4 o 5 meses, porque sus neveras estaban saturadas, lo que igualmente sucedía en la morgue del Hospital, en razón a que no eran reclamados, lo cual podía generar un problema de salud pública. Como respuesta se ubicó un cementerio alterno al de Ocaña.

Explicó que ese procedimiento se desarrolló desde el 6 de junio de 2008, fecha en la cual inició la inhumación de los cadáveres en 4 fosas comunes, en las cuales sepultaron de 4 o 5 cadáveres en cada una, para un total de 17 cadáveres enterrados en el cementerio “Las Liscas”, sin asistencia de familiares (récord 00:13:01 a récord 00:19.36 pista 1 sesión audiencia 29 noviembre de 2011).

Agregó que en el mes de septiembre de 2008, se inició la exhumación de 10 u 11 cadáveres, con asistencia de familiares para su reconocimiento, quienes provenían del interior del país y otros de Calarcá y de Agua Chica (récord 00:20:26 a récord 00:22:04). Precisó que esa situación se plasmó en un cuadro (corresponde a la prueba documental 30), el cual contiene datos precisos y coincidentes con los compilados en su momento por la testigo Diana Ramírez, el cual se transcribe:

INFORMACIÓN NN COMITÉ LOCAL PARA LA PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE DESASTRES

	Nombre del fallecido
	Fecha 

+
	Lugar

*
	Lugar

Exhuma
	N


	Servicio
	N°

Fosa
	Fecha

Inhuma
	Fecha

Exhuma
	Rsponsable
	Domicilio

Dirección

	DIEGO ALBERTO TAMAYO MANCERA

C.C. 80.826.451 BTA
	25/08/08
	Agua de la Virgen
	Morgue
	
	OLIVOS
	
	
	
	IDALY GARCERA VALDÉS (Madre)
	BOGOTA

Cra 78 I # 40a-70

	VÍCTOR FERNANDO GO´MEZ ROMERO

cc 80.894.436 BTA
	25/08/08
	Agua de la virgen
	Morgue
	
	Cristo rey
	
	
	
	Cristo rey
	

	JOAQUIN CASTRO VÁSQUEZ

CC 79.216.402 BTA
	15/01/08
	Vda el salado Abrego
	Las Liscas
	08
	Olivos
	01
	06/06/08
	24/09/08
	CARMEN CASTRO ROJAS (Madre)
	SOACHA

Cra 2 # 9-09 La Florida II Sector

	DANIEL ALEXANDER MARTÍNEZ

CC 1.012.326.609
	09/02/08
	Otaré
	LAS LISCAS
	26
	Montesacro
	01
	06/06/08
	03/10/08
	GLORIA ASTRID MARTÍNEZ (Madre)
	SOACHA

Cll 24 B #17-68 San Nicolas

	
	09/02/08


	Otaré
	
	28
	
	01
	06/06/08
	
	
	

	
	31/12/07
	Vda San Antonio Bucarasica
	
	01
	
	01
	06/06/08
	
	
	

	JULIO CÉSAR MESA VARGAS

CC 80.210.670
	27/01/08
	Vda Las Chiscas
	Las Liscas
	15
	Coorserpark
	02
	06/06/08
	02/09/08
	EDILMA VARGAS ROJAS (Madre)
	BOGOTA

Cll 27 #27-17 Sur

	JULIAN OVIEDO MONROY

CC 1.024.485.641
	03/03/08
	Aguas de la virgen
	Las Liscas
	42
	OLIVOS
	02
	06/06/08
	24/09/08
	JOSÉ OVIEDO (Padre)
	BOGOTÁ

Cra 16 # 24-78 Sur

	ELKIN GUSTAVO VERANO HERNÁNDEZ

CC 80.727.803
	15/01/08
	Vda el Salado Abrego
	Las Liscas
	07
	OLIVOS
	02
	06/06/08
	24/09/08
	DIANA PAOLA FONTECHE HERNÁNDEZ (Prima)
	BOGOTÁ

Cll 44 # 45-06 Este

	JHONATAN ORLANDO SOTO BERMÚDEZ

T.I. 901009-62500
	27/01/08
	Vda Las Chircas
	Las Liscas
	14
	Coorserpark
	02
	06/06/08
	30/09/08
	HÉCTOR ORLANDO SOTO (Padre)
	BOGOTÁ

cll 24 Sur # 17-43

	FAIR LEONARDO PORRAS BERNAL

CC 80.271.070
	12/01/08
	Vda La Soledad Abrego
	Central
	06
	OLIVOS
	01
	11/02/08
	24/09/08
	LUZ MARINA BERNAL PARRA (Madre)
	BOGOTA

Cll 6C Sur #12-444 Manzana 57

	DIEGO ARMANDO MARÍN GIRALDO

CC 1-073.671.139
	09/02/08
	Otaré
	Central
	27
	OLIVOS
	01
	11/02/08
	03/10/08
	JUAN GABRIEL MARÍN GIRALDO (Hermano)
	SOACHA

Cra 14 B # 3-30 Villa Talia

	FAUSTINO GALEANO LAGOS
	
	Bujaravita (González)
	
	24
	
	01
	11/02/08
	
	
	

	JAIME BALLESTEROS


	
	
	
	153
	
	01
	11/02/08
	
	
	

	CAMILO ANDRÉS VALENCIA
	12/12/07
	Abrego
	
	162
	
	01
	29/01/08
	
	
	

	LUIS MARTÍN BERMÓN CAÑAS
	San Pablo Teorama
	
	
	01
	29/01/08
	
	
	
	
	

	JADER ANDRÉS PALACIO BUSTAMANTE

CC 1-073.670.286
	25/09/08
	Agua de la virgen
	Las Liscas
	130
	Cristo Rey
	01
	30/08//08
	05/09/08
	CRISTO REY
	

	JAIME CASTRILLÓN PEÑA

CC 79.318.918 BTA
	12/08/08
	Vda San Antonio Bucarasica
	Las Liscas
	120
	OLIVOS
	01
	30/08/08
	16/10/08
	JACQUELINE CASTILLO PEÑA (Hermana)
	BOGOTA

Cra 5 Bis # 21a-36 Sur

	
	08/06/08
	Las Chircas
	
	87
	
	01
	30/08/08
	
	
	

	JORGE ALBEIRO MARTÍNEZ RAMÍREZ

CC 1.003.167.051 Curumaní (Cesar)


	02/07/08
	Las Indias Abrego
	
	99
	
	01
	30/08/08
	
	MARÍA TRINIDAD RAMÍREZ
	SOACHA

Cll 2 Br. El Silencio

Curumaní (Cesar)

	RAFAEL ANDRES PLATA SÁNCHEZ

CC 1.098.681.551
	25/08/08
	Islitas – Hacari
	Las Liscas
	132
	Particular
	02
	30/08/08
	02/10/08
	ANA ESTHER GRANADOS VARGAS
	B/MANGA

Cra 29 # 96-78

Miradores de San Lorenzo



	
	12/08/08
	Vda San Antonio Bucarasica
	
	121
	
	02
	30/08/08
	
	
	

	
	11/07/08
	Bucarasica
	
	104
	
	02
	30/08/08
	
	
	

	
	21/07/08
	Vda San Jorge Hacari
	
	113
	
	02
	30/08/08
	
	
	

	
	25/08/08
	Islitas – Hacari
	
	134
	
	02
	30/08/08
	
	
	


El testigo indicó que para la elaboración del cuadro se tuvo en cuenta aspectos tales como: i) fecha de inhumación; ii) fecha de exhumación y entrega a sus familiares. Igualmente tuvieron presentes para cada uno de los casos, elementos específicos, como: el protocolo de necropsia que tenía la Fiscalía y Medicina Legal de cada uno de los sin nombre o NN, y el acta de defunción. Añadió que el estudio incluía 22 a 25 cadáveres ó NN dentro de los cuales apareció relacionado Fair Leonardo Porras Bernal, de quien se incluyeron datos como fecha de la muerte, 12 de enero de 2008, lugar, vereda “La Soledad” del municipio de Ábrego, Norte de Santander, lugar de exhumación cementerio Central de Ocaña, cadáver entregado por la Dra. Felisa Carvajalino, inhumación el 11 de febrero de 2008, se exhumó el 24 de septiembre de 2008, responsable Luz Marina Bernal Parra, madre (récord 00:51:53 a récord 00:55:16 pista 1).
Confrontados los datos del cuadro elaborado por el señor Héctor González Manzano, funcionario de la Alcaldía de Ocaña, se observa que presentan similitud y datos precisos y correlacionados con los consignados por la señora Diana Ramírez. 
González Manzano, resaltó que para la elaboración del mencionado cuadro informativo, tuvo en cuenta varias particularidades, entre otras: (i) que dentro del mismo no se encontraban mujeres; (ii) el origen de las personas, casi todos provenían de Soacha y el centro del país, algunos de Aguachica y otros de Calarcá; (iii) fue sorpresivo para ellos la cantidad de cadáveres sin identificar (NN) en la morgue y en Medicina Legal, de los cuales destacó que sus rostros no eran conocidos o con características propias de la provincia, pues de serlo sus familiares los hubiesen reclamado y no hubiesen durado casi 5 o 6 meses en la morgue (récord 01:04:27 a récord 01:06:22 pista 1 sesión audiencia 29 de noviembre de 2011).

Solicitadas explicaciones en relación con sus respuestas en el contrainterrogatorio, dijo que: (i) la primera visita efectuada a Medicina Legal en Ocaña fue en junio de 2008; (ii) no participó en la inhumación o exhumación de Fair Leonardo Porras Bernal; (iii) nunca vio a las personas inhumadas; (iv) los documentos correspondientes a Fair son fotocopias simples (récord 01:06:50 a a récord 01:12:12 pista 1).

Interrogado por la representante del Ministerio Público expuso que: (i) no era usual que hubiera tanto NN en la morgue y en el cementerio, y que permanecieran allí hasta 6, a 8 meses y ningún familiar fuera a reclamarlos, porque cuando ocurrían los asesinatos en Ocaña en uno o dos días, máximo, llegaban por ellos, concluyendo que no eran de allí; (ii) sobre características expuso que ellos (los ocañeros) eran una raza más bajita, morena, y los que inhumaron eran altos, blancos, sus características eran diferentes; (iii) supo de las características de esas personas porque participó en las inhumaciones de 10 u 11 personas; (iv) para elaborar el cuadro, una vez entregados los cadáveres a los familiares y luego de que la Fiscalía, Medicina Legal y el DANE, emitieron las actas de defunción y los permisos para retirarlos, de esos documentos extrajeron los datos; (v) en virtud de su función de servidor público elaboró uno de los documentos a los que refirió en la audiencia y del cual su original reposaba en el archivo de la Alcaldía de Ocaña, que el otro lo firmó el Coordinador Angelo y que el cuadro comparativo lo elaboraron los dos en forma conjunta (récord 01:17:15 a récord 01:21:45 pista 1).

Las declaraciones del testigo se presentan verosímiles, examinado a la luz de la sana crítica. Es claro que toda la información que trasmitió, la percibió de manera directa, o porque aparecía registrada en la dependencia en la cual labora, se acompasa con la realidad vivida en el municipio de Ocaña, a la cual tuvo que enfrentarse la alcaldía, debido al número considerable de personas sin identificar, ajenas a la región, que aparecían como muertas en combate, con características similares, once de ellas de Soacha, pese a que se consignó que provenían de Bogotá. La saturación de cadáveres NN, en la morgue y en el instituto de Medicina Legal, para evitar un problema de salubridad pública, forzó la inhumación de los cadáveres en fosas comunes durante varios meses, hasta que fueron ubicados por sus familiares y reclamados para sepultarlos. 

El declarante participó de manera directa en las inhumaciones y exhumaciones de algunos de los cadáveres NN, y por tanto sus revelaciones ofrecen credibilidad, consistencia, seriedad y de manera contextualizada, se aúnan a lo expresado por otros testigos en el juicio, entre otros, inicialmente la médico legista, Felisa Carvajalino, quien de manera directa elevó el requerimiento a la Alcaldía de Ocaña, y puso en su conocimiento el desbordamiento de la capacidad del Instituto de Medicina Legal pues sus neveras estaban colmadas, al igual que en la morgue del hospital, y no podían mantener allí cadáveres, que por no haber sido identificados, no habían sido reclamados por sus familiares.

Ahora bien, del cuadro comparativo que este funcionario elaborara, aludido en acápites anteriores, se observan datos precisos y coincidentes con los analizados por funcionarios de Medicina Legal que a su cargo tienen la labor de búsqueda de personas desaparecidas, como la psicóloga Diana Ramírez, quien hiciera su estudio y análisis con fundamento en las bases de datos de cadáveres y personas desaparecidas del SIRDEC, arrojando datos coincidentes con los del cuadro de González Manzano. 

Téngase en cuenta que son dos personas que desempeñan funciones diferentes, con motivaciones distintas para la elaboración de sus respectivos análisis estadísticos y comparativos, en los cuales llegaron a conclusiones similares respecto de características específicas de las víctimas, su individualización, entorno social, laboral y otros, y específicamente de lugar de procedencia y datos sobre la causa y ocurrencia de su deceso, lugar y móviles del mismo, en 11 casos en particular, de personas provenientes de Soacha y Ciudad Bolívar, entre los cuales se incluyó el de Fair Leonardo Porras Bernal, situaciones que el delegado fiscal resaltó, con lo que el Despacho está en total acuerdo, tal y como en sus alegaciones lo expresaron la señora representante del ministerio público, quien igualmente apoyó apartes de sus alegaciones conclusivas, en lo que a la desaparición forzada se refiere, en las manifestaciones de González Manzano y Diana Ramírez Páez.

En este punto debe traerse a colación igualmente, lo sostenido por la señora María Hilda Camargo Bernal (tomado el 23 de noviembre de 2011, del récord 00:01:01 al récord 00:51:44 pista 3), quien desempañándose como investigadora en el área del grupo de identificación a víctimas NN y personas desaparecidas, donde realizaba identificación de víctimas NN cadáveres, o NN vivos y búsqueda de personas desaparecidas, desde el año 2005 hasta el año 2010.

Narró el procedimiento a seguir en la búsqueda de personas desaparecidas, luego de lo cual refirió que el 25 de septiembre de 2008 le fue impartida la orden de iniciar la búsqueda de varias personas desaparecidas en Soacha. Luego de exhibírsele un documento elaborado por ella, el cual reconoció, expuso que con miras a adelantar labores investigativas y de verificación, se desplazó a Soacha, barrios “Compartir”, “Villa Juliana” y “Villa Sofía”, y luego de realizar labores de vecindario verificó que Fair Leonardo Porras Bernal residía en ese municipio en el barrio “Compartir”, igualmente investigó sobre su arraigo y características, aspectos que serán tratados con mayor énfasis en el acápite donde se examina el ilícito de desaparición forzada(récord 00:08:11 a récord 0014:40 pista 2).

Dijo que aunque no logró tener contacto con sus familiares, conoció por los vecinos que había desaparecido el 8 de enero de 2008; que en igual forma indagó sobre otros desaparecidos de ese municipio (récord 00:14:50 a récord 00:19:46 pista 2 sesión audiencia 23 de noviembre de 2011). 

Sobre los datos contenidos en el numeral 7 de su informe, expuso que correspondía a los de las víctimas que estaban buscando en ese momento, entre los cuales estaban los de “Faiber” (sic) Leonardo Porras Bernal. Igualmente, dijo, se tuvo conocimiento de que de esa localidad desparecieron otros jóvenes, también de sexo masculino, por el mismo sector, durante los meses de enero y marzo de 2008, específicamente de los señores Julián Oviedo Monroy y Joaquín Castro Vásquez, por haber practicado entrevistas con familiares de éstos jóvenes desaparecidos (récord 00:21:00 a récord 00:27:56 pista 2).

Adicionó la investigadora que de la información que obtuvo como consecuencia de sus pesquisas y labores de vecindario, pudo establecer algunas coincidencias como que todos los jóvenes desaparecieron por el mismo sector, dos de ellos en marzo y el otro en enero; que todos eran de sexo masculino; que sus edades oscilaban entre 20 y 27 años y estaban desempleados (récord 00:29:41 a récord 00:30:44 pista 2).

Cuando se le solicitaron explicaciones dijo que: (récord 00:31:05 a récord 00:31:54 pista 2) (i) no se estableció si entre los desaparecidos había lazos de amistad; (ii) la información se la proporcionó al C.T.I. de Cundinamarca pero desconoce en qué momento este organismo la recibió; (iii) era frecuente que recibiera órdenes verbales para desarrollar misiones de trabajo, por estar en un sistema oral; (iv) constató el arraigo de Fair mediante labores de vecindario, pues la gente manifestó que lo conocían y que residía en la calle 11 C Sur N° 12-44 manzana 57 de Soacha, donde estuvo, aunque no localizó a ningún familiar; (v) no tenía un nombre de alguien que le hubiese manifestado la situación de desempleo de Fair Leonardo; (vi) las labores de vecindario las realizó en los barrios donde residían los desaparecidos, (vii) en el numeral 7 de su informe, consignó que la edad de Fair, es 20 años, (viii) no estaba frente a un acto urgente sino diligencias de búsqueda urgente; (ix) la información de la edad de Fair se la proporcionó la coordinadora de la unidad cuando extendió la orden (récord 00:44:24 a récord 00:47:26 pista 2).
A los cuestionamientos de la representante de la sociedad, manifestó que: i) el grupo al que pertenecía realizaba labores de identificación de víctimas sin identificar (NN), trátese de cadáveres o vivos y búsqueda de personas desaparecidas, su finalidad era la búsqueda; ii) cuando iniciaban labores de búsqueda de una persona y ésta era hallada, el caso se archivaba, y ante la presencia de un delito, se judicializaba el caso; iii) la orden que recibió fue la de establecer la desaparición de Fair Leonardo Porras Bernal, Julián Oviedo Monroy y Joaquín Castro Vásquez (récord 00:48:26 a récord 00:51:31 pista 2).

En este orden de ideas, puede apreciarse, que las situaciones que aparecen plasmadas tanto en los informes de González Manzano y Diana Ramírez en igual sentido guardan relación, dado que en ese tiempo investigadora de la Fiscalía tenía como misión especial verificar y desarrollar labores tendientes a conocer datos sobre la desaparición de tres jóvenes residentes en Soacha, esto es, Fair Leonardo Porras Bernal, Julián Oviedo Monroy y de Joaquín Castro Vásquez, quienes están incluidos dentro del cuadro de los 11 casos de Soacha que fueron reportados como desaparecidos y como muertos en combate en Norte de Santander, resultado del estudio y análisis que sobre la situación hiciera Señora Ramírez, e igualmente figuran en el cuadro informativo que elaborara Héctor González Manzano. Los tres declarantes, no sólo muestran datos precisos y correlacionados, sino que los demás datos aportados por cada uno de los ellos y consignados en cuadros e informes elaborados de manera aislada por cada uno de ellos, desempeñando sus roles y funciones diferentes, en lugares diferentes, en entidades diferentes, sin embargo, sus labores investigativas arrojan datos que coinciden con las realidad fáctica investigada por el ente Fiscal y hoy sometida al conocimiento de este estrado judicial. Con fundamento en la sana crítica como criterio de interpretación del testimonio, y conforme al proceso de formación de la prueba al interior del juicio oral, atendiendo el principio de inmediación, se ofrecen fiables y permiten tener por cierto lo plasmado por estos testigos en sus estudios estadísticos, que además compagina con los medios probatorios que ya fueron objeto de examen.

Se logra establecer, por tanto, las desapariciones forzadas y los homicidios de los cuales fueron víctimas al menos 25 personas, pero atendiendo la acusación nos contraemos a los 11 casos de los jóvenes de Soacha, que como ya se estableció con las afirmaciones de Pedro Gámez y Alexander Carretero, coinciden con algunas de las personas que él refirió, aunque aquél se limitó a 6 casos, pero admite que fueron más; dadas las aseveraciones de los señores Diana Ramírez y Héctor González Manzano, de que según los reportes las otras desapariciones fueron en idénticas circunstancias: desaparecidos en Soacha, dados de baja en combate por miembros del ejército, al menos 8 hechos sucedidos en Ocaña, presentados como personas sin identificar se puede inferir que esas desapariciones y homicidio también fueron producto del actuar de los complotados para llevar a cabo comportamientos delictuales. 

De lo expuesto se sigue que la situación fáctica presentada por la Fiscalía en la acusación, inmodificada durante sus alegaciones finales, se probó. Se demostró la existencia de un contubernio entre militares y civiles, unos apostados en la Sección Segunda el batallón de infantería No 15 “Francisco de Paula Santander”, de Ocaña y otros en Soacha, cuyo propósito consistía en captar víctimas con cierto perfil, trasladarlas hasta Ocaña, donde eran ejecutadas y presentadas como un logro operacional. Igualmente se demostró que algunos de los miembros de esa organización, se dedicaban al hurto.

Demostrada la existencia de la organización dedicada a desaparecer y ejecutar jóvenes entre otros delitos, tenemos que esos hechos encajan en el delito de concierto para delinquir, descrito en el artículo 340 de la Ley 599 de 2000, modificado por las Leyes 733 de 2002, 890 de 2004 y 1121 de 2006, así:

“Concierto para delinquir. Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho meses (108) meses.

INC 2º -Modificado por el art. 19 de la Ley 1112 de 2006. Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, o financiamiento del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, la pena será de prisión de ocho (8) a dieciocho (18) años y multa de dos mil setecientos (2.700) hasta tres mil (3.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.”

Agravado, acorde con el artículo 342 del Estatuto Penal, que prevé:

“Circunstancias de agravación. Cuando las conductas descritas en los artículos anteriores, sean cometidas por miembros activos o retirados de la fuerza pública o de organismos de seguridad del Estado, la pena aumentará de una tercera parte a la mitad”.

Según la Corte Constitucional
, “…El concierto para delinquir se define como la celebración de un acuerdo por parte de dos o más personas, cuya finalidad trasciende el mero acuerdo para la comisión de un determinado delito. Se trata de la asociación de esas personas en una societas sceleris, con el objeto de asumir con proyección hacia el futuro la actividad delictiva, como su empresa.

Lo anterior no significa que deba existir un acuerdo previo entre sus miembros sobre los delitos específicos que cometerán, mas sí acerca de su actividad, cual es la de delinquir. Es decir, que la organización delictiva se establece con ánimo de permanencia, para desarrollar actividades contrarias a la ley, previa distribución entre sus miembros de acciones y responsabilidades que se complementan para alcanzar un fin…”.

En esa misma jurisprudencia la Corte Constitucional, concluye, que el concierto para delinquir exige tres elementos constitutivos esenciales: el primero, la existencia de una organización que con carácter permanente tenga como objetivo lesionar intereses o bienes jurídicos indeterminados, el segundo, que los miembros de la agrupación lo sean en virtud de un acuerdo de voluntades que los une para alcanzar su objetivo, el tercero, que la expectativa de la realización de las actividades que se proponen sus miembros, pongan en peligro o alteren la seguridad pública.

Y la Corte Suprema de Justicia, ha indicado en relación con esa conducta delictual: 

“(…)

Condición esencial para la configuración de esta especie delictiva es, por tanto, la creación de una asociación u organización para violar la ley penal, estructura que presupone, a su vez, la confluencia de varios elementos, (i) un número plural de personas, (ii) un acuerdo de voluntades que convoque a los asociados alrededor del mimo (sic) fin, y (iii) la proyección de la organización en el tiempo con carácter de permanencia.‟Estas particularidades de la conducta típica han hecho que la doctrina y la jurisprudencia definan el concierto para delinquir como un delito de sujeto activo plural, de carácter autónomo y conducta permanente, en virtud de que, (i) sólo puede ser realizada por un número plural de personas, (ii) se consuma por el sólo hecho de la pertenencia a la organización, con independencia de los delitos cometidos en desarrollo de su objetivo, y (iii) existe mientras perdure el pacto…”

Atendiendo a las dos jurisprudencias citadas, las cuales confluyen en los mismos elementos, se determina la existencia de una organización, con carácter permanente, cuyos objetivos, entre otros era, previa solicitud, localizar y trasladar hasta Ocaña a jóvenes con la finalidad de presentarlos como dados de baja en combate.

Se dice que uno de los objetivos de la asociación ilícita era el mencionado, pues de acuerdo con los testimonios de Carlos Eduardo Mora y Yimmy Mendoza y la declaración de Wilmer Barbosa, algunos miembros de esa agrupación se dedicaban también a cometer hurtos.

En cuanto a la permanencia tenemos que el señor Fiscal en su acusación, delimitó la existencia de la organización desde diciembre de 2007 hasta agosto de 2008, y aunque se demostró que desde antes de esa fecha ya había tomado cuerpo la asociación delincuencial, en respeto del principio de congruencia, se tiene solamente en cuenta ese lapso, que determina el elemento referido a la voluntad de sus miembros de mantenerse en el tiempo para cometer delitos. 

Es claro que los integrantes del grupo criminal perseveraron en cometer conductas ilícitas durante el período de tiempo ya referido, que se concretaron en desapariciones forzadas y homicidios, conforme se estableció con las pruebas previamente analizadas, además de hurtos.

En cuanto al segundo elemento, que los miembros de la agrupación lo sean en virtud de un acuerdo de voluntades que los une para alcanzar su objetivo, se evidencia del modus operandi utilizado por la asociación que la voluntad de cada uno de los miembros convergía con la de los demás. Cada uno tenía un rol dentro de la organización, el sargento Pérez Contreras recibía las solicitudes, directamente o por intermedio del soldado Palomino Ballesteros comunicaba a los sujetos inicialmente ubicados en Soacha, las demandas de los jóvenes requeridos; los señores Alexander Carretero, Pedro Gámez, Ender Obeso y Uriel Ballesteros a cambio de una suma de dinero, un millón de pesos por persona, atendían los requerimientos, captando jóvenes, a quienes engañados conducían hasta Ocaña y entregaban en un falso retén militar; Sandro Pérez acudía acompañado hasta el lugar por los soldados Medardo Ríos y José Obdulio Medina Joiro para perfeccionar “la entrega” del joven y recibir su paga. Esas labores son indicativas de que los mencionados encaminaron su esfuerzo a desarrollar cada una de esas labores y alcanzaron su objetivo en múltiples ocasiones como quedo demostrado con la cantidad de jóvenes desaparecidos y ejecutados. 

El tercero, que tiene que ver con que la expectativa de la realización de las actividades que se proponen sus miembros, pongan en peligro o alteren la seguridad pública. Es claro que mientras duró la organización ilegal, se incrementaba el riesgo contra la seguridad pública, al potenciarse las acciones de desaparecer y cometer homicidios por parte del grupo delincuencial, además hurtar. 

Se estableció la condición de miembros activos de la fuerza pública con las constancias expedidas, aludidas anteriormente, por funcionarios públicos, del sargento Sandro Pérez, los soldados profesionales Medardo Ríos, Dairo José Palomino y José Obdulio Medina Joiro, alias “el guajiro”, entre otros, eran miembros de la Sección Segunda del batallón de Infantería No 15 “Franciso de Paula Santander”, y a la vez hacían parte de la organización delincuencial dedicada a cometer delitos de homicidio, desaparición forzada y hurtos. 

Así tenemos que se materializa la circunstancia agravante prevista en el artículo 342 del Código Penal, ya aludida.

2. RESPONSABILIDAD DE LOS ACUSADOS FRENTE AL DELITO DE CONCIERTO PARA DELINQUIR

Como ya se indicó por el Juzgado al anunciar el sentido del fallo, se considera que la Fiscalía General de la Nación, no demostró en el juicio que los acusados hicieran parte de la asociación delincuencial, cuya existencia sí se probó, Veamos:
El delegado de la Fiscalía, expresó en sus alegatos que los acusados dominan el hecho colectivo. Que se configura la coautoría en el punible de concierto para delinquir, porque los procesados ingresaron a la asociación que decidió engañar a los jóvenes en Soacha, ocultaron su identidad y afectaron otros bienes jurídicos, es decir, cometieron varios delitos. Explicó que se cometieron delitos contra la administración pública, de donde se infiere que se establecieron para cometer punibles indeterminados. Dijo que en el juicio se probó que había una empresa criminal.

Precisó que, el testigo Yimmy Mendoza Flórez, quien introduce la declaración de Wilmar Barbosa Alvernia, manifestó que Wilmar aceptó que hacía parte de un grupo de delincuentes que funcionaban en Norte de Santander, a la cual pertenecían Palomino y Zapata del B2, luego de lo cual, aparece muerto dado de baja en combate por la Brigada “Móvil 15”; posteriormente, se identificaron los números telefónicos de esa delincuencia común, de Palomino y de Sandro, con esos teléfonos aparece el de Fair Leonardo Porras, de lo cual se infiere que quienes los mataron tenían relación con los militares de la oficina de inteligencia. Añadió que se probó el homicidio, cometido por una empresa criminal, de la que formaron parte civiles reclutadores, resaltando aspectos que hacen parte del itinerario criminal diseñado, como el traslado de víctimas a Norte de Santander, el falso retén montado por los militares, la presentación como muertos en un falso combate, tras lo cual, venían los actos posdelictuales, como la elaboración de informes, se prosiguió creando documentos, modificando archivos, acota, son comportamientos desplegados por ellos. Citó la sentencia de la Corte Suprema de Justicia con radicado 23.825 señalando que aquí todos dominan el hecho colectivo. Se da la coautoría, insiste, en que ingresaron a la asociación que decidió engañar a los jóvenes en Soacha, ocultaron su identidad y afectaron otros bienes jurídicos, cometieron varios delitos, entre ellos contra la administración pública. Se presentó una finalidad indeterminada, un concierto con carácter permanente, ya que no bastaba con el resultado de la víctima, sino que fue necesario para asegurar la impunidad, se pusieron de acuerdo para cometer delitos indeterminados. 

Precisó que, se estableció que Sandro Pérez, cuando regresó al batallón, no recibía órdenes de su superior inmediato, sino que se comunicaba con el comandante del batallón el coronel Tamayo, entonces, concluye, la empresa criminal se mantuvo para asegurar los hechos. Se planearon otros punibles para mantener la autonomía de la empresa. Se evidencia en la manipulación documental que dejó rastros en el disco duro, lo cual se constató, con lo declarado por Willington Álvarez. También es muestra de ello, las actividades para legalizar gastos, lo cual se establece porque a Carretero le pidieron copia de su cédula.

El pago de informantes, demuestra la existencia de un plan criminal, pues prestaron contribución para alterar la verdad. Se trató de actos posdelictuales, la alteración de bases de datos y documentos que se hacen a título de dolo. Sobre el tema citó decisión de la Corte Suprema de Justicia, en la actuación, con radicado número 32.669.

Finalizó indicando, que en este asunto, dos oficiales, un suboficial y 3 soldados profesionales, con suficiente antigüedad, capacitados en derechos humanos, tal como aseveraron los testigos y conforme el artículo 217 de la Constitución debían saber cuál era su función constitucional y legal, en lugar de proteger a la sociedad, hicieron caso omiso, cometiendo el delito y conformándose una asociación criminal entre el batallón y la brigada “Móvil 15”, a la cual se le agrega el “Búfalo uno” del Plan meteoro vial.
El Despacho considera que si bien se estableció la existencia del delito de concierto para delinquir, en acuerdo con el señor Fiscal, las intervinientes y algunos de los defensores, no así con la responsabilidad como coautores de los acusados. De un lado, ninguno de los testigos que concurrieron al juicio, los señaló como miembros de la organización y de otro, solamente quedó demostrada su participación en los hechos en los cuales fue ejecutado el señor Porras Bernal, independientemente de que, para llevar a buen puerto ese designio delictivo se cometieran plurales conductas punibles, lo cual demuestra, la existencia de un concurso de comportamientos ilícitos.

No se fijó en el proceso que los enjuiciados se hubieran concertado con la organización delincuencial de la cual hacían parte algunos miembros de la Sección de inteligencia del batallón y los que denominó la fiscalía “reclutadores”, con la finalidad de cometer delitos indeterminados. Diferente es, que sí se estableció en el proceso, como se verá más adelante, la coparticipación de los dos oficiales en los delitos de desaparición forzada y homicidio, pues en acuerdo criminal con esos sujetos desplegaron su actividad solicitándole el traslado de un joven para ser presentado como un éxito operacional, lo reciben, lo dan de baja y reportan el hecho, mientras que el acuerdo entre oficiales, suboficial y soldados fue para cometer el homicidio, es decir que el objetivo del acuerdo fue un hecho concreto.
De lo anterior se deriva que los oficiales acusados planearon con la organización delincuencial unos hechos en concreto, que materializarían varios delitos, pero de ello no se sigue, un acuerdo con permanencia en el tiempo, sino ocasional, para cometer una desaparición y un homicidio y los que conllevara a asegurar la impunidad de los mismos.
Ahora bien, el señor Fiscal deriva la permanencia en el tiempo del acuerdo entre la agrupación al margen de la ley y los enjuiciados, con el ánimo de cometer delitos, de los actos "posdelictuales", porque, luego de los hechos sucedidos del 12 de enero de 2008, de acuerdo con lo establecido en la causa, se determina que se siguió actuando por el contubernio delictivo, se continuaron elaboraron documentos para dar visos de legalidad a la actuación, por tanto, dice, fue necesario mantener ese acuerdo en el tiempo de forma indeterminada, ya que, en octubre de 2008, se producen documentos falsos con la finalidad de dar de visos de legalidad al suceso en el cual se produjo la desaparición y muerte del joven Porras Bernal.

El Despacho considera que el señor Fiscal no acierta al indicar que entre los acusados y la asociación de la cual se probó su materialidad, existía un acuerdo de voluntades con carácter permanente, con el propósito de lesionar intereses o bienes jurídicos indeterminados, porque tras la ocurrencia de los acontecimientos, el acuerdo se extendió hasta octubre de 2008, mes en que se crearon documentos con el objeto de legalizarlo, lo que demuestra, como lo resalta la señora representante del Ministerio Público, las actividades posdelictuales de Pérez Contreras, se dirigieron, como se verá más adelante, a elaborar o modificar documentos que soportaran la que se intentó mostrar como una operación militar legítima, en cuyo desarrollo se ejecutó a Fair Leonardo Porras Bernal, pero en modo alguno ello es indicativo de la convergencia de las voluntades de los procesados con el ánimo de permanencia en el tiempo para seguir cometiendo delitos indeterminados. 

De conformidad con lo fijado en el juicio, los oficiales procesados enterados de la existencia de la asociación criminal acuden a ella para que les provea un joven con el propósito conocido, por una sola vez. Sobre el particular el acusado Quijano Mariño cuando pregunta el representante del ente acusador, de si por el pelotón “Búfalo 1” que hacía parte de la compañía, bajo su mando, se había ocasionado otra baja, contestó que no, y la Fiscalía tampoco probó que los convocados a juicio hubieran desplegado más acciones delictivas con ellos, o su ánimo de permanencia en el tiempo para cometer delitos fuera de, se repite los que tenían que ver con su solicitud que materializó los delitos de desaparición forzada, homicidio, la falsedad ideológica, imputadas en la acusación y se mantuvo en el juicio, más otras presuntas falsedades que pudieron tener ocurrencia, con la elaboración de documentos, cuando se estaban desarrollando las investigaciones por la Fiscalía, la Procuraduría y el Ejército en el mes de octubre de 2008.
A lo anterior, debe agregarse que dentro del modo de operar de los complotados, estaba la “legalización de la baja”, como lo dijeron los suboficiales Muñoz Rodríguez y Conrado Eslava. Entonces, que Sandro Pérez interviniera malintencionadamente la documentación con la finalidad de dar visos de legalidad a la operación militar, solamente se constituía en uno de los compromisos de la organización subyacente al acuerdo de la búsqueda y entrega del joven, determinada de antemano en toda su especificidad para quienes demandaban sus servicios, con el fin de asegurar la impunidad por los hechos que involucraban a la organización y a los miembros de la Unidad solicitante. 
En conclusión al no haberse demostrado por la Fiscalía la disposición de los señores Mayor del Ejército, en retiro, Marco Wilson Quijano Mariño; teniente Diego Aldair Vargas Cortés; cabo segundo, Carlos Manuel González Alfonso y los soldados profesionales Richard Ramiro Contreras Aguilar, Ricardo García Corzo y Carlos Antonio Zapata Roldán, de trascender la sola comisión en un espacio y tiempo determinados, de varios y específicos hechos punibles, lo cual es indicativo de que estamos en presencia de una coautoría frente a un concurso de delitos, se impone absolverlos y así se declara.
3. EXISTENCIA DEL DELITO DE DESAPARICION FORZADA
3.1. Se demostró que el joven Fair Leonardo Porras, presentaba retardo mental moderado, con parte de su historia clínica (se trata de la prueba documental número 20), certificación expedida por el médico Mauricio Gómez Méndez (corresponde a la prueba documental 28) y el testimonio del galeno Gómez Méndez, en el cual bajo juramento refirió que, expidió certificado con pérdida de capacidad laboral, del 53% del joven debido a que presentaba esa discapacidad cognitiva.

Mauricio Gómez Méndez (declaró el 28 de noviembre de 2011, récord 00:09:00 a récord 1:33:30 de la pista 4), médico especialista en medicina física y derecho laboral, trabajó en el Seguro Social desde el 31 de julio de 1994 hasta septiembre de 2005. Para el año 2000 se desempeñaba en el centro “La Granja”, del Seguro Social como médico calificador de pérdida de capacidad laboral para beneficiarios del Seguro Social (récord 00:17:35 pista 4).

Explicó detalladamente que estableció la discapacidad sufrida por Fair Leonardo Porras, fundado en su historia clínica, la observación realizada sobre el paciente y valoraciones y exámenes complementarios, acorde con el Decreto 917 de 1999, regulador del asunto para el momento en que realizó la evaluación, en el cual se le da un puntaje a la persona de acuerdo a la ley, si era menor del 50%, entonces esa persona era apta, si era mayor del 50% se declaraba invalido (ahora discapacitado) .
Emitió el respectivo dictamen dirigido al jefe de afiliación y registro del Seguro Social, plasmado en el documento calendado el 17 de agosto de 2000, que constituye la prueba documental número 28 del proceso, cuyo contenido lee, 

“En atención a la solicitud de valoración de discapacidad relacionada con el caso del señor Porras Bernal Fair Leonardo con c.c. N° 80.721.070, beneficiario de Porras Robayo Carlos Faustino, con número de afiliación 19.197.181, me permito manifestarle que presenta, retardo mental moderado, lo cual le da una pérdida de capacidad laboral del cincuenta y tres por ciento (53%). Por lo tanto se califica como incapacitado permanente. Cordialmente, Dr. Mauricio E. Gómez Méndez, Medicina Laboral E.P.S., ”. Sobre la firma se observa sello con el mismo contenido (récord 00:19:20 pista 4).

Indagado sobre su concepto dijo no acordarse de haberlo rendido, pero explicó el galeno, que para poder emitirlo hubo de “tener en cuenta la historia clínica de la persona, (que) esa es la base para calificar”. Adicionalmente, señaló que para realizar la calificación, que es integral, requiere además de la historia clínica, pruebas complementarias realizadas por expertos como neurólogos, psiquiatras, ortopedistas, fisiatras, y valoraciones sicológicas; acotó, que también se acude a valoraciones imaginológicas como tacs o radiografías, electroencefalogramas etc., para así llegar al resultado (récord 00:20:50 pista 4). 

Dijo no acordarse específicamente del caso, pero que de su sello y firma en la certificación, determina la presencia del paciente enfrente suyo. 

En este caso, acotó, seguramente tuvo en cuenta la historia clínica y solicitó las pruebas que se requieren para el dictamen, además de que debió realizar una entrevista y el tac, porque así lo exige el protocolo. Precisó que no requiere saber de las actividades del individuo para rendir la calificación, ya que la misma no se basa en lo que haga el paciente, sino en las pruebas médicas. 

Agregó que la calificación de invalidez se debe hacer de forma integral, viendo al individuo como un todo, se califica integralmente el cuerpo del paciente, tanto su parte física como la intelectual y debe basarse en el Manual único para la calificación de la invalidez, el cual, es obligatorio seguir al momento de evaluar la capacidad laboral de un individuo.

En relación con la simulación, indicó que no hay lugar a la misma pues la calificación se hace con pruebas objetivas, paraclínicas y no subjetivas.

Se le exhibió la parte de la historia clínica que corresponde a la prueba documental 20 de la actuación, adosada por el investigador Richard Méndez García, correspondiente a la suministrada por la madre de Fair, porque dijo, que para obtenerla completa, elevó solicitud ante el Hospital San Rafael, sin que fuera posible, en razón a que no contaban con el archivo del año 1982. 
El galeno, resaltó como relevante de la historia clínica el síndrome convulsivo del paciente así como que padeció meningo-encefalitis y las secuelas de meningitis, aún cuando precisó que no ve exámenes complementarios en la misma.

Explicó que el síndrome convulsivo “es una enfermedad que se caracteriza por movimientos tonicoclónicos o sea, movimientos involuntarios y pérdida de la conciencia de forma súbita debido a lesiones cerebrales”, cuyas consecuencias son graves, pues cada vez que se convulsiona hay una descarga eléctrica en el cerebro acarreando una disminución del oxígeno en las células cerebrales, agravando el cuadro por hipoxia, la cual, si no se controla con medicamentos, puede acrecentar el daño cerebral, con el fin de mantener la estabilidad; mientras que el diagnóstico de las secuelas de meningitis, usualmente conlleva en los niños que la padecen retardo mental.

Esa parte de la historia clínica cobra importancia con la declaración del especialista, pues aunque incompleta, le permitió explicar a partir de los datos consignados en ella los problemas que aquejaban a Fair Leonardo, se trata de meningitis con sus consecuencias, lo cual, lo facultó para diagnosticarle retardo mental moderado y calificarlo laboralmente con una incapacidad del 53% como lo consignó en la certificación cuyo contenido está plasmado en un documento público, que aunado a las manifestaciones del profesional de la salud nos permite establecer en el proceso que efectivamente el joven Fair Leonardo Porras Bernal presentaba retardo mental moderado. 
En el caso que se juzga, contando con parte de la historia clínica, y su certificación, el doctor Gómez Méndez, en retrospectiva expuso de manera clara y precisa cómo llegó a la conclusión arribada como calificador de incapacidades del Seguro Social, siguiendo las reglas trazadas por el Decreto ya aludido.

Expuso que, observando la historia clínica de Fair, en forma integral, encontró que le permitía conceptuar conforme lo hizo, al contar con esos dos elementos básicos, de los cuales dedujo dos calificaciones, el síndrome convulsivo y la secuela de meningitis, los que generalmente ocasionan en los niños retardo mental. Precisó sobre la meningitis bacteriana que no se puede determinar si siempre produce o no un daño severo, ya que genera diferentes síntomas o patologías.

Explicó que el retardo mental se diagnostica con base en los peritajes de los neurólogos y siquiatras, solamente así se pudo establecer que es moderado; y las convulsiones. En este caso, explica, las calificaciones fueron, el retardo mental que seguramente se calificó con 20, mas las convulsiones, a las cuales se otorga otro puntaje de 20, y la suma combinada da una deficiencia, con un aproximado que puede ser de 30, para lo cual usaba un software con el que contaba la institución en el momento en que realiza el dictamen (récord 00:42:45 pista 4).
Sobre el alcance probatorio de la historia clínica, indicó la Corte Suprema de Justicia: “…La historia clínica no se confecciona con el objeto de servir como medio de prueba; no es propiamente una evidencia real, ni se elabora ex profeso para efectos demostrativos; de aquí que, en la práctica, no es la historia clínica misma la que aporta luces para que el juez dilucide los acontecimientos, sino que ese documento es ofrecido o dejado en manos de expertos, para que a través de la prueba pericial (practicada en el juicio oral) se ofrezcan las explicaciones requeridas para el entendimiento de un asunto complejo…”.

La asistente letrada de los soldados profesionales García Corzo, Contreras Aguilar y Zapata Roldán utilizó entrevista ofrecida por el testigo en el mes de diciembre de 2008 para cuestionar una de las respuestas allí suministradas. Reconocida por el deponente se le inquirió acerca de su contestación en relación con la característica del difícil control social de personas como Fair Leonardo. El médico aclara que dio un concepto general, no hablaba de esta persona en particular. Aclara que una persona con retardo mental moderado es de difícil control social, evidenciado en la baja facultad para obedecer órdenes, lo cual no implica que no obedezca, precisa que eso lo dice el manual. 

Igualmente, dijo el testigo que el síndrome convulsivo y la meningitis bacteriana puede generar deficiencia en el movimiento de extremidades, las cuales pueden mejorar con terapias; y observando la historia clínica de Fair Leonardo Porras, señala que se determina la existencia de ligera rigidez de la nuca, hipotonía de miembros superiores, o sea, lesiones de extremidades, las cuales, explica, pueden desaparecer o permanecer a lo largo de la vida, dependiendo de la severidad de la lesión, que puede comprometer el cerebro y algunas actividades físicas del paciente y también del tratamiento que reciba. 

Sobre las personas con retardo mental moderado, adveró, tienen dificultades en el aprendizaje de lectura y escritura, así como para realizar ejercicios matemáticos, restricción de integración social, no se pueden autodeterminar, pues necesitan de terceros para poder tomar decisiones y no pueden hacer proyecto de vida. Así lo acotó: “…una persona con la discapacidad descrita, se anota que depende de terceros, las decisiones que toma la persona están sujetas a la responsabilidad de terceros. De acuerdo al Decreto, las personas con retardo mental moderado no pueden hacer planes de vida, no pueden tener asociaciones…”. Agregó que el retardo mental moderado no es curable (récord 00:22:35 y récord 00:30:05 pista 4).

Analizado el testimonio del profesional, se concluye que resulta eficaz para demostrar la discapacidad cognitiva de la víctima.
 Igualmente, resulta ajustado a las reglas de la lógica que observada la certificación que se le exhibió, expedida por él, la cual registra su firma y sello, según lo reconoce, y la porción de la historia clínica, reconstruya los pasos que con rigor debió seguir para llegar a la conclusión que plasmó en la certificación laboral.

Así, se observa que el profesional en medicina, siguió los protocolos establecidos en el Decreto 917 de 1999 en el cual se basó, estudió la historia clínica del calificado, ordenó y tuvo en cuenta las opiniones de profesionales como psiquiatras, neurólogos y fisiatras, junto con los exámenes correspondiente como tacs, radiografías, electroencefalogramas, y en fin, todos las pruebas necesarias para concluir que padecía retardo mental moderado. 

El Despacho coincide con el representante de la Fiscalía en que el médico se mostró seguro en sus respuestas, además de que siguió los protocolos establecidos en la normatividad en vigor para la época en que se produce la calificación, de lo cual pudo determinar el retardo mental moderado del joven Porras Bernal. Su valoración reviste total veracidad pues se trata de un profesional de la medicina, versado en el tema. Adviértase que durante 11 años ejerció la actividad como calificador de incapacidades laborales del Seguro Social.

Fuera de lo anterior porque la calificación no se produjo como consecuencia de la sola observación de Fair Leonardo Porras, sino que fue integral de acuerdo con la reglamentación, en la cual se basó, concretamente en la contemplada en el Decreto 917 de 1999, vigente para la época en que se produce la calificación, fundamentándose en exámenes y valoraciones practicadas por especialistas, como ya se anotó.

Es intrascendente que el profesional de la salud no recuerde el nombre del paciente o el caso específico, resulta razonable, pero su proceso de rememoración en este caso no produce efectos adversos a lo que se pretende fijar en el proceso. Nótese, que de acuerdo con las explicaciones proporcionadas, lo fundamental era contar con los documentos, en este caso la propia certificación que expidió y parte de la historia clínica de Fair Leonardo, de cuyo estudio retrospectivo deduce cómo llegó a las conclusiones que plasmó en la certificación expedida, recordando también que se satisficieron las exigencias del Decreto aplicado. 

De otro lado, el retardo mental moderado igualmente se estableció con la historia clínica y exámenes especializados que de otra forma no hubiesen conducido al galeno a esa conclusión. Obsérvese que en la revisión del fragmento de la historia por parte del doctor Gómez Méndez, halló los dos elementos que le sirvieron de fundamento a la conclusión en la calificación, cuales son la meningitis y las convulsiones padecidas por Fair Leonardo, de la primera de las cuales, se estableció, causó el retardo mental moderado.

Luego no son de recibo los cuestionamientos presentados por los defensores de los procesados acerca de que las respuestas del doctor Gómez fueron vagas y sin soporte científico, así como carentes de los exámenes clínicos y ayudas diagnósticas exigidas por la ley, porque el galeno explicó que no observaba en la historia clínica todas las valoraciones que debió tener en cuenta, según los protocolos establecidos en el Decreto 917 de 1999, pero que tuvo que contar con ellas para emitir su calificación. 

No tiene entonces cabida la crítica de la defensora del mayor Quijano de que se pretendió probar la condición mental de Fair a través de “certificación de 5 renglones”, pues el médico, no solamente se apoyó en ese documento, sino además, en la historia clínica y en el Decreto 917 de 1999, con el propósito, a través de un análisis retrospectivo, de expresar cómo llegó a la conclusión que plasmó en la certificación. 

Tampoco resultan admisibles los reparos que se hacen, desde la defensa, a la conclusión, con fundamento en que el médico Barbosa Castillo (declaró el 25 de enro de 2012), asesor en medicina de las investigaciones en la Procuraduría General de la Nación indicó en su informe que, a partir de la historia clínica resultaba imposible determinar que para su adultez la víctima aún tuviera la condición de retardo mental moderado. 

Al galeno le fue exhibida una asesoría del 26 de febrero de 2010, la cual reconoce como aquella que elaboró, dentro del proceso disciplinario en contra de Diego Aldair Vargas Cortes y otros (prueba documental anexa al testimonio), en el cual realizó estudio de la historia clínica del señor Fair Leonardo Porras Bernal. 

(1:43:20 – 1:55:40 pista 3) Dijo que en la historia clínica analizada, no se hace mención de retardo mental para el año 91, época en la cual Fair Leonardo tenía 9 años, indica que se menciona edad escolar si la persona está estudiando, pero no puede asegurar nada en ese aspecto; añadió que en los documentos revisados no se observa estrictamente un análisis de pediatría, sicología o siquiatría, solamente recomendaciones pero no observó estudios de estas áreas; acotó que sobre los años posteriores al año 1991 no se tiene información.

Del análisis realizado, sobre las condiciones de salud de Fair Leonardo (página 23), hasta el año 91, a los 3 meses de edad, presentó síndrome de meningoencefalitis tratada, se puede decir que del año 82 al 91 presentó mejoría con un tratamiento, controlado con medicamento, según se infiere del análisis.

Para el 91 el paciente presentaba disminución muscular derecha y atrofia frontal focal izquierda con aumento de reflejos de estiramiento muscular con probable marcha atáxica que podía deberse al efecto farmacológico; en la página 9 del informe, en ese año 91 presentó cuadro de intoxicación aguda o síndrome convulsivo por carbamazepina, controlado por consulta externa, observándose atrofia focal izquierda, aun así con normalidad sicomotriz, con desarrollo sicomotor adecuado, desarrollo casi normal para su edad.

(1:55:50 – 1:59:40 pista 3) Explicó que en todas las personas con meningoencefalitis bacteriana es distinta la evolución, depende de la edad, la oportunidad y adecuación del tratamiento, asimismo por el control y terapia, en ese sentido no hay una norma o patrón definido, en la práctica se encuentran personas con déficits leves y otros con mayor, en cerebros jóvenes puede que desarrolle áreas de suplencia y remplace las zonas afectadas, eso en un porcentaje y por ende no queden secuelas, en este caso se afectó la zona izquierda del cerebro que afectaba la motricidad del paciente con disminución de fuerza al lado derecho, por afectación frontal focal izquierda, más allá de eso no se puede asegurar nada en ningún sentido.

(2:00:00 -2:04:20 pista 3) Sobre el porcentaje del área afectada en el aspecto motor, se desconoce, se estaría hablando de algo probable en el sentido matemático, pues el análisis se hace a título particular en cada caso; acotó que sin historia clínica desde el año 91 caería en la especulación, porque no observa ningún estudio sicológico, siquiátrico, o neurológico. (00:52:30 – 00:55:00 pista 4) Indicó que en la historia clínica el radiólogo dijo que había atrofia pero es difícil de precisar de qué magnitud fue.

(2:05:00 pista 3 – 4:35 pista 4) Señaló que la atrofia focal central izquierda tiene como consecuencia la disminución del tejido cortical de esa zona, que acorde al análisis clínico, puede generar un foco epiléptico, las convulsiones, aunque la mención del tac es de la conclusión y no del detalle; la atrofia focal frontal izquierda, afectó el hemicuerpo derecho, ya que la parte izquierda del cerebro dirige la parte motora de la contraparte, por cruce de las vías piramidales, conllevando la afectación del área motora derecha, lo que hace que la persona se puede volver zurda. Indica que la historia clínica no dice nada al respecto, pero ante la ausencia de una zona motora, es probable que se desarrolle mas habilidad del lado contrario, en este caso del hemicuerpo izquierdo.
Al profesional de la salud se le exhibió la prueba 28, que corresponde a la certificación expedida por el doctor Mauricio Gómez, de la cual indica que sin la historia clínica no puede avalar el concepto de ese médico. En relación con la evolución del paciente, indica, que en cada caso es distinto, dependiendo de la cantidad de factores, por eso la práctica médica es de medios, más no de resultados. Por eso dice, determinar el retardo mental sería especular, necesitaría tener en mayor detalle el tac del 91 por que todo lo que el concluyera sin exámenes sería hipotético. Ignora si el paciente pudo tener el tratamiento adecuado y, por tanto, mejoría (00:5:15 – 00:10:10 pista 4). 
Como se observa, el concepto del doctor Barbosa Castillo, en el marco de las averiguaciones disciplinarias adelantadas en la Procuraduría en contra de los acusados, se basó en el estudio de la historia clínica del señor Porras Bernal, la cual se allegó a la actuación como prueba documental 20. El galeno explicó que como la historia es incompleta pues solamente va hasta el año 91, no puede emitir una conclusión acerca del estado neurológico así como de salud en general del paciente con posterioridad. Tampoco se pronunció en relación con la certificación laboral que se le expuso. Con todo rigor científico explicó que si lo hiciera estaría especulando, pues de acuerdo con el contenido de la historia clínica, no se puede establecer lo ocurrido a raíz de la minigitis bacteriana sufrida por Fair Leonardo, ya que si bien hubo mejoría en la infección, su evolución depende de muchos factores, tales como el individuo que la padece, el tratamiento adecuado y oportuno, terapias, etc., sin que se pueda asegurar que se recuperó o no.
La conclusión del doctor Barbosa Castillo es la que corresponde a un estudio científico, pues coincide con el médico Gómez Méndez en que con esa parte de la historia clínica no se podía llegar a la conclusión a la que arribó este último. No se pase por alto que, el doctor Gómez dijo que para emitir el concepto mediante el cual le otorga una incapacidad laboral del 53% a Fair Leonardo Porras Bernal, por padecimiento de retardo moderado, lo hizo con base no solamente en la fracción de historia clínica que se le exhibió en el interrogatorio, sino que debió contar con los exámenes, y fundamentado en el pluricitado Decreto 917, a los cuales ya se aludió.

Por la defensa se trajo al doctor Máximo Alberto Duque Piedrahita, (declaró en sesión del 19 de enero de 2012) (inicio récord 00:27:00 pista 3), médico cirujano egresado de la Universidad CES de Medellín, especialista en medicina Forense y Antropología Forense y otros estudios de profundización. Dijo haber estudiado algunos apartes de la historia clínica de Fair Leonardo Porras Bernal, la misma introducida en el juicio. Explicó que, cuando en ella se hace mención a la atrofia focal izquierda, se refieire a perdida de volumen, de masa, eso lo extrae de la información del TAC, el lóbulo frontal del cerebro tiene funciones motoras y mentales importantes, particularmente en algunos aspectos del comportamiento del aprendizaje de la interpretación visual; la dislalia es una deficiencia en la pronunciación de la palabra, del lenguaje. También tuvo el concepto del médico Barbosa Castillo, explicó que pese a las deficiencias anotadas, no se puede establecer por falta de información si el paciente tuvo mejoría, que se presenta como una posibilidad, porque no siempre quienes sufren meningitis bacteriana, quedan con secuelas, también indicó que en la historia clínica no reposaban los estudios recomendados con los cuales se podría determinar el verdadero estado de ese paciente (récord 00:23:55 a récord 00:37:00 pista 5).

Agregó que el retardo mental leve de Fair Leonardo, mencionado en su informe, lo extrae del documento del seguro social que lo anunciaba; acotó que el retardo mental moderado es más grave. Luego de conocer el certificado del seguro social (prueba 28), el testigo manifiesta que no es el mismo documento que tuvo en cuenta en su informe, el cual indica otra cosa, por tanto su concepto varía, ya que en el documento se indica otra cosa, que se trata de una incapacidad permanente.

Explicó que desde el punto de vista laboral la incapacidad también se clasifica de acuerdo a la actividad de la persona, si realiza oficios varios, o es mensajero tiene que tener ciertas habilidades para cumplir su trabajo, lo que indica aquí es que tiene una pérdida de capacidad laboral del 53%, la cual es importante, además de que significa que esa persona tiene derecho a seguridad laboral, para los términos que indica el ISS, esta persona puede seguir siendo beneficiario de la persona que lo afilia (récord 00:37:30 a récord 00:46:30 pista 5). 

Los defensores expresaron que Máximo Duque y Barbosa Castillo emitieron un concepto con base en la misma historia clínica, en la cual no aparecen los estudios psicológicos sugeridos, y que ellos afirmaron que una meningitis bacteriana bien cuidada no deja secuelas, por lo tanto, resultaba probable que hubiese evolucionado, en razón a que otras partes del cerebro asumen la tarea de la que sufrió la atrofia, en la historia no aparece el diagnostico del retardo mental y la última fecha de que se tiene noticia en la historia clínica, en el año 1991, es cuando Fair estaba en edad escolar, a los 9 años. Además allí se dijo que el desarrollo psicomotor se reportó como normal. 

Pues bien, como lo anotan algunos de los sujetos procesales, esos profesionales, ubicaron dentro del ámbito de la probabilidad que una persona que padece meningitis bacteriana, pueda recuperarse atendiendo de las condiciones del individuo y el tratamiento que reciba, lo cual tampoco descartó el médico Gómez Méndez, quien indicó que las lesiones producidas podían desaparecer dependiendo de la severidad y el tratamiento. Pero en el caso del señor Porras Bernal, su conclusión fue que la meningitis bacteriana le produjo el retardo mental moderado diagnosticado, afección que precisó el galeno, no tiene el carácter de superable.

De la misma manera no se presentan atendibles los razonamientos acerca de las probabilidades de una evolución satisfactoria, frente a atrofias como la presentada por el joven Porras Bernal, indicadas por el perito de la defensa, doctor Máximo Duque, porque aquí quien estableció su incapacidad laboral con base en pruebas médicas y paramédicas realizadas por expertos, indica que para el caso, el sujeto estudiado, no podía sobreponerse a las secuelas producidas, tornándose, por tanto, insuperable el retardo.

Ahora, en lo que tiene que ver con la intensidad del retardo mental, en su informe, el médico Máximo Duque afirma que el padecido por Fair Leonardo, es leve (pág. 16), indicando que esa información la extrae del documento del seguro social, pero cuando declara en el juicio, al exhibírsele la certificación adosada al proceso, correspondiente a la prueba 28, indica que el retardo mental moderado es más grave y que ese certificado no es el mismo documento que tuvo en cuenta en su concepto, además de que indica en forma inadecuada que por el retardo mental padecido no podía descartarse que realizara acciones al margen de la ley porque esa discapacidad no impide que la persona lleve a cabo acciones delictivas, apreciaciones que no son de recibo por que él mismo admite que hubo un error y con esas conclusiones, trata de arrogarse el papel de juzgador, que no le corresponde. 
Tampoco resulta admisible la crítica de la apoderada del señor mayor en retiro Quijano Mariño, quien cuestiona que la certificación no se hubiese realizado como indica el Decreto sino el mismo día en que la señora Luz Marina lleva a Fair con esa finalidad, lo cual implicaría un fraude para que él se beneficiara de los servicios de salud. 

Sobre el particular se debe precisar que el Despacho no avizora interés particular por parte del profesional de la salud en el asunto objeto de debate, y si bien la señora Luz Marina Bernal, en relación con la valoración de su hijo que finalmente condujo a la expedición de la certificación, expuso en juicio “…lo mandaron para un seguro social que quedaba como en El Tenar, algo así, y un doctor me valoró a Leonardo y la valoración fue del 53 % permanente (…) el doctor no me dejó entrar, él simplemente dijo solamente él entra, y no sé qué clase de exámenes haya practicado con él, y se supone que él ya había estudiado la historia clínica de mi hijo…” (récord 1:24:35 audio del 2 de febrero de 2012), de la afirmación realizada por la deponente, no se puede colegir, como lo hace la defensora, que solamente con la entrevista de Fair Leonardo, el médico emitió la certificación de incapacidad laboral. Esa respuesta no tiene el alcance otorgado por la abogada. A la señora Luz Marina no se le preguntó si había llevado a su hijo Fair Leonardo con antelación y si había sido objeto de exámenes con otros especialistas; no se ahondo frente al mismo, pero si se tiene en cuenta que la declarante dijo que el profesional ya había estudiado la historia clínica de su hijo sí se puede suponer que previamente contaba con ella.

Aunado a lo anterior, si nos atenemos al testimonio del experto, él debió fundamentar su calificación en la historia clínica y los exámenes de los especialistas ya indicados, lo cual nos permite inferir razonablemente que para esa fecha a la cual se refiere la señora Luz Marina Bernal solamente quedaba pendiente la entrevista a Fair Leonardo.

De la misma manera, no encuentra eco el planteamiento del señor defensor del procesado Vargas Cortés referido a que la meningitis debió descubrirse mediante la necropsia por provenir de una infección bacteriana, de acuerdo con lo analizado por el doctor Máximo Duque, pues su afirmación es de que se hubiese podido, más no de que siempre se detecta, y de todas formas, quedó fijada en el proceso con el testimonio que viene de analizarse, y parte de la historia clínica del señor Porras Bernal, lo cual es de recibo atendiendo al principio de libertad probatoria previsto en el artículo 373 de la Ley 906 de 2004.
Sobre el tema la Corte Suprema de justicia, sala de Casación Penal, en decisión dentro del radicado 31.103 del 27 de marzo de 2009, señaló, “… en ciertos eventos resulta más contundente o efectivo determinado medio, dada su capacidad suasoria. Pero, se repite, de allí no se sigue que ese sea el único recurso legal para demostrar el hecho, o que, allegados otros medios pertinentes y conducentes, ellos no sean suficientes por si mismos para producir el efecto de convicción buscado por la parte…”, y más adelante señala: “…Y, de la misma manera, la libertad probatoria también está referida respecto al funcionario judicial, en tanto en que puede formar su convencimiento con cualquier medio de convicción, solo limitado por la Constitución y la ley, por supuesto, por las reglas que informan la sana crítica…”.

A más de lo anterior, el retardo mental moderado del señor Porras Bernal, se estableció en el proceso con las atestaciones del investigador Carlos Mario Marulanda Albarracín, su madre Luz Marina Bernal, su vecino Luis Ángel Osma Pinzón, Pedro Gámez y Alexander Carretero Díaz, los tres últimos, aún cuando no sabían a ciencia cierta cuál era su discapacidad sí lo percibían como una persona “distinta”, “especial” “rara”. 

Carlos Mario Marulanda Albarracín (récord 00:02:11 a récord 00:38:03 pista 2 sesión audiencia 23 noviembre 2011), en su condición de investigador criminalístico del C.T.I., durante 10 años, con formación en actividades de policía judicial, desarrolló labores de campo y de verificación e información, conforme el Manual de Policía Judicial, que en el Capítulo II, apartado 2.2.1. autoriza a quienes ejercen funciones permanentes de policía judicial, “realizar en forma continua actuaciones de apoyo a la investigación penal” (resaltado del Despacho).

En relación con el caso que nos ocupa, señaló que en el año 2008 realizó labores de verificación en los “casos de Soacha”, consistentes en entrevistas a varios familiares de los jóvenes desaparecidos en ese municipio, estableciendo que siendo residentes allí, aparecieron muertos en Norte de Santander (récord 00:06:06 a récord 00:08:29 pista 2 sesión audiencia noviembre 23 de 2011).
Refirió haber entrevistado a las madres de esos muchachos, entre ellas a Luz Marina Bernal, progenitora de Fair Leonardo Porras Bernal, quien le manifestó que éste estaba trabajando con un señor, cuyo nombre no recordó, que no tenía un empleo fijo, sino que le colaboraba a la gente, manifestaciones que corroboró con los vecinos del sector, quienes además le indicaron que Fair era una persona con algún retraso mental (récord 00:08:47 a récord 00:13:24 pista 2 sesión audiencia noviembre 23 2011).
Preciso que sus labores de verificación se limitaron en entrevistar a otros residentes de Soacha; determinó que las madres se conocían entre sí; se le exhibió el informe de investigador de campo, suscrito por él, del cual leyó textualmente un aparte del numeral 8, correspondiente a la entrevista tomada a la señora Luz Marina Bernal Porras, así: “...tuvo como celular el número 3143240382 el cual portaba cuando desapareció, el cual llamó en marzo y le contestó un costeño y dijo que “el gringo” le había vendido el teléfono, sólo estuvo en la estación de compartir por papeles una vez, mantenía con el señor Ernesto y el señor Luis, esposo de la paisa, no consumía sustancia alguna diferente al cigarrillo, y ayudó a hacer el parque y reparchar carreteras...” (récord 00:25:44 a récord 00:32:13 pista 2).
El delegado fiscal, con la intención de contextualizar al testigo utilizó el informe exhibido por uno de los defensores, luego de lo cual procedió a dar lectura integral al numeral 8º de su informe y que alude a la entrevista hecha a la señora Luz Marina Bernal Porras el 28 de noviembre de 2008 quedando establecido que la entrevista se corresponde con lo declarado en el juicio. (récord 00:33:46 a récord 00:37:10 pista 2).
Con el anterior testimonio, que se presenta confiable, se constata, a raíz de las labores de verificación del investigador que los vecinos de Fair Leonardo, lo percibían como una persona con retardo mental. 
Así mismo, la señora Luz Marina Bernal, madre del joven Bernal Porras, en relación con la discapacidad cognoscitiva, de su hijo (1:18:40 pista 1 de la sesión del 2 de febrero de 2011) relató que cuando estaba embarazada de Fair tuvo un accidente, sin consecuencias funestas para el bebé. Agregó que su hijo nació prematuro, a los 3 meses presentó fiebre y convulsiones, siendo hospitalizado en la Clínica “San Rafael”, donde le diagnosticaron meningitis, y le dijeron que padecería un retardo, lo llevó a Villavicencio en donde le iniciaron tratamiento de terapia ocupacional, logrando que caminara; lo afilió al Seguro Social y a la Liga Contra la Epilepsia, cuando tenía 6 años, edad a la cual llegó a vivir, junto con su familia a Soacha Compartir, acotó que como notaba la dificultad de aprendizaje de Fair se lo comunicó al pediatra, quien le sugirió que lo matriculara en colegios normales, pero pese a que lo tuvo en colegios como la fundación “Amor”, en el tiempo que estuvo estudiando no asimiló nada.
También comentó que la movilidad de su hijo se restringió a raíz de la meningitis, le afectó la mano derecha y al correr arrastraba el cuerpo, pero físicamente se veía bien, el doctor de Villavicencio le dijo que sin importar la edad, su memoria y mente serían de una persona de 8 años. Con el tiempo recuperó la movilidad y se acostumbró a usar la mano izquierda, que su especial estado lo limitaba en sus actividades, su entendimiento de las cosas y de su entorno social (récord 00:17:40 pista 1).
El Despacho considera atendible lo relatado por la señora Luz Marina Bernal, pese a que es la madre de la víctima, sus aserciones son coherentes e hiladas, se limita a indicar que su hijo, de niño sufrió meningitis la cual lo afectó, provocando una desmejora en su desarrollo físico y mental, en concordancia con lo manifestado por el doctor Mauricio Gómez. Y que pese a que mediante terapias se recuperó notablemente en lo físico, persistió su afección en lo mental.
Luis Ángel Osma Pinzón, con escolaridad, segundo de primaria, residente en el barrio San Nicolás de Soacha, en el año 2008, por tanto, vecino de Fair Leonardo, frecuentaba la tienda “La Paisa”, en donde, dijo, Fair ayudaba a la dueña con los mandados y lo llamaba “El Ringo”. Frente a su comportamiento, indicó que “era todo especial”, lo veía reírse solo, hacia cosas diferentes a las de una persona normal, no solamente porque la “paisita” se lo contaba, sino porque él lo veía “como enfermito de la mente” porque físicamente lo veía bien.

Precisó: “…enfermedades así que uno lo vea que le haga falta una mano o una pierna, no, nada de eso, yo lo vi que él era como ido de la mente…” (16:30, pista 7 del 23 de noviembre de 2011), aclarando que su condición no le impedía trabajar en construcción, ramo en el que lo conoció desempeñándose como ayudante.

Sin mayores elucubraciones, la atestación es fidedigna, no se observa interés del declarante en faltar a la verdad, pues solamente se circunscribió a lo que pudo apreciar respecto al comportamiento y las labores realizadas por el señor Porras Bernal como ayudante en la tienda de la “paisa” y en construcción, además explicó con sus palabras y dada su escolaridad, la discapacidad cognoscitiva al afirmar que era “como ido de la mente”, y al expresar que lo veía bien físicamente pero en su forma de actuar se mostraba diferente a los demás, se reía solo y hacía cosas distintas a las de una persona normal.

De la misma manera, el señor Carretero Díaz, quien también tuvo contacto con Fair Leonardo, cuando lo describió se refirió a él “como enfermo”, raro, callado, acotó que “no lo veía normal”.
 Sobre el mismo aspecto, Pedro Antonio Gámez, cuando se refirió al señor Porras Bernal, dijo que en la cara no se notaba lo especial, pero tenía su retardo. 
Del análisis en conjunto de los medios de convicción analizados, esto es, los testimonios del médico experto Gómez Méndez, de la madre de Fair Leonardo Porras Bernal, parte de su historia clínica, la certificación donde se establece la incapacidad laboral y su fundamento, las tareas desplegadas por el investigador Marulanda Albarracín, y las atestaciones de quienes tuvieron trato con él, se establece que el señor Porras Bernal padecía una discapacidad cognitiva, que de acuerdo con el experto, se trata de retardo mental, clasificado como moderado. 
De la misma manera, queda demostrado, que consecuencia del retardo mental moderado de Fair Leonardo Porras Bernal, es su dependencia de terceros para tomar decisiones, así como lo restringido de su integración social y dificultad para realizar ejercicios matemáticos, en acuerdo con el señor Fiscal, la representante judicial de las víctimas y la delegada de la procuraduría, lo cual no indica como lo han querido hacer ver los señores defensores que no pudiera desarrollar actividades que no fueran complejas, pues los mismos deponentes traídos a colación refieren que desempeñaba labores elementales, de ayudantía en construcción, realizando mandados, colaborando en tareas como recoger botellas, limpiar mesas, voceando, etc..,. 

Señala la abogada del Mayor que María Erley Pineda, cuya declaración se presenta más adelante, dijo que lo veía como una persona normal, sobre el particular se debe tener en cuenta que ella afirmó que lo “veía”, y si nos atenemos a las manifestaciones del doctor Gómez Méndez, la discapacidad es cognoscitiva y no física, además no se pase por alto que su madre indico que él se veía normal, su apariencia física no lo hacía diferente de los demás, aspecto sobre el cual no se profundizó con la testigo.

Con la finalidad de desvirtuar la discapacidad del joven Porras Bernal y demostrar que fue declarado apto e incorporado al ejército la defensa allegó la atestación del Mayor Edinson Wilmar Manchego Orozco (Tomado en sesión de audiencia del 11 de enero de 2012 del récord 00:03:47 pista 1 al récord 00:23:25 pista 2), quien ilustró el procedimiento de incorporación de Fair Leonardo, en el cual resultó apto y mediante dirección fue reconocido como soldado del ejército nacional, lo cual en parecer de la defensa, confirmó su madre, cuando indicó que fue reclutado y según la abogada del mayor, en dos oportunidades, lo que demuestra un interés soterrado en describir a su hijo con deficiencia mental. En relación con los exámenes de que tuvo que ser objeto, dijo el defensor del señor Vargas Cortés, que los profesionales que hacen los exámenes son idóneos y responsables, resalta que en ese proceso no quedó constancia de retardo mental ni de que sus familiares hubieran hecho presencia para justificar su incapacidad.

Pues bien, el testigo, militar activo del ejército nacional en el grado de mayor, con antigüedad en el ejército 18 años y medio, indicó que para junio de 2010 se desempeñaba como comandante del distrito militar N° 47 con sede en Cajicá, cuya función básica era incorporar personal para prestar servicio militar y definir la situación militar a los ciudadanos (récord 00:06:58 a récord 00:07:28 pista 1 sesión audiencia 11 enero 2012).
Manifestó que respondió una petición del 14 de abril de 2010 a la señora Gloria Amparo Silva, respecto de la situación militar de Fair Leonardo Porras Bernal, que corresponde al que se le exhibe (evidencia 8.4.2), y reconoce el testigo.
Leyó el documento por él emitido el 29 de junio de 2010, el cual ingresó al juicio como la prueba N° 101 con un anexo, explicó a la audiencia la situación militar de Fair Leonardo Porras Bernal, con base en la Ley 48 de 1993, y lo por él consultado en la Jefatura de Desarrollo Humano del Ejército Nacional, sección donde se expidió una constancia escrita, suscrita por el mayor Marco Fernando Garzón Gamboa, jefe de atención al usuario, en la cual se lee: Descripción: Soldado Regular. Por no figurar en el acta de Incorporación. Fecha inicia: 2003/07/10. Fecha termina: 2003/07/11. Días: 1. En la cual se apoyó para dar respuesta al requerimiento que se le hizo por parte de la apoderada de las víctimas.

Indicó el testigo que previo a la incorporación se dio el requisito de la inscripción, en el caso de Fair, fue el 17 de enero de 2000, luego de lo cual se surtió la concentración, a Fair lo citaron para el 8 de julio de 2003, y posterior la incorporación, la cual según el Sistema de Información de Reclutamiento, indica que fue puesto a disposición del Batallón de Servicios para el Combate N° 13 “General Tisquesusa”. Agregó que fue retirado en el grado de soldado regular por no figurar en el acta de incorporación suscrita por el Comandante del Distrito Militar N° 47 que se pasa al Comandante del batallón de Servicios para el Combate N° 13 “General Tisquesusa”.

Sobre la respuesta, reveló que la jefatura de reclutamiento por intermedio de los distritos hace el proceso de inscripción de las personas que aún no han ingresado a prestar su servicio militar obligatorio, mientras que estar incorporado quiere decir que ya se realizó ese proceso, fue incorporado a prestar servicio militar, asignándole una unidad específica (récord 00:07:50 a récord 00:29:07 pista 1 sesión audiencia 11 enero 2012).

Explicó que para el caso de Fair Leonardo Porras, de acuerdo al contenido de la constancia de tiempo de servicio, fue incorporado por un día (récord 00:29:10 a récord 00:29:29 pista 1 sesión audiencia 11 enero 2012).

El proceso, acotó, acorde con la Ley 48 de 1993, consiste en que el ciudadano que va a definir su situación militar supera un examen de aptitud psicofísica que consta de tres partes: Una médica, otra psicológica y la última odontológica, debiendo resultar apto, para prestar su servicio en una Unidad militar (récord 00:29:34 a récord 00:30:16 pista 1 sesión audiencia 11 enero 2012). 

Precisó que como muchos cumplen el proceso, son aptos, pero no todos no figuran en el acta de incorporación, porque algunos son ubicados por el batallón y otros por el distrito, siendo estos últimas los que ingresan al sistema. 
Acotó que cuando son incorporadas las personas, si resultan muchas aptas y la Unidad no tienen disponibilidad, juega el criterio del comandante, quien escoge un número y los restantes son devueltos al distrito o se les dice que se acerquen con su orden de buen trato, y su orden dado de baja, para definirle su situación militar. Precisa que ese paso no se llevó a cabo con Fair, esto es, como no figuró en concentración debió acercarse al distrito y llevar su boleta de desacuartelamiento, para que le hubieran definido la situación militar, cumplido lo cual, se desincorpora y en el sistema de reclutamiento habría quedado definida su situación militar (récord 00:30:32 a récord 00:33:11 pista 1 sesión audiencia 11 enero 2012).

Expuso que una persona discapacitada no tendría por qué figurar como incorporada pues previamente debe cumplir con el examen de aptitud psicofísica, pues si arroja un dictamen de no "apto", termina su proceso y la persona no es incorporada (récord 00:33:42 a récord 00:34:18 pista 1 sesión audiencia 11 enero 2012).
Señaló que en este caso, de acuerdo a la constancia, podía decir que pasó los tres requisitos, dado que fue incorporado, tuvo que haber pasado por el comité de aptitud psicofísica de la unidad. Explicó que la prueba psicológica que hace el Ejército forma parte de la de aptitud psicofísica (médico, psicólogo y odontólogo). Sobre el resultado de estas pruebas, expuso que habría que buscarlo en el batallón 13 “General Tisquesusa” en Bogotá, ya que para dar su respuesta se remitió a la información que arrojaba el sistema. (récord 00:34:20 a récord 00:35:44 pista 1 sesión audiencia 11 enero 2012).

Aclaró que con el ciudadano Fair no terminan el proceso, pues si a él lo dieron de baja, debieron haber notificado al distrito para poderlo desincorporar en el sistema de reclutamiento, lo cual no sucedió. Dice que el ciudadano no se presentó, razón por la cual todavía figura en ese sistema, incorporado desde esa fecha (récord 00:36:51 a récord 00:39:33 pista 1 sesión audiencia 11 enero 2012).

Interrogado acerca de si un discapacitado, es conducido a las unidades militares y esa situación se comprueba, esa era causal de desincorporación, contestó que en el momento en que se les hace el examen y se determina una incapacidad bien sea por el médico, ó el psicólogo, o el odontólogo, no se incorporan y termina su proceso. En este caso, Fair fue incorporado, definió situación militar, pero jamás fue hasta el distrito para que se materializara la libreta militar (récord 00:40:49 a récord 00:43:08 pista 1 sesión audiencia 11 enero 2012)
Reveló que en el proceso se realizan tres exámenes médicos, en tres fechas distintas: el primero en el momento de la inscripción, si la persona es apta, se inscribe y se le da una fecha de presentación para que vaya y preste su servicio militar, en esa fecha de citación que es cuando se ve aglomeración de jóvenes en los coliseos, se les hace un examen médico, psicológico y odontológico, si la persona es apta, es llevada a la unidad militar, y a los 45 días, se les hace un tercer examen médico, odontológico y psicológico, si durante esos 45 días el ciudadano presenta molestias de salud es dado de baja por tercer examen médico pero si esas molestias se presentan durante el proceso de instrucción que llevan (récord 00:43:32 a récord 00:45:32 pista 1 sesión audiencia 11 enero 2012).

En este caso, según la referencia de la constancia de tiempo de servicio, significa que él pasó por los tres exámenes, resultó apto y por criterio del comandante, fue devuelto por no estar en el acta de concentración (récord 00:47:14 a récord 00:47:51 pista 1 sesión audiencia 11 enero 2012).

Al preguntársele si Fair cumplió alguna labor como militar en ese día que estuvo incorporado, expuso que ellos el día de la incorporación y al siguiente, llenan documentos y están en el proceso de adaptación, pues la instrucción inicia 5 días después (récord 00:48:21 a récord 00:50:46 pista 1 sesión audiencia 11 enero 2012). 
Solicitadas algunas explicaciones contestó que: i) durante la práctica de los 3 exámenes, no se permite el ingreso de familia, ii) en el examen psicofísico, cada profesional formula las preguntas del caso; en el del psicólogo, se llena un test, del cual se extrae el resultado; la Ley 48 establece inhabilidades y exenciones, para no prestar el servicio militar, las primeras tienen que ver con no ser apto, y las segundas son las establecidas por la ley, hijos únicos, indígenas, personas a quienes se les murió el papá o hermano mientras prestaba servicio militar; luego de que los ciudadanos son incorporados, los familiares pueden allegar documentación médica o de otro carácter para demostrar la exención de ley; iii) cuando se incorporó Fair, no estaba en el distrito, por ello no puede decir si respecto de él se generó situación que permitiera avizorar en él un trastorno físico o mental; iv) a quienes están en el coliseo y tienen problemas médicos, se les aísla, y son los últimos examinados, v) acerca de los exámenes médicos de Fair, explicó que buscó en los archivos, pero no las encontró, por eso se remitió a la constancia de tiempo de servicio solicitada; vi) Para el caso de Fair, la fecha de inscripción es en el año 2000, y la citación para distrito fue el 8 de julio de 2003, según la constancia, y fue dado de alta, vii) en el caso de la inscripción los revisa el médico, el día de la concentración se les hace el estudio de aptitud psicofísica, para el caso de Fair, según la constancia se le hicieron en el 2003 ( récord 00:00:15 a récord 00:03:08 pista 2 sesión audiencia 11 enero 2012).
Explicó que a Fair no se le definió nunca su situación militar porque simplemente nunca les llevaron los documentos para poderlo incorporar o desincorporar (récord 00:03:26 a récord 00:08:09 pista 2 sesión audiencia 11 enero 2012).

A la señora agente del Ministerio Público le contestó que: i) los exámenes psicofísicos se realizan en coliseos, si es mucha gente; ii) los profesionales de la salud toman en cuenta las historias médicas de las personas, que les lleven. Sobre el examen médico dijo que se trata de una valoración general que dura 5 minutos, el ciudadano se desviste, el médico revisa, que estén completas sus extremidades, la lengua, los ojos, si tiene varicocele, y de ahí pasa al odontólogo con quien dura 5 minutos y el psicólogo es más demorado, ellos llenan un test, les hace una entrevista; en los dos exámenes médicos no se les practica pruebas con especialistas. (récord 00:12:41 a récord 00:21.03 pista 2).
De las aserciones del testigo no se extraen las conclusiones de los defensores, como pasa a verse:

Acerca de su explicación sobre lo que significa que Fair no figure en el acta de incorporación de ese Distrito Militar, y sí incorporado al batallón de Servicios para el combate N° 13 “General Tisquesusa”, por un (1) día, el Despacho considera que si bien se presenta razonable la explicación del testigo de que dada la cuota de jóvenes que requería el batallón, éste no quedó dentro de los seleccionados, también, de acuerdo con sus explicaciones estaríamos ante un sinnúmero de posibilidades en relación con lo acaecido para que Fair Leonardo fuese desvinculado a tan solo un día de haber sido incorporado por considerarse apto.

Una de ellas, la correspondiente a lo relatado por su progenitora, quien expresó que al conocerse la noticia de que había sido citado para ser incorporado al Ejército Nacional, se presentó su historia clínica, documento que daba cuenta de su estado de salud, razón por la cual, como también lo afirmó el deponente, se constituye en una de las causas para ser dado de baja, situación acorde con la discapacidad cognitiva de Fair, ya demostrada en el proceso, pues no debe perderse de vista que este joven, en apariencia, como lo dijeron personas que lo conocieron, a las cuales ya se aludió, era de contextura gruesa, alto.

Aunado a ello, del contexto en que se realiza el examen médico, en 5 minutos, y el sometimiento a un test psicológico en similares condiciones, como lo hace notar la apoderada de las víctimas, no se espera, de acuerdo con las reglas de la experiencia, y dada su precariedad, que siempre arroje resultados correctos. Son bastante limitadas las circunstancias para que un profesional de la salud pueda percibir en un ciudadano la discapacidad cognitiva que padece, un alto número de jóvenes y la carencia de la tranquilidad y comodidad de un consultorio con los equipos correspondientes.

Además téngase presente que la discapacidad de Fair Leonardo, sólo puede ser detectada a través de exámenes, diagnósticos imaginológicos y valoraciones más pormenorizadas, acorde con la exposición del galeno Gómez Méndez. 
Sobre el particular, la Ley 48 de 1993, citada por el deponente, contempla la posibilidad de precaver errores en el proceso de incorporación. Nótese que esa “aptitud” se determina en un primer examen, sin embargo , se prevé tres exámenes médicos dentro de un término (al respecto consúltense los artículos 15, 16, 17 y 18 Ley 48 de 1993), lo cual indica que el joven que se pretende incorporar al ejército cuenta con hasta 90 días para demostrar que no es apto (artículo 18 de la precitada Ley).

Por tanto, para el Despacho queda claro que el término “apto” para prestar el servicio militar, no derruye la constatación de la afección cognitiva que padecía la víctima, fuera de que con las expresiones de la señora Luz Marina Bernal, madre de Fair Leonardo Porras Bernal, se infiere que cuando ella presentó la historia clínica de su hijo, la incapacidad laboral que le dieron el ISS y la formula de los anticonvulsivos que tomaba en 1997 (sesión juicio 28 de noviembre de 2011, testimonio de Luz Marina Bernal, récord 00:29:58), pese a haber sido incorporado, su hijo fue desvinculado del ejército. Y, como también lo expuso la testigo bajo la gravedad del juramento, por ese motivo, a su hijo no le fue resuelta su situación militar, indicativo de que no se continúo con el proceso, independientemente de que no se haya cumplido con el paso siguiente, cuál era el de la desincorporación en el Distrito.

Tampoco en ese sentido son de recibo los planteamientos desde la defensa de que la incorporación de Fair Leonardo como soldado, es indicativa de que con el paso del tiempo habrían presentado una mejoría en relación con su discapacidad, pues como ya se estableció el médico Gómez Méndez explicó que el retardo mental moderado no es recuperable.

De otro lado, tal y como lo afirmaron el delegado fiscal y la apoderada de las víctimas, tampoco es posible afirmar que por el hecho de figurar en el sistema de información del ejército, que se incorporó como soldado regular por un día, ello signifique que prestó el servicio militar, y es que ni siquiera se puede aseverar que hubiese recibido una ligera instrucción castrense, pues recuérdese, igualmente que el mayor Manchego adujo que sólo 5 días después de su incorporación se empezaba con tal procedimiento.

Por estas mismas razones no se comparte las afirmaciones de la defensora de los soldados profesionales García Corzo y otros, respecto de que no había prestado el servicio militar debido a su retardo mental, sino porque fue descartado por el Distrito, pues como ya se vio la madre de Fair, sí puso en conocimiento de los militares los problemas de salud que padecía su hijo.

3.2. Del mismo modo, se estableció el arraigo de Fair Leonardo Porras Bernal en el municipio de Soacha y su desaparición.

El investigador criminalístico ya mencionado, Marulanda Albarracín, indicó que la madre de Fair, en entrevista le manifestó que su hijo residía en Soacha con su familia, no tenía un empleo fijo, sino que le colaboraba a la gente, mantenía con don Ernesto y Luis, esposo de la “paisa”, en la tienda la paisita, que ayudó a hacer el parque y a reparchar carreteras. (récord 00:25:44 a récord 00:32:13 pista 2 sesión audiencia 23 noviembre 2011).

Agregó que dentro de las labores de vecindario, tendientes a la corroboración de lo dicho por la madre, se enteró de que Fair no tenía vinculación laboral fija, y se dedicaba a oficios varios en Soacha, donde residía. Como se ve, de las labores de este investigador, en acuerdo con la apoderada de las víctimas y la señora representante de la sociedad, se fija el arraigo y personalidad de Fair Leonardo, sus condiciones de vida, el entorno familiar, social y laboral, en que se desenvolvía, las cuales no fueron refutadas por parte de los defensores de los acusados.
También la funcionaria María Hilda Camargo luego de realizar labores de vecindario verificó que Fair Leonardo Porras Bernal residía en ese municipio en el barrio “Compartir”, donde era conocido como “el gringo” dadas sus características físicas, piel blanca, ojos claros y cabello rubio, a quien sus vecinos describieron como una persona que a pesar de su contextura de adulto, tenía el comportamiento de un niño, le gustaba jugar con otros niños, era colaborador, servicial, permanecía en su casa mucho tiempo, jugaba cerca a su casa o sentado frente a la misma, hacía mandados, vendía galletas por el sector.
En el mismo sentido, el investigador Jorge Alexander Niño Morales (00:26:10 pista 3 sesión del 27 de diciembre de 2011), logró establecer en Soacha la existencia de “La fonda paisa” atendida por la esposa de Luis Espitia, lugar donde estableció la permanecía de Fair en horas de la tarde de lunes a lunes. Además de que él pasaba de la esquina de la casa a la esquina donde está el paradero de buses, añadió que los vecinos lo veían a él allá mañana, tarde y noche; asimismo informó que una vecina a la cual entrevistó le comunicó que Fair le ayudaba cuando llegaban de la finca, y otra más dijo que él les ayudaba en los mandados; mientras que otros residentes del sector expresaron que Fair andaba con Carretero y le ayudaba en la venta de empanadas, cargándole el canasto de icopor.
Como se ve, los funcionarios del C.T.I., en despliegue de labores pesquisitorias, ubicaron en Soacha los sitios frecuentados por Fair Leonardo, las cuales puestas en conocimiento de la judicatura, mediante sus atestaciones que resultan verosímiles y soportadas con los testimonios de los vecinos entrevistados que declararon en el juicio, además de eficaces para determinar el arraigo de la víctima en esa población cundinamarquesa. 
Esas actividades encuentran coincidencias con los resultados de las actividades del investigador de la defensa, señor Juan Miguel Angarita, quien señaló que en su labor de vecindario se enteró de manera general, lo que la gente percibía de Fair Leonardo Porras Bernal. Explicó que difícilmente era conocido por su nombre, la gente le decía “el Gringo”; en cuanto a su físico lo describieron como “mono”, acuerpado, le gustaba jugar fútbol en la cancha “la Isla”, participaba de campeonatos, lo veían trabajar en supermercados y depósitos de papá, como voceador en donde se ubicaban los buses, llevaba domicilios en cicla, vendía empanadas en el paradero de los buses y en “la Calle del Pecado”, lo trataban como una persona normal, tanto así que se podía relacionar con los demás, en el entendido que la gente sabía a qué se dedicaba; se hacía entender, tenía muy buena relación con los buseteros, con quienes compartía cerveza (récord 00:33:00 – 00:51:00 pista 2, sesión del 30 de enero de 2012).

Se dice que no concuerdan todos los resultados de las actividades de los investigadores de la Fiscalía con el de la defensa. Porque si bien algunas de las expresiones de este último fueron refrendadas por los testigos allegados por el acusador, otras no. Como eso del trato hacía él, o que se desempeñara como una persona normal, no cuentan con soporte dentro de la actuación. La afirmación de que Fair vendía empanadas como si fuera un acto propio, cuando el señor Niño Morales, dijo que le cargaba la caja de icopor a Carretero en la venta de empanadas lo cual encaja con la aseveración de Pedro Gámez sobre el particular. Tampoco encuentra respaldo en las pruebas practicadas que sus vecinos dijeran que tenía un desempeño normal, como lo hace notar la apoderada de las víctimas.

O en referencia a la entrevista con la profesora María Teresa Cuadros, la cual no se documentó, afirmando que Fair estuvo en el curso de nivel de destreza, era una capacitación para aprender a leer y escribir, lo recuerda como afectuoso con los compañeros, alegre, le indica que con el tiempo Fair fue mejorando, que sabía escribir su nombre y firmaba la asistencia, le comentó que en ocasiones faltaba a clases, que era normal que se ausentara 1 o 2 meses de Soacha.
En el juicio, la señora Luz Marina Bernal, cuya atestación ya fue objeto de análisis en relación con el arraigo y ocupación de Fair, indicó que su residencia se ubica en la calle 11 C sur número 12-44, manzana 57 del barrio “Compartir”, Soacha, que su hijo Fair Leonardo, vivía con ella en ese lugar desde los 6 años, le ayudaba a la comunidad a hacer los mandados, no tenía conocimiento del dinero, a veces trabajaba en construcción, lo ubicaban llamándolo al (teléfono) celular o al fijo o lo buscaban en la casa, pese a que lo engañaban pagándole con billetes falsos o no le pagaban, como lo hizo el esposo de la “paisa”, Luis Espitia, pero ella no le prohibía el trabajo porque lo veía contento.
Añadió que permanecía en la cuadra jugando con los niños y, cuando estaban arreglando el parque ayudaba a cargar el material, no aportaba económicamente a la casa; nunca se le conoció alguna relación sentimental, solamente lo veía agresivo cuando discutía con sus hermanos, no tenía vicios ya que debido a la droga anticonvulsiva que consumía no podía ingerir alcohol ni fumar, pero Luis Espitia, le daba cerveza aunque no la tomaba toda, le ayudaba a la “Paisita” en la tienda y ella le pedía que la acompañara y por eso llegaba a veces de 10 a 10:30 de la noche. 
María Erley Pineda, residente en la calle 11 C sur número 12-45, manzana 58, de Soacha, dijo que conoció desde pequeño a Fair Leonardo, porque vivía en frente de su casa, a quien, como se aludió en anterior acápite, "veía normal", lo describió como mono, acuerpado, de ojos verdes, lo conocía como “gringo”. A quien veía casi todos los días. Afirmó que se trataba de un muchacho servicial, colaboraba cargando agua o los materiales cuando construían. Como se ve la señora Pineda conoció desde niño a la víctima y por dada su condición de vecindad, lo observaba frecuentemente, circunstancias que ofrecen creíbles su testimonio. 
Sobre el arraigo de Fair Leonardo en Soacha, dijo el testigo Luis Ángel Osma Pinzón, ya citado en acápite precedente, que vivía cerca a la “paisita”, en el barrio Compartir, lo veía trabajando en construcción y repartiendo papa; de sus características físicas dijo que era de cabello mono, de peinado bajito, ojos verdes o azules, no sabe si estudiaba, no le consta que tuviera vicios, ni sabe de sus amigos; añadió que lo vio por última vez a finales de 2007 o en el 2008, por los lados de Provenza, hasta cuando fue trasladado a Mosquera, por razones laborales y por las noticias se enteró de que había aparecido muerto en combate. 

También comentó que cuando trabajó con Luis Alberto Espitia en construcción, iba a la fonda “La Paisa” a tomar cerveza, pues allí pagaba la quincena, donde observaba a Fair Leonardo hablando con la paisa. 
Pese a que dijo que lo vio más de una vez entre el 2005 y 2007, en entrevista que rindiera el 21 de abril de 2009 (récord 00:21:10, pista 7, audiencia del 23 de noviembre de 2011), la cual se le expuso, expresó que conocía a Fair Leonardo desde el 97 o 98, cuando él ya trabajaba en construcción, como ayudante. 

De las aserciones del testigo, las cuales, ya se anotó, se presentan dignas de credibilidad, también se colige que el señor Porras Bernal, estaba enraizado en Soacha, donde frecuentaba la fonda “Paisa” y colaboraba, hacía mandados y además laboró como ayudante de construcción desde el año 97 o 98, lo cual clarificó el deponente luego de que se le recordara lo que había manifestado en entrevista concedida a un investigador del C.T.I., circunstancia que no mengua la fiabilidad de su testimonio, atendiendo, como ya se anotó, la situación de compartir barrio y trabajo con Fair Leonardo, situaciones objetivas que le brindaron el espacio y el tiempo para estar al tanto de su residencia y ocupación. 
Con este testimonio, sumado a los ya analizados, se establece que Fair Leonardo residía en Soacha, en el barrio Compartir con su familia, que allí se desempeñaba en oficios varios, colaboraba a sus vecinos, haciendo mandados, se integraba con los niños del sector. En fin que Soacha era el lugar donde él tenía arraigo.
3.3. El traslado de Fair Leonardo Porras Bernal, el 9 de enero de 2008, desde la terminal de transportes de Bogotá hasta “Aguas Claras”, entre Aguachica y Ocaña, sobre la vía que conduce a Ocaña, se probó con los testimonios de Alexander Carretero Díaz y Pedro Gámez, al igual que con la certificación de venta de tiquete, expedida por la empresa “Brasilia”, prueba documental que corresponde al anexo de la número 86, incorporada en el acervo probatorio con la testigo la testigo Ariacna Lara Contreras. 
El señor Alexander Carretero Díaz, bajo juramento, explicó las circunstancias temporo espaciales y modales en las cuales condujo hasta ese lugar a Fair Leonardo, donde lo esperaba su cuñado Dairo José Palomino, soldado profesional, vinculado a la Sección Segunda del batallón “Francisco de Paula Santander” para la fecha de los hechos, como ya se estableció en el proceso.

 El testigo refirió que el 9 de enero de 2008, cuando residía en el barrio “San Nicolás”, de Soacha, condujo desde la terminal de Transportes de Bogotá hasta Ocaña, a petición de Ender Obeso, alias “pique”, quien le dio el dinero para los pasajes y le pagó doscientos mil pesos, a un muchacho, cuyo nombre desconocía, con la finalidad, de hacer una “vuelta” consistente en sacar droga de una finca con Dairo Palomino, quien lo esperaba allá. Precisó que lo transportó en la flota “Brasilia”.

Acotó que el joven iba a trasladarse con Pedro Gámez, pero como un hijo de Ender Obeso se accidentó, no pudo localizarlo, entonces le preguntó si podía ir y él accedió. Dijo ignorar si “pique” era amigo de la persona con la que viajó, pero sí los observó hablando cuando llegaron a la terminal.

Describió al joven como “mono”, estatura aproximada: 1.65 a 1.68 metros, ojos azules o verdes, “como enfermo”, raro, callado, no lo veía normal, con quien no entabló dialogo porque en el bus iban separados. Al exhibírsele la fotografía de Fair Leonardo Porras (corresponde a la prueba 19) lo reconoce como la persona a la cual acompañó. Además indicó que vestía una chaqueta oscura. 
Explicó que cuando acompañó al señor el 9 de enero, no supo a qué iba, pero con el tiempo, cuando residía en Ocaña, tomando con Dairo, éste le comentó que lo habían matado esa noche en el retén, luego de entregárselo al ejército para un “positivo”, cuyo significado desconoce, pero no le dijo más nada.
Añadió que no sabe si el muchacho no llevaba documentos, le parecía que portaba un celular, sobre el cual, al ser cuestionado respondió que "pocho" se lo quito. Acotó que estaba enterado de que a los muchachos les quitaban los documentos pero no qué sucedía con ellos.
Aclaró que, cuando llegó a su destino, vía “Aguas Claras”, en la “Y” entre Aguachica y Ocaña, siendo la una o una y treinta de la tarde, del día siguiente, descendieron del bus únicamente él y el muchacho. Dairo Palomino lo esperaba y le pidió al joven que se fuera en la moto con él. Anotó que ellos no se conocían.

A su vez, él se fue hacia Ocaña en taxi. Una vez allí se dirigió a la casa y billar de Dairo, ubicado en el barrio “Belén”, donde estaban “pocho” (Uriel Obeso Ballesteros) y Dairo, con quienes conversó, mientras el muchacho tomaba cerveza. Dice que el joven no salió mientras estuvo allí. Cuando salió Dairo, permaneció "pocho", y cuando él tuvo que salir, se quedó Dairo. 
Añadió que al día siguiente, entre 6:30 y 7:00 de la noche, Dairo los “sacó” al muchacho y a él, Dairo iba con el muchacho y él con “pocho”, en motocicleta, por la vía que conduce al batallón, el muchacho se bajó, allí estaba el ejército en un retén, donde lo dejó y Dairo le dijo que viajara, por lo cual regresó a Bogotá. En el retén observó al soldado Medardo Ríos y al mayor Rodríguez. No vio nada más porque estaba muy oscuro; luego, al ser interrogado en relación con este aspecto, aseveró que estaba oscuro, razón por la cual no observó nada en el retén; posteriormente expresó que vio un soldado uniformado y estaba oscuro, pero hilando sus respuestas, se establece que, vio a un soldado uniformado y vio a Ríos, entonces, ubica en el retén al menos al solados Ríos. 

En relación con el desenvolvimiento de los hechos en el retén dijo que Dairo se adelantaba, luego se detenía, y requisaban al muchacho que iba atrás, tras lo cual le pedían papeles, aunque no sabe qué sucedía con los documentos.

De este testimonio, como ya se analizó en acápite precedente, desde la defensa se dirigió la crítica a que se mostraba contradictorio y que además el deponente había faltado a la verdad cuando mencionó que había comprado los pasajes en la flota Brasilia y se demostró que fueron adquiridos en Coopetrán.

Sobre estos reparos, recordemos, en primer lugar, que se fijó en el proceso que efectivamente los pasajes utilizados por Carretero Díaz para desplazarse a "Aguas Claras", fueron adquiridos en la empresa Brasilia, y que él explicó suficientemente que Dairo recogió en una motocicleta a Fair Leonardo y lo llevó al billar, mientras Carretero se desplazó hasta ese lugar en taxi.

En relación con el tema de la conformación del retén, tenemos que si bien se mostró reticente a responder los cuestionamientos de los defensores, en referencia al 12 de enero de 2008, como se analizó en el acápite referido a la existencia del delito de concierto para delinquir, con la finalidad de mostrarse ajeno al hecho, pues como ya se examinó, resaltó que no se le informó del verdadero motivo por el cual Fair debía ser conducido a Ocaña, ya que inicialmente se le dijo que era para hacer una vuelta con Dairo José Palomino y luego de sucedidos los hechos, él mismo Dairo le comentó que le habían dado de baja para un “positivo” del Ejército, lo cual nos permite inferir que desea dejar a salvo su derecho de no autoincriminación, por ese aspecto, pero como veremos, más adelante tratándose de otros hechos, que considera ajenos, como la conducción de dos jóvenes junto con Pedro con posterioridad, en razón a que expuso que él le pidió que lo acompañara, entonces, en ese hecho que no considera suyo, explica que sí vio el retén y cómo estaba conformado 

Dice que se percató del retén de mejor manera cuando fue con Pedro, porque en relación con el hecho de Fair, lo observó pero no con precisión, ya que estaba muy oscuro, se regresaron enseguida. Dejo sentado con la conformación del reten que se veía una Turbo, una camioneta, había militares, y a ellos se llegaba con las personas en moto. 
Sobre la credibilidad de este testigo el Despacho ya se pronunció en acápite de la existencia del delito de concierto para delinquir, concluyendo, que su atestación resulta verosímil, aunque no se puede desconocer que procura no auto incriminarse, prevalido de la advertencia del despacho de que a ello no estaba obligado. 
Ahora bien los abogados de los acusados, como ya se adelantó, al hacer la crítica del testimonio con antelación, han propuesto un interés de parte del testigo Alexander Carretero Díaz, pues al ser interrogado dijo que esperaba colaborar con la justicia y no recibir una condena a la vez que expresó que desde que cayó preso ha auxiliado a la justicia para encontrar el camino jurídico.

El Despacho advierte un interés de parte del deponente en hacer conocer lo sucedido con el señor Fair Leonardo Porras, porque pretende demostrar que ese no era un hecho suyo, que sobre él no tenía poder de disposición, pues, otros fueron los encargados de convencer al joven de desplazarse, adviértase su explicación de que quien le pide que traslade al muchacho desde Soacha hasta Ocaña es Ender Obeso, además le dio el dinero para la compra de los pasajes, y doscientos mil pesos más por su labor.

Se evidencia su preocupación en explicar que fue víctima de engaño, pues indica que no se le dijo la motivación verdadera de la conducción de Fair Leonardo hasta Ocaña, lo entregó a Dairo sin saber lo que iba a ocurrir con él.

En el caso que se examina el declarante busca sacar avante su tesis exculpativa de que fue engañado cuando se le requirió para que condujera a Fair Leonardo hasta Ocaña, porque no sabía el propósito de llevarlo hasta allí, pero no ha faltado a la verdad en lo que tiene que ver con el suceso de su conducción el 9 de enero de 2008, en una flota, hasta el sitio “Aguas Claras”, la entrega a Dairo José Palomino y su posterior ubicación en un retén del ejército, porque se encuentra soportado en otros medios de prueba, como ya se anotó. 

Así, Alexander Carretero narró en forma detallada la manera como condujo el 9 de enero de 2008, en horas de la noche al joven Fair Leonardo Porras hasta Ocaña, su arribo al día siguiente, es decir el 10 del mismo mes y año, entre una y una y treinta de la tarde, al sitio “Aguas Claras”, a petición de Ender Obeso, quien a su vez atendía solicitud del soldado Dairo José Palomino, vinculado al batallón “Santander” para la época en que se suscitan los hechos. 

También expuso, su llegada al sitio “Aguas Claras”, donde lo espera el soldado Dairo José Palomino, quien si está en el lugar y a la hora en que llega el autobús proveniente de Bogotá, nos permite inferir razonablemente que el encuentro en el sitio y hora indicados, efectivamente obedecía a un acuerdo previo con la intervención de Ender Obeso y Dairo José Palomino.
Lo cual a la vez permite colegir, como lo resalta el señor Fiscal, acerca de la forma de operar de la organización al margen de la ley, que para el momento en que Fair Leonardo Porras Bernal es conducido hasta “Aguas Claras” ya se había producido el pedimento desde la Sección de inteligencia del batallón “Santander” y previamente, el acuerdo con la Unidad castrense que posteriormente lo presentaría como dado de baja en combate.

Adicionalmente, Carretero Díaz explicó que el joven fue entregado al ejército en un retén, la noche del 11 de enero, luego de que lo trasladaran hasta allí, junto con Dairo y con “pocho”, es decir Uriel Ballesteros, hermano de “pique”, situación ésta que también se ubica dentro de la sucesión de pasos del modus operandi de la asociación delincuencial. La víctima es conducida hasta el falso puesto de control donde es entregada a la Unidad que le dará muerte y la presentará como un logro operacional.

Y termina como todos los casos similares, con la muerte de la víctima, en este caso Fair Leonardo Porras, porque aparece sin vida el 12 de enero de 2008, y se reporta como producto de un encuentro armado, por el comandante del pelotón "Búfalo 1" de la compañía plan vial meteoro No. 3
Sobre la muerte de la víctima después de que es entregada la noche del 11 de enero de 2008 en retén, dice el testigo que se enteró posteriormente cuando Dairo, le comentó que lo habían matado esa noche en el retén, luego de entregárselo al ejército para un “positivo”.

Cuando el testigo expresó que él no sabía que el joven sería dado de baja, pues a él se le indicó que el propósito de su conducción hasta Ocaña, era la realización de la vuelta de una droga con Dairo José Palomino, se exculpa al considerarse un instrumento, porque dice, fue engañado sobre el motivo por el cual se trasladaba al señor Porras Bernal a Ocaña, del que solamente se enteró, tiempo después; además de que se reservó algunos datos, quizá, considerando que se presentaban perjudiciales a sus intereses, en absoluto dominio de su voluntad, circunstancia que no le resta credibilidad, pues aquí no se analiza su responsabilidad penal, pero sí se demuestra, que él efectivamente lo llevó atendiendo petición de Dairo José Palomino. 

La atestación que se viene examinando no se presenta aislada dentro del proceso, sino que encuentra soporte en las constataciones que presentó la Fiscalía: de un lado la certificación de venta de tiquete expedida por la empresa “Brasilia”, adosada a la actuación por la investigadora Ariacna Lara, en donde se plasma que corresponde a la ruta Bogotá-Aguas Claras, de fecha 9 de enero de 2008, a nombre de los pasajeros Rafael Porras y Alexander Carretero, con números de tiquetes 17823929 y 178223928, dan cuenta de que efectivamente viajaron en la fecha indicada el señor Carretero y Fair Leonardo, como lo manifiesta el primero. Igualmente con el otro anexo de la prueba 86 se constata que de acuerdo con el sistema de consulta de ventas de la empresa aludida, se corrobora como la hora de salida, las 10 y 15 de la noche.
Si bien en los pasajes se presenta un error, como lo hacen notar los defensores, pues el nombre que figura en uno de ellos es Rafael Porras, esa equivocación encuentra al menos dos explicaciones: una, que se puede tratar de una falla de digitación, o dos, seguramente porque el nombre Fair, no es común y quien lo diligenció escuchó mal, pudo ocasionar la confusión, lo que de todos modos resulta irrelevante si se tiene en cuenta que según la respuesta suministrada por Alexander Carretero, a pregunta de la defensora de los soldados profesionales, cuando arribó el bus a “Aguas Claras” del mismo, solamente se apearon él y el muchacho, lo cual despeja todas las dudas en relación con que pudiera referirse a otra persona y soporta el hecho de que se trató de un desacierto. 
Pero si lo anterior no bastara, frente al reparo desde la defensa de que el traslado no fue de Fair Leonardo Porras sino de Rafael Porras, no se pase por alto que en el juicio el testigo al observar las fotografías de la víctima (prueba documental 19) lo reconoce como la persona que traslada hasta “Aguas Claras”. 
La presencia en Ocaña de Alexander Carretero el día 11 de enero de 2008, fecha en la cual refiere, aún está en Ocaña, y es aquella en la que se entrega al joven, se constata con el giro realizado por él para esa fecha, hecho ya fijado procesalmente. 
La existencia del establecimiento “Billares El Paraíso”, ubicado en el barrio “Belén” de Ocaña, en la carrera 11 con calle 31, según el testimonio de Miguel Ángel Mejía, junto con el informe de investigador de campo del 4 de junio de 2009 y el registro fotográfico en formato FPJ -11 y (corresponde a la prueba 9 del juicio), con el cual se allegan fotografías y levantamiento topográfico del lugar (se trata de la prueba 10 del juicio). Fijándose igualmente que el sitio distaba del batallón Santander unos 800 metros. (récord 00:10:48 a récord 00:30: pista 2 sesión audiencia noviembre 16 de 2011). 

Se establece que el billar es de propiedad del soldado Dairo José Palomino con las averiguaciones realizadas por la investigadora Amparo Mogollón, quien lo ubicó con el nombre de “Billares El Paraíso”, cuya razón social no aparecía registrada en Cámara de Comercio, en un local con nomenclatura KDX 394 4-20 del barrio “Belén” del municipio de Ocaña, que hacía parte de una casa esquinera de dos plantas, cuyo dueño, José de Jesús Claro Carrillo, en entrevista le informó que inicialmente fue arrendado a un señor Luis, quien luego vendió el mobiliario del billar a Dairo José Palomino, vinculado a la Sección de inteligencia del batallón Santander, a quien se lo arrendó por valor de $ 110.000.oo mensuales (récord 00:50:51 a récord 00:54:06 pista 1 del 15 de diciembre de 2011).
Con estas pruebas se determina que las afirmaciones de Carretero tiene soporte. Efectivamente existía el billar al cual se refiere, y a mas de eso, que su propietario es Dairo José Palomino, como él lo aseveró. Y se reafirma con la declaración de Pedro Gámez, quien en relación con la conducción de jóvenes desde Soacha, recordó entre otros, el caso de quien dijo se llamaba “Yair”, un muchacho especial, “no cuerdo en todo”, habitante de la “Y”, en Soacha, ayudante en la “Fonda paisa”, donde recogía botellas y limpiaba las mesas, a quien no conocía pero saludaba.

Describió al joven referido como de 1.80 metros de estatura, cabello “mono”, “oji zarco”, gordito, acotando que en la cara no se notaba lo especial pero tenía su retardo, a quien conocía como el “mono”, características que en lo fundamental coinciden con las de Fair Leonardo Porras Bernal.
Precisó que se enteró del traslado del joven, a quien le “dieron de baja”, por medio de “Alex”, quien le comentó que se había llevado al “mono” o “Yair”, lo cual confirmó porque él está en un proceso sobre ese hecho, sin que en este aspecto sea de recibo el reparo de la defensa de que él lo conoció en la investigación. Nótese que el testigo diferencia cómo conoció y qué antes del proceso.
También refirió el viaje realizado junto con Alexander Carretero, en el mes de enero de 2008, a Ocaña, con la finalidad de trasladar a “medio polvo” y otro muchacho, cuyo nombre desconoce, desde el barrio “San Nicolás”, de Soacha, donde él también vivía, a trabajar en una finca, concretamente a sacar una plata. De quienes supo después, por medio de “Alex”, que por petición del cuñado Dairo José Palomino, los presentaron como “falsos positivos”, situación que se corroboró, como ya se analizó en el acápite donde se examina la existencia del concierto para delinquir.
El señor Gámez Díaz, de la misma manera que el señor Carretero Díaz, es señalado en la acusación de ser una de las personas que conformaban la red criminal encargada de enganchar en Soacha a cierto tipo de jóvenes, “vuelteros”, como él los denomina, para entregarlos a miembros del otro extremo de la organización, ubicada, en la Sección Segunda del batallón Santander, con la finalidad de que, estos a su vez proveyeran a sus Unidades, las cuales posteriormente los mostraban como un triunfo operacional, razón por la cual, también se le hicieron las advertencias constitucionales y legales, acerca de su derecho a guardar silencio y a no autoincriminarse, pese a lo cual, voluntariamente atestó en el juicio.

Con el fin de impugnar la credibilidad del testigo, la asistente letrada del procesado Quijano Mariño, lo interrogó acerca de la entrevista concedida a un investigador del C.T.I. el 28 de abril de 2009, registrada en medio audiovisual, reproduciendo el video desde el record 00:47:02 hasta el 00:47:16, en la cual dijo que no conoció al “gringo”, nunca se refirió a él, supo de él por comentarios, pero nunca lo conoció. 
También se trajo a colación la entrevista que rindió el 31 de octubre de 2008 ante la Fiscalía, la cual se reprodujo en el juicio, donde dijo: “él le daba la plata a Palomino, giraron cuatrocientos mil para pagar viáticos. De otros personajes perdidos, Víctor, Andrés, Diego, no tiene conocimiento. Llegaron a Bogotá, pasaron 2 o 3 meses, viajó con otro pelado, Daniel, quien vivía en “San Nicolás” a las doce, no tiene fechas; “Alex” ya vivía en Ocaña, a las 4 de la tarde lo recogieron en la bomba “Terpel” y fueron a la casa de “Alex” porque la entrega era esa misma noche, pero como había acuartelamiento de primer grado, no se pudo realizar la entrega. Como no se podía salir estuvieron en la casa de “Alex” encerrados. Al día siguiente tampoco porque continuaba el acuartelamiento, a los cuatro días Dairo en la DT recogió al muchacho, le dieron la vuelta y a él lo descargaron nuevamente en la casa. Agregó que ellos se “pisaron”, lo embalaron. Sobre otros hechos, dice que Ender le comentó que se llevó a Julián, además los vio salir. No concreta las fechas. Añade que luego de que llegó, como a los 20 días, Pérez llamaba seguido a solicitar gente y se demoraban porque no conseguían el armamento.

Sobre la forma como se producían las muertes, indicó que no lo vio directamente pero por medio de ellos se enteró de la forma de proceder, referida a que los llevaban en una NPR al monte, los ponían a correr, luego les colocaban el armamento y posteriormente hacían la "legalización", los mostraban como “falsos positivos”. De “Faiber” no sabe quién es.
De acuerdo con lo anterior, la discrepancia entre lo vertido por el testigo en la entrevista y lo expuesto en desarrollo del juicio activó la reproducción de lo manifestado ante el investigador, y una vez expuesta la diferencia advertida por la defensa, el señor Gámez Díaz, hizo las aclaraciones e introdujo las correcciones correspondientes. Ante pregunta del delegado de la Fiscalía, dijo que conoció a un joven especial del cual desconocía su nombre; escuchaba que lo llamaban “el mono”, a la vez que explicó que no lo conoció como “El gringo” y ya en el proceso supo que se llamaba Fair Leonardo, resultando de contera, suficientemente explicado cuáles fueron las razones o las causas de la aparente contradicción detectada.

En relación con lo demás, se ajusta con la declaración que el deponente ofreció en el juicio. Adviértase que él también procura no autoincriminarse. 

Su declaración resulta creíble para el Despacho en lo fundamental, porque concatena con los medios de convicción ya analizados. Si bien, emergen algunas inconsistencias con lo depuesto por el señor Carretero Díaz en torno a quién captaba y dirigía en cada caso el traslado de los jóvenes a Ocaña, resulta comprensible porque cada uno pretende salvar su responsabilidad frente a los hechos, respecto de los cuales resultan admitiéndola, aunque introduciendo el factor exculpante, de que sólo fungían como acompañantes uno del otro.
Nótese que ambos refieren su desplazamiento a Ocaña en el mes de enero de 2008 trasladando a dos jóvenes, aunque cada uno señala que fue el otro quien pidió que lo acompañase. El señor Gámez informa que “Alex” le solicitó que fuese con él a llevar a dos muchachos a trabajar en una finca, mientras que Alexander Carretero refiere que el acompañó a Pedro Gámez, y cada uno explica que fue el otro quien recibió el dinero y lo compartió. Lo que resulta patente es que, en esa oportunidad, ambos viajaron con los dos jóvenes por cuyo traslado cada uno recibió un millón de pesos, pues así lo admiten en sus exposiciones.

Entonces, resulta palmario, con los relatos de Alexander Carretero Díaz y Pedro Antonio Gámez, y las constataciones externas aludidas, que Fair Leonardo fue conducido a Ocaña, el 9 de enero de 2008, con algún tipo de ofrecimiento, pues no se pase por alto que de acuerdo con lo informado por su señora madre, él dijo a su hermano John Smith que lo había llamado su patrón para algo relacionado con una plata, en referencia a quienes le hacían propuestas laborales, y según el señor Carretero Díaz, Ender le informó que el joven iba a sacar una plata de una finca o a hacer una vuelta de una droga con Dairo José Palomino, ofrecimiento que hacía parte del rito por medio del cual seducían a sus víctimas, según afirmación de Gámez, y que atendiendo la incapacidad cognitiva de Fair Leonardo, de la cual se derivaba de terceros en la toma de decisiones, resultaba "presa" fácil. 
El abogado de Carlos Manuel González Alfonso, analiza el testimonio e indica que Fair Leonardo salió a las 10 y 15 de la noche, en compañía de Alexander Carretero, hasta “Aguas Claras”, pero no se probó que saliera de Bogotá con maniobras de engaño, que Fair iba a delinquir, pues de acuerdo con lo referido por el testigo, “hacer una vuelta” es cometer un delito, que en este caso era respecto de una droga, mientras que la madre del joven declara dando otra versión, que “el va a cobrar una plata”, de lo cual deduce, se trata de la extorsión que realiza el 11 de enero y su presencia en el sector el 12 siguiente, lo cual ocasiona que lo den de baja.
En el mismo sentido, la letrada encargada de la defensa del señor Quijano Mariño, dice que la Fiscalía no demostró que a Fair Leonardo se le hubiese engañado para viajar a Ocaña, indica que no era la primera vez que Fair viajaba a ese municipio, pues él llegó hasta la terminal con “pique” y acordó con sus conocidos viajar a Ocaña con la finalidad de hacer “una vuelta” en una finca, lo cual encuentra demostrado con la declaración de Sergio Jácome, quien lo ubica allí y además lo expresado por su progenitora acerca de que se ausentó desde octubre hasta mediados de diciembre de 2007 a trabajar con un señor Ernesto. 
Las afirmaciones de los abogados acerca de que el señor Porras Bernal salió de Bogotá acompañado de Carretero Díaz con el fin de delinquir no tienen soporte dentro del proceso, el joven no tenía el perfil de un delincuente, porque conforme se fijó con la declaración del doctor Gómez Méndez, padecía retardo mental moderado, luego no podía conformar asociaciones y dependía de terceros en la toma de decisiones, como lo hacen notar el Fiscal delegado y la representante judicial de las víctimas, de lo cual se infiere que su disposición no era la de quien forma parte de un grupo delincuencial, coligiéndose que esa dependencia de terceros facilitaba que fuera engañado e influenciado fácilmente. 
Adicionalmente, no aparece reportado dentro de la estructura delincuencial conformada por militares y civiles dedicados a hurtar en Norte de Santander. Nótese que de acuerdo con las afirmaciones de Wilmar Barbosa, introducidas con la atestación de Yimmy Mendoza, quien en la entrevista que da el 30 de marzo de 2008, dice que conoce a la organización desde noviembre de 2007, e ingresa a ella aproximadamente dos meses atrás de la entrevista, circunstancia que ratifica en las siguientes intervenciones, es decir, en el mes de enero, teniendo la oportunidad temporal de conocer a la víctima o al menos de haber escuchado sobre ella, o de enterarse de su deceso, lo cual permite inferir que Fair Leonardo no pertenecía a esa organización criminal. Ya que no lo menciona, ni por su nombre ni por los apodos con los cuales era conocido, es decir “gringo” o “mono” y tampoco da cuenta de que a un miembro de la organización se le hubiese dado de baja en las circunstancias en la cuales se produjo el deceso de la víctima.

También debe recordarse, pues se mencionó en acápite precedente, que las actividades de ese complot delincuencial se reducen a cometer hurtos, más no se estableció que extorsionaran a campesinos de la región. 

En relación con la ausencia de Fair Leonardo en virtud del trabajo con Ernesto, la cual dicen los defensores, sería indicativa de que durante los meses de Octubre, noviembre y diciembre de 2007, se dedicó a delinquir, tenemos que la señora Luz Marina Bernal, expresó que, para septiembre de 2007, don “Ernesto”, quien era amigo de un vecino y por ello no desconfió de él, le pidió el favor de dejarle a Fair Leonardo por dos meses para trabajar en el reparcheo de calles en el municipio de Mesitas, a lo cual accedió, ella le dio permiso pero con la condición de que se lo llevara los fines de semanas, tanto ella como su esposo no llegaron a conocer a ese señor, solamente sabía que se llamaba así. Si bien es cierto se demuestra la ausencia prolongada del joven Bernal Porras, de ahí no se puede derivar la oportunidad temporal para delinquir, pues como se indicó él no tenía el perfil, no formaba parte de la organización ilegal, como ya se demostró. Y si bien Carretero Díaz aseveró que Ender le informó que el propósito del viaje a Ocaña era hacer una vuelta de una droga, también debe mirarse que él mismo afirmó que Pedro para convencer a los muchachos de viajar con él a Ocaña, con los fines ya conocidos, les hacía ese tipo de propuestas. Sobre este tópico volveremos más adelante.
Fuera de lo anterior, no puede pasarse por alto que Fair fue visto en Soacha por última vez el 8 de enero de 2008, de acuerdo con lo expresado por su progenitora, la señora Luz Marina Bernal Porras y por la testigo María Erley Pineda, testigo sobre la cual centra su crítica la defensa indicando que sus respuestas no fueron claras, sobre el particular, es de indicar que la deponente se refirió a un hecho concreto y el motivo por el cual lo recordaba. La última fecha que vio a su vecino, quien le ayudo a cargar su equipaje, pues aunque no logró establecer las fechas de sus viajes en años anteriores, ese preciso acontecimiento sí, lo cual no riñe con las reglas de la experiencia, y el dato que ella refiere converge con las afirmaciones de Carretero, en relación con su traslado el 9 de enero a Ocaña donde es ejecutado, razón por la cual resultaba imposible que su vecina lo volviese a ver, y para el 8 aún estaba con su familia.

La primera mencionada, lo observó a las 6 de la mañana, y luego se enteró por su hijo John Smith que le había comentado que recibió una llamada de su patrón y le había dicho que fueran a cobrar una plata y salió, y la segunda, la noche de esa misma fecha, entre 9 y media y diez de la noche, luego de lo cual su familia no tuvo noticias acerca de su paradero hasta septiembre de 2008 y pese a que intentó denunciar ante diferentes organismos, no le recibieron la noticia criminal, le dijeron que tenía que esperar 72 horas, luego se fue a la Fiscalía en tres ocasiones, no le quisieron recibir la denuncia, una de las razones que le dieron era porque estaban en paro; fueron a clínicas y a hospitales, se llamó a familiares, se repartieron fotos, etc., sin resultados. Dijo además la señora Luz Marina Bernal que, lo recuerda bien porque a su esposo le robaron los documentos el 5 de enero en Ibagué cuando venía de Buenaventura, entonces madrugaron a sacar el duplicado de la cédula para que le pagaran, y antes de irse les dejó una nota a sus hermanos en la habitación y allí estaba Fair Leonardo. 

Explicó, que desde ese momento no se supo más de su hijo. Estuvo en la estación de policía y para el momento de la desaparición su hijo tenía 26 años, en dos ocasiones se fue de la casa, la primera cuando tenía 16 años, resultando accidentalmente en Bienestar Familiar, y la segunda cuando se fue a trabajar con el señor Ernesto. 
Queda así establecida la desaparición de Fair Leonardo Porras de Soacha, entre el 8 y 9 de enero de 2008, lugar donde se desarrollaba su actividad vital, pues allí vivía junto con su familia,  se desempeñaba en oficios varios, elementales, tales como cargar objetos, hacer mandados, ayudaba en la tienda "La  Paisa" a limpiar mesas y a recoger botellas, ayudó a reparchar carreteras, le ayudaba a Carretero en la venta de empanadas, cargándole la caja de icopor.

Después del 8 de enero de 2008,  la familia del joven Porras Bernal, vuelve a tener noticias de la familia de su madre, hasta septiembre del mismo año, como se pasa a ver.

Se logró la identificación del cadáver de Fair Leonardo Porras Bernal, mediante prueba técnica, la cual se fijó en la actuación, en primer lugar, con el testimonio de Diana Sofía Macías Avendaño, (inicia a récord 00:05:51 pista 1 y culmina a récord 00:22:01 pista 2, sesión audiencia 22 de noviembre de 2011), experta dactiloscopista, de la Registraduría Nacional del Estado Civil, hace 13 años.

Explicó en qué consiste un estudio de dactiloscopia. (récord 00:9:04 a récord 00:09:25 pista 1 de la misma sesión). 
En el caso de personas fallecidas, una vez llega la necrodactilia de Medicina Legal, cuando son NNs, se somete a un centro de consulta técnica a través de un scanner el cual lee dedo a dedo y lo compara con las cédulas expedidas por la Registraduría arrojando un resultado, el que se coteja dedo a dedo para determinar a qué persona corresponde la reseña (récord 00:11:07 a récord 00:11:36 pista 1).

Indicó la testigo que para el 4 de marzo de 2008, rindió un concepto, el cual leyó, a solicitud de Medicina Legal, cuyo anexo es la necrodactilia de un NN y la cadena de custodia; sometió la necrodactilia al centro de consulta técnica a través de un scanner el cual hizo cruce de información con las cédulas expedidas y arrojó como resultado los datos biográficos y la reseña del ciudadano; luego, se procedió a realizar el cotejo dedo a dedo contra la necrodactilia y con base en ella rindió su concepto positivo para la cédula de ciudadanía N° 80.721.070 (corresponde a la prueba documental del juicio N° 15) (récord 00:00:10 a récord 00:02:14 pista 2 sesión audiencia 22 noviembre de 2011). 

Precisó que las reseñas contenidas en la necrodactilia, eran claras y nítidas, las cuales, mediante el cotejo dedo a dedo arrojó positivo para Fair Leonardo Porras Bernal, por ello es posible afirmar que se trataba de él y no de otra persona.

Aclaro que el oficio pese a tener fecha 4 de marzo de 2008, fue recibido y respondido el 4 de agosto de 2008 (récord 00:13:16 a récord 00:19:01 pista 2).
Pues bien, el concepto técnico emitido por la deponente, es de recibo para el Despacho, dado que obedeció al cumplimiento de sus funciones para la época en que lo realizó, encaminado a identificar de manera plena al occiso Fair Leonardo Porras Bernal, situación que devino necesaria, ya que cuando se realizó la diligencia de inspección y levantamiento del cadáver no portaba documentos de identificación y tampoco se informó a los miembros del C.T.I. en cuyo desarrollo participaron, nada acerca de su filiación, aunado a ello debe sumarse el hecho que su muerte ocurrió en un sitio alejado de su entorno familiar y social, lo que contribuyó a la imposibilidad de saber y conocer de su paradero, conllevando a que se le diera el tratamiento de un NN, condición que perduró hasta tanto no se obtuvo su identificación. Queda establecido pues, como lo indica el señor Fiscal que la víctima solamente pudo ser identificada 7 meses después de su deceso.

Aunado a ello no hubo reparo por parte de los señores defensores, constituyéndose en prueba eficaz, tanto su declaración como su informe, que ingresó al acervo probatorio como documento número 15.

En esas labores de identificación del cadáver, también participó Zarina Isabel Polo Mier (récord 00:00:42 a récord 00:50:31 pista 5 sesión audiencia 22 noviembre de 2011), experta dactiloscopista, con experiencia de 30 años.

Sobre el trámite de necrodactilias de personas sin identificar, expuso que para el mes de agosto de 2008, cuando llegaban a nivel nacional, se elaboraba un oficio enviándolas a la Registraduría Nacional para su pronta identificación.

Dio lectura al informe, dando a conocer el resultado positivo para Fair Leonardo Porras Bernal. Explicó que ello se logró, luego de abrir un boc para anotarlo en el sistema automatizado del laboratorio de Medicina Legal, con el fin de enviarlo a la Registraduría, lo cual se hace siempre con el propósito de contar con los datos en el sistema, lo cual permite, cuando se obtiene la respuesta, contestar a las diferentes autoridades, acotando que el boc es un programa que el laboratorio de sistemas establece para los casos de ene enes, con el objeto de poderlos sistematizar en el laboratorio de lofoscopia.

Agregó que, en relación con las necrodactilias de personas sin identificar, cuando regresan de la Registraduría, se procede a hacer el cotejo dactiloscópico revisando los puntos característicos y su morfología, constatando su correspondencia, e inmediatamente se daba respuesta a quien los requiriera (récord 00:05:32 a récord 00:14:36 pista 5 sesión audiencia 22 noviembre de 2011).

Se le exhibió la tarjeta decadactilar del occiso Porras Bernal Fair Leonardo con cédula de ciudadanía número 80.721.070, utilizada para realizar el cotejo con los índices, porque, dijo, en ese entonces la Registraduría no enviaba sino índice izquierdo y derecho. Aclaró que, amplío la huella del índice y procedió a cotejarlo (récord 00:23:11 a récord 00:24:39 pista 5).

En lo atinente al informe de identificación de Fair Leonardo Porras Bernal, con la cédula indicada, suscrito por ella, expuso que para llegar a esa conclusión tuvo en cuenta el estudio de su morfología, puntos característicos y porque contó con la tarjeta decadactilar y la cédula de preparación de esa persona. Realizado el cotejo, arrojó un resultado positivo, comparó los puntos característicos de las dos con sus índices, los cuales coincidían (récord 00:28:53 a récord 00:32:26 pista 5).

Explicó que: era muy remota la posibilidad de que la información enviada por la Registraduría fuera equivocada; al momento de reportar la identificación de Porras Bernal trabajaba en la regional Bogotá, la envío a Bucaramanga y muy seguramente de ahí la enviaron a Cúcuta; En el encabezado del documento, se consignó el logotipo del Instituto de Medicina Legal regional Norte de Santander, Ocaña, lo cual  se explica en que la información la incluyó en el sistema, pues primero lo hizo por el boc, pero por segunda vez lo hizo buscando la regional en el sistema, razón por la cual quedó con el encabezado correspondiente a Ocaña y no a Bogotá; cuando se hace un estudio correcto de puntos característicos con sus morfologías no cabe la duda frente a la identificación de la persona (récord 00:41:41 a récord 00:44:40 pista 5).
El resultado de este medio de convicción es netamente técnico y fue realizado por la versada en cumplimiento de funciones como servidora pública, y al ser explicado de manera contextualizada, amplia y con sujeción a los procedimientos y trámite que la labor demanda, ofrece certeza, pues de manera real y efectiva, conduce al pleno convencimiento de que el concepto y conclusión (introducidos al juicio como las pruebas documentales 17 y 18, respectivamente) a los que arribó la señora Polo Mier, esto es, que la persona plenamente identificada por ella, mediante comparación de huellas digitales, no es otra que Fair Leonardo Porras Bernal, sin que se deje de lado que ese estudio no fue objeto de reparo por parte de los abogados de los procesados.

A más de ello, téngase en cuenta que la necrodactilia objeto de estudio, cada una de las anteriores declarantes, fue elaborada por la médico adscrita al Instituto de Medicina Legal de Ocaña, doctora Felisa Beatriz Carvajalino, la cual fue practicada con ocasión de su muerte de manera violenta y en las condiciones ya referidas.

Todo lo anterior en consonancia con lo expuesto por el delegado fiscal, quien hizo mención de las actividades que frente a la plena identificación del cadáver de Fair Leonardo Porras Bernal hicieran estas dos técnicos en dactiloscopia y lofoscopia, funcionarias de la Registraduría Nacional del Estado Civil y del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, respectivamente, dado el requerimiento de la médico legista de Ocaña, por cuanto esa unidad local no contaba con laboratorio en esas especialidades, sin que se torne relevante el hecho relativo a la fecha contenida en el oficio por medio del cual se solicitó la labor en dactiloscopia y su posterior respuesta, ni tampoco el lugar de la regional que tenía el logotipo impreso en el oficio firmado por la señora Polo Mier, pues ello no corresponde a situación que afecten la legalidad de sus contenidos ni menos las conclusiones a las que se arribó por parte de las técnicos, además de que fueron explicadas en forma razonable, y ratificadas a través de lo por ellas expuesto en sus declaraciones bajo la gravedad del juramento, de lo cual se deriva que Fair Leonardo Porras Bernal fue identificado el 4 de agosto de 2008. 
Fuera de lo anterior la prueba técnica se ajusta al artículo 251 del Código de Procedimiento Penal y cumple con los requisitos del artículo 420 ibídem.

En esas circunstancias la señora Luz Marina Bernal por comunicación con una vecina a la que en el mes de agosto se le perdió el sobrino Julio Cesar Mesa Vargas, le informo que a él lo encontraron en Norte de Santander en una fosa común, y le dijo que le mostraran las fotos de Ocaña, pero en esas no estaba su hijo; también conoció a la familia de otras víctimas como Hernández y Oviedo; posteriormente, el 16 de septiembre de 2008 a través de la doctora Diana Ramírez se dirigió a Medicina Legal, y de una lista que le leyeron reconoció el nombre de su hijo, así como una foto en la que aparece con el rostro destrozado. 
Ahora, Diana Ramírez, ya citada, en relación con el específico caso de Fair Leonardo Porras Bernal, refirió que aparecía relacionado en el numeral 8 del cuadro 1, al que ya hicimos referencia y leyó textualmente los datos relacionados. Indicó que aparecía los siguientes datos, edad 26 años, ocupación ayudante de construcción, fecha de desaparición 8 de enero de 2008, lugar Bogotá, fecha de reporte 8 de septiembre de 2008, mecanismo de búsqueda urgente, destacando que no significaba ello que no fue activo, protocolo de necropsia N° 200801015449800006, fecha de ingreso al instituto 12 de enero de 2008 en la sede de Ocaña y que el reporte de desaparición lo hizo la señora Luz Marina Bernal, su progenitora, el 8 de septiembre de 2008 en la sede del instituto en Bogotá. 

Además indico que tomó el reporte de la persona desaparecida y se verificó con la información que aparecía en el momento de la identificación, información que ingresó al SIRDEC, en el campo de información de identificación dentro del módulo de cadáveres, la cual se toma después de realizado el cotejo dactiloscópico, de haber comparado la información de la tarjeta decadactilar y las huellas dactilares, y comparar los datos biográficos, entonces sí se alimenta el sistema (récord 00:24:38 a récord 00:26:57 pista 4).

Añadió que la madre de Fair Leonardo, Luz Marina Bernal, fue quien realizó el reporte de desaparición, el 8 de septiembre de 2008, en la sede de Bogotá (récord 00:27:13 a récord 00:27:30 pista 4).

Explicó que en el cuadro 1, la fecha reporte correspondía a aquella en la cual el familiar del desaparecido lo reportaba a Medicina legal, pero igualmente daba una fecha de desaparición anterior, resaltó que en reporte del radicado 2008D004961, aparecía una nota del familiar que decía que en el mes de febrero de 2008 había realizado el reporte ante el CTI de Cundinamarca y que ya había adelantado en ese momento previo. Preciso que esos reportes adicionales no son investigados por medicina legal, por ser competencia de la policía judicial; la Ley 971 establece que cuando se desconoce el paradero de una persona inmediatamente debe iniciarse las labores para activar los mecanismos urgentes, fija unos tiempos, pero no se hablaba de un término de horas para esos casos en particular (récord 00:38:00 a récord 00:40:35 pista 4).

Sobra decir que los defensores en sus alegaciones finales guardaron silencio frente a las manifestaciones y situaciones reveladas por la deponente, excepto la defensora de los soldados profesionales García Corzo y otros, quien indicó que de la información contenida en el sistema SIRDEC se demostraba la despreocupación de la familia pues sólo hasta el 8 de septiembre se había reportado la ausencia de Fair, a pesar de que el reporte se había producido a pocos días de ser cotejada la información de manera dactiloscópica con ayudad de la carta dental , la que se había elaborado el mismo día en que fue hallado el cuerpo, pero olvido la profesional del derecho, que igualmente la señorita Diana Ramírez, hizo alusión y destacó el hecho de que en la información con la cual se alimentó este sistema y que fue aportada por la madre de Fair Leonardo, la señora Luz Marina Bernal, se había hecho la anotación de que la fecha de su desaparición había sido el 8 de enero de 2008, momento en el cual fue reportada ante la autoridad judicial competente, con los inconvenientes que la señora Luz Marina Bernal informó. 

Por todo lo anterior, se insiste, el Despacho comparte las argumentaciones del delegado fiscal, al momento de hacer referencia y tener en cuenta como base y soporte de la existencia de la conducta delictual de desaparición forzada, las situaciones que quedaron fijadas y probadas en el juicio oral con base en lo narrado por cada uno de estos servidores públicos, respecto de las actividades, análisis, estudios y labores identificación y verificación realizadas en torno al caso de la desaparición y posterior muerte de entre otros jóvenes de Soacha y Bogotá, Fair Leonardo Porras Bernal. 
La madre de la víctima explicó que luego de que su hijo desapareciera lo llamaba a su celular pero no le contestaba, hasta que, pasados dos meses aproximadamente una persona con acento costeño le contestó, y al indagar por Fair hijo, le respondió que “el mono” le había vendido el celular, que corresponde al número 3143240382. 
El perito Castellanos Tuay, cuya prueba técnica ya fue objeto de crítica, tras realizar su peritaje permite arribar a las siguientes conclusiones: las llamadas se empezaron a generar desde y hacia ese móvil a partir del 12 de enero de 2008 a las 17:55 horas, aspecto que guarda relación, primero con las manifestaciones de la madre de la víctima quien en varias ocasiones expuso que su hijo portaba el celular que correspondía a la línea 3143240382, a través del cual ella mantenía comunicación con su hijo, y segundo, con la manifestación bajo la gravedad del juramento hecha por Alexander Carretero Díaz, quien sostuvo que el día que viajó con el joven a Ocaña, este llevaba un celular, del cual fue despojado por alias “pocho”, lo que nos permite tener por cierto que Fair, portaba el abonado celular 3143240382, sin que el hecho de que su titular fuera Gina Melo, y no el padre de Fair, como lo resalta la defensa al decir que la señora Luz Marina Bernal, afirmó que su esposo hizo reposición de celular y ese abonado se lo entregó a Fair, lo cual no es cierto, aspecto que no reviste importancia, pues las reglas de la experiencia nos indican que hoy en día cualquier persona puede tener y utilizar como suya una línea celular que no figure a su nombre ante el operador, por la manera como se comercializan los teléfonos móviles.

Ahora bien, el testigo también informó que entre el 1 y el 11 de enero el abonado celular que portaba la víctima no reportó llamadas ni entrantes ni salientes, situación que para el juzgado es indicativa de que Fair no era un asiduo usuario de este medio de comunicación, y que efectivamente, como lo aseguró su señora madre, el celular le fue entregado por su padre para que su familia mantuviera comunicación con el joven. Si ello es así, causa extrañeza que luego de su desaparición ese 8 de enero de 2008, el teléfono comienza a ser utilizado precisamente desde el 12 de los mismo mes y año, fecha de su muerte, por personas ubicadas en Ocaña y Aguachica, e incluso del mismo salieron llamadas a un lugar cuya celda se reportó como SOAICOLLANTAS, como finalmente aparece en las sabanas que aportara la empresa de telefonía celular COMCEL, y de las cuales se sirvió el testigo para elaborar su gráfica link, a la que ya aludimos.

No se comparte, las censuras esbozadas por la defensora de Quijano Mariño, quien de manera equivocada manifiesta que Fair le entregó el teléfono a alias “Pocho”,  cuando lo que quedó demostrada en el juicio, con la atestación de Carretero Díaz, fue que alias “pocho” le “quitó” el celular al muchacho. 
Que no se probó que esa línea celular correspondiera a Fair, igualmente es un argumento que carece de soporte, pues su progenitora fue quien aportó el número de la línea que portaba su hijo, la cual conocía porque ella lo llamaba, y nunca dijo que la misma estuviera a su nombre, pues como ya se anotó adveró que el padre de Fair hizo reposición de equipo y se lo entregó, lo cual no es indicativo de que necesariamente estuviera a su nombre, pues es regla de la experiencia en estos tiempos, se reitera, que no todo tenedor de un teléfono móvil es titular del mismo frente al operador que suministra el servicio.

Por su parte la defensa de Vargas Cortés, sin fundamento alguno, atacó la labor del deponente, limitándose a repetir los reparos que contra esta prueba hiciera la defensora de Quijano Mariño, en punto de que fue el teléfono le fue entregado a alias “Pocho” por Fair, y que de ese abonado celular no se generaron llamadas a los abonados celulares del sargento Sandro Mauricio Pérez, ni a los de los acusados, obviando que se estableció el vínculo matrimonial entre él y Luz Mariela López Contreras, y que de la línea de esta última se originaron e ingresaron varias llamadas del teléfono que portaba Fair cuando desapareció y del cual se apoderó, alias “pocho”.

La defensora de los soldados profesionales García Corzo, Contreras Aguilar y Zapata Roldán, sólo se limitó a decir que se probo que para el 11 de enero Fair no tenía celular, manifestación que, no encuentra respaldo en ninguna de las pruebas traídas al juicio, y segundo, no es posible hacerla, primero porque del estudio link se extracta que de esa línea celular no se generaron ni entraron llamadas entre el 6 y el 11 de enero de 2008, pues se le recuerda a la togada que fue precisamente el 12 de enero de 2008 a las 17:55 horas cuando esa línea empezó a generar comunicaciones entrantes y salientes, a más de ello pasó por alto igualmente la defensa las manifestaciones de Carretero Díaz, cuando afirmó que “Pocho” le quitó el celular al joven, y que Fair salió de Soacha en su compañía, el 9 de enero de 2008 a las 10:15 de la noche como igualmente quedó fijado en este juicio.

La defensa técnica del Mayor censura que no se estableció la fecha cierta de la desaparición de Fair, porque la señora Bernal Porras, denuncia solamente en el mes de septiembre de 2008, tras notificarse de la identificación del cadáver, la cual no tiene vocación de prosperidad porque esa valoración se presenta aislada, extraña a las demás pruebas analizadas y con una interpretación sesgada, ya que no tiene en cuenta el testimonio de María Erley Pineda, tampoco las afirmaciones de Carretero Díaz, ni lo afirmado por la doctora Diana Ramírez en relación con la anotación de la concurrencia de la madre de Fair al C.T.I., Cundinamarca, la defensora en interpretación de libre factura exige como prueba de la desaparición la denuncia, lo cual no tiene soporte legal. Es claro que la desaparición se produjo entre el 8 y el 9 de enero de 2008. Y que del paradero de Fair Leonardo tuvo noticias hasta el 16 de septiembre de 2008.
De la misma manera reprueba la conducta de la progenitora de Fair Leonardo, considerando que no actuó como se hubiera esperado por parte de una madre promedio, que hubiese acudido a todas las instancias cuando al comunicarse dos meses después de la desaparición de su hijo, escuchó una voz con acento costeño que le decía que el “gringo” le había vendido el celular, además de que si ella escuchaba que había vendido el celular le hubiese generado preocupación, lo que demuestra que el joven podía disponer de sus bienes, ya que según dijo Carretero, Fair le entregó el celular a “Pocho”, este no es el escenario para juzgar las omisiones de la señora Luz Marina Bernal que la abogada advierte reprochables, a más de que no tiene en cuenta que ella afirmó en sus dos salidas procesales que acudió a todas las instancias a denunciar la desaparición de su hijo, en las cuales no fue escuchada. Y en cambio, pasa por alto la defensa técnica que se probó que efectivamente el joven Porras Bernal fue privado de su libertad y ocultado con las declaraciones ya aludidas, a más de que tergiversa lo aseverado por Carretero Díaz en relación con el teléfono celular, él no afirmó que Fair Leonardo se lo hubiera entregado a “pocho”, el refirió que “pocho” se lo quitó.
En la misma dirección, el defensor del teniente dice que aunque la mamá de Fair aparenta un control sobre sus actividades de su hijo, quedó establecido que de octubre a diciembre de 2007 el muchacho se ausentó a cumplir una labor de reparcheo con un señor Ernesto con quien ella no tuvo contacto personal, además de que no supo dónde vivió o permaneció durante ese tiempo, de lo cual infiere que en ese periodo estuvo en Ábrego desarrollando actividades ilícitas donde la familia Mogollón Garcés. 
Como se verá más adelante, las afirmaciones del abogado no encuentran sustento en el proceso, pues como ya se indicó, con las declaraciones de Wilmar Barbosa se conoció a los integrantes de la agrupación delincuencial cuya zona de actividades se ubicaba en Ocaña y sus alrededores, verificándose que Fair Leonardo no hacía parte de la misma. 
Las aseveraciones de las señoras Luz Marina Bernal y María Erley Pineda, concuerdan con la afirmación de Alexander Carretero, con la cual ya se fijó que el 9 de enero de 2008, el señor Ender Obeso, llevó hasta la terminal de transportes de esta ciudad a Fair Leonardo, alrededor de las cinco y treinta de la tarde, y viajó con él a Ocaña a las 10 y 15 de la noche, como ya se señaló, con el propósito conocido.

Advertida la fecha de los pasajes, las atestaciones de Luz Marina Bernal Porras y María Erley Pineda, así como lo sostenido por Carretero Díaz y Pedro Gámez, se da por demostrado que efectivamente Fair Leonardo Porras Bernal fue sustraído de su entorno entre el 8 y 9 de enero de 2008, en acuerdo con el señor Fiscal delegado y las intervinientes, bajo engaño, aprovechándose de su discapacidad cognitiva.
También se fijó en el proceso con lo expresado por los señores Alexander Carretero Díaz y Pedro Antonio Gámez, que cuando el primero de ellos cumple con la misión de transportar a Fair Leonardo Porras, ante sus victimarios, sabía de su procedencia y arraigo en Soacha, estaba al tanto de que el joven residía allí porque admitió que con antelación lo había observado, en varias oportunidades, en determinados lugares, aunque dijo no conocerlo e ignorar cuál era su nombre.

En relación con ese mismo aspecto, Pedro Antonio Gámez, relata que “Alex” le comentó de la conducción de quien llama “Yair”, a quien describe como un muchacho que “no era cuerdo en todo”, en la cara no se le notaba lo especial pero, dice, “tenía su retardo”, residía en la “Y”, en Soacha, y ayudaba en “La Fonda Paisa”, a recoger botellas y a limpiar las mesas, y a Carretero a vender empanadas.
Indicó que Alex y “El mono” se hicieron amigos en “La Fonda Paisa”, pues Alex también acudía allí; adicionalmente, comenta que “pique” y “pocho” conocían al “mono”, porque también tomaban en ese establecimiento. 
Acerca de la distancia entre la tienda “Los Costeños” y la “Fonda Paisa”, dice había aproximadamente quinientos metros. Y sobre la distancia entre La tienda “Los Costeños” y la casa de habitación de Fair Leonardo el investigador Richard Méndez precisó que es de cuatro cuadras. 

De acuerdo con lo expresado por los señores Carretero y Gámez, y lo establecido por el investigador, se puede inferir que, existió la oportunidad espacial para que el señor Ender Obeso, alias “pique” conociera y persuadiera a Fair Leonardo, quien por su condición, como ya se anotó, era altamente influenciable, pues dependía de terceros para la toma de decisiones, y por las cuales, dada su discapacidad cognitiva no podía responder, se infiere que con argucias, logró que se desplazara hasta Ocaña acompañado por Carretero Díaz, como en efecto sucedió, así como también, específicamente con lo sostenido por el señor Gámez, de que sí existía una relación entre Alexander y Fair, no solamente de vista, como aquél lo quiere hacer ver, sino que entre ellos había trato y comunicación, todo lo cual es indicativo de que conocían de su arraigo en Soacha, dónde vivía, dónde laboraba y qué personas frecuentaba.

A la vez, se demostró que los miembros de la Sección Segunda del batallón, quienes, de la misma manera, hacían parte de la organización, sabían que los jóvenes eran conducidos desde Soacha, si nos atenemos a lo aseverado por Gámez respecto de que las solicitudes de los jóvenes que trasladaban provenían del batallón. Y específicamente con Fair Leonardo, Carretero Díaz, indicó que “pique” le dijo que el muchacho iba a hacer una vuelta con Dairo, lo que significa que ya se había producido la comunicación entre el integrante de la organización ubicado en la Unidad castrense y el delincuente dispuesto en Soacha. Recordemos que Alexander Carretero expresó que el sargento Pérez cuando requería a una o más personas llamaba a Pedro y le hacía la solicitud, mientras que interrogado sobre el mismo aspecto Pedro Gámez explicó que él acompañó a Alexander a llevar dos muchachos a Ocaña a solicitud de Dairo José Palomino para presentar “falsos positivos”, de lo cual se establece sin lugar a dubitación que siempre que se hacía la conducción de uno o más jóvenes desde Soacha hasta Ocaña, era porque previamente lo habían solicitado el sargento Sandro Mauricio Pérez Contreras o el soldado profesional Dairo José Palomino, los dos, rememoremos, miembros de la Sección Segunda del batallón “Santander”. En este específico caso fue Dairo José Palomino, quien le comunicó días después del acontecimiento a Alexander Carretero, que él lo había entregado al ejército para que lo dieran de baja y presentarlo como "un positivo". 
De lo anterior se sigue que si todas las personas que hacían parte de la comunidad delincuencial, ubicadas en Soacha, comuneros en la asociación con fines criminales, es decir, Ender Obeso, porque previamente recibió la solicitud de Dairo José Palomino y le pidió a Alexander que condujera a Fair Leonardo hasta Ocaña; Uriel Ballesteros, residente también en Soacha, hermano de Ender Obeso, hacía presencia en el billar, donde es trasladada la víctima luego de su arribo a “Aguas Claras”, quien se apoderó de su celular, y acompañó a Dairo José y a Alexander hasta el retén con la finalidad de “entregar” la víctima, y el mismo Alexander, sabían del enraizamiento de Fair en ese municipio, al igual que los sujetos, situados en la Sección Segunda del batallón “Santander” estaban al corriente de esa situación, resulta razonable inferir que quienes demandaron de la organización al margen de la ley a Fair, también lo sabían, pues conocían su modus operandi. Sandro Pérez, Dairo José Palomino y Medardo Ríos, hacían parte de la asociación delincuencial, quienes según las atestaciones de los señores Carretero, Gámez y Muñoz Rodríguez, dada su ubicación en el batallón acordaban con las Unidades pertenecientes o agregadas al batallón, la conducción de un victimizable, lo cual activaba inmediatamente la comunicación con los integrantes de la agrupación ubicados en Soacha con la finalidad de que les proveyeran uno o más jóvenes, para darles muerte y luego presentarlos como un triunfo operacional.
De la misma manera, se establece ese conocimiento, porque se realizaron varios giros a Soacha desde Ocaña, y viceversa, como se fijó con la prueba número 87, ya aludida, lo cual también pudieron determinar cuando les enviaban el dinero para los pasajes que comprendían la ruta Bogotá – Ocaña. 

Con los medios de prueba referenciados, se demostró el sustento fáctico de la imputación jurídica expuesta por la Fiscalía General de la Nación, en la formulación de acusación, la cual se mantuvo por su delegado en sus alegaciones finales.

Los hechos demostrados, como se pasa a ver, se subsumen en el tipo penal de desaparición forzada, enrostrado a los acusados, descrito en el artículo 165 del Código Penal, así:

“El particular que someta a otra persona a privación de su libertad cualquiera sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar información sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá en prisión de veinte (20) a treinta (30) años (hoy trescientos veinte (320) meses a quinientos cuarenta (540) meses), multa de mil (1.000) a tres mil (3.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes (hoy mil trescientos treinta y tres punto treinta y tres (1.333,33) a cuatro mil quinientos (4.500) y en interdicción de derechos y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años (hoy ciento sesenta (160) meses a trescientos sesenta (360) meses).

A la misma pena quedará sometido, el servidor público, o el particular que actúe bajo la determinación o la aquiescencia de aquél, y realice la conducta descrita en el inciso anterior.”.

Es de precisar que la Corte Constitucional, en sentencia C-317 del 2 de mayo de 2002 declaró inexequible el aparte “perteneciendo a un grupo armado al margen de la ley”, así como también, se declaró el ajuste de la norma a la Constitución, en el entendido de que no es necesario el requerimiento para dar información o de la negativa de reconocer la privación de la libertad, sino que basta la falta de información sobre el paradero de la persona. 

El cual se agrava por las circunstancias previstas en el numeral primero del artículo 166 del Estatuto Punitivo, así: 

“Artículo 166. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. La pena prevista en el artículo anterior será de treinta (30) a cuarenta (40) años de prisión (hoy cuatrocientos ochenta (480) a seiscientos (600) meses), multa de dos mil (2.000) a cinco mil (5.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes (hoy dos mil seiscientos sesenta y seis (2.666) a siete mil quinientos (7.500), e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de quince (15) a veinte (20) años (hoy doscientos cuarenta (240) a trescientos sesenta (360) meses), siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

1.
Cuando la conducta se cometa por quien ejerza autoridad o jurisdicción…”.
De esta manera, el tipo objetivo consagrado en Colombia cuenta con los siguientes elementos
:

“…(i) Un sujeto activo indeterminado (“[e]l particular”, “el servidor público” o “el particular que actúe bajo la determinación a aquiescencia de aquél”).

(ii) Un sujeto pasivo también indeterminado (“otra persona”). Y
(iii) Una conducta compleja, consistente en, primero, someter “a otra persona a privación de su libertad, cualquiera que sea su forma”, y segundo, ocultarla o negar la privación o no dar información de su paradero, pero en todo caso “sustrayéndola del amparo de la ley”…”.
Esos elementos fueron explicados por la Corte Constitucional en la Sentencia 317 de 2002, así:
“…la descripción de la conducta exige que se someta a una persona a privación de su libertad, bien sea en forma legal o ilegal; que luego la víctima sea ocultada y sus familiares no puedan conocer su paradero; y que ocultada la víctima, el sujeto agente se abstenga de brindar información sobre su paradero sustrayéndola del amparo de la ley, imposibilitándola de esta manera para ejercer cualquiera de los recursos legales establecidos para su protección. Es decir, que no es necesario requerimiento alguno pues basta la falta de información…”
.
La interpretación de esa corporación, se fundamenta, según su argumentación, en el artículo 12 de la Constitución Política, que prohíbe de manera específica dicho comportamiento (“[n]adie será sometido a desaparición forzada”).
De acuerdo con el tipo penal, la conducta puede ser cometida por un agente estatal o un particular y está compuesta por dos elementos normativos : el primero, privar de la libertad de cualquier forma a una persona y el segundo, ocultarla, sin dar información sobre su paradero, sustrayéndola así del amparo legal.

En relación con el primer elemento, tenemos que el señor Fair Leonardo Porras Bernal fue privado de su libertad, entre el 8 y 9 de enero de 2008, fue separado de la órbita espacial donde desarrollaba su actividad vital, bajo engaño, pues es claro que una persona con su discapacidad cognitiva, retardo mental moderado, lo cual conllevaba, como quedó fijado, que dependiera de terceros para tomar decisiones, por su falta de discernimiento y capacidad de autodeterminación o autorregulación, fue seducido fácilmente con algún tipo de ofrecimiento, sin que resulte relevante si fue de tipo laboral como indicó su señora madre, o si se trataba de una “vuelta”, consistente en sacar droga de una finca con Dairo José Palomino, como lo aseveró Carretero Díaz. 

Lo cierto es y así fue demostrado por el ente acusador, que al joven se le sustrajo del seno de su familia y de su cotidianidad, bajo engaño, abusando de su condición de discapacitado y de su insolvencia para conducir su vida. 

Se le privó de la libertad porque desde el momento en que es captado en Soacha por Ender Obeso, no pudo disponer de su locomoción, nótese como según lo aseverado por Alexander Carretero hasta la terminal de transportes de Bogotá, llegó Ender Obeso con el joven y se lo “entregó”. 
Fuera de lo anterior dice el mismo Carretero que viajó a Ocaña con un muchacho que “mandó Ender Obeso”. Y cuando llegan a “Aguas Claras”, su destino, afirmó Carretero Díaz, Dairo Palomino “esperaba” al muchacho.

Como se puede apreciar, se suprimió de manera absoluta la posibilidad de que Fair Leonardo Porras se movilizara a voluntad, se le privó de su libertad de locomoción desde el momento en que se le engaña y capta, viéndose por tanto constreñida al querer de sus captores, con la finalidad de conducirlo hasta Ocaña. Se le sustrajo de la órbita espacial en la cual desarrollaba ordinariamente toda su vida con el propósito nefasto de darle muerte y reportarlo como muerto en combate, afectándose sus derechos de autodeterminación, libertad de locomoción y dignidad y en sentido lato, aún su vida y en el aspecto colectivo la administración de justicia (Galain Palermo). 
Respecto del segundo elemento normativo, referido al ocultamiento de la persona sin dar razón de su paradero, tenemos que, luego de que se produjera la privación de la libertad de Fair Leonardo Porras Bernal, trasladándolo fuera de su entorno, se le mantuvo de tal forma que se ignorara su paradero y situación.
Ese ocultamiento, se infiere en primer lugar de la circunstancia de que no se le permitió comunicarle a su familia dónde estaría o con quién, pues después de que recibe la llamada telefónica, según informó su hermano John Smith a la señora Luz Marina Bernal, Fair le comentó que su patrón, adjetivo con el cual denominaba a quienes lo empleaban, lo había citado para un asunto de una plata, pero sin indicar su nombre o su lugar de ubicación, ni tampoco su desplazamiento tan lejos de su casa, sale y no se vuelve a tener noticias suyas, hasta 7 meses después.
Sobre el particular, la señora Luz Marina Bernal, indicó que el padre de Fair Leonardo a raíz de que hizo reposición de su celular entregó el que tenía para estar en contacto con él, que lo llamó insistentemente pero siempre la enviaba a buzón, y que luego de dos meses, logró comunicarse y le contestó una persona con acento costeño, quien le dijo que ese teléfono se lo había vendido el “Mono” o el “Gringo”; lo cual resulta concordante con lo declarado por Alexander Carretero Díaz, cuando expresó que “pocho” le quitó el celular a Fair. Sobre el particular, refirió Alexander Carretero: “…la verdad yo supe de ese celular fue por el señor pocho, que Fair le había dado un celular al señor pocho, no sé de donde lo sacaron pero supe de boca de él, (..), se lo entregó,… pocho, Uriel ballesteros, cuando en el tiempo que llegué a vivir a Ocaña, él me comentó, él me dijo a mí que se lo habían quitado, que se lo habían entregado, o sea, que estaban hablando, Fair se lo mostró y se lo dio, no sé qué celular era…”. 

Adviértase que, ese acto desplegado por Uriel Ballesteros no era ajeno al desarrollo del iter criminis, él no es indiferente al suceso, pertenece a la asociación ilegal, cuya existencia ya quedó establecida, es hermano de Ender Obeso, quien encargó a Fair el transporte del joven, según ya se demostró, y acude en compañía de Dairo José Palomino y Alexander Carretero hasta el retén, donde es entregada la víctima, por tanto, desapoderar de su móvil a Fair, era un eslabón en la cadena de actos dirigido a lograr el fin perseguido mancomunadamente con los demás partícipes de la conducta punible, impedir que Fair se comunicara con su familia, y los enterara de algún dato que permitiera localizarlo, y con ello, que fuese ubicado. Es decir, se impidió a su familia que lo encontrara. 
A este argumento se podría oponer que Fair Leonardo permaneció en un billar, sitio abierto al público, lugar donde podía ser observado por cualquier persona que allí acudiera, pero a más de 600 kilómetros de su entorno, era altamente improbable que tropezara con un conocido, y eso lo sabían sus victimarios, no se olvide, que ellos conocían su origen.

Los defensores de los oficiales dicen que esa llamada que se dice fue recibida el 8 de enero de 2008 no aparece en el estudio link realizado por el investigador Arlet Castellanos Tuay, pues no aparece registrada para la fecha indicada, en relación con este reparo, en acuerdo con el delegado de la Fiscalía, la progenitora de Fair Leonardo no observó a su hijo conversando telefónicamente. El conocimiento acerca de la llamada de quien fue calificado por Fair como el patrón, lo obtuvo por comentario que le hiciera su hijo John Smith, así que se presenta razonable deducir como lo hace el señor Fiscal que la llamada la recibió al teléfono fijo, más cuando se estableció dentro de la actuación, con la atestación de la misma dama, que su hijo recibía las ofertas de trabajo, en muchas ocasiones, a través de ese medio.
Como se ve, de acuerdo a como ordinariamente suceden las cosas, una persona con la discapacidad de la víctima, en una ciudad desconocida para él, a más de 600 kilómetros de donde está ubicada su familia, sin contacto con ella, pues fue despojado del único medio con el que podía tenerlo, su teléfono móvil, está oculta. En conclusión, Fair Leonardo Porras Bernal, fue ocultado para llevar a buen puerto el propósito de la empresa criminal, cual era, garantizar su entrega a quienes le iban a dar de baja, el cual persiste al no identificarlo sino reportarlo como una persona sin nombre, NN, hasta que finalmente se establece el 4 de  agosto de 2008 que se trata de él.

En relación con este elemento normativo del tipo penal la representante judicial del acusado Quijano Mariño repara en que a falta del elemento ocultamiento de estaría en presencia de un secuestro, e indicó que para esos dos momentos, es decir cuando se priva de la libertad y se oculta sin dar razón de su paradero, el sujeto pasivo del delito debe estar con vida, por tanto se malinterpreta la norma cuando se indica que el delito no cesa mientras la persona sea hallada viva o muerta, resalta que se confunde el delito continuado con el de ejecución permanente. 
Indicó la letrada que en el marco fáctico elaborado por la Fiscalía, más que de privación física de la libertad, se habló de engaño para seducir a las víctimas, así como de un vicio de la voluntad. Sobre el particular tenemos que Fair Leonardo si fue privado de la libertad bajo engaño, y el tipo penal establece que el sometimiento a privación de la libertad se configura cualquiera que sea la forma, y una de ella es bajo engaño, como lo advirtieron también las intervinientes, luego no era necesaria la coacción o la violencia para que la misma se surtiera, como lo indicó el señor fiscal.

Es claro, que Fair Leonardo, discapacitado cognitivamente,  fue engañado con falsos ofrecimientos como acaba de verse. 
Súmese a lo anterior, que luego de que Fair Leonardo es recibido por el soldado Dairo Palomino, éste en su motocicleta lo conduce hasta el billar de su propiedad, acorde con lo afirmado por Carretero Díaz, donde permanece todo el tiempo, hasta cuando es entregado en el retén, pues pese a que fue reticente al responder las preguntas que se le hicieron sobre el particular, no lo ubicó en lugar distinto, en cambio si fue claro en precisar que siempre estuvo custodiado que cuando “pocho” salía, estaba Dairo y cuando el mismo deponente salió, de todas formas quedó bajo custodia. Lo cual es indicativo de que permaneció bajo su órbita de vigilancia, en ese lugar. El propósito, obviamente perfeccionar la “entrega” sin tropiezos. 
Adicionalmente se observa que no se dio información sobre la situación o el paradero del señor Porras Bernal, sin que fuese necesario que la misma se hubiese solicitado, ya que el tipo penal se configura solamente con no suministrarla; pese a que Ender Obeso, Pedro Gámez, Alexander Carretero, Sandro Pérez y el soldado Dairo José Palomino, el militar que lo recibió y entregó a miembros del pelotón “Búfalo 1”, de la Compañía Plan vial meteoro, en cumplimiento del acuerdo previo con sus comandantes, conocían de quién se trataba y su procedencia, sin que resulte trascendente que éstos últimos, quienes lo presentaron como un NN, muerto en combate, desconocieran su nombre. 
Fuera de lo anterior, sus documentos de identificación le fueron sustraídos, inferencia que se hace a partir del modo de operar de la organización, pues como lo afirmaron Jhon Jairo Rodríguez, y Pedro Gámez, primero se apoderaban de su documento de identificación y cuando llegaban al retén, los hacían subir al vehículo NPR, donde eran trasportados hasta el lugar donde iban a ser ultimados, situación que no fue distinta para el señor Porras Bernal. 
Si bien, en torno al porte de documentos de identificación por parte de la víctima, se ha querido hacer ver por los señores defensores, que su madre incurre en contradicciones en relación con el mismo, ya que en entrevista concedida a un investigador del C.T.I., cuyo aparte, considerado pertinente, por la defensa de Carlos Manuel González Alfonso, fue reproducido en el juicio, ella indicó que la cédula de su hijo Fair Leonardo se le había extraviado, interrogada sobre ese mismo aspecto en la audiencia de juzgamiento, aclaró que el joven portaba copia fotostática de la cédula así como el carné del SISBEN. 
Esa aparente contradicción, pues en el juicio, la testigo, dilucidó el punto, al afirmar que a su hijo se le había perdido cédula pero que él portaba copia fotostática de la misma y carné del Sisben, no varía el significado del hecho concreto, cual es que Fair sí tenía como identificarse con las copias que portaba cuando es trasportado hasta Ocaña.

De acuerdo con lo expuesto, se establece que la desaparición forzada de Fair Leonardo Porras Bernal, comienza entre el 8 y 9 de enero de 2008 y culmina el 12 de enero de 2008, con el homicidio del joven, pero continúa ejecutándose hasta el 16 de septiembre de 2008, fecha en la cual la señora Luz Marina Bernal, su madre, tiene noticias de su hijo, por tratarse de un delito de ejecución permanente.

En relación con el punto, la Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia,  en decisión del 3 de agosto de 2011, en el radicado 36.563, indicó:

"...No admite discusión que la desaparición forzada es una conducta punible de ejecución permanente, esto es, que desde el acto inicial, la retención arbitraria de la víctima, el hecho continúa consumándose de manera indefinida en el tiempo, y el límite final de ejecución del delito está dado por la terminación de ese estado de privación de libertad, ya porque de alguna manera se recobra ésta (el victimario la libera, es rescatada, etc.), ya porque se ocasiona su deceso.

Si la persona es privada de su libertad de locomoción, luego de lo cual se le causa la muerte, no genera incertidumbre la comisión de dos conductas diferenciables que, por tanto, concurren, en tanto se presentan dos momentos, uno de retención y otro de muerte, pero es evidente que la primera deja de consumarse cuando se causa el homicidio. Pero la fijación de un momento cierto en el cual termina la consumación no descarta la existencia de la desaparición.

La situación es diversa cuando solamente existe un momento, esto es, sucede la privación de libertad y no existe prueba alguna respecto de que se puso punto final a ese estado; por tanto, la desaparición continúa ejecutándose de manera indefinida en el tiempo…".

Verificada la concurrencia de los elementos normativos del tipo, se demuestra más allá de toda duda razonable la materialidad del comportamiento delictual de desaparición forzada.

4. EXISTENCIA DEL DELITO DE HOMICIDIO
Planteó el señor Fiscal en su teoría del caso y en sus alegaciones finales en relación con la existencia de este comportamiento delictual que como los militares no la niegan, sino que por el contrario dan cuenta de la misma en el informe de primer respondiente, y el del C.T.I. así como en documentos de legalización de munición gastada, y los radiogramas, el problema jurídico y probatorio a resolver, es si ello obedeció, como lo pretendieron hacer creer los acusados, a un combate, o si se trató de una ejecución como lo sostiene la Fiscalía.
Los defensores en la misma dirección señalaron la inexistencia de una ejecución, y específicamente la defensora del acusado Quijano Mariño, indico que la muerte de de la víctima fue consecuencia de un legítimo combate.

El Juzgado como lo anunció en el sentido del fallo, considera que de acuerdo con las pruebas allegadas al proceso, la Fiscalía General de la Nación, demostró que la muerte de Fair Leonardo Porras no fue producto de un legítimo combate sino que se trató de una ejecución, como se pasa a fundamentar.

Los siguientes medios de convicción son el soporte de esa conclusión:
La inspección a cadáver realizada por Nancy Santiago y Miguel Ángel Mejía. 
La testigo Nancy Santiago Santiago (Declaró el 15 de noviembre de 2011 a récord 00:34:58 de la pista 2 y culminó en sesión de audiencia del 25 de noviembre de 2011 a récord 01:29:33 pista 2), quien recibió capacitaciones en investigación judicial y policía judicial, manejo de la prueba judicial, entre otros, desempeñándose como investigadora criminalística II del Cuerpo Técnico de Investigaciones (en adelante C.T.I.) de la Fiscalía en Ocaña, desde el año 2004 (récord 00:37:00 a récord 00:42:25 de la pista 2 de la sesión de audiencia del 15 de noviembre de 2011), en relación con su actividad por los hechos ocurridos el 12 de enero de 2008, reveló que fue un día sábado, estaba de turno de disponibilidad de actos urgentes, en virtud del cual participó en un levantamiento a cadáver en la vereda “La Soledad” de Abrego, de acuerdo con la noticia criminal recibida por su compañero Miguel Ángel Mejía Álvarez, a las 6:45 de la mañana, vía celular, del sargento del ejército, Sandro Pérez, razón por la cual coordinó el traslado al lugar de los hechos, hacia el cual fueron guiados y escoltados por el sargento Pérez.

Explicó que arribaron al lugar a las 10 y 30 minutos de la mañana, donde hallaron militares, dos vehículos: una NPR y otro más pequeño, acerca del clima indica el día era soleado, claro, el terreno era destapado con cultivos de tomate y maíz, una vivienda, sin semovientes. Acotó que los cultivos no impedían la visibilidad en el sector por cuanto las plantas de tomate median por ahí unos 30 centímetros y el de maíz, que estaba seco era de 1.50 metros, por tanto, la visibilidad era de 360°; adujo igualmente que era imposible el tránsito por entre los cultivos ya que las plantas de tomate tenían palos y estaban amarradas con muchos hilos, y al lado de las matas de mazorca había una cerca, indicó que el clima en la zona oscilaba entre 16° a 25° en esa época.

En relación con el levantamiento de cadáver, expuso que se indagó acerca del primer respondiente, presentándose como tal el teniente Diego Aldair Vargas Cortés, quien a su vez le informó no tener el formato para rendir su informe, siendo suministrado por ella, luego de diligenciado el mismo, autorizó el ingreso de Miguel Ángel Mejía a la escena, seguido por ella, se devolvió y procedió a dirigirse a una vivienda cercana a indagar y también entrevistó al teniente Vargas Cortés (récord 00:44:13 a récord 00:51:23 misma pista y sesión de audiencia).

Acerca de la escena de los hechos aseveró que la encontró acordonada con una cinta, ello por cuanto debía asegurarse para no ser contaminada, labor que debía efectuar el primer respondiente; consideró que la protección de la escena era la adecuada dado que el lugar sólo tenía un ingreso y no había más personas.

En cuanto a la fijación de la escena, registro planimétrico y fotográfico de cada uno de los elementos materiales probatorios hallados en el lugar, fue desarrollada por Miguel Ángel Mejía. De igual forma indicó, que el primer respondiente había tenido a su cargo la custodia de la escena por espacio de 8 horas y 35 minutos, puesto que conocieron que la hora de ocurrencia de los hechos lo fue hacia las 2:00 de la madrugada y a las 10 y 35 de la mañana había recibido el informe de primer respondiente; agregó, que ingresaron a la escena para la correspondiente inspección, luego de recibir el informe del primer respondiente (récord 00:51:27 a récord 00:57:07 misma pista y sesión de audiencia).

Tras reconocer y dar lectura al acta de primer respondiente, exhibida por el delegado fiscal, expresó que era la misma que había sido signada con su firma, y que igualmente contenía los datos del primer respondiente, correspondiendo al formato que en la época ella facilitó al teniente Vargas Cortés quien lo diligenció, aunque reconoce que el número del caso, departamento, municipio, fecha y hora, fueron diligenciados por ella; documento que ingresó al juicio como la prueba documental número 2. 

Se insistió por el delegado Fiscal la lectura del ítem 8 de la referida acta, en la cual se describió el arma incautada, cuyo texto es: “...8. ARMAS INCAUTADAS A LAS PERSONAS CAPTURADAS (descripción): una pistola Smith & Wesson, calibre 9 milímetros, dos proveedores, con un cartucho en la recámara y otro en el proveedor (récord 01:03:19 a récord 01:03:32). Frente a ésta anotación, al ser interrogada por el Fiscal, si el teniente le refirió haber practicado pruebas de balística al arma, expuso que: “...no, él no tenía por qué tener esa información porque se supone que nadie había ingresado al lugar de los hechos, no tenía por qué tener esa información...”, (récord 01:07:24 a récord 01:07:34), añadió que, Miguel Ángel Mejía era el único autorizado para “agarrar” el arma y verificar si estaba cargada o no, por ser labor que corresponde hacer al técnico en estos casos.

Expuso igualmente la testigo que el teniente Diego Aldair Vargas Cortés le entregó un informe del 12/01/08 dirigido al Cuerpo Técnico de Investigaciones y en el que plasmó su firma, al cual dio lectura integral, corresponde a la prueba del juicio número 4, con el relato de los hechos ocurridos en esa fecha a las 2:30 de la madruga y de cuyo contenido se destaca por parte del Despacho, apartes allí consignados, tales como: (i) que el ejército recibió la información de la presencia de 4 sujetos de civil portando armas cortas, en el sitio de los acontecimientos, por parte de la red de cooperantes, (ii) que el informe fue dado vía telefónica, (iii) que se desarrolló movimiento táctico al sitio de ubicación de tales sujetos, (iv) que el sitio era en la vereda “La Soledad” en unos cultivos de tomate en una trocha, (v) que al realizar la proclama para identificarse como tropa, los sujetos abrieron fuego en contra de ellos por lo que en reacción, en legítima defensa, se abrió fuego, (vi) que avanzaron mediante saltos vigilados, (vii) que el contacto armado duró 10 minutos, (viii) luego del alto al fuego se hizo el registro perimétrico del área de encontró un sujeto dado de baja con una pistola sin establecer su calibre y su marca (récord 01:009:36 a récord 01:19:46 pista 3).

Respecto de la evidencia física recolectada, reveló que se trató de 27 elementos materiales probatorios, el occiso, 14 vainillas calibre 5,56 milímetros, 9 vainillas calibre 9 milímetros, una pistola Smith & Wesson calibre 9 milímetros sin serial, de la que acotó, fue encontrada al lado derecho de la víctima, un proveedor y un cartucho.

En lo atinente al occiso indicó aspectos puntuales como que no le fueron encontrados documentos, vestía una chaqueta en material sintético de color negro, un pantalón a rayas colores gris, marrón y negra, un buzo azul, zapatos y medias grises y una correa negra con hebilla plateada, de las cuales adujo, no es normal su uso en esa zona (récord 01:21:09 a récord 01:22:07), añadió la testigo que no se tomaron muestras de residuos de disparo a la víctima por no contar con el kit de residuos de disparos a la fecha. 

Finalmente la deponente reconoció el informe ejecutivo FPJ-3, elaborado y firmado por ella el 12/01/08, el cual leyó en su integridad, se signó como prueba documental número 1 del proceso, donde se narraron las labores desarrolladas por ella y su compañero en el sitio de los hechos, lo hallado en la escena y el relato de lo allí ocurrido. 

Al absolver cuestionamientos de la defensa, la testigo ratificó entre otras cosas, que al llegar al lugar de los hechos la escena estaba acordonada, tarea realizada por los militares allí presentes (récord 00:05:28 pista 4 de la sesión de audiencia del 15 de noviembre de 2011); que no utilizó protocolos de bioseguridad en razón a que no contaba con ellos. 

Aclaró que ella no manipuló o tocó ningún elemento material probatorio, por tanto, le resultaba innecesario utilizar los mencionados protocolos, a pesar de que conocía lo reglamentado frente a los mismos y que en efecto, sí eran necesarios en el manejo de la escena del hecho (récord 00:18:08), que tampoco tomaron muestras con hisopos, reiteró que en la Unidad Local de Ocaña no contaban con el kit para toma de muestras de disparo.

Explicó que entrevistó al teniente Diego Aldair Vargas dado que se identificó como el primer respondiente; reveló que el ingreso al lugar de los hechos se hizo utilizando el método de franja, es decir que transitó en una, solo caminó, ella ingresó detrás de Miguel Ángel y por el mismo sitio se retiró de la escena, así como que recordaba que el occiso estaba al lado de un cultivo de tomate en una zanja. Adujo que Mejía fue quien enumeró los elementos materiales probatorios hallados y los fijó fotográficamente. 

Ante pregunta formulada por la defensa de González Alfonso, refirió que el cuerpo de la víctima no había sido ocultado a las autoridades (récord 00:54:59 pista 4 de la sesión de audiencia del 25 de noviembre de 2011).

Acerca del cultivo de tomate, expuso que no transitó por el mismo, dado que no era posible el paso por allí porque las plantas estaban pequeñas y como contaban con unos amarres, unos troncos, sujetos con unas pitas, era imposible el paso. Precisó que el cultivo no estaba dañado o alterado y se localizaba al lado izquierdo (ubicándose desde el ingreso al sitio), y que al lado derecho había un cultivo de maíz (récord 01:02:28 a récord 01:03:19 misma pista y sesión de audiencia).
Sobre los mismos aspectos, el investigador criminalístico II de la Fiscalía General de la Nación, adscrito a la Unidad Local del Cuerpo Técnico de Investigaciones de Ocaña, Miguel Ángel Mejía Álvarez, especializado en dibujo técnico, capacitado en investigación de la escena del crimen, y otras especialidades, con experiencia como investigador criminalístico durante 16 años y 9 meses, refirió igualmente que el 12 de enero de 2008, era un día sábado, situación que recordaba por que había recibido turno el día anterior viernes a las 7 de la mañana, el cual se denomina de permanencia y actos urgentes, es decir, con disponibilidad las 24 horas por una semana continua, de viernes a viernes.

Aseveró que el sargento Pérez Contreras Sandro Mauricio, reportó el hecho mediante llamada, vía celular, quien poseía el número de su móvil, pues era costumbre que los funcionarios del batallón “Santander” reportaran por ese medio los actos urgentes a policía judicial.

Narró que el militar le indicó que tropas del batallón del Ejército habían dado de baja a un sujeto en jurisdicción del municipio de Ábrego a las 02:00 de la mañana, información que recibió a las 6 y 45 de la mañana, desconociendo el por qué de la demora en el reporte del hecho, dado que debía ser informado de manera inmediata a policía judicial, noticia criminal que puso en conocimiento de su compañera Nancy Santiago Santiago con quien se reunió para coordinar lo atinente a los equipos y seguridad que llevarían para atender el acto urgente (récord 00:19:11 a récord 00:25:11 pista 5 sesión de audiencia del 16 de noviembre de 2011).

Reveló que al lugar de los hechos, ubicado en la vereda “La Soledad” sitio “El Tirol” del municipio de Ábrego, el cual queda a unos 35 minutos de Ocaña vía nacional, se desplazó con su compañera Nancy Santiago en un vehículo Toyota conducido por él, bajo la orientación del sargento Pérez Contreras, quien se transportaba en una motocicleta marca Yamaha tipo Cross línea DT 175. 

Precisó que la distancia entre la vía principal que de Ocaña conduce a Ábrego, al sitio de los hechos había una distancia de 4 kilómetros, ruta por la cual no hay transporte público, a donde arribaron hacía las 10 y 30 horas de la mañana, observó personal uniformado del ejército, un vehículo camión NPR de estacas y otro más pequeño con carrocería metálica.

Describió el terreno del lugar como plano y arcilloso, en el que observó un cultivo de maíz en estado de recolección y otro de tomate con plantas de unos 30 centímetros de altura, el cual solamente era transitable a través de los surcos, en razón a que la tomatera presentaba unas latas y unos amarres de nylon, soporte de las matas, a más de unos temples con estacas, por tanto, indica, la única manera de transitar para no dañar la plantación, era con cuidado y en el sentido de surco, y que para la fecha de la inspección los cultivos no se encontraban alterados ni dañados. Específica que cercano al cultivo, había un inmueble.

Acerca de las condiciones climáticas, indicó que el día de la diligencia era soleado, la visibilidad era nítida, de 360°, que la temperatura oscilaba entre 17° y 22° (récord 00:25:38 a récord 00:34:49 mismas pista y sesión de audiencia).

Referente a sus labores como funcionario de policía judicial, señaló que las mismas las desarrolló como fotógrafo y topógrafo a más de que recolectó los elementos materiales probatorios hallados en el lugar. Respecto del procedimiento seguido en caso de homicidio expuso que consistía en observar y analizar el lugar de ocurrencia de los hechos, bajo las órdenes de la Coordinadora, ingresar a la escena a realizar la búsqueda de tales elementos, para el caso sometido a estudio la orden se la impartió Nancy Santiago a las 10:35 a.m. (récord 00:35:25.a récord 00:35:49 pista 6).

Respecto de la escena, adujo que la misma ya estaba protegida con una cinta amarilla en la parte noroccidental y suroriental, coraza necesaria para evitar tránsito de personas que la contaminaran e igualmente para que no se deteriorara ningún elemento material probatorio (récord 00:37:37 a récord 00:38:12 pista 6). En relación con la protección de la escena que debía inspeccionar, indicó que: “...por las condiciones que se observaron, como ya lo dije anteriormente, la cerca le daba garantía del maíz y el tomate con sus surcos que tenían un cableado, y además la cinta fue el adecuado para el lugar de los hechos...” al preguntársele quien estaba protegiendo la escena, refirió que: “...externamente la seguridad la brindaba el ejército nacional y la cinta que era la que le daba la garantía de que no se ingresara al lugar..”, agregó que, el ejército debió haber estado custodiando la escena desde la hora en que ocurrieron los hechos (récord 00:38:39 a récord 00:39:26 pista 6).

Dijo que tenía conocimientos en topografía, con fundamento en lo cual elaboró un bosquejo topográfico de la escena de los hechos. Explicó que inicialmente se ubicaba un punto de referencia desde el cual se hacia un desplazamiento mediante un método y que para la zona en la que desarrolló el acto urgente lo fue el de “franja”. Llegaron hasta un punto suroeste donde ubicaron y determinaron el primer elemento, luego de lo cual se empezó a enumerar hasta el punto de amarre del 1 al 27 (record 00:39:33 a récord 00:41:256 pista 6); acerca del elaborado, que le fue exhibido en la audiencia, mencionó que en el sitio se había encontrado un montículo de abono además de una zanja para riego, y ubicó el cuerpo de la víctima.
Especificó que al cultivo de tomate, lo delimitaba una zanja recolectora de aguas hacia la parte suroccidental y al de maíz, una cerca de alambre (récord 00:51:33 a récord 0053:46). Añadió que para la recolección de los elementos materiales probatorios utilizó el método de franja utilizando la cerca como tal y la demarcación del cultivo en forma de franja, lo cual hizo así para evitar contaminar la escena, por que al hacer varias franjas, reiteró, contaminaría la escena (récord 00:57:54 a récord 01:00:08 pista 6). 

Igualmente indicó el técnico, que debido a sus conocimientos en fotografía de la escena, se debía hacer de lo general a lo particular, plasmando planos generales y primerísimos planos en lo posible de los elementos probatorios, hizo mención a las que realizó respecto de la escena que inspeccionó el día de marras y con qué elementos técnicos lo hizo (01:56:46 a récord 01:09:46 pista 6). 

Se le exhibieron las fotografías al testigo, en las cuales ubicó cada uno de los 27 elementos recopilados y los demás objetos, tales como el montículo de abono, el punto de amarre, la cinta de acordonamiento, el arma y sobre la misma, reveló que correspondía al elemento N° 4 y del que específicamente denotó: “...se aprecia inicialmente que el martillo está hacia atrás, comúnmente llamado que el arma está montada...” , (récord 01:28:35 a récord 01:29:17 pista 6).

El declarante explicó a la audiencia frente a una fotografía tomada tras hacer la recolección del arma: “...como ustedes visualizaron en la primera toma, el elemento probatorio se observaba el martillo hacia atrás, se observaba montado, con la experiencia de balística que tengo, se puede determinar, que el arma puede estar cargada, se realizó un procedimiento que es retroceder la corredera hacia atrás, antes quitado el proveedor, se retira el proveedor, se hacen las maniobras y se halló un cartucho en la recámara y otro dentro del proveedor...”, (récord 01:36:40 a récord 01:37:36 pista 6). 

Acerca de la experticia técnico balística por él realizada al arma de fuego recolectada en la escena de los hechos, así como a las vainillas calibre 5,56 milímetros y 9 milímetros, describió de manera puntual las características del arma inspeccionada técnicamente, de la cual entre otras cosas, destacó que no presentaba número de serial, ni número interno, observándose en su superficie manchas de sangre y barro, y al hacer las maniobras para seguridad, por estar el monte (sic) del arma hacia atrás, expulsó un cartucho calibre 9 milímetros. 
Acotó que sin hacer el procedimiento de manipulación del arma no era posible saber que había un cartucho en la recámara; añadió que cuando hizo la experticia técnica al arma no lo acompañó el teniente Vargas Cortés.

Frente a los interrogantes del señor Fiscal referentes a que en el informe de primer respondiente se aludía que había un cartucho en la recamara, expuso que no sabía cómo se había determinado sin haber hecho el procedimiento, ya que no era posible sin la verificación del arma de fuego (récord 00:06:38 a récord 00:11:00 pista 7 sesión de audiencia del 15 noviembre de 2011). 

En igual sentido el testigo hizo mención a la experticia técnica sobre 9 vainillas calibre 9 milímetros y 14 vainillas 5,56 milímetros, frente a las cuales expuso que no presentaban deformaciones, siendo, por tanto aptas, para hacer cotejo.

Finalmente refirió que en desarrollo de sus labores como policía judicial, relacionadas con levantamientos en similares condiciones de las del 12 de enero de 2008, habían realizado varias en el municipio de Ocaña, en las que estaban involucradas tropas del batallón “Santander”, la Brigada Móvil 15 y el BAED, frente al origen de las víctimas, expuso que en algunos casos los occisos se identificaban y en otros casos eran NN, a más de que luego de la última inspección a cadáver llevada a cabo el 31 de agosto de 2008, no volvieron a tener un llamado de apoyo por parte de militares (récord 00:38:35 a récord 00:42:10 pista 2 sesión audiencia 16 noviembre 2011).

Solicitadas explicaciones por los sujetos procesales, en lo fundamental, dijo que: (i) La información básica a tener en cuenta para hacer un bosquejo topográfico es que se realiza a mano alzada y todo lo que se encuentra en el lugar y medidas, utilizando para el caso un escalímetro, cuya finalidad es una posible reconstrucción de la escena de los hechos; (ii) no tenía presente si algún vehículo militar los escoltó hasta el lugar el día de los hechos; (iii) no tomó la medida del montículo de abono; (iv) dijo que no era posible en el momento ubicar distancias entre un elemento y otro; (v) no contaba con elementos de bioseguridad para la manipulación y recolección de los elementos pero que lo hizo con guantes que es un elemento de bioseguridad; (vi)Nancy Santiago no estuvo durante todo el procedimiento realizado por él en la escena de los hechos, sólo permaneció por un momento; (vii) sobre el logo de la cinta que aparecía en las fotos dijo apreciar el de la Fiscalía General, pero no recordaba si la cinta era de color amarillo; (viii) acerca del cultivo de tomate expuso que era posible acceder por los surcos y que no era posible pasar libremente por la cerca del cultivo de maíz, (ix) respecto de la conclusión a la que llegó en la experticia que hiciera sobre el arma dijo que era de certeza, y que no practicó pruebas para determinar que las manchas que tenía el arma eran de sangre y barro; (x) no rememoró si la compañía plan vial meteoro estuvo presente en otro levantamiento de cadáver en esa época, (xi) no realizó la prueba de residuos en manos por no contar con el equipo correspondiente, de lo cual se dejó constancia en el acta; (xii) hizo la diferenciación entre un bosquejo topográfico y una fijación fotográfica; (xiii) no observó cerca al poste una pozeta de agua; (xiv) no registró pisadas por no haberse visualizado; (xv) acerca del por qué no se hizo la fijación de cada una de las vainillas en la escena de los hechos, indicó que amarrar una a una de las evidencias sería lo ideal, pero igualmente era posible hacerlo en grupos, lo importante era fijarlas fotográfica y topográficamente; (xvi) sobre sus experticias técnicas balísticas de las vainillas, aclaró que eran de campo, con base en sus conocimientos, de manera básica, que un cotejo como tal lo hacía un perito experto en balística; (xvii) que desconocía si el cuerpo de la víctima había sido ocultado a las autoridades, le consta el reporte de la muerte a la Fiscalía; (xviii) desconocía el método para determinar si en una escena se produjo o no un combate; (xix) no tuvo en sus manos el informe de primer respondiente. (récord 00:46:19 a récord 03:48:23 pista 2 sesión audiencia 16 de noviembre de 2011).

Precisó que: (i) la cadena de custodia garantiza la mismidad del elemento recaudado en el lugar de los hechos; (ii) no sabía quién era el mayor Quijano; (iii) que en el lugar de los hechos había un colector de agua y unas canecas también al fondo entre los cultivos de tomate y de maíz, al noroeste del occiso, eran plásticas de color azul y no observó impactos en las canecas; (iv) acerca de los cultivos expuso que en las fotografías se observaban las flechas rojas que indicaban el sentido del surco, e igualmente se veía como iban hilados unos detrás de otros los palos utilizados como templetes, y la estaca que daba estabilidad a los palos, por tanto, se podía caminar en el sentido de las flechas, los hilos no se apreciaban alterados, de haber sido así se hubiera fijado fotográficamente, por ello no se tomó fotografías del cultivo en su totalidad. (récord 03:48:46 a récord 04:26:16. pista 2 sesión audiencia 16 noviembre de 2011).

Explicó que: (i) no recorrió todo el cultivo de tomate, no fijó topográficamente las canecas, sí lo hizo con el colector de agua; (ii) algunas de las imágenes eran de acercamiento o de primer plano, y en ellas no se observaban huellas en esos sitios específicos, pero en otras sí, dado que allí había un cultivo de tomate; (ii) en las imágenes 1 y 2 que captan el cultivo de maíz, se ve cercado con alambres de púas y no ingresó al cultivo porque estaba seco; (vi) que el cultivo de tomate no había sufrido alteración, quedó en el registro fotográfico. (récord 00:00:40 a récord 00:15:46 pista 3 sesión audiencia noviembre 16 de 2011).

Complementó que: (i) las normas de bioseguridad se utilizan con fines de no contaminación de los elementos y protección del personal, indicó sus clases, y que para el caso, por motivos de logística no contaban con los medios de bioseguridad, utilizaron los dispositivos con los que contaban, los guantes, acotando que ese no era motivo para abstenerse de realizar esa diligencia, so pena de incurrir en un delito de omisión, resultando mejor participar, dejando las constancias correspondientes; (ii) la alteración en los elementos materiales probatorios, debido al no uso de esos elementos, repercutiría en que podría haber transferencia o contaminación de cabellos, saliva y huellas de pisadas; (iii) sobre el testigo métrico expuso que existían varios patrones en la Fiscalía; (iv) en relación con el lugar donde recolectó las vainillas dijo que estaban casi al margen de la zanja recolectora del cultivo de tomate, y una cercana a la franja recolectora de aguas, ubicación indicativa de la posición del tirador. (récord 00:16:17 a récord 00:28:11 pista 3 sesión audiencia noviembre 16 de 2011).

Respecto del bosquejo topográfico en formato FPJ-16, que se constituyó en la prueba documental número 5 del juicio, el testigo, a quien se le autorizó proyectar la imagen digitalizada, explicó que lo realizó a mano alzada, en el mismo ubicó la cerca de alambre y cada uno de los elementos materiales hallados y recaudados, los cuales enumeró desde el 1 al 27. Explicó que la ilustración de las plantas verdes corresponden al cultivo de tomate, aclarando que hacia la parte suroccidental se encontraban más plantas de tomate.

Situó el norte en el bosquejo, así como el punto de amarre, el montículo de abono, la zanja recolectora de agua o para riego, indicó el sitio donde se ubicó el cuerpo de la víctima (récord 00:50:48 a récord 00:51:25 pista 6). 
Frente al punto de amarre, indicó: “...el punto de amarre fue tomado el posta, …ese punto de amarre es que desde ese punto se toman las medidas en caso de que haya necesidad de una reconstrucción o algo, para amarrar todos los elementos materiales como tal...” (récord 00:51:33 a récord 00:52:01 pista 6).

Describió las características físicas del lugar, indicando que se trataba de un terreno plano, arcilloso, en una parte con una vegetación rústica; que al cultivo de tomate lo delimita la zanja recolectora de aguas hacia la parte suroccidental del plano, aclaró que lo pintado en verde era para mostrar que desde ahí hacia abajo se encontraban las plantas de tomate. Sobre el cultivo de maíz refirió que se encontraba en proceso de recolección porque se observaban las mazorcas totalmente secas y lo delimitaba la cerca de alambre. Sobre el montículo expuso que se observaba que le habían retirado abono, pero no estaba alterado o desordenado. 

En relación con los elementos materiales probatorios encontrados en esa escena dijo que: se habían enumerado del 1 al 27, indicó dónde empezaba el # 1, de ahí en adelante mostró la ubicación de cada uno de ellos en el bosquejo, hasta llegar al 27. Sobre el método que utilizó para el manejo de la escena lo fue el de franja, utilizándose la cerca como tal y la delimitación del cultivo en forma de franja, para contaminar lo menos posible la escena como tal. Porque al hacer varias franjas, contaminaría, al dividir en dos, le tocaría desplazarse, volver a desplazarse para llegar al primer punto. 

En lo atinente a las vainillas 9 milímetros dijo que en el bosquejo topográfico quedaron plasmadas a partir de la # 3, terminando en la # 24, aclaró que esas vainillas iban intercaladas con las vainillas 5,56 milímetros, o sea, la 1, 2, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 17, 18, 25, 26 y 27 son vainillas 5,56 milímetros y la 3, 7, 19, 20, 21, 22, 23 y 24 eran las 9 milímetros y la evidencia # 16 corresponde a un cartucho completo 9 milímetros (récord 01:01:15 a récord 01:02:49 pista 6). 

Señaló que no habló con el primer respondiente, pero la coordinadora Nancy Santiago le manifestó que el recorrido indicado por el primer respondiente, era que ellos iban detrás en sentido sureste - noreste (récord 00:44:20 a récord 01:04:57 pista 6 sesión audiencia 15 noviembre 2011).

Sostuvo el testigo que tenía conocimiento en fotografía de la escena, cuyo objeto es la documentación en imágenes de la escena y de los elementos probatorios hallados en ese lugar, utilizando el método de lo general a lo particular, plasmando planos generales y primerísimos planos de los elementos probatorios, en lo posible. 

Para el 12 de enero de 2008, realizó fotografía de escena con la orden de la coordinadora Nancy Santiago, utilizando una cámara digital marca SONY Ciberth Shop modelo C-4000, 7.2 megapixeles, de lente fijo, con una memoria como medio de soporte.

Se le exhibió al testigo el informe que da cuenta de la fijación fotográfica de la inspección a cadáver, correspondiente a la prueba documental 8 del juicio, el cual reconoció y apoyado en evidencia expuso que eran las imágenes tomadas el día de los hechos, inicialmente tomas que van de lo general a lo particular, luego de acercamiento para concatenar un elemento probatorio con otro.

Dijo que se fotografió la imagen de la cinta amarilla instalada por el primer respondiente, entre la tomatera y la cerca que protege al maíz, para restringir el ingreso al lugar de los hechos, y la seguridad externa la prestaba el ejército nacional, la siguiente capta la imagen del costado opuesto, donde se observaba el posta, el montículo descrito en el bosquejo, la cinta por el costado noroccidental dando la garantía de que no se alterara, modificara, ni se dañara ningún elemento probatorio y así lo determinó el primer respondiente como tal.

Sobre los elementos, se mostró una imagen con un plano donde se aprecian los elementos 1, 2, 3, 4 y 5, los que, indicó detallaría más adelante; sobre el 1, dijo era una vainilla calibre 5,56 milímetros; el 2, un vainilla calibre 5,56; el 3, una vainilla calibre 9 milímetros, el 4, es una pistola donde se aprecia inicialmente que el martillo está hacia atrás, es decir, que se encuentra montada, en la cual además se observa adherencias de barro y una mancha rojiza, al parecer de sangre; el elemento 5 corresponde al occiso Fair Leonardo Porras Bernal, quien indocumentado, se levantó como NN masculino; se hicieron 3 tomas del cadáver porque no era fácil el acceso a la tomatera; el elemento 6, vainilla calibre 9 milímetros, el 7, una vainilla calibre 9 milímetros, el 8, un proveedor, el cual, igualmente se podía observar, tenía manchas de sangre y adherencias de barro: los 9, 10 y 11, se tratan de vainillas calibre 5,56; la 12, vainilla calibre 5,56 milímetros; toma para relacionar el elemento 13, vainilla 5,56 milímetros; la 14 y 15 dos vainillas calibre 5,56 milímetros; 16, un cartucho calibre 9 milímetros; 18, vainilla calibre 5,56 milímetros.

Sobre los alrededores del terreno, dijo que se observaba la viruta o los mínimos del polvo del montículo de abono de estiércol de ganado, totalmente seco; la 19, estiércol y una vainilla calibre 9 milímetros; la 20, vainilla calibre 9 milímetros; la 21, oculta con una pequeña paja, dijo, se fijó como se encontró; mostró la imagen donde se aprecian dos vehículos, el camión y otro más pequeño con carrocería metálica; el 22, vainilla calibre 9 milímetros; el 23, vainilla calibre 9 milímetros; el 24, vainilla calibre 9 milímetros; la 25, vainilla calibre 5,56 milímetros; la 26, vainilla calibre 5,56 y la 27, vainilla calibre 5,56 (récord 01:24:40 a récord 01:35:27 pista 6).

Luego, ilustró a la audiencia en relación con las imágenes de las heridas que presentaba el cadáver, acotando que se observa en las prendas que vestía manchas de sangre; a récord 01:36:40 pista 6, hizo claridad respecto de una fotografía tomada tras la recolección del elemento material probatorio, que en la primera toma a la pistola hallada, el martillo se observaba hacía atrás y dada su experiencia en balística, podía determinar que el arma estaba cargada, solamente realizando un procedimiento consistente en retirar el proveedor, retroceder la corredera hacia atrás, se hacen las maniobras, hallando un cartucho en la recámara y otro dentro del proveedor (a récord 01:37:57 pista 6 culminó la explicación frente a la fijación fotográfica).
Como prueba de refutación frente a las inspección a cadáver se trajo por la defensa la atestación de la perito Martha Yaneth Gil Villalobos (sesión del 18 de enero de 2012), especializada en el manejo de escena, con experiencia de 21 años. Presentó un informe técnico de refutación, consistente en analizar si se respetaron los protocolos en el lugar de los hechos. Tuvo en cuenta el informe del primer respondiente, inspección a cadáver, álbum fotográfico, un croquis, bosquejo topográfico e informe de investigador de campo. Su fundamentación jurídica radica en el Código de Procedimiento Penal, Manual Único de Policía Judicial, el Manual Único de Criminalística y otros. Luego de hacer una introducción en relación con el manejo de la escena indicó que cuando se recibe el acordonamiento del primer respondiente, es posible que por fuera del mismo haya más elementos, siendo necesario hacer un segundo acordonamiento para involucrar esos elementos, acorde con el Manual de Cadena de Custodia, página 35, numeral 2. Censura que no se haya realizado un segundo acordonamiento, pues observa cómo los vehículos se ubican, en donde más elementos probatorios hay, como lo son las vainillas (récord 02:12:40 – 02:25:50 pista 2).

Contrainterrogada sobre el particular, dijo que sabe por el primer respondiente que el acordonamiento se hizo con soldados. Clarificó que la escena es grande, por tratarse de una finca grande, y aunque no tiene las medidas, las tomó desde el ingresó, hasta el caño y su delimitación llega hasta donde está la última evidencia encontrada, que se trata de una vainilla de fusil y una de una pistola hallada en la entrada de la finca, lo cual no plasmó en su informe, porque solamente iba a hacer el reconocimiento del lugar de los hechos y la encontró. Concretó que la distancia la tomó con respecto a la entrada principal que es a 28 metros. 
También precisó que cuando se recibe la escena se hace desde afuera, no se ingresa, se escucha al primer respondiente para generar la hipótesis, se dirige al puesto de mando unificado donde está el equipo de trabajo y realiza el acordonamiento; en el curso de procesamiento y análisis de escena se dictaminó que el segundo acordonamiento se hace al 50% de lo que fue el primero.

En relación con la fijación de la escena, dice, se hace una vez realizada la hipótesis, se disponen los pasos a seguir: Fijación fotográfica y de video, fijación numérica, fijación topográfica y narrativa de los elementos, con la finalidad de saber qué clase de elementos utilizó. Acota que con las fotografías objeto de análisis, se da cuenta que la fijación numérica se hizo de atrás hacia el frente, de lo cual concluye que contaminaron la escena.

Respecto de la fijación fotográfica, echa de menos la fotografía panorámica, que corresponde a la primera imagen de los 4 puntos cardinales, la cual se debe tomar antes de ingresar a la escena, para registrar el lugar de los hechos, cómo se recibió, acota que no se observa el cultivo de maíz que se ha mencionado.

Añade que no se encontraron fotografías de la sábana de evidencias, ni de pertenencias, tampoco del primerísimo plano del arma y del proveedor, para la primera la importancia radica en que cuando se administra una escena, se hace la fijación de los elementos materiales probatorios, los cuales antes de salir de la escena deben estar embalados con la cadena de custodia, para que no surjan dudas sobree su autenticidad. En lo atinente al primerísimo plano del arma, anota, falta la imagen en la que se observe el número de serie, y en la fotografía del proveedor se evidencia una huella la cual se debe manipular cuidadosamente para embalarlo, anota que falta esa imagen que capte la existencia de esa huella (récord 00:14:30 hasta el final de la pista 1 y récord 00:15:50 pista 2). Tras solicitársele explicaciones, indicó que no recuerda la fecha del Manual de Cadena de Custodia, más o menos para el año noventa y algo, se empezó con las cadenas de custodia y los embalajes. En lo atinente a la fijación topográfica, que dice, es significativa para tener la originalidad del lugar de los hechos y complemento de la fotografía, la cual no se toma en un plano general. Del bosquejo topográfico señala, plasma toda la escena y consiste en un dibujo a mano alzada del lugar de los hechos, acotando medidas, relacionando los elementos materiales probatorios para luego pasarlo a un plano con medidas reales. Reprocha que el elaborado en este caso no cuenta con medidas, por tanto, no se puede llevar a un plano, así como el punto de amarre, así como que los amarres debieron colocarse en dos puntos fijos, conforme lo establecido en el Manual de Cadena de Custodia pagina 50, donde se indica cómo se debe realizar el bosquejo y la relación de las evidencia y sus distancias entre sí (récord 00:15:10 - 24:20 pista 2). 
Agrega que el método utilizado en este caso, de una sola franja, no existe, está el de franjas, utilizado en extensiones grandes y escenas de postexplosión (récord 00:24:30 - 00:28:20 pista 2).

En lo atinente a la prueba 8, que corresponde al informe fotográfico, la imagen 2 es complemento de una fotografía panorámica, pero insuficiente para delimitar los cultivos de la escena de los hechos. Repara en que las fotos del informe no son suficientes para abarcar la totalidad de los elementos, y que hasta la fotografía 29 se acotan con flechas las evidencias, no como en las primeras que se señalan con testigos, además de que no encuentra las relaciones entre evidencias, y no se puede determinar que esos elementos materiales probatorios realmente estén ahí (récord 00:31:00 – 00:42:05 pista 2).

Censura la imagen 29, porque según el protocolo esa foto se debe tomar relacionando los elementos materiales probatorios entre sí, pero en la foto solamente aparece un elemento (23), además de que aparece un palito y luego en el primer plano, no se ve, observándose en la foto que señala la evidencia 22, lo cual la llevó a dudar que los elementos del 22 al 29 estuvieran en el lugar de los hechos, y tampoco se recolectaron vainillas de la entrada de la escena, para determinar si pertenecían a los militares o a quienes huyeron del lugar. En explicación sobre el particular dice que lo analiza por comparación solamente lo visualiza, no estuvo en el lugar para tomar medidas.
Igualmente reprocha que no se hubiese realizado estudio comparativo de los fusiles, con el fin de determinar si eran los únicos en el lugar de los hechos o pertenecían a quienes huyeron, además de que en el informe se dice que solamente se envió un elemento a laboratorio, pero no se indica la suerte de los demás elementos. 

Acerca del arma de fuego, precisa que se debe fijar en el lugar de los hechos, como otra evidencia, y si la pistola está montada se debe utilizar bioseguridad y guantes, luego de lo cual se toma la foto como se ve en el álbum fotográfico, pero advierte que no se tomó la correspondiente al cartucho en la recámara, lo cual se puede hacer (récord 00:42:25 – 00:45:30 pista 2) .

Explicó que los protocolos de bioseguridad, que son de obligatorio cumplimiento, se establecen para protección del técnico, son guantes, traje y zapatones, con el fin de evitar contaminación exógena como huellas, o contaminación cruzada, así como la protección del elemento material probatorio, los cuales se utilizan desde hace mucho tiempo, y la cadena de custodia está prevista desde antes de la Ley 906. Concluyo, de acuerdo con las fotografías estos elementos de bioseguridad no fueron utilizados. Clarificó que a falta de los elementos de bioseguridad, esa circunstancia se debe dejar plasmada, si se manipula el arma sin guantes, también se registra, para que en el estudio se saquen sus huellas y no se tengan como evidencia ya que se está haciendo contaminación exógena(récord 00:45:45 –00:49:50 pista 2). 

En relación con el material de toma de residuos de disparo, indicó que se perdió la evidencia porque el técnico no embaló las manos, y tampoco fue solicitado a medicina legal. Precisó que en el manual de cadena de custodia, página 144, se establece que la toma debe hacerse hasta máximo 6 horas, pues transcurrido este tiempo puede dar un falso resultado. sabe que los hechos fueron en horas de la madrugada, no recuerda la hora, al C.T.I. se le avisó a las 9 de la mañana, transcurrió mucho tiempo desde el momento de los hechos (récord 00:50:20 – 00:52:20 pista 2) .

Expuso que las reglas de cadena de custodia son de estricto cumplimiento, acorde con el artículo 213 del Código de Procedimiento penal; y que para el año 2008, la Fiscalía ya había regulado estos procedimientos, incluso antes de la Ley 906, y que en el acta de la inspección al lugar de los hechos se debe consignar si hubo alteraciones de la escena del hecho, si no se hace, significa que la policía judicial recibió la escena del crimen a satisfacción. Acotó que las falencias encontradas en la escena del crimen inciden en una mala investigación (récord 00:52:45 – 00:56:50 pista 2).

Resaltó que en la imagen 29 del informe, de plano general, se observa una pierna, que infiere, es de mujer por la zapatilla y el arreglo de las uñas, desconociendo si pertenece a los técnicos. Y el protocolo dice que no se deben tomar fotos de los técnicos trabajando (récord 00:58:20 a récord 01:01:05 pista 2). 

Ilustró que el informe de refutación rendido se hizo con el fin de verificar que se cumplieron los protocolos y si se manejó bien el lugar de los hechos, no conoce el artículo que trata la refutación, ella maneja la normatividad que rige su trabajo, no sabe si hay un artículo que trata la refutación, ya que no es abogada, para rendir el concepto de refutación, no habló con los técnicos que rindieron los informes de la escena de los hechos (récord 01:04:40 – 01:10:20 pista 2).

Especificó que el segundo acordonamiento se debe hacer siempre, haya o no haya nuevos elementos materiales probatorios, el primer acordonamiento lo hace el primer respondiente si no lo hace lo realiza la policía judicial, pues el manual de cadena de custodia dice que del acordonamiento es responsable el primer respondiente. En el manual no dice qué persona, dice policía de vigilancia y/o policía judicial; en este caso el acordonamiento lo hizo el personal del C.T.I. y no el ejército, según le informó el teniente que estaba a cargo, el informe de primer respondiente se dice que la escena estaba acordonada y al preguntarle al teniente qué clase de barrera tomó le contestó que con soldados (récord 01:10:45 – 01:16:10 pista 2).
El levantamiento lo puede realizar una sola persona, si el método de búsqueda de franjas lo hace una sola persona, se deben tomar varias franjas para él mismo, se toma la primera franja, se hace el barrido luego se sigue con la siguiente franja y así sucesivamente (récord 01:16:20 – 01:18:40 pista 2).

La definición de fotografía panorámica está establecida en los protocolos de fotografías de la Fiscalía al igual que la sábana de evidencias, pero no lo trajo (récord 01:19:00 – 01:22:00 pista 2).

Dijo que en su informe no aludió a las fotografías utilizadas porque hacen parte de los anexos del informe, tampoco se relacionaron porque hacían parte del informe ejecutivo (récord 01:22:10 – 01:23:30 pista 2).

 No hay precepto que prohíba la escala en un bosquejo (récord 01:23:42 – 1:27:10 pista 2).

Aclaró que la recámara de una pistola está en la parte superior de ésta, para tomar la foto, se desmonta y se lleva el carro para atrás, en ese momento se ve el proyectil, si no se hace la desmontada no se puede ver el proyectil. (01:29:00 – 01:37:20 pista 2). 

Para rendir los conceptos no tiene la obligación de entrevistarse con los técnicos, el acordonamiento del lugar de los hechos es con cinta de la Fiscalía, eso lo ve en las fotos, cada cinta tiene el logo de la institución; una escena pequeña del lugar de los hechos es un recinto cerrado, una casa, una habitación o el piso de un edificio; la escena a la que se refirió su estudio es grande; existe el protocolo de fotografía, cada entidad lo maneja, incluso hay protocolos para rendir el informe; en el manual la definición de bosquejo y plano, no se encuentra pero hace referencia a su elaboración; no observó petición de policía judicial para que los militares allegaran los fusiles, en el informe de inspección a cadáver no se anota nada de que se hayan dejado a disposición (récord 01:37:50 – 01:46:30 pista 2). 

La elección de las fotografías para que hagan parte del informe, se hace por decisión personal del fotógrafo, en la fotografía en la cual aparece la evidencia 23, observa el palito y una vainilla, en la fotografía 31 primer plano no se observa el palito (récord 01:57:15 – 02:01:00 pista 2). 

En el informe que rindió no hace referencia al palito que aparece en varias fotografías; la foto 31 es de primerísimo plano; no le consta quien puso la cinta de acordonamiento; la evidencia no se va recogiendo, se va fijando, la distancia del acordonamiento la determinó con la entrevista del primer respondiente, para efectos del acordonamiento tiene que recorrerse el lugar (récord 02:03:00 – 02:05:20 pista 2). 

Los elementos como las fotografías, bosquejos y videos, son complementarios no excluyentes; la fijación se hace porque la fotografía no abarca todos los elementos, por eso se hace el plano, también se apoya en la fijación narrativa, por eso los tres van de la mano, fotografía, narración, y plano o bosquejo; para efectos de reconstrucción de una escena, se basa más en el plano que en las fotografías, el bosquejo o en las filmaciones; en la imagen del bosquejo, señala el lugar de ingreso como la parte derecha del bosquejo, cerca al logo de la fiscalía, donde está el punto de amarre. Indica que de ahí se comenzó el desplazamiento de la tropa (récord 02:05:50 – 02:12:00 pista 2).

Pues bien, para el Despacho, las labores primarias fijadas con las atestaciones de los señores Mejía y Santiago, investigadores criminalísticos del Cuerpo Técnico de Investigaciones, adscritos a la Unidad Local Ocaña, resultan creíbles, no sólo por su observación directa del lugar de los acontecimientos, la cual se halla respaldada con las fijaciones topográficas y fotográficas del mismo, sino porque contaban con la formación para asumir esa tarea. 

Nótese como el señor Mejía, quien capta mediante imágenes fotográficas el lugar de los hechos y elabora un bosquejo topográfico sobre el sitio, había recibido cursos en fotografía y dibujo, y contaba con una experiencia de más de 16 años como investigador criminalístico, es decir, que tenía la destreza necesaria para llevar a cabo la diligencia de inspección a cadáver en desarrollo y cumplimiento de sus funciones como policía judicial, mientras que la señora Santiago Santiago, quien recibió la escena y elaboró el informe ejecutivo, se capacitó en investigación judicial, realizó el curso básico de policía judicial, aunque su práctica hasta ahora comenzaba, el grueso de las tareas las realizó el versado. 

Para el juzgado se presenta verosímil lo por ellos manifestado bajo la gravedad del juramento en la audiencia del juicio oral, respecto de la forma como hallaron la escena de los hechos, los elementos materiales de prueba y evidencia física, allí recolectada y embalada, pues se encuentra soportado con fotografías y el bosquejo topográfico. 

Así mismo, la descripción corresponde a la verdad, resaltándose específicamente el estado en que encontraron el cultivo de tomate adyacente al sitio donde yacía el cadáver, al cual debían hacerle el correspondiente levantamiento, más si se tiene en cuenta lo manifestado por el testigo de refutación de la Fiscalía, señor Luis José Torrado, quien reveló ser residente del municipio de Ábrego durante 66 años, su edad, laborar como agricultor, actividad que desempeña en la vereda “La Soledad”, en donde, junto con la Vereda “El Tirol”, se ubica, según escritura pública leída en el juicio el predio “Las Azucenas”, del cual es propietario, inmueble donde sucedieron los hechos, analfabeto, aunque sabe firmar, y que se enteró de los hechos sucedidos en el predio de su propiedad, el 12 de enero de 2008, hacia las 6 o 7 de la mañana, aproximadamente, hora en la cual llegó al mismo con la intención de fumigar el cultivo de tomate donde estaba el muerto, el cual, constató, no sufrió daño (récord 00:09:58 a récord 00:14:00 pista 1 sesión audiencia 20 marzo de 2012).
También explicó que el cultivo de tomate, tenía entre 60 o 70 días de sembrado, y que las plantas tenían una altura de entre 50 o 60 centímetros. Sobre los hilos que se le instalan a las matas de tomate expuso: “...eso se le clava una estaca en cada orilla a cada surco, y se le extiende un hilo de alambre, nombramos nosotros, y se amarra hacía la estaca y ya se van colgando, se van amarrando los gajitos hacia la cuerda...”, indicó igualmente que: “...de la misma mata, del mismo gajito de la mata de tomate se va colgando hacia el hilo del alambre...”, ese alambre puede sostener unas 80 a 100 matas y al reventarse el alambre de la estaca, se va el surco al suelo. Al preguntársele si se podía caminar en sentido contrario al surco, indicó: “...atravesado no, porque el amarrado no lo deja a usted, pues sí puede pasar pero lentamente, pero así rapidez no, lo enreda el surco, no puede pasar, atravesado diremos nosotros, no, (aquí el testigo explicó con ademanes lo que para él era atravesado), no puedo, me cuesta más trabajo pasar...”. 

Se le exhibió fotografías del lugar de los hechos donde aparecía el sembradío de tomate, del cual manifestó que lo reconocía por ser del lote de su propiedad, se trataba de la labranza que tenía para enero de 2008, igualmente explicó que el modo de ser del sembrado uno eran de un modo y otro de otro modo, ello para buscarle la forma al terreno y que en el lote de la parte de atrás no se podía caminar atravesado, los amarrados no dejaban, tenía que buscarle el derecho (récord 00:34:15 a récord 00:48:40 pista 1).
Aclaró que, si una persona corría podía pasar por entre las matas, pero tenía que irlas abriendo, “puede pasar pero lentamente” puntualizó (récord 00:59:29 a récord 01:06:22 pista 1 sesión audiencia 20 marzo 2012). También clarificó que el cultivo de tomate lo compartía con Diomedes Torrado, terreno en el cual había sembradas 10 mil matas, con poco más o menos unos 120 ó 130 surcos, que ni Diomedes ni Adriano le comentaron que los hilos se hubieran roto; al preguntársele cómo se hacía para pasar por los hilitos de las matas, dijo: “...pues, según como usted vaya a pasar, porque si va a pasar el surco atravesado, tiene que ir abriendo el amarrado que hizo, ir abriendo con harto cuidado, si pasa por la calle que nombro yo, que nombramos nosotros, paso con la fumigadora...”, se le preguntó si se podía correr y contesto que: “...claro, puedo partir a correr...”, se le preguntó si se dañaba algo si corría, contesto que: “...no lo daño, no lo daño, porque ta la calle de 1.20, estamos hablando del atravesado que usted me pregunta, ahí si no puedo correr, me toca ir abriendo para pasar...”.
Analizada la atestación ofrecida por el señor Torrado, acorde con los lineamientos previstos en el artículo 404 del Código de Procedimiento Penal, tenemos que se trata de una persona de extracción campesina, cuyo testimonio deviene creíble, dada la llaneza de su lenguaje en sus respuestas, consecuente con su grado de instrucción y su actividad de agricultor, además de que todo lo informado cuando acudió al llamado de la administración de justicia, lo percibió en forma directa, por su condición de residente en el sector y propietario de la finca “Las Azucenas”, ubicada tanto en la vereda “El Tirol” como en “La Soledad”, sitio donde se suscitaron los acontecimientos que hoy nos ocupa. 

Como condueño del cultivo de tomate donde según se informó, tuvo lugar el enfrentamiento armado y en uno de cuyos costados fue hallado el cadáver de la víctima, indicó que no se presentaron daños ni en ese ni en los adyacentes. No los percibió cuando hizo presencia en el lugar el 12 de enero de 2008 con el objeto de fumigar y tampoco le fueron comunicados por sus socios en las labranzas, los señores Diomedes Torrado y Adriano Cortés.

También por esa situación de privilegio como propietario y además porque hacía presencia frecuentemente en los sembradíos, dio razón de la altura de los mismos, sobre la que dijo podría estar entre 50 y 60 centímetros, además de que explicó con solvencia la forma de amarrarlos para evitar que por el peso de las plantas se cayeran. Y expuso que una persona puede desplazarse por los surcos siempre y cuando sea en su sentido y con cuidado para no estropearlos.

Igualmente indicó el deponente que desde que adquirió la finca en 1998, no se enteró de hechos similares o de que allí se hubiese practicado tiro o realizado disparos por parte de los militares, situación que de haberse presentado, necesariamente debía conocer, como ya se dijo, por su condición de dueño del inmueble.
Como se ve, las afirmaciones de los investigadores en relación con que no se produjo daño al sembradío de tomate en desarrollo de los hechos, y que en el cultivo con los surcos atravesados debe abrirse los hilos que soportan las plantas para poder pasar, se ven respaldadas por las aserciones del testigo, las cuales no se contradicen con lo declarado por el investigador de la defensa Juan Miguel Angarita, investigador criminalístico, quien sobre el particular, explicó que estuvo en el cultivo de tomate, con la finalidad de realizar una caminata entre los surcos y determinar si se podía transitar entre ellos, concluyendo que si es posible, y en relación con los amarres, explicó que llega un punto en el que hay unos espacios que permite cruzarlos si dañar el cultivo, pues los espacios que están entre surco y surco son los que permiten recoger la cosecha (récord 00:11:00 a récord 00:49:30 pista 3).
No existe pues duda frente a sus revelaciones, plasmadas en los respectivos informes, fijaciones fotográficas, bosquejo topográfico, y demás documentos que reconocieron e introdujeron en el juicio.
El representante judicial de González Alfonso, en relación con las manifestaciones del señor Torrado, sobre el cultivo de tomate, arguyó que: “...se podía correr por donde había amarradijos, calle o callejón o camino contiguo a la zanja, por donde huyeron los acompañantes de Porras Bernal, era absurdo, que los militares no iban por el amarradijo...”, para concluir que la prueba de refutación acerca del daño en el cultivo no era significativo para el juicio, matiza el Despacho que contrario a tales valoraciones que hace el defensor en tal sentido, el daño al cultivo si reviste gran importancia pues ello es indicativo no sólo que no hubo el aludido combate, sino que los presuntos acompañantes de Fair, y que junto con él estaban rondando la zona extorsionando y boleteando a los vecinos del sector, como supuestamente se dio a conocer a los militares por parte de “su red de cooperantes”, no existieron, con lo que también, dicho sea de paso, se desvirtúa la escenificación en 3D que presenta la defensa a través del experto Luis Alfonso Guevara López, en la cual claramente se observó a tres sujetos corriendo por entre el cultivo, la cual será objeto de análisis minucioso más adelante.
Si bien es cierto, recién había entrado en vigencia el sistema procesal penal con tendencia acusatoria en esa zona del país, tanto así, que se trataba de la segunda inspección a cadáver realizada por los investigadores bajo la égida del nuevo régimen, como lo anota la defensora del comandante de la compañía, esa diligencia no era novedosa para Miguel Ángel Mejía quien venía vinculado a la institución hacía más de 16 años.
Ahora en lo que tiene que ver con la ausencia de algunos elementos de bioseguridad, así como el no haber tomado muestras de residuos de pólvora a las manos del occiso, o de las sustancias observadas en el arma, son los mismos deponentes quienes indican que tal omisión no fue deliberada, sino que obedeció a la carencia de los kits correspondientes en la Unidad a la cual estaban vinculados, cuando se practicó la inspección a cadáver.

Sobre el particular se debe tener en cuenta que el Manual del Sistema de Cadena de Custodia, adoptado mediante la Resolución N° 0-6394 del 22 de diciembre de 2004, respecto de la fijación del lugar de los hechos, específicamente el numeral 7.2.3., en su segundo ítem, señala:

“El grupo designado para la diligencia, debe ingresar al lugar de los hechos respetando las rutas de acceso previamente establecidas y dependiendo de la naturaleza de los elementos o evidencias encontrados tendrán las previsiones de bioseguridad necesarias”. (Negrillas fuera del texto original) 
De lo transcrito en precedencia, colige el Despacho que efectivamente los investigadores ingresaron respetando la ruta previamente establecida y aún cuando no utilizaron todos los elementos de bioseguridad, de acuerdo con el referido Manual, se tuvieron en cuenta las previsiones necesarias, ya que, el señor Miguel Ángel Mejía, en torno a la recolección y demás procedimientos por él desarrollados en la escena, dijo que los hizo utilizando guantes de látex, considerados un elemento de bioseguridad, y dados los elementos hallados resulta forzoso concluir que no existió contaminación de los elementos materiales probatorios y evidencias físicas por él hallados, recogidos y numerados en el sitio, lo cual tampoco fue desvirtuado dentro del proceso.

De otro lado, esa omisión no resta eficacia a los elementos de prueba y la evidencia física hallada y recopilada, pues no se advierte por el Despacho, en acuerdo con el señor Fiscal, cómo la ausencia del atuendo de bioseguridad que dejaron de vestir los investigadores cuando penetraron a la escena del crimen pudo afectar los 27 objetos descubiertos, tales como el arma o las vainillas halladas, o el cadáver, cuando él señor Miguel Ángel Mejía, que fue quien los manipuló, refiere que para tal actividad usó guantes.

En lo atinente a la omisión de la toma de muestras de residuo de disparo, tenemos que en acuerdo con el acusador, haciendo eco de lo indicado por los peritos de la defensa Martha Yaneth Gil Villalobos y Máximo Duque, el manual correspondiente prevé que luego de 6 horas es inútil tomar muestras de residuo de disparo porque transcurrido ese tiempo el estudio puede arrojar resultados equivocos. Aquí transcurrieron más de 6 horas entre el momento en que se indica tuvieron ocurrencia los hechos, 2:20 de la mañana aproximadamente y la hora de arribo de los miembros de policía judicial, 10:35 de la mañana resultando, por ende, inane la toma de esa muestra.

Ahora, no comparte el Despacho las argumentaciones presentadas por los defensores en puntos como que las falencias en que incurrieron Nancy Santiago y Miguel Ángel Mejía, al no haber seguido de manera textual y rígida los protocolos contenidos en el Manual de policía judicial, se afectó la labor criminalística surtida en cumplimiento de sus funciones aquél 12 de enero de 2008. Se considera que sus actuaciones en términos generales se ajustaron a lo dispuesto en el artículo 205, 213 del Código de Procedimiento Penal, así como a las formalidades previstas en el punto 3.4.1.1. literal b. Del Manual de Policía Judicial.

Y es que, de acuerdo con los acontecimientos, como lo resalta el representante del ente acusador, no se logró establecer la afectación de los elementos probatorios hallados y recopilados, pues aquí no se demostró la contaminación, no se estaba ante vestigios orgánicos, de los cuales se pudiera dudar su origen por haberse mezclado con agentes externos trasmitidos por quienes realizaron los actos urgentes, ante la falta del vestido de bioseguridad. No, la falencia puesta en evidencia por los defensores, quienes además solo se limitan a indicarla, pues su ejercicio no trasciende la mera enunciación, ya que, no demuestran de qué modo esas inobservancias incidieron en el desvío de la investigación o cómo la desnaturalizaron, como se verá más adelante al analizar la prueba pericial presentada, tanto del ente acusador, como por la defensa con la finalidad de refutarla.

Ahora, frente a expresiones específicas emitidas por la defensora del acusado Quijano Mariño, en punto a que los errores cometidos por Mejía Álvarez y Santiago Santiago, habría imposibilitado el conocimiento de la probabilidad más cercana a lo realmente ocurrido y coartado el derecho de defensa, con el manejo inadecuado que éstos dieron al escenario de los acontecimientos, debe acotarse que ello no encuentra respaldo en la actuación, pasa por alto la defensora que lo hallado recolectado y embalado por los investigadores, se encuentra soportado en fotografías sobre las cuales si bien el mayor Quijano Mariño, una vez renunció a su derecho a guardar silencio declaró que a la escena ingresó además de los investigadores el sargento Pérez, quien le indicaba a Miguel Ángel dónde estaban las vainillas y ayudó a ubicar los numeritos, además de que después de que se realizó todo ese procedimiento, Miguel Ángel le pidió que le “prestara” unos soldados para alzar el muerto con el fin de tomarle unas fotos y explicó sobre las imágenes que hacen parte de la prueba del juicio N° 8, que las que corroboran sus aserciones son la 29 del álbum, en la que aparecen los 3 vehículos y Nancy Santiago quien tenía sandalias; la otra es la número 2, donde aparece el occiso, había una cinta y el montículo de abono, aclarando que esa cinta no la tenían ellos sino el C.T.I., aparecía el sargento Pérez saliendo de la escena después de que habían colocado todos los números. Sobre el punto recordó que había unas fotografías que la Procuraduría tenía en su investigación, halladas dentro de un computador, en las cuales se ve el cuerpo de Fair, la pistola y el proveedor, sin ninguna clase de números, que corresponden a las que tomó el sargento Pérez, antes de, y luego ingresó con los funcionarios del C.T.I. a la escena.

Y de la misma manera, dijo que las imágenes 36, 37 y la 38 fueron tomadas debajo de la NPR, cuando ya habían movido el cuerpo. Llama la atención que a diferencia de la número 10 del álbum, donde se muestra la cara de Fair, y se ve una parte como una de las piernas, había un charco de sangre y el cuerpo de Fair, en la parte de la herida se veía pasto, cosas verdes, yerba, en esas ya no hay ningún charco, no hay pasto, lo cual se explica en que ellos cogieron el cuerpo, olvidando cuál era el procedimiento que debían seguir, lo dejaron ahí, y Miguel Ángel tomó las fotos, lo echo en una bolsa y lo subió a la NPR (récord 01:20:07 a récord 01:48:56 pista 1), no se vislumbra que esas fotografías tomadas después de que el cadáver es removido del sitio donde es hallado originalmente, modifiquen, porque obsérvese que el Mayor nada refiere sobre las fotografías que sirvieron de soporte para análisis de las mismas.

De la misma manera se duele la defensora de que la Fiscalía no estableció si las vainillas pertenecían a las armas de los incriminados, ni cuáles de los fusiles que portaban los militares le produjeron la muerte a Fair, pues no fueron solicitadas para hacer los cotejos correspondientes y determinar cuáles de las vainillas halladas habían sido percutidas por los mismos y que tampoco se probó que la huella observada (en las fotografías) perteneciera a alguno de los acusados. 

Acota que fueron innumerables los elementos que se perdieron. Reprocha también que el cadáver fue trasladado sin custodia hasta la morgue de Ocaña.

Reclama la abogada que la Fiscalía hubiese actuado en forma diligente realizando actividades que ella considera de importancia. De lo cual es reflejo el hallazgo meses después de más vainillas que no se probó correspondían a las armas de los militares. 
Sobre estas censuras, se repite no demuestra la defensora, cómo esas, que considera omisiones del ente investigador incidieron en la afectación de los elementos materiales de prueba hallados, o cuáles elementos dejados de recolectar en la escena primaria incidieron en el resultado de la investigación, así como también si el cadáver fue afectado por no haber sido custodiado hasta la morgue, o si las heridas descritas no correspondían con las que inicialmente presentaba el cadáver, o que la causa de la muerte no se ajusta a la evidenciada por el occiso.

Ni siquiera el Mayor Quijano que aseveró que a la escena ingresaron Nancy Santiago, Miguel Ángel Mejía y el sargento Pérez, que Pérez le indicaba a Miguel Ángel dónde estaban las vainillas y ayudó a colocar los numeritos, además de que Miguel Ángel le pide que le preste unos soldados para alzar el muerto con el fin de tomarle unas fotos, las cuales en efecto se tomaron, lo puso en una bolsa negra y lo subió a la NPR (récord 01:20:07 a récord 01:31:47 pista 1). que el cadáver fue subido y bajado del vehículo con la finalidad de tomarle otra fotografía, no indicó que ello hubiese modificado el estado del cuerpo. 
De otro lado, y concretamente en lo tocante con las labores periciales técnicas desplegadas por el señor Mejía Álvarez, en igual sentido se verificó en el juicio que las mismas se realizaron con fundamento en sus conocimientos en balística, dibujo y fotografía, en las cuales demostró idoneidad técnica, fue claro, riguroso y consistente en sus respuestas, además de que explicó los principios técnicos y los instrumentos en los cuales apoyó sus análisis, ajustándose al Código de Procedimiento Penal y en lo fundamental a los ritos del Manual de Policía Judicial. 
Temas como el elemento con el que se acordonó la escena del hecho, si fue o no con una cinta que tenía el logotipo de la Fiscalía General de la Nación, o si era amarilla o no, o si la colocó el Ejército o los miembros del C.T.I., en nada desvirtúa las labores investigativas, pero el Juzgado no puede dejar pasar por alto que pese a las manifestaciones del Mayor Quijano Mariño de que la cinta amarilla fue instalada por los miembros del C.T.I., el testigo de la defensa Sergio Jácome sobre el particular, indicó que cuando se dirigía hacía su finca, entre 4:30 o 5:00 de la mañana, un soldado le comentó lo sucedido, encontró el sitio, estaba acordonado y no lo dejaron pasar, señaló que vio el acordonamiento, el cual describió de la siguiente manera: “…ponen una vaina así como un papel así (señala con la mano) y no dejan pasar, o un plástico así, vea, largo, como si fueran de esos que ponen aquí en las calles aquí para que no circulen los carros…”(récord 01:15:15 a récord 01:16:10 pista 3). 
Al unísono los defensores criticaron el hecho de que la investigadora Nancy Santiago hizo algunas anotaciones en el informe de primer respondiente, incluso llegando a especular que ella fue quien indicó al teniente Vargas Cortés, quien fungió como tal, los datos a incluir en el mismo, unido a lo que en tal sentido refirió el mayor en retiro Quijano Mariño, cuando sostuvo que Nancy Santiago y el teniente Vargas habían llenado el formato correspondiente a la actuación del primer respondiente.

En sede del contrainterrogatorio propuesto por la defensora de Quijano Mariño, al preguntársele si había ayudado al teniente Vargas a diligenciar el formato, contesto que: “no”, (récord 00:15:14 pista 5). La defensora se acercó a la testigo y sobre el informe la inquirió para que contestara si el aparte que dice departamento, municipio, fecha y hora, había sido suscrito por ella, contesto que si (00:16:17 00:16:34 pista 5), seguidamente se le preguntó si era obligatorio que el primer respondiente conociera el numero del radicado del caso una vez entrega la escena a policía judicial, contestó que: “...eso es lo primero que preguntan ellos, pero en este caso no recuerdo que pudo haber pasado, la verdad...” el numero del radicado siempre lo proporcionamos nosotros, el coordinador del grupo por lo general. (récord 00:16:40 a récord 00:17:25 pista 5)
Sobre tal situación es de anotar que observado el documento público, se advierte que evidentemente contiene dos tipos de letra, uno fijado en los recuadros donde se ubica la información correspondiente al número del caso, se aprecia el 54498, que corresponde al mismo con el que se anotó en Departamento: N de S.; Municipio: Ábrego; Fecha: 12 ene/08; Hora: 10:35 y el segundo tipo de grafía se verifica a partir de los espacios previstos para identificar el lugar de los hechos, la protección al lugar, las observaciones y el número de víctimas, las armas incautadas y los testigos de los hechos, así como los nombres y apellidos del primer respondiente, tratándose de: Te Vargas Cortés Diego, entidad: EJERCOL, identificación: 14.010.908 y en dirección y teléfono: Compañía plan meteoro vial número 3, letra que además coincide con la plasmada en el informe al C.T.I. que corresponde al medio de convicción documental número 4. 

En el punto 12, que se refiere a la constancia de recibo del lugar de los hechos, se observa nuevamente el tipo de letra utilizado al inicio del formato, ya aludido, la cual figura en nombres y apellidos: M. Nancy Santiago S., entidad: C.T.I., identificación 37.320.898, y en dirección y teléfono: 5610105.

Lo anterior concuerda con la manifestación de la investigadora, quien admitió que llenó esos recuadros con su letra (Record 00:16:17 a 00:16:34 de la pista 5), porque el número del radicado del caso corresponde a un consecutivo otorgado por la Fiscalía General de la Nación, lo cual se concatena también con lo aseverado por el oficial Quijano Mariño. Es decir, que la coordinadora de la diligencia de inspección a cadáver colaboró consignando el radicado del caso, departamento, municipio y fecha en el formato, así como la constancia de recibo, pero en los demás espacios y casillas se observa que la letra con rasgos distintos corresponde a la del primer respondiente, según lo dicho por la investigadora. 

Y es que no podía ser de forma distinta, pues acerca del lugar de los hechos, incluso con coordenadas, 08º 2’ 39”- 73º13’ 30”, la hora, los nombres de los intervinientes y la información obtenida sobre los hechos, si hubo víctimas y su número, así como la descripción de las armas incautadas, los testigos y los datos del primer respondiente, solamente podía estar al tanto quien dijo conocer de primera mano cómo sucedieron los hechos, es decir, el teniente Vargas Cortés. Además no se pase por alto que fue precisamente éste quien se arrogó tal papel cuando la referida investigadora preguntó quién era el primer respondiente.
También fue objeto de crítica por parte de los defensores el método de franja que decidieron utilizar los investigadores en la recolección y fijación de los hallazgos en la escena, por no haber sido el adecuado, ya que el resultado, en su sentir, fue la contaminación de la misma, que la enumeración de los elementos materiales probatorios y las evidencias físicas no se hizo conforme a las disposiciones del Manual de policía judicial, pues Mejía Álvarez la inició del último elemento del que se percató hasta el primero, y que el ingreso de la investigadora Santiago a la escena junto con su compañero, también contribuyó a su contagio.

Ahora bien, se cuestionó el método utilizado para el ingreso a la escena, que denominaron de franja, incluso negando su existencia. No comparte el Despacho tales reparos de los defensores, pues como bien lo explicó Mejía Álvarez, de lo cual hace eco el señor Fiscal, las condiciones del terreno y la ubicación en que quedó el cadáver, exigían la utilización de esa técnica, condiciones que precisamente no permitían utilizar varias zonas o realizar divisiones en el lugar, la disposición y sentido de los surcos del cultivo de tomate no lo facilitaban. El haber tenido el sitio delimitado como una sola franja, sin fragmentaciones con la ubicación de un punto de amarre, lo cual según el investigador facilitó la labor de fijación y recolección de los elementos materiales de prueba y evidencia física se presenta razonable, pues no se observa que ello haya incidido en falencias para la actividad desplegada.

De todas formas, no se pierda de vista que esa situación obedeció al resultado de la observación y análisis previos del lugar de los hechos, tal como lo establece el capítulo III del Manual de Policía Judicial, en lo relativo a las actuaciones de policía judicial en la indagación e investigación, que en el numeral 3.4. establece como actos urgentes en los puntos 3.4.1. inspección al lugar de los hechos y en el 3.4.1.1. Análisis al lugar de los hechos, actividad que implica entre otras las siguientes etapas: 

“… c) Observación del lugar de los hechos

La primera inspección realizada al lugar de los hechos es la oportunidad más relevante para la observación, reconocimiento y recuperación de los EMP y EF. Es la principal fuente de información que nos aproxima a la realidad de lo sucedido.

Para su análisis el servidor responsable elabora un plan, en donde determina el método más adecuado por seguir según el terreno: búsqueda de punto a punto, por sector o cuadrante, de círculos concéntricos o espiral, por franjas o líneas y por cuadrícula o rejilla. Ver procedimientos “Observación y análisis del lugar de los hechos” (PIJC-OAL-PO-O4).

d) Señalización y numeración de los EMP y EF

Todos y cada uno de los EMP y EF encontrados se señalizan con indicadores o numeradores de evidencia, utilizando un sistema numérico, alfabético o alfanumérico, de acuerdo con el método de exploración seleccionado.

El número con el cual se identifiquen el EMP y EF será el mismo durante el proceso penal y válido únicamente para cada caso en particular.

Ver procedimiento “Observación y análisis del lugar de los hechos” (PJIC-OAL-PO-04)…”

En este punto, valga decirse también que el manual de policía judicial contempla la utilización de un sistema numérico o alfabético de acuerdo con el sistema utilizado, lo que no implica necesariamente que deba enumerarse el elemento material probatorio o la evidencia física en el mismo momento en que se observa o encuentra, pues se insiste, primero debe observarse en detalle la escena que precisamente fue lo que hizo el señor Mejía Álvarez, para luego proceder con la respectiva fijación, numeración y recolección, a más de que ninguna incidencia tiene el que al último elemento divisado le sea asignado el primer número o el último.

El juzgado no avizora que de haberse seccionado el lugar de los hechos en dos o más franjas, para la recopilación de elementos de prueba o evidencia física en el lugar, la tarea hubiese traído resultados distintos, y los letrados encargados de la defensa tampoco lo demostraron.

Estos reparos, según ya se indicó, no señalan de qué forma los elementos de prueba recaudados se vieron afectados por las falencias puestas de presente por los defensores, por tanto, resultan eficaces para demostrar el hallazgo sin vida de una persona, de la cual posteriormente, se estableció, se trataba del señor Fair Leonardo Porras Bernal, demostración que no ofrece duda si en cuenta se tiene que los informes que elabora el teniente Diego Aldair Vargas Cortés, no solo como primer respondiente, sino en el informe dirigido al C.T.I., dan cuenta de la muerte de una persona, producida en combate.

De la misma manera las pruebas testimoniales y documentales analizadas resultan útiles para aproximarse al sitio de los sucesos. 

Para el Despacho es fidedigna la descripción que hacen los señores Ángel Mejía y Santiago Santiago, del lugar de los hechos. Esta primera inspección es la oportunidad más importante para la observación, reconocimiento y recuperación de los elementos materiales de prueba y la evidencia física, constituyéndose, por tanto, en la principal fuente de información que nos acerca a la realidad de lo acontecido, tal como lo determina el manual de policía judicial emitido por el Consejo Nacional de policía judicial.

No solamente porque los testimonios analizados conforme las reglas de la sana crítica se presentan creíbles, por la forma como se describió el lugar y las condiciones del mismo tras ocurridos los sucesos, sino porque los mismos se hallan corroborados por las imágenes fotográficas que hacen parte del informe ejecutivo y el testimonio del propietario del inmueble donde tiene ocurrencia el insuceso.
Fluye clara, entonces, la coincidencia entre lo narrado por los investigadores quienes de primera mano, inspeccionaron la escena de los funestos acontecimientos, esto es, los investigadores criminalísticos del C.T.I de Ocaña Norte de Santander, Nancy Santiago y Miguel Ángel Mejía, acerca de su percepción directa sobre el inmueble, y sus plantaciones, concretamente en aspectos tales como que el cultivo de tomate no presentaba alteraciones ni daños, la altura aproximada de las matas, en la cual si bien hay una diferencia, pues mientras los señores Santiago y Mejía, indican que podría ser de 30 centímetros, el señor Torrado afirma que sería de entre 50 y 60, la misma, tratándose de centímetros, y ante la falta de conocimiento específico de los investigadores acerca del cultivo, no se encuentra exagerada; la vivienda que se divisó en el lugar, las canecas plásticas que no sufrieron avería, pues no fueron impactadas por bala, el montículo cubierto con un caucho, pues si bien, el testigo al ser interrogado por el Despacho expuso no tener abono orgánico en su lote, para aquella época, al proyectarse una de las fotografías del lugar, tomada por Miguel Ángel Mejía, ese 12 de enero de 2008, en la cual se observa el montículo y ante cuestionamiento hecho por parte de la agente del Ministerio Público, de manera desprevenida expuso que lo que cubría el mismo era un caucho y que el mismo era de su propiedad.

La apreciación de la prueba testimonial estudiada en conjunto a la vez que con la documental nos conduce a tener por demostrado que efectivamente como lo denota el señor Fiscal, al igual que la apoderada de las víctimas y la representante de la sociedad, teniendo en cuenta cómo ordinariamente suceden las cosas, la escena hallada por los investigadores no corresponde, a la que se esperaría encontrar luego de un enfrentamiento bélico con una duración de diez minutos y la intervención de al menos 9 personas. 

Los cultivos de tomate no presentaban alteraciones ni daños, sin que sean de recibo los reparos de la defensa del mayor de que a esa conclusión no se puede llegar con el examen de 3 surcos de tomate, a los que se contrae las fotografías, cuando según el testigo José Torrado había más de diez mil matas, pues atendiendo a las reglas de la experiencia si en los bordes de los cultivos no se observa maltrato no se explicaría como para ingresar y salir no se produce daño pero si en el centro de la labranza. Además el señor Torrado coincide con Miguel Ángel Mejía y Nancy Santiago, pues dijo que no vio daños y tampoco recibió queja de sus medieros, es decir las personas con las cuales tenía los cultivos, quienes no le informaron que los mismos los hubieran sufrido.
También repara la defensora en la posibilidad de transitar por los cultivos con cuidado, sin pasar por alto que para la fecha en que se producen los hechos no superaban los 50 centímetros de alto. Pues bien, en ese aspecto el juzgado comparte la apreciación de la abogada, ya que el señor Torrado dijo que efectivamente con cuidado se podía hacer ese ejercicio, siempre y cuando el desplazamiento se hiciera por el surco y en el sentido del surco, pero de acuerdo a las reglas de la experiencia, en una situación de combate, en donde los intervinientes actúan bajo presión, no se espera que los bandos en conflicto se ubiquen entre los surcos y no sostengan el arma sino que se den a la tarea de abrirlos a modo de una cortina, como lo hace notar la letrada, porque no se olvide que según se afirma en los informes el desplazamiento no era solamente de los 5 militares que tomaron parte en la refriega también se desplazaban entre 4 o 5 individuos que no tenían formación para hacerlo en forma técnica. 
Los toneles azules plasmados en las imágenes fotográficas no sufrieron averías, situación confirmada tanto por el investigador Miguel Ángel Mejía como por su propietario, señor Luis José Torrado, quienes aseveraron que los mismos no recibieron impactos de arma de fuego. 

Tampoco se registra evidencia de un número plural de atacantes, pues se habló de la presencia de al menos cuatro individuos, que sumados a los cinco militares que se dice participaron en la refriega sugiere la concurrencia de al menos nueve personas.

Los presuntos atacantes utilizaban armas cortas, así lo dijeron las supuestas víctimas de extorsión Evila Garcés y Regina Mogollón, como se analizará más adelante, y se reportó en diferentes informes de inteligencia, solamente fueron halladas vainillas de un arma corta que corresponde a la pistola calibre 9 milímetros Smith & Wesson, 
Si de los hallazgos y vestigios en el lugar de los acontecimientos se infiere que no hubo combate, correlativamente podemos colegir que hubo una puesta en escena para simular el enfrentamiento luego de que se ejecutó a la víctima, sin que tenga vocación de prosperidad la crítica de la defensa del teniente Vargas Cortés, de que no se dejó constancia en el acta de inspección a cadáver que la escena fue alterada, pues no es función de la policía judicial calificar los hechos, es tarea que corresponde al Fiscal y la misma se evidencia tras el adelantamiento de la investigación.

Fortalece esta hipótesis el hecho de que, en el apartado 8 del acta del primer respondiente (prueba documental 2), que corresponde a las armas incautadas se indicó: “una pistola smic Weson (sic), calibre 9 mm con dos proveedores con un cartucho en la recamara y otro en el proveedor”, situación que ya se fijó no se podía percibir sin manipulación del arma atendiendo lo dicho por el técnico Miguel Ángel Mejía junto con su demostración en desarrollo del juicio, anotación que se pretendió desvirtuar con la atestación del acusado Quijano Mariño, quien aseguró que el teniente Vargas Cortés llenó el formato de actuación del primer respondiente junto con Nancy Santiago debido a que no había recibido entrenamiento como primer respondiente, lo cual resulta inaceptable, si en cuenta se tiene, que ella afirmó bajo juramento que efectivamente llenó algunas casillas del formato que hacían relación a la fecha y lugar, así como al número de radicación, el cual generalmente es proporcionado por el coordinador.

Afirmó la defensora del oficial Quijano Mariño, que culminado el combate se rindió el informe y se produjo el radiograma HR 424.6, dirigido al oficial G3 de la Segunda División, acotando que, cotejados los 3 documentos coinciden; la no concordancia, dice, se observa en el informe de primer respondiente donde se hacen esas adiciones, lo cual encontraría sustento en que los datos le fueron suministrados por Nancy Santiago. Sobre el particular es de anotar que lo sostenido por la servidora de policía judicial se presenta veraz, y una explicación razonable sobre la diferencia del contenido de los informes podría ser que los reseñados por la abogada, son de libre elaboración, mientras que el de actuación de primer respondiente contiene datos específicos que deben ser suministrados por quien funge como tal y si bien los militares no recibieron capacitación como primer respondiente para llenar la forma, se observa que no reviste ninguna dificultad, pues como ya se indicó el sondeo sobre lo ocurrido es básico, bastaba con relatar lo ocurrido y en punto de las armas incautadas, describirlas.

En conclusión, las afirmaciones de la testigo acerca de que ella solamente ayudó a diligenciar el formato en lo atinente a los aspectos ya indicados, son de recibo para el Juzgado, pues como se dijo en precedencia la letra de quien afirma ser el primer respondiente es la misma plasmada en los demás espacios que se debían llenar, de lo cual se puede colegir que los datos allí apuntados fueron tramitados por él.

Lo que queda demostrado con lo sostenido por el militar, así como por la investigadora y el informe de la actuación de primer respondiente, es que, ella lo auxilió en llenar los datos, ya referidos.

De la misma manera, dijo el mayor que, el formato de actuación de primer respondiente no fue suministrado por la señora Nancy Santiago, sino que él mandó a buscarlo a una inspección de policía obteniéndose cuando ya se había procesado la escena, pero lo cierto es que, esa situación resulta irrelevante, pues lo trascendente es que la escena fue entregada por el teniente Vargas para su procesamiento y recibida por la coordinadora cuando arriban al lugar, siendo intrascendente que el acta se hubiese llenado después, pues en el acta de inspección se deja constancia de la entrega que hace el primer respondiente a la policía judicial como soporte de la cadena de custodia (numeral 3.4.1.1., literal b. del Manual de Policía Judicial).

De otro lado, riñe con las reglas de la lógica que el teniente no pudiese diligenciar el formato sin colaboración, cuando la información que se requiere de quien ejerce la actuación de primer respondiente es básica. Se trata de narrar lo ocurrido, los partícipes, testigos y sobre todo en el numeral 8º, en el cual se debe consignar la información referente a las armas incautadas, es un tema cuyo conocimiento no resulta extraño a un militar en el grado de teniente como lo es el oficial Vargas Cortés. 

Acerca de la falencia evidenciada por la representante judicial del mayor, referida a que no se logró establecer si el arma pertenecía o no al occiso, tenemos que de la manera como se halla situada, cercana y al lado derecho del cuerpo, sugeriría que la portaba, pero como el señor Carretero dijo que ni él ni Fair portaban armas, además de que se probó en el proceso que la víctima era zurda, se refuerza la hipótesis esbozada por el ente acusador, de la cual hacen eco las intervinientes, acogida por el Juzgado de que hubo manipulación o simulación en la escena del crimen.

En relación con el ingreso del sargento Sandro Pérez a la escena, de la cual deriva su abogada su contaminación, tenemos que esa afirmación va en contravía de lo aseverado por la coordinadora de la diligencia quien indicó que solamente ella y el señor Mejía Álvarez ingresaron a la escena, pero aceptando que él hubiese penetrado a ayudar a cargar el cuerpo, se traerá a colación la argumentación planteada por este Estrado judicial, en punto de la ausencia de indumentaria de bioseguridad por parte de los investigadores, referida a que no se avizora cómo el ingreso del suboficial pudo afectar la escena o los elementos de prueba recopilados, aún sobre el cadáver y la letrada no lo indica.

Ahora, en relación con el indicio de manipulación de la escena que el señor Fiscal erige a partir de la demora en la información de lo sucedido, sobre el cual la representante judicial del comandante de la compañía plan vial meteoro número 3, dice que el turno de disponibilidad comienza a las 6 de la mañana, razón por la cual, los militares esperaron que fuera esa hora para dar cuenta de lo sucedido, además de que los miembros del C.T.I, salieron a las 9 de la mañana lo cual no es responsabilidad del ejército, sino que se debe a la organización de la policía judicial. Arribando, por consiguiente, a que es errónea la conclusión de que requirieron tiempo para escenificar, lo cual se demuestra que tras ocurridos los hechos, se rindió el informe y elaboró el radiograma.

Sobre la protección a la escena de los hechos, se ha cuestionado también la afirmación de Nancy Santiago, acerca de que ella encontró el lugar acordonado con cinta, sobre el punto es el mayor Quijano quien afirma que él dio la orden de que se encerrara el lugar con soldados bajo su mando, y así fue entregado por el primer respondiente, luego la discusión generada acerca de la instalación en la escena de una cinta amarilla, no tiene la virtualidad de derruir la salvaguarda del sitio, para evitar el ingreso de personal ajeno, de lo cual también da cuenta el señor Torrado, quien dijo que no se le permitió el acceso a su inmueble temprano, solamente luego de que hicieron presencia los miembros del C.T.I. quienes le inquirieron si conocía al occiso, y el recibo de la misma en esas circunstancias. Se garantizó por los investigadores de la Fiscalía que la escena permaneciera tal como la recibieron de parte del primer respondiente.

Sobre la escena también hay que señalar, que de acuerdo con las fotografías el arma aparece al lado derecho del cuerpo, cercana a su brazo derecho, sugiriendo que el occiso portaba el arma.

Sobre el particular, además de las aseveraciones de la señora Luz Marina Bernal, de que su hijo era zurdo, tenemos la prueba de carácter técnico presentada por el investigador criminalístico de la Fiscalía General de la Nación, Jesús Antonio Ardila León, quien compareció al juicio el 28 de noviembre de 2011, la cual se registró a lo largo de la pista 3. En relación con este caso, precisó, sirvió de apoyo a Ariacna Lara Contreras, quien solicitó el análisis de un video.

Con su informe, del 25 de septiembre de 2009, dio cumplimiento a la labor encomendada, cual era la de determinar si Fair Leonardo Porras Bernal utilizaba más el brazo izquierdo, basándose en los protocolos de la Fiscalía sobre procesamiento y digitalización de imagen.

(Récord 00:14:30) Analizó un video en VHS, en el cual se registró la celebración del cumpleaños de la señora Luz Marina Bernal Parra, madre de la víctima. Explicó que primero se hizo la conversión a DVD, se determinó que Fair Leonardo aparece en 10 secuencias, en 6 de las cuales utiliza la mano izquierda, 3 con las manos en los bolsillos, y en otra sujeta el sombrero de mariachi con la mano derecha; se capta que el celular lo carga en la parte izquierda de la cintura; también se detalla que Fair se limpia la boca con la mano izquierda.

En otra imagen se muestra al joven Porras Bernal tomando a su madre para bailar con la mano izquierda; igualmente, al momento de acomodarse la camisa, utiliza la mano izquierda; cuando tiene las manos dentro de los bolsillos ejerce apoyo con la pierna izquierda; al aplaudir usa la mano izquierda para palmar, y en otras imágenes utiliza la mano izquierda para señalar diferentes situaciones.

(Récord 00:19:00) Precisó que el análisis se realiza a través de una secuencia de imágenes de video, de los cuadros en donde se observa situaciones importantes para la investigación, se observa varias veces el video, se extraen los cuadros de imágenes, en este caso, aquéllas en donde utilizaba la mano izquierda, indica que en el informe se concluye que el miembro más utilizado es el izquierdo; el informe está enfocado en el campo técnico.

Inquirido sobre el particular, explica la tercera secuencia, en la cual el joven utiliza la mano derecha para acomodar el sombrero de mariachi. Precisa que se observa que extiende la mano izquierda para invitar a su mamá a bailar; en el proceso la señora Luz Marina está ubicada en el lado izquierdo de Fair; la señora madre de Fair Leonardo se encuentra, desde la óptica de Fair, al lado izquierdo, en la mano del lado derecho no se observa nada, no se ve la mano, y aclara que a ese costado no está la pareja de Fair, esto en razón a que la fotografía tiene un efecto bidimensional y no tridimensional, por tanto, no se puede tener en cuenta la lateralidad, sino el enfoque del ángulo visual del camarógrafo, sobre ese aspecto señala que sería apresurado dar una respuesta.

(Récord 00:27:40) Expuso que existen diferentes tipos de lateralidad en lo que tiene que ver con el lenguaje quinético de las personas, está la zurda, la diestra, la heterogénea (ambidiestro) y la combinada o cruzada.

El técnico concluyó que Fair Leonardo Porras era zurdo, dado que la mayoría de las acciones realizadas en el video, objeto de estudio, lo fueron con el hemicuerpo izquierdo.

Esta prueba de carácter técnico no fue objeto de refutación ni de reparos por la defensa en sus alegaciones finales. El Juzgado estima el medio de convicción demostrativo de que la lateralidad predominante de la víctima es la izquierda, en consideración a que se realizó con fundamento en el conocimiento del experto en la materia, como lo acreditó durante su intervención, sustentada en imágenes que se apreciaron en la audiencia además porque coincide con las manifestaciones que realizó la señora Luz Marina Bernal Parra, madre de la víctima, quien indicó que su hijo era zurdo y que arrastraba la pierna derecha como consecuencia de la meningitis que lo afectó desde temprana edad.

Fuera de lo anterior, la prueba se concatena, con lo señalado por el doctor Carlos Arturo Barbosa Castillo, quien en su exposición advierte que la atrofia focal frontal izquierda, de la cual da cuenta la historia clínica de Fair Leonardo, afecta el hemicuerpo derecho, ya que la parte izquierda del cerebro dirige la parte motora de la contraparte, por cruce de las vías piramidales, y cuando se afronta una alteración o disfunción cerebral, se produce un afectación del área motora, en este caso la derecha, consecuencia de lo cual la persona resulta utilizando preponderantemente el hemicuerpo contrario lo cual genera que la persona utilice más su brazo y mano izquierda, como efectivamente ocurrió en el presente caso. No hay duda alguna de que a raíz de su afectación cerebral, el señor Porras Bernal, terminó usando más su extremidad izquierda, para realizar gran parte de sus actividades cotidianas, en especial las que requieren de fuerza o habilidad. 
Hasta aquí, de acuerdo con los elementos de prueba hasta ahora analizados, encontramos que estamos en presencia de una escena manipulada, como lo hace notar el señor Fiscal en sus alegatos, primero porque el sitio donde se desarrolla el suceso no presenta las características a esperarse, si parte del enfrentamiento bélico se desenvuelve en la tomatera como se indica en el informe al C.T.I., no se encuentra explicación racional de porqué el cultivo no sufrió daño como lo declararon no solamente los investigadores que realizaron la inspección a cadáver, sino también, el propietario del sembradío. Fuera de lo anterior, las fotografías tomadas por el investigador Miguel Ángel Mejía en la diligencia reproducen de manera fiel el área, que aún se observa mejor en las fotografías ampliadas por la experta en estudio de escena del crimen doctora Nery Osorio Suyapa, a petición de la apoderada de las víctimas quien valiéndose de las mismas y de otros documentos elaboró un estudio técnico, que cobra importancia, porque con fundamento en ellos resalta aspectos que coinciden con las conclusiones del Despacho, como se pasa a analizar. (tomado vía SKYPE, en sesión de audiencia del 3 de enero de 2012, récord 00:00:20 pista 7 y culminó en sesión de audiencia del 4 de los mismos mes y año a récord 00:20:30 pista 2).
La especialista tanto en investigación criminal como en escena del crimen a nivel internacional y otros, rindió un concepto en el caso de la muerte de Fair Leonardo Porras Bernal, el 26 de marzo de 2011. Analizó una serie de documentos y fotografías con el fin de establecer si hubo un combate en el lugar de los hechos materia de investigación, el cual leyó (récord 00:09:06 a récord 0049:40 pista 7).

Respecto de su anotación acerca de que en una de las fotografías observó un tonel color azul y una bolsa color blanco, ubicados en la dirección en que fueron hechos varios de los disparos, situación de la que se esperaba que algún proyectil impactara en el objeto, por ser de considerable tamaño; igualmente la no alteración de los cultivos de tomate, de acuerdo a las fotografías y los documentos analizados, y dado que había un grupo de individuos huyendo para salvaguardar sus vidas y otro grupo persiguiéndolos, y teniendo en cuenta que la vereda (la testigo aclaró que se refería a un camino), por donde se dirigían es estrecha, y en el sitio no hay lugar de protección, era de esperarse que la reacción de los individuos que huyen para salvaguardar sus vidas, fuera dispersarse con el fin de no ser impactados por ninguna bala, pero no encontró ningún tipo de daños en las plantas de tomate, que son delicadas, por tanto, llegó a la conclusión de que no hubo intromisión alguna en las mismas, no halló huellas de individuos huyendo. 

Añadió que tampoco observó rastros de huellas de pisadas, y teniendo en cuenta el tamaño de la vereda en la cual ocurrieron los hechos, y que en las fotografías, observó que parte del terreno estaba mojado e incluso pudo ver lodo, por tanto, 4 ó 5 individuos huyendo, no van a tener cuidado dónde pisan, por ende van a dejar rastros de pisadas, sobre todo en un terreno como éste, y teniendo en cuenta las horas de la noche, que no había visibilidad, además de que no encontró en los documentos analizados que se hubiesen utilizado aparatos de visión nocturna, era de esperar encontrar rastros de esa naturaleza en la escena, por lo tanto infiere que no encontró indicios de presencia de un número determinado de individuos en la escena (récord 00:09:06 a récord 00:58:09 pista 7).

Adujo igualmente que dado que la posición final del cuerpo vista en las fotografías, era de cubito dorsal, y el hecho de que el individuo en sus ropas tuviera rastro de sustancia terrosa en la parte anterior, de sus prendas de vestir, indicaba que en algún momento estuvo en posición de cúbito ventral, es decir, en el plano de su porte, el cuerpo descansa sobre las zonas anteriores del mismo, puede tener la cara hacia abajo o bien mirar hacia los lados, derecho o izquierdo (récord 00:58:30 a récord 00:59:59 pista 7 sesión audiencia enero 3 de 2012).

En lo que atañe con las vainillas 9 mm, expuso que apoyada en la evidencia N° 117 del Laboratorio balístico, cuando se hizo una comparación de estas vainillas y se estableció la procedencia, se determinó que las 9 vainillas de este calibre encontradas en la escena del crimen fueron disparas por el arma igualmente encontrada en la escena y marcada como la evidencia N° 4, lo que indicaba que por lo menos solamente 1 arma semiautomática fue disparada (récord 01:00:02 a récord 01:01:05 pista 7 sesión audiencia enero 3 de 2012).

Al definir la palabra combate, dijo que se trataba de un enfrentamiento entre dos bandos, uno de los cuales podía ser una institución legalmente establecida y el otro no. Seguidamente indicó que de acuerdo a su experiencia en criminalística y dados los indicios encontrados en la escena, estos no tenían relación con un combate (récord 01:01:21 a récord 01:03:50 pista 7 sesión audiencia enero 3 de 2012).

Clarificó acerca de los siguientes aspectos: Respecto de la distancia que en su informe incluyó a página 5, fotografía de Abrego, medida que estaba tomada por el sistema de Google, y correspondían a kilómetros lineales; es imposible observar (en la fotografía), la parte posterior de la bolsa blanca; el procedimiento que hizo fue observar la parte anterior de esos objetos usando un programa fotográfico, ampliando las fotos y tomando como referencia el hecho de que el investigador no documentó nada en la inspección de la escena respecto a los mismos, explicó que ello sucedía cuando el especialista en la escena del crimen no encontraba un indicio que fuera de interés para la investigación, simplemente no había nada que documentar; en la página 7 de su informe aparecía la foto ampliada que percibió, sin embargo no desestimaba el combate sólo por ese hecho sino por un conjunto de situaciones: No determinó presencia de otros individuos, no encontró en la documentación analizada una evidencia física ni científica de que el occiso hubiera disparado el arma encontrada en la escena del crimen; no tuvo contacto con ninguna de las personas entrevistadas, su análisis fue documental; era probable que el tonel azul y la bolsa plástica estuvieran dentro de la escena o un poco más allá pues en las imágenes no lo pudo determinar; científicamente no podía establecer que la sustancia terrosa observada en las prendas de la víctima perteneciera al lugar de los hechos, según la fotografía panorámica tomada de la escena, la siembra de tomate continuaba hacia el sur, detrás de un montículo, lo que le hacía pensar que había un camino hacia ese lugar; en el apéndice D de su concepto estaban las fotocopias de las fotografías, aunque no eran muy buenas el especialista que hizo el trabajo indicó claramente, cuál era la dirección de donde ellos recibían el fuego y hacia dónde, en las fotografías decía dirección de fuego recibido, el lugar donde quedó el cuerpo y hay unas flechas indicando hacia el noroccidente, de ello estableció la dirección de los disparos hacia el lugar donde estaba el tonel azul y la bolsa plástica; en un término de 8 horas a una temperatura ambiente de 22° es probable que una huella de barro, estaba expuesta al sol se seque; en las fotografías observó tres surcos, en la escena, que percibió en las fotografías no observó huellas de pisadas.

En relación con su conclusión de que parte del terreno estaba mojado y que lo que se esperaba era que las personas que hubieran pretendido huir del lugar lo hubieran pisado, explica que lo deduce, porque tenían un terreno reducido para salvaguardar su vida, entonces tenían que utilizar el área e ir más allá del terreno seco. Se está en un espacio reducido donde corrían supuestamente de 4 a 6 personas, al tener el espacio reducido van a utilizar toda el área y van a ir más allá para poder salvaguardar sus vidas, es la reacción natural del ser humano; aclaró que en la página 7 de su opinión pericial, se observaba más terreno árido que mojado; frente a los visores nocturnos lo tomó del análisis que hizo a los documentos y fotografías allegados; agregó que ni siquiera la víctima tenía un aparato de visión nocturna; en el lugar de los hechos se encontraron y analizaron 16 casquillos calibre 5,56 mm y 9 casquillos 9 mm, no hay un número determinado de disparos en sí, para que se pueda determinar un combate. Luego de un enfrentamiento se encuentran casquillos o vainillas de las municiones que fueron utilizadas y los disturbios encontrados dependen de lo que se encuentre en la zona en donde se realiza; su análisis se ajusta al objetivo, y está de acuerdo a los hallazgos de indicios encontrados en la escena, que resalta, son diferentes a lo que es un asesinato cometido de un individuo contra otro en sus características; no sabe la diferencia entre combate e intercambio de disparos (récord 01:04:58 a récord 00:20:27 pista 2 sesión audiencia enero 4 de 2012). 

El análisis presentado por la perito, se ajusta a las inferencias ya realizadas por el Juzgado, en lo atinente a que la escena registrada para el día de los hechos, con un sembradío de tomate, sin daño, objetos que no recibieron impactos, como lo atestaron los investigadores criminalísticos y en especial Miguel Angel Mejia al igual que el señor Torrado. Otras más como la ausencia de huellas, salvo una aislada, y la ubicación de las vainillas, también se presentan razonables, a la luz de la forma como ordinariamente suceden las cosas, que cobran significancia dentro del informe de la versada, cuando dice se esperaría, porque además de utilizar la reglas de la experiencia y la lógica, en las cuales también nos basamos, ella adiciona sus conocimientos específicos en estudio de escena del crimen para resaltar otros elementos en forma más técnica, que el Despacho constata mediante la observación directa de las imágenes aportadas.

En primer lugar, tal y como lo analizara la testigo, al observar en detalle la escena de los acontecimientos especialmente la zona donde fue hallado el cuerpo sin vida de Fair Leonardo Porras Bernal, se facilita más conocer el ancho del terreno, sus condiciones y su relieve, los objetos hallados allí que no se observan tan detallados en las fotografías de la diligencia de inspección a cadáver, como es el tonel azul, del cual se verifica que no sufrió daño, situaciones todas ellas, que dentro del hilo conductor que venimos analizando, dejan sin piso la versión ofrecida por los miembros del ejército acerca de que allí lo que había acaecido había sido un combate propiciado por 5 sujetos armados, que en la madrugada del 12 de enero de 2008, merodeaban la zona, en la cual se dedicaban a extorsionar e intimidar a los moradores de la misma, quienes al ser requeridos por la tropa (compuesta al menos por 5 efectivos del ejército), habían respondido con fuego, lo que generó que se les respondiera de la misma forma. Bajo tal contexto fáctico, como acertadamente lo expuso la testigo, podía pensarse que en el presunto enfrentamiento participaron 9 o 10 personas, de las cuales al menos 4 o 5 corrían para salvaguardar sus vidas, por ello no resulta ajustado a las reglas de la experiencia y que en el terreno no hubiesen quedado los rastros de huellas de pisadas, a lo cual debe agregarse el hecho de que una parte de ese camino, era lodo, situación que se ve reflejada en el álbum fotográfico que se fijó al momento de llevar a cabo la inspección al lugar por parte de los investigadores criminalísticos, a más de ello, por lo angosto del camino, atendiendo a como ordinariamente ocurren las cosas, es de esperarse que las personas atendiendo a su instinto de conservación, busquen refugio por los cultivos de tomate, los que, como se ha venido repitiendo, no sufrieron daño alguno, hecho fijado probatoriamente en este juicio, pues de ser cierta la tesis de la huída, no sólo se hubiese averiado el cultivo, sino que muy probablemente ante la imposibilidad de desplazamiento rápido por el mismo, el intento de huida se hubiera visto frustrado, pero extrañamente el único muerto hallado luego de que cesara la detonación de al menos 120 proyectiles de arma de fuego, fue Fair Leonardo Porras Bernal, luego el Despacho arriba a la misma conclusión de la señora Nery Osorio Suyapa, esto es, que las huellas y rastros observados en la escena permite inferir razonablemente que no existió un combate o no fue real.
Ahora, su análisis de la ausencia de impactos de proyectil de arma de fuego en el tonel azul y la bolsa plástica que se hallaban en el área donde tuvo ocurrencia el aludido enfrentamiento, igualmente, se ofrece razonable y soportado en la imagen que observamos, ampliada y con una excelente resolución, pues muestra el perfecto estado en que tales elementos quedaron, lo cual coincide con las afirmaciones del señor Luis José Torrado, propietario del inmueble, quien refirió que el tonel azul no presentaba averías, dijo que a lo sumo había hallado algunos palos con rastros de balas, pero nada más.

Entonces si el tonel ubicado en la zona de fuego, no sufrió daño alguno, resulta acorde con la forma en que de ordinario ocurren las cosas, la lógica y el sentido común, inferir razonablemente que no hubo combate pues dada la posición en la que estaban, respecto de la ubicación y distancia del cuerpo del occiso, resulta inaudito que ni un proyectil de alta potencia y velocidad como lo es uno calibre 5,56 mm, los hubiese impactado, más aún si como ya se registró en el acta de reporte de munición, se produjeron un alto número de disparos como consecuencia del hipotético combate entre dos grupos conformados por mínimo 5 integrantes cada uno, compartiendo así la conclusión a la que arribó la testigo, situación que igualmente fue referida en desarrollo del interrogatorio y contrainterrogatorio al que fue sometido el investigador criminalístico que practicó la inspección al lugar del hecho y tomó las fotos de la misma, al momento de rendir su declaración en juicio, conclusiones igualmente consistentes y similares a las que arribó el experto en análisis de comportamiento criminal, quien elaboró un análisis en tal sentido, basado en las fotografías de la escena. 
De otro lado, observada con detenimiento la fotografía en el detalle de las prendas de vestir del occiso, se percibe sobre las mismas material terroso, lo cual nos permite hacer la misma deducción que hizo la testigo, y es que, el cuerpo de la víctima en algún momento estuvo en posición ventral, por tanto coincidimos con su conclusión en este aspecto, sin que sean de recibo las críticas desde la defensa de que no se realizó prueba técnica que permita establecer con certeza que esas manchas son de la misma tierra de la zona porque, de la observación en contexto del terreno, de que se constata su humedad en la zona aledaña a la zanja, el color de la misma son circunstancias que permiten converger con la conclusión de la señora Suyapa. Adviértase que no se trata de especulaciones, es un real soporte en la imagen. 
Así las cosas el Despacho comparte las argumentaciones que sobre esta testigo esbozara el delegado fiscal en sus alegaciones finales, como sustento de su teoría del caso, las cuales igualmente son coincidentes con las que a su turno expuso la apoderada de las víctimas, respecto de la inexistencia de un combate en la escena por ella analizada

Contrario sensu, frente a las posturas de los señores defensores, respecto de esta testigo, en primer lugar no se comparte la afirmación de la defensa de Quijano Mariño de que el testimonio no merece atención en razón a que que la testigo había mentido respecto de si vino o no a esta ciudad para realizar su informe, pues aun cuando es una situación que no desvirtúa la prueba pericial, si se tienen en cuenta, que la misma se basa en las fotografías con las que contaba la investigación y algunos otros documentos, el Despacho considera que cuando la deponente respondió a pregunta de si había venido, dijo no, pudo entender que los interrogadores se referían a si había viajado al lugar de los hechos y no a Bogotá, pues sería absurdo que habiendo conformado un equipo de trabajo con otros dos profesionales como se verá más adelante, quienes dan cuenta de su presencia, ella faltara a la verdad en relación con ese aspecto. Una reflexión de ese tipo riñe con las reglas de la lógica.

Por su parte la defensora de los soldados profesionales García Corzo y otros, restó credibilidad a las manifestaciones de la testigo por cuanto en su sentir a ella se le había ocultado información, respecto de las vainillas halladas con posterioridad por la Fiscalía en la escena del crimen, y porque en un acercamiento de las fotos en la audiencia se había observado una huella de zapato, sin embargo la defensa, pasó por alto los demás rastros que la testigo ubicó a través de su análisis que en conjunto arrojaron las conclusiones a las que llegó, además de que se pretende restar credibilidad a un testimonio a través de dos situaciones mínimas y descontextualizadas.

Los demás sujetos procesales no se pronunciaron respecto de este testimonio.

Aunado a lo anterior, refuerza la tesis de la inexistencia de un encuentro bélico, que en el lugar de los hechos se hallara un arma en posición sugestiva de que fue utilizada por la víctima, pues demostrado como quedó que Fair Leonardo utilizaba preponderantemente su extremedidad superior izquierda, resulta razonable inferir que si él hubiese portado el arma y si cayó por efecto de la gravedad el arma debió caer hacía el lado donde él la portaba.
Dijo la abogada del señor Quijano Mariño que él pudo arrojar el arma, pero de acuerdo con las máximas de la experiencia nadie que esté en un enfrentamiento armado se deshace del instrumento con el que o está atacando o se está defendiendo. Tampoco la prueba de refutación presentada tiene la entidad suficiente para derruir lo demostrado por el ente persecutor. 

También da cuenta de la muerte del señor Fair Leonardo Porras Bernal, La necropsia practicada por la doctora Felisa Carvajalino Calle, médica cirujana, como Coordinadora de la Unidad de Medicina Legal de Ocaña, cumpliendo funciones de médico forense en clínica y patología, con experiencia de 18 años y 6 meses, tenía como asistente forense a Edwin Lobo, teniendo como domicilio laboral, la ciudad de Ocaña, compartiendo espacio con la morgue del Hospital de dicho municipio.

En relación con el cadáver de Fair Leonardo Porras, manifestó que como a todos los cadáveres que llegan se revisó el embalaje, se asignó un número, por último se ubicó el cuerpo en una de las mesas para realizar la necropsia.

Explicó qué es la necropsia, además aclaró que no se toma fotografías de cuando llega el cadáver, solamente para registrar cómo está vestido y posteriormente desnudo; la necrodactília se toma al momento de la necropsia, correspondiéndole a ella remitir la información; para desvestir el cadáver contó con ayuda de su asistente; observó el pantalón y reconoció la textura, tratándose de una pieza de paño. 

En cuanto al procedimiento que le exige el protocolo de necropsia, lo describe, así como los datos que acompañan el respectivo informe, expresa que contiene el número de Necropsia, datos de identificación de cadáver, lugar y hora de los hechos, procedencia del cadáver, hora de inicio y finalización de la necropsia, información sobre la probable causa de los hechos y muerte.

Reconoce el contenido del protocolo pese a no tener la fecha, lo cual encuentra explicación, en que se realizó con base en las anotaciones del borrador, y las fotografías. 

Frente a los hechos materia de análisis, recuerda que realizó una necropsia ya que tenía el turno de fin de semana con disponibilidad de 7 de la mañana a 7 de la noche. Para el 12 de enero realizó una necropsia a una persona sin identificar, con número 2008010154498000006, la cual se introdujo al juicio como prueba documental 11, con sus anexos como son la carta dental, fotografías y otros documentos. En ella se relacionaron las lesiones y heridas que presentaba el cuerpo, la edad de 35 a 40 años de acuerdo a las características y apariencia externa, sexo masculino, sin datos sobre los hechos y autores, presenta múltiples heridas con arma de fuego de carga única, fallece por pérdida de sangre (shock hipovolémico), características: 1.70 metros de estatura, de 70 a 75 kilogramos, como prendas de vestir registra chaqueta negra de cuero, con forro verde oliva, talla 44 embarrada, pantalón de paño sin marca ni talla, camiseta azul, manga corta, calzoncillo talla 34 tipo bikini, cinturón de cuero marrón y hebilla metálica, zapatos de caucho color gris con cordón azul claro y embarrado.

Describió la forma como realizó la autopsia, examen interior tacto anal y de cavidad abdominal, toma de necrodactilia la cual ingresó a la actuación como prueba documental 12, realizada por su asistente Edwin Lobo. De la lectura de la misma se extrae que se trata de Fair Leonardo Porras Bernal, identificación que fue realizada en la Regional de Bogotá, toda vez que en su regional no cuentan con laboratorio.

Aclaró que en el protocolo de necropsia se presenta un error frente a la trayectoria trazada como 1.2.4., el cual corresponde al plano coronal posteroanterior y no anteroposterior como se plasmó en el documento, ya que revisó sus anotaciones y las fotografías tomadas. Explicó que el error se presentó al momento de transcribir las anotaciones sobre las trayectorias de los proyectiles, pero se cuenta con las imágenes de las heridas, aclarando que las trayectorias se fijan teniendo en cuenta primero el orificio de entrada y luego el de salida, de acuerdo a la posición anatómica del cuerpo. Dijo que en total el cadáver presentó 9 trayectorias de proyectil.

Dijo que realizó ampliación de protocolo de necropsia, (minuto 1:44:00 de la pista 1 de la audiencia del 18 de noviembre de 2011) la cual ingresó como prueba 13, solicitada con el fin de aclarar ciertos puntos como la lateralidad de las lesiones, ya que inicialmente plasmó que las mismas se situaban en el muslo izquierdo, cuando realmente correspondía a la extremidad inferior derecha. Acotó que dicho error se presentó al momento de plasmar la información en el croquis, pero en el protocolo de necropsia, las lesiones descritas son correctas, lo cual se puede corroborar con las fotografías DSC03977 y DSC03978, las cuales lo acompañan, en las que se observa que se trata de la pierna derecha y no como aparece en el croquis; también se requirió aclarar los hallazgos a nivel de cerebro (minuto 1:50:00 de la misma pista), en razón a que tenía problemas de meninges, en cuya revisión macroscópica, no hubo ningún hallazgo, máxime cuando no conocía de antecedentes de enfermedad de meningitis en ese cuerpo que le permitieran realizar exámenes más profundos, externamente se observó en fresco la sustancia gris o blanca, de la cual no tomó muestras porque no observó ninguna lesión considerándolo, por tanto, innecesario. Adujo sobre el particular que ningún médico forense puede determinar la meningitis con una observación macroscópica del cerebro.

En relación con la identificación de los cadáveres en la Unidad donde laboraba, dijo que para el año 2008 se realizaron aproximadamente 65 necropsias de NN, y para el 2007 no recuerda pero el número fue mayor que para el 2008. Anotó que llevan un registro de cadáveres cuyas muertes se produjeron por arma de fuego, y la identificación de cadáveres de personas que fallecen en combate, el cual se allega como prueba documental 14 del proceso, en el cual se consignan datos como identidad, estado de identificación, fecha de necropsia, si el cadáver está completo, el estado en el que se recibe, edad, sexo, tipo de muerte, y demás, constituyéndose en un compendio de los datos de identificación de cadáver.

Precisó que como había muchos casos de no identificados, la Regional exigió el envío de datos, para determinar el estado de cada caso; anota que todos correspondían a muertes por proyectil de arma de fuego, la mayoría resultado de enfrentamiento con el Ejército.

Especificó que en el 2007, de acuerdo al documento se refieren 71 casos, de los cuales, 3 no son por enfrentamiento con el ejército, y en el 2008 se presentaron 61 casos, de los cuales, 8 no corresponde a este tipo, señaló, se diferenciaban porque se trataban de ene enes.

En relación con los cadáveres del 2007, afirmó que estas personas eran fácilmente reconocidas debido a las prendas utilizadas, apropiadas para región cálida, pero a finales de ese año se empezaron a acumular los NNs, los cuales vestían prendas típicas de tierra fría.

Explicó que el hospital de Ocaña se vio afectado por los casos de ene enes ya que la morgue se compartía con el hospital, la cual se saturó acarreando un problema de salud pública, pues aledaño se ubicaba el banco de sangre y la sala de partos. Por ello, se solicitó a la alcaldía la inhumación de estos cuerpos. Algunos se sepultaron en el cementerio de la diócesis de Ocaña y otros en el cementerio municipal.

En el cuadro correspondiente al 12 de enero de 2008, ubicó con el número 3, el cuerpo ya identificado de Porras Bernal Fair Leonardo. Precisó que la identificación se hizo en Bogotá, reportándose como desaparecido en esa ciudad. Agregó que entre enero y agosto de 2008, hubo varios casos con similares características, fallecidos en enfrentamientos con el ejército, de difícil reconocimiento por parte de sus familiares, los cuales almacenaron en la nevera.

Añadió que se enteró de los casos llamados falsos positivos a finales de agosto (de 2008), y tras las denuncia por lo hechos, no realizó mas necropsias de este tipo, es decir, personas no identificadas o muertos en combate por el ejército nacional, aunque aclara que en el 2009 se hicieron 2 necropsias de cadáveres por enfrentamiento con el ejército, pero que ella no las realizó.

Declaró que el cadáver lo recibió con sus prendas de vestir, embalado y con cadena de custodia. Concretó que cuando se consigna ausencia de muestras de pólvora es porque se interpone una prenda de vestir, y por tanto, no quedan tatuajes u otras muestras.

Sobre las trayectorias, indicó que el orden en que se fijaron no corresponde al orden en que el cuerpo recibió los disparos. En lo atinente a la carta dental, señaló que la realizó la odontóloga rural con su supervisión.

Expresó que para el SIRDEC se efectuaron alrededor de 65 necropsias por arma de fuego, todas las cuales no fueron practicadas por ella, ya que la Unidad básica cuenta con otro perito; aclaró que en el documento se manejan las hipótesis de muerte por arma de fuego, explosión, o por determinar, es decir que no todas las muertes se presentaron por proyectil con arma de fuego y no puede determinar cuántos NNs se presentaron entre diciembre de 2007 y agosto de 2008, ya que se encuentran identificados, anota que inicialmente eran NNs, pero no se puede determinar cuántos llegaron en esa condición, pues en ese lapso en total aparecen 62. En lo que atañe a las observaciones del numeral 23 del 19 de marzo de 2008 (prueba 16), muertes en combate con diferentes grupos armados, dice que no puede determinar si con posterioridad el ejército produjo bajas. 

Adveró que en términos generales conoce la jurisdicción que comprende la unidad básica de Ocaña, específicamente a Ábrego, ha escuchado de Altos de Pozo y Oroque, donde el clima es templado.

En lo que tiene que ver con los errores registrados en el dictamen, manifestó que no son frecuentes y se debieron a fallas de transcripción y lateralidad, pero en la ampliación aclaró estos puntos; sobre fenómenos como rastros de pólvora, tatuaje y ahumamiento, expresó que no los presentaba el cuerpo. 

En relación con las falencias registradas en el protocolo de necropsia, las cuales fueron corregidas mediante una ampliación del protocolo de necropsia, es decir, aquellos que cometió al momento de plasmar las heridas en el croquis, el doctor Máximo Duque, testigo de la defensa, manifestó que “…que los hallazgos encontrados en la autopsia, no son discordantes con las versiones que los miembros del ejército presentan sobre el caso; y que los errores plasmados en el informe de necropsia, son importantes dado que un cambio en ellas, puede hacer variar de modo significativo la manera de como se analice lo ocurrido…” (2:39:20 – 2:41:05 pista 3).
Asimismo, la representante judicial de los soldados profesionales, indica que esos errores impiden tener certeza sobre lo ocurrido, ya que no permiten reconstruir los hechos; en igual sentido se pronuncia la defensa de Vargas Cortes, quien manifiesta que entre otras cosas, la señora Carvajalino faltó a su deber, al no realizar la toma de muestras para absorción atómica.

Conforme a lo anterior, no puede negar el Despacho que efectivamente como lo señalan los defensores mencionados, así como el doctor Máximo Duque, se cometieron errores en la labor desempeñada por la médico legista, pero por un lado, se tiene, que la profesional realizó una ampliación de necropsia, en la cual aclara sus yerros, y de otro, tenemos que el respectivo protocolo de necropsia no se compone únicamente por el formato diligenciado por la persona encargada de hacer la necropsia, sino que de ese protocolo hacen parte otros documentos como las fotografías tomadas en el desarrollo de la actividad, las cuales revelan sin lugar a dudas, la ubicación de las lesiones y características del cadáver cuando se practica, los cuales permiten aclarar cualquier duda existente frente a los errores que se puedan cometer respecto a la fijación de las heridas y lesiones que presente un cadáver, documentos estos que complementan el protocolo de necropsia, aunado a ello, el pantalón que la víctima llevaba en el momento de su deceso, habla de la cual de las extremidades inferiores presentaba impactos de proyectiles de arma de fuego, pero en cualquier caso, si bien se exponen los errores en que incurrió la testigo al momento de realizar su labor, no se plasma el perjuicio que ello ocasiona, no solo basta con resaltar el error en el que se incurre, sino que se debe exponer cual es la afectación que ello conlleva, pues de otra manera, resultan irrelevantes, máxime si se tiene en cuenta que la testigo actuó de buena fe, con el convencimiento de que se trataba de un muerto en combate con el ejército, téngase en cuenta que solamente observó el cerebro de forma macroscópica, pues tampoco tenía conocimiento de la condición física y mental de Fair Leonardo, consideraba que se trataba de un delincuente; tampoco tenía por qué tomar de las manos, muestras de disparos, ya que como lo señaló, no era su labor, que ello le correspondía a las personas que realizaron el levantamiento del cadáver, es decir, al CTI, su labor consistió exclusivamente en determinar la causa de la muerte del señor Porras Bernal y, como se trataba de un NN, realizar las respectivas labores para que los funcionarios correspondientes, lograran su identificación.

Observa el Despacho que en su labor, actuó con profesionalismo, el cual permitió detectar sus errores y corregirlos a tiempo, y frente a los cuales se ejerció el derecho de defensa y contradicción, como se observa de la incorporación de testigo de refutación, corrección que no es contrario a la ley procesal, y que incluso es afirmado por el testigo de la defensa Máximo Duque. 

Por lo anterior, resulta creíble este testimonio para el Despacho, dada su condición de experta y a la falta de desacreditación por parte de la defensa por medio de sus respectivos testigos, así como del análisis a los que llegaron al momento de estudiar la prueba. 

También se cuenta con el testimonio del patólogo forense Robert Bux, rendido por teleconferencia desde el condado de El Paso, Colorado, Estados Unidos, asistido por la traductora Ángela Marcela Borrero de Sánchez.

En relación con su experiencia, manifestó, haber realizado más de 6.000 autopsias de las cuales 1.400 aproximadamente se trató de víctimas de homicidio, y ha supervisado al menos otras 6.000; en la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha evaluado y actuado en varios casos; tiene experiencia en Tribunales Internacionales, como el que realizó investigaciones en la antigua Yugoslavia, en Bosnia, en Belice, en México, en Guatemala, ha actuado como observador en varios casos; en Afganistán, evaluó la capacidad de los comandantes para la identificación de las víctimas y otros. Ha realizado publicaciones sobre patología forense y algunos otros artículos forenses y legales.

En el caso de nuestro interés, realizó un concepto para “Equitas” sobre la muerte de Fair Leonardo Porras Bernal, con base en la autopsia practicada. Explicó que el objetivo específico fue primero identificar las heridas que presentaba y corroborar si coincidían con las señaladas en la primera autopsia, en segundo lugar examinar todo el cuerpo con rayos X, para determinar si algunas de las balas habían pasado por las heridas, si habían ocurrido otras cosas durante la muerte de la víctima, y en tercer lugar identificar si había evidencia física de fragmento de balas u otro material o evidencia que ayudaran al estudio; de esa actividad rindió un informe acompañado por fotografías, el cual se allega al juicio como complemento de su testimonio.

Precisó que la exhumación de Fair Leonardo Porras se realizó el 10 de septiembre de 2010, fecha en la cual practicó la autopsia y quien le asistió realizó inspección de las prendas de vestir de la víctima. 

Del examen general del cuerpo, señaló, estaba en avanzado estado de descomposición; describe las heridas que presenta el cuerpo; hace referencia de los documentos utilizados para rendir su informe; describe las lesiones: la 1, causada por proyectil, maxilar izquierdo, no hay tejido Blando; lesión 2 causada por proyectil, maxilar derecho, no se pudo comprobar el orificio de entrada ni de salida por ausencia de tejido blando; lesión 3 causada por proyectil, no se puede comprobar el orificio de entrada ni el de salida, por ausencia de tejido blando, acota que la camiseta de la víctima presenta orificios que coinciden con esta lesión; herida 4 causada por proyectil, no se puede identificar por ausencia de tejido blando; la lesión del muslo derecho no se puede identificar pero se puede asociar con el paso de una bala; en el tercio medio del muslo derecho se encontraron fragmentos metálicos incrustados en el músculo; aclaró que varias de las lesiones no fueron descritas en la primera necropsia y por lo avanzado de la descomposición del cuerpo, en la segunda autopsia tampoco se logró hacer, pero se observan en las fotografías.

En su opinión Fair Leonardo murió por múltiples impactos de bala, el occiso recibió 9 impactos por armas de fuego, lo que produjo hemorragia abundante que condujo a su muerte. Determina que fue homicidio. 
En las páginas 17 y 18 del informe, hace referencia a la inspección de las prendas de vestir de la víctima el 12 de enero de 2008, describiéndolas así: chaqueta de cuero color negro con forro interno de seda color oliva, talla 44, embarrada; pantalón a cuadros de diferentes colores, el cual presenta 12 orificios; camiseta color azul, manga corta con franja blanca; calzoncillo color marrón, talla 34; cinturón en cuero con hebilla metálica y zapatos grises; en la página 20 hace una relación de los defectos percibidos en las prendas de la víctima y su coincidencia con las heridas.

En el apéndice 4 de la página 25 (récord 01:40:00 de la pista 1 del 3 de enero de 2012), se presenta una comparación de las lesiones descritas en la necropsia del 12 de enero de 2008, y las encontradas en la necropsia del 10 de septiembre de 2010, concluyendo que tanto la lesión 1, parte izquierda de la cara; lesión 2, parte derecha de la cara; lesión 3, clavícula izquierda y hombro izquierdo; lesión 4, ubicada en la fosa iliaca; lesión 6, pierna derecha, presentan correspondencia parcial; lesión 5, tercio superior del muslo derecho; lesión 7, tercio superior del muslo izquierdo, no presentan correspondencia; las lesiones 8 y 9 no se puede confirmar por ausencia del tejido subcutáneo, correspondencia alguna. 

En las fotografías de la página 29 del informe, se identifica un defecto en la mejilla izquierda, no reportado en la primera necropsia, y en la segunda no se pudo corroborar por falta de tejido blando. En la imagen 2: lesión en la hemicara derecha no se pudo corroborar. 
En la página 30, imagen 3 corresponde a los orificios de entrada y salida relacionados con las heridas señaladas en el hombro izquierdo, en la segunda autopsia no fue posible constatar esta lesión. Imagen 4, no fue posible corroborar la presencia de la lesión relacionada como 4. La imagen 5, lesiones 5 y 6 extremidad inferior derecha, no se pudo verificar su presencia por cuanto no fue descrita en la primera autopsia. La fotografía 6 correspondiente a la lesión 7, no se pudo corroborar. 

En el Folio 7, las fotografías corresponden al cráneo, el defecto en forma de V implica que existe fractura, lo que se demuestra que hay muchas fracturas en el cráneo y en el área orbital, causadas por un disparo. 

En la página 10 (récord 00:10:30, pista 4, sesión del 3 de enero de 2012), se observa la destrucción masiva de la mandíbula y la pérdida de la estructura facial, acota que dichas heridas causaron una hemorragia masiva, en la parte del ojo; hay equimosis como resultado de las fracturas orbitales, ello se debe a que a la víctima le dispararon en el área zigomática y no se trata de un golpe en el ojo; la imagen 3 que corresponde a la herida por disparo en el hombro, es distintiva de las heridas por disparo de proyectil de alta velocidad, en la imagen se muestran dos círculos amarillos que señalan unas marcas lineales de color algo morado y que corresponden al hecho de que la víctima llevaba una camiseta, la cual le quedaba apretada, presentando unas rayas, ya que la prenda tenía esa trama; la imagen 4, se muestra una contusión del flanco derecho y cree que se debe al disparo que hicieron en el abdomen, aunque también es posible que se deba a un trauma, pero no cree que sea del caso. 

En la página 19 (16:20, pista 4), imagen 1, se observa el pantalón, en el cual se muestran los defectos que corresponden a las heridas de la víctima, explicó que muchas veces cuando se observan las prendas no es fácil determinar que son de las balas que atravesaron a la víctima, ya que puede tratarse de fragmentos de balas, o de balas enchaquetadas o si se deben a una herida, o si las prendas son viejas, acotó que esos defectos pueden obedecer a muchas otras razones. Clarificó que la única forma de corroborar científicamente que corresponden a orificios de entrada de disparos es hacer una prueba química para encontrar nitratos y rastros de pólvora.

La imagen 2, es del pantalón y los defectos que presenta de orificios de entrada y salida, pero algunos no se corresponden a estos, lo cual encuentra explicación en que algunas prendas suelen ser más pequeñas o grandes que la talla, o pueden ser apretados o sueltos, y esto incide respecto del lugar en el que se encuentran las heridas en el cuerpo.

En la página 22 (récord 00:21:50, pista 4), los bosquejos los hacen los antropólogos forenses, ahí se muestran las áreas en las cuales se ha perdido tejido y hueso, también exhibe el área del defecto que en la segunda autopsia no se encontraron y es difícil sacar una deducción.

Afirmó que sus conclusiones coinciden con las de quien realizó la primera necropsia, aclarando que existen un par de diferencias que obedecen a la interpretación de las heridas; recalca que cuando existen múltiples heridas de bala, especialmente con armas de alta velocidad, hay tanta destrucción del tejido, que lo poco que queda para el estudio, no permite definir si se trata de un orificio de entrada o de salida, lo hace que el caso sea un rompecabezas.

Precisó que las aclaraciones de la primera autopsia, permiten determinar que la víctima murió como consecuencia de los múltiples impactos de bala de alta velocidad; indicó que no estuvo en la primera autopsia, lo cual representa una desventaja, pero ha realizado muchos estudios en casos similares, lo cuales son difíciles y dan lugar a diferentes interpretaciones.

De las observaciones que realizó en su informe, se tiene (récord 00:29:00 de la pista 4) :

1. Uno de los orificios en el pantalón, no corresponde con las lesiones, es obvio que llevaba los pantalones, pero no se sabe si estaban más arriba o abajo del lugar en donde están las heridas, al momento del balazo.

2. Frente a su segunda observación, aplica lo mismo, definitivamente hay un defecto adicional en el pantalón que no tiene correspondencia con ninguna lesión, pero si con la lesión 2 de la segunda necropsia; aclaró que la autopsia del 2008, estaban unos defectos del pantalón que en la segunda autopsia se corroboró, se trataba de un balazo, los pantalones pueden tener defectos por otras razones como rasgaduras o por que le cayeron esquirlas.

Sobre el acceso al cadáver (récord 00:2:20, pista 5), explicó que la exhumación de Fair Leonardo se realizó en Jardines de la Inmaculada, y la autopsia en Jardines del Apogeo de Bogotá, siendo asistido por Ana Carolina Guatame, Lourdes quien trabaja en Equitas, Nury Osorio y una veterinaria que tomó los rayos X, los camarógrafos que tomaron el video los cuales cree que son de la Fiscalía, así como otras personas que tomaron las evidencias, cuyos nombres no recuerda. Dijo que el informe lo presentó el 13 de diciembre de 2010, frente a uno del 27 de marzo de 2011, refiriéndose a unos cambios que se hicieron, el cual no tiene, dice que se le puede solicitar a Nury, aclaró que no se trata de un segundo reporte, sino que seguramente son modificaciones que se hicieron 

En las páginas 8, 11, 12, se traduce que existe correspondencia entre la camiseta y la herida del hombro izquierdo o lesión 3, sin embargo en la pagina 12 establece que no hay correspondencia, no tiene explicación para este error, pero asegura que existe correspondencia entre la lesión 3 y el defecto que presenta la camiseta (récord 00:13:00 a récord 00:21:00 pista 5).

(Récord 00:23:00 pista 5) Los defectos encontrados en el pantalón como única prenda utilizada para estudio, eso fue lo que le entregaron en la bodega; los defectos del pantalón no corresponden exclusivamente al paso de balas de alta o baja velocidad, en los de alta velocidad hay muchas variables y no se puede determinar qué tipo de heridas puede producir, no se debe observar sólo las prendas para determinar si los impactos fueron de alta y mediana velocidad. 

(Récord 00:27:00 pista 5) Justificó que cuando determinó la correspondencia parcial, lo hizo por la ausencia de partes del cráneo y tejido blando, pues dada la descomposición no tiene mucho material, pero como todavía hay fragmentos y defectos que se pueden observar, no hay duda de que hubo un tiro, pero como no hay tejido blando no puede determinar la entrada y salida; en la lesión 2 cuando dice que no tiene información, para él es lo mismo decir “sin información” o correspondencia parcial, lo que si se ve es una fractura en el lado izquierdo; respecto a la lesión 3 decir sin información en el orificio de entrada, es decir que no hay piel y falta de tejido subcutáneo, y en el orificio de salida si lo ubica porque se observa que hay una herida; en la lesión 5 señala correspondencia total, mientras que en el orificio de salida señala parcial, esto se debe a que en el primer caso se observa una fotografía, en el orifico de salida pone parcial porque el tamaño del orificio es más grande; lesión 8 en el orificio de salida, al señalar que la necropsia 1 no es correspondiente a lo que se señala, y que en la segunda autopsia ,no se puede corroborar porque lo único que tuvo a disposición fueron unas fotografías; cuando hay un caso de tantas balas que se cruzan en el cuerpo, es muy difícil realizar el análisis, algo que ayuda es tomar fotos de todos los ángulos y superficie del cuerpo, pero aun con esto se pueden cometer errores, sin las fotos es difícil arribar a una conclusión en una necropsia.

(Récord 00:43:00) Ana Carolina Guatame presidió la exhumación del cadáver, por ser miembro de Équitas, entidad que junto con la familia de la víctima solicitaron la autopsia. Comentó que para su labor llegó a Colombia el 8 o 9 de septiembre de 2010, con el fin de establecer cómo murió la víctima, no tenía visa para trabajar, porque cuando va a un país, trabaja gratis.

(Inicio de la pista 6) La camisa la extrajo de la cavidad craneana de Fair, en cuanto al pantalón no recuerda quien se lo entregó; la camiseta Nury la fotografió y se entregó a un representante de la Fiscalía o a un perito técnico.

Aseveró que para la segunda necropsia, tuvo en cuenta las numerosas heridas, siguió el protocolo para ver qué había y qué no; frente a las extremidades inferiores se basó en el informe de la primera necropsia y empezó con la herida 1, no puede dar una respuesta exacta porque no vio todas las fotografías. No le fue posible determinar las trayectorias en el estudio debido al estado de descomposición y la pérdida de tejido. El motivo por el cual se solicitó esta necropsia era por dudas que tenía la familia de la víctima frente a la primera autopsia. 

Supo que la persona a la que le realizó la segunda autopsia era Fair Leonardo, por la camiseta que se encontró en su cavidad craneal, además de que presenta los mismos patrones de las fotografías y que la posibilidad de que se trate de otra persona es remota. Por experiencia sabe que lo que lleva a realizar una segunda autopsia, es establecer si se trata de la misma persona; porque no había confianza en la primera necropsia, para que sea realizada por alguien ajeno al caso.

En torno a las heridas de las extremidades, indica que no alteran el objeto del estudio ya que trabajó con el tejido y los huesos encontrados. 

Preguntado por el tiempo que puede permanecer viva una persona herida cuando hay una hemorragia masiva, respondió que depende de la hemorragia, por presencia de arterias que hayan sido comprometidas, además de que cada persona difiere del número de vasos y sangre, y por último, cuando hay heridas por arma de fuego de alta velocidad, da lugar a mucho sangrado. El movimiento de un cuerpo frente a impactos de disparos por armas de alta velocidad, no es como en la televisión que se echa para atrás, la persona se puede mover cuando no se compromete un órgano vital, en caso contrario la persona cae. 

Considera el Despacho que la opinión pericial del patólogo, resulta eficaz para corroborar las heridas presentadas por el cuerpo de Fair Leonardo Porras, sus apreciaciones obedecen a sus conocimientos y experiencia y no a intereses personales, lo cual permitió corroborar lo expuesto por la doctora Felisa Carvajalino, médica que realizó la primera autopsia, ambos son categóricos en afirmar que la muerte Fair Leonardo se produce por shock hipovolémico, o lo que es lo mismo, por una perdida excesiva de sangre, la cual es causada por los múltiples impactos de proyectiles de armas de alta velocidad.

También se cuenta con el peritaje realizado por Joel Denante Moya Blandón (pista 4 y 6 en su totalidad, en sesión del 23 de noviembre de 2011), périto balístico, de la Unidad del Nivel Central de la Fiscalía, desde hace 11 años.

Definió balística como el estudio de armas de fuego, con aceptación en el campo técnico y científico, la cual se divide en tres áreas: interna, externa y de efecto. Añadió que en marzo de 2009, junto con Esteban Urrutia constituyó un equipo de trabajo, participó en el ensayo y elaboró un informe para la Fiscalía, el cual se introdujo como prueba 15 del juicio. Explicó que el objeto del experticio era verificar la correspondencia de 9 vainillas calibre 9 milímetros, con el arma Smith & Wesson y en relación con 16 vainillas calibre 5.56 mm, determinar por cuántas armas fueron disparadas, allegándose al laboratorio los elementos mencionados, debidamente embalados.

Explicó que cómo identifica si las vainillas han sido disparadas por una o varias armas. Concluyó, respecto de las 16 vainillas calibre 5.56 m.m., que fueron disparadas por 4 armas de fuego tipo galil, las armas de los militares calibre 5.56 no se allegaron, por ello no se hizo el cotejo y no se puede determinar que fueron las utilizadas para dispar los proyectiles.

Expuso que la distancia a la cual queda una vainilla luego de ser percutida si se trata de proyectil de 9 milímetros, queda aproximadamente a 4 o 5 metros de la ventanilla de expulsión del arma y es eyectada por el lado derecho, afirmación que hace porque la prueba se realizó para otro caso, y la vainilla 5.56 m.m. queda aproximadamente entre 8 u 11 metros de la ventanilla de expulsión al lado derecho y sobre el particular las pruebas fueron realizadas en el Batallón “Bolívar” de Tunja, con un galil 5.56 un mes antes, aproximadamente (00:43:20 pista 4).
Teniendo en cuenta el bosquejo topográfico elaborado por el señor Miguel Ángel Mejía, el testigo de acuerdo a la localización de las vainillas procede a ubicar la posición de los tiradores, y una vez finalizado, a petición del fiscal, se incorpora el bosquejo para que haga parte de su testimonio como evidencia demostrativa. 

Sobre las vainillas 5.56 mm., explicó se encuentran en el archivo físico del Sistema Integrado de Balística IBIS de la Fiscalía, el sistema presentó fallas y quedaron en el archivo hasta que se supere el percance. 
En relación con el informe, destaca el punto 2, “Objetivo del Informe, determinar características del arma de fuego y demás, y si fue disparada recientemente, recuperación de número serial y álbum fotográfico de la misma”, los elementos remitidos fueron la pistola Smith Wesson, 16 vainillas 5.56 milímetros, 9 vainillas 9 milímetros y el proveedor de dicha pistola; el serial del arma recibida está borrado; se plasmaron imágenes fotográficas por el investigador Esteban Urrutia, la imagen 17 se refiere a 9 vainillas y 1 cartucho 9 milímetros; la imagen 19 se refiere a la inscripción de las 9 vainillas 9 milímetros, y que era la marca del culote de las vainillas, en ella se lee 9 milímetros LUGER no recuerda que las otras vainillas tengan la misma marca; la imagen 21 hace referencia al cuerpo de una de las 16 vainillas 5.56, y se ilustra con una de ellas, a diferencia de la 9 milímetros; en la página 12 del informe, parágrafo 4 y 5 hace referencia a dos pistolas, dice que recibió una pistola Smith & Wesson, relaciona dos armas con numeral o serie diferente. Precisa que los números salieron por error de transcripción pero se hizo la corrección y aclaración del mismo, no tiene presente en el momento de dónde sacó el número de serie (récord 00:12:00 a récord 00:18:00 pista 6).
Clarificó que el galil no es la única arma que utiliza calibre 5.56; hay otras, siendo ésta la más común, el AK 47 es calibre 7.62, las ametralladoras también utilizan proyectiles calibre 5.56. 
Fijó las posiciones de los presuntos tiradores en el bosquejo; no sabe si se recuperó el serial de la pistola, porque ese trabajo lo realizó su compañero (récord 00:30:00 a récord 00:37:20 pista 6).
Explicó que se incluyeron estudios de otras armas en el mismo informe, correspondientes al caso 200800113, porque la petición llegó de una misma autoridad, pero pertenecen a diferentes radicados, de lo cual se dejó constancia en el concepto; Acotó que recibió del caso 200880006, 16 vainillas 5.56 y 9 vainillas de 9 milímetros; de las 16 vainillas allegadas se obtuvo 4 armas de fuego; en las imágenes 21 y 22 del informe, pagina 6, la figura corresponde al número único, año, mes y día, corresponde a la vainilla calibre 5.56, también se plasma la información del perito, se trata de una vainilla de 16 recibidas para estudio; la imagen 22 es complemento de la anterior, mostrando qué presenta la citada vainilla; clarifica que cuando las vainillas presentan la misma marca de fabricación se toma una sola, y se revisa si existe registro fotográfico en la IBIS (récord 00:45:50 a 00:49:40 pista 6). 
Las conclusiones a las que llega frente a las vainillas 5.56, es que pudieron ser percutidas por un arma galil o R15 ya que son más comunes en el país; aunque sabe que también llegan a Colombia para el calibre 5.56, otros fusiles; la distancia que recorre una vainilla eyectada por un galil, es de 8 a 11 metros, según estudio que se realizó con este tipo de armas, y con una altura del arma a 1.20 metros del suelo, pero aún está en estudio, no se aportó al informe (récord 00:50:45 a récord 01:05:05 pista 6); para su estudio no es no es necesaria la escala métrica; la imagen expuesta en macrofotografía como evidencia demostrativa y la fotografía de la página 10 del informe no son la misma.

Precisó que el estudio que se hace de la persona disparando el arma Smith & Wesson 9 milímetros, es estático, y que en movimiento el resultado sería diferente (récord 01:11:25 a récord 01:14:30 pista 6).
La distancia a la que queda la vainilla luego de ser eyectada, la comprobó con un fusil galil 5.56, la cual puede variar con otra arma del mismo calibre, pero no cambia respecto a la altura del del tirador, ya que se realizó a 1.20 mts, 60 cms, y tendido.

La distancia de una vainilla varía por el movimiento y por el terreno ya que puede rebotar en cemento, en terreno destapado queda casi estática, no tuvo conocimiento de qué obstáculos había en el sitio de los hechos ni de la posición del tirador y el terreno. Para estudios adicionales no se solicitaron los fusiles y no se requería hacerlo ( récord 01:17:30 a récord 01:23:00 pista 6).

La prueba 7, arma de fuego y las vainillas recolectadas en el lugar de los hechos, son reconocidas por el testigo como los elementos a los cuales realizó el estudio.

Precisó que todas las pistolas Smith & Wesson traen las ventanillas de expulsión de vainillas al lado derecho, al igual que los galil, no conoce armas calibre 5.56, cuya ventanilla de expulsión se ubique al lado izquierdo. En cuanto a la distancia de expulsión, dijo, varía cuando el tirador está en movimiento, pero la lateralidad no cambia. Aclaró que las conclusiones contenidas en la página 13, numeral 9.3, párrafo 4 del informe corresponden al radicado 80006, también la pág. 14, párrafo 5, 6, 7 y 8. 

Precisó que en el bosquejo topográfico se puede determinar la línea de tiro, de izquierda a derecha o de derecha a izquierda, acorde a la ubicación en el plano, indicó que todos los tiradores tenían la misma dirección (récord 01:38:35 a 01:48:40 pista 6).

En relación con la eficacia de esta prueba técnica, se observa que estamos frente a un experto, que cuenta con bastante práctica en el campo de la balística, quien explicó en forma clara y precisa cómo realizó su análisis, fundamento de su conclusión, que nos lleva a fijar probatoriamente que todas las vainillas 9 milímetros halladas en el lugar de los hechos fueron percutidas con las pistola Smith & Wesson encontradas en el sitio, que la ubicación de las vainillas no corresponde a la que se esperaría encontrar si el arma hubiese sido disparada por la víctima, de acuerdo con su situación final, así como también, que los casquillos 5.56 hallados en el lugar fueron percutidos por 4 armas distintos.
Esta prueba técnica refuerza la tesis del Despacho de que la escena fue manipulada, obsérvese que el experto afirma que la ubicación de las vainillas percutidas con la pistola Smith & Wesson no es concordante con la que se esperaría si la misma hubiese sido disparada por la víctima. 
La defensa trajo como prueba de refutación frente a este dictamen pericial el del perito Iván Antonio Ricaurte Guarleta, quien partió de la errada consideración que en los hechos se utilizaron 7 armas de alta velocidad, y no 4 como concluyó el señor Moya Blandón, el cual se analiza más adelante en el estudio de trayectorias.
Se anticipa que el perito, Moya Blandón consignó en su informe, que las vainillas 5.56 milímetros fueron disparadas por 4 galiles, como se aprecia en los párrafos 10, 11, 12 y 13 del punto 9.3, o como indicó el perito en su exposición, “9.3, párrafo 4 del informe corresponden al radicado 80006, también la página 14, párrafo 5, 6, 7 y 8”, contrario a lo afirmado por la defensa de Quijano Mariño, quien aduce que el perito balístico Iván Antonio Ricaurte Guarleta en su informe y declaración determinó que (minuto 56:30 pista 1 sesión del 23 de enero de 2012): “de acuerdo con los informes de balística del CTI, …, fueron percutidas por 7 armas de fuego tipo fusil, calibre 5.56, de dónde saco yo este dato, con base en el informe de balística de cotejo que se realizó entre las vainillas, no se si ya lo explicó el perito que hizo ese cotejo, quiere decir que se compararon las vainillas, o la totalidad de las vainillas que se encontraron en la escena y se determinó mediante macroscópico de comparación, un instrumento óptico, que las características de 7 armas de fuego diferentes se encontraron impresas o grabadas sobre la superficie de cada una de estas vainillas, de allí es donde saco yo esa información, que fueron percutidas por 7 armas de fuego tipo fisil calibre 5.56”, lo cual ratifica al minuto 1:30:30 de la pista 1, proposición que no corresponde al informe, en el cual se indicó que las 16 vainillas 5.56 milímetros fueron disparadas por 4 armas. Sobre el particular no se puede pasar por alto que el técnico Joel Moya Blandón aclaró durante su intervención en el juicio y aparece en el informe base pericial, el mismo contiene dos estudios que corresponden a 2 radicados distintos, como se lee en la parte superior de la página 1, en las casillas número del caso, resultando pertinentes para nuestro asunto, los apartes a los cuales él aludió, en desarrollo de su dictamen.
De igual forma quedó fijado con la experticia, las fotografías que la acompañan (imagen 15), además de la exhibición del arma, que las pistolas Smith & Wesson tienen la ventanilla de expulsión al lado derecho, lo que permite inferir, tal y como lo menciona el perito, que luego de ser disparada el arma, las vainillas deben ser encontradas al lado derecho del tirador, y a 4 o 5 metros de distancia de éste, lo cual deja sin explicación la ubicación de las vainillas en el lugar de los hechos.

Efectivamente, observado el bosquejo topográfico elaborado por el agente del C.T.I., Miguel Ángel Mejía, (prueba documental 5), en él se ubican los casquillos 9 milímetros al costado derecho del camino, e incluso dos de ellos están cerca del cuerpo, de lo cual se colige que los disparos tuvieron que hacerse desde el costado izquierdo, pero el cuerpo se encontró sobre el mismo costado que el de las vainillas, y algunas como la 24, alejadas, mientras que otras como la 3, 7 y 9 (sic), pues se trata de la número 6, como se ve en el respectivo informe, se encuentran junto al cadáver de Fair Leonardo Porras, no resultando acordes con la distancia, que según el perito, debe existir entre el tirador y la ubicación final de la vainilla. 

Igual cuestionamiento surge frente a las vainillas 5.56 milímetros, las cuales, es facil suponer, corresponden a los Galiles portados en su momento los miembros del ejército; su ubicación en el terreno de los acontecimientos, no sería la que se esperaría luego de un combate, ya que, según el versado, la distancia a la que quedan las vainillas eyectadas de un fusil galil es entre 8 y 11 metros y hacía el lado derecho, en razón a que la ventanilla de expulsión se encuentra en ese costado, que acorde con lo señalado en el bosquejo, permite colegir que los militares se encontraban al interior de los cultivos de tomate, ubicados al lado derecho del camino, pero si se tiene en cuenta las atestaciones de Nancy Santiago y Miguel Ángel Mejía, así como las fotografías tomadas por el investigador Mejía, convergentes con lo declarado por el señor Luis José Torrado, dueño de la finca y de los cultivos, de que los mismos no sufrieron daño alguno, tras el supuesto combate, como se esperaría, en desarrollo de un enfrentamiento bélico.

Asimismo, la aseveración de la representación judicial del Mayor, de que en el lugar de los hechos posiblemente se encontraban las dos armas galil 5.56, que la noche de los hechos, cuando salió del batallón “Santander” junto con dos soldados, registró Sandro Mauricio Pérez, de las cuales no aparece anotación de que volvieran a ingresar, circunstancia que habría aumentado el número de elementos bélicos en la escena de los hechos, lo cual explicaría la presencia de 7 armas, no deja de ser una mera especulación, pues el perito clarificó que se determinó que las vainillas halladas provenían de 4 armas, y las demás armas estudiadas en el informe se refieren al caso 2008000113.

Y si bien no se hizo un cotejo de las armas de los militares respecto de las vainillas halladas con el fin de determinar si éstas fueron expulsadas por aquéllas, dado que el señor Luis José Torrado manifestó que siendo propietario del inmueble donde ocurrieron los hechos, desde 1998, nunca antes del 12 de enero de 2008 se había presentado una situación similar, resulta razonable inferir que las halladas, fueron eyectadas por las armas de los militares que informaron del acaecimiento de un combate. 

Mención aparte merece el bosquejo sobre el cual fijó el testigo, las posiciones de los tiradores, pues aunque tal documento carece de medidas o escala, y la señalización que hace a mano alzada, permite una idea general sobre el tema, que de todas maneras quedó establecido con la perito balístico Norma Cristina López Corral, quien actuó con un equipo interdisciplinario para el efecto. 
La Fiscalía General de la Nación conformó un equipo interdisciplinario para realizar una reconstrucción de los hechos en tres dimensiones, adelantando inicialmente una inspección a la zona donde tuvo lugar el suceso, en la misma participó el técnico en producción y dirección de video y fotógrafo LEONARDO CRUZ SUÁREZ (sesión de audiencia del 7 de diciembre de 2011 del récord 00:01:56 pista 2 al récord 00:59:43 pista 3).

Definió documentación videográfica, como el registro a través de cámara de video en una investigación y requerida por autoridad competente, procedimiento incorporado bajo el protocolo código FGN4200PR-08 (récord 00:06:21 a récord 00:07:22 pista 2 sesión audiencia 7 diciembre 2011). 

Manifestó que en la vereda “El Tirol” del municipio de Abrego, adelantó labores de documentación videográfica, con el grupo interdisciplinario. (récord 00:07:31 a récord 00:08:23 pista 2).

Luego de exhibírsele el acta de inspección a lugares FPJ-9, adujo que fue diligenciada por el investigador de apoyo Elías Castro. Explicó que con el documento obraban unos folios que se identificaban con diligencia de reconstrucción de los hechos que se hizo con los militares acusados, en presencia de una abogada que se identificó como su defensora, y quienes estaban en el lugar donde llevaron a cabo la diligencia de reconstrucción, el 29 de noviembre de 2008, ingresaron  como prueba documental N° 45 (récord 00:16:08 a récord 00:30:57 pista 2).

Refirió el testigo que grabó con cámara de video de las actividades que se desarrollaron, contenidas en 3 DVD y 1 CD., elaboradas por la fotógrafo Yomaira Stella García Barco, de lo cual elaboró un informe, en el cual se relacionan las actividades desarrolladas el 29 y 30 de noviembre en la vereda “El Tirol” parte alta, de Abrego, el cual ingresó al juicio como la prueba documental N° 46. Utilizó evidencia demostrativa para ilustrar a la audiencia su actividad, detallando entre otros aspectos que: i) ilustró el recorrido que se hizo para arribar al lugar de los hechos donde se encontraron con el personal del ejército, grabó la lectura del artículo 282 del C.P.P a los militares, documentó que el lugar estaba habitado, había cultivos, resaltó una construcción que había allí donde almacenaban tabaco, inmueble al lado del cual se entrevistó al personal del ejército, sitio desde el cual se ingresa al lugar de los hechos, identificó la ubicación de un broche, explicó que el equipo había determinado que el área que se veía como camino, se denominó zona a, al lado del tomate zona b, y al lado de la cerca, el cultivo de maíz y de tabaco zona c, registraron el proceso de limpieza con machete y guadaña, la búsqueda de elementos materiales probatorios con un detector de metales, hallándose 13 vainillas calibre 5,56 mm, hizo aclaración que el elemento demarcado por ellos como el N° 10, estaba en la parte del cultivo de tomate, y para hacer el registro videográfico del mismo, como él se encontraba en la zona c, debió dar la vuelta y desplazarse por los surcos para no dañar el sembradío. 
Añadió que en el video 2, grabado el 30 de noviembre de 2008, registró el recorrido entre Abrego y el lugar de ocurrencia de los hechos y en el video 3 (inicia su proyección y explicación a récord 02:06:17), se ilustró la materialización de unas trayectorias a solicitud del perito en balística y el experto en comportamiento criminal. Reconoció el contenido de los tres videos, los cuales fueron tomados en una videocámara marca SONY ref. DCR-HC48, que utiliza un cassette mini DVD, una estación gráfica, un computador marca XW6400 workstation, equipada con software adobe premier CS3 con tarjeta graficadora, aceleradora y exportadora de video (récord 00:42:54 a récord 02:13:38 pista 2). 

Explicó que: i) tuvo conocimiento de la fecha de los hechos, por referencia de documentos; ii) hasta el lugar los condujo el investigador de apoyo Elías Castro; iii) utilizando la prueba del juicio N° 3, se le pidió leer la información general donde constaba que había sido en la vereda “la Soledad”; iv) no era permitida la presencia de personal ajeno a la fiscalía, v) (récord 00:00:22 a récord 00:12:25 pista 3). vi) No pudo determinar si en el sitio había una pozeta de agua en tierra; vii) se tomó en cuenta la hora de ocurrencia de los hechos, se hizo registro fotográfico en horas nocturnas (récord 00.13:13 a récord 00:24:48 pista 3); viii) del primer video al minuto 3:16 de grabación aparecía una persona vestida de pantalón oscuro, camisa color claro manga larga y sombrero, en el video 2 al minuto 12:05 de grabación donde aparecían unos ciudadanos en una moto y de uno de ellos se describió que portaba una chaqueta manga larga (récord 00:25:00 a récord 00:32:13 pista 3); ix) se sugirió la grabación del recorrido entre Abrego y el lugar de ocurrencia de los hechos con el objeto de determinar que el acceso al lugar era difícil, se observaban construcciones en todo el desplazamientos, cultivos agrícolas y personas residentes en esos lugares (récord 00:32:26 a récord 00:36:53 pista 3). x) hubo menores en la diligencia pero no entorpecieron su labor, por eso no vieron ningún riesgo que estuvieran ahí, la única colaboración de un civil que se contrató fue la de un señor que guadañó el sitio, xi) (récord 00:37:09 a récord 00:39:58 pista 3); xi) al observar el video 3 expuso que en una parte aparecía una niña con unas banderitas utilizadas para indicar elementos e identificar áreas en la mano y otro menor había cogido un machete que estaba en la escena (récord 00:40:27 a récord 00:46:53 pista 3); xii) el recorrido entre Abrego y el lugar de los hechos es de 33 minutos 06 segundos; xiii) la documentación que tuvieron en cuenta fue: los protocolos de necropsia, las actas de inspección técnicas a cadáver, los informes de campo y fotográficos de esas actas, xiv) el clima de Abrego es cálido, en su sentir 26° ó 20°, xv) que las evidencias 1 a la 9 las hallaron en la zona a, estaban al lado derecho que colindaban con una cerca y con el cultivo de tabaco y maíz (récord 00:47:30 a récord 00:53:57 pista 3). 

Debe decir el Despacho que dada la labor encomendada al videografo, de hacer la ilustración y fijación en video de las labores desarrolladas por el equipo interdisciplinario dispuesto por la Fiscalía General de la Nación, permiten conocer varios aspectos del sitio de ocurrencia de los hechos, tales como, su ubicación, distancia de este con relación a Abrego, vías de acceso, su vegetación, su clima, y la ubicación de los elementos materiales de prueba que allí hallaron los peritos que hacían parte de la comisión, y su ubicación en el terreno.

Así las cosas, y dado que la labor del deponente es específica respecto de su especialidad, la videografía, acotará que le asiste razón al delegado fiscal cuando afirmó que los videos aportados por el testigo, muestran de manera clara el difícil acceso al lugar de los hechos.

Con fundamento en el video, se constata que al lugar sólo era posible el desplazamiento en moto, como se vio lo hacían los vecinos del sector, o en un campero, y en el juicio nada se dijo acerca de que Fair, utilizara cualquiera de estos medios para su desplazamiento, máxime cuando fueron las mismas testigos de la defensa quienes entraron en contradicción acerca del medio de transporte que utilizaban sus presuntos extorsionistas, pues recuérdese que Evila Garcés expuso que llegaban en motos, pero Regina Mogollón los ubicó ese 10 u 11 de enero en un carro “encerradito” de color tal vez verde, como se examina con detalle más adelante.
Esta ilustración videográfica, muestra un lugar con vías destapadas, en mal estado.
Se resalta que el testimonio no fue objeto de reproches por parte de los defensores.

También participó de la diligencia de reconstrucción la señora Yomaria Stella García Barco (tomado en sesión de audiencia del 7 de diciembre de 2011 del récord 00:00:02 al récord 01:24:19 pista 4), profesional en las áreas de fotografía, psicóloga y delineante de arquitectura e ingeniería, fotógrafa del CTI por 14 años, con profundizaciones en fotografía.

Expuso que una fotografía del lugar de los hechos, se trata de documentarlo visual y progresivamente, desde el exterior de la escena, hasta llegar a las pruebas recolectadas, que quede documentado y registrado, cómo se encontró cuando se realizó la diligencia, las evidencias físicas recolectadas y los procedimientos realizados (récord 00:04:06 a récord 00:04:45 pista 4 sesión audiencia 7 diciembre 2011).
En lo que atañe al que realizó en el municipio de Abrego, mencionó que allí se desplazó junto con un equipo del CTI conformado por otros profesionales, siendo su función la de fijación fotográfica de la reconstrucción de los hechos, en la vereda “El Tirol” parte alta, de la cual elaboró un informe de 29 folios, donde describió 131 imágenes digitales, al serle exhibido lo reconoció y lo leyó en su integridad (corresponde a la prueba del juicio N° 47 junto con sus anexos, un video). Con una ayuda demostrativa exhibió y explicó las imágenes. Respecto de ésta última imagen se le preguntó la hora de la toma a lo que contestó que:“…esas fotografías fueron tomadas aproximadamente una y media o dos de la mañana…”. Agregó la testigo que de acuerdo a las tomas por ella realizadas en la zona a demarcada por ellos, se encontraron la mayoría de las evidencias. Que al lugar de los hechos fueron acompañados por el investigador del caso, que al llegar al lugar los militares estaban allí (récord 00:05:49 a récord 00:55:05 pista 4 sesión audiencia 7 diciembre 2011).

Explicó que: i) su manifestación del sitio donde había salido la tropa, la transmitió el investigador de apoyo, a quien se la suministraron en el ejército; ii) al revisar la prueba 45 del juicio, acta de inspección a lugares del 29 de noviembre de 2008, la testigo indicó que estaba firmada por ella y de la misma leyó el aparte que decía: “…, culminando este día primero de diciembre siendo las 21 horas…”. Añadio que los militares que estaban allí no recordaba cuántos eran pero que estaban esperando en compañía de su abogado (récord 00:55:48 a récord 01:01:48 pista 4); iii) el testigo métrico se utilizaba para tener una idea del tamaño de la evidencia, ella lo utilizó para demostrar la ubicación de la evidencia y señalar su ubicación dentro del plano, iv) describe las personas que aparecen en las imágenes 42, 46, 47, 48, 56, 68, desarrollaban funciones de búsqueda de evidencias (récord 01:02:05 a récord 01:08:32 pista 4); v) al leer el acta de inspección y el informe del investigador quedó establecida la hora de ocurrencia de los hechos, por ello trataron de establecer las mismas condiciones que pudieron tener ese día (récord 01:09:09 a récord 01:12:30 pista 4); vi) los niños presentes el día de la diligencia, estaban allí por ser su sitio de vivienda, y la labor que estaban realizando no revestía ningún peligro, estaban curioseando (récord 01:13:07 a récord 001:13:38 pista 4); vii) vestían uniformes distintivos de la Fiscalía General de la Nación, previo conocimiento de las condiciones de seguridad del lugar (récord 01:14:13 a récord 01:14:58 pista 4); viii) los niños no utilizaron el machete para escavar la tierra, no tocaron las vainillas encontradas en ese lugar; ix) no revestía mayor incidencia hacer tomas fotográficas en diferentes horas de la noche, pues entre las 7, 8 de la noche hasta 2 de la mañana las condiciones generalmente son las mismas; x) generalmente nunca quedaba establecido dentro de una diligencia de inspección, las condiciones de la luna, diferente a si está lloviendo o no; xi) en el lugar no existía alumbrado por lo tanto era escasa la iluminación (récord 01:18:12 a récord 01:21:15 pista 4 sesión audiencia 7 diciembre 2011).

Esta exposición, en igual sentido que la del testigo Leonardo Cruz, por estar encaminada a una labor específica desarrollada por una experta en fotografía, nos permite obtener una referencia plasmada en imágenes de los hallazgos y recolección de evidencias físicas, de la comisión interdisciplinaria y que serán motivo de estudio y análisis más adelante, respecto de cada uno de los peritos expertos, frente a sus especialidades. Se destaca el hecho de que el lugar en el cual se desarrollaron los hechos el 12 de enero de 2008 en horas de la madruga, fue el que se fijó fotográficamente de la misma manera que se hizo por parte del investigador criminalístico Miguel Ángel Mejía Álvarez, en aquella época, que finalmente se estableció se trataba de las veredas “La Soledad” y “El Tirol” de Abrego, como en el juicio lo dejó sentado el dueño el predio señor Luis José Torrado, con la escritura pública presentada por él.

Ahora, este testimonio tampoco fue tenido en cuenta por los defensores en sus alegaciones finales; se observa que en sus contrainterrogatorios se atacaron situaciones que nada tenían que ver con la específica labor desarrollada por la experta en fotografía, pues no estaba dentro de su rol, permitir o no la asistencia de niños en el lugar, que de todas formas, no se observa haya tenido ninguna incidencia en la práctica de las pruebas periciales y no se demostró por los letrados encargados de la asistencia de los enjuiciados.

Por ello, en acuerdo con el delegado fiscal, esta prueba y la del señor Leonardo Cruz, resultan útiles para ubicarnos en el teatro de los acontecimientos. 

El perito Javier Alberto Sotelo Delgadillo (declaró en sesión de audiencia 24 de noviembre de 2011 del récord 00:04:37 a récord 01:19:10 pista 1), ingeniero topográfico, funcionario del Instituto de Medicina Legal, desde el 04 de febrero de 2002, en varios cargos y hace un año integra el grupo de balística forense.
Expuso que para enero de 2009 se desempeñaba en el grupo de topografía y dibujo, cuyas funciones eran reconstrucción de hechos, ilustración y diagramación de trayectorias por medio del programa de diseño en tres dimensiones “Autodesk Architectural Desktop 3.3 Esp” y “el Autodesk 3ds max 9 32-bit” y labores periciales atinentes al cargo (récord 00:07:25 a récord 00:07:50 pista 1).
Respecto de la ilustración y diagramación de trayectorias el proceso se basa en la información plasmada en la necropsia, la cual se lleva a un software donde se tiene en cuenta la talla del occiso, dimensiones a línea media ó vértex, ubicación de las regiones anatómicas afectadas, orificio de entrada y salida.

Explicó que el proceso identifica las trayectorias desde una entrada y una salida o un lugar donde queda alojado el proyectil, teniendo en cuenta que se trabaja sobre una figura anatómica, estructurada de forma atlética, ya que en el proceso de necropsia no se toman segmentos corporales en su contextura. Acotó que se pueden presentar diferencias muy variadas en la región anatómica, pero por la ubicación a línea media o vértex es posible ilustrar dicha trayectoria, que es una guía del orificio de entrada y del orificio de salida (récord 00:09:20 a récord 00:10:53 pista 1).

Mencionó tres variables en proceso de diagramación de trayectorias: i) el proceso de morgue, se identifica la ubicación anatómica en la topografía del cuerpo, vértex y línea media; ii) los diagramas que hace el médico legista que realiza la necropsia y, iii) las fotografías tomdas al momento de la necropsia, las cuales permiten una ubicación más específica del orificio, los que al conjugarse brindan un resultado con un alto nivel de certeza (récord 00:11:07 a récord 00:12:08 pista 1).

Expuso que: tomó la información del protocolo de necropsia número 2008010154498000006, así como las dimensiones respecto a la línea media y vértex, luego individualizó cada lesión, seguidamente las ubicó por medio del software en una estructura de figura humana en 3D, para individualizar orificios de entrada y salida y unirlos con una guía, indicando su lateralidad en los planos de referencia del cuerpo humano (récord 0:23:28 a récord 00:25:51 pista 1).

Con fundamento en lo anterior, concluyó que: i) la primera trayectoria: Plano horizontal: Supero-Inferior. Plano coronal: Antero-posterior. Plano sagital: izquierda-derecha (pág-3 del informe pericial), aclaró que ésta identificaba la lesión de entrada a la lesión de salida, que no se hacía en línea recta; ii) la lesión 2 corresponde a una localizada en región de mentón derecho a 3 cms de la línea media anterior y a 23 cms del vértex; descripción de la trayectoria: Plano horizontal: Supero-Inferior. Plano coronal: Antero-posterior. Plano sagital: derecha-izquierda (pág-4 del informe pericial); iii) la lesión 3 ubicada en la región de clavícula izquierda a 11 cms de línea media y 33 cms del vértex, trayectoria Plano horizontal: Infero-Superior. Plano coronal: Antero-posterior. Plano sagital: derecha-izquierda (pág-5 del informe pericial); aclaró que en el cuerpo la lesión podía ser mucho más amplia, que sólo se basó en las medidas que tomó el médico, puede tener desplazamientos mínimos, en centímetros, hacia la derecha o a la izquierda; iv) la lesión 4, en vista anterior identificó el orificio de ingreso según las dimensiones localizadas en el protocolo, en vista posterior ubicó la salida y luego identificó la trayectoria Plano horizontal: Infero-Superior. Plano coronal: Antero-posterior. Plano sagital: derecha-izquierda (pág-6 del informe pericial), en igual sentido aclaró que podía ser que la lesión estuviera un poco menos inclinada, ello por la variación de la característica del orificio; v) la lesión 5 ubicada en el miembro inferior derecho, tercio medio del muslo derecho cara anterior, la localizó por medio de vértex, línea media e individualizó la salida; descripción exacta de la trayectoria: Plano horizontal: Infero-Superior. Plano coronal: Postero-anterior. Plano sagital: derecha-izquierda (pág-8 del informe pericial); vi) acerca de la lesión 6, ésta no fue posible ilustrarla por cuanto no se encontraba con una lateralidad específica; descripción exacta de la trayectoria: Plano horizontal: Supero-inferior. Plano coronal: Postero-anterior. Plano sagital: derecha-izquierda (pág-8 del informe pericial), vii) la lesión 7 individualizó el orificio de salida en región muslo izquierdo, tercio inferior, cara lateral derecha a 50 cms del talón, no se tuvo en cuenta como punto de referencia para dimensionar, el vértex sino que utilizó el talón para hacer una ubicación a nivel dimensional; descripción exacta de la trayectoria: Plano horizontal: Supero-inferior. Plano coronal: postero-anterior. Plano sagital: Izquierda-derecha (pág-9 del informe pericial); viii) la lesión 8, aclaró que inicialmente se reportó con un error de software y equivocadamente se le colocó lateralidad derecha y era izquierda, lo que se corrigió respecto a la reportada por el médico, no se agregó ni omitió nada, descripción exacta de la trayectoria: Plano horizontal: Supero-inferior. Plano coronal: Antero-posterior. Plano sagital: izquierda-derecha (pág-10 del informe pericial); lo que igualmente sucedió con la 9, reportada en el miembro inferior izquierdo cuando lo cierto es que corresponde al derecho; descripción exacta de la trayectoria: Plano horizontal: Infero-Superior. Plano coronal: Postero-anterior. Plano sagital: izquierda-derecha (pág-11 del informe pericial); agregó el testigo que realizó una vista en planta individualizando cada una de las trayectorias (récord 0:28:18: a récord 00:37:19 pista 1).

En relación con el cambio de lateralidad, acotó que se trataba de un error involuntario, pero que no se omitía ni se agregaba, sólo permitía establecer que la trayectoria no se ubicaba en un determinado miembro (récord 00:38:09 a récord 00:39:43 pista 1).

Explicó que el grado de aceptación del software utilizado es alto, pues se emplea a nivel de la academia y judicial, en todo el mundo; los resultados de su dictamen se fundamentan en la información obtenida del protocolo de necropsia, que describe una proyección de trayectoria del proyectil, la cual no ofrece certeza, el software se alimenta de las variables que son: protocolo de necropsia, imágenes de morgue y en muchas ocasiones el diagrama elaborado por el médico legista para ilustrar la ubicación de la lesión, el cual a pesar de ser elaborado a mano alzada en la morgue, es diciente, pues ellos observan directamente la lesión en el occiso; para la elaboración de su informe no tuvo las imágenes al momento de practicarse la necropsia; una vez alimentado el software el programa lo que hace es identificar la guía en la lesión que se describe; la lesión 1 presenta una trayectoria supero-inferior, antero-posterior y de izquierda a derecha; de la lesión 6, indicó que como se describió una ubicación a nivel de talón, sin que se tuviera una indicación exacta del lugar que se establecía respecto de línea media, era complejo definirla en un cuerpo, la ubicación de la lesión le permitía individualizar el orificio de entrada y salida, y había un recorrido interno, en muchos no había salida o podía ser que la lesión era superficial la guía indica si es interna o superficial; la diagramación hecha por él es una guía de factibilidad del recorrido interno de los proyectiles; si el cuerpo no estuviera erguido el resultado de las trayectorias hubieran podido variar; se reportaron 9 trayectorias, una no diagramada; sólo se tiene en cuenta las lesiones que permiten o no ilustrar la trayectoria; la talla del occiso tenida en cuenta estaba consignada en el protocolo de necropsia; internacionalmente se estableció que para el estudio del cuerpo humano en la graficación de trayectorias, estudios anatómicos en morgue solo se utiliza la talla anatómica; la trayectoria anatómica es la base para algo más complejo, se puede hablar de una posible posición de boca del arma de fuego en relación con el occiso, determinando ángulos de incidencias laterales horizontales a nivel de reconstrucción; dependiendo de las variables de una diagramación como la elaborada podía ser de orientación o de probabilidad, con la información que tenía se plasmó la incidencia del proyectil en el cuerpo, a la ubicación de la trayectoria que podía ser orientativa o de probabilidad, él la tomó como orientativa (récord 00:40:18 a récord 01:05:57pista 1).

Al utilizar otra posición del cuerpo en un estudio de trayectorias diferente a la anatómica, éstas varían automáticamente, por eso se debe realizar un estudio complementario, en el que se tienen en cuenta situaciones como: el lugar donde sucede el hecho que corresponde a la topografía; la posición final del cuerpo; una ubicación aproximada del tirador, aclaró que lo que realmente se establecía no era ubicación del tirador sino la posición de la boca del arma de fuego; se determina una guía a nivel central, es decir, una aproximación teniendo esas variaciones en torno a los orificios de entrada y salida; observando las fotografías tomadas en la necropsia, la variación consistiría en decir que la salida es irregular o tiene una forma determinada (récord 01:11:31 a récord 01:17:17 pista 1).

Aplicados los criterios establecidos en el artículo 420 del Código de Procedimiento Penal, para la valoración de esta prueba, tenemos que el experto es idóneo en el campo de la balística a más de que el programa utilizado para establecer las trayectorias es internacionalmente aceptado.

Fuera de lo anterior, el Despacho destaca que la diagramación de las trayectorias, se hizo con base en la descripción detallada que de las lesiones, realizara en el protocolo de necropsia, la médico Carvajalino, quien practicó la autopsia al cadáver de Fair Leonardo Porras Bernal, documento que le permitió luego de localizar las heridas que presentaba el cuerpo del occiso, y con el software correspondiente, materializar y graficar las trayectorias aproximadas, situación que a pesar de la mención del versado, de que no son en el grado de certeza sino de factibilidad, describiéndose las heridas, a más de clarificarse que frente a los errores de lateralidad en que incurrieron estos la médica forense y él, no incidía ni cambiaba en nada la trayectoria descrita y analizada, todo ello en consonancia con lo anotado por el delegado fiscal al momento de presentar sus alegatos conclusivos, coincidiendo así con sus argumentaciones en relación con la utilidad de esta prueba, al igual que con la apoderada de las víctimas y la representante del ministerio público.

Frente a las censuras del defensor de Vargas Cortés al peritaje, centradas específicamente en que no se tuvo en cuenta 5 lesiones, la posición de pie, las variaciones que pueden existir respecto del caso, como que la víctima estuviera en movimiento al momento de ser impactada, que no se ubicó a los tiradores, entre otras, situaciones que fueron aclaradas por el versado, quien dijo que las trayectorias permitían ubicar la posición de la boca de fuego del arma más no la de los tiradores, que su estudio debía hacerse bajo la óptica de la posición anatómica del cuerpo, por ser ello estandarizado a nivel mundial, pues de lo contrario su informe pasaría del plano técnico forense a un estudio más completo y complejo; en su informe donde consta su opinión pericial, el experto forense sí incluyó el estudio de trayectorias en las 9 heridas descritas en el protocolo de necropsia, tanto así que se refirió a ellas una a una, aclarando los errores de lateralidad observados en la lesión 6, cometido por la médico forense y, en las números 8 y 9 en los que él incurrió, luego los reparos del abogado no derruyen ni restan eficacia al dictamen pericial, además como se verá más adelante con base en estas trayectorias y ubicados en el terreno de los hechos otros expertos profundizarán en el estudio.

 En cuanto a las críticas presentadas por la defensa técnica de los soldados profesionales, en relación a que la prueba técnica no ofrece certeza, quedándose en el plano de la hipótesis dada la escasez e inexistencia de elementos objetivos, la no ubicación de los tiradores y sus conclusiones inexactas y subjetivas, no están llamadas a prosperar, pues se insiste, a pesar del grado de factibilidad que por el experto se atribuye a las trayectorias, la prueba técnica en contexto con otros elementos de convicción permitirán arribar a la conclusión de la ubicación de la víctima cuando recibe los disparos, como más adelante se desarrollará.
Con el fin de lograr la reconstrucción de la escena de los hechos, también participó Luis Miguel Torres Ardila (sesión de audiencia del 7 de diciembre de 2011 del récord 00:00:10 al récord 01:44:50 pista 5). Topógrafo adscrito al C.T.I. seccional Bogotá, durante 18 años, con capacitaciones en AUTOCAD, 3D, 2D, en Land, en Tridimax, entre otras.

Luego de presentar algunas explicaciones acerca de cómo se realiza un levantamiento topográfico, utilizando los elementos de la investigación como inspección técnica a cadáver, y bosquejos, indicó que el informe que rindió fue el resultado de una misión de trabajo por él cumplida en compañía del topógrafo Eusebio Enrique Campos, documento que se le exhibió junto con tres planos topográficos, los reconoció, leyó y explicó con una ayuda demostrativa los tres planos números 779-09, 779 A-09 y 779 B-09 (corresponde a las pruebas del juicio números 48, 49, 50 y 51). 
Dijo que el objeto de la diligencia fue la realización del levantamiento topográfico del sitio de inspección determinado, en la vereda “El Tirol” parte alta del municipio de Abrego, con coordenadas planas con origen Bogotá 1093984 Este, 1381414 Norte, fijar topográficamente los elementos materiales probatorios hallados, su representación en los planos y graficar el estudio balístico elaborado por la perito balístico Norma López (récord 00:04:38 a récord 00:29:08 pista 5 sesión audiencia 7 diciembre 2011).

Comentó cuáles fueron los instrumentos utilizados, determinando que, en el sector había zanjas, cercas, las diferencias de altura que había en cada punto, y los elementos materiales de prueba hallados, y las trayectorias que determinó el perito balístico, leyó el numeral 6 de su informe (récord 00:29:38 a récord 00:31:57 pista 5).

En relación con los resultados de su actividad, expuso que fue la elaboración de los planos 779-09 que contiene la planta general a escala 1:45000; el plano 779 A-09 que contiene la zona de búsqueda y la localización de los elementos materiales de prueba, hallados durante la inspección a escala 1:200 y el plano 779 B-09 que contiene la diagramación de las trayectorias de acuerdo a lo señalado por el perito balístico (récord 00:35:08 a récord 00:35:54 pista 5).

Explicó cada uno de los planos, en primer lugar el que corresponde al N° 779-09, plano del sector general, corresponde a Ocaña y la carretera que conduce al batallón Santander, la entrada a éste y su ubicación sobre la vía que conduce a Abrego. Saliendo de Abrego, se ubicó un punto que correspondía a un cruce que había en la estación “Las Palmas”, la cual sacaba de la vía y conduce por un carreteable destapado al sitio de los hechos. En el trayecto de ese carreteable señaló una “Y” o un cruce que llevaba al sitio de los hechos, vía de la derecha. Acotó que el lugar donde se practicó la diligencia correspondía a un cultivo de tomate en la parte izquierda y en la  derecha un cultivo de tabaco (récord 00:35:10 a récord 00:43:05 pista 5).

Al describir el contenido del plano 779 B-09, refirió que se determinaron 3 zonas numeradas de la a la c, la zona a corredor central entre el cultivo de maíz, de tabaco y el de tomate; la zona b corresponde a la zona de exploración dentro del cultivo de tomate, y la zona c, al cultivo de tabaco, delimitada por una cerca entre el cultivo de tabaco y de maíz (récord 00:43:08 a récord 00:46:43 pista 5).

Con relación al plano 779 C-09, plasmó la materialización de las trayectorias determinadas por la perito balística. Explicó que en la parte inferior del plano se aprecia los perfiles del terreno con relación a las trayectorias determinadas por el experto balístico, señaladas con líneas rojas dentro del plano. Describió la materialización de las trayectorias, así: la 1, un tirador en posición de pie con relación a una víctima de rodillas; la 2, un tirador en posición de pie y una víctima en posición de rodillas; la 3 un tirador de pie en la parte izquierda y una víctima de rodillas; la 4 un tirador de pie en la parte izquierda y una víctima en posición acostado, de cubito dorsal ligeramente lateral, en este caso. Anotó que el perito balístico determinó las trayectorias con fundamento en el terreno, atendiendo a las pendientes que había en el sitio (récord 00:46:49 a récord 00:55:10 pista 5).

Finalmente manifestó que en el área para la realización de su estudio, utilizó una estación total marca de precisión a segundo y un navegador marca Garmin Map60csx de precisión métrica, datos que llevó al software especializado de AUTOCAD Land, para ingeniería y topografía. También utilizó el programa Autodesk Land. Otra actividad que desarrolló fue la búsqueda de los elementos materiales de prueba junto con el equipo interdisciplinario y la presentación que acaba de ilustrar (récord 00:59:08 a récord 01:02:00 pista 5).

Clarificó que la diferencia entre un bosquejo a mano alzada y un plano topográfico, es que el bosquejo no tiene escala, mientras que el plano si, aunque contienen la misma información; el margen de error de un GPS depende del equipo, su calibración, época en que se programó (récord 02:02:25 a récord 01:15:03 pista 5).
Una escala 1-25 corresponde a un centímetro en el dibujo y 25 centímetros en el terreno (récord 01:15:45 a récord 01:26:51 pista 5).
Las coordenadas para ubicar el sitio de los hechos las suministró el coordinador del grupo, Elias Castro; el levantamiento topográfico corresponde a una zona mayor que las zonas de búsqueda; en el plano 779 B se consignó “poste”, el único hallado en el sitio, es el mismo del bosquejo; el perito balístico determina la trayectoria, su trabajo es hacer un levantamiento topográfico para determinar un perfil del terreno sobre la trayectoria, fija la trayectoria para mostrarla en un plano, (récord 01:27:56 a récord 01:39:43 pista 5).


Considera el juzgado que el testimonio del experto, que intervino en compañía de un equipo interdisciplinario con miras a la reconstrucción de la escena de los hechos, en el lugar donde se desarrollaron los sucesos de esta causa, resulta eficaz, junto con los planos por él elaborados.
Se observa que su actividad fue desarrollada de manera técnica, especializada, y con apoyo de aparatos de alta precisión y medios técnicos idóneos, con los cuales luego del trabajo desarrollado de manera física en el terreno objeto de inspección de reconstrucción de los hechos, fue sistematizada, para luego ser plasmada en 3 planos topográficos que sirvieron de apoyo especialmente a la perito en balística para la materialización de las trayectorias, como se observa enseguida. 

Planos que se levantaron utilizando, entre otros documentos primarios, el bosquejo topográfico que a mano alzada elaborara Miguel Ángel Mejía, en los cuales se plasmó los puntos que trazó en el lugar de los hechos, y las condiciones que ofrecía el terreno.
Norma Cristina López Correal. (Tomado en sesión de audiencia del 13 de diciembre de 2011 del récord 00:01:50 de la pista 3 al récord 00:27:37 pista 6). Topógrafa y balística de la Fiscalía General de la Nación, C.T.I. Seccional Bogotá, por espacio de 15 años. Definió análisis comparativo de trayectorias en balística. Dijo que se hace con el estudio del lugar de los hechos, evidencias encontradas, estudios de laboratorio de balística, protocolos de necropsia, volver al sitio de los sucesos, buscar nuevas evidencias, con un grupo interdisciplinario conformado por fotografía y video, topografía judicial, balístico y el grupo de comportamiento criminal, para hallar las posibles trayectorias en el lugar de los hechos (récord 00:05:54 a récord 00:06:57 pista 3 sesión audiencia 13 diciembre 2011). 

Expuso que para este análisis se tenían en cuenta el protocolo del lugar de los hechos BBBA20200BAB1, los de topografía, fotografía y video, los protocolos de necropsia, y asesoramiento de la oficina de comportamiento criminal (récord 00:08:14 a récord 00:09:18 pista 3 sesión audiencia 13 diciembre 2011). 

Sobre su análisis en el municipio de Abrego, sostuvo que lo hizo en compañía de un grupo interdisciplinario de la seccional Bogotá. Ella participó en el análisis de trayectorias, se le exhibe el informe rendido, lo reconoce, lo lee (récord 01:07:31 a récord 01:41:03 pista 3 sesión audiencia 13 diciembre 2011). 

Indicó la testigo que en su informe materializó las heridas ubicadas en tronco y en la cabeza, no aludió a las heridas 5, 6, 7, 8 y 9 porque los miembros inferiores son de muy rápido movimiento, los hechos ocurrieron de noche, no eran un blanco fijo, como si lo era la cabeza (récord 01:42:03 a récord 01:43:00 pista 3 sesión audiencia 13 diciembre 2011). 

A través de una ayuda demostrativa y apoyada en las pruebas del juicio, 48, 49, 50 y 51, explicó que tuvo en cuenta los hallazgos médicos contenidos en el protocolo de necropsia. Aclaró que el análisis se hizo, teniendo en cuenta la forma anatómica del cuerpo, en posición frontal, de espalda, lateral izquierda, lateral derecha y en posición superior. Herida 1 ubicada en la región zigomática izquierda que sale por el mentón izquierdo, la médico describió una trayectoria supero-inferior, antero-posterior y de izquierda a derecha. Con los estudios topográficos realizados por el equipo de topografía, utilizando equipos de alta precisión, observaron el terreno ubicándolo con coordenadas geográficas, ubicando el lugar de los hechos, materializaron el croquis de inspección a cadáver y situaron a la víctima. 
Sobre el sitio de los hechos, anotó, es plano, y al tener una trayectoria supero-inferior, luego del análisis hecho con el equipo interdisciplinario y de intentar varias posiciones, aclarando que la descrita no es caprichosa, pues si la posición de la víctima hubiera sido de manera anatómica, e decir si hubiera estado de pie no la hubieran podido ubicar en ese lugar, por ello la fueron bajando utilizando varias posiciones. 
Tuvieron en cuenta que en la inspección a cadáver los cultivos de tomate no presentaban ningún daño, por lo cual no utilizaron las evidencias halladas durante la inspección a cadáver, pues el tirador tendría que haber estado dentro del cultivo de tomate, ya que no se puede obviar que el fusil calibre 5,56 x 45, tiene la ventanilla expulsora hacia la derecha, en un ángulo de 45° a 60°, a una distancia máxima de 11 metros. Explicó que en el sitio se buscó y descubrió evidencia en el otro costado, ubicación que sí coincidía con la del tirador, según la expulsión del arma de fuego utilizado, por eso, su primera hipótesis, fue la ubicación del tirador sobre el costado sur oriente y zona de localización de la víctima en el costado sur occidente. Se tuvo en cuenta que la región es plana y estrecha; el orificio de entrada es en la región zigomática y la salida sobre el mentón, concluyeron que la víctima debió estar en posición de rodillas (ver informe base de opinión pericial fl. 8 dentro del ítem 7.1). 
La herida 2, se tiene una trayectoria supero-inferior y al tener los mismos vestigios de la zona, ubicaron el tirador en el costado sur-oriental y la víctima en el costado sur-occidental, explicó que como éste tenía una herida en el mentón, estaría viendo hacia el costado norte y no hacia el tirador, para que coincida la entrada por el costado del mentón derecho y la salida al costado izquierdo del mentón (ver informe base de opinión pericial fl. 8 dentro del ítem 7.1). 
La herida 3, se ubica el tirador en el costado nor-oriente y la víctima en el mismo costado sur-occidente, cayendo y la cabeza inclinada mirando hacia la zona del tirador, para que el orificio de entrada fuera en región de la clavícula izquierda y el de salida por el hombro parte media anterior (ver informe base de opinión pericial fl. 8 dentro del ítem 7.1) . 
La herida 4 localizada en la fosa iliaca derecha, a 8 centímetros de la línea media anterior y a 72 cm del vertex y el orificio de salida en la región lumbar. Por ello concluyeron que la víctima, estaría de cubito dorsal, caída, por tanto la posición del tirador es sobre el costado nor-oriente (ver informe base de opinión pericial fl. 8 dentro del ítem 7.1). Agregó que como perito balístico no se atrevió a materializar trayectorias en miembros inferiores porque la zona era de poca luminosidad, el objetivo de las piernas se podía perder con los cultivos y no era de fácil blanco, era difícil a esa distancia tal materialización (récord 00:01:41 a récord 00:12:14 pista 4 sesión audiencia 13 diciembre 2011). 

Precisó la experta que tuvo en cuenta las evidencias, se trazaron unos perfiles obtenidos con las mediciones hechas por el área de topografía con equipos de alta precisión, se tomaron alturas, el posible ángulo de tiro, y la pendiente del terreno. A través del software utilizado por el equipo de topografía, se obtuvo la pendiente del terreno, para la materialización de la herida 1 era de 1° 44’, por ello inclinaron a la víctima al tirador para que se diera esa materialización, se obtuvo una distancia de 17.5 mts y un ángulo de tiro de 04° 08’ 21”, y la altura de la boca del arma al terreno, ello por cuanto no tenían versión del personal militar. Su recreación, se hizo aproximada, y tuvo que haber estado con relación al terreno a una altura de 1.40 mts; para la trayectoria 2 la pendiente del terreno es menor por ser un terreno plano, de 1° 29’ 27”, distancia de 7.33 mts y un ángulo de tiro de 3° 46’ 57”, la altura de la boca del arma al terreno era de 1.38 mts; para la trayectoria 4, la pendiente sigue siendo menor, por ser terreno plano, de 8° 54’ 50”, una distancia de disparo de 3.56 mts, un ángulo de tiro de 08° 54’ 50” y una altura de la boca del arma al terreno de 1.24 mts (récord 00:12:26 a récord 00:15:38 pista 4). 

Seguidamente explicó que los ángulos verticales los obtuvieron teniendo en cuenta los protocolos de necropsia. Ilustró utilizando un muñeco e indicó que cuando el médico forense hace su estudio de heridas en la necropsia lo hace en forma anatómica, es decir, con el cuerpo firme. La herida 1, orificio entrada zona zigomática izquierda, orificio salida mentón izquierdo, explicó que el ángulo se trazaba con relación al vértex le dio un ángulo de 21°. La herida 2, que se encuentra en el mentón del occiso, le dio de 0°, por ser mínimo. La herida 3, el ángulo vertical localizado en la clavícula izquierda con salida por el hombro izquierdo, le dio un ángulo de 69°. La herida 4, en la fosa ilíaca derecha y con salida en región lumbar derecha, le dio 21°. 
Dijo que los ángulos diagramados en el terreno no servían, porque es plano, razón por la cual materializó las trayectorias con las evidencias que iban encontrando y la posición del tirador. Aclaró que la materialización no estaba en secuencia de heridas, por ser difícil saber cuál fue la primera herida. Se realiza de acuerdo al orden asignado en el protocolo de necropsia. Con las evidencias halladas en la inspección a cadáver no podían materializar las trayectorias. Tuvieron en cuenta que las heridas estuvieran a larga distancia, atendiendo al estudio de prendas (récord 00:15:45 a récord 00:24:55 pista 4).

Afirmó que el error de lateralidad en el que incurrió la médico Carvajalino al describir las heridas halladas en miembros inferiores, no tiene incidencia en su análisis comparativo de trayectorias, pues estas heridas no fueron objeto de su estudio, por las razones expuestas.
Solicitadas explicaciones por la defensa, refirió que al ignorar si el cuerpo estaba quieto o en movimiento, se tiene en cuenta lo referido en el protocolo de necropsia; la labor que se hizo con la guadaña en el lugar, no afectó su labor de recolección de las evidencias halladas, fue una labor desarrollada de manera técnica; respecto del error mecanográfico en el que incurrió la médico legista en la descripción de la trayectoria de la herida, respecto del plano coronal, siendo postero-anterior y no antero-posterior, su trayectoria se alteraría, pues trabajó con el protocolo de necropsia; cuando un cuerpo es impactado por proyectiles calibre 5,56 la energía cinética produce heridas grandes o pequeñas dependiendo de la distancia, si el cuerpo está en movimiento, mientras va recibiendo los impactos se va reduciendo (récord 00:29:19 a récord 00:53:51 pista 4).

No tuvo en cuenta la adición al protocolo de necropsia, elaborado posteriormente por la médico Carvajalino; la posición exacta del tirador o tiradores respecto de la víctima u objetivo, no se establece al 100%, sino lo más cercano posible, para su análisis tuvo en cuenta más de 10 variables, aunque no las plasmó en el informe (récord 00: 54:20 a récord 01:21:18 pista 4).

Cuando un cuerpo recibe un impacto hace un movimiento pero no se desploma, cae sobre su propia ubicación vertical, por eso, el cuerpo de Fair no se desplazó mucho; si la bala impacta una parte no vital, el cuerpo puede seguir en movimiento, por eso las piernas no se tuvieron en cuenta (récord 01:21:35 a récord 01:27:56 pista 4).

La medida que el topógrafo tomó respecto a la distancia de la boca de fuego del arma, lo hizo ubicando a un tirador de pie, dada la pendiente y la topografía del terreno (récord 01:28:18 a récord 00:10:20 pista 6).
Sobre la posición del tirador, hicieron varias hipótesis, si el tirador está acostado dan trayectorias ínfero-superiores, en las cuatro heridas que materializó, no tiene esta trayectoria, esa materialización se las daba el protocolo de necropsia, la pendiente del terreno, y el lugar donde quedó la víctima (récord 00:11:23 a  00:12:01 pista 6).

No se tuvo en cuenta la estatura del tirador, pues en la diligencia no hubo versionados, pero el dato no incide, pues puede subir o bajar el arma al disparar; en el protocolo de necropsia sí había trayectorias ínfero-superiores (récord 00:12:22 a récord 00:15:22 pista 6).

Clarificó que una posición de boca de fuego es la del arma, de la punta del cañón, en su dictamen es la prolongación que hicieron de la trayectoria y la ubicación del tirador, dónde podría estar el arma; una posición de tiro es la que ubica el tirador, puede ser de pie, flexionado, de rodillas, acostado, en cuclillas; un arma en movimiento es que la puedo alzar, bajar, subir, puedo estar corriendo con ella; tuvo en cuenta el estudio de prendas, el cual le reportaba a larga distancia las cuatro que se estudiaron (récord 00:15:50 a récord 00:20:53 pista 6).
De la exposición y el informe base pericial de la experta en balística, se observa que su estudio fue riguroso y que sus conclusiones, son consistentes. La versada, mostró las secuencias esenciales del análisis efectuado, los métodos y medios empleados, los cuales trasmitió, de forma razonada y coherente.
Su estudio de trayectorias no se basó en especulaciones, sino que se fundamentó, dado el hallazgo de 13 vainillas calibre 5,56 mm, en el lugar inspeccionado, donde ocurrieron los hechos, del protocolo de necropsia, las fotografías tomadas durante la diligencia de levantamiento de cadáver, y con apoyo de los técnicos en topografía; asimismo, el análisis previo sobre varias hipótesis y probabilidades, teniendo como base la descripción de las lesiones que presentaba el occiso, y las trayectorias trazadas por la médico legista.

Además fue realizado junto con miembros de la comisión interdisciplinaria que se desplazó al lugar de los hechos, y de manera unificada, arribaron a una hipótesis probable de lo que realmente ocurrió en el sitio por ellos inspeccionado, el teatro de los acontecimientos el 12 de enero de 2012.

Para el juzgado, son de recibo las conclusiones a las que arribó la experta, por considerar que se presentan razonables, concordantes con los demás medios de convicción obrantes en el proceso.

El error que se advierte, al mencionar la trayectoria en el plano coronal respecto de la herida 1, lo cual indica que es posteroanterior y no anteroposterior, no incide en su conclusión, pues el cambio en el plano afecta la posición del tirador, más no la ubicación de la víctima, es decir, de rodillas.
Se pretendió desestimar desde la defensa este trabajo con el argumento de que fue realizado casi 11 meses después, con una escena del hecho distinta, que se guadañó. Sobre el particular ha de decirse que el hallazgo de las evidencias cuando se practicó la inspección de reconstrucción de la escena, no encuentra otra explicación que la suministrada por la experta y los demás integrantes del equipo interdisciplinario de la fiscalía, respaldadas en las manifestaciones del propietario del predio, señor Luis José Torrado, quien en el juicio, sostuvo que después de esos hechos, allí no había tenido ocasión ninguno otro de la misma índole, y que tampoco era un lugar al cual el ejército acudiera a hacer entrenamientos o polígonos, es más, este hombre expuso que el ejército por ese sector nunca iba (récord 00:11:23 a récord 00:19:22 pista 2 sesión del 20 de marzo de 2012), de que provenían de los hechos del 12 de enero.

Lo que permite al Despacho inferir razonadamente, como lo hicieron la experta y los demás integrantes del grupo interdisciplinario, que los hallazgos y evidencias físicas descubiertos en el lugar que corresponde a la escena del crimen, por ellos, provenían de lo sucedido el 12 de enero de 2008, en horas de la madrugada cuando apareció muerto Fair Leonardo Porras Bernal, más no de algún tipo de manipulación o de otros hechos, por lo tanto, el análisis comparativo de las trayectorias elaborado por la versada, resulta eficaz, para orientar en la reconstrucción de los hechos y permite de una manera altamente probable conocer la forma como fue impactada la víctima. 

Por lo anterior en acuerdo con el delegado Fiscal al momento de presentar sus alegaciones finales, quien restó importancia a que las heridas que el occiso presentaba en los miembros inferiores no fuera objeto de examen para materialización de trayectorias por parte de la conocedora, situación que no es relevante, pues resultan razonables las explicaciones de que esas heridas no correspondían a órganos vitales, además porque esos miembros son de alta movilidad y flexibilidad.

Entonces, no es de recibo la pretensión de la defensa de Vargas Cortés, de que se reste capacidad probatoria a la pericia, por entre otras causas, no haberse tenido en cuenta las lesiones que el occiso presentaba en sus miembros inferiores.

Así las cosas, la materialización de las cuatro trayectorias elaborada por la perito balístico, de las lesiones de mayor gravedad, y que comprometieron órganos vitales, como son las de cara, tórax y abdomen que presentaba el cadáver de Fair Leonardo Porras Bernal, y que arrojaron de manera conclusiva entre otras situaciones que la víctima al recibir uno de los letales impactos ya se encontraba en posición reducida, merece credibilidad pues si se analiza en contexto, la primigenia escena de los hechos, los resultados de los estudios, análisis topográficos, y las trayectorias trazadas y descritas tanto por la médico legista como por la especialista en balística. Por tanto, el Juzgado acoge la hipótesis presentada por la Fiscalía, por considerar que comporta un alto grado de probabilidad, dados los estudios técnicos y especializados que se hicieron para llegar a ella, como igualmente lo destacaron la apoderada de las víctimas y la representante de la sociedad, al momento de exponer sus alegaciones finales.
Ahora, la defensa del acusado Vargas Cortés, igualmente atacó el hecho de no haberse tenido en cuenta posición de pie del tirador y el movimiento de Fair, lo que en su sentir varia las trayectorias, olvidando la defensa que la especialista fue reiterativa en señalar que para su estudio se basó en el protocolo de necropsia, teniendo en cuenta la posición anatómica, como está establecido internacionalmente, debe hacerse, lo cual ratificó, incluso el testigo de la defensa doctor Máximo Duque. De manera aislada el defensor hizo mención a que las vainillas encontradas en la reconstrucción de la escena de los hechos, habían sido cortadas al momento de utilizar la guadaña, sin embargo, los peritos afirmaron que la búsqueda de metales se hizo con un detector, y quien guadañó el lugar lo hizo con el debido cuidado. Pero en el evento de que efectivamente se hubiera deformado o aplastado una vainilla por algún agente externo, no se observa que esa circunstancia incida en el resultado de la experticia, y el abogado no lo demostró.
De otro lado el defensor, mostró inconformidad respecto al hecho de que la perito no incluyera en su informe base de opinión pericial, el estudio de ángulos que hizo en desarrollo de su deponencia, situación que en nada invalida su dictamen, por el contrario, la dinámica del sistema penal acusatorio, permite a los peritos complementar su base de opinión pericial a través de su declaración en el juicio. 
Ahora bien, el informe pericial de la versada en balística fue criticado por el testigo de la defensa, ya citado, Máximo Alberto Duque Piedrahita (declara el 19 de enero de 2011), quien en ítem atinente a “Las personas fallecidas” (ver páginas 7 a 9 del informe), hace relación a varias situaciones entre las cuales se destaca: 

“…i) El estudio del cuerpo se hace inicialmente en las escena y los hallazgos se consignan en el acta de inspección a cadáver y luego se hace un segundo examen más detallado a través de la autopsia…”
“…puede decirse que no hay un método certero para establecer la posición entre un disparador y el blanco examinando las lesiones que éste último presente. Las aproximaciones son sólo hipótesis. Igualmente tampoco hay un método científicamente válido para establecer la secuencia cronológica de disparos en un cuerpo cuando todas las heridas han ocurrido en un período relativamente corto (minutos), y no hay diferencias en el aspecto físico de la lesión (inflamación, hemorragias, etc.)…”. 

Luego de describir de manera teórica algunos principios básicos de lesiones por proyectil de arma de fuego (páginas 10 a 13 del informe), en su análisis expuso que en tratándose de reconstruir lo ocurrido y de establecer las posiciones entre el blanco y los tiradores y en referencia al caso concreto, se trataba de un caso complejo, porque los hechos ocurrieron en la noche, con múltiples personas disparando, localizadas en diferentes posiciones y empleando armas relativamente potentes por tanto los diagramas de lesiones con cuerpos en posición anatómica no son suficientes para aportar datos en una reconstrucción, con conclusiones en buen grado de certeza, así como que tampoco era suficiente conocer la distancia y a qué ángulo un arma automática expulsa vainillas, dado que pueden inclinarse o en medio de la maleza una vainilla podía rodar muy cerca o muy lejos de quien opera un arma. 
Consecutivamente, concluyó acerca de las posibles posiciones entre blanco y disparadores, que: “…Según la información disponible para hacer los dictámenes que se analizaron, el señor Fair Leonardo Porras Bernal murió a consecuencias de lesiones por proyectiles de arma de fuego. Estas lesiones en conjunto fueron graves e idóneas para causar la muerte en un breve periodo de tiempo pero, debido a que no se puede conocer el orden cronológico de los impactos, es posible que antes de morir esta persona se hubiera movido o cambiado de posición o inclusive haber accionado armas de fuego, por ello mismo no es posible concluir con certeza cuales fueron las posiciones entre el blanco y el (los) tirador(es)…” (consultar página 16 del informe, ítem conclusiones, primer párrafo).

Y en el juicio dijo, acerca de las trayectorias, que no se podía determinar específicamente el origen la posición o el movimiento, que era importante porque se podía obtener la historia del paso del proyectil, establecer el ingreso y la salida, si quedó alojado y en algunos casos establecer si salió o no. Explicó que en algunos casos puede ser posible, dependiendo de toda la información que se tenga en conjunto, establecer las trayectorias y ubicación de los tiradores (récord 00:06:00 a récord 00:07:50 pista 5). 
En este caso, tratándose de prueba técnica se pretendió restarle capacidad demostrativa en relación en la forma como se ubicaba el arma disparada respecto de de la víctima.

El Despacho encuentra que la crítica realizada por el perito de la defensa, que entre otras cosas, en su extensa relación de hoja de vida no refirió que tuviese estudios de balística, aunque en desarrollo del interrogatorio dijo que adquirió esos conocimientos en una de las especializaciones que hizo, no tiene fundamento, por cuanto aunque presenta algunas bases teóricas, con citas textuales de autores extranjeros, se centra en que no existe un método certero para establecer la posición entre un disparador y el blanco examinando las lesiones que éste último presente. Concluye que las aproximaciones son sólo hipótesis. Y también se refiere a que no se puede establecer la secuencia cronológica de disparos en este caso.

Como se puede observar los reparos no tienen fundamento, por dos razones: primera, la perito nunca dijo que sus conclusiones fueran de certeza, ella firmó la alta probabilidad de que la posición de la boca del arma de fuego y la trayectoria de los disparos fuera como lo presentó en su análisis, y segunda: nunca en su estudio se refirió al orden en que la víctima recibió los disparos, es más dijo, en acuerdo con el doctor Duque, que era imposible de establecer, que una fue primero que otra, cuando se hacen esas indicaciones, también son hipótesis, y se establece de manera global con la evidencia recopilada.
Nótese además que el testigo admite que si se cuenta con la información suficiente 
se puede establecer las trayectorias y ubicación de los tiradores (resalta el Despacho).
Aunado a lo anterior el testigo manifestó que mediante fotografías es imposible determinar la trayectoria de un proyectil así como la posición de un tirador, pero como el perito para arribar a tal conclusión, solamente tuvo en cuenta el informe de la experta, más no su exposición en la audiencia, los cuales en conjunto conforman el dictamen pericial, no se enteró de que su trabajo de materialización de trayectorias iba acompañado de un juicioso análisis y trabajo realizado por dos expertos topógrafos, quienes con aparatos de alta precisión y dadas las condiciones del terreno, aportaron datos relevantes para su labor. Que además tuvo en cuenta la necropsia y las evidencias halladas en el lugar de los hechos.
Con fundamento en lo expuesto, y considerando que por el doctor Máximo Duque no se le restó capacidad demostrativa al dictamen de la versada, se itera, sus conclusiones son de recibo por considerar que es altamente probable que las bocas de fuego de las armas y las trayectorias de disparo se hayan ubicado como ella en su estudio lo indicó, de la cual la Fiscalía hace eco, es decir que las posiciones de los tiradores y de la víctima corresponden a las graficadas, la referenciada como la número 1, la hipótesis presentada por la perito, de que el tirador se ubicaba en posición de pie con relación a la víctima, situada de rodillas; referente a la número 2, un tirador en posición de pie y una víctima en posición de rodillas; la 3, un tirador de pie en la parte izquierda y una víctima de rodillas; la 4 un tirador de pie en la parte izquierda y una víctima de cubito dorsal ligeramente lateral.
Adicionalmente, téngase en cuenta que las hipótesis planteadas encuentran soporte en otros medios de convicción, véase como en la fotografía que toma el cuerpo completo de Fair Leonardo, ampliada y mejorada por la perito Nery Suyapa, se observan las manchas terrosas, en la rodilla del pantalón, pudiendo inferirse por su color y textura que corresponde a tierra del lugar, sin que sea de recibo la censura de que no se hizo un estudio técnico de la tierra, pues de acuerdo con las máximas de la experiencia, la lógica y el sentido común, si se observa un cuerpo sobre un terreno gredoso y sobre ese cuerpo se observa una sustancia de las mismas características es dable inferir que la sustancia proviene del terreno, como lo hizo la experta en escena criminal Nery Suyapa, en el cual se indica que en la parte de la rodilla del pantalón, vestido por el señor Porras Bernal, se observa una mancha terrosa.
Esta prueba técnica refuerza los argumentos expuestos, en torno a la inexistencia de un combate, pues queda establecido que la víctima estaba en situación de indefensión cuando fue eliminada, y si bien este medio de convicción visto aisladamente no ofrece certeza, mirado en conjunto con las demás pruebas adosadas al proceso, algunas que ya fueron objeto de análisis y otras que se estudiarán más adelante, conducen a la misma conclusión, Fair Leonardo Porras fue ejecutado en situación de indefensión. 
La defensa, con la finalidad de refutar la prueba pericial balística, presentó en el juicio al experto Iván Antonio Ricaurte Guarleta (sesión del 23 de enero de 2012, Pista 1), tecnólogo en topografía, ingeniero topográfico, especialista en balística forense, investigador criminalístico y topógrafo forense, análisis de explosivos e Icitap, actualmente se desempeña como perito balístico forense, topógrafo forense e investigador independiente. Laboró en la fiscalía, en la defensoría del pueblo, luego fundó su empresa Organización Científica Jurídica y Forense FORENSIS, de investigación criminal (récord 00:09:20 – 00:11:50 pista 1).
Manifestó que la defensa del caso, le solicitó la labor pericial de estudio balístico de las pruebas allegadas por la fiscalía, con el fin de establecer las trayectorias para determinar las posiciones de los tiradores y la víctima, el informe consta de 19 folios. Como soporte de su estudio para exponer sus resultados gráficos, se proyectan una diapositivas sobre las cuales explica; se le exhibieron varios documentos que hacen parte del proceso: actuación de primer respondiente, bosquejo topográfico, informe de investigador de campo, informe fotográfico, necropsia, segunda inspección al lugar de los hechos, diagramación de trayectorias, informe de residuos de pólvora en prendas, informe de balística del arma, informe de análisis de comportamiento criminal, informe de trayectoria en reconstrucción de hechos, informe de balística de la DIJIN, etc.. 

Expresó que su labor era la de determinar las posibles trayectorias de los proyectiles que impactaron al señor Porras Bernal, teniendo en cuenta la talla y composición corporal de la víctima, se realizaron a escala, gráficos de la persona y diferentes posiciones, se calculan los ángulos de incidencia de cada trayectoria para determinar las posibles posiciones del occiso y los tiradores. Acotó que el ángulo de incidencia es el ángulo de la línea de trayectoria entre el cuerpo y la línea imaginaria horizontal, coincide con el ángulo de tiro, se proyecta desde el eje del cañón del arma con la línea horizontal; se proyectan las trayectorias materializadas a escala con un software especial, el cual puede ilustrar cualquier posición. 

Indicó que las gráficas expuestas están en posición anatómica, permite ubicar los orificios de entrada y salida, y observar el vector para determinar el ángulo de incidencia de cada uno de los disparos, con base en el informe de la perito de fiscalía, la composición del plano topográfico o vista en planta, las trayectorias 1-4 corresponden las lesiones 1-4, pero la perito no tuvo en cuenta las lesiones de las extremidades, despreciando las dinámicas corporales, es decir, cuando el cuerpo es impactado, tiende a desplazarse en la dirección que viene el proyectil, esto es, la dinámica del desplazamiento del cuerpo.

Señaló que la línea curva de nivel es la que señala una curva sobre el terreno, la cual se utilizó para determinar esta posición del tirador; señala que la hipótesis le plantea que el primer disparo es el que corresponde a la trayectoria 3, es decir, al hombro, el cuerpo tiene un giro parcial sobre su propio eje, a 45 grados después de recibir el primer disparo, se desestabiliza y cae hacia atrás; recibe los disparos del 5 al 9, recibidos del suroriente, con trayectorias anteroposterior y póstero-anterior, las lesiones que se señalan en el informe como 1, 2 y 4 , son recibidas así: lesión 1 desde el noroccidente, la lesión 2 desde el suroriente, y la 4 desde el costado oriental de la escena (récord 00:12:10 – 01:15:00 pista 1).
Dijo que su estudio balístico es de certeza, acorde a las ciencias utilizadas.

Cuando refiere a una hipótesis, quiere decir que la hipótesis son las posiciones que se ajustan a los ángulos de incidencia, a los cálculos matemáticos, que se tomaron a partir de las lesiones en el cuerpo y de las características del terreno; los planos fueron los que le aportó la defensa y descubiertos por la fiscalía; el procedimiento técnico científico para determinar la posición del occiso al momento de recibir un impacto, se realiza a partir de la evidencia física más importante que es el cuerpo del occiso, a partir de allí y el cálculo matemático de los ángulos de incidencia de las trayectorias en el cuerpo del occiso, y las características topográficas se determinan las posiciones del occiso y los tiradores.

Precisó que se deben tener en cuenta todas las lesiones y trayectorias tanto en miembros superiores como inferiores, siempre que exista claridad en la descripción topográfica, además de las lesiones en el cuerpo; las trayectorias y ángulos siempre van a variar. Cuando los cuerpos, tanto del tirador como del occiso están en movimiento, esa variación nos indica que el cuerpo estaba en movimiento. 

En este caso se encontraron variaciones de trayectoria; no es correcto extraer conclusiones a partir de la gráfica anatómica del cuerpo, ello nos llevaría a inferir que el cuerpo estuvo siempre en esa posición y no adoptó otra, por ello sería erróneo inferir a partir de estas gráficas; cuando la trayectoria es súpero-inferior y el terreno es plano, esto indica que el tirador estaría en un nivel superior a la víctima, pero en este caso, como no hay elevaciones del terreno, lo que nos lleva a concluir es que el cuerpo del occiso estaba inclinado hacia adelante o atrás, para ubicarse a la pendiente del terreno, en el informe explica que se tiene en cuenta diferentes variables como ésta.

Agregó que, los documentos que utilizó para realizar su estudio, le permitieron tener la ubicación final del cuerpo del occiso, anotó que es una posición natural, no observa ninguna alteración en la escena ni en el cuerpo del occiso, el acta de inspección a cadáver le permite saber cómo queda el cuerpo después del disparo, también la composición del terreno; para este estudio contó con un bosquejo topográfico, sin escala, y planos topográficos con escala (récord 01:12:15 – 01:29:28 pista 1).
Para indicar que las vainillas encontradas en el terreno fueron accionadas por 7 armas, se basó en los resultados de un estudio balístico presentado por el C.T.I. de la fiscalía con relación a un análisis comparativo o cotejo microscópico, en el cual se concluye que fueron percutidas por 7 armas distintas, en ningún otro documento existe información respecto al número de armas utilizado en los hechos.

Clarificó que si el cuerpo del occiso no hubiera estado en movimiento, de acuerdo a los ángulos de incidencia, observados en las gráficas, en posición de pie o anatómica, hay algunas de esas trayectorias que presentan ángulos de incidencia bastante pronunciados, no se ajustan para nada a las disposiciones topográficas del terrenos, por lo cual se concluye que el cuerpo no se encontraba estático, dice que definitivamente el cuerpo se encontraba en desplazamiento y los primeros disparos que recibió generaron un cambio drástico en su posición que generó esa variación en los ángulos de incidencia en las trayectorias para obtener esas posiciones.

Explicó que para determinar que el occiso tuvo un giro de 45 grados, se basó en la energía cinética y la alta velocidad del proyectil, eso es lo que genera ese cambio en la posición, a raíz de la gravedad de las lesiones, y dentro de su hipótesis, acota que la lesión 3 del hombro, no afecta órganos sino tejido blando, lo cual no inmoviliza a la persona y quizás le permite avanzar unos pasos más y debido a la energía cinética del proyectil genera el giro. (récord 01:30:30 – 01:36:30 pista 1)
Se fundamentó en los datos que contienen los estudios de la fiscalía, especialmente el plano topográfico en donde se ubica el occiso, y con las fotografías se observa que el occiso esta en un terreno plano pero que existe una zanja parcial (récord 01:37:17 – 01:38:10 pista 1).
Al plasmar en su informe que lo que presenta es una hipótesis, quiere decir que pueden haber más posiciones, al decir que esta es una hipótesis de certeza, es con respecto a los cálculos matemáticos obtenidos en las lesiones del cuerpo y de los cálculos de las condiciones topográficas del terreno, es decir, que es de certeza para los resultados del informe que acaba de realizar, una hipótesis es una posibilidad que de acuerdo a una serie de análisis técnico científicos permite concluir un hecho.

Cuando en la investigación se genera una hipótesis, es una inferencia, es una conclusión a partir de un análisis a partir de unas evidencias dentro de unos hechos que se están investigando dentro de una indagación de carácter penal. Una hipótesis científica se obtiene a partir de estudios científicos con base en teorías científicas que al igual que la que presenta, son aceptadas por la comunidad científica internacional.

La hipótesis de trabajo es similar a la anterior; en este caso se refiere a la hipótesis de carácter de investigación penal, se está en presencia de una hipótesis técnica; cuando menciona en el informe la palabra “probablemente” es similar a una hipótesis, ya que son una inferencia que se puede probar con medios técnicos y científicos; en la página 7, en la gráfica de vista aérea del cuerpo, en la t1 o trayectoria 1 se elabora para ilustrar la dirección e incidencia de las trayectorias, las gráficas en posición anatómica, no permiten inferir la posición de los tiradores, posteriormente teniendo en cuenta las características topográficas del terreno, y con el software se puede determinar los ángulos de incidencia y las distancias de los tiradores; en las hipótesis de los 8 disparos, es posible que los militares se crucen o queden enfrentados, en la página 11 extrajo un escrito de la perito Norma Cristina, en la que acota que el movimiento envolvente militar tiene respaldo en la evidencia encontrada, ello quiere decir que hay un grupo de tiradores en movimiento, es posible que alguno de los disparos alcance a otro tirador, pero no se sabe cual grupo armado se desplaza por la zona; la ubicación de las vainillas, de acuerdo con las pruebas realizadas con este tipo de armas, arrojan las vainillas hacia adelante y derecha a distancia de 10 metros de la boca de fuego del arma, teniendo el plano topográfico y una escala a la mano, puede obtener que las distancias de los puntos, y la ubicación de las vainillas, corresponden con la ubicación de los tiradores, nunca van a coincidir los puntos de ubicación de las vainillas con la ubicación de los tiradores; no tuvo en cuenta que en la zona había unos cultivos de tomate y de maíz los cuales estaban cercados, no tuvo en cuenta que los cultivos no permitían el desplazamiento de personas, los de tomate no inciden de manera considerable, pues no afectan matemáticamente para las trayectorias (récord 1:39:20 – 1:56:10 pista 1).
Las posiciones de tiro son: De pie, tendido y de rodilla, para los casos de homicidio y lesiones personales, existen múltiples variaciones debido a los obstáculos, y estaturas de los tiradores, variables que cambian las posiciones. De pie se puede disparar a la altura del hombro, del vientre, del tórax e inclusive apoyando la región zigomática a la culata o culatín, la estatura de las personas puede variar, para este caso específico hay certeza del disparo 3 como posible primer disparo con el tirador de rodillas.

No puede dar certeza de los demás disparos, el tirador puede elegir la posición para disparar, pero la variación que existiría es en el ángulo de incidencia, pero si hay una proyección de la paralela a la pendiente del terreno, si el tirador hizo el disparo a la altura de la cintura y luego cambia al hombro, cambiaría el ángulo de incidencia, por eso es probable que los disparos se hayan hecho a la altura del hombro y de pie, para todos los tiros hay certeza en la ubicación del tirador, no en la posición, la trayectoria 3, la del hombro, fue posible ubicar la posición y ubicación del tirador, en las otras fue posible la ubicación de los tiradores, no la posición (récord 01:56:15 – 02:02:45 pista 1).
En la página 12 del informe se tiene la imagen de un tirador de rodillas, si se ubica en esta misma posición pero unos metros más atrás, el ángulo del terreno no permite obtener el mismo ángulo de incidencia, si tuviera el arma arriba podía estar a más distancia pero estaría de pie y con el arma a la cintura; en la gráfica del occiso, éste tiene el brazo estirado porque es la posición que más se ajusta al orificio de salida de la víctima, no hay diferencia en ese sentido, no tiene incidencia, porque fue la lesión en la clavícula y no en el brazo; si el tirador se aleja, la energía cinética es menor en el impacto y por ende el movimiento es menor, de la misma manera incidiría la masa corporal del individuo, lo que considerablemente variaría es el ángulo de giro, pero para el caso, la distancia se encuentra dentro del rango de un arma de cañón largo, la cual conserva su energía cinética y velocidad, es un juego de posiciones respecto a distancias, señaló.

En su hipótesis, el cuerpo del occiso cae hacia atrás, tuvo en cuenta todos los documentos que se le pusieron de presente, respecto al barro en el cuerpo del occiso, indicativo de que se arrodilló, visible en la fotografía 10, en la que se muestra el cuerpo de Fair Leonardo Porras, para el estudio balístico que acaba de sustentar se apoya en elementos subjetivos matemáticos, y elementos técnico-científicos dentro de la balística forense, este tipo de evidencia de material barroso, no es motivo de su pericia y tampoco las tuvo en cuenta por no ser experto en el análisis de este tipo de evidencia, cree que emitir una conclusión no es de su competencia, su hipótesis solamente se sustrae al campo matemático (récord 02:03:20 pista 1 – 00:04:00 pista 2).
Para la pericia tuvo en cuenta los ángulos de incidencia de las lesiones de Fair Leonardo Porras y las variables de pendiente del terreno; su hipótesis es la que más se acerca a los planos que aporta la fiscalía; en el informe en la página 5, cuando utiliza la palabra “probablemente”, en el sentido de resaltar un error en la descripción de la trayectoria 4; en el programa de computador, para establecer el ángulo de giro, utilizó los datos de estatura y contextura del occiso; después de los 800 metros un proyectil 5.56, pierde energía cinética; establecer que el material terroso lo haya adquirido la víctima en una postura anterior, sería especulativo (récord 00:04:25 – 00:08:10 pista 2).
En su informe, la mayoría de las trayectorias son súpero-inferiores, lo que quiere decir que siempre terminan en el piso y no alcanzarían a los tiradores ubicados en el lado contrario, si se elevan los ángulos de incidencia, alcanzarían otros objetivos. La hipótesis se inicia a partir de la lesión 3 que genera un giro de 45°, esas tres trayectorias que permiten ubicar los tiradores, se generan después de tener la ubicación del primer disparo, si cambia la posición del cuerpo tendría que cambiar las lesiones y no concordarían con la composición del terreno, esta hipótesis es la que más se ajusta a la matemática; tuvo en cuenta la hipótesis de la fiscalía en este caso, porque sustentó y demostró que los gráficos fueron materia de controversia y concluye que esas trayectorias no coinciden con las trayectorias descritas en los informes de necropsia ni de las características del terreno; la fiscalía tuvo en cuenta las características del terreno, pero no las matemáticas de los ángulos de incidencia de las trayectorias y las características del terreno de forma concatenada (récord 00:10:45 - 00:18:50 pista 2).
La zona A, B y C, de la gráfica de la pagina 17, es la superposición de los resultados matemáticos sobre el plano de la fiscalía, esas zonas y los números de las evidencias provienen del plano topográfico de la fiscalía, lo único que ubica es la posición del cuerpo en el plano y las líneas de trayectoria; desde el campo de la balística no se puede determinar quiénes eran los tiradores (récord 00:19:20 – 00:20:50 pista 2).
Al final de su hipótesis puede concluir que son 7 los tiradores en el sitio de los hechos, lo cual extrae del informe de balística de la Fiscalía. 
Si el cuerpo hubiere estado quieto, sin ningún cambio de posición, si no se hubiera tenido en cuenta la gravedad de las lesiones, resulta difícil que no se moviera, lógicamente todo lo que aquí se presenta cambiaría, una de las trayectorias presenta un ángulo bastante pronunciado, a cualquiera lo lleva a pensar que si hay elevaciones del terreno o edificaciones, un tirador estaría desde allí haciendo ese disparo; cuando un tirador en posición de tendido hace un disparo a una persona al mismo nivel generaría trayectoria ínfero-superior y el cuerpo estaría cerca al objetivo, en este caso, de acuerdo a la topografía y pendiente del terreno no sería posible (récord 00:21:10 – 25:35 pista 2).

En este tipo de informes de balística se trabaja desde la posición del occiso al tirador, si se hiciera al revés, no sería objetivo; su informe no variaría por la estatura de las personas, se tiene en cuenta una pendiente sobre el terreno, con la posición de tiro respecto a la lesión del hombro, esa posición variaría por la estura de los tiradores, lo que se dijo fue que la fiscalía utilizó una misma estatura para todas las trayectorias, si la fiscalía hubiera querido presentar un análisis respecto de la posición de los tiradores, se debió tener en cuenta las estaturas, por eso no las tuvo en cuenta, así como tampoco el peso del occiso (récord 00:26:00 – 00:30:10 pista 2).
El ingreso de las personas al lugar de los hechos no está señalado en su informe, solamente indicó la posible ubicación de los tiradores, lo cual no incide para los resultados de los informes, no tuvo en cuenta el número de personas atacando porque no es información objetiva para este tipo de análisis; la posición del tirador con respecto a la altura del arma de fuego incidiría en la distancia que vuela la vainilla, a medida que la altura de la boca del arma se reduce, la distancia de la vainilla se reduce, esos datos son resultados de pruebas balísticas y están consignados en tablas balísticas de las entidades de balísticas como el CTI, no cuenta con ellas.

La tabla de datos se obtuvo a partir de los dibujos aportado por la fiscalía, como están a escala se obtuvo ese resultado, es la diferencia de nivel, la elevación métrica que existe entre un punto u otro, lo cual se obtiene con la escala a la que está elaborado el plano; cuando desconocen las alturas de los tiradores, el perito no tiene en cuenta las estaturas ya que ellas se obtienen de acuerdo al análisis, es una estatura promedio, caso contrario sería una posición subjetiva, este informe va encaminado a determinar una distancia promedio del tirador.

(récord 00:40:00 pista 2) Precisó que en relación con la trayectoria 3, en interconsulta con el médico forense de la empresa Forensi, se estableció que era la lesión menos grave, se determinó que era la primera y que por su ubicación podía establecer el giro de 45°, a partir de allí elabora su hipótesis, y de allí viene el giro del cuerpo y que las demás trayectorias coinciden con las del cuerpo y las pendientes del terreno, el desplazamiento del cuerpo del occiso luego de recibir el impacto en el hombro, fue en la misma dirección que recibe el disparo y la magnitud de ese desplazamiento no está dado por el paso que haya dado sino por la misma caída del cuerpo, la magnitud de ese desplazamiento fue de acuerdo a la contextura del occiso, no sabe la distancia que se desplazó el cuerpo, necesitaría el software, no sabe el tiempo entre los impactos, en la trayectoria 1 del dictamen de necropsia (mentón costado izquierdo), el tirador estaría ubicado según el plano en la parte superior izquierda, no se determinó la posición del tirador, solo el punto de ubicación sobre el terreno (récord 00:31:10 – 00:51:30 pista 2).
Analizado este testimonio, junto con el informe balístico, no resiste mayor crítica. Se centra en establecer que el primer impacto de proyectil que recibe la víctima, es aquella que la médico forense que realiza la necropsia, señala como 3, es decir, la del hombro izquierdo, y que a su vez, produjo en la víctima un giro de 45° aproximadamente, lo cual es concordante con las demás trayectorias que presenta. 

Debe primero recordar el Despacho, que frente a tal afirmación, de determinar cuál fue la primera herida, los doctores Robert Bux y Máximo Alberto Duque Piedrahita, así como la señora Norma Cristina López manifestaron en la audiencia, que no es posible establecer con certeza la secuencia de las heridas, solamente se pueden construir hipótesis, siempre acompañadas por un conjunto de elementos probatorios, y el doctor Duque Piedrahita en su informe, explicó que en algunas oportunidades, es posible establecer cuál fue el primer impacto por arma de fuego, como por ejemplo cuando fueron causadas con mucho espacio de tiempo la una de la otra.
En este caso, no se puede determinar dado que las heridas presentan similares características, lo que traduce que entre una y otra herida hubo un espacio corto de tiempo, por tanto no es posible determinar el orden cronológico. Ahora, resulta extraño para el Despacho, que se afirme que la lesión 3 fue la primera que recibió Fair Leonardo, sin que obre sustento científico o técnico que permita cimentar tal afirmación, Únicamente basándose en la afirmación de que sólo así las demás trayectorias coincidirían, y que ese dato fue aportado por un médico forense de la empresa Forensi; asimismo, pese a manifestar que tal afirmación produce certeza, hace referencia a ella como una hipótesis, lo cual ya le resta convicción, puesto que al tratarse de una hipótesis, quiere decir que existen más probabilidades; aunado a lo anterior, ubica al tirador dentro del cultivo, pero como ya vimos con la atestación del señor Torrado, estos no sufrieron alteración o daño, no tiene señales de combate, apreciación que también es rescatada del testimonio de Nery Suyapa, quien realizó estudio de las fotografías del sitio de los hechos.

Frente al giro de 45° que pudo experimentar el cuerpo de Fair Leonardo al ser impactado en el hombro, manifestó el testigo que tuvo en cuenta la velocidad del proyectil y la energía cinética, que está de más decir, son sinónimos ya que tal energía es generada por la velocidad, pero no expuso el perito, cuáles fueron los verdaderos efectos del ingreso del proyectil en el cuerpo del occiso, ya que si se trata de un experto en balística, debe tener en cuenta los conceptos de balística terminal o de efecto, no se preocupa por exponer como la energía cinética que acompaña el proyectil es transferida al blanco, y cuánta fuerza se necesita para empujar un cuerpo de las características de Fair Leonardo Porras, ni explica las ecuaciones u operaciones matemáticas para determinar la fuerza necesaria o el ángulo de giro de 45°, o por qué no era mayor o menor ese giro, que si bien se trató de un proyectil calibre 5.56, es decir, de alta velocidad, y al haber impactado en el hombro, ingresó al cuerpo, y la energía cinética que llevaba hizo que se formara la cavidad temporal, saliera por el plano posterior y continuara con su camino, lo que quiere decir que aún conservaba la energía cinética, para haber realizado tal giro, el cuerpo del occiso tuvo que presentar una gran resistencia al momento del impacto, como si llevara por ejemplo un chaleco antibalas, pero ello no fue así, dado que el músculo al ser elástico no ofrece mayor resistencia, fue perforado, no existen fundamentos científicos ni explicación coherente por parte del testigo para llegar a la afirmación del giro de 45°; todo lo anterior acorde con lo manifestado por los testigos Máximo Duque, Norma Cristina López y Robert Bux, quienes expresaron que en la vida real, un cuerpo impactado no se va hacia atrás como en las películas, sino que se desploma, a menos que hubiese una razón de resistencia del cuerpo que aquí no se explicó.

Asimismo, a diferencia de la perito Norma López, quien expuso que de las diferentes hipótesis que surgieron, la que presenta en el juicio es la más probable, este testigo no realizó ese ejercicio para determinar cuál era la más probable, pues se basó en la que le dijo el médico forense y a partir de ahí, elaboró una hipótesis, presentándola como la más probable, cuando en realidad es la única que estudió, no se permitió hacer comparaciones que le permitieran descartar otras probabilidades.

Respecto a su afirmación de que el occiso pudo dar algunos pasos luego del primer impacto, ya que este no fue de consideración letal, resulta retórica e indemostrada, por las siguientes razones: 1) de las fotografías tomadas por el señor Miguel Ángel Mejía, persona encargada de realizar la inspección técnica a cadáver, y fijar los elementos materiales probatorios y evidencia física en el lugar de los hechos, así como de realizar la fijación topográfica, y que reposan en el informe fotográfico 80006 (prueba 8 de la Fiscalía), no se observa rastros de sangre que permitan inferir que la víctima luego de impactada, caminó o avanzó, lo que indica que en el área en el que Fair Leonardo Porras fue impactado, es el mismo en el que fue encontrado, y 2) en su informe en el punto “3.3.2. Hipótesis siguientes ocho (8) disparos:”, señala que luego de ser impactado y de realizar el giro de 45° sobre su propio eje, se desestabiliza y cae hacia atrás, y en su caída recibe los 5 disparos (miembros inferiores), y posteriormente recibe los disparos de la cara y en la región de la fosa iliaca, entrando en abierta contradicción consigo mismo, no es claro en sus respuestas al respecto, pues una cosa dice el informe, y al momento de exponerlo dice otra.
Frente a que se debían tener en cuenta las heridas de las extremidades, tanto Norma Cristina López Correal, como Robert Bux, manifestaron que al ser partes del cuerpo que pueden cambiar fácilmente de posición, no son un blanco fácil, lo cual resulta razonable para el Despacho, como ya se vio en su análisis, no es posible establecer las trayectorias que dieron en esos blancos. 
Afirma el testigo que la perito no tuvo en cuenta el ángulo de incidencia, ni la pendiente del terreno, tema que abordó en desarrollo de la audiencia, debemos recordar, que la prueba pericial está conformada no solamente por el informe del versado, sino que se requiere de su testimonio, tal y como lo establece el artículo 415, inciso segundo, y la jurisprudencia de la sala penal de la Corte Suprema de Justicia, en el radicado 29609 del 17 de septiembre de 2008, en la que explicó: 

“(…) Sintetizando, en el modelo acusatorio actual, la prueba pericial se compone de dos actos: de una parte, el informe, generalmente escrito, que contiene la base de la opinión científica, técnica, artística o especializada, el cual debe entregarse con antelación a la contraparte para garantizar el principio de igualdad de armas; y de otra, la declaración personal del experto en el juicio oral —o mediante video conferencia (artículo 419 ídem)—, exigencia que atiende a la necesidad de salvaguardar los principios de contradicción e inmediación sustanciales al nuevo sistema de enjuiciamiento...

Lo correcto es dirigir la crítica hacia la prueba pericial misma y no al informe base; vale decir, a la declaración testimonial que hace el perito en la audiencia pública cuando es interrogado y contra- interrogado acerca del contenido del informe técnico científico, dado que es en esa oportunidad cuando el experto ayuda a comprender el tema especializado sobre el cual versan las preguntas (…)”
De acuerdo con lo anterior, es en el escenario del juicio donde el especialista suministra las explicaciones, hace aclaraciones y correcciones. Cuando la experta en balística Norma Cristina López Correal, depuso en la audiencia de juicio oral, manifestó lo que se acotó anteriormente en referencia a la utilización de los ángulos. Debió el ingeniero Ricaurte Guarleta conocer lo que en su testimonio dijo ella para hacerle la crítica en debida forma.

Siguiendo con el mismo tema del ángulo de incidencia, encontramos que el testigo lo determina a través de la posición anatómica del occiso, que en palabras del mismo perito, desconoce la dinámica corporal, pues ello sería válido en el entendido de que al momento de ser impactado, Fair Leonardo Porras, se encontraba en esa posición, o con objetos que siempre mantienen su posición, que no están moviéndose, por ejemplo una pared, un árbol, etc., como se sabe el cuerpo humano no es un objeto estático, sino que posee la propiedad de moverse, en forma permanente, por ende, el ángulo de incidencia, en este caso permite conocer el plano inferior o superior de entrada y salida del proyectil, como se extrae de la posición anatómica y la descripción que al respecto hace la doctora Felisa Carvajalino, desconociendo el movimiento o posición del receptor al momento de ser impactado, y no se puede tener como base para determinar la trayectoria prolongada del proyectil, desde el momento de salida del arma, hasta el momento que recorre el interior del cuerpo impactado, que no en todos los casos son coincidentes, lo cual es acorde con lo manifestado por la perito Norma Cristina López, y que ya fuera reseñado.

Asimismo la labor de la señora Norma Cristina López, se basó en las labores de otras disciplinas y expertos, fue una labor conjunta, que como se dijo al respecto, que “la comisión completa verificó documentación existente, utilizaron medios técnicos, dotación, se valieron de equipos especializados para análisis del terreno, para la búsqueda de elementos materiales probatorios y evidencias físicas, y de manera unificada arribaron a una hipótesis probable de lo que realmente ocurrió en el sitio por ellos inspeccionado y que fuera el teatro de los acontecimientos el 12 de enero de 2012”, caso contrario a lo observado por en este testigo quien pese a sus conocimientos, no logra explicar de forma clara la manera de como arriba a su hipótesis de que la trayectoria 3 de la necropsia, es la primera.

Por último se debe acotar que las trayectorias que se señalaron por parte de la médico-forense, con ingreso y salida súpero-inferior, implica que el tirador estaba en un plano superior respecto del receptor o impactado.
Por lo anterior, las demás posiciones y trayectorias que determinó de forma derivada del tiro que estableció como primero, carecen de sustento, resultando nugatorio su estudio y análisis, máxime si tenemos en cuenta que manifestó que del informe del señor Joel Moya Blandón, extrajo que en el lugar de los hechos se utilizaron 7 fusiles, pues siempre se dijo por parte de Moya Blandón, que se trataron de 4 fusiles calibre 5.56 milímetros, afirmación que carece de sustento. Las 3 restantes a que alude su informe corresponden a otro proceso.
Fuera de lo anterior, cotejada la prueba pericial con los demás elementos de convicción allegados al proceso, se presenta insular, y hasta contradictoria, obsérvese que no se concatena con las fotografías del occiso y el sitio del suceso, el perito no pudo explicar para sustentar su dictamen, el origen de las manchas terrosas en la rodilla del occiso, las cuales sí compaginan con la experticia de Norma Cristina López, así como las demás sobre la chaqueta, encuentran explicación en que la víctima estuvo en posición de cúbito abdominal, que según las explicaciones de esta experta contribuyen en la formación de su hipótesis de que la víctima recibió un disparo, estando bocabajo.
La defensa para ilustrar acerca de la ocurrencia de los hechos, solicitó la elaboración de un video las trayectorias, el cual fue presentado por el ingeniero mecanico Luis Alfonso Guevara López (tomado en sesión de audiencia del 24 de enero de 2012 del récord 00:05:18 al récord 01:21:08 pista 1), especialista en software para diseño y animación, para modelamiento matemático, del área de diseño y cursos de capacitación en el área de animación, de manejo de plataformas de ambientes virtuales, pertenece al comité científico organizador de ingeniería mecánica, y otros.

Respecto de las animaciones en 3D, elaboradas por él y dirigidas a investigaciones judiciales, refirió el testigo que en el sistema oral 5, en la parte civil en procesos de peritaje lleva alrededor de 10 animaciones (récord 00:12:13 a récord 00:12:49 pista 1). 

Acerca de lo que es una animación en 3D, expuso que es un proceso que se lleva a cabo mediante la utilización de un software especializado, en el cual se dispone de elementos que pueden ser superficies, sólidos a los que se les asignan atributos como textura y movimiento para que se desplacen en el espacio tridimensional sobre los ejes x, y, z. (récord 00:13:08 a récord 00:1 pista 1 sesión audiencia de 24 enero de 2012). 

En su labor tuvo en cuenta el informe final de la señora Martha Gil, el informe final del balístico Iván Ricaurte, archivo fotográfico y topográfico de la escena, informe del primer respondiente y entrevista que este concediera al C.T.I. al primer respondiente (récord 00:14:00 a récord 00:14:57 pista 1 sesión audiencia de 24 enero de 2012). 

Afirmó que para su labor utilizó el software para la generación de terrenos y paisajes el BUE y el tridimax (récord 00:1 a récord 00:17:30 pista 1 sesión audiencia de 24 enero de 2012).

Proyectó y explicó a la audiencia el resultado de su animación contenida en un disco compacto, el cual ingresó al juicio oral como parte integrante del testimonio. 
En su explicación de lo que allí plasmó reveló que se apreciaba el terreno y la ubicación de los funcionarios del ejército haciendo su ingreso al área de ocurrencia de los hechos, en el video la distinción de los militares lo es con un triangulo azul y de los civiles uno rojo; se instalaron 4 cámaras para hacer un paneo y poder ver en más detalle, el desarrollo de la escena, cuando aparece en blanco lo que indica es el momento en que el ejército lanza la proclama y hacen su ingreso al área de la escena, la forma en que reaccionaron ante el ataque. Ubicó los impactos de acuerdo al informe del balístico. Las iluminaciones se hicieron para indicar los disparos que hicieron los intervinientes; se aprecia la forma en que tomó vuelo la pistola que portaba el occiso, de acuerdo al sitio donde mostraban las fotografías su ubicación. Al proyectarlo nuevamente, con más acercamiento, fue indicando la proclama, el desplazamiento de los miembros del ejército hacia los dos costados, la simulación que se hizo de los cultivos de tomate y maíz, la ubicación de unos montículos que había en el sector y aparecían en las fotografías, y finalmente el desplazamiento de los civiles hacia una cañada situada hacia el fondo (récord 00:21:00 a récord 00:25:58 pista 1 sesión audiencia de 24 enero de 2012).

Explicó que no habló con los militares acusados, solamente con las personas que le entregaron el material y le indicaron cuál era el caso, analizó con ellos el material base del video; de las fotografías que aparecen en el informe de la doctora Martha Gil, tomó las ubicaciones de los militares; las imágenes acerca de la víctima las elaboró con el informe del balístico respecto de las 9 trayectorias fijadas y de los orificios de entrada y salida, la señalizó a través de unas flechas (récord 00:29:42 a récord 00:33:13 pista 1 sesión audiencia de 24 enero de 2012).
Aclaró que en el costado derecho de la pantalla se ve el cultivo de tomate, unos postes y unas cercas; se hizo la escena con luz porque el video quedaba oscuro, y no se podían identificar los detalles por eso, instaló las luces; las partes azules identifican a los miembros del ejército desplazándose por el cultivo de tomate, el cual ilustró longitudinalmente, como aparecía en las fotografías; supo que tenía un soporte, pero ilustró lo que vio en las fotografías que se le entregaron; se obviaron algunos detalles para que el video no quedara pesado; ante la pregunta de si le fue informado que el desplazamiento por el cultivo no era posible, contestó: “…en las declaraciones yo encontré que el desplazamiento también se había hecho con saltos tácticos, y es probable que hubieran podido vencer esos obstáculos…”. 
No supo qué es un salto táctico; indicó que los disparos no están en secuencia cronológica, los ubicó de acuerdo al número que aparecía en el informe del balístico, no tuvo en cuenta el giro de 45°, sólo ubicó los trayectorias de ese informe, (récord 00:33.36 a récord 00:43:30 pista 1 sesión audiencia de 24 enero de 2012).

Con la proyección de las fotografías de la escena que hacen parte de la prueba 8 del juicio, explico que: en el video tuvo en cuenta la ubicación de los surcos longitudinales, dada la complejidad para diseñar las matas, pues las que tenía el software no le permitía trazarlas como las de las fotos; no tuvo en cuenta tampoco el detalle de que los surcos estaban en dos direcciones, y desde la distancia como se ve, no puede decir si impedían la movilidad de los militares (récord 00:51:53 a récord 00:57:00 pista 1 sesión audiencia de 24 enero de 2012). 
En el material que se le entregó se trató de ubicar unas vainillas que no pertenecían al ejército y en ese mismo sector, ubicó a la víctima, alguno de los documentos decía que la persona corría y disparaba, por eso, en su sentir, para correr y disparar tenía que hacer un giro; acotó que en el momento de hacer su informe revisó otro documento hecho a mano; al graficar el lugar donde quedó el arma, se fijó en los documentos donde se dijo que la víctima era zurda; respecto de lo plasmado en el video relacionado con que varias personas salieron para la cañada, en las reuniones con el doctor Fulton éste se lo indicó, porque él hizo el análisis de los documentos; respecto de los desplazamientos de la víctima luego de los impactos, tuvo en cuenta la ubicación de las trayectorias de los disparos, con base en el desplazamiento inicial y el final, la ubicación después de que él cae al suelo, se hizo ese movimiento, se presenta la ilustración en el video del momento en que la víctima recibe los impactos, aclaró que para hacer el video, tuvo en cuenta que una persona en esas condiciones cuando recibe esos impactos y el desplazamiento que tiene le generan movimientos caóticos que son difíciles de representar, por eso solo se pasa desde la posición en que va recibiendo los impactos hasta la que adquiere y que se ve en el archivo fotográfico (récord 00:58:30 a récord 01:21:05 pista 1 sesión audiencia de 24 enero de 2012). 
Al documento digital presentado por el testigo, con el cual se pretendió recrear la escena de los hechos, fundamentado en su interpretación de algunos elementos probatorios, entre los cuales se encuentra la entrevista que el teniente Vargas Cortés ofreció a los investigadores del C.T.I. el 12 de enero de 2008, luego de entregarles la escena de ocurrencia de los hechos, la cual no ingresó al acervo probatorio, le resta eficacia. 
A más de ello, es una escena procesada con un mínimo de detalles, pues recuérdese que el testigo indicó que no era posible tomarlos todos o en su mayoría, por situaciones técnicas que no lo permiten, luego allí, se omitió plasmar detalles importantes como la real y efectiva ubicación de los surcos en los cultivos de tomate, lo hilos y alambres con los que se sostenían, y aunado a ello se plasmaron situaciones que fueron el resultado de reuniones que sostuvo con investigadores de la defensa y la defensora de Quijano Mariño, sin soporte en la actuación. Tampoco tuvo en cuenta el giro de 45º del cual da cuenta el señor Guarleta.

Si ello es así, esta prueba carece de capacidad probatoria para ubicarnos en una real escena, en la cual se desarrollaron los acontecimiento, máxime cuando los defensores de Quijano Mariño, González Alfonso y la de los soldados profesionales García Corzo, Contreras Aguilar y Zapata Roldán, nada dijeron de la misma en sus alegatos finales. Solamente el defensor de Vargas Cortés, la trajo a colación, para decir que se trataba de un proceso sofisticado que permitía conocer la ubicación de los militares en la escena a una distancia prudente del occiso, el cual se encontraba en movimiento, y que con dicho documento, se probaba el giro que uno de los impactos produjo, así como el lugar donde cayó el arma, situaciones que no se ajustan a lo demosterado con los demás elementos de convicción obrantes en el proceso. En este preciso aspecto y ser interrogado explicó que en el material que se le entregó trató de ubicar unas vainillas que no pertenecían al ejército y por ahí, en ese mismo sector, ubicó a la víctima; que alguno de los documentos decía que la persona corría y disparaba, por eso, en su sentir, para correr y disparar tenía que girar, aquí es donde el Despacho insiste, el testigo revisó sus documentos y que en el momento de hacer su informe revisó otro documento hecho a mano, que no se trataba del informe de primer respondiente ni el del C.T.I. creado por Vargas Cortes para entregar la escena y, para graficar el lugar donde quedó el arma, lo representó así porque en los documentos se consignó que la víctima era zurda. 
Entonces, para el juzgado el documento digital analizado resulta ineficaz para demostrar que los hechos sucedieron como allí se plasma. Adviértase además que al cotejar esta prueba con los demás elementos recopilados en el juicio y que han sido valorados, se establece que riñe con la realidad de lo sucedido, es por todo lo anterior que el Despacho no tendrá en cuenta esta reconstrucción en medio digital de los hechos y con ello comparte la manifestación del delegado fiscal, en punto del supuesto giro que la víctima hizo luego de recibir “el primer disparo”, como en su momento lo afirmó el perito balístico traído por la defensa, situación por demás técnica y científicamente indemostrable, informe que fue tenido en cuenta por el testigo Guevara Hernández, junto con las manifestaciones que le hiciera Fulton Franco, otro de los investigadores de la defensa.
Del análisis en conjunto del importante número de medios de convicción allegados al proceso, se demostró por la Fiscalía General de la Nación más allá de toda duda razonable la ejecución de la víctima. Se comienza con una puesta en escena como quedó demostrado con las declaraciones de los investigadores criminalísticos Mejía y Santiago, que realizaron la inspección al lugar de los hechos y al cadáver, sin que sea de recibo las afirmaciones de los señores Martha Gil Villalobos y Fulton Franco, de que en el acta de primer respondiente no se dejó ninguna inconformidad cuando se recibió la escena, en razón a que, estos funcionarios actuaron en despliegue de actos urgentes, pero el registro del sitio y sus atestaciones, así como los análisis posteriores utilizando las fotografías tomadas sobre el área sumado a las pruebas técnicas, una a una analizada, nos permiten inferir razonablemente, que el enfrentamiento bélico reportado por el primer respondiente fue inexistente o simulado. 

Se cumplió el cometido del acuerdo mancomunado entre los miembros de la organización ilegal, los comandantes de los pelotones “Búfalo 1”, y compañía Plan Vial meteoro número 3, el suboficial y los soldados como analizaremos en el acápite de responsabilidad por este ilícito, se desarrolló en similar formato a los que otras Unidades militares que se relacionaron con miembros de la Sección Segunda del batallón “Santander” para obtener victimizables, ejecutaron.

Una escena con un cadáver vestido con ropa inapropiada para el clima y la zona, chaqueta de cuero o de material que lo simula, pantalón gallineto, prendas que según la médico que practicó la necropsia no son las utilizadas en la región donde fue hallado el cadáver. 

Tenemos la conclusión del perito balístico Joel Moya Blandon, referida a qué las vainillas percutidas halladas en la escena, pertenecientes el arma 9 milímetros, que se sugiere con la posición final de la misma, junto al cadáver, éste la portaba, todas corresponden a esa pistola, de lo cual se deriva que la única arma corta en el desarrollo de los acontecimientos fue la hallada. Y que la ubicación de las vainillas de esa arma no se hallaban como sería de esperarse si hubiera disparado el occiso.

Se demostró que las vainillas encontradas en la escena primaria corresponden a 4 fusiles galil 5.56 armas utilizadas por los militares.

Frente a este puntual aspecto la defensora del Mayor, en sus alegaciones finales, indicó la posibilidad de que dos armas 5.56, que no portaban los acusados, también se hubieran ubicado en el área de los sucesos, que corresponderían a las extraídas por el sargento Sandro Pérez horas antes de la ocurrencia de los hechos y que no fueron devueltas, pero la abogada, como ya se indicó al analizar la prueba técnica presentada por el experto, partió de la falsa premisa de que el perito ubicó en la escena 7 armas, cuando realmente él manifestó que, se trataba de 4, porque las restantes pertenecían a otro radicado aunque estaban en el mismo informe. 

De la misma manera se sustenta la tesis con el registro en el acta de actuación de primer respondiente, aspecto previamente determinado, de la existencia de un cartucho en la recámara, situación que como ya se vio no podía ser apreciada sin manipular la pistola.
Aunado a lo anterior y como ya se indicó en la fijación de las pruebas y su análisis, quedó establecida la imposibilidad de atravesar los surcos sin causarles daño, siendo posible el desplazamiento para que esto no sucediera dentro de los surcos, entonces las manifestaciones del teniente Diego Aldair Vargas, como primer respondiente de que, los demás delincuentes que acompañaban a la víctima lograron huir, resulta inexplicada. Ubicados en la zona, y como ya se fijó con los peritos, al lado izquierdo de donde yace Fair Leonardo, sin vida, que corresponde al lado izquierdo, se observa el plurimencionado sembradío de tomate, el cual no sufrió daño ni alteraciones, y al lado derecho se ubica un cultivo de maíz, con cerca de alambre de varias cuerdas de púas, lo cual es indicativo, atendiendo la forma como se desenvuelven los acontecimientos en la vida diaria, de que las afirmaciones del primer respondiente no son veraces, no hubo personas huyendo porque no existen rastros que así lo demuestren.

La ubicación de la pistola al lado derecho de la víctima, sugiriendo que ella la portaba porque como ya se analizó, así lo señaló en su informe al C.T.I. el teniente Vargas Cortés, lo cual es iniciativo también de la falsa escena, pues en el juicio se probó que Fair Leonardo era zurdo, así se acreditó con la atestación de su señora madre, la prueba técnica presentada por el señor Jesus Ardila y las respuestas del doctor Barbosa Castillo en relación con que la afectación de una zona del cerebro interesa el lado contrario del cuerpo, que concatenado con lo aseverado por su madre, acerca de las dificultades que tuvo con su pierna y mano derecha, nos permiten inferir que dado que se vio obligado a utilizar la izquierda, adquirió esa lateralidad, entonces que el arma apareciera cerca de su mano derecha es indicativo, junto con el conocimiento del teniente de la existencia de un cartucho en la recámara, que la misma se localizó allí.

Ahora, cuando el especialista Moya Blandon, grafica la posición de los tiradores, dijo que la única explicación de la ubicación de las vainillas 5.56 en el lugar donde fueron encontradas en la primera inspección al lugar del hecho, quienes apuntaron debían estar situados dentro del sembradío de tomate o el cultivo de maíz, lugares de los cuales ya se dijo no reflejan que por ellos se haya atravesado, reforzando la tesis de que hubo una puesta en escena. También indicó este experto que, que la ubicación de las vainillas de la pistola no corresponde a la que se esperaría encontrar si el arma hubiese sido disparada por la víctima, de acuerdo con su situación final; así como también, que los casquillos 5.56 hallados en el lugar fueron percutidos por 4 armas distintas.

Fuera de lo anterior, la muerte de la víctima y su causa se demuestra con el informe de necropsia, junto con sus anexos. Allí se refiere que el cadáver presenta 9 heridas por proyectil de arma de fuego, y se concluye que la causa del fallecimiento es schok hipovolémico, opinión que coincide conla expuesta por el doctor Bux, quien sobre el particular indicó que se presentaban múltiples heridas causadas por proyectil de alta velocidad, lo cual da lugar a múltiples sangrados, ocasionando la muerte, resultando ajustado a la razón hacer la inferencia de que fue causada por proyectiles disparados por galiles 5.56, armas utilizada por el ejército, y de acuerdo con los informes de primer respondiente y al C.T.I. allí se dice que se dio de baja a una persona sin identificar, del cual posteriormente se logra establecer se trata de Fair Leonardo Porras Bernal, sumado a lo cual, se encuentra la prueba 63, consistente en el reporte de munición gastada para esa fecha y para esa “operación militar”. Situación que fue corroborada en el juicio por el Mayor Quijano Mariño.

Súmese a lo anterior la fijación de las trayectorias en el expediente con los médicos forenses Felisa Carvajalino y Robert Bux, las cuales en esencia coinciden y si bien se presentaron errores de lateralidad no se consideran determinantes ni que incidan en los resultados de la prueba pericial practicada por la señora Norma Cristina López Correal. 
Tenemos que la Fiscalía allegó pruebas técnicas, resultado de las actividades de un grupo interdisciplinario conformado por expertos en diferentes áreas con los que se reconstruyó en 3D las trayectorias.

El ingeniero Sotelo Delgadillo con base en la información que reposaba en el protocolo de necropsia, así como las dimensiones respecto a la línea media y vértex, individualizó cada lesión, y las ubicó por medio del software en una estructura de figura humana en 3D, para concretar orificios de entrada y salida y unirlos con una guía, indicando su lateralidad en los planos de referencia del cuerpo humano, concluyendo las trayectorias desde el plano horizontal, coronal y sagital, de cada una como ya se vio.

Luego, contamos con el dictamen balístico de la señora Norma Cristina López, cuya misión fue determinar la posición más probable de los tiradores y la trayectoria de los posibles disparos en el arma de fuego, utilizando como elementos de análisis el lugar donde se sucedieron los hechos, las evidencias halladas en la inspección técnica al cadáver, las cuales constituyen las pruebas 5, 6, 7, 8, del proceso, tiene en cuenta para su estudio 4 heridas descritas en el informe pericial de necropsia, es decir, la prueba No. 11 y los 3 planos de levantamiento topográfico realizados por el testigo Luis Miguel Torres con base en diligencia de reconstrucción de los hechos, en los meses de noviembre y diciembre de 2008, donde se establecen las medidas del terreno, y la localización de 13 vainillas 5.56 por 45 mm., descubiertas en el lugar de los hechos, estableciendo las distancias entre éstas y la probable ubicación del victimario y la víctima, así como el espacio existente entre estos planos, se trata de las pruebas 49, 50 y 51. La conclusión de la versada en relación con la ubicación de los victimarios frente a Fair Leonardo Porras, en el lugar de los acontecimientos, era sobre el camino donde yacía el cuerpo sin vida de la víctima, destacando la presencia de un tirador en los cultivos del sector, estableciendo respecto a las heridas 1 a 4, descritas en el protocólo de necropsia, en razón a que las heridas que son objeto de estos estudio son las que se relacionan con el tronco y cabeza, cuyas explicaciones quedaron suficientemente establecidas en el análisis de su testimonio.

Las conclusiones de la versada fueron: herida 1, su trayectoria indica que la zona del tirador en el lugar de los hechos es sobre el costado sur oriente y la zona de localización de la víctima, en el costado sur occidente, la víctima estaría de rodillas, con la cabeza inclinada mirando a la zona del tirador, conclusión que si bien varía, al haberse corregido por la forense que practicó la necropsia, la posición del tirador no así que la víctima estaba de rodillas cuando recibió el disparo; herida 2, su trayectoria indica que la zona del tirador, estaría en el costado sur oriente y la víctima en el costado sur occidental, la víctima estaría mirando hacia el costado norte, cayendo de rodillas; herida 3, su trayectoria es norte sur, se observa que la zona del tirador es sobre el costado nororiente y la víctima de costado suroccidente, la víctima ya estaría caída, en posición de cubito dorsal; La herida 4 localizada en la fosa iliaca derecha y el orificio de salida en la región lumbar, concluyó que la víctima, estaría de cubito dorsal, caída, por tanto la posición del tirador es sobre el costado nor-oriente, en referencia a este peritaje es de advertir que pese a que se presentó un error en la herida uno, pues en el plano coronal se dijo que la herida es anteroposterior cuando en realidad es posteroanterior, no modifica la conclusión de que la víctima estaba de rodillas cuando recibe ese disparo.

Se estableció con la declaración del médico Gómez Méndez, con quien se adosó una calificación que realizó, corresponde a la prueba documental 28 de este juicio oral, dirigida al jefe de afiliaciones y registro del ISS, en la cual se menciona que presenta retardo mental moderado, asignándosele por tanto, discapacidad laboral del 53%, calificándolo como incapacitado permanente, situación que explicó el profesional de la salud es irreversible, insuperable, de lo cual se deduce que su discapacidad cognitiva facilitó su ejecución, era mentalmente un niño, dijo su madre, dependen generalmente de terceros para tomar decisiones, informó el doctor Méndez, situaciones que facilitaron la labor de sus victimarios, pues por su condición resultaba vulnerable, podía ser fácilmente engañado como se ve con su traslado a un lugar bastante alejado, sin informarle a su familia, situación de la que se aprovecharon sus captores.

Ahora, concatenado el reporte de la muerte de Fair Leonardo Porras Bernal, como NN al C.T.I., por el comandante del pelotón “Búfalo 1”, al día siguiente indicando que sucedió entre 2:20 o 2:30 de la mañana, con su entrega en un falso retén militar, por Alexander Carretero, Dairo José Palomino, y alias “pocho”, entre 6 y ½ y 7 de la noche, anterior, nos permite inferir que fue posible el resultado querido, su muerte, para presentarlo como éxito operacional.

Esos medios de convicción referidos, analizados entre sí, convergen de manera inequívoca y nos permiten concluir, más allá de toda duda razonable, que en la zona donde aparece muerto Fair Leonardo, no hubo un enfrentamiento bélico, sino una  ejecución, por parte de miembros del pelotón “Búfalo 1”, de la compañía “Plan Vial meteoro”, luego de trasladarlo hasta jurisdicción del batallón “Santander” con ese propósito.
Como se observa, las conclusiones del juzgado coinciden con las presentadas por el perfilista criminal, quien va más allá, porque a más de a partir de la observación y análisis y utilizando las reglas de la experiencia como lo hace el Despacho para realizar inferencias, se basa en conocimientos de diferentes áreas y en los suyos de análisis de comportamiento y perfilación criminal, que se observa, se presenta como una disciplina novel, pero no por eso el despacho la desecha, porque confrontada con los demás medios demostrativos allegados al proceso y que ya fueron objeto de crítica, coinciden, como se pasa a ver:
El señor Carlos Alberto Castañeda Arcila (sesión del 29 de diciembre de 2011, récord 00:01:04 pista 4 a récord 01:54:08 pista 5)., con estudios en derecho, análisis de comportamiento y perfilación criminal, grafología y documentología forense y balística, entre otros, ha sido funcionario del DAS por 18 años como detective profesional.

Explicó que un informe de análisis de comportamiento criminal tiene dos fases, la perfilación criminal, que consiste en elaborar un perfil criminal del autor de una conducta criminal, para lo cual se tiene en cuenta el análisis de la evidencia y de la escena, se determina si es hombre, mujer, estatura, rango de edad aproximado, habilidad manual, diestro o zurdo, personalidad, niveles de estudio, e igualmente cómo se llevó a cabo el crimen, evaluando la escena. 
El otro es el análisis comportamental o de la escena, que es el efectuado al teatro del hecho criminal, de donde se toman las evidencias, posición de la víctima, lesiones, con base en protocolos de necropsia, trayectoria el artefacto dentro del cuerpo, estructuras anatómicas afectadas, el terreno, para determinar por altimetría o planimetría, sus accidentes, se determina qué elementos geográficos hay en la escena determinantes en la agresión de la víctima o la posición víctima - victimario y se toma como referencia los peritajes elaborados sobre el lugar de los hechos, con todo ello se analiza la escena (récord 00:05:33 a récord 00:09:29 pista 4 sesión diciembre 29 de 2011).

Le fue exhibido, el informe de análisis de comportamiento criminal que rindió el 16 de enero de 2009, relacionado con el caso de marras, el cual leyó. Luego explicó que al momento de elaborar el informe la unidad estaba conformada por 5 funcionarios, quienes no firmaron el documento, pues de acuerdo con los protocolos de la unidad se nombraba un coordinador, quien se encargaba de montar el caso, presentarlo en mesa a los demás, hacer el análisis y el informe lo firmaba el coordinador de la unidad, en éste caso él (récord 00:10:46 a récord 00:26:26 pista 4).

Fijó las bases teóricas, dijo, tomaron los conocimientos en psicología, psiquiatría, derecho, medicina, sociología antropología, criminalística e investigación criminal, profesiones que ostentan los expertos de la unidad (récord 00:26:45 a récord 00:27:36 pista 4).

Definió los términos utilizados en su análisis y leyó textualmente la información del caso, ítem 6. Frente al ítem 7 análisis del caso, luego de leerlo, explicó (récord 00:44:07 pista 4). Del último párrafo, donde se establece que era susceptible de variación, aclaró que podía suceder que luego de realizado el informe llegaran nuevos datos o resultados de peritajes, lo cual no lo cambia sino que se convierte en un insumo más del informe. 
Aclaró que con base en los elementos materiales probatorios, se determinó lo sucedido en el lugar de los hechos, analizaba a la víctima, su entorno, localización de armas, vainillas, proyectiles, cartuchos, el terreno mismo, si fue de día o de noche, el clima, si hay algún elemento extraño, si la ropa de la víctima presenta algún signo especial, si plantaciones cercanas han sido deterioradas, o en el terreno hay pisadas o huellas (récord 00:40:14 a récord 00:46:23 pista 4).

Respecto de la víctima se partía del principio y análisis de la victimología, niveles de riesgo. Se investiga preguntando sobre ella, leyó el contenido de su informe en el segundo párrafo del ítem 7.1. Manifestó que las ventanas de muerte de una persona se establecían desde el mismo momento en que fue visto por última vez hasta cuando es hallado con vida o muerto (récord 00:46: 34 a récord 00:51:40 pista 4 ).

Indicó que respecto de Fair Leonardo Porras, tomó toda la información, empezando por el cuerpo, la inspección técnica a cadáver, fotografías de inspección técnica al lugar de los hechos, se estableció la posición de la víctima respecto del plano allegado por la unidad. Leyó textualmente el ítem 7.2. de su informe, explicándolo. 
En lo atinente a la ubicación del cuerpo con relación al plano, expuso que se hizo esa descripción con base en el plano topográfico, con el fin de determinar si la posición era viable o no, si el cuerpo había sido manipulado, si el terreno lo permitía por efectos de la gravedad, por efectos de la energía cinética, de la dinámica, o si hubo una escenificación y manipulación del cuerpo (récord 00:51:51 a récord 00:54:34 pista 4).

Manifestó que analizó las evidencias números 1, 2, 9, 10, 11, 12,13, 14, 15, 17, 18, 25, 26 (corresponden a las vainillas calibre 5.56 mm), la 1 y la 2, las cuales se encontraron en el costado noroccidental del cuerpo, es decir, la misma dirección en la que encontró su cabeza; las demás descritas anteriormente, se encontraron al costado suroriental. (récord 00:54:44 a récord 00:55:45 pista 4 sesión diciembre 29 2011).
Referente a la descripción del cuerpo, leyó el ítem 7.2.1.2.1. de su estudio, explicó que se alude a la forma como se observó el cuerpo en las fotografías, valorando si hubo manipulación y si las evidencias sobre el cuerpo correspondían o no con lo ocurrido, si las manchas del cuerpo y terreno correspondía con las lesiones recibidas (récord 00:56:44 a récord 01:08:31 pista 4 sesión diciembre 29 2011).

Leyó en su informe el ítem 7.2.1.2.2., relacionado con la descripción de las lesiones como se plasmó en el protocolo de necropsia 2008010154498000006, de la lesión 1, explicó que de acuerdo con lo observado por la médico legista no había pólvora cerca al orificio de entrada y la determinación de 0.5 cm, podía ser el diámetro de un proyectil, de acuerdo al análisis había que determinar una posición anatómica del cuerpo de pie y de acuerdo con el terreno determinar si era factible o no que la persona se encontrara de pie o en reducción de silueta al momento de ser impactada; de la lesión 2, expuso que su descripción arroja la ubicación en la cual se podía encontrar la víctima también, esto es, de frente al agresor, de lado del agresor o en qué posición se encontraba. Indicó que luego de revisado el protocolo de necropsia y las fotografías se observó que en el protocolo no se describieron dos lesiones que se apreciaban en las fotografías, una de ellas en el miembro inferior derecho. Acota que en el análisis de escena y de comportamiento las lesiones que se reciben en miembros inferiores y superiores, de cierta forma no se tienen en cuenta dado que podían estar ubicadas en cualquier parte. 
Se tiene en cuenta las lesiones recibidas en tórax, abdomen o en cabeza, regiones donde se encentran elementos bastantes vascularizados que pueden causar la muerte a una persona, dependiendo el tipo de lesión que tenga (récord 01:11:18 a récord 01:32:31 pista 4).
El testigo proyectó dos videos de efectos balísticos y efectos de la balística elaborados por la Cruz Roja Internacional, explicó que los efectos que causa un proyectil en el cuerpo humano tienen que ver con la gravedad, el efecto de la cavitación, que es cuando ingresa el proyectil, este lleva una energía cinética la cual ingresa al cuerpo y hace que los tejidos se desplacen hacia los lados quedando una cavidad temporal, y cuando el proyectil sale queda la cavidad permanente con la respectiva destrucción de los tejidos, en la cabeza aparte de destruir el sistema óseo, se produce el efecto cavitación y ello hace que todos los tejidos se desplacen, y en el tórax las vísceras huecas, como el corazón, los riñones, el hígado sufren la misma consecuencia. Cuando se le dispara a un animal de gran proporción éste se desploma, efecto que sucede exactamente en el ser humano (récord 01:33:24 a récord 01:48:45 pista 4 sesión diciembre 29 2011).

El testigo se apoya en imágenes del lugar de los hechos, traídas del programa Google Earth, y al leer en su informe el ítem 8., correspondiente a las consideraciones de análisis; acerca del párrafo 9 del ítem 8 de su informe (página 13), lo complementó resaltando un aspecto importante, científicamente comprobado, referido a que los seres humanos igual que los animales, al reaccionar frente a las agresiones, por el instinto de conservación, reaccionan a la agresión. Explicó que el cerebro primitivo nos ayuda a sobrevivir, de tres maneras: huir, quedarse estático paralizado o enfrentar la agresión, De Fair, no se observaba en el lugar de los hechos ninguna reacción frente a sus agresores, en este caso Fair y las posibles personas que se encontraban en el lugar de los hechos, de huir, porque no había evidencia de la existencia de más personas; vii) indicó que la saturación consiste en que, al ser lesionado el cuerpo humano, se rompen las arterias, las venas, la sangre empapa las prendas de la víctima, pero físicamente es afectada por la gravedad; por ello, cuando se observa y hace análisis de la escena sobre el terreno, se puede determinar que la persona de acuerdo a cierta saturación de la prenda se puede establecer si se encontraba o no de pie al momento de ser impactada; viii) al no lesionarse partes vitales del cuerpo como el cerebro, corazón o pulmones, la persona puede tener movimiento, el fallecimiento se produce cuando pierde la volemía, se produce el choque hipovelémico por falta de sangre en su cuerpo. Las heridas de sus miembros inferiores reducen la capacidad de desplazarse (récord 01:49:01 a récord 02:05:56 pista 4).

 Acerca del postulado probable de la secuencia de disparos, aclaró que no se puede determinar.
Concretó para el caso Fair: que recibió dos impactos en cráneo, sus maxilares sufrieron bastante deterioro, su región zigomática recibe un impacto en cara al lado izquierdo, si la persona está en posición erguida, y repeliendo una agresión, dentro del análisis se hace la explicación de cómo recibe ese impacto en esa región y de acuerdo a las posiciones postuladas dentro de su informe se puede determinar que la persona estaba en reducción de silueta, al ser impactado.
Finalmente explicó su opinión, plasmada en el ítem 9. (página 14), las conclusiones a las que llegó, son: “… No existe en el lugar de los hechos evidencia física ni comportamental de la presencia de los sujetos que presuntamente acompañaban al hoy occiso. El lugar de los hechos se encuentra distante aproximadamente 3 km del sitio en que por entrevistas se tenía información de que un grupo de estas características podría cometer un ilícito... las labores de vecindario arrojan resultados negativos respecto de extorsiones, secuestros o amenazas en la zona... La presencia de vainillas calibre 9 mm en sitios donde riñe con la lógica el que haya hecho presencia el hoy occiso disparando en medio de posiciones ocupadas por el ejército,… la presencia de la pistola en un sitio no explicable por la posición de hallazgo, sugiere que se realizó una escenificación en este lugar de los hechos. La profusión de heridas postero-anteriores y la evidencia comportamental de haber recibido la víctima disparos estando herido y tendido sobre el piso, sugieren un objetivo de aniquilamiento en vez del fin de control o sometimiento del enemigo…” (récord 02:21:56 a récord 02:26:18 pista 4).

Aclaró que de acuerdo a la capacitación que recibió acerca de análisis de patrón de sangre, en las escenas donde se encuentran cuerpos con heridas abiertas y fluidos de color rojo es posible que sea sangre y no otra sustancia; el nivel de riesgo de Fair, de acuerdo a su familia, era bajo, para el efecto tuvo en cuenta lo referido por la madre, quien más lo conoce; el sitio de indentación al que hizo referencia en su informe es el lugar donde se encontraba en la posición más alta la tropa; la ubicación del occiso se hizo de acuerdo a coordenadas; en la fotografía que tuvo en cuenta para concluir que el cultivo de tomate no sufrió daño, es en la que se observan tres surcos, pero en la inspección que ellos realizaron el propietario del terreno manifestó que su cultivo no sufrió afectación; no identificó plenamente en qué lugar de la escena pudo iniciar el combate; obviando las condiciones del terreno, si el tirador está en una posición inferior se puede dar una trayectoria ínfero-superior; la guadaña utilizada en el sitio de los hechos era de hilo, que tiene una cuerda plástica con giro, la cual, corta el pasto (récord 02:27:08 a récord 03:16:49 pista 4).

No se puede determinar con las fotografías si el cuerpo estaba en movimiento o quietud; si los cuerpos estuvieran en movimiento su análisis varía.

Para arribar a esa conclusión tuvo en cuenta la escena, el entorno de la víctima en esa escena, se trata de una escena abierta, donde hay un terreno, unas lesiones y sobre el terreno no se evidencia manchas de sangre a 90°, de goteo, con base en lo cual puede afirmar que el cuerpo o la escena pudo ser manipulada, para ello se tiene en cuenta las fotografías donde observó lago hemático y saturación en prendas de la víctima, las trayectorias en miembros inferiores no son exactas, porque pueden estar en movilidad; el patrón de rocío hace referencia a que la lesión es producida por proyectil de alta velocidad, dada la energía cinética que lleva el proyectil hace que la sangre se pulverice, y el descubrimiento es porque ya hay lesión de los tejidos y se produce escurrimiento de la sangre hacia el suelo; las manchas en el calzado de la víctima indican que en algún momento la persona estuvo en una posición más elevada; concluyó que los demás sujetos que intervinieron en la escena no fueron lesionados, dado que en el terreno no había manchas de sangre según las fotos allegadas a la Unidad para el análisis; para determinar que no es un combate se tienen en cuenta las evidencias halladas tanto en terreno y en la víctima. Precisó que se encontraron vainillas calibre 5.56 mm, atrás del occiso, donde está el occiso, y delante del occiso además de otras que estaban muy distantes de éste, debían estar vinculadas trayectorias entre las mismas fuerzas. En la reconstrucción se encontraron vainillas 5,56 cercanas al cuerpo; en un combate se debe evitar al máximo estar en la línea de disparo de los otros tiradores, y al hallar vainillas cerca a sitios donde la víctima no se encontraba o después de esta o posterior, lo cual permite hacer la inferencia (récord 035:38 a récord 01:16:50 pista 5).

De los elementos materiales analizados no estableció que hubiese otra persona o animal herido en la escena; para la recolección de las vainillas se utilizó un detector de metales y las vainillas no estaban sobre el terreno sino algo enterradas (récord 01:17:26 a récord 01:23:44 pista 5).

La fotografía permite perpetuar la escena, que no se modifique; no practicó entrevistas en el lugar (récord 01:214:08 a récord 01:37:46 pista 5).
El clima de la región de Abrego, donde estuvo, era bastante caluroso; en un combate no es lógico que uno de los participantes vista una chaqueta de cuero, apuntada; cuando se habló la ubicación del arma en la escena, en la parte superior derecha del cuerpo, de acuerdo a la victimología, Fair era de destreza manual zurda, de acuerdo al movimiento del cuerpo, a la dinámica, si se aplican las leyes de newton, de la inercia, si el occiso portaba un arma, como él no tiene lesiones en los miembros superiores, no hay motivo para que el arma se hallara ubicada allí, el miembro más cercano a la pistola es el derecho, la lógica indica que de portar el occiso esa arma debía tenerla o en la mano asida, o cerca al cuerpo, esto indicaría que el arma salió volando y más la posición que tiene Fair, el miembro superior derecho en flexión sobre el vientre y el izquierdo en extensión sobre el costado izquierdo, o sea que está casi reposando sobre el costado izquierdo; acerca de la pendiente del terreno, dijo que iba en descenso, porque de acuerdo a la fotografía satelital, abajo había una corriente de agua que era a donde conducía ese descenso del terreno; no es lógico que una persona, objeto de una agresión busque refugiarse en un sitio o sector que no le presta cobijo, entonces lo más lógico es huir del lugar, no se evidenció que efectivamente alguien hubiera atravesado los cultivos de tomate, además de lo cual debe tenerse en cuenta que los hechos fueron a las dos de la mañana, completamente oscuro, en el día de la inspección de reconstrucción se hicieron tomas en la madrugada y no se ve nada, es difícil lograr identificar o pasar por un terreno donde hay hilos o plantas que puedan hacer tropezar y caer y además se evidenciaría el daño a las plantaciones (récord 01:38:43 a récord 01:50:15 pista 5).

El juzgado considera que, la experticia del señor Castañeda Arcila, se presenta claro, específico, detallado, fundamentado y corresponde a un análisis juicioso, en el cual participaron, con unificación de criterios los integrantes de la unidad de comportamiento criminal de la Fiscalía General de la Nación, expertos en diferentes áreas del conocimiento, como lo explicó el testigo. 

Téngase en cuenta además que se valió de pruebas obrantes en el proceso para adelantar su análisis, tales como el álbum fotográfico que documenta la inspección de levantamiento a cadáver el 12 de enero de 2008, la inspección al lugar de los hechos en noviembre de 2008 y los conceptos de sus compañeros de Unidad.
El examinó las imágenes que registraron la escena, desprovistas de toda subjetividad, de las cuales hizo las inferencias plasmadas en su informe, es decir que hizo el estudio de unos documentos e interpretó su contenido.
Se podría oponer a sus conclusiones, que su interpretación y resignificación del contenido de las imágenes es subjetivo, y que carece de rigor científico, pero el perito exploró su potencialidad como fuente de conocimiento para ubicarse en el sitio de los sucesos, y lo más importante es que coincide con la conclusión a la cual arribó el juzgado, a partir de los análisis de los medios de convicción traídos al proceso. 
Sus análisis y conclusiones se presentan razonables. Igualmente resultan creíbles y soportadas en argumentos teóricos y científicos, las conclusiones a las que arribó el perito sobre la explicación de la forma como un ser humano cae al ser impactado por un proyectil de alta velocidad, como lo es uno calibre 5,56 mm, es decir, se desploma sobre su propio eje, presenta similitud con lo expuesto en el juicio oral por otros expertos, entre ellos Robert Bux y Norma Cristina López, incluso el perito Máximo Duque Piedrahita.

Con las anteriores argumentaciones el Despacho comparte  la posición de la Fiscalía, respecto de la labor que desarrollara el perito en perfilación criminal y las conclusiones a las que llegó, por cuanto las mismas son altamente probables dado los estudios y análisis técnicos que se realizaron para llegar a las mismas, como ya se dijo en precedencia, aspectos que igualmente coinciden con lo esbozado por parte de la representante de víctima, para quien igualmente se ofrece lógico y ajustado a las reglas de la experiencia, específicamente relacionadas con la alteración o no de los cultivos de tomate que avizoró en la escena de los hechos y a través de las fotografías que tuvo a su alcance para su análisis, la no existencia de huellas de que la víctima intentase huir, argumento que apoyan y coinciden los igualmente expuestos por la representante de la sociedad en sus alegaciones finales.

La deponencia fue motivo de reparos por parte de los defensores, criticaron que el señor Castañeda Arcila, no contaba con las capacitaciones mencionadas, para lo cual allegaron copia de su hoja de vida, con el investigador Eduardo José Lozano Brunal (declaró en sesión del 25 de enero de 2012, pista 2 ).
Del contenido de la hoja de vida se desprende que dentro de sus capacitaciones, aparece bachiller académico para el 14 de agoto de 1991; curso de preparación militar en el batallón ASP 10, con diploma de subteniente de reserva para enero de 1992; certificación del D.A.S., seminario sobre enriquecimiento ilícito, Universidad Externado de Colombia abril del 96, taller de primeros auxilios, curso de primeros auxilios, curso de brigada incendios marzo 97, seminario taller sobre delito internacional, curso de metodología para análisis de inteligencia; curso avanzado de actualización para analistas; grafología forense, dactiloscopia, perito en documentos cuestionados; certificado fotografía judicial aplicada a documentos; seminario taller de procesos gráficos, manejo a víctimas de tráfico a mujeres, perito en documentos cuestionados (récord 00:38:20 – récord 00:48:30 pista 2). 
Se estableció, que se designó en comisión de servicios, mediante resolución del 1 de julio de 2009, para conformar la Unidad de comportamiento criminal de la Fiscalía General de la Nación; certificación del 18 de febrero de 2000, expedida por la Universidad Católica de Colombia en la que informa que Castañeda Arcila está matriculado en la facultad de derecho cursando 7° semestre, tuvo una amonestación sin incidencia en su carrera profesional. Aparece documento con el logo del departamento de justicia de la embajada americana, Icitap del 24 de septiembre de 2004, en la cual recomienda, entre otros, a Castañeda para integrar la comisión de comportamiento criminal por un término de 2 años (récord 01:39:40 – 1:50:00 pista 2).

De la hoja de vida allegada se desprende que el señor Castañeda Arcila, para el año 2008, se encontraba vinculado con el D.A.S., en el área de criminalística como detective grado 07, y seguía dependiendo de esa área para noviembre de 2009, como detective profesional grado 09, que fue comisionado para pertenecer a la Unidad de comportamientos criminales de la Fiscalía General de la Nación, cargo para el cual fue recomendado por el Icitap. De esa información se deduce que hizo el curso con ese ente, al cual se refirió en su acreditación, la cual, no se pase por alto, fue bajo la gravedad del juramento. 

Ahora, en relación con su capacitación, reposan certificado de fotografía judicial aplicada a documentos; certificado por su participación en el seminario taller de procesos gráficos, grafología forense, dactiloscopia, manejo a víctimas de tráfico a mujeres, perito en documentos cuestionados, entre otros, cursos que tienen que ver con la actividad criminalística que él ejerce, y como se verá más adelante él no fungió en el estudio presentado ni como médico forense, ni como psicólogo, tampoco se  atribuyó ninguna de las profesiones que dice la defensa, se habría arrogado.
Sin embargo los mismos no tiene el soporte argumentativo que permita desvirtuar su lógicas y creíbles conclusiones, pues si sólo se hizo mención a que el testigo no había sido acreditado, no tenía conocimientos en psiquiatría, en psicología en medicina, en balística, olvidando los defensores que el testigo afirmó que lo plasmado en su informe correspondía a un estudio unificado y de grupo en el cual habían participado expertos en las diferentes materias, con los cuales luego de discutir y analizar el caso y recrear la escena de los hechos, llegaron a la conclusión conocida que se plasmó en el informe que como coordinador firmó con el visto bueno del coordinador de la Unidad, como se acostumbra dados los protocolos establecidos en la misma para estos casos. De manera individual la defensa de los soldados profesionales pretendió restar credibilidad a la labor del testigo, bajo el argumento que estaba basado en pruebas mal practicada como el bosquejo topográfico que a mano alzada hiciera Miguel Ángel Mejía Álvarez, el cual no tenía medidas y por tanto al utilizarse no era posible dar con la ubicación precisa de la escena de los hechos, manifestación igualmente esbozada por la defensa de Vargas Cortés, respecto a la escala 1,25 del mencionado bosquejo, pero los defensores no tuvieron en cuenta que en la comisión interdisciplinaria de la Fiscalía que fue al lugar de los hechos con miras a realizar un reconstrucción de la escena asistieron dos peritos topógrafos, expertos, acreditados y quienes contaban con equipos de precisión de alta tecnología y GPS, para un mejor desarrollo de su labor, y uno de los cuales, Torres Ardila al presentar su testimonio en el juicio, indicó que el bosquejo topográfico era un dibujo a mano alzada que les sirvió de guía, luego sus reparos no están llamados a prosperar.

El forense Máximo Duque Piedrahíta, testigo de la defensa, se ocupó de criticar la labor desarrollada por la Unidad Especial de Comportamiento Criminal, coordinada en este caso por el señor Carlos Alberto Castañeda Arcila, al anotar a página 14 del informe, segundo párrafo terminando el tercer renglón, consignó: “No se puede decir, como lo sugiere el documento denominado “Informe de Análisis del Comportamiento Criminal” que la ausencia de más vainillas en el sitio es signo de que no hubo otras armas disparando contra la tropa…” (resalta el Despacho), pues del informe se extracta: página 11 ítem 8, Consideraciones del Análisis. Segundo párrafo, final de tercer renglón en adelante: “De la misma forma llama la atención que se encuentra evidencia que relaciona este lugar de los hechos con los militares, con un arma 9 mm como la que presuntamente portaba el hoy occiso, pero no se tiene referencia de vainillas que ubiquen otras armas en la escena…” (resalta el Despacho). Véase como el testigo en su crítica utiliza párrafos descontextualizados del informe y los interpreta erróneamente.

Tampoco el perito de refutación tenía claridad de si existía o no un álbum fotográfico tomado por quien adelantó el procedimiento de necropsia con el occiso, situación que sí quedó fijada en la audiencia a través del testimonio de la médico forense Felisa Carvajalino, un argumento más para desvirtuar los reparos del testigo pues parte de suposiciones, sin embargo indica que el informe, consignaba comentarios que no estaban sustentados con la información disponible, objetivamente recolectada.

Aludió Máximo Duque que la observación de fotografías ofrecía muchas posibilidades de error si el perito no había estado en la escena al momento de la inspección de los cuerpos, por tanto, en su sentir, no era dable afirmar que: “…la profusión de heridas postero-anteriores y la evidencia comportamental de haber recibido la víctima disparos estando herido y tendido sobre el piso, sugieren un objetivo de aniquilamiento en vez del fin de control o sometimiento del enemigo…” (página 14 del informe último párrafo), pasando por alto que lo plasmado en el informe de análisis motivo de su censura fue el resultado de un estudio detallado y consensuado, primero de un grupo interdisciplinario del cual hacia parte Castañeda Arcila, dos topógrafos, un balístico y dos expertos en videografía y topografía, a más de un investigador criminalístico que conocía el caso, que inspeccionaron el lugar donde tuvieron ocurrencia los hechos, y segundo que con los datos que el experto en perfilación criminal recolectó allí, elaboro una presentación sistematizada que sometió al estudio y análisis de los integrantes de la Unidad, entre los cuales había criminalísticos, balísticos, médicos, psicólogos como también lo expuso en desarrollo de su testimonio en el juicio oral. 

Concluyó que: “Muchas de las opiniones referidas en el documento “Informe …” no tienen sustento científico o datos objetivos que las corroboren. Internacionalmente no se encuentra sustento científico para este tipo de reportes, la perfilación criminal es una técnica diferente con objetivos diferentes.” (ver página 16 del informe acápite CONCLUSIONES cuarto párrafo).
Igualmente se presentó en el juicio  al señor Fulton Franco, como perito de refutación (sesión del 25 de enero de 2012, pista 6), sicólogo de la Universidad Los Libertadores e investigador criminalístico de la fiscalía; con capacitación en investigación criminal de la Fiscalía General de la Nación, curso en el Icitap, instructor certificado del Icitap, diplomado en el rol de investigador, capacitación con el FBI, entre otros, laboró con la instrucción criminal, posteriormente como jefe de laboratorio de campo en el 93 y 94, estuvo en la unidad de desaparecidos y NNs, en el 2000 estuvo delegado un año en el Icitap, entre otros.

Dijo que fue requerido por la defensa para realizar una evaluación y análisis de procedimientos y técnicas realizadas por la Fiscalía, para lo cual se le proporcionaron los informes ejecutivos de comportamiento criminal, protocolos de necropsia, planos, bosquejos, dictámenes balísticos, en general todo lo descubierto por ese ente. 

Se le expuso el informe elaborado por el señor Carlos Alberto Castañeda Arcila, que corresponde al análisis de comportamiento criminal. Explicó que no cumple con los pasos establecidos por la comunidad científica, expresa cómo se debe elaborar un informe de perfilación criminal, y que no se cumplió con los protocolos (Inicio 00: 14:00 pista 6). 

Agregó que rindió un informe sobre el análisis presentado por la Fiscalía, tiene en cuenta el de análisis de comportamiento criminal del 16 de febrero de 2009, el informe ejecutivo, reporte de iniciación, acta del primer respondiente, acta de inspección técnica a cadáver, el bosquejo topográfico, informe fotográfico, informe de investigador de campo del 12 y 13 de enero de 2008, entre otros; realiza una descripción del informe de análisis de comportamiento criminal, posteriormente hace una revisión teórica con base en protocolos, y los establecido, según él, por la comunidad científica; en el ítem 3 de dicho documento, se hace relación a 5 personas que participaron en la comisión de comportamiento criminal, pero el mismo está firmado por dos personas, no se especifica cuál es su campo de actuación, siendo que el equipo está conformado por sicólogo, abogado, siquiatra, fotógrafo, topógrafo, documentólogo e investigadores, lo que no permite contrainterrogar sobre la forma de cómo llegaron a esas conclusiones, lee el artículo 415 dice que el informe no será admitido si el perito no declara en juicio; en el ítem 4 están las bases teóricas del concepto, en él se analiza cada área de conocimiento, la cual tiene su propia metodología y estrategia, del informe se extrae que Carlos Castañeda es quien maneja las diferentes áreas y por ende, puede declarar en juicio, pero observa que no cuenta con las especialidades necesarias, por ende, concluye no puede dar la información relacionada. Critica  el uso de métodos fijados en el informe.

Frente a la información del caso, se hace un resumen del mismo, cómo se plasmó en el acta de primer respondiente, indica que en el acta de inspección a cadáver no se consignó que la escena fue alterada; el estado de la víctima es conocido por información aportada por la madre y familia mediante entrevista, no está sustentada en historia clínica, no se hace análisis comportamental de la víctima, no se verificó que los medicamentos se le seguían suministrando, no se indagó si Fair realmente sabía escribir ya que había un cuaderno en el cual lo hacía, tampoco sobre sus antecedentes, se debió haber indagado si fue o no incorporado a la prestación del servicio militar, tampoco se indagó sobre las anteriores desapariciones de la víctima.

Existe una discordancia en los informes, ya que la posición de cabeza y manos están en diferentes direcciones, no se puede establecer anatómicamente cual es la realidad, en la evidencia demostrativa indica que el bosquejo fue realizado por una persona que estuvo en la escena del crimen.

En relación con las evidencias encontradas, dice, existen contradicciones respecto a la ubicación del arma tipo pistola, y respecto a la sustancia que parece ser sangre en el arma, la ubicación de la mancha no está en el carro, como lo afirma el estudio, sino cerca al gatillo; asimismo para determinar la compatibilidad con sangre, no hay un estudio de laboratorio que lo determine, resultando especulativo; frente a la impresión dactilar tampoco se hizo el análisis de la huella; cuando se afirma que en la zona cerca a la cabeza del occiso hay manchas de sangre por proyecciones laterales, las mancha por proyección son las que por gravedad caen, por transferencia es cuando hay contacto y se transporta a otra superficie, en este caso no se puede hablar de proyecciones; no se tuvo en cuenta la corrección de la médico legista en relación con las heridas.
Acerca de las medidas, dijo que no se contaba con ellas, ya que el bosquejo, no presenta medidas y no se entiende cómo se establece distancias de la zona, el bosquejo solo muestra un punto de amarre; frente a que “ninguna de las extremidades superiores se hallan en posición sugestiva de arrojar el arma”, no entiende; con relación a la secuencia de los disparos, se plantean una serie de afirmaciones sin sustento científico, en este caso el informe de análisis de comportamiento criminal es de guía de información, no de certeza, el resultado no se generaliza, se da información referencia de un grupo de personas determinadas (récord 01:00:20 – 1:53:40 pista 2).
Hizo críticas  al  bosquejo topográfico, por no tener medidas, indicando que la información se encuentra en el Manual de Procedimiento de Policía Judicial, página 185, en la cual se define bosquejo como la representación gráfica general del lugar de los hechos sin escala; y escala: representa la relación fija existente entre cada distancia en el plano, a la correspondiente distancia en el terreno, pueden ser gráfica o numérica; plano: representación gráfica escalada, orientada con escala gráfica y numérica, a tinta con información completa (récord 02:09:26 – 02:17:00 pista 2).

Sabe que Carlos Castañeda declaró en el juicio pero no qué dijo al respecto; jurídicamente no se puede transpolar las normas de Estados Unidos a Colombia, pero respecto a los procedimientos o protocolos científicos se aplican de forma obligatoria, no conoce de normas del FBI que traten del tema de comportamiento criminal; como equipo de la defensa se trabaja en grupo, sus informes son apartes de opiniones de los demás expertos, el cual está firmado por él únicamente (récord 02:23:45 – 02:33:00 pista 2).

Explicó que tomó los insumos utilizados por el grupo interdisciplinario para rendir el informe de comportamiento criminal y los demás que descubrió la fiscalía, aquellos que tienen relación con el análisis de comportamiento criminal, no recuerda haber tenido en cuenta el informe de Joel Moya Blandón, no hizo referencia a los calibres de las vainillas, sólo hace referencia en su informe a las vainillas halladas un año después, cuando se realiza la segunda inspección; conoce que la unidad de comportamiento criminal ha realizado como unos 5 casos, pero de casos similares conoce de uno del ejército en Arauca, el cual fue refutado (02:33:20 - 02:47:10 pista 2).

Clarificó que la comunidad científica ha establecido que a partir de una fotografía no se puede concluir la veracidad de un elemento, máxime si no se puede determinar que la sangre sea de persona o animal; no sabe que familiar aportó la historia clínica, se manifiesta que la información fue referida por los familiares; respecto a la ubicación del arma según el informe existen dos ubicaciones noroccidente y otra suroriental, en la página 13 la pistola marcada como evidencia 4 se ubicó en sentido noroccidente dentro del cultivo de tomate, cerca de la mano derecha, aparece que las manos están en supinación y en las fotos están en pronación, la incidencia radica en el hecho de que se dice en el informe que ninguna de las extremidades superiores estaban en posición sugestiva de haber arrojado el arma (02:48:40 y hasta el final de la pista 2).

Dijo que en su intervención no tocó disciplinas diferentes a las de sicólogo e investigador forense. Un investigador no puede cambiar los principios que rigen el método científico; sobre las vainillas 9 milímetros, la página 3 señala como ubicación la noroccidental; el motivo por el que se exige la descripción de cómo se encuentra el cadáver, para la investigación, es para recrear el lugar de los hechos, ubicar testigos tiradores y demás. 

Se destaca que esta prueba fue presentada como de refutación, en relación con el informe rendido por el señor Carlos Castañeda Arcila, de Análisis del Comportamiento Criminal, sustentado y complementado en el juicio oral a través de su exposición escuchada el 29 de diciembre de 2011, respecto de la cual se ejerció el debido contradictorio por parte de los defensores.

La primera crítica del testigo se contrae a que en el ítem 3 solamente firman dos de los 5 miembros de la Unidad, y tampoco se aclaró la labor desarrollada por ellos, sustentado en el precepto procedimental ya fue estudiada al responder los cuestionamientos de los defensores en torno a la misma. 
De otro lado, el señor Franco no presentó a la audiencia los protocolos, estándares nacionales o internacionales que deban ser aplicados para tal labor, luego su crítica entra en la especulación.

Respecto de las bases teóricas incluidas en el ítem 4 del informe, se dijo que las áreas del conocimiento que allí se describieron como las aplicadas en el mismo, eran ciencias y disciplinas que poseen métodos y procedimientos específicos y por lo tanto deben ser conocidos y manejados por el profesional en cada materia. Olvida el perito de refutación que en el análisis plasmado en el documento sustentado por quien lo firmó e hizo parte del grupo interistitucional fue estudiado, analizado y es el compendio de conceptos técnicos y especializados de 5 profesionales entre los cuales había médicos, criminalísticos, balísticos.

Del reparo hecho al contenido del ítem 7.1, relacionado con consideraciones respecto de la víctima, el Despacho debe acotar que, si tal y como lo afirmó y plasmó el experto en su informe, a página 3 del mismo último párrafo, la Unidad recibió el requerimiento de su análisis de autoridad competente, la que a su vez le proporcionó una carpeta junto con las labores investigativas, ello permite inferir que la recolección y entrega de tales insumos probatorios, en los cuales  soportó su estudio, eran del resorte de la autoridad a la que se asignó la investigación del caso.

Se critica igualmente la afirmación del perfilista Castañeda Arcila respecto del ítem 7.2.1.1.2., “…este sector se halla la derecha del hoy occiso, lo que significa que la extremidad superior más cercana era la derecha, lo que contrasta con la información victimológica que informa dominancia manual zurda…”, porque podría inducir a error, ya que carecía de sustento científico, por cuanto no existía un dictamen o labor de la fiscalía que permitiera determinar la trayectoria del arma para poder inferir su posición final. En igual sentido criticó las manifestaciones de que las manchas rojas halladas en el arma correspondían a transferencias de sangre, porque tampoco cumplían con el rigor científico; respecto del arma, también fue objeto de su censura, el hecho de que al observarse una impresión dactilar en el arma en mención, porque no se hizo el respectivo análisis para identificación y cotejo posterior, pasando de esta manera a desaprobar el informe de análisis de comportamiento criminal y lo que dejó de hacer la Fiscalía en el momento de recolectar los elementos materiales probatorios en el momento de la inspección técnica a cadáver, desbordando el límite de la misión, que le fuera encomendada por la defensa.

Luego de describir teóricamente lo que son las manchas de sangre y los análisis de patrones de las mismas, aduce que al observar las imágenes aportadas por la Fiscalía de la inspección al cadáver, no avizoró lo afirmado en el informe.
El ítem 7.2.1.1. correspondiente a descripción del cuerpo; se indica que fueron motivo de su crítica situaciones como que no se describieron dos lesiones en el protocolo de necropsia, y el hecho de no haberse tenido en cuenta la ampliación del protocolo de necropsia. Sin mayores sustentaciones.

Del ítem 8, repara en que fueron consignadas una serie de medidas en esta parte del informe, no se explica de donde aparecían las mismas, pues en la escena primaria no fueron fijadas. Sobre el particular, pasó por alto, que a la inspección de reconstrucción al lugar de los hechos, asistieron dos topógrafos expertos que contaban con equipos de alta tecnología entre otros GPS, los cuales se basaron en el bosquejo topográfico elaborado a mano alzada por Mejía Álvarez.

El Despacho no tendrá en cuenta el contenido del informe del testigo Franco Vélez, en su página 14, segundo párrafo, por cuanto la defensa al momento del interrogatorio del testigo en la audiencia de juicio oral objetó el mismo dado que los acusados no habían renunciado a su derecho a guardar silencio.

Con relación al hallazgo de 11 vainillas calibre 5,56 mm y de lo que se plasmó en el informe al respecto: “…estas vainillas también se encontraban distribuidas hasta más allá del sitio de hallazgo del cadáver…”, recalcó el hecho de que la recolección se hizo casi un año después de los hechos, y al ser negativos los análisis realizados por los balísticos de la Fiscalía con respecto a cotejos, no determinándose su procedencia, no se explicaba cómo se pretendía relacionar tales elementos como parte de las consideraciones del análisis cuando la propia Fiscalía no pudo determinar su origen. En este punto el Despacho acotará que su crítica primero se funda en una afirmación que no corresponde a la verdad, respecto de que los análisis balísticos realizados a estas evidencias fueron negativos, y segundo aún cuando se solicitaron los análisis no se contó con su resultado, ello en nada desvirtúa la labor que en la escena se adelantó con posterioridad, pues fue la ubicación de tales elementos los que permitieron hacer inferencias lógicas respecto de materialización de trayectorias y ubicaciones altamente probables de los tiradores y la víctima, desconociendo igualmente las afirmaciones del propietario del terreno y los cultivos donde tuvieron ocurrencia los hechos del 12 de enero de 2008, quien en el juicio oral ratificó lo que Castañeda Arcila plasmó en su informe, que sus cultivos no habían sufrido daño alguno.

Finalmente respecto del ítem 9, se hizo referencia a las 6 opiniones planteadas por la Unidad Especial de Comportamiento Criminal, sin embargo se criticó que el sustento para llegar a las mismas estaba soportado en procedimientos poco fiables o errores nacidos en la escena del hecho, el protocolo de necropsia, información incompleta o no analizada, entrando con ello en aspectos de subjetividad.

Dado el contenido del informe y las manifestaciones del testigo de refutación en el juicio oral, se considera oportuno citar  nuevamente lo sostenido por el máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria, en punto de la prueba pericial, se trae a colación nuevamente la decisión de la Corte Suprema de Justicia, proferida dentro del  radicado N° 29.609 del 17 de septiembre de 2008.
Y es que si nos atenemos al contenido de la definición que el tratadista Alejandro Decastro González, ha dado a la prueba de refutación en sentido general, así: “la prueba que se ofrece en contra de la prueba del adversario con el fin de desestimar su valor”. (Tomado del texto “La Prueba de Refutación” del Dr. Alejandro Decastro González, página 5, consultado por internet), puede decirse sin lugar a equivoco que en el caso de marras el testigo de refutación traído por la defensa no cumplió con este cometido, dadas las argumentaciones esbozadas con anterioridad y analizadas en detalle frente a cada juna de sus manifestaciones y contenidos de su informe cotejados con el contenido del documento criticado, pues valga agregar que el testigo en nada tuvo en cuenta la sustentación que de su informe hiciera el señor Castañeda Arcila al momento de rendir su deponencia, desconociéndose así que la prueba pericial practicada, sustentada y valorada bajo los lineamientos del sistema con tendencia acusatoria como el que nos rige, está compuesta de dos partes: el informe y la declaración de quien lo suscribe.

En este orden de ideas el Despacho no comparte las argumentaciones que sirvieron de base a las alegaciones de los defensores, en punto a impartirle un alto grado de credibilidad a su análisis y correlativamente, restarle al que en su momento hiciera Castañeda Arcila, como las esbozadas por la defensa de Quijano Mariño de que lo sustentado por Fulton Franco tenía respaldo en lo por él aprendido al interior de un conversatorio sustentado en fuentes del FBI, sin que se hiciera mención a cuales.

Por su parte la defensa de Vargas Cortés para resaltar la labor pericial de Franco Vélez, aludió a su profesión como psicólogo e investigador criminalístico, y de manera aislada y descontextualizada mencionó parte del contenido de las críticas hechas por este perito al testigo de la fiscalía que elaboró el informe de análisis de comportamiento criminal, pero sin argumentar por que le creía, para concluir que el señor Fulton Franco, en su sentir había desmentido el informe y análisis elaborado por Castañeda Arcila, apreciación que se desestima por considerar, como ya se anotó que el análisis de perfil criminal está bien sustentado. Los demás defensores no se pronunciaron al respecto.

También se presentó a la antropóloga Ana Carolina Guatáme García. (Tomado en sesión de audiencia de 4 enero de 2012 del récord 00:02:46 al récord 00:49:50 pista 4), con magister en Antropología Forense, y labora en EQUITAS Equipo Colombiano Interdisciplinario de Trabajo Forense y Asistencia Psicosocial, por espacio de 4 años y 5 meses. Elaboró una ponencia sobre documentación y registro de la escena del crimen, y otras realizadas con la Organización Médicos por los Derechos Humanos en Estados Unidos y otras sobre sus trabajos de investigación en la Academia Americana de Ciencias Forenses y la Asociación Latinoamericana de Antropología Forense. 
Expresó que adelantó investigación, la cual, concluyó con un concepto dentro del caso de Fair Leonardo Porras Bernal. A su cargo estuvo la exhumación y necropsia practicada por el doctor Robert Bux. Emitió un concepto sobre análisis de las lesiones halladas a la víctima en este caso.

Reconoció el informe, que le fue exhibido, e indicó que la misión de su trabajo, estuvo divida en cuatro aspectos: 1) estudio de los elementos óseos disponibles en la necropsia realizada el 10 de septiembre de 2010; 2) establecer de acuerdo a las dos necropsias practicadas al cuerpo de Porras Bernal, el número total, características y ubicación de las lesiones halladas; 3) establecer en los casos en que resultara posible, la trayectoria de las lesiones producidas por mecanismos de arma de fuego y 4) establecer de acuerdo a las investigaciones académicas forenses reconocidas por la comunidad científica internacional, si las lesiones halladas en el cuerpo, son consistentes con la ocurrencia de un enfrentamiento armado y de ser asi si se cumplieron los principios del derecho Internacional Humanitario. 
Explicó que la fundamentación teórica de su opinión la basó, primero en el quehacer específico de los antropólogos forenses y específicamente sobre aspectos relacionados con: la identificación de la temporalidad de la lesión, es decir, si la lesión ocurrida en vida, o al momento de la muerte o no tiene nada que ver con las circunstancias de la muerte, sino que pueda corresponder más bien a la forma como fue dispuesto el cuerpo en sus condiciones de enterramiento; establecer el número mínimo de lesiones, explicó que, tratándose de proyectiles se determinaba si había una entrada, una salida; de acuerdo a su número, establecer cuántas fueron las lesiones y el mecanismo que produjo la lesión, y segundo, en relación con las últimas investigaciones que han desarrollado antropólogos y patólogos forenses, en relación con la sistematización de las lesiones y la aplicación de métodos estadísticos para la identificación de patrones de lesiones y de elementos de contexto que ayuden a identificar las causas de mortalidad en enfrentamientos armados, en este sentido, acotó, utilizó dos grandes ramas, una primera, referida a la sistematización de lesiones en casos de enfrentamientos armados, que tiene como objetivo identificar cuáles la regiones del cuerpo en las que se encuentran el mayor numero de lesiones. Estudios que han sido desarrollados por peritos que han trabajado con conflictos en África, Europa, Asia y han hecho una sistematización de las lesiones en las distintas regiones del cuerpo y cuántas se espera encontrar. Estudio de Kimmerle y Baraybar quienes hacen el análisis de 25 conflictos en los cuales recogen la información médico legal, la sistematizan para identificar los patrones de las lesiones en distribución por región corporal, el número de lesiones encontradas en cada uno de los cuerpos y el mecanismo que las originó.
El Segundo tema en el que se basó, a nivel teórico y científico fue el análisis epidemiológico, consistente en obtener toda la información estadística existente sobre las muertes ocurridas en enfrentamientos armados y establecer cuáles son los factores que estaba influyendo en la mortalidad de personas en el caso de enfrentamientos. Se trata de un estudio hecho por el Comité Internacional de la Cruz Roja, donde ha hecho seguimiento de cómo se han dado los conflictos para definir medidas de prevención de situaciones irregulares, definiéndose 4 categorías de estudio, la primera análisis de la tasa de mortalidad versus número de heridos en un enfrentamiento armado, casos en los cuales la cantidad de heridos sobrepasa la cantidad de muertos en una proporción dos a uno, cuando esta proporción se invierte, es decir, más muertos que heridos, se dice por ellos, que se está frente a un “umbral de sospecha” de que las muertes ocurrieron por causas diferentes al enfrentamiento armado, debiendo ser investigadas de manera adicional; el segundo elemento es la proporcionalidad, es decir, en qué proporciones se da el enfrentamiento de las dos o más partes en conflicto y cuál la intensidad y magnitud del enfrentamiento; la tercera es la vulnerabilidad, referida al potencial que tiene una víctima de sufrir el efecto de la violencia por encontrarse en situación de desventaja frente al oponente, y la cuarta, es el contexto, que es la forma como se dan los enfrentamientos armados y cuál es el efecto de tener unas condiciones particulares sobre la muerte de las personas (récord 00:06:10 a récord 00:29:55 pista 3).

En lo atinente a la investigación técnica que realizó, se trató de la inspección de los restos óseos de Fair Leonardo Porras Bernal, revisó la documentación médico legal, y la información de contexto que permitía ubicar la muerte de Porras Bernal, en algunas condiciones particulares referidas (récord 00:30:01 a  00:30:36 pista 3).

La inspección al cuerpo de Fair Leonardo Porras se hizo el 10 de septiembre de 2010, a solicitud de la apoderada de las víctimas. La exhumación estuvo a su cargo, se hizo en el cementerio “La Inmaculada”, lote 583, datos reportados por la madre de Fair; siguiendo los procedimientos de Antropología Forense y ajustados a los del C.T.I., no había duda sobre la identificación por cuanto ya lo había hecho Medicina Legal a través de la extracción de una vértebra del mismo, con la cual se realizó una prueba de ADN; el procedimiento de necropsia lo realizaron en la morgue del cementerio “El Apogeo”, su misión fue orientar al doctor Bux sobre las lesiones que podían ser observadas en las zonas de su competencia, Nery Osorio hizo el registro fotográfico, el doctor Bux coordinó la diligencia y su rol fue la de auxiliar la disección y análisis de las lesiones de su competencia. Hicieron un registro de rayos X para identificar elementos metálicos, recuperando dos fragmentos de proyectil y una camisa que estaba al interior del cráneo, (récord 00:30:45 a récord 00:37:31 pista 3).

De los elementos óseos estudiados por ella el de interés fue el cráneo, en el cual, observó una fractura masiva de la porción lateral izquierda, que implicó la ausencia del hueso maxilar, del zigomático y de la escama temporal. Observó también fractura del frontal y del parietal izquierdo en el que se observaron dos líneas radiales de fractura que eran consistentes con el paso de proyectiles de arma de fuego, la primera se ubicó en región anterior del uso y se extiende paralela y posterior hasta la sutura coronal y sagital. Hacia el lado de la ceja del ojo izquierdo se observó una muesca de forma triangular que sigue la línea temporal izquierda; a partir de esta línea de fractura se forma un defecto con apariencia de seudobiselado, generado por la separación de la tabla interna y externa, explicó que biselado es cuando el hueso se rompe de manera diagonal y se puede ver la exposición de la tabla interna del hueso que no puede ser asociado a un orificio de salida. 
La manera como un antropólogo forense interpreta un orificio de salida es que la bala al salir deja un cráter. Al momento de revisar con la lupa, se ve que no es un bisel sino un seudobisel. La fractura de la porción medial del maxilar derecho y ausencia total de la mandíbula. El daño masivo del tejido óseo de la región izquierda de la cara sumado a la presencia de fracturas radiales encontradas en la porción de la parietal izquierdo, sugiere la ocurrencia de al menos un impacto de proyectil de arma de fuego de alta velocidad, del cual no es posible establecer dirección y trayectoria (récord 00:37:46 a récord 00:42:41 pista 3).

Expuso que teniendo en cuenta que uno de los objetivos de su misión de trabajo consistía en hacer una comparación de los hallazgos que tuvieron en la segunda necropsia con relación a la primera, tuvo a disposición el informe pericial 2008.01015449800006 de 12 de enero de 2008 firmado por la Dra. Felisa Beatriz Carvajalino, 12 fotografías básicas tomadas por ella, un diagrama de lesiones, una entrevista de ampliación de necropsia con diagrama de 3 lesiones, del 20 de febrero de 2009 de la misma doctora; informe pericial de segunda necropsia realizado por el doctor Robert Bux y el informe pericial realizado por la doctora Nery Osorio (récord 00:42:47 a récord 00:44:06 pista 3).

Indicó como resultado de su análisis, que en la primera necropsia se presentaron un total de 9 eventos causados por proyectil de arma de fuego, descritos con entradas y salidas, dos en la cabeza, uno en la caja torácica, uno a nivel abdominal, dos en extremidad inferior derecha, tres en extremidad inferior izquierda, sin embargo la descripción narrativa que pudo leer, no permitía identificar de manera exacta dos orificios de salida que eran el 5.2 y el 6.2; los diagramas de lesiones aportados a la necropsia no permitían aclarar las lesiones reportadas y en las fotografías encontró 2 lesiones, que no fueron reportadas en el informe escrito, y por lo tanto, fueron objeto de escrutinio en la segunda necropsia practicada con el doctor Bux, en la cual se siguió el informe de Felisa Carvajalino para identificar las que sí estaban, cuáles no y aquéllas registradas en las fotografías y no descritas en la necropsia. 
En la segunda necropsia se confirmaron 3 de las lesiones reportadas en el informe y se verificó la existencia de las dos que se veían en los fotografías, no consignadas correctamente en el informe. Debido al estado de descomposición del cuerpo, y por haberse perdido ya mucho tejido blando, y que muchas de las lesiones fueron producidas con afectación de tejido blando, solo la del cráneo afectó el hueso, no les fue posible corroborar las 9 lesiones, sólo lo hicieron con 3. 
El análisis conjunto les permitió concluir que ocurrieron al menos 10 eventos producidos con proyectil de arma de fuego de alta velocidad (récord 00:44:10 a récord 00:48:14 pista 3).

Respecto de la trayectoria de las lesiones, expuso que de esos 10 eventos, dos al memos describían una clara trayectoria anterior posterior y dos más una posterior-anterior, sin embargo, de los impactos localizados en extremidades inferiores con mucha movilidad, fue muy difícil establecer cuál habría podido ser la entrada de esos proyectiles al cuerpo. De acuerdo a un entorno dado, las anteriores posteriores se daban de acuerdo al plano anatómico, siendo muy difícil relacionarlas con las posibles posiciones que adquirieron las personas en el momento de sucederse los hechos, sin embargo en dos eventos, uno en el cráneo con una entrada en la región frontal izquierda, con salida a nivel de la mandíbula, aunque no la pudieron ver por no estar en el momento de hacer la segunda necropsia, pero vieron las fotos de la primera, tenía una clara trayectoria superior-inferior, lo mismo ocurría con la lesión 8 ubicada al lado inferior de la rodilla de la pierna izquierda, hacia abajo, que también describía una clara trayectoria superior-inferior, lo que indicaba que esas dos lesiones, especialmente la del cráneo, ocurrieron en un momento en que la cabeza de Fair había perdido altura con relación al arma que disparaba el proyectil que lo impactó (récord 00:48:19 a récord 00:50:22 pista 3).

Expuso que al analizar la información de contexto lo que hizo fue ver qué elementos le ilustraban la manera cómo sucedieron los hechos, la información de las dos necropsias, lo que trató de ver con las dos metodologías que tratan de la ubicación y distribución de lesiones en enfrentamientos armados y en los temas estadísticos frente a tasa de heridos y muertos, de ahí obtuvo como resultados que de las 10 lesiones, 6 se localizaban en las extremidades inferiores, información que le permitía concluir que el mecanismo y distribución por región corporal de las mismas es consistente con lo que se esperaría en un enfrentamiento armado, sin embargo las trayectorias 1 y 8 merecen ser analizadas a la luz de otros elementos para saber por qué la trayectoria era superior-inferior. En relación con los 4 elementos a los cuales se acude para analizarlo a la luz de un estudio epidemiológico de trauma en casos de enfrentamiento armado, respecto al ítem de tasa de mortalidad frente al número de heridos, en este caso se reportó que no hubo heridos en el posible enfrentamiento y que el único herido resultó muerto. Al hacer la ecuación de 1 a 1, en este caso la proporción es de 1, lo que sugiere que este caso se encuentra dentro del “umbral de sospecha”.

Si se pensara que las condiciones en las que se dio muerte a Faír Leonardo Porras corresponden a causas diferentes al enfrentamiento armado, respecto del tema de la proporcionalidad se dice que el arma que presuntamente llevaba, era una pistola 9 mm y el tipo de armamento que tenía la tropa era fusil calibre 5,56 mm, aunado a la conclusión a la que llegó Nery Osorio acerca de que “…no existe indicio alguno de disturbio consistente en actividades de combate involucrando cuatro a seis sujetos contra 5 efectivos de las fuerzas militares…”, lo que le permitía concluir la diferencia entre la capacidad de agresión de un fusil 5,56 mm operado por 5 efectivos del ejército, frente a una persona de la cual no hay evidencia que estuviera acompañada de otras personas, y que portaba una pistola 9 mm, respecto del tema de la vulnerabilidad uno de los documentos que revisó fue uno suscrito por el Dr. Mauricio Gómez del ISS en el que refería que Fair Porras tenía un deficiencia cognitiva, eso en su sentir, pondría a Fair Porras en una posición de desventaja, al tener que enfrentarse con otro grupo del cual no se reporta condición de discapacidad alguna y con relación al contexto, es decir, condiciones producidas alrededor de la muerte, se remitió a las dos necropsias y la descripción de las lesiones que presentaba el cuerpo y sobre la conclusión en los dos casos, es que murió por desangramiento, lo que significaba que ninguna de las lesiones por sí mismas, tuvieron un carácter de afectación directa de un órgano vital, por lo tanto, era necesario establecer, cuánto tiempo pudo haber tardado Fair Porras en desangrarse por completo o si hubo tiempo de que recibiera atención médica oportuna (récord 00:50:28 a récord 00:56:10 sesión audiencia 4 enero 2012 pista 3).

Con fundamento en lo explicado expuso sus conclusiones: i) estudio de los elementos óseos en la autopsia del 10 de septiembre de 2010, estudio de las fracturas en cráneo, que le permitieron establecer el paso de al menos un proyectil de arma de fuego de alta velocidad en la región izquierda de la cara; ii) sobre el número total, características y ubicación de las lesiones teniendo en cuenta la información de las dos necropsias concluye la ocurrencia de al menos 10 eventos por proyectiles de alta velocidad, que impactaron las extremidades inferiores, seguidos de la cabeza, caja torácica, y abdomen, sobre la trayectoria de las lesiones, al referirse a las números 1 y 8 ubicadas en cabeza y en pierna izquierda, como lesiones que debían ser analizadas con cuidado ya que la forma en que ingresa el proyectil al cuerpo tuvo que haber sido generado necesariamente cuando hay una reducción de la altura de la cabeza con relación a la boca de fuego que genera el disparo; con relación al ambiente en el que se genera la muerte se puede establecer que el encuentro de una tropa del ejército con Fair presenta algunas condiciones de desproporción por el potencial de agresión de las armas y el número de personas enfrentadas, y que hay una tasa de muertos frente al número de heridos, que de acuerdo a los estudios internacionales, es inferior a la que se esperaría en un enfrentamiento armado, por tanto debe ser evaluado con cuidado; el contexto en el que se dio la muerte de Fair era inconsistente con un enfrentamiento armado. Procedió a leer el glosario de términos usados en su informe (récord 00:56:22 a récord 00:59:51 pista 3) y (récord 00:00:27 a récord 00:01:50 pista 4).

Aclaró que la antropología forense es una ciencia que ayuda a la justicia en el análisis de casos en los que ocurren muertes de personas, en estado de descomposición o de esqueletización, y también se ha encargado de la documentación y sistematización de las lesiones, documentadas en estos cuerpos, aporta con relación a las lesiones encontradas en un cadáver, y que posteriormente son incorporadas a la necropsia con el fin de que el médico determine la causa y manera de muerte y además aporta elementos de contexto que ayudan a resolver preguntas sobre cuáles fueron las circunstancias de la muerte; la epidemiología forense es una ciencia independiente de la antropología pero de la cual ésta toma conceptos y estudios, pues se remite a temas estadísticos, los cuales muestran tendencias, son hechos que pueden ser originados por distintas causas posibles, lo que hace es sugerir escenarios de investigaciones, en los cuales algunas variables deben ser revisados con detenimiento; para que se hable del “umbral de sospecha” no siempre tiene que haber lesionados o muertos de parte de uno de los dos bandos, lo que tiene que haber es una proporción inferior de la cantidad de muertos con relación a la cantidad de heridos que se reportan; los documentos referidos en el apartado 3.2 fueron el informe de primer respondiente firmado por el teniente Diego Vargas Cortés y el informe del señor Gómez Méndez sobre el tema de discapacidad; respecto del contenido del numeral 4.1 de sus conclusiones, explicó que consistente, significa que puede corresponder a ese hecho o eventualmente a la luz de otra información podría tener otras explicaciones posibles; respecto de las lesiones 1 y 8, al referirse al conjunto de la información contextual, hacía referencia a la obtenida de la recolección de evidencia realizada en la inspección al lugar de los hechos y otros conceptos del análisis de ese lugar, planos topográficos, ubicación localización de la evidencia y otros informes producidos posteriormente; dentro de los informes que tuvo a disposición no se reportó que los militares que participaron en el combate conocieran de la discapacidad de Fair; si la víctima va cayendo, es probable que se presente una trayectoria supero-inferior; al consignar en una de sus conclusiones que la mayoría de las lesiones no ofrece información certera sobre una ubicación probable de la fuente de los disparos con relación a la víctima, la precisión de ello, es que la mayoría de las lesiones fueron ubicadas en extremidades inferiores que tienen bastante movilidad, por lo cual, si bies es establecida una trayectoria en el plano anatómico cuando se realiza el protocolo de necropsia no corresponde necesariamente a la ubicación de la persona con relación de los tiradores, por lo tanto, no es posible de manera certera establecer una posición tirador - víctima, en este caso; respecto de las dos lesiones que estudiaron a pesar de no haber sido registradas en la primera necropsia, correspondían a un defecto identificado en la parte proximal, es decir, mas superior del muslo de la pierna izquierda que era de una forma alargada, visible en las fotografías de la primera necropsia y la segunda es otro defecto en el mismo muslo pero en la parte posterior, muslo izquierdo parte posterior (récord 00:02:35 a récord 00:33:49 pista 4).

Los 3 elementos que definen la consistencia de las lesiones con un enfrentamiento armado son: el mecanismo de la lesión, como explosivos y el proyectil de arma de fuego de alta velocidad; el segundo la distribuciones por región corporal, su mayor concentración se da en miembros superiores o inferiores y el tercero, es el numero de lesiones de acuerdo a los patrones recurrentes oscilan de 6 lesiones en adelante; en el informe de necropsia se relacionaron 9 lesiones, indicó que habían ubicado dos más pero sólo se relacionaban 10, dado que una de esas lesiones sí fue identificada dentro de la primera necropsia pero, ellos en la segunda necropsia no coincidieron con el orificio de salida, realmente se estaba hablando de la misma lesión pero con una ubicación diferente, por eso es una totalmente nueva (récord 00:38:02 a récord 00:49:48: pista 4).

Pues bien, frente a esta prueba pericial el Despacho en primer lugar debe acotar que dado que la testigo dentro de la fundamentación teórica con la que soportó su opinión, al analizar el trauma en el contexto de enfrentamientos armados, con citas textuales de estudios realizados por el arqueólogo forense José Pablo Baraybar y el antropólogo forense Kimmerle Erin H., dado que los mismos están elaborados con base en análisis epidemiológicos estadísticos reflejando una tendencia, más no pueden ser observados en grados de probabilidad, pero no se pase por alto que la conclusión de la versada coincide con la del Despacho, que no hubo enfrentamiento armado. No obstante, se acoge la conclusión a la que arribara la testigo, respecto de la ubicación y posibles trayectorias de dos lesiones que merecieron su atención al realizar el estudio de restos óseos, y al establecer las trayectorias de las lesiones producidas por arma de fuego en el cuerpo de Fair Leonardo Porras Bernal, como corresponde a su especialidad y que constituyen dos de los objetos de su misión de trabajo, por cuanto a través de la segunda necropsia en la cual participó como ayudante, desde su especialidad, del Dr. Robert Bux, se logra ubicar trayectorias supero-inferiores que se contemplaron en su conclusión 4.3., así: “Sobre la trayectoria de las lesiones producidas por mecanismos de proyectil de arma de fuego: la mayoría de estas lesiones no ofrece información certera sobre una ubicación posible de la fuente de los disparos con relación a la víctima. Sin embargo, la trayectoria de las lesiones #1 y #8 permite establecer que la posición en la que se encontraba el Sr. Porras Bernal al ser impactado por estos dos disparos es altamente consistente con una reducción de su altura a la fuente de la que éstos prevenían”. (Negritas fuera del texto original)

Véase cómo el resultado de su análisis y la materialización de las trayectorias de las lesiones citadas en el anterior párrafo, guardan relación con similares conclusiones a las que arribaron la perito balístico Norma Cristina López Corral y el experto en análisis y comportamiento criminal, Carlos Alberto Castañeda Arcila, correspondencia que para el Despacho comporta fiabilidad, así como que el resultado de su análisis respecto del ambiente letal.
Por lo anteriormente esbozado se comparte de manera parcial las afirmaciones hechas por el delegado fiscal y la señora representante de las víctimas, dadas las anteriores razones.

Respecto de los ataques a este testimonio hechos por la defensa de los soldados profesionales García Corzo, centrados en análisis de casos diferentes a la realidad colombiana, como ya el Despacho se pronunció respecto de esa específica situación a ello se atiene.

Ahora dado que se demostró la existencia de los delitos de homicidio, y desaparición forzada, correlativamente se desestima la teoría del caso planteada por la defensa del Mayor Quijano Mariño, referida a la existencia de una legítima operación militar que sustenta la muerte de Fair Leonardo Porras Bernal como consecuencia de la misma, por las razones que se han fijado a través de esta providencia al hacer el análisis en relación con la existencia de los delitos  enrostrados en la acusación  y por las siguientes:
En primer lugar, tenemos que “el combate” fue examinado desde la óptica militar por los generales Suárez Bustamante y Quiroga Ferreira.

Carlos Arturo Suárez Bustamante, (atestó el 12 de diciembre de 2011), General retirado del Ejército Nacional, quien para el 2008 se desempeñó como jefe de las operaciones conjuntas de las Fuerzas Militares, dijo que el 3 de octubre de 2008, fue citado por el comandante general para conformar una comisión administrativa, de la cual fue designado como jefe, cuya misión era analizar las circunstancias operacionales que rodearon las misiones tácticas, entre las cuales, para el batallón “Santander”, se incluyeron: “Estocada”, “Monarca” y “Soberanía”, también se debía desplazar a algunos lugares para verificar la inteligencia, planeamiento y ejecución de operaciones y dar las recomendaciones en materia táctica operacional y administrativa a que hubiera lugar. Añadió que visitó el Batallón de Infantería en Ocaña, perteneciente a la Brigada 30 con sede en Cúcuta, y ésta a su vez, a la Segunda División del Ejército; acotó que el Plan Vial Meteoro estaba agregado a ese batallón para el año 2008, es decir, bajo la responsabilidad del comandante del batallón por medio de una orden de operaciones, recibiendo órdenes directas del comandante, aunque dependía administrativamente de la División (récord 00:14:45 pista 3), además de que los resultados operacionales pertenecen a la unidad que comanda, en este caso al batallón, también a la división, pero originalmente al batallón. 

Explicó que las órdenes de operaciones, según el reglamento MANUAL EJC 350 - Organización del Estado Mayor y Operaciones del 2005, reimpreso el 2006, son verbales y escritas, las primeras se utilizan cuando el factor tiempo no permite otra cosa, pero de todas formas en la primera oportunidad se deben pasar a escrito; las escritas son las más utilizadas y puede acompañarse de calcos. El fundamento para expedirlas es que las personas que van a cumplir una misión en el campo de combate, tengan claridad sobre el enemigo, unidades a emplear y directrices a seguir, es decir, el concepto del comandante de qué es lo que se quiere lograr en la operación (récord 15:40 a récord 20:15 pista 3).

La misión táctica es el cumplimiento de una orden de operaciones, el batallón “Santander” es táctico y todo lo que allí se desarrolla es un procedimiento táctico (21:10 pista 3). La orden de operaciones se recibe del superior, quien tiene que seguir unos pasos, él recibe la misión por medio de la orden de operaciones, la estudia, hace un reconocimiento bien sea en la carta o en el terreno, despliega unos cursos de operaciones para ver qué va a hacer con las tropas, posteriormente realiza un juego de guerra, por último llega a la conclusión y emite la orden de operación sobre el sitio en el que va a estar la tropa, el apoyo y demás, luego los comandantes realizan un ensayo y proceden a dar cumplimiento a la orden de operación (Manual de Planeamiento para Conducción de Pequeñas Unidades del 2005 EJC3-158, primera edición 200) (récord 23:50 a récord 26:45 pista 3).

Expuso que según el manual EJC350, la misión táctica debe contener: La situación, tropas, agregación y puestos, la misión, la ejecución, intención del comandante, el concepto, la maniobra que va a realizar la unidad, los juegos, los reconocimientos, la inteligencia, lo que van a hacer los ingenieros, operaciones de engaño si es del caso, y los riesgos que pueden presentarse, también tareas de unidades específicas de zona, son labores precisas a ciertas unidades o pelotones, coordinaciones de instrucción, apoyo de servicios para el combate, mando y comunicaciones con las unidades subordinadas y superiores; para cumplirse debe estar firmada por el comandante y autenticada por el oficial de operaciones (récord 00:31:00 pista 3). En el caso del Plan Meteoro, la misión táctica también debe estar firmada por el comandante del batallón y refrendada por el jefe de operaciones. 
La orden de operaciones debe llevar anexos, el de inteligencia, en el que están los aspectos relacionados con el enemigo, al anexo también se agrega el orden de batalla y las últimas informaciones de inteligencia, el anexo de apoyo y servicios para el combate, se refiere a los abastecimientos; si en esa operación se necesita mantenimiento del equipo debe estar planeado, si se necesita un servicio especial, el sistema a emplear, las restricciones en el servicio, si se necesita un carro o armamento, se repara en el área de combate o en las instalaciones de la unidad, si se necesita evacuación médica, acciones cuando un soldado se enferma, y miscelánea es cualquier otro aspecto que se deba plasmar en el anexo de apoyo y servicios (récord 00:33:00 a 00:38:35 pista 3).

Añadió que en lo que tiene que ver con el transporte, el Plan meteoro tiene todos los medios, y el comandante del batallón, debe prestarle apoyo, proporcionarle combustible y mantenimiento. Dijo que algunos vehículos del Plan meteoro son diferentes a los del batallón “Santander”; algunos son blindados, y otros con similares características.
Los integrantes del Plan meteoro pueden ubicarse por fuera de las vías si el comandante, quien debió dar esa misión, así lo autoriza. Es obligación del comandante del batallón proporcionar la inteligencia al Plan meteoro (récord 00:42:15 a récord 00:44:30 pista 3).

Precisó que la inteligencia de combate es la que hace una unidad en el área del combate, son indicios acopiados por la unidad en el zona, sobre personas y elementos, se reúne y por el comandante de la unidad se comunica al comandante del batallón para que se cumpla el ciclo de inteligencia; es decir, recepcionar la información de todos los agentes, hacer un análisis, producir la inteligencia y divulgarla a las unidades interesadas, en este caso al Plan meteoro. Explicó que la inteligencia de combate nace de un plan de búsqueda del comandante, que pasa a las unidades subalternas, para que se cumpla, contiene elementos de información: los EEI, elementos esenciales de información y los OEI, otros elementos de información, hacen parte del plan de búsqueda, lo cual se hace para que puedan tener una inteligencia acertada de cómo atacar al enemigo. El boletín de inteligencia es donde se imprimen las últimas informaciones de inteligencia; luego de que se realiza el análisis de inteligencia se elabora el boletín de inteligencia (récord 00:49:10 pista 3). Un boletín de inteligencia de fecha pasada no se puede cambiar, se debe hacer uno nuevo, dentro de la doctrina no hay un documento que suplante otro, debe estar el original y otro que consigne el cambio (00:50:40 pista 3). 

Expuso que de los hechos investigados, realizó un informe con destino al Ministerio de Defensa (prueba documental N° 52, con sus anexos); las causas que motivaron la indagación fueron las denuncias presentadas por presuntas desapariciones y homicidios en la Segunda División del Ejército; la comisión fue creada para verificar la operación de inteligencia, su cumplimiento y evaluación, simplemente se refirieron al servicio, nada en el tema penal o disciplinario. Encontró que la inteligencia con la cual se desarrolló la operación fue de combate, del personal del área, no había anexo de inteligencia del manual de operaciones, importante para determinar si el abatido pertenecía a una banda, en dónde delinquían, qué armas portaban y demás.

Agregó que el comandante de batallón, no emitió una orden de operaciones, que si se hubiese emitido, el comandante del Plan meteoro debía reestructurar para el pelotón; no se tiene en cuenta el apoyo, ni la reserva, no se mostró un objetivo determinado, si no había reconocimiento del enemigo no se podía determinar su ubicación, se habla de la guerrilla pero no puntualmente; se adelantó registro sin visores nocturnos, lo cual no se evalúo con las actas de asignación de armamento, sino sobre los hechos; no se relaciona lugar exacto de llegada; el Teniente Vargas Cortes, dice en su informe que en el cultivo de tomates se presentó un combate, un cruce de disparos, no hay explicación, también se dice que en horas de la noche lanzan la proclama lo cual es inaceptable porque se pierde la sorpresa, el cabo segundo González, refiere que salieron a realizar un reconocimiento en la vereda “Tabaco”, vieron la sombra y lanzaron la proclama, pero esa vereda queda a mucha distancia del lugar de los hechos; en la noche no hay sombras, ello no indica que vieron al enemigo, para saber si la sombra observada pertenece a un enemigo, se debe determinar el objetivo, pero aquí no lo hubo; el problema es que era de noche y en la noche no hay sombra. Además se dijo por parte del General Paulino Coronado, que una niña informó de la presencia de estas personas, pero no se respetó el ciclo de inteligencia, simplemente se basaron en una información (récord 1:19:40 a récord 1:31:30 pista 3) el deber ser militar obligaba al mayor Quijano, comandante del plan meteoro, a realizar una maniobra sobre los elementos para el ataque principal, no observó personal de reserva, no existió la organización. 

Adicionó el General que no hubo conducto en el planeamiento, ya que el comandante del batallón debe dar órdenes al Mayor Quijano, y éste las trasmite al pelotón, pero en este caso el comandante del batallón dio la orden de operaciones al pelotón y no al comandante de Compañía, quien la pasa al comandante de escuadra y así hasta el mínimo, pero en la orden se observa que no hay distribución para el Plan meteoro dando la orden de operaciones (récord 1:33:20 a récord 1:35:45 pista 3). 
Frente a las coordenadas, existe contradicción, la orden se emite el 1º de enero y los hechos ocurren el 12, se supone que la Unidad cumple la misión desde donde está, pero cuando salen a cumplir la misión, lo hacen de Ábrego, se pregunta si salen de Ábrego o del sector, eso no está claro. 
En torno a la hora del combate, si el comandante va con esa información puede llevar un guía, o los visores nocturnos, pero irse sin elementos guía por la noche, no es lógico. 
Las conclusiones plasmadas en su informe, en lo atinente al caso de Fair Leonardo Porras Bernal, son las siguientes: i) La operación se desarrolló con inteligencia de combate, con información de las Bacrim en diferentes puntos, pero no se sabía nada de su composición ni dónde estaban, o a quiénes extorsionaban, nada de eso se encontró; ii) la misión táctica no se hizo para el Plan meteoro, no aparece en el plan de distribución, allí el comandante de batallón es el que da la orden al pelotón de meteoro, no al comandante de la unidad; iii) no se tiene en cuenta el apoyo; iv) no se mostró el enemigo determinado; v) no hubo visores nocturnos; vi) no hubo sitio exacto de llegada; vii) el informe que rinde el coronel Tamayo dice que se evidencia movimiento de personal que no se puede identificar y se la lanza la proclama; viii) el cabo segundo González se refiere a la extorsión, y en donde cuando relaciona una sombra, dice que la vieron a las 22 horas y el combate fue a las 2 de la mañana, y por último ix) una niña es quien informa sobre la ubicación de una persona, por ello la información no es creíble (récord 1:39:20 a récord 01:45:40 pista 3).
Acotó que entre este caso y los demás investigados, se encontraron coincidencias, tales como que se partía de información, no se cumplió el ciclo de inteligencia, no había secuencia del mando, no había unidades que estuvieran haciendo una maniobra, y que la maniobra estuviera contextualizada en una orden de operaciones u orden fragmentaria. Un aspecto que se vió respecto a las víctimas, es que éstas aparecían como ene enes y no se podía determinar de dónde provenían (récord 01:47:10 a récord 01:48:30 pista 3). 
Enseñó que la orden fragmentaria consiste en que cuando se emite una orden de operaciones completa, pueden surgir elementos que modifiquen esa orden inicial, entonces en vez de repetir todo se hace una orden fragmentaria; (récord 1:52:12 a récord 1:54:00 pista 3). Clarificó que la periodicidad con la que se realiza una orden de operaciones, depende de los hechos.
Precisó que los Planes meteoro son unidades que se crearon para garantizar la seguridad de las vías, cada división tiene por lo menos uno; administrativamente dependen de la división, pero operacionalmente pertenecen a una unidad subordinada para que participe en operaciones dentro de su jurisdicción, la jurisdicción del Plan meteoro #3 dependía de la otorgada por el comandante del batallón, si la unidad estaba agregada al batallón “Santander”, debía justificarse su salida de la jurisdicción (récord 4:50 a récord 6:00 pista 4). 

Con base en la inteligencia de combate se pueden llevar a cabo operaciones cuando se realiza el ciclo, el cual es elaborado por unidades de inteligencia; el comandante de la Unidad no debe hacerlo porque es comandante de combate (récord 00:16:25 a récord 00:49:28 pista 4). La verificación de una información en el área de operaciones se puede buscar por otras fuentes de inteligencia para corroborar si lo que se está afirmando es cierto o no, no hay necesidad de moverse, se puede hacer por medio de personas, por visualización, por ejemplo el estado del clima, la hora y demás, las verificaciones son de las fuentes, no de informaciones. 
Los anexos de inteligencia, según el Manual 350, página 472, son: Situación, elementos esenciales de información, enumeración de elementos esenciales y de otros requerimientos de información, orden de solicitudes a unidades subordinadas y agregadas, entre otros, este formato se desarrolla con base en la apreciación de inteligencia, documento que elabora el estado mayor cuando se hacen los juegos de guerra, se elaboran siempre que se realiza una orden de operaciones, ampliaciones de los anexos de inteligencia no existen, lo que existe son últimas informaciones, que es un documento diferente (récord 00:21:50 a récord 26:30 pista 4). 
La orden de operaciones analizada fue la del batallón, referida a la Operación Táctica Soberanía, la cual tuvo en sus manos, pero la orden fragmentaria nunca la vio, es decir, que no había órdenes del comandante del Plan meteoro a sus subordinados, la responsabilidad de efectuar la planeación era de él; no recuerda haberse entrevistado con el mayor Quijano; el informe que presentó es genérico.
No puede decir específicamente qué es una operación de registro y control militar de área, ya que necesita el manual para dar la definición.
El informe de patrullaje no hace parte de su informe; conforman los anexos del informe, en el cual se exhibe, que el Gruloc “Búfalo 1” contaba entre otros elementos con visores nocturnos. Se verificó la ubicación de las tropas Compañía “Búfalo 1”, conforme como estaba en el papel (récord 00:36:20 a récord 00:45:20 pista 4).

Acota que las conclusiones a las que llegó deslegitiman la operación militar. Precisó que son responsabilidad del comandante del Plan meteoro, la inteligencia, la orden fragmentaria, reserva y apoyo, objetivo determinado; llegó a esa conclusión por el deber ser de un comandante de Unidad Táctica, así no se haya tenido contacto con el comandante (récord 00:45:45 a récord 00:49:00 pista 4). 
Interrogado acerca de la misión constitucional del ejército, no la expuso porque no contaba con el texto. 
Sobre la duración de las órdenes de operaciones, dijo que depende del tiempo que determine el comandante. La brigada 30 podía mover dentro de una orden operaciones, las unidades del Plan meteoro. Explicó que existen varias clases de operaciones: De control militar de área, de destrucción y de neutralización, no puede especificar cada una porque no tiene el manual, ni curso de inteligencia militar. 

Aclaró que el ciclo de inteligencia lo realiza el oficial de inteligencia, los soldados que están en el área de combate, no tienen que ver con ello, ni con la elaboración del boletín de inteligencia, tampoco con la orden de operaciones, hacen parte del desarrollo de la operación táctica, de su ejecución, no de su creación, un soldado no emite órdenes, no tiene nada que ver con los gastos reservados (récord 01:25:00 a récord 01:28:00 pista 4). 
La diferencia entre combate de encuentro y operación militar, radica en que la última implica un planeamiento que conduce a una orden de operaciones, mientras que el combate de encuentro ocurre cuando se está en cumplimiento de la orden de operaciones. Con el Manual de Operaciones se busca dar unas guías a los comandantes para que las operaciones se ejecuten de acuerdo a los reglamentos. La actividad del ejército frente a la delincuencia común, se activa cuando la capacidad de la policía es superada por actividad delincuencial, una banda delincuencial que extorsione, no es objetivo militar, se debe pasar la información a la agencia especializada, en este caso la policía (récord 01:28:50 a récord 01:30:40 pista 4). 
La declaración del general se presenta bien fundamentada, dotada del bagaje y conocimiento del alto oficial, con vasta experiencia, especialmente como docente y jefe de operaciones, sin que sean de recibo los reparos de la abogada del mayor Quijano Mariño referidos a que no es perito militar, o los demás defensores de que ignoraba la misión constitucional del ejército, y no conoce qué es una operación militar de área, cuando lo cierto es que tenemos a un versado en el tema, cuya experiencia de más de 30 años en el ejército nacional, lo hace especialista en materia castrense, no se pase por alto además, que alcanzó el grado de mayor general en la estructura jerarquizada de esa institución, y en relación con sus censuras de que desconocía la misión constitucional del ejército o la definición de una operación militar de área, tenemos que si bien el testigo se abstuvo de referirse a las mismas al no contar con el texto, así como cuando se trató de otras temas especializados, que no abordó al no tener consigo el manual correspondiente, explicó que lo hacía con el fin de evitar incurrir en imprecisiones, lo cual, en sentido contrario a lo apreciado por los defensores, denota rigurosidad en el deponente y de ninguna manera ignorancia en la materia.

Esa rigurosidad la plantea a través de todo su testimonio, evidenciando las falencias halladas en las emisiones de las órdenes de operaciones y la Misión táctica al no estar acordes con los Manuales EJC 350 y el de planeamiento para conducción de pequeñas unidades, EJC-158, a los cuales recurrió permanentemente durante su declaración. De acuerdo con lo dicho por el alto militar, la inteligencia con la cual se desarrolló la misión táctica fue recogida en el área, no había anexo de inteligencia, se desarrolló solamente con información, tampoco encontró orden de operaciones.

La misión táctica “Soberanía” no tiene orden fragmentaria para el Plan meteoro en lo cual repara la asistente letrada del oficial juzgado, argumentando que el Plan no estaba agregado operacionalmente al batallón sino a la Brigada, pero si en cuenta se tiene lo afirmado por el General Bustamante, de lo cual hace eco el General Quiroga, como se verá más adelante, sí estaba agregada operacionalmente al batallón Santander, porque así se desprende de la orden de operación No 037 de 2005 emanada del comando de la Segunda División que lo agrega operacionalmente a la Brigada 30 (fl. 2 prueba 54 del juicio), y de la Misión táctica “Soberanía”, enmarcada dentro de las operaciones de la Brigada 30 “Soberanía” y “Emperador”, en la que se señala que el “Grupo Meteoro” al mando del Mayor Quijano Mariño Marco, “pasa agregado operacionalmente con sus tres pelotones disponibles…a órdenes del comandante del batallón se afectan los movimientos…”, la cual suscribe el teniente coronel Tamayo Hoyos (folio 14 prueba documental 55). 
A su turno, el Mayor General en retiro Carlos Orlando Quiroga Ferreira (récord 00:04:48 a récord 02:21:49 pista 1, sesión del 13 de diciembre de 2011), narró que siendo inspector general del ejército, el 8 de septiembre de 2008 el ministro de defensa de la época les informó sobre unas posibles desapariciones de unos jóvenes en Soacha, hallados muertos en Ocaña, por lo cual realizó la investigación correspondiente (récord 00:10:04 a récord 00:11:25 pista 1). 

Dijo que organizó una comisión y que sus labores en Ocaña se contrajeron a: i) verificar los documentos de los procedimientos operacionales y administrativos relacionados con el caso de Fair Leonardo Porras Bernal, referidos a formación de inteligencia, órdenes de misiones tácticas, informes de resultados operacionales, inspección de cadáver, e iniciación de investigaciones disciplinarias y penales; ii) entrevistar a las personas que participaron en las operaciones y a los integrantes de la plana mayor; iii) cotejar las informaciones y entrevistas; iv) contactar al obispo, al fiscal de Ocaña, personas que fueron secuestradas, comerciantes de la región, el alcalde, y algunos administradores de fincas donde sucedieron los hechos para verificar la situación de la zona (récord 00:42:05 a récord 00:45:23 pista 1).

También halló que tal y como está ordenado en los procedimientos se hizo la inspección a cadáver por el C.T.I., se asumió la investigación disciplinaria y la penal se inició por la Fiscalía de Ocaña, siendo luego remitida al batallón (récord 00:47:14 a récord 00:48:06 pista 1).


Explicó los puntos que debe contener una Orden de operaciones, cuales son: i) situación del enemigo, que puede ser general o particular; ii) se puede planear una misión no obstante la información sea incompleta, aún cuando lo ideal es que la información sea completa y bien evaluada, lo que no significa que no se pueda realizar una operación con una información fragmentada, lo cual sucede muchas veces; iii) normas de la ejecución; iv) logística y v) lo de acción integral, lo del mando y comunicaciones. Recordó que cuando emitió su concepto dijo que la información contenida en el ítem situación del enemigo era muy general, lo cual hacía que el planeamiento se hiciera un poco superficial (récord 00:49:45 a récord 00:52:51pista 1).

En relación con la situación del enemigo contenida en la ORDOP, dijo que allí se podía relacionar lo que se conocía, y cuando las misiones son más complicadas, necesariamente tienen que llevar un anexo de inteligencia, pero la del caso correspondía a una ORDOP sin número, la cual podría haber llevado el anexo de inteligencia así fuera reducido, pero en el punto de situación se relacionó lo que estaba sucediendo en esa zona, y las informaciones que tenían (récord 00:53:08 a récord 00:54:51 pista 1).

Igualmente, dijo que si bien indicó en su concepto que el lugar de información no era puntual respecto del lugar de ocurrencia de los hechos, lo que quiso decir fue que debía haberse señalado de manera más exacta el lugar de presencia de los integrantes de BACRIM y no un área demasiado general, aclarando que los bandidos no esperan en el lugar a que el ejército vaya por ellos, pero lo consignado en el informe iba dirigido a todas las Unidades, con la finalidad de que se tuviera en cuenta que la información debía ser más precisa, reducir el espacio a donde la unidad debía ir con mayor exactitud, concluye que esa fue la debilidad hallada en esa orden de operaciones, y por tanto, el planeamiento anotado era demasiado superficial (récord 00:54:53 a récord 00:57:15 pista 1).

Frente a su conclusión, luego de su visita al batallón Santander, referente a que: la información disponible se difundía mediante un informe de inteligencia con un análisis superficial que no aportaba ningún elemento de juicio real para el planeamiento de la misión táctica, puesto que no tenía ni siquiera evaluación, indicó que lo derivó de que la información no era bien complementada y precisa, en el sentido de convertirse en una verdadera inteligencia, y como todo iba en cadena, por tanto, el planeamiento no era preciso, la orden de operaciones no era precisa, lo cual no quería decir que no se pudiera realizar, pero  ratificó que era una falla, la cual comunicó al comandante del ejército, para que se corrigiera, con el fin de que se mejorara las ORDOP y los informes de inteligencia (récord 00:58:43 a récord 01:00:34 pista 1).

Precisó que: i) Diferenció una ORDOP de una operación de misión táctica; explicó que los pelotones y las compañías generalmente realizan misiones tácticas, los batallones, las brigadas y las divisiones, operaciones, por el nivel de la unidad se ejecutaba la operación, por eso una unidad pequeña como en este caso un GRULOC (grupo de localización de los planes meteoros), realiza una misión táctica; ii) BAED y Plan meteoro son distintos; iii) la inteligencia de combate es aquella imposible procesar con rigor porque no hay tiempo. Está establecida en los manuales del ejercito, y el comandante al recibirla, decide sí la tiene como real y cierta, y va y verifica, pudiendo encontrarse con los delincuentes, pues de lo contrario tendrían unidades inmóviles, acotó que eso le corresponde hacerlo a las unidades pequeñas; iv) el Plan meteoro era una organización de la división, y lo agregó a quien iba a dirigir sus operaciones en el área, el batallón Santander (récord 01:13:56), punto en el cual coincide con el general Suárez Bustamante; v) respecto de las fallas que encontró en la operación que dio como resultado la muerte de Fair Porras, expuso que no significaba que hubieran sido la causa de los presuntos homicidios en persona protegida que pudieron o no haberse presentado; vi) las debilidades halladas, en su sentir, no invalidaban el que se realizara una operación militar, la cual se hizo; vii) no recordó haber entrevistado al mayor Quijano Mariño; viii) las personas entrevistadas en la zona, en esa época, lo llevaron a concluir que había presencia de BACRIM, dedicadas al narcotráfico, asociado a muchas acciones delincuenciales, era una zona bastante azotada por la ilegalidad, en ese momento; ix) Ábrego, era el lugar más cercano a Ocaña, aproximadamente a media hora y fue el lugar donde ocurrieron los hechos, que le parece involucran a Fair y a otro (récord 01:01:00 a récord 01:22:44 pista 1); xi) En su concepto consignó que el mayor Quijano había recibido informaciones de la presencia de delincuentes en la zona de Ábrego, en esas veredas del Tabaco, lo cual trasmitió al comandante del batallón coronel Tamayo Hoyos, por intermedio del S2 (récord 01:25:15); xii) interrogado sobre si el coronel Tamayo Hoyos había autorizado al mayor Quijano para adelantar la misión táctica, manifestó que: “…la información que yo recolecté evidencia que sí lo autorizó…” (récord 01:27:29); xiii) Se enteró de que Fair Leonardo Porras Bernal tenía anotaciones por hurto calificado (récord 01:23:11 a récord 01:37:29 a récord 01:55:15 pista 1).

Clarificó que: i) habló con una persona que había sido secuestrada en la zona, más no recordó si habló con alguna víctima de extorsión (récord 01:55:42 a récord 01:57:55 pista 1); ii) el contenido de una misión táctica; iii) que cuando se obtiene información de combate, el comandante de la unidad tiene que evaluarla, dependiendo de la gravedad, pues si encuentra que la misma es crítica o si se está en presencia de unidades superiores a las que conforman la suya, tendrá que enviársela al comandante obligatoriamente; acota que en muchas ocasiones la información es fácil de comprobar y permite continuar con esa misión táctica, pues el mismo comandante de pelotón evalúa y le comunica a su comandante de compañía, quien hace lo propio con su comandante del batallón o la transmite al S2 para trasmitírsela al comandante del batallón para el respectivo análisis y de ahí se pueden desprender otras misiones tácticas o continuar con la misma; iv) el comandante de una unidad pequeña necesariamente debe hacer una evaluación de la información que le llega, cotejándola, verificándola, incluso puede actuar; v) el mayor Quijano, que recibió la información en el área de operaciones, falló en haberle hecho la evaluación, sólo se limitó a trasmitirla al batallón para que allí le hicieran el análisis, la confrontaran y le dijeran si ofrecía credibilidad o no (récord 02:12:26); vi) el comandante del batallón puede darle la orden al comandante del meteoro y también podía impartirla al comandante de un pelotón, sin que el comandante de la compañía la desconociera; vi) el ciclo de inteligencia consiste en recepcionar una información, evaluarla y difundirla (récord 02:01:00 a récord 02:21:31 pista 1).
Este oficial, con una vasta experiencia, pues hizo carrera militar hasta ostentar al grado de mayor general, y desempeñar el cargo de inspector general del ejército, aunque menos riguroso que el general Suárez Bustamante, admite que la misión se realizó con información, y refirió en similares términos la importancia de convertir la información en inteligencia, en cuanto al cumplimiento del mismo dijo que en la práctica se utiliza información porque a los militares se les puede endilgar omisión en el cumplimiento de su deber. Al respecto indicó: “…pues había una debilidad ahí, en ese aspecto, eh, pero también soy consciente, lo digo aquí con mucha honestidad, que las unidades militares a veces se ven afrontadas al problema de que si no actúan con las informaciones, pueden ser acusadas de omisión…” (récord 00:48:28 a récord 00:49:39 pista 1 de la misma sesión audiencia).

Del anterior testimonio el Despacho acotará que, no obstante el deponente a pesar de haber denotado unas situaciones precisas, al momento de realizar su inspección respecto a los casos ocurridos en Ocaña en el año 2008 y en el que se vieron involucrados miembros activos del ejército acantonados en esa zona del país, hizo manifestaciones de que frente a situaciones concretas los militares deben actuar so pena de incurrir en omisiones, para él no existe rigurosidad en el cumplimiento del deber ser contemplado en los reglamentos y manuales que rigen las actividades castrenses, como sí lo dejó sentado el general Bustamante Suárez, sino que en cada situación el militar a cargo puede tomar las decisiones que correspondan. 

Pues bien, para el Despacho es importante recalcar que las Fuerzas Armadas en nuestro país, de acuerdo con lo informado por los dos Generales, están regidas por manuales y reglamentos en cada área, es decir, es de tal rigurosidad que cada acción de los militares está minuciosamente contemplada en un reglamento al cual deben ceñirse todos y cada uno de los miembros activos de la institución, a más de ello su misión no es otra que la de salvaguardar la patria y sus congéneres, brindar seguridad.

Ahora, las falencias que detecto el General Suarez Bustamante, también las hallo el General Quiroga Ferreira, sólo que éste les da un alcance diferente.  

Dijo el testigo, no obstante haber encontrado fallas en la operación militar ejecutada por el pelotón búfalo 1 integrante de la compañía plan vial meteoro N° 3, agregada operacionalmente al batallón de infantería N° 15 Santander, por parte de la brigada 30, la acción militar que estos efectivos del ejército ejecutaron, era posible hacerse, que no podían dejarse sorprender por el enemigo, que en cumplimiento de su misión y deber debían proteger a la comunidad, pero paso por alto que la presunta extorsión de que venía siendo víctima la fuente humana que aportó la información que, entre otras cosas fue la que dio origen al desarrollo de una operación urgente, no correspondía a una situación sorpresiva sino que, según se informó se venía gestando de varios meses atrás, luego era de aquellas informaciones a las cuales se les debió dar el trámite del ciclo de inteligencia debido, sino que además correspondía a un delito de conocimiento de los grupos GAULA, al cual el mayor Quijano debió dar aviso, por competencia, como también está reglamentado, y como lo dejó en claro el hoy Coordinador Nacional de los grupos meteoro, de quien más adelante analizaremos su testimonio.

La defensa trajo a la experta en inteligencia Gloria Elsa Pinilla Castillo (desde 01:48:00, hasta el final del audio, sesión del 2 de febrero de 2012), abogada, docente en la Escuela de Inteligencia y Contrainteligencia del Ejército, Armada y Fuerza Aérea, Escuela de Guerra, en el programa Icitap a fiscales sobre lavado de activos,  participó en juicio oral, sobre unas operaciones especializadas del Gaula, en Bucaramanga. 

Explicó que la inteligencia es el proceso que se imprime  a una información, la cual debe ser analizada evaluada y planeada a través de diferentes métodos de búsqueda de información, su resultado final se denomina “inteligencia”, en el conflicto armado se le llama “Actividad de Inteligencia”, es toda actividad de las fuerzas armadas de un país para conocer la capacidad y fuerza de otro país, cada fuerza tiene su inteligencia,  en Colombia se aplica la inteligencia militar a la defensa nacional, en el artículo 217 de la Constitución, la inteligencia de combate es la que realizan las Secciones Segunda y es la actividad de inteligencia para saber las capacidades y vulnerabilidades del enemigo, la inteligencia especializada es la que se realiza de manera clandestina para información del adversario, y la inteligencia básica son todas aquellas fuentes y bases de información que no han servido para toma de decisiones pero se guarda como parte de la información o medios de búsqueda. (Récord 01:58:15 – 02:02:45).
Expone sobre los principio de la inteligencia militar, como son los de compartimentación y la reserva, el primero se trata de conocer solo lo que le es permitido, y la reserva es toda la información que se llegue a conocer, no se puede hacer pública o ventilarse al exterior; asimismo expone qué se entiende por ciclo de inteligencia, siendo el análisis o proceso que sufre la información para luego convertirse en inteligencia,  el resultado sirve para la toma de decisiones del Estado y para el planeamiento de operaciones militares, si se concluye que luego del análisis, no se trata de inteligencia, sino solo información, se debe depurar las bases de información (Récord 02:02:50 – 02:11:40).  

En Colombia existen las operaciones militares de inteligencia especializadas, las tácticas, la inteligencia de combate que es la que realiza la sección segunda, el batallón y la brigada realizan operaciones de control territorial, anteriormente llamada registro y control militar de área, y otras, la operación militar de combate es la que nace luego de un planeamiento de una operación, luego de haber cumplido el ciclo de inteligencia para que la sección tercera programe la operación, cuando se le allega el anexo de inteligencia, que puede cambiar día a día, el S3 con base en esta inteligencia planea la operación militar (hombres, medios, etc.), la inteligencia y la planeación de la operación dependen del ambiente operacional de la zona en la cual se desarrolla, ni el oficial de operaciones, ni los comandantes y soldados conocen los medios por los cuales se obtuvo la inteligencia (Récord 02:11:50 – 02:20:00).
El desarrollo de la operación de combate obedece a un planeamiento propio para medir las capacidades y vulnerabilidades del adversario, se necesita suplir el ciclo de inteligencia, en las operaciones especializadas de los organismos de inteligencia se suple el ciclo de inteligencia, en la operación de control territorial no se necesita suplir el ciclo de inteligencia, ni siquiera la información, ya que en el desarrollo de la verificación de la información, se puede dar un enfrentamiento, esto va ligado a lo que de manera preventiva debe cumplir las fuerzas armadas del país, es más, con la información recibida se puede ordenar un control territorial. En operaciones militares el ciclo de inteligencia y los principios tienen  el mismo nivel en operaciones de combate, en una operación de control territorial no prevalece la compartimentación porque se debe informar al comandante de la operación, para evitar el cruce de fuego amigo; un agente de inteligencia es aquella persona servidor público que busca información necesaria para propender y defender la seguridad nacional; la agencia de inteligencia puede ser civil, militar, de policía o estatales a nivel internacional, especializadas en la búsqueda de la información que tienen que ver con la seguridad nacional. (Récord 02:20:15 – 02:26:00)

Una fuente de información es todo aquello que brinde información; el agente de inteligencia trabaja de manera clandestina con el fin de buscar información, la agencia de inteligencia puede cumplir el ciclo de inteligencia, puede sacar un informe de inteligencia y pasarlo a una agencia de combate; la Sección Segunda no hace la inteligencia de forma clandestina, lo hace con sus propios hombres y uniformados, pero las agencias especializadas emiten un informe de inteligencia pero como no es de su competencia la operación, la pasa a una unidad táctica y allí es un medio de información por ende el S2 debe hacer el ciclo de inteligencia para pasarlo al S3 y planear una operación militar; cuando se realiza una operación, y la inteligencia es incorrecta, el soldado actúa con pleno conocimiento de la orden, pero si el error es del S2, esta sección tiene la responsabilidad por la omisión en alguno de los pasos. (Récord 02:26:05 – 02:34:40)

La definición de operación de control territorial no aparece en ningún código, es una doctrina militar,  nace dentro del nivel preventivo con el fin de proteger y garantizar al ciudadano sus derechos y los fines del estado, se realiza en cualquier tiempo y lugar, lo que pueda suceder allí sería caso fortuito o fuerza mayor; la operación militar de combate nace previo el planeamiento y análisis de la información del ambiente operacional en el que se desenvuelve la amenaza, acotó que el ciclo de inteligencia tiene relación con el Derecho Internacional Humanitario, Colombia vive una guerra irregular, por lo cual  necesitó suplir el ciclo de inteligencia para cumplir con la operación; aclaró que la guerra regular obedecía al enfrentamiento entre dos adversarios legalmente constituidos en un combates, respectando las normas del DIH, con armas convencionales; el combate irregular, se da entre dos fuerzas armadas, una salvaguarda la defensa del estado y la otra quiere el poder territorial con armas y elementos no convencionales, que rayan con el DIH  (Récord 02:34:53 – 02:46:35).

Para que un comandante ordene la operación de control militar cuando recibe la información por fuente abierta, o en cumplimiento de sus funciones, por una información de fuentes humanas, requiere de la orden de operaciones, salir en el evento de que reciba una información; en una operación de registro en una zona rural se puede presentar un combate, el cual siempre será un caso fortuito o fuerza mayor, así sea planeado o no; la calidad de combatientes en una guerra regular la ostentan los que llevaban sus uniformes, armas y distintivos de forma visible, ahora, el Tribunal de la antigua Yugoslavia establece que también es combatiente un civil quien trabajando honestamente empuña un arma para realizar un ilícito, no hay semiciviles ni semicombatientes, es combatiente cuando se está armado, se deja de ser combatiente cuando depone las armas, esa sentencia de Yugoslavia la acogió la jurisdicción colombiana. (Récord 02:46:46 – 02:54:30).
El derecho operacional es aplicable al conflicto armado, la aplicación ordenada de las normas al planeamiento, operación y ejecución de las operaciones, las fuerzas armadas de Colombia lo adoptó en el Manual de Derecho Operacional, es la doctrina militar llevada al contexto del conflicto armado; el manual de usos y costumbres de la guerra, o manual relativo a las de las leyes de la guerra, es el primer manual a nivel mundial que nace con ocasión a los conflictos de carácter nacional e internacional, este manual es el que da la base para que las fuerzas armadas respeten los derechos humanitarios, da origen a la doctrina militar o de guerra, este manual está aceptado en nuestro territorio nacional, por bloque de constitucionalidad; todo lo que hace parte de un anexo de inteligencia, es de carácter reservado por cuestión de seguridad nacional, hace parte del secreto de estado; el principio de proporcionalidad se predica del uso de las armas convencionales y observando las normas mínimas del derecho de guerra, en una operación de control territorial, no al número de hombre en relación con el enemigo. (Récord 02:54:50 –0 3:04:35).
Expuso qué es un acto hostil, y luego indicó que en una operación de control territorial se pueden presentar actos hostiles, como emboscadas y hostigamientos, son cometidos por las organizaciones beligerantes, no por la delincuencia organizada (pero se debe conocer que el terrorista es de una banda beligerante, ni siquiera se sabía a qué organización pertenecía); en el ordenamiento colombiano en cumplimiento de operaciones militares prevalece el deber constitucional, al deber militar, si ello no se cumplen se está incumpliendo la misión constitucional. (Récord 03:04:45 – 03:15:00)
Definió qué es un conductor de hostilidades  y  que frente a un acto hostil se puede reaccionar por parte de la fuerza pública dependiendo de la actividad ilícita y del ambiente operacional, es decir, que el concepto de conductor de hostilidades depende del contexto, en Colombia no hay grupos beligerantes, ni siquiera las FARC.  (Récord 03:17:10 – 03:23:00)
Indicó que las proclamas en una operación de combate no se lanzan, pero sí en el registro y control territorial. (Récord 03:25:25 – 03:30:5)

En relación con la exposición de la experta, tenemos que incide en relación con la labor de inteligencia, con las exposiciones de los demás testigos, presentados tanto por la defensa como por el ente acusador, es así que se dieron a conocer sobre el proceso que sufre la información al interior de la sección correspondiente, con el fin de ser catalogada después como inteligencia y ser distribuida a las diferentes agencias a las cuales les sea necesaria o útil, pero en relación con que no es necesaria la inteligencia, ni siquiera la información en operaciones de registro y verificación de área, ahora denominadas operaciones de control territorial, ya que en el desarrollo de la verificación de la información, se puede dar un enfrentamiento, y que con la información recibida se puede ordenar un control territorial,  riñe con las apreciaciones de los generales, quienes además de ser docentes al igual que la doctora Pinilla Castillo, estuvieron vinculados con el ejército durante más de 30 años, por tanto, en ese aspecto no son de recibo sus manifestaciones.

Fuera de lo anterior el Despacho notó como de forma tendenciosa la testigo dijo que dependiendo del contexto territorial, el delito de extorsión varia en su gravedad, casi que deja de ser un delito común, para  convertirse en un acto que afecta el Derecho Internacional Humanitario, y en esa medida, es la que los miembros de la fuerza pública, están legitimados para actuar.

El Despacho  subraya que para el hecho juzgado no resultan aplicables del D.I.H, porque aquí no estamos frente a un combate sino a una ejecución extrajudicial, como se le conoce  en el ámbito del derecho  internacional.

Por lo anterior, resulta insustancial entrar a estudiar si la víctima Fair Leonardo Porras Bernal, era o no un conductor de hostilidades, si pertenecía a un grupo armado y por ende se daba aplicación a las normas de la guerra irregular, ya que como se dijo con anterioridad, en este caso no se trató de un combate o enfrentamiento, sino de un homicidio con el fin de presentar resultados operacionales.  

Tenemos que el acusado Marco Wilson Quijano Mariño, en relación con la conclusión del General Suarez Bustamante, en su declaración indicó que no era orgánico del Batallón Santander, sino agregado operacionalmente a éste y la Brigada 30, por una orden de operaciones, lo cual significaba que estaba bajo control operacional de la brigada, igualmente en su declaración dijo que él hizo un miniciclo de inteligencia, que luego de recibir la información con base en él, le dio la orden verbal al teniente Vargas Cortés de realizar una misión táctica de registro y control de área, empleando las maniobras necesarias, le instruyó para que amaneciera en el sitio y al día siguiente se dejara ver de la población civil, con el fin de dar la sensación de seguridad en el sector, mientras tanto, él y sus hombres de seguridad se convirtieron en la reserva y una sección que estaba en el “Trapiche” se constituyó en el apoyo de la operación (récord 00:40:56 a récord 00:59:05 pista 16 de febrero de 2012), situación de la cual no encontró registro el General Suárez, pues indicó que él se remitió a la documentación existente. 
Otra de las fallas detectadas en la inspección se contrae a que las órdenes de las misiones tácticas van dirigidas a los comandantes de pelotón, y no así al comandante de la compañía.
Acerca de la anomalía  referida a que la misión táctica de registro y control de área no mostró un objetivo determinado pues no se conocía al enemigo, reclama la defensora de Quijano Mariño que lo ordenado fue verificación y control y no una operación de combate, pero no tuvo en cuenta la letrada que el versado explicó que en una operación de registro y control de área puede presentarse un combate de encuentro, llamando la atención sobre el específico caso que nos ocupa, dijo de que se trataba de una operación militar con un supuesto enemigo (récord 00:43:15 a récord 00:44:09).

En lo atinente a que no se utilizaron visores nocturnos,  la asistente letrada del Mayor, dijo que se fijó con el anexo  del informe de patrullaje, lo cierto es que el General en respuestas en la audiencia mencionó  que llegó a esa conclusión por la forma como se desarrollaron los hechos, pues cuestionó el contenido del informe acerca de que se observaron sombras en la noche, cuando de acuerdo con lo expuesto, como veremos más adelante por el mayor Siervo Tulio Roa y el coronel Matamoros con los visores nocturnos se ven siluetas. 

En relación con la falencia evidenciada por el General de que se lanzó la proclama en forma indebida, la defensora del Mayor la objeta diciendo que se basa en el artículo 2º de la Constitución, la cual exige que se emita la proclama. 

En lo atinente a que no había registro de operaciones que permitieran dar lugar a otras operaciones, la abogada del militar reprocha al general que no haya entrevistado a los militares que participaron, pues se indica en el libro de comandante del plan vial meteoro (prueba de la defensa número 6), pero como ya se anotó, el oficial investigador se limitó a verificar la documentación que soportaba las operaciones y las misiones, además de que dijo no recordar haber conversado con los acusados.

Cuestionó también el alto oficial que la misión se desarrolló con base en una información que no fue objeto del ciclo de inteligencia, frente a la cual la defensora del Mayor, con sustento en la afirmación de la experta en inteligencia militar Gloría Pinilla,  de que el ciclo de inteligencia solo se requiere en operaciones de combate y no en las de control territorial, como la ordenada por su prohijado, la afirmación  de que toda información que vaya a ser utilizada en las operaciones requieren ciclo de inteligencia no solamente proviene del general Suárez Bustamante, también del general Quiroga Ferreira, igualmente del Mayor Siervo Tulio Roa, como se verá, versado en la materia, con el ingrediente adicional que resalta el General Suárez  cual es, el de que la operación se realizó con un supuesto enemigo. 

Fuera de lo anterior su prohijado consideró que sí  era necesario evaluar la información recibida, aunque para él no se trató del ciclo de inteligencia sino de un “miniciclo”, sobre el particular expuso que tomó la información y con su experiencia en inteligencia hizo un  “mini ciclo de inteligencia”, teniendo en cuenta que las Compañías son una unidad fundamental que no tienen sección de inteligencia, se convirtió en un agente de inteligencia, por eso tomó la información, la analizó, vio que desde el 4 de enero se había presentado constantes informaciones de presencia delincuencia, evalúo la fuente, le dio credibilidad, exactitud, la registró en su libro de comandante, y como manejaba la carta de situación y contaba con un programa de cartografía, lo pasó a google earth, y de ello informó al batallón “Santander” y como el coronel Tamayo Hoyos, no estaba, le dio la información al comandante encargado, Mayor Estupiñán, y como no se tomó una decisión, él optó por difundirla y utilizarla. 

Actuación, que como y vimos, a la luz de los manuales deviene en irregular, pues como también lo advirtió el  general Suárez Bustamante,  el comandante de la unidad no puede realizar el ciclo de inteligencia porque es comandante de combate, además de que no se observó  la verificación de la información en el área de operaciones por otras fuentes de inteligencia para corroborar si lo afirmado era o no  cierto, lo cual puede hacerse por medio de personas. De todas formas aquí se realizó la operación militar con información y no con inteligencia.
En lo que atañe a la crítica de que en el informe de patrullaje no se relaciona el sitio exacto de los hechos a donde deberían llegar,  producto de las informaciones suministradas por el Mayor Quijano, de la cual hace eco el general Quiroga Ferreira, como se anota más adelante, porque en el informe de patrullaje el teniente Vargas Cortés, describe su aproximación a un cultivo de tomate donde sostiene un combate de encuentro mediante cruce de disparos, mientras que en el informe rendido por el mismo teniente al coronel Tamayo Hoyos habla de que evidencia movimientos de personas a las 02:20 horas, que no se pueden identificar, lanzan la proclama y reciben disparos, refiere que ese día recibieron una información, que iban a cobrar una extorsión entre la vereda “El tabaco” o “Capitán Largo”, salieron a hacer un reconocimiento hacia la vereda “El tabaco” y tipo 22:30 haciendo el registro en la citada vereda vieron unas sombras de un personal y se lanzó la proclama, a lo cual  contestaron con fuego; la representante judicial del comandante de la Compañía dijo que el lugar concreto de los hechos no fue aclarado en el juicio,  planteamiento equivocado pues ya se fijó con la declaración del señor Luis José Torrado, propietario del predio “Las Azucenas”, donde se desarrolló el suceso, que se ubica una parte en las veredas “La Soledad” y “El Tirol Alto” del municipio de Ábrego, pero el problema planteado no es la denominación del lugar, sino las indicaciones que debió dar el mayor al momento de emitir la orden y la coincidencia en el arribo de sus subalternos al mismo.
El cuanto al  reproche que presentó el general Suárez Bustamante, de que se informó por el señor general Paulino Coronado que una niña se había desplazado hasta donde estaba la tropa a  informar sobre la presencia de delincuencia en la zona, tenemos que él dice que esa información no era creíble por provenir de una menor. 
Cotejando las dos declaraciones de los Generales Suárez Bustamante y Quiroga Ferreira, entran en contradicción porque el general Quiroga Ferreira a pesar de haber llegado a conclusiones similares, que dice anotó en el informe que elaboró como resultado de lo que observó y analizó en el decurso de una investigación administrativa, con su testimonio, aquí en audiencia quiso hacer ver que las operaciones militares podían ejecutarse a pesar de que los documentos que las soportaban presentaran algunas fallas, las que hizo ver como subsanables o permisivas para no incurrir en omisiones, el pasó  por alto detalles de rigurosidad y precisión frente al ciclo de inteligencia, específicamente, del cual fue mencionado su procedimiento, entre  otros testigos, por Carlos Eduardo Mora, por el General Suárez Bustamante,  e incluso, como se verá, del testigo de la defensa Siervo Tulio Roa Roa.
Además debemos detener en cuenta que las situaciones generales que a manera de conclusión, llegó el señor General Suárez Bustamante, están las contradicciones en que incurrieron el teniente Vargas Cortes en su informe al C.T.I. con el rendido al coronel Tamayo Hoyos, pues sin que tengamos en cuenta las manifestaciones del cabo segundo porque no ingresaron al juicio.

No debe dejarse de lado que la comisión del ejército tenía como objetivo estudiar y analizar lo atinente a la parte operacional, y luego de tal investigación arribaron a conclusiones verosímiles, además de, hallar puntos similares en todos los casos analizados, lo que en el sentir del Despacho se aúna a muchas coincidencias del mismo tipo a las cuales llegaron distintos funcionarios que de manera particular hicieron estudio y análisis de la situación.

Igualmente, pese a que el Despacho comparte las manifestaciones que sobre este testimonio, el del general Suárez Bustamante esbozó el delegado fiscal, en sus alegaciones finales, se comparte también la posición del General Quiroga Ferreira, de que unas falencias en una operación militar o en desarrollo de un combate legítimo no generan responsabilidad penal, pero aquí hemos sostenido durante el devenir de esta decisión,  que no se presentó un combate entre miembros de la delincuencia y del pelotón Búfalo 1 del Plan Vial Meteoro, Número 3, sino que se presento una ejecución  para obtener un logro operacional.

Frente a los reparos presentados por la defensa de Quijano Mariño, acerca de la afirmación de que el General Bustamante, que todas la operaciones militares requerían de un ciclo de inteligencia, esta última afirmación, desmentida por la testigo de la defensa Gloria Pinilla, quien adujo que en el ciclo de inteligencia se requería sólo en operaciones de combate, no de control territorial y que había olvidado el General que la agregación del plan vial meteoro era a la brigada y no al batallón. Al respecto se debe decir que: en primer lugar el testigo hizo parte de una comisión investigadora que debió acudir a Ocaña a investigar los pormenores de lo allí sucedido frente al conocimiento que se tuvo de la desaparición de entre otros, 11 jóvenes residentes en Soacha Cundinamarca y que aparecieron como muertos en combates, con el ejército en esa zona del país, de allí se deriva el conocimiento que sobre el caso posee el General, en segundo lugar que no es cierto que éste desconozca la misión constitucional, pues como se expresó en la audiencia, él dijo que debía tener a mano el texto, en los anexos aportados por el General en Retiro Suarez Bustamante, y que hacen parte de su informe, los que allí figuran son informes manuscritos elaborados por el teniente Vargas Cortés Diego Aldair, uno al comandante del batallón, teniente coronel Álvaro Diego Tamayo Hoyos y otro al CTI de la Fiscalía, en los que no aparece indicación hecha por éste militar de la utilización de visores nocturnos en el aludido “combate” de ese 12 de enero de 2008, respecto del ciclo de inteligencia, pasa por alto la defensora que, precisamente Quiroga Ferreira dijo que la información no había tenido un planeamiento preciso, además de que en la misión táctica “Soberanía” emitida por el entonces comandante del batallón “Santander”, unidad militar a la que estaba agregado operacionalmente el grupo Plan Vial Meteoro, teniente coronel Álvaro Diego Tamayo Hoyos, tenía implícito en el punto: “2. Ejecución, numeral c) INTELIGENCIA. Se toma como base la apreciación de inteligencia del sector, los boletines diarios de informaciones, la inteligencia de combate obtenida por las unidades del área de operaciones, los datos de inteligencia técnica y datos suministrados por la red de cooperantes previa realización del ciclo de inteligencia…” (Resalta el Despacho), luego es un procedimiento que no es posible omitir, se insiste, los procedimientos, reglamentos y manuales del ejercito son de estricto cumplimiento, como ya se anotó, según los dijeron los Generales de la República.

Ahora bien, la defensa del señor Quijano Mariño, dice que aún cuando sólo hizo mención a dos situaciones tomadas por este testigo en su informe como fueron la del ministro de defensa de la época ordeno destituir a los militares implicados en estos casos por el incumplimiento del deber ser y que dentro de estos no se encontraba su defendido pues fue llamado a calificar servicios, que el General Suarez no había estado en contacto con su defendido, mientras el General Quiroga Ferreira había estado en Abrego donde los ciudadanos le informaron que frecuentemente se presentaban extorsiones a la población, como ya se dijo, este militar, en la actualidad retirado, luego de concluida su comisión de investigación en Ocaña, si dejo al descubierto las fallas y debilidades en el actuar de los militares en el desarrollo de las misiones tácticas que debió investigar, que al momento de dar su testimonio pretendió justificar, es una situación diferente, y él hecho de haberse enterado que la región pasa por una situación difícil de orden público, pues para el juzgado no es una manifestación que justifique el desviado actuar de los militares que dieron muerte a Fair Leonardo Porras Bernal pretendiendo utilizar una operación militar como escudo, para pasarlo como una baja en combate, situación que no devino de orden público, que tampoco puede ser obstáculo para que una unidad militar se arrogue el conocimiento y verificación de un delito que no era de su competencia, máxime como cuando así lo dijo el General, es frecuente su ocurrencia, lo debido es que se diera traslado inmediato, si fuera cierto, que lo conociera el Gaula del Ejercito o de la policía, para que se dispusiera de los correctivos del caso. 

Por su parte y sólo en sede de réplica de la fiscalía, el defensor de Vargas Cortez quiso resaltar el hecho de que el General Quiroga Ferreira acudió en Abrego, allí entrevisto a sus pobladores y autoridades pero ello no desvirtúa la irregular actuación de los acusados y su participación en el hecho ya indicado lo que merece reproche, el juzgado acoge las conclusiones del General Suarez Bustamante, coincidiendo así con el delegado de la fiscalía, respecto de que en ese testimonio es de resaltar las conclusiones  a las que en su momento llegó, el entonces General como integrante de la comisión investigadora del ejército, que fue a Ocaña en 2008, específicamente en octubre, resaltándose que la información era muy general carecía de anexo de inteligencia que existió planeamiento superficial, se destacan estos aspectos.

Ahora bien, dada la relación que con este testimonio guarda el que rindiera el entonces, coronel del ejército Jorge Arturo Matamoros el Despacho entrará a hacer los análisis del mismo, así: (récord 00:09:13 a récord 02:04:50), coordinador nacional de los Planes meteoro, refirió que estos Planes fueron creados en el año 2000 mediante una resolución ministerial para cumplir labores de seguridad sobre las vías principales, secundarias y terciarias, para contraatacar piratería terrestre, secuestro, extorsión, atentados terroristas, todo lo que se presente sobre las vías principales (récord 00:14:13 a récord 00:15:43 pista 1).
Refirió que una compañía de plan meteoro está compuesto por la TOE (tablas de organización del ejército nacional), cuatro oficiales, 14 suboficiales y 106 soldados, desprendido de la organización de una unidad fundamental, compuesta por un oficial, un suboficial, dos soldados, un pelotón: un oficial, 5 suboficiales, 36 soldados, el segundo pelotón igual y la sección de observación y reacción a un oficial 3 suboficiales y 36 soldados (récord 00:19:06 a récord 00:20:29 pista 1 sesión audiencia 30 enero 2012); que son unidades orgánicas de la división porque la misma está conformada por 1, 2 o más departamentos, es una unidad móvil, y cada una tiene una compañía meteoro, por eso estas son divisionarias.

Respecto de las funciones asignadas al plan meteoro, indicó que de acuerdo a resolución ministerial fueron creadas para proteger y salvaguardar la vida de los colombianos, para neutralizar acciones terroristas en las vías a nivel nacional, garantizar la movilidad de los ciudadanos, es un programa unificado entre ejército y policía nacional (récord 00:22:40 a récord 00:25:06).

La jurisdicción de la segunda división, según la directiva ministerial 029 de 2011, tenía un tramo de 58 kilómetros, entre Sardinata y Ábrego, con apoyo de la policía nacional; antes su tramo era de 85 kilómetros, la jurisdicción también dependía de la agregación del Meteoro, (récord 00:34:02 a récord 00:36:40, pista 1). Explicó que estas unidades motorizadas deben hacer movimientos tácticos que se llamaban saltos vigilados o registros en profundidad, tanto lateral derecho como izquierdo, al frente o a la retaguardia, para evitar atentados terroristas con la unidad motorizada sobre el trayecto que llevan, razón por la cual cuentan con 106 soldados (récord 00:38:00 a récord 00:39:06, pista 1); cuentan con un kit de retén reglamentario; se deben identificar en sus uniformes, chalecos reflectivos, polainas, paletas de pare y siga, etc., su regla de oro es la identificación con su kit en los retenes, siendo obligatorio (récord 00:39:38 a récord 00:41:10, pista 1).
Añadió que la esencia de los resultados operacionales de este Plan es la seguridad en las vías, control vial, si se presenta un combate, están entrenados para la reacción; añadió que si había resultados, o si el soldado en un acto de valor hace algo significativo, se premiaba, pero no solamente con envío al Sinaí y no por una baja en combate, sino por sus capacidades, y profesionalismo, apuntó que las unidades de los planes meteoro casi nunca un soldado iba al Sinaí, precisamente por la misión que cumplían y por el trabajo a presión ejercido (récord 01:03:55 a récord 01:08:31, Pista 1).

En lo atinente a abastecimientos y parte administrativa de la compañía, expuso, que las divisiones estaban conformadas con un batallón de apoyo y servicios para el combate, orgánicos de las brigadas, la división agrega la unidad a una brigada, ésta a su vez se la segrega a un batallón donde tiene un área de operaciones, el cual se encarga de abastecerlo y apoyarlo. 

Precisó que, normalmente esos batallones son las unidades rectoras en la parte administrativa, es decir, sueldos, intendencia, armamento, apoyo logístico, abastecimientos de combustibles y alimentos. Puntualizó qué: “…si está agregado a un batallón de infantería, ese batallón de infantería en ese momento es el responsable para apoyarlo en lo que necesite la unidad, por intermedio del batallón de servicios…”. En el específico tema de la agregación de los meteoros, la directiva ministeriales, se dice que los responsables de la agregaciones de estos eran las divisiones, las cuales se hacen mediante documentos, todo va con una orden de operaciones, sea de la división a la brigada, o de ésta al batallón o de éste con una misión táctica (récord 01:09:57 a récord 01:13:45 pista 1).
Más adelante indicó que la división agrega el Plan a una brigada y esta se lo segrega al batallón, siempre debe haber una unidad superior para el control militar y administrativo, ya que se trata de una unidad móvil, sin jurisdicción, situación sustentada con documentos, ya sea una Orden de Operaciones, si es de la brigada, o si de un batallón una misión táctica (récord 01:14:08 a récord 01:16:17 pista 1). 

Indicó que las ordenes del ejército se daban escritas o verbales pero  en las operaciones prevalece el documento (récord 01:17:43 a récord 01:18:12 pista 1). Añadió que los planes meteoro debían reportarse a las unidades a las cuales habían sido agregadas o segregadas, todos los días, mañana, medio día, tarde y noche, las 24 horas; que había un control y un oficial de operaciones tanto en la división como en la brigada y en el batallón, quienes hacen el seguimiento tanto al enemigo con inteligencia como a las unidades; igualmente los movimientos de los pelotones de esa compañía, debía conocerlos la unidad a la cual estaba agregado o segregado, para no tener fuego amigo, en coordinación con los oficiales de operaciones (récord 01:18:30 a récord 01:20:27 pista 1).
Indicó que las compañías meteoros desde el momento de su agregación dependen en todo sentido del batallón, lo que implica que el comandante del batallón es responsable de la misión que vaya a cumplir esa Unidad (récord 01:25:36 a récord 01:26:12); los cuadros de mando del meteoro ubicados en el área, pueden realizar actividades de verificación de una información que les llegue, si tiene que ver con el tramo de responsabilidad, registran con apoyo y coordinación de las unidades que están en profundidad; con la información obtenida en el área, todos los días se realizan boletines de inteligencia y todos los días se debe hacer reunión operacional; el plan meteoro debe tener una red de cooperantes, sobre la vía y sobre los flancos de las vías, pueden manejar fuentes humanas, o el batallón los apoya en esos medios, la inteligencia va y los apoya y tiene todos sus analistas a la misión que vaya a cumplir, verifican la información, la recolectan, la llevan al S2, la analizan  y la convierten en una operación militar; respecto de una proclama, aseveró que si se trata de un punto de control se informa la revisión del vehículo, si es un registro y se ve una amenaza se lanza la proclama de inmediato e inicia la reacción, para evitar que la unidad asesine a una persona que no sea un terrorista, indefenso, como un grito de guerra, se lanza para tener la tranquilidad de que sí hay un enemigo y no cometer un hecho lamentable, y si son  recibidos con fuego, se responde con fuego; los meteoros cuentan con visores nocturnos; pueden actuar ante el clamor de los ciudadanos que requieran de su ayuda (récord 01:21:11 a récord 01:37:31 pista 1).
Como vemos el oficial  permitió conocer de manera precisa la causa de la creación de los grupos Meteoro, su marco legal, la estructura de los mismos, su dotación, su parque automotor y su misión centrada en la seguridad vial nacional, entre otros aspectos.

Ratificó lo expresado por los  Generales en relación con las siguientes situaciones: i)  que las compañías meteoros desde el momento de su agregación dependen del batallón, lo que implica que el comandante del batallón es responsable de la misión que vaya a cumplir esa unidad, no se manejan solas; aunque este coronel clarifica que la Brigada 30 segrega el plan vial meteoro y lo agrega al Batallón Santander, ii) deben estarse reportando constantemente al comandante de la unidad militar a la cual están agregados o segregados, por cualquier medio; iii) con la información recolectada en el área debe elaborar boletines diarios así como hacer reuniones operacionales diarias; iv) debe apoyar al ciudadano que lo requiera, pero tratándose de extorsiones o conductas de conocimiento de la policía o de los grupos GAULA, dijo que era preferible asesorar a los ciudadanos y proporcionarles los datos de ese organismo o de la policía para que acudan allí, además, dejó claro que estas compañías tienen definidos los tramos, teléfonos y ubicaciones de sus homólogos de la policía, pero ante una situación inminente y en cumplimiento de la misión constitucional deben apoyar al ciudadano, en este último aspecto difiere de lo aseverado por el General Suárez Bustamante, quien acerca del conocimiento de las extorsiones, dice, son las autoridades de policía.  

Si ello es así, para el Despacho queda en claro que la actuación del mayor Quijano Mariño, no se ajustó al deber ser castrense, no sólo tomó la decisión de convertir en inteligencia, una información de una persona a la cual aparentemente la delincuencia común estaba extorsionando, sino que hizo caso omiso de los reglamentos y manuales a los que debe sujeción y obediencia, pues no sólo las múltiples contradicciones en que incurrieron los miembros de la familia Mogollón, como lo veremos más adelante lo desmienten,  estas personas cada una a su acomodo expuso haber puesto en conocimiento de miembros del ejército la presunta extorsión de  que venía siendo objeto a las que los tenían sometidos integrantes de presuntamente las águilas negras, como ya se resaltó, sino que además en los informes del teniente Vargas Cortés quedo plasmado que su labor de  verificación o registro y control de área lo fue a raíz de la información vía telefónica que obtuvieron de su red de cooperantes, lo que de ser cierto, como lo manifestó el Coronel Matamoros, era una información que no requería del despliegue inmediato y urgente de tropas, sino que fácilmente era posible el dar aviso a la policía o GAULA, para su atención, además como veremos más adelante, según las declaraciones recibidas a la familia Mogollón, ésta venía siendo extorsionada dos meses atrás.

Acerca de la documentación que soportó la supuesta operación militar que parapetó el homicidio de Fair Leonardo Porras, la señora Ariacna Lara Contreras (sesión de audiencia de los días 19, 20, 21 y 22 de diciembre de 2011), en despliegue de funciones investigativas recolectó una serie de documentos que dan cuenta de la misma,  investigadora criminal del C.T.I. de Cúcuta, Unidad de Derechos Humanos, cuenta con el curso básico de policía judicial, grafología, lofoscopia, ciencias de la criminología, y otras capacitaciones.

(Récord 00:13:30 – 00:21:40 pista 2, 19 de diciembre de 2011) Participó en el caso de Fair Leonardo, desde el inicio de la investigación, el 26 de septiembre de 2008, por orden directa de la Unidad de Derechos Humanos, en razón al rumor de la desaparición de unos jóvenes que luego de ausentarse de sus hogares en Soacha, aparecían muertos en la ciudad de Ocaña; en la primera semana de octubre de 2008, es asignada a la Unidad de Derechos Humanos de Cúcuta.  Inicialmente dice se trataba de 11 víctimas originarias de Soacha y unos jóvenes de Cimitarra, llevó  5 casos, entre ellos el de Fair Leonardo Porras, para efectos de una misma cuerda criminal.

De la documentación acopiada por la testigo, por ser de interés para el proceso se resalta:

- La prueba 61, Orden Semanal 003 del Comando Compañía Motorizada Vial #3 para la semana comprendida entre el 12 y 18 de enero de 2008, tal y como lo señaló la investigadora, después de hacer un estudio se observa el yerro en el nombre de la operación, la cual mencionan como “Apolo”, siendo que se trata de la operación “Soberanía”, circunstancia ante la cual la doctora Yuly Melo Lugo, manifiesta que se trató de un error de transcripción, lo cual quedó fijado por la misma investigadora; manifestó que la persona que le proporcionó ese documento, dijo que se había tratado de un error de transcripción, ya que se trabajaba sobre formatos.

- Frente a la prueba 62 y 64, se trata de  la recomendación que se hace del Soldado Profesional Zapata Roldan Carlos Antonio, por la participación que tuvo, entre otras, en la misión táctica del 12 de enero de 2008, la cual es llamada “Marfil”, y de cómo esta persona es enviada al Batallón Internacional “Colombia” en el Sinaí, demostrando con ello que, si bien, ese hecho no fue el único que permitió el traslado al Sinaí,  formó parte de la recomendación.

- La prueba 63, trata del acta  de legalización de munición, tal y como lo señaló la investigadora en su estudio, permite determinar quiénes participaron en los hechos del 12 de enero de 2008, pues en ella aparecen reportando gasto de munición, los señores Diego Aldair Vargas Cortes, Carlos Manuel González Alfonso, Richard Ramiro Contreras Aguilar, Ricardo García Corzo y Carlos Antonio Zapata Roldan, con esta prueba se ubica a estas personas disparando en el “combate” del 12 de enero de 2008.

- La Lista de Plana Mayor 2007 y 2008 (prueba 65),en esta se refiere que para el mes de octubre de 2008, el jefe de la Sección Segunda era el Sargento Viceprimero Carlos Alberto Obando Sandoval, toda vez que Sandro Mauricio Pérez, había sido trasladado al Batallón Contraguerrilla 104, en el mes de junio, razón por la cual ya no era parte de dicho estamento, y no tenía por qué estar en dichas instalaciones al momento en que se realizaron las inspecciones de policía judicial, pues este señor atendió en el S2 a los miembros del grupo investigador, lo cual como veremos más adelante es corroborado por el testigo Obando.

- En relación con la Orden del Día 008 del 10 de enero de 2008 (prueba 66), se tiene que el suboficial criptógrafo nombrado en el turno del 11 de enero a las 7:00 y hasta el 12 de enero de 2008, a las 7:00, era el Cabo Tercero Rivas Palacios John Lewis, pero resalta la investigadora, que extrañamente uno de los documentos que esta persona debía firmar en función de ese cargo, la ampliación del anexo de inteligencia del 11 de enero de 2008 (prueba 40), fue firmado únicamente por el sargento Sandro Mauricio Pérez, no hay firma del suboficial criptógrafo que lo autentique, lo que, de acuerdo con al análisis elaborado por la investigadora, pone de presente su afirmación de que varios de los documentos fueron creados para ser presentados en la inspección que realizaron los diferentes entes de control y vigilancia, resultando ser un documento espurio, con el cual se pretendió dar visos de legalidad a un combate que no existió. 

- Frente a la conclusión a que llega la investigadora, de que la firma del Sargento Viceprimero Gutiérrez Álvarez Hugo Fernando, que aparece en la Misión Táctica “Soberanía”(prueba 55),  no corresponde con los que aparecen en los INSITOPS, y que Sandro Mauricio Pérez, le dijo que las firmas no concordaban porque esos INSITOPS fueron elaborados para ser presentados en las inspecciones de la Fiscalía,  acotándose que de la prueba 65, se extrae que para la fecha de la primera inspección del personal de la fiscalía, es decir, en octubre, el Mayor Estupiñan ya no se encontraba en ese batallón, pues había sido trasladado al Batallón Contraguerrilla 118 en el mes de julio de ese año, pero se observa que en el Insitop del 11 de enero, aparece firmando esta persona en remplazo del Comandante del batallón, Teniente Coronel, Álvaro Diego Tamayo Hoyos, quien el 10 de enero de 2008, viajó a Bogotá, lo cual hace significar, que si los Insitops que aparecen del 11 al 13 de enero de 2008, son falsos, la firma del Mayor Estupiñan, es falsa ya que no se encontraba para esa fecha.

- De los documentos recolectados mediante inspección a lugar del 28 de noviembre de 2008 (prueba 67), es decir, el Diario Operacional del S3 y el Libro de programa de comandante Batallón 15 General Santander, dijo la investigadora que su importancia radica en que en el primer documento no se anotó el combate, y es que resulta ilógico para el Despacho, que se pase por alto, tan importante acontecimiento, máxime si en el libro citado, acorde con el Manual de inteligencia, se registra toda la información de interés en sentido cronológico, allí no hay anotaciones del 12 de enero de 2008, fecha en la que ocurren los hechos. 

- Frente al Libro Programa de Comandantes, en el cual se registra la hora de combate a la 2:20 a.m. del 12 de enero de 2008, difiere del registro dejado tanto en el informe del primer respondiente (prueba 2), como en el informe al CTI (prueba 4) que realiza el Teniente Vargas Cortes, en el cual se plasma que el hecho ocurrió a las 2:30 a.m. del mismo día; si bien como resalta la testigo, que en la doctrina militar el horario está debidamente sincronizado, la inconsistencia en tal hora se observa es en el Libro de Programas Comandante, el cual no era llevado por ninguno de los acusados, la información allí consignada la registró otra persona, diferente a los acusados, podría tratarse de un error que no fue suyo, no existen elementos que permitan inferir que dicho error fue inducido, y que aun siendo así,  qué se pretendía lograr con ello, no se encuentra el poder persuasivo como lo indica la investigadora.

- En el Libro Programa de Comandantes de Brigada, el 11 de enero de 2008, se ordena (en un aparte del folio 394) que esa noche y mañana no haya movimiento motorizado, que el comandante de pelotón es el responsable de emitir la apreciación de situación y desarrollar las situaciones tácticas emitiendo las recomendaciones, con ello se demuestra la transcripción de lo que informa al comandante de la Brigada 30, por línea de mando. 

- Del informe de inteligencia del 11 de enero de 2008 (anexo de la prueba 68), se tiene, que la testigo hace ver que este documento se creó para la inspección de la fiscalía y los demás órganos, en remplazo del boletín de inteligencia 011 de la misma fecha, siendo que según la doctrina militar, por cada día se elabora un boletín de inteligencia, el cual va numerado con la fecha, estando ausente el del 11 de enero, corroborando así que estos documentos fueron efectivamente creados para ser presentados en la inspección de las diferentes entidades de control y vigilancia. No de otra forma se puede explicar su ausencia, más aún si como veremos más adelante Sandro Mauricio Pérez hizo presencia en el batallón “Santander” para  octubre de 2008; y de acuerdo con los comentarios que dice la investigadora le hizo Sandro Pérez, conduce a la ausencia del documento.

- Respecto al anexo de inteligencia a la Ordop Soberanía del 1 de enero de 2008 si bien la investigadora, recaba en que, tratándose del mismo documento recolectado por Amparo Mogollón, y Jesús Tadeo Ríos, presenta diferencia en las firmas(prueba 56),  al proceso le importa el contenido del mismo, lo cual ocurre en el presente caso, pues de no ser así, si estaríamos ante un documento creado con posterioridad con el fin de presentar un nuevo hecho o alterar el ya existente; el contenido, se logró establecer es el mismoy si bien, en este caso no se tomaron copias fotostáticas del documento original, no se puede descartar que para utilizar un documento puede ser nuevamente imprimido y firmado por la misma persona, eso de por sí  no lo hace un documento falso.

- Frente a las verificaciones que hizo en la Fiscalía Seccional de Ocaña, respecto a las pesquisas que allí se adelantaban por unos hurtos en los que estaban relacionados algunos militares, y que se recolectaron interrogatorios y entrevistas del señor Wilmar Barbosa Alvernia (prueba 69), tenemos que estas declaraciones ya fueron introducidas en el juicio y ya fueron objeto de análisis.

- En relación con las Órdenes de Operaciones Soberanía y Emperador, en las cuales se enmarcó la Misión Táctica “Soberanía”, tenemos que tal y como lo señala la testigo, se demuestra la línea de mando, en su composición, al batallón Santander estaba asignado el plan Meteoro, y que dentro de estas órdenes de operaciones, de acuerdo a su naturaleza, se enmarcaban las misiones tácticas, que como lo refirió el General Suárez Bustamante, así se daban cumplimiento a las órdenes de operaciones, por medio de  misiones tácticas, que para este caso son los de control militar de área, su marco era la “Soberanía”. 

- En lo atinente al radiograma 0003 (prueba 70), se demuestra que entre éste y el radiograma 149 (prueba 57), debe existir una sincronía, pues por este medio se busca informa sobre los resultados operacionales, a los mandos superiores, es así que con el radiograma del Batallón Santander, se informa a la Brigada 30, y con el radiograma de la Brigada 30 se informa a la División 2ª, y es en el lapso entre la brigada y la división, que varía la información, por ende no es un error que se pueda atribuir tanto al personal responsable del batallón Santander, como al  Plan Vial Meteoro,  por lo que  el Despacho considera que no resulta pertinente la prueba para  demostrar alguna falencia en el caso que nos ocupa.

- La testigo expresó que mediante inspección a lugares (prueba 74), se logró establecer el vínculo marital entre Sandro Mauricio Pérez Contreras y Luz Mariela López Contreras, hecho que  ya fue tenido en cuenta en el análisis de la prueba link

- Frente a las pruebas 75, 76 y 77, tenemos que se encuentran relacionadas entre sí, y tratan de la solicitud de pago de recompensa  información,  y el respectivo trámite que se surtió de la misma; se allega el acta 004 del 31 de enero de 2008, se menciona que se efectúa el pago de información obtenida el 20 de enero de 2008, en la Sección 2ª del Batallón Santander. El Juzgado encuentra  que no existe la relación que menciona la investigadora, o que ese pago que se registra en ese documento, sea producto del resultado operacional del 12 de enero de 2008; ahora bien, frente a la solicitud de pago que se hace mediante oficio 000126, tenemos que la misma se hizo  con base en los hechos que dieron muerte al señor Fair Leonardo Porras, en la vereda la Soledad, y mediante anotación del libro acta pago de informaciones, para el 31 de enero de 2008, renglón 15, aparece el pago de recompensa de $1’500.000, por información obtenida en el desarrollo de la misión táctica soberanía, es decir, que existió un beneficio por el resultado operacional que dio con la muerte de Fair Leonardo, resultando contradictoria la respuesta dada por el Teniente Coronel Álvaro Diego Tamayo Hoyos, a la Procuraduría General de la Nación, mediante oficio 003068 del 5 de octubre de 2008 (prueba 82), en la que expresó que de las misiones tácticas Estocada, Soberanía y Muralla, desarrolladas en los meses de enero y marzo de 2008, no se hicieron pagos por conceptos de recompensas o suministro de informaciones y realmente no existe un documento que dé cuenta de que se hizo ese pago por los hechos del 12 de  enero de 2008 pese a que se hizo la solicitud. 

- Mediante las certificación de personal del S2, que obran como pruebas 78 y 79, tenemos que se encuentran relacionados los señores Sandro Mauricio Pérez, Zapata Vera Edwar, Chaparro Holguín Sergio, Rivas Palacios John, Ríos Díaz Medardo, Medina Jairo (Joiro) Obdulio y Palomino Ballesteros Dairo, coincidiendo con lo relatado por Wilmar Barbosa Alvernia, en entrevistas y declaraciones, que algunos miembros de la banda a la que pertenecía, eran integrantes del ejército y laboraban en la Sección 2ª, más exactamente  Palomino, Zapata y Ríos, que no son otros que Dairo José Palomino, Edwar Zapata Vera y Medardo Ríos Díaz, relacionándose  además  estas personas con la existencia y pertenencia a una banda criminal que asolaba la población de Ocaña y sus alrededores, lo cual ya quedó fijado en el proceso.

- En la prueba 80, Libro Comandante de Guardia, en el cual se registran todas las novedades que se presentan en la entrada del batallón Santander, entre ellas las entradas y salidas del personal, a folio 1364, 11 de enero de 2008, siendo las 7:38 de la noche, sale el vehículo Trooper habano, de placas FSV 761, y que según manifestó el mismo Sandro Mauricio Pérez a la investigadora, lo hizo en compañía de Medardo Ríos y alias “Guajiro”, siendo este último, Medina Joiro, con el fin de realizar la entrega de la víctima, es decir, de Fair Leonardo Porras, es coincidente con lo manifestado por Pedro Gámez, en el sentido de cómo operaban estas personas para entregar a las víctimas.

- En la copia del Libro de anotaciones de entrada y salida de vehículos Militares del Batallón Santander, de enero de 2008 (prueba 81), a folio 3 renglón 31 y 32, día 12-01-08, se registra la salida del Trooper habano, placas FSV 761, conductor SLP Cabezas, y de la NPR gris, placas EDD 215, con hora de entrada 08:15, y salida 10:55, destino Ábrego, hecho que es coincidente con la anotación del libro de Guardia, folio 1366, renglón 5, en el que se registra la salida de este vehículo a las 9:00 de la mañana, rumbo a la Fiscalía, suyo motivo no era otro que el de recoger al personal de CTI para realizar el levantamiento de cadáver. Se observa por parte del Despacho, que si bien aparece  la hora de salida a las 10:55 de la mañana y la hora de ingreso a las 8:15 de la mañana, parece que esa contradicción obedece a un error en la nomenclatura de la casilla, pues en todas las anotaciones se registra que la hora de salida de los vehículos, es posterior a la hora de ingreso, lo cual implicaría que todos los rodantes ingresaban al día siguiente. 

- Frente a la constancia que allega Coopetran (prueba 83) y el anexo de ésta (prueba 84), en la que dan cuenta de unos giros de dineros realizados por Medardo Ríos, desde Ocaña, a Sandro Mauricio Pérez Contreras, en la ciudad de Cúcuta, para el 2 de octubre de 2008, y que con ello se prueba la presencia de éste último en dicha ciudad, pero observa el Despacho, que mas allá de probar la ubicación de esa persona, no tiene entidad probatoria distinta, ya quedó este hecho fijado en el proceso.

- De la inspección que realizó en la Procuraduría General de la Nación, para el 16 de julio de 2009, en la que se obtuvo un CD con las imágenes del cuerpo de la víctima, en el sitio de los hechos, así como del arma y el cargador, la cuales luego de observadas, son similares a las tomadas por el agente del CTI Miguel Ángel Mejía.

- Respecto a la certificación que allega la empresa de transporte intermunicipal Brasilia (prueba 86) y el pantallazo de consulta de tiquetes, encontramos que efectivamente, para el 9 de enero de 2008, Alexander Carrero Díaz viajó a “Aguas Claras”, Norte de Santander, hecho ya probado dentro del proceso.

Con la finalidad de demostrar su teoría del caso la defensa allegó los siguientes testimonios: se presentó al testigo Sergio Jácome Pérez (sesión del 16 de enero de 2011, desde el minuto 5 de la pista 2), agricultor del municipio de Ábrego. (récord 00:8:00 a récord 00:11:30 pista 2) Refirió que siempre ha vivido en Ábrego, en la finca “La Soledad”, vereda “Campanario”, la cual colinda con el aeropuerto y la vereda “La Soledad”, entre otras; ha vivido con sus padres Ramón y Hesilda, y con su señora Yolanda Vergel Pérez.

(Récord 00:12:00 pista 2) Relató que en diciembre de 2007, se encontraba con su padre en la finca cuando una mañana, aproximadamente a las diez, llegaron dos tipos en una moto pidiendo dinero, su progenitor les dijo que no tenía, y ellos insistieron que venían por una vacuna de $10’000.000, discutieron y se fueron, luego regresaron, él estaba en la finca y el de la moto le dijo que si no le entregaba la plata se le llevaban a un hijo, discutieron por 5 minutos y se fueron, mientras él se fue para la casa. (Récord 00:46:00 a récord 00:47:00 pista 2) Luego aclaró que la persona que llegó en la moto a la finca a cobrar la extorsión, lo hizo en el 2007 y primero habló con su papá, y para enero del 2008, lo hizo con él, (récord 00:48:55 pista 2) no pagaron nada porque no se alcanzó a negociar con ellos.

Al día siguiente cuando se dirigía hacia la finca, militares le dijeron que la noche anterior habían tenido un enfrentamiento, en el cual dieron de baja a un extorsionista, tras lo cual regresa a su casa e informa a su padre, meses después, salió en el periódico del pueblo una foto en blanco y negro del delincuente, y su progenitor le indicó que correspondía al sujeto que lo había extorsionado, y él asintió que se trataba de la misma persona. (Récord 00:01:17:00 pista 3) Sobre el periódico, explicó que lo vieron con el papá en la casa, y analizaron que era el tipo que había ido a extorsionarlo, pero no dijeron nada al batallón por temor, además de que su papá era quien tenía relaciones con el ejército, entonces, luego de ver la foto, fueron a Ocaña a la notaría porque vio que los soldados tenían problemas, pues mencionaban que se trataba de unos falsos positivos o falsas víctimas.

Precisó que los 2 delincuentes que les pidieron plata, se transportaban en una moto negra DT (récord 00:15:30 pista 2), y las exigencias fueron para los meses de diciembre y enero (récord 00:16:20 pista 2). Sobre el que llevaba la moto, dijo, era agarradito o boludito, poca barba, poco bigote, ojos claros, chaqueta negra, no llevaba casco y el de atrás no se dejaba ver, pero era gordito; no se identificaron pero se comentaba que podían ser de las Águilas Negras. Anotó que al conductor de la moto se le veía un bulto en la pretina, al lado derecho, como si portara un arma; (récord 00:18:35 pista 2) expuso que en Ábrego se presentaban extorsiones pero nadie denunciaba por temor a retaliaciones; acotó que de su finca a al lugar del enfrentamiento hay de 300 a 400 metros.

(Récord 00:25:30 a 00:28:35 pista2) Al testigo le fue exhibida la fotografía de primer plano de las que conforman la prueba 19, en la cual reconoce a Fair Leonardo Porras, como el sujeto que lo extorsionó, de quien dice conducía la moto, y observó en dos ocasiones, en enero de 2008 y diciembre del 2007.

(Récord 00:29:25 a 00:32:30 pista 2) Señaló que en el lugar del enfrentamiento había cultivos de tomate, maíz y tabaco, propiedad de Urielso Reyes Torrado, especificó que el de tomate tenía media hectárea, con unas 5.000 matas de tomate, en 75 surcos, (récord 00:31:45 pista 2) indico que después de los hechos habló con Urielso Reyes Torrado, quien le contó que se le había dañado una parte del cultivo de tomate.

(Récord 00:32:50 pista 2) Recordó que ya había sido víctima de la violencia, pues su padre y él fueron secuestrados por el EPL y el Ejército Revolucionario RP, debiendo pagar rescates hasta de $60’000.000, pese a lo cual han permanecido en el municipio de Ábrego porque son agricultores. (Récord 00:36:20 pista 2) No conoce a los acusados.

(00:39:40 pista 2) Agregó que denunció la extorsión, cuando se lo llevaron a él y al papá, pero el último hecho no lo denunció por temor a una masacre, o porque los desplazan del pueblo o el campo.
(Récord 00:41:15 pista 2) De lo ocurrido el 12 de enero de 2008, se enteró porque se dirigía a la finca a las 4:30 de la mañana, observó un reten en la carretera y un soldado le informó. (Récord 00:43:00 pista 2) Añadió que en esa región operan el ELN, EPL, FARC, delincuencia común y autodefensas; luego de los hechos continuaron los brotes de violencia con los “Urabeños” y los “Rastrojos”.
(Récord 01:04:00 hasta el final de la pista 2) Rememoró que en marzo de 2011, en el barrio “La Piñuela”, Ábrego, rindió una entrevista con quienes se presentaron como funcionarios del CTI, en la cual dijo no haber sido objeto de secuestro o extorsión, por miedo, no sabía si realmente eran funcionarios del CTI, y su familia le dijo que no hablara, razón por la cual en la entrevista dijo que no podía asegurar que la (víctima) era de la zona, y que no lo vio el día de los hechos.

(Récord 00:20:00 a 00:24:50 pista 3) Reconoció el contenido de la entrevista, y en relación con las extorsiones que sufrió en el 2007 y 2008, en la entrevista al CTI manifestó que no había sido objeto de las mismas en ese sector porque no pensaba que era para esta causa.

(Récord 00:30:25 pista 3) En lo atinente a la persona que murió en el sector, en la entrevista manifestó “…no podría decir ni asegurar si el señor fue el que murió en ese enfrentamiento, era el mismo fue pasando la zona de mi papá, mi papá era el que tenía relaciones con el ejército nacional de Colombia para situaciones de protección ya que no hubo nada recuerdo para el año 2008”. Añadió en la entrevista que (Récord 00:35:00 pista 3) “…yo lo veía pasar en la moto pero nunca se llegó a reconocer, sólo ese día iba subiendo para la finca…”. Interrogado sobre cuál de las dos versiones era la cierta dijo que se le debe creer a lo dicho en la audiencia. 
(Récord 00:45:50 a récord 00:48:07 pista 3) Posteriormente en declaración rendida en la Notaría 2° del círculo de Ocaña, el 30 de octubre de 2008, por solicitud de los investigadores de la defensa, manifestó que dijo la verdad, porque vio en televisión que estaban involucrando a unos soldados en un combate en Ocaña, luego analizó que esas personas no eran ovejitas, y que se estaban presentadas como buenas; en el periódico vio con anterioridad la foto de Fair Leonardo.

Este testimonio analizado a la luz de la sana crítica no se ofrece confiable, resulta inconsistente, carente de detalles y contradictorio con lo manifestado por el mismo deponente en entrevistas anteriores.

Sobre las extorsiones de que fue víctima junto con su padre, durante los años 2007 y 2008 pese a que sostiene en el juicio que sí ocurrieron, en entrevista ofrecida a los investigadores del C.T.I., en marzo de 2011, indicó que esto no había sucedido, y si bien pretende explicar que lo hizo porque no sabía si se trataba efectivamente de funcionarios del C.T.I. o de los mismos delincuentes, porque sintió temor, o porque no sabía que se trataba de estos mismos hechos, si bien resulta razonable que no se sintiera seguro de que esos funcionarios fueran quienes decían ser, las demás explicaciones no son de recibo, pues la verdad no puede ser para una situación y para otra no, si los hechos son reales, siempre tiene que ser los mismos, independientemente de a quien se esté juzgando o quien sea la víctima, es un deber de los ciudadanos declarar la verdad de lo que les conste. 
Frente al temor que manifestó tener en ese momento pues no sabía si se trataban de los mismos delincuentes, debe decirse que para la época de la entrevista había trascurrido más de 3 años de la ocurrencia de los hechos, sin que hubiese seguido siendo objeto de extorsiones o amenazas, además como lo resalta la representante judicial de las víctimas no resulta entendible cómo si vino a declarar al juicio, sabiendo que iba a ser interrogado por autoridades estatales.
De otro lado llama la atención sus aserciones de que frente a la extorsión de la que fueron víctimas tanto él como su progenitor, en la que supuestamente participó Fair Leonardo Porras, a quien reconoció en la fotografía exhibida, ni él ni su padre denunciaran ante las autoridades, especialmente si tenemos en cuenta que, el depondente manifestó que su progenitor tenía relaciones con el ejército al cual acudía por cuestiones de seguridad, entonces, si ello era así, lo lógico era que pusiera en su conocimiento lo acaecido, dada esa relación de confianza, pero vemos como meses después, su zozobra se desvanece, pues en un acto de valor, y dejando al lado el temor por su vida, rinde declaración juramentada en una notaría, con el fin de defender la honra de los miembros del ejército, pues según él, ve que los soldados tenían problemas, ya que estaban siendo sindicados de los "falsos positivos" o "falsas víctimas". 
Esas variaciones de ánimo que expresa el declarante son indicativas de su interés de solidaridad con los militares, no sólo por la cercanía de ellos con su familia como lo admitió sino porque con antelación fue sujeto pasivo de conductas punibles de gravedad, lo que devela cuando compara a los delincuentes con los militares para decir que los que aparecían muertos no eran personas de bien, al expresar que vio en la televisión que estaban involucrando a unos soldados en un combate en Ocaña, luego analizó que esas personas no eran "ovejitas", y que se estaban presentando como buenas.
Nótese además que él manifestó que habló con el dueño del terreno Urielso Torrado, acerca de que no presentaron daños los cultivos de tomate,  y se demostró en el juicio que el propietario de los mismos es Luis José Torrado. 

Sobre el reconocimiento de Fair Leonardo Porras en la fotografía que se le expusiera, es claro que el testigo ya había observado la publicada en el periódico, la cual, según adveró, analizó junto con la noticia con su padre, por tanto resulta irrelevante, además que no se acreditó en el proceso que Fair condujera motocicleta.

En conclusión, las atestaciones del señor Sergio Jácome, no son confiables, con fundamento en la razones expuestas.
Igualmente se trajo la declaración del señor Luis Felipe Mogollón, vertida en entrevista registrada en sistema de audio, a través del investigador Eduardo José Lozano Brunal (testimonio registrado en la pista 2 del 25 de enero de 2012) como prueba de referencia, dado que se demostró su fallecimiento con copia de su registro de defunción, el cual ingresó a la actuación con el investigador Juan Miguel Angarita, quien manifestó que le fue entregado por la señora Évila Gracés, del cual se hizo lectura, constatándose su desceso en la vereda “Palmarito”, municipio de Pueblo Bello, el 11 de junio de 2010 (récord 00:59:00 a 01:00:20 sesión del 30 de enero de 2012) (prueba documental 5 de la defensa), a tono con lo dispuesto en el artículo 438.d del Código de Procedimiento Penal.

(1:51:00 – 1:52:20 pista 2) Explicó que durante el registro de la entrevista ofrecida por Luis Felipe Mogollón, el 3 de octubre de 2008, estaban presentes su esposa Évila Garcés y su hija Regina, a quien les pidió el favor de que se alejaran del sitio al igual que a los soldados que allí estaban, pero cuando cuando llevaban 10 o 15 minutos, ellas ingresaron y le indicaron algunas fechas, ante lo cual les hizo un gesto para que guardaran silencio. Se escuchó la totalidad de la entrevista. 
Para el momento en que declara vivía en Estados Unidos, corregimiento de Becerril, departamento de Cesar, analfabeto, casado con Évila Garcés, con 5 hijos, agricultor.

Relató el señor Mogollón, que llegaron a vivir a esa población, provenientes de Ábrego, vereda La Soledad. Allí residió en una finca de un primo hermano (00:5:50 de la entrevista), sitio que, tuvo que dejar junto con su familia, debido a amenazas que recibió. (Record 00:6:20 de la entrevista) Sobre el particular, refirió que a comienzos de noviembre de 2007, se les presentó un grupo de 5 personas a cobrar la vacuna, entiende que se trataba de las Águilas Negras, porque operaban en la zona, (récord 00:7:00 entrevista), él les contestó que no iba a pagar porque no tenía plata, ante lo cual replicaron los sujetos no era su problema, y obligatoriamente debía pagarla, concediéndole un plazo de 8 días para conseguir los $200.000 exigidos, ocurrido el cual, regresan, y les da el dinero. Los delincuentes expresaron que volverían al mes siguiente. (record 00:08:15 entrevista) Cuando llegaron por la siguiente cuota les comunicó que no contaba con dinero para cancelarles, pues solamente conseguía para la comida. 

Explicó que denunció ese hecho en el ejército, el 10 de enero de 2008 (en este punto de la entrevista, el señor Luis Felipe Mogollón manifiesta que presenta el denuncio en el mes de diciembre de 2007, pero una voz femenina le corrige y le dice que fue en enero de 2008), que habló con el Coronel Tamayo, a quien le dijo: (récord 00:9:10) “mi Coronel me pasa una cosa, a mi casa llegó una gente que si yo no le doy una plata me matan”, él no le creyó, le dijo que iba a hablar con las tropas, al ver que no llegaba la ayuda, habló con el Mayor Quijano en Ábrego cerquita de donde estaba, y le comentó que (récord 00:09:40) “…a la casa llegaron esa gente que si no les pagaba me matan…”, que para comprobarlo fueran a la casa que ellos estaban ahí, entonces no le hicieron caso, y a lo último al ver que sus hijas Olga Regina y Sonia Milena volvieron, enviaron la tropa, y esas personas al verla, se fueron del sitio; (récord 00:10:15) se reunieron en la tarde en la casa, el ejército estuvo cerca brindándoles protección a él y a la familia, luego cuando se acuestan a dormir, a eso de la 1:00 o 2:00 de la mañana, del 12 de enero (pese a que inicialmente dice 10 de enero y es corregido por una voz femenina), a las 8:00 de la mañana, sale, se encuentra con la tropa, pregunta sobre lo sucedido, y le responden que le dieron de baja a un bandolero de esos, exhibiéndole una foto en la cual reconoce al sujeto que estuvo en su casa, junto con uno gocho de la oreja, pues, pese a que le tocó volarse y esconderse, de lejos lo alcanzó a ver bien y por eso lo reconoce.

Adicionó (récord 00:11:50) que luego de lo sucedido, el 13 o 14 de enero, lo llamaron al celular, el cual quemó, para amenazarlo, indicándole que por su culpa habían sucedido las cosas, y que estaba una cuotica pendiente, que de esa no se escapaban, pese a lo cual pidió ayuda al ejército mientras recogía sus pertenencias para irse, lo cual sucedió el 16 de enero (fecha que es recordada por una voz femenina) y que no regresó hasta la fecha en la cual concede la entrevista, inclusive no tenía intención de regresar temiendo que se tratara de una trampa, pero por ser en el batallón, se presentó.

(Récord 00:13:50) Le fue expuesto un artículo del periódico “El Tiempo”, del 28 de septiembre de 2008, acompañado de una fotografía en la cual, reconoce a Fair Leonardo Porras, como una de las personas que estuvo en su casa, dijo que no habló con él, pero si estuvo el 10 de enero en la casa, después de lo cual no lo volvió a ver, y corresponde a la foto en el celular del soldado, (récord 00:16:00 – 00:17:40). Manifestó que la exigencia dineraria la hizo el señor al que le faltaba la oreja, que a él si lo reconoce donde salga, porque estuvo allá en noviembre, y fue a quien le entregó el primer pago, aclaro que ellos le exigieron los pagos, lejos de la casa, donde nadie se diera cuenta.

(Récord 00:18:35 – 00:19:20) En relación con el vestido de Fair Leonardo, dijo que lo observó con chaqueta negra de cuero, pero no le vio la camiseta, el pantalón ni los zapatos, no lo alcanzó a mirar más.

(Récord 00:19:30 – 00:20:10) Sus hijos Olga Regina, Sonia Milena y Duván, hablaron con los sujetos, y le comentaron que los habían insultado diciéndoles que él tenía una cuenta pendiente y que tenían que resolverla.

Antes de vivir en Ábrego residió en Tame, Arauca, vereda “La Independencia”, en una finca propia, la cual quedó abandonada, porque salió junto con su familia, desplazados, hechos sobre los cuales denunció en la Fiscalía de Saravena, de la cual no tiene copia.

(Récord 00:21:15 – 00:22:10) Adicionó que no hace parte de la lista de Desplazados, porque han ido (a la agencia) y no le han prestado atención, pero que tiene como demostrar que son desplazados, pero que si le dan el cupo, con gustó denunciaría, porque necesitan el apoyo ya que están muy mal. 

(Récord 00:23:30 – 00:24:05) Añadió que los delincuentes no lo volvieron a llamar porque quemó el celular y se quedaron sin comunicación, quemó la tarjeta y el celular, ahora tiene el de su hija. 

(Récord 00:24:40) Hasta el momento no tiene más que decir, salvo que si le avisó a las tropas y sobre ese asunto fue que se dio la baja de Fair Leonardo, que eso lo asegura porque habló con el Mayor Quijano.
Ahora bien, analizando de forma independiente cada testimonio, tenemos que la entrevista de Luis Felipe Mogollón, a la luz del Código de procedimiento Penal, es una prueba de referencia, la cual tiene un valor probatorio precario, pues para ser tenida en cuenta, necesita estar soportada en otras pruebas directas, pero en este caso no las hay, por las contradicciones que se hicieron ver. 

Asimismo, no tiene explicación que un analfabeto, como lo era el señor Mogollón, de extracción campesina, se exprese con tanta familiaridad de los militares, pues en la entrevista se escucha que al hacer referencia a dos de ellos, lo hace con el adjetivo posesivo “Mi”, y con su grado, tal y como lo hacen los mismos militares, lo que permite inferir que antes de la entrevista existía familiaridad y trato de esta persona con los miembros del ejército, no es común que se les trate de Mi Mayor Quijano o Mi Coronel Tamayo.

De otra parte, la forma en la que fue recepcionada la entrevista, es contraria a los protocolos establecidos para ello, establece el artículo 206 del Código de Procedimiento Penal, cuando en el inciso segundo establece: “(…) las entrevistas se efectuaran observando las reglas técnicas pertinentes y se emplearan los medios idóneos para registrar los resultados del acto investigativo (…)”, es lógico que para su realización, se deben cumplir con los cánones establecidos para un interrogatorio, que las preguntas no sean sugestivas, ni que las respuestas sean aportadas con la participación de un tercero, pues de permitirlo las rspuestas obtenidas no se presentan espontáneas de lo que la persona entrevistada percibió o conoció de los hechos, y más grave aun si se tiene en cuenta que, como ocurrió en este caso, se pueden convertir en declaración de referencia, la cual no se puede controvertir por medio del contrainterrogatorio, o de las objeciones.

Fuera de lo anterior escuchado el registro de audio de la entrevista, aportado, en varias oportunidades se escucha cómo cuando se contesta, interviene otra persona, o se realizan preguntas cuya respuesta es sugerida por el entrevistador, como la que se formula acerca del material de la chaqueta, o si para cierta fecha vio a la víctima, o del año en que presentó la denuncia ante el ejército.

En relación con las intervenciones de otra persona en desarrollo de la entrevista, el investigador Lozano, explicó que en la entrevista a Luis Felipe Mogollón, se escuchan las voces de Évila, su esposa, corrigiéndolo, pero que en ningún momento dejó que la esposa y la hija lo indujeran en la entrevista, afirmación que resulta contraria a lo percibido, pues como lo anotó el señor Fiscal algunas de las respuestas resultaron grupales, el declarante hoy fallecido, variaba su respuesta cuando se le indicaba un nuevo dato; asimismo, si se valió de un recorte de prensa para poner en contexto al testigo, el mismo debió ser allegado, con el fin de indicar la fotografía señalada en la entrevista, que permitiera corroborar lo afirmado.

Évila Garces, declaró en el juicio el 16 de enero de 2011 (toda la pista 4), que se ha visto desplazada de lugares como el departamento de Arauca, y víctima de la violencia pues perdió a su hijo Jorge Aníbal Ortega Garcés, cuando tenía 14 años con un artefacto explosivo en el municipio de Fortul, fue obligada a desalojar la zona junto con su familia por la guerrilla y resultó en Cúcuta, donde no consiguieron trabajo, entonces se fueron para El Tarra, allá vivieron poco más de un año, hasta que guerrilleros expresaron interés en reclutar a sus hijos y esposo, lo cual los motivó a radicarse en Ocaña. 
Allí llamaron a un amigo que tenía una finca en Ábrego, quien le vendió a su esposo un pedazo de tierra a cuotas, en donde se radicaron con sus hijos, su esposo Luis Felipe Mogollón Torres, un nieto y dos nueras, en junio de 2007, en la vereda “El Tabaco”, donde plantaron frijol, maíz, plátano, criaron pollos y cachamas.

Relató que el 9 de noviembre de 2007, llegaron unos señores y le dijeron a su esposo que si querían vivir ahí tenían que pagar $200.000 mensuales, su esposo les respondió que no tenía plata, que la iba a buscar prestada, entonces le pidieron el número del celular; a los 8 días regresaron por el dinero; luego, los primeros días de diciembre, volvieron por la segunda cuota, pero como ellos no estaban, dejaron la razón de que necesitaban el dinero, con sus menores hijas; posteriormente el 10 u 11 de enero de 2008, volvieron por mas plata, su esposo e hijos desayunaban cuando latieron los perros, su hija observó por la ventana a los señores que iban a cobrar la plata, entonces ella pidió a su esposo e hijos varones que corrieran porque los iban a matar, lo cual hicieron; ella se escondió en una mata de pasto cerca de la casa; eran 3 hombres, 2 quedaron por fuera y uno de ellos intimidó a su hija mayor Regina Mogollón, quien tenía a sus dos hermanitos abrazados, el sujeto la tomó por un brazo, la separó de ellos, la manoseó, le apretaba los senos y le decía groserías como que “ella estaba buena para hacerle de todo menos mercado”, le pidió que le dijejra al papá que ellos no eran un juego, que tenían una deuda pendiente y tenían que pagar esa plata, se alzó la chaqueta negra que llevaba puesta y le mostró que con esa pistola les iban a dar donde más le doliera, luego se alejaron de la casa y procedieron a comer naranjas de un palo que había, su hija salió por la puerta de atrás y ella le hizo señas y le dijo (22:40 pista 4) “hija vaya donde había una tropa como a un kilometro y les dijeran que nuestras vidas estaban en peligro, que nosotros necesitaban ayuda”; añadió que la tropa no vino en ese momento, sino después cuando les comentaron la situación, pues el ejército le dio un volante a su esposo para que llamara a un señor Quijano, con quien su esposo se comunicó y le dijeron que fuera personalmente, allí comentó la situación, que los iban a matar porque debían $400.000 y no tenían como pagarlos. Recuerda que los extorsionistas estuvieron en la mañana y en la madrugada escucharon unos tiros, al día siguiente escuchó que “habían matado a uno”, cuando se dirigían al pueblo su esposo preguntó si era verdad que habían matado a una persona, le contestaron que si y les mostraron la foto en un celular, reconociéndolo como una de las personas que llega hasta su casa, consecutivamente, como al segundo día llamaron a su esposo y le dijeron que habían matado a uno, pero que quedaban los demás y que consiguieran la plata, por lo que el 16 o 17 decidieron irse para el corregimiento Estados Unidos, municipio Becerril, pero como no consiguieron trabajo se dirigieron a Pueblo Bello, Cesar, donde su esposo negoció una tierra con Luis Ángel, el 11 de enero de 2010, encontraron a su esposo muerto, en un callejón, desde entonces ella está sola con sus hijos de un lado para el otro, y asegura que a él lo mataron esos señores por no haber pagado esa plata.

Explicó que la plata que les cobraban era una vacuna y no de una deuda, y en relación con lo sucedido en noviembre llegaron 5 personas, 3 hasta la casa y 2 se quedaron retirados, uno era joven moreno, delgado, aproximadamente de 20 años, le faltaba una oreja no recuerda de qué lado, otro joven delgado, blanco, y otro señor gordito, piel no muy moreno, quienes llegaron el 9 de noviembre, a los demás no puede describirlos (récord 00:44:33 a récord 00:46:15 pista 4).
Precisó que cuando fueron en diciembre, ella no se encontraba, estaba su hija Regina con sus dos pequeños hijos, regresaron en enero y se trataba de las misma personas que fueron en noviembre. Dijo que reconoció al mismo “gochito”, a un señor mas mayor que él, quien usaba chaqueta negra, y a otro señor también gordito carirrellenito, ni muy alto ni muy bajito. (Récord 00:46:22 a 00:47:50 pista 4) Sobre lo que pasó con su hija, dice, lo sabe porque ella se lo contó, y la escuchó llorar, pudo ver que llevaban armas, no sabe de cuales eran, pero se les notaba por encima de la ropa, las portaban en la cintura.

(Récord 00:48:05 – 00:48:35 pista 4) Aclaró que cuando dijo a su hija que fuera a donde estaba la tropa, sabía de su ubicación porque cuando fueron al pueblo, los habían visto en un retén, y que la tropa llegó como a las 3 horas; (récord 00:49:55 pista 4) su esposo fue al ejército a exponer lo que estaban viviendo; (récord 00:52:30 a 00:54:30 pista 4) la foto que vio en el celular del soldado, pertenecía a uno de los señores que había estado en su casa el día anterior que fue a cobrar la vacuna y manoseo a su hijita, gordito, de ojos claros, bigote y barbita ralita, incluso tenía la chaqueta negra que le vio en la mañana en la casa, se trataba de una persona muerta ensangrentada sobre el lado derecho; (récord 55:34 – 57:10 pista 4) Relató que ubicados en el corregimiento de “Estados Unidos”, en Becerril, denunció en la personería lo que le estaba pasando, ya que estaban en una situación económica muy difícil, temerosa por la persecución que ha tenido que vivir y con el fin de obtener ayuda del Estado, para ver si les colaboraban con algo para subsistir; (récord 00:59:00 a 01:00:30 pista 4) exhibida que le fue, reconoció la fotografía en primer plano de Fair Leonardo Porras, la cual hace parte de la prueba documental 19.
(Récord 1:01:00 – 1:02:20 pista 4) Escuchó que en la zona, se presentaban extorsiones, pero la gente no denunciaba por temor; explicó que no estuvo en el lugar del enfrentamiento porque tenía miedo, pero supo que fue en la vereda “La Soledad”, pasaron cerca al sitio donde se ubicaba la tropa, cuando el soldado le mostró la foto, en un molino que queda como a 1 kilómetro del sitio de los hechos; (récord 1:04:45 pista 4) indicó que estas personas llevaban armas cortas las cuales describe como de fácil ocultamiento en el cuerpo.

(Récord 01:12:00 pista 4) En el contrainterrogatorio precisó que relató todo lo que ha vivido, porque consideró que debía hacerlo; (récord 01:14:40 a 1:17:36 pista 4) no conoce el tipo de celular que le mostró el soldado; la imagen de la persona muerta era pequeña, se veía solamente la cara, alude que le vio las prendas de vestir en la foto, observó del pecho hacía arriba; (récord 01:18:00 a récord 01:19:45 pista 4) esas personas estuvieron el día anterior, a las 8:00 a 8:30 de la mañana cuando desayunaban, el día estaba despejado, no recuerda las prendas de vestir del sujeto que identificó, sólo se fijó en el rostro y la chaqueta, ya que con el miedo no estaba pendiente de como vestía.

(récord 01:20:35 pista 4) Frente a esos hechos y al abuso de su hija, no denunció, solamente en la personería de Becerril el desplazamiento, lo cual hizo para que el Estado le ayudara con ingresos porque estaba aguantando hambre, dijo que allí le tomaron sus datos y se levantó un acta, pero no tiene copia de ese documento; sobre su servicio de salud dijo que en Ábrego no se lo prestaba ninguna entidad, pero cuando vivía en Arauca, apareció con un carné en Saravena; en relación con los vecinos, expresó que al único que visitaba en Ábrego, era al señor “Nando”, de quien desconoce si su nombre era Orlando o Hernando Bayona y a su esposa Socorro, en relación con Luciela Pérez, Ramona Rodríguez, Emilio Mora Casas, no los conoció.

(1:26:45 – 1:29:45 pista 4) Añadió que el terreno se lo compraron a Lujan Emiro Vaca, a quien le dieron $10’000.000, pero el negocio no se concretó porque se fueron, entonces perdieron la plata, expresa que el negocio se hizo de palabra, y el dinero lo obtuvieron de un préstamo del papá de su esposo y la familia reunió otro tanto, y como tenían un camión, y con la cosecha tenían la esperanza de reunir la plata y pagar.

(Récord 01:32:40 pista 4) Especificó que observó a la persona muerta en la foto del celular de lado izquierdo, con un ojo abierto, cree que era el derecho, con sangre, tenía una herida, la cual no sabe describir, el color de los ojos los vio el día anterior cuando la persona se dirigió a la parte de atrás de la casa a orinar y miraba para todos lados ahí le vio los ojos claros, no vio otras prendas de vestir en la foto, solamente la chaqueta que era de cuero negro, larga hasta la pierna; (récord 01:36:35 a 01:37:05 pista 4) el extorsionista llevaba el arma al lado derecho, en la cintura; (récord 01:39:15 pista 4) por miedo no observó cómo estaban vestidas las otras personas; (récord 01:39:50 – 01:41:00 pista 4) escucho los disparos entre las 1:30 y 2:00 de la mañana, las personas que se acercaron a su casa en enero no llevaban fusil, sólo armas cortas. 

Esta exposición, no resiste mayor crítica, como se verá más adelante cuando se realiza en análisis en conjunto con el de Regina Mogollón, el relato inicial que presenta en relación con los hechos compagina, sospechosamente, como lo hacen notar el representante de la Fiscalía y la apoderada de víctimas, casi al pie de la letra con el de su hija, pero cuando se somete a contrainterrogatorio afloran contradicciones que menguan su credibilidad. 
Ahora bien, Olga Regina Mogollón, en su intervención del 17 de enero de 2012 (02:19 - 47:00 pista 2) manifestó, que tenía 16 años para la época de los hechos, ahora cuenta con 20, reside en Santa Martha, trabaja como mesera, y vive en unión libre. 

Refirió ser hija de Évila Garcés y Luis Felipe Mogollón Torres (fallecido); recordó que para el año 2007 vivía en Ábrego con sus padres y hermanos, en la vereda “Casateja”, si no se equivocaba, recuerda que para noviembre de ese mismo año, vivieron un momento “delicado” porque llegaron a extorsionar a su padre y a su familia (récord 00:04:44 – 00:06:55 pista 2), llegaron como 3 hombres a la casa exigiéndole a su padre el pago de $200.000, él les contestó que no tenía la plata, que le dieran espera de 8 días para conseguirla, le comunicaron que si deseaba vivir ahí, debía pagar una cuota; luego, el 10 de noviembre regresaron por la plata, al siguiente mes volvieron, el 10 de diciembre, siempre iban los primeros días del mes, ese día ella con sus hermanitos menores, preguntaron por sus padres, les informó que no estaban, se asustó porque iban armados, describió a los 3 hombres así: Uno morenito sin una oreja, otro como morenito, “agarradito”, otro “se quedó parado en la puerta”, quienes le dijeron que su padre debía cancelar una deuda que tenía con ellos, luego indicaron que volvían pero no cuándo (récord 00:07:13 – 00:9:38 pista 2).

Añadió que los individuos regresaron como el 10 u 11 de enero del siguiente año, a las 8:00, 8:30 a.m., cuando desayunaba con su familia, cuando los perros latieron, ella se asomó por la ventana y vio venir a los hombres, se asustó, le dijo a sus padres y hermanos, y ellos salieron corriendo y se escondieron, su mamá no corrió mucho y se escondió en una mata de pasto cerca al patio, los sujetos preguntaron por su papá, diciendo que tenía una deuda con ellos, que no estaban jugando pues lo que decían lo cumplían; como tenía a sus hermanos abrazados, uno de ellos se ubicó de pie en la puerta, la manosearon, otro le decía cosas horribles, era zarco, del cual tenía su imagen presente por lo que le hizo, llevaba una chaqueta negra, le dijo que iba a matar a sus padres y hermanos, agregó que en diciembre, había salido por el noticiero, y que esa imagen la había afectado mucho, ha tenido miedo, uno de ellos se alzó la chaqueta y le mostró una pistola y le dijo que con esa iba a matar a su papá y sus hermanos y último a ellos (récord 00:09:53 – 00:12:27 pista 2).

Expuso que en las tres ocasiones, noviembre, diciembre y enero, siempre fue un muchacho morenito, la segunda vez fue el que salió en diciembre por televisión, lo pasaron en una audiencia. En enero fueron como 5 tipos, pero a su casa entraron 3, a los otros dos no los vio, uno de ellos era zarquito, bigote ralito, tenía poca barba, gordito, vestía chaqueta negra, el otro era morenito, le faltaba la oreja y el otro también era agarradito, era de piel no tan clara, al cual reiteró: “…lo ví que lo pasaron ahorita en diciembre, por una audiencia, por las noticias…” (récord 12:39 - 13:54 pista 2). 

Aclaró que uno de ellos sí fue en las tres ocasiones, noviembre, diciembre y enero; otro, en dos ocasiones y uno sólo fue en una ocasión, en enero. El de las tres veces fue el morenito sin una oreja, el que fue dos veces: en noviembre y diciembre, era gordito, no vio como iba vestido, pero también llevaba chaqueta, de piel oscurita, y el último, el que fue sólo estuvo una vez, en enero fue el que la manoseo, le dijo cosas horribles, reiteró que tenía su imagen muy presente, lo describe como de ojos zarcos, barbita muy ralita, era agarradito, quien le enseñó el arma, y como le decía cosas, en ese momento pensó que la iba a violar, estaba sola y tenía apenas 16 años (récord 00:14:04 - 16:44 pista 2).

Agregó que el zarco la sacó hacia la puerta del solar, la retiró de sus hermanos, y después de haberle dicho todo lo que le dijo, salió a orinar cerca a una mata de pasto, luego entró nuevamente; en ese momento ellos se quedaron hablando, partieron, se ubicaron en un palo de naranjas a comerlas, situado como a media cuadra, ella veía donde estaba su mamá, quien le hacía señas con el fin de que fuera a pedir ayuda, momento en el cual recordó que en un molino, mas “acaita”(sic) del molino, siempre permanecía una tropa del ejército, entonces “se les votó por una tomatera”, salió corriendo y llorando, encontró a un soldado a quien le comentó lo sucedido, ellos no le creyeron por ser tan niña, el soldado se entró ahí, ella se devolvió corriendo, llegó a su casa, como a las tres horas fue el ejército habló con su papá pero no supo de qué (récord 00:16:58 – 00:18:45 pista 2).

Luego indicó que más o menos el 10 u 11 de enero, el día en que ellos llegaron en la madrugada, se quedaron en la casa con sus padres, se acostaron, escucharon tiros, se asustaron; al otro día, su papá se levantó y salió con su mamá para Ábrego, a averiguar, pues los vecinos decían que habían matado un muchacho. Llegando al molino, en una tomatera, tenían acordonada, la vía que iba para Ábrego, no pudieron pasar, y un soldado le mostró una foto a sus padres, y su mamá, lo reconoció y le dijo al soldado que ese era el autor de las amenazas y los ultrajes a ella (récord 00:19:07 – 00:20:36 pista 2).

Sostuvo que luego de esos hechos permanecieron en Abrego como 4 días más porque les dio miedo, su padre a los dos días recibió una llamada donde le dijeron que la muerte de uno no significaba la de todos, por lo cual la deuda seguía pendiente y que iba a ser peor porque tenían que pagar por esa muerte, lo cual los motivó para dirigirse a Becerril, corregimiento de “Estados Unidos” en el Cesar, donde vivieron un año largo o dos años, de allí salieron hacia Pueblo Bello, donde falleció su padre (récord 00:20:50 – 00:22:38 pista 2).

Manifestó que durante el tiempo en que vivió en Abrego mucha gente fue extorsionada, pues los vecinos Orlando Bayona y su esposa Socorro, decían que mensualmente pasaban por una cuota, con sanciones para el que no pagara, y escuchaban mencionar “Las Águilas negras”, pero nadie denunciaba por miedo (récord 00:22:47 - 23:42 pista 2).


Al exhibírsele a la testigo las fotos que ingresaron al juicio como prueba 19, señaló la foto en la que aparece Fair Leonardo Porras, en primer plano, y dijo que esa persona fue uno de los que estuvo en su casa, la amenazó, le mostró la pistola y la ultrajó; no le notó problemas para comunicarse, hablaba perfectamente, se dirigió muy bien, por el acento no era de ahí del municipio, pero le dejó muy claro lo que le dijo y lo que le hizo (récord 00:25:05 – 00:27:57 pista 2).

Dijo que luego de esos hechos su mamá denunció en Ábrego, pero no supo si fue en la estación de policía, y en Becerril ante el personero instauró la denuncia (récord 00:28:15 – 00:28:33 pista 2).

Expuso que en Ábrego su papá era agricultor, sembraba tomate, fríjol, maíz, tenía dos pozos de cachama, criaba pollos, tenía un camioncito con el que se ganaba la vida, todo lo cual se abandonó por las amenazas que recibió dos días después de los hechos (récord 00:29:10 a récord 00:30:12 pista 2).

Sobre la finca donde vivían en Ábrego, dijo que primero se la habían dejado a su papá, quien habló con Lujan Emiro Vaca para que se la vendiera, como no tenía recursos para pagarla, su abuelo le prestó una plata y los hermanos de su padre reunieron otro poco, lo demás lo pagaba con lo de su trabajo; no conocía a los vecinos porque la única parte donde su padre les permitía ir era donde el señor Orlando Bayona y su esposa Socorro (récord 00:31:07 - 36:15 pista 2).

La llamada de los extorsionistas a su padre fue vía celular, al número 3106016193, el cual tenía para esa época; después de esa llamada, su papá habló con un mayor del ejército, un comandante, en Ábrego, no sabía con cual, dice que eso fue al otro día, ya que cuando fueron los soldados como a las tres horas después de que ella les informó, su padre habló con ellos y después también fue y habló, pero dijo no estar segura. Adicionó que no sabe de armas, pero su agresor le señaló que la que portaba era una pistola y le parecía que era negra, la cual observó en su pretina, aunque no recordó a qué lado. 

Finalmente explicó que La tropa siempre permanecía por los lados del molino, del cual no pudo decir a qué distancia quedaba de su casa, y que los 5 sujetos que estuvieron en su casa, se dieron cuenta cuando ella salió a informar a los soldados, porque ellos habían salido por la delante de la casa a un palo a comer naranjas, 3 de los cuales lo hacían, luego se montaron en un carro y se fueron, cuando iban por el lado del señor Orlando Bayona, ella salió corriendo, el carro era “encerradito” como verde, cuando se le preguntó si era verde claro u oscuro no dijo no saber (récord 00:37:05 – 00:45:40 pista 2).
Examinadas las declaraciones de Luis Felipe Mogollón, Evila Garcés y Regina Mogollón Garcés, tenemos que, coinciden en el relato de la ocurrencia de las extorsiones de las cuales fueron víctimas, desde el mes de noviembre de 2007, patentizadas en el mes de enero de 2008, en fecha que no recuerdan. Se resalta que cuando al inicio de sus declaraciones las señoras hacen el relato libre sobre la ocurrencia de los hechos concuerdan en forma sospechosa como lo anota el señor Fiscal y la apoderada de las víctimas, pero cuando tienen que explicar detalles, entran en contradicción. Y examinadas las tres declaraciones también se evidencian inconsistencias e interés personal de los testimoniantes, que dan al traste con su fiabilidad.

En cuanto a la fecha de ocurrencia de los sucesos, dicen que se trató del 10 u 11, aunque los tres declarantes concuerdan en afirmar, que a la madrugada del día siguiente fue cuando escucharon la balacera, y se enteraron de que habían matado a uno de ellos, es decir, a Fair Leonardo Porras, reportado como dado de baja el 12 de enero de 2008 en horas de la madrugada, lo cual sugeriría que lo narrado sucedió el 11, pues si los hechos relatados por la familia Mogollón Garcés, hubieran ocurrido en la mañana del 10 de enero de 2008, a esa hora Fair Leonardo, aún no habría arribado a Ocaña, evidenciando de entrada, que faltan a la verdad. Recuérdese que llega sobre el medio día de esa fecha, según consta en la certificación de Expreso Brasilia (prueba 86), en consonancia con lo manifestado por Alexander Carretero Díaz.
Ahora bien, partiendo de esta data, tenemos que los testimonios anteriores, se presentan discordantes en varios aspectos en relación con los hechos, como se pasa a indicar:

La denuncia de Luis Felipe Mogollón a miembros del ejército. En la entrevista Luis Felipe Mogollón, manifestó que denunció la extorsión de la cual era víctima desde el mes de noviembre de 2007, ante el ejército, el 10 de enero de 2008, primero ante el Coronel Tamayo (Hoyos) y horas después ante el Mayor Quijano, oportunidades en las cuales no le hicieron caso, pese a que les dijo que estas personas estaban allá en su casa, es decir, que los extorsionistas estuvieron en la casa de la Familia Mogollón, tanto el 10 como el 11 de enero de 2008, pero que luego le prestaron atención cuando sus hijas informaron que los iban a matar porque no pagaban, hecho que ocurrió el 11 de enero entre las 8:00 y 8:30 de la mañana; lo anterior para establecer que Luis Felipe Mogollón se entrevistó tanto con el Coronel Tamayo y el Mayor Quijano, el 10 de enero de 2008.

En la atestación de la señora Évila Garcés, expresó que luego de la extorsión (la del 11 de enero de 2008), llegan las tropas a su casa, producto del llamado de auxilio que les hiciera su hija Regina Mogollón, le comentaron sobre lo acontecido, y es en ese momento cuando le dan un volante a su esposo, para que se comunicara con un señor Quijano, a quien llamaron y le dijeron que fuera personalmente, allí les comentó la situación que los iban a matar porque debían $400.000 y no tenían como pagarlos.

Vemos que frente a este punto, existen dos versiones, la primera, que la extorsión fue después de que Luis Felipe Mogollón se entrevistara con el Mayor Quijano, y la segunda, que la extorsión fue anterior a la entrevista de estas dos personas, incluso que el teléfono del Mayor del ejército, le fue proporcionado cuando la tropa llega a su casa; versiones que son abiertamente contrarias entre sí.

Acerca de la información a la tropa en el molino de que los extorsionistas están en la casa. Frente a este punto, tenemos que en su intervención Regina Mogollón manifestó que cuando lo extorsionistas salieron a comer naranjas, ella observó que su mamá le hacía señas de que fuera a pedir ayuda, y recordó que cerca al molino se ubicaba una tropa del ejército, la cual permanecía siempre allá, donde le comentó a un soldado lo ocurrido.

Por su parte, la señora Évila Garcés, expuso que ella le dijo a su hija que fuera donde estaba la tropa, como a un kilómetro de ese lugar, en el molino, y les informara de lo que estaba ocurriendo, no por medio de señas. 

Y finalmente, Luis Felipe Mogollón, en la entrevista, manifestó que sus hijas Olga Regina y Sonia Milena fueron a avisar a las tropas sobre lo que estaba ocurriendo. 

Tres versiones sobre un mismo hecho, que resultan contradictorias, tanto en el número de personas que informan sobre los hechos, como en quién tiene la iniciativa de informar a ejército, de la extorsión. 

La fotografía exhibida por el soldado a los esposos Mogollón Garcés. Frente a este punto, tenemos que el señor Mogollón, expresó que llegó de que escucharon los disparos, es decir, el 12 de enero de 2008, como a las 8:00 de la mañana, salen, se encuentran con la tropa y al preguntar sobre lo sucedido, le responden que le dieron de baja a un bandolero, presentándole su foto, a quien reconoce como el sujeto que estuvo en la casa.

La señora Évila Garcés, por su parte, dijo que al siguiente día se “corría la bola” de que habían matado a uno, cuando se dirigían al pueblo su esposo le preguntó a un soldado que estaba a la orilla de la carretera, el cual manifestó que era cierto y es cuando le muestra la fotografía y ella lo reconoce.

Estas dos explicaciones son contradictorias en cuanto al número de soldados que se encontraban en la carretera y le muestran la fotografía del occiso, pues mientras el señor Mogollón manifestó que se encuentra a una tropa, la señora Garcés, dice que se encuentran a un soldado, seria contradicción, pues se entiende que cuando hacen referencia a una tropa, se hace referencia a un número plural de militares, lo cual, de bulto, es abiertamente opuesto a un único miembro del ejército. 

Asimismo, serias dudas tiene el Despacho frente a la fotografía mostrada a estas personas, ya que de las tomadas en el mismo momento, por Miguel Ángel Mejía, miembro del CTI, al momento de realizar el levantamiento del cadáver, por las heridas que presenta el occiso en el rostro, éste se alteró, haciendo difícil un reconocimiento por medio de una comparación visual, más aún, por medio de una fotografía tomada con un celular, que por su tamaño impediría ver en forma detallada la imagen, como lo advierte el representante de la Fiscalía, presentándose razonable su deducción, de que, ella conocía las fotografías que reposan en el proceso y por eso pudo hacer la descripción detallada de la misma 
Surgen dudas a su vez, respecto al soldado que le mostró la fotografía, puesto que teniendo en cuenta la hora en la que les fue mostrada, implica que fue antes de la llegada del personal del CTI, y que para ser tomada, se tuvo que ingresar al sitio de los hechos, el cual ya se encontraba acordonado por el primer respondiente, lo cual se corrobora con lo manifestado por Sergio Jácome, quien expuso que cuando subió a la finca a las 4:30 o 5:00 de la mañana, no pudo pasar porque el lugar estaba acordonado, entonces para tomar la fotografía, tuvo que saltarse el acordonamiento, alterar la escena, es sabido que Sandro Pérez también tomó fotografías, exactamente 3 (prueba documental 85), para el registro del batallón, pues así lo expreso el mayor Quijano en su testimonio, pero lo hizo una vez ingresa al sitio de los hechos en compañía de Miguel Ángel Mejía, y que en todo caso, fue después de las 9:00 de la mañana; no es creíble lo manifestado sobre la existencia de ese soldado y esa fotografía.
Sobre el número de visitas de los extorsionistas en el mes de enero. Respecto a lo narrado por Luis Felipe Mogollón, se infiere que los extorsionistas, para el mes de enero de 2008 estuvieron dos veces en su casa, la primera el 10, que es cuando él mismo va y solicita la ayuda del ejército, en ese momento les dice que para que les crean, que vayan a su casa que ellos están allá, y la segunda para el 11 de enero, que es cuando Olga Regina, y según el señor Mogollón , informan a la tropa ubicada en el molino, de la presencia de bandidos en la casa, incluso ante pregunta que le hace el entrevistador, de que si vio dos veces a esta persona una para el 10 y otra para el 12 de enero, contestó sí señor, que ellos no hablaron, ya que la exigencia se la hizo el señor al que le faltaba la oreja, que era el que siempre iba; pero tanto madre e hija manifestaron que ellos fueron el 10 o el 11, esa “o” es disyuntiva y no copulativa, por tanto, señalan una única presencia en el mes de enero, resultando extraño que estas dos personas hayan omitido este hecho, máxime cuando al preguntársele a la señora Garcés sobre su vida, narró con lujo de detalles todas experiencias vividas como víctima de la violencia, haciendo que su testimonio no sea confiable.

De la propiedad del inmueble habitado. En entrevista del señor Luis Felipe, éste manifestó que cuando llegan a vivir a Ábrego, se instalan en la finca que le presta un primo hermano, a diferencia de lo expresado por su esposa e hija, quienes afirmaron que, se pactó la compra del terreno, con el señor Luján Vaca, por diez millones de pesos, y además que ese negocio no se soportó en un documento, circunstancias extrañas a las formas como ordinariamente se celebran los contratos sobre inmuebles, además de que siendo un negocio por una suma considerable no se reportara por el señor Mogollón. Por tanto los relatos no armonizan en un aspecto que no es de poca monta.
Sumado a lo expuesto, el señor Luis José Torrado sobre los vecinos del lote, mencionó a Sergio Jácome, de quien expuso tiene un “trabajadero” más o menos unos 300 metros, porque él vive en Ábrego. Sobre Luis Felipe Mogollón Torres, dijo no lo conoció, ni lo oyó nombrar, tampoco a Évila Garcés, ni a Regina Mogollón, quien además interrogado acerca de si conocía a Lujan Emiro Vaca afirmó que no había escuchado hablar de él (récord 00:49:05 a récord 00:57:25 pista 1). 
Descripción física de Fair Leonardo. Frente a este aspecto, resulta extraño para el Despacho, que estos testigos se muestran coherentes al momento de realizar la descripción morfológica de Fair Leonardo Porras, incluido el señor Sergio Jácome; señalaron que se trataba de una persona un tanto acuerpada, de barba y bigote escasos, resaltando el color de sus ojos, que como se sabe, eran claros, pero resulta extraño, que ninguno de ellos pueda hacerlo frente a las otras personas que supuestamente lo acompañaban cuando fueron a extorsionar. Únicamente se describe a otro sujeto como aquel al que le falta una oreja, sin más características, además nótese como preguntada Regina sobre este aspecto en relación con el tercer sujeto que hace presencia, en un comienzo solo atina a decir que se ubicó en la puerta. 

Incluso Évila Garcés manifiesta que observó sus ojos cuando ella estaba escondida en una mata de pasto, cuando éste salió a orinar, circunstancia que resulta increíble si se tiene en cuenta que la deponente para el momento al cual se refiere estaba oculta evitando ser observada y para haber podido observar el color de sus ojos, debía estar de frente y a una distancia corta que se lo permitiera.
Igual crítica merece que todos los deponentes al unísono concuerdan en que el extorsionista vestía una chaqueta negra, precisamente la prenda que mejor se observa en las fotografías tomadas después de su muerte, pero nada pueden decir acerca de que indumentaria completaba su atuendo, o las prendas que portaban los demás, como lo resalta el representante del ente acusador.

Del comportamiento del presunto extorsionista. Las 2 testigos, porque el señor Mogollón nada refiere sobre el particular en su entrevista, coinciden en afirmar que la persona a quien reconocieron como Fair Leonardo desplegó actos sexuales abusivos contra la joven Regina Mogollón, constitutivos de tocamiento de senos y frases obscenas, comportamiento que como enfatiza la apoderada de las víctimas, va en contravía del asumido por él, recuérdese que la señora Luz Marina Bernal, afirmó que no le conoció novia a su hijo, lo cual encuentra explicación en su discapacidad, no se pase por alto que Fair mentalmente era un niño, como lo resalta la apoderada de víctimas, situación que se estableció en el proceso con las atestaciones del médico Gómez Méndez, su madre y vecinos. Tampoco resulta creíble como lo hace notar el delegado del ente acusador que por el grupo ilegal que dicen los declarantes hizo presencia en su casa, se escogiera como líder a quien precisamente por su discapacidad tiene problemas de integración social.
Interés de los testigos. Frente a Évila Garcés, tenemos que se evidencia un interés particular de la testigo, por mostrarse víctima de la violencia, antes y después de los hechos, el cual se contrae a su reconocimiento y el de su familia, como desplazados, pues téngase presente, que la declarante manifiesta que a la única autoridad a la que informó de los hechos, fue a la personería, con el fin de ser incluida como desplazada por la violencia y así obtener un beneficio económico, dadas sus precarias condiciones; aunado a ello, tenemos que relaciona la muerte de su esposo, un año después de los hechos que aquí nos ocupan, con lo acontecido el 11 y 12 de enero de 2008, sin indicar por qué llega a esa conclusión, que en cualquier caso no es el objeto de la controversia, igualmente se infiere ese interés de sus respuestas en lo atinente a la propiedad del inmueble en el que residían en Ábrego, situación que le conferiría un estatus, acorde con el notorio hecho de la aplicación de la ley de víctimas y de restitución de tierras. Ella mencionó que Luis Felipe Mogollón, negoció con Lujan Emiro Vaca, la compra del terreno en el cual vivían y cultivaban, por el cual alcanzaron a pagar $10’000.000, pero que de tal transacción no existe un documento porque se negoció de palabra, que no concuerda con la respuesta del señor Mogollón, quien en la entrevista, ante el cuestionamiento de si el terreno en el que vivía en Ábrego era de su propiedad, manifestó “No, eso es de un primo hermano mío”.
Ese interés tampoco le era ajeno a Luis Felipe Mogollón, quien ante pregunta de su entrevistador, que por cierto resulta inexplicable para el Despacho, de que si denunciarían los hechos y se inscribirían en la lista de desplazados, contestó que sí, que si les dan el cupo (de ayuda a la población desplazada por la violencia) con gusto lo haría, es decir, que su interés de denunciar era proporcional a la ayuda que se le brindara. 
Con el fin de que se entendiera las terminología y los procedimientos militares, la defensa trajo al Mayor Siervo Tulio Roa (Tomado en sesión de audiencia del 1 de febrero de 2012), manifestó el testigo acerca de las agregaciones que el mando se ejerce de varias formas: (i) Si la unidad es orgánica, significa que pertenece a esa Unidad, estaba dentro de su organización; (ii) una unidad es asignada, cuando a esa organización se le asigna una unidad permanente, y altera esa organización, existiendo la posibilidad de que en un próximo cambio quede como orgánica y, (iii) la unidad agregada, consiste en que la unidad se agrega temporal o transitoriamente, o para cumplir un trabajo o tarea específica, por lo que cuando termina la tarea lo más seguro es que regrese a donde es originaria u orgánica, frente a esta agregación expuso de manera textual que: “… esa agregación puede ser operacional, quiere decir que va para unas operaciones o unas misiones operacionales específicas y que el control operacional lo tiene el comandante al cual fue agregada…” (Récord 00:30:33 a récord 00:32:04 pista 1 misma sesión de audiencia).

Aclaró que: “... operacional es una agregación temporal, transitoria, para cumplir unas tareas especificas, que tiene capacidad de cumplirlas y que está bajo el control operacional de la Unidad que la recibe, del comandante de la unidad que la recibe, él puede hacer uso directo de esa unidad o, puede agregarla a una unidad subalterna de él para que la use…” (Récord 00:32:57 a récord 00:33:25 misma pista y sesión de audiencia)
Sobre las ordenes de operaciones "Viajero" y “Emperador”, y atendiendo a un interrogante de la defensa acerca de si en ellas observaba algún tipo de agregación, tras revisar los documentos indicó que en la ORDOP “Viajero”, decía que era del Comando de la Segunda División y en el aparte de “sus propias tropas”, esto es, en la organización para el combate, frente a misiones a unidades subordinadas, decía: (récord 00:36:40) “…que la trigésima brigada recibe en agregación las compañías motorizadas de control vial Meteoro, entonces, dice que esa compañía Meteoro, como tercer punto, queda agregada operacionalmente a la unidad operativa menor…”, y explicó que una unidad operativa menor es una Brigada, en este caso la Brigada 30, y lo que entendió es que la Compañía motorizada Meteoro, fue agregada operacionalmente a la Brigada 30, lo cual significa que en cuestión de operaciones el comandante de la Brigada 30 puede disponer de ella o agregarla a una unidad subalterna de ella, para el cumplimiento de algunas misiones especificas que para ese momento suponía tendrían.
No se puede pasar por alto que el comandante del batallón, emitió la “misión táctica Soberanía”, acopiada en el batallón de Infantería N° 15 “Santander” en Ocaña, Sección de operaciones S3, por la investigadora Amparo Mogollón, quien la introdujo mediante su lectura, correspondiente a la N° 001457 del 01 de enero de 2008, suscrita por el Teniente Coronel Álvaro Diego Tamayo Hoyos (prueba documental número 55) (récord 00:58:46 a récord 03:13:34 pista 1); en la cual, dentro de la organización para el combate se incluyó al grupo Meteoro al mando del mayor Quijano Mariño Marco, indicándose allí como misión: “El batallón de infantería N° 15 Santander con sus recursos disponibles a partir del 0100:00 enero -08, y las tropas orgánicas bajo el control operacional conduce misiones tácticas de neutralización, ofensivas de ocupación y control militar de área activo enmarcadas dentro de la operación “Soberanía” y la operación “Emperador”, en el área general de los municipios de Río de Oro, González, pertenecientes al departamento del Cesar, Ocaña, Abrego, La Playa, Bucarasíca, Villa caro y límites con el corregimiento de la victoria en el departamento de norte de Santander…” (véase página 2 Misión Táctica Soberanía, fl. 1 prueba del juicio 55) (Negritas fuera del texto original).

En la sección de las misiones a las unidades subordinadas, se contemplaron los diferentes esquemas y específicamente para el grupo meteoro (escuadrón mecanizado), se anotó que pasaba agregado operacionalmente con sus tres pelotones disponibles, a órdenes del comandante del batallón. Que su misión principal era la de “desempeñarse como pelotones de seguridad asegurando los puntos críticos con el fin de evitar atentados terroristas…” (página 14 Misión Táctica Soberanía, anverso folio 7 de la prueba del juicio 55) (Negritas fuera del texto original). Para el grupo meteoro primer pelotón compañía búfalo al mando del señor teniente Vargas Cortés Diego Aldair, se le ubicó en el sector eje principal vial que conduce de Ocaña a Cúcuta y las vías alternas a las veredas “Campanario” y “Tabaco”. Se consignó textualmente: “Con base en las informaciones de inteligencia obtenidas en el área de operaciones y a orden del comando del batallón, realiza misiones tácticas de neutralización sobre objetivos de oportunidad empleando los métodos de patrullaje ofensivo y persecución”. (Página 15 Misión Táctica Soberanía, fl. 8 prueba del juicio 55) (Negritas fuera del texto original).
Siguiendo con el testimonio del mayor Roa, tenemos que, expuso que una ORDOP es  una directriz que emite un comandante a sus unidades subordinadas con el fin de sincronizar su uso para que ellas desarrollen o ejecuten una orden específica. Lleva anexos cuando es necesario ampliar o explicar algo que no quedó consignado de acuerdo a la misión que se vaya a cumplir, dentro de los cuales está el anexo de inteligencia. Acotó que es un documento que se debe entregar por escrito (récord 00:20:32 a récord 00:22:23 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

En relación con la definición de misión táctica, dijo que en los manuales no está  definida,  se generó para especificar el nivel en el que se está desarrollando la operación, los niveles son estratégico militar general, operativo, operacional y táctico, para éste último, que se supone no realiza operaciones, se le dio el nombre de misión táctica usando igual formato que para la orden de operaciones, y es usado de batallón hacia abajo (récord 00:25:42 a récord 00:27:58 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

Acerca de si es  permitido hacerle ampliaciones al anexo de inteligencia, sostuvo que los anexos de inteligencia no son rígidos, pues que de serlo el comandante no podría  actualizarse en información y el encargado de inteligencia, ubicado en el batallón, tenía más acceso a la información, de la cual es función analizarla y transmitirla al comandante de la unidad que la requiere (récord 00:28:11 a récord 00:30:20 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

Manifestó que una unidad podía estar orgánica, es decir, pertenecía a esa unidad; asignada, se asigna de manera permanente, agregada es una unidad que temporal o transitoriamente se agrega para cumplir una tarea o labor específica, puede regresar a donde es orgánica. La agregación puede ser operacional, y ese control lo tiene el comandante al cual fue agregada, (récord 00:31:50 a récord 00:32:05)pero administrativa, disciplinaria y organizacionalmente sigue perteneciendo a la unidad de origen. Aclaró que una agregación operacional es temporal, para cumplir  tareas específicas bajo el control operacional del comandante de la unidad que la recibe (récord 00:33:09), él puede hacer uso directo de esa unidad o agregarla a una unidad subalterna para que la use(récord 00:30:34 a récord 00:33:30 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

Tras revisar las pruebas del juicio 54 y 72, indicó que se trataba de dos órdenes de operaciones, y destacó lo relativo a la agregación que recibió de la trigésima brigada respecto de las compañía motorizadas de control vial meteoro, y que se decía que ese plan meteoro quedaba agregado operacionalmente a una unidad operativa menor, en este caso la brigada y que lo decía  esa ORDOP “soberanía” era que el comandante de la brigada 30, operacionalmente podía disponer del meteoro o podía agregarla a una unidad subalterna de ella para el cumplimiento de alguna misión específica. En igual sentido explicó la ORDOP “Emperador” (récord 00:36:32 a récord 00:39:12 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

Acerca de lo que es una unidad fundamental, expuso que eran del nivel compañía, y eran las unidades orgánicas operacionales de un batallón, y que cumplía funciones tales como la realización de maniobras, se les llama fundamental dado que en forma de combate u operacionalmente realizan en el terreno la maniobra u operación, ésta última constituida por un conjunto de maniobras (récord 00:40:34 a récord 00:49:55 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

Existe diferentes tipos de operaciones militares y algunas en las que no se planea tener combate, pero lo normal es que se presente un combate, si se va a una operación de registro, se hace sobre el terreno, si no hay enemigo, no hay amenaza, seguramente no habrá combate, y hay otras en las que sí desde el principio se va con el planeamiento de tener combate (récord 00:44:23 a récord 00:46:28 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

Cuando se presenta un combate lo primero que se hace es informar, normalmente  por radio, cuando se da la oportunidad se hace un radiograma, y después de eso se hace un informe de patrullaje en el cual se relata los combates tenidos en esa operación en forma cronológica y ordenada, documentos básicos de la unidad que tuvo el combate, pero pueden resultar muchos otros, actos administrativos como verificación de munición, el reporte de un soldado herido, etc., de la unidad que está allá porque en el batallón se llevan otros documentos (récord 00:46:52 a récord 00:49:54 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

Refirió que el diario operacional es  una bitácora que llevaba el oficial de operaciones o el suboficial  o alguien encargado para ese fin en la sección de operaciones, normalmente el comandante de compañía o de pelotón, también llevan su libro de lo que les está pasando, aunque doctrinariamente no es obligatorio llevarlo (récord 00:53:53 a récord 00:56:23 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

Aseveró que el oficial de enlace se usa para los batallones de combate terrestre y para las compañías, es alguien que ayuda a la compañía cumpliendo funciones administrativas en el puesto de mando atrasado, no participa en nada operacional, una de sus funciones es la legalización del gasto de munición, el comandante que está en el área puede incluso legalizarla a través del radiograma donde comunica el combate, pero también lo puede hacer después de que se verifica cuanta se gastó. Se debe hacer un acta confirma y huella de cada uno de los militares que gastó munición (récord 00:56:37 a récord 01:05:42 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

La legalización de munición y los documentos de legalización de ésta, se hacen a nivel compañía, si ésta tiene por ejemplo 4 pelotones y los 4 tuvieron combates sucesivos, la doctrina dice que es por compañía, no  por cada combate, acotó que tiene  unos tiempos específicos para hacerlo, los cuales a veces no se pueden cumplir, pues la doctrina dice que la legalización debe hacerse 18 horas después de gastarla, pero la misma termina cuando se hayan firmado todas las actas, los libros, se haya puesto huellas y entregado el comprobante de gasto de munición; esas 18 horas podían ser el primero o el 30 del mes, dependía de la disponibilidad de la unidad (récord 01:12:58 a récord 01:14:30 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

Para el año 2008, igual que ahora, se tenían dos tipos de operaciones militares, unas para el combate regular y otras para el combate irregular para las de combate regular en el 2008 se utilizaba el reglamento operaciones para combate irregular contenidas manual EJC-10, dentro de las cuales están ocupación, registro, control militar de área, destrucción y repliegue ofensivo (récord 01:21:26 a récord 01:22:03 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

Una operación de registro es una actividad tendiente a identificar, buscar, o verificar algo, alguna situación o acontecimiento en un área determinada en un tiempo determinado, se registra el terreno, que no haya campamentos, o si hay las operaciones de registro tiene muchas funcionalidades, pero la principal es verificar, buscar, incluso desvirtuar; se puede ir a registrar un área y encontrar un indicio, o no encontrar nada o encontrar al enemigo y puede haber combate (récord 01:22:29 a récord 01:24:07 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).

Manifestó que una operación de control militar de área es controlar. Para el año 2008 inclusive, se tenía control de actividades de la población, hoy ya no se hace ese control de población, en ese tiempo se controlaba actividades, tránsito terrestre, ríos, verificaba actividades de la población dentro de un caserío, en una vereda, entonces esa operación era tendiente a controlar el terreno, las actividades y sobre todo a hacer presencia (récord 01:24.17 a récord 01:25:56 pista 1 sesión audiencia febrero 1 2012).
El registro a fuego se utilizaba para los sitios donde era imposible o casi imposible llegar, por las características del terreno, y el peligro que representaba ir allá,  se hace  disparando para obtener una respuesta de la amenaza,  habiéndose verificado que no hay población (récord 01:26:09 a récord 01:27:29 pista 1).

Explicó la estructura de un batallón, y luego indicó lo que era uno de infantería que tenía jurisdicción, puesto de mando, con un comando y un staff asesor o plana mayor en tres niveles. 

Acerca de si las unidades agregadas operacionalmente a un batallón, dijo que el comandante de  la unidad agregada de la compañía, se convierte en asesor del comandante también, el comandante del batallón la puede usar, le puede dar órdenes, y puede asesorar al comandante en el cumplimiento de esa misión; aludió al caso específico de la agregación de la unidad meteoro, la cual se creó para el control de las carreteras, inicialmente las principales, luego las divisiones, luego las alternas, luego labores de verificación, y su comandante  asesora al comandante del batallón en esas situaciones que la maneja, en ese sentido hace parte de la plana mayor, pero por organización no, porque es una cosa transitoria  (récord 01:33:10 a récord 01:35:56 pista 1).

Indicó que el comandante de batallón tiene unos medios de control que son el reporte, el seguimiento a la batalla y los programas radiales, consistentes en una charla por radio, llama a todas sus unidades y éstas le cuentan qué está pasando allá, por ese mismo medio puede dar órdenes o instrucciones, ese es a nivel comandante, pero existe otros programas radiales, concluyó que es una comunicación entre los que están en el área y los que se ubican en el puesto de mando atrasado, que son directivos, o asesores, sobre diferentes temas (récord 01:36:14 a récord 01:39:55 pista 1).
Respecto de lo que es un INSITOP, reveló que es un documento que quiere decir, doctrinariamente, informe de situación operacional, mediante el cual reporta la unidad que está allá, el indicativo de la unidad, las coordenadas del comandante de la unidad,  la misión que están cumpliendo, el nombre del comandante de esa unidad, la organización a la cual está la unidad, viene en un formato para 24 horas, se reporta a niveles superiores, tiene condiciones de horario, normalmente lo firma el S3 y el comandante, pero puede ser sólo firmado por el comandante o  sólo por el 3;  como las unidades superiores necesitan la información de que está haciendo cada quien y dónde está, por eso debe firmar a la mayor brevedad posible, por eso en ejército existe el autenticar el documento, lo que quiere decir es que quien firmó da fe de que lo que dice ahí es cierto. Agregó que la unidad que esté en el área, si la envía al batallón  o si le ordenan que la envíe, lo firma él sólo porque el comandante de compañía no tiene S3. En el caso de no estar el comandante del batallón, como una de las funciones del ejecutivo y segundo comandante es reemplazarlo, el INSITOP lo debe firmar él, y autenticarlo el S3, pero lo normal es que en esos menesteres lo reemplace el segundo comandante (récord 01:40:05 a récord 01:45:37 pista 1).

Acerca de un GRULOC explicó que es un grupo de localización, es el que va verifica, registra, recoge indicios y va y localiza algún objetivo. Igualmente refirió que no sabía si todas las unidades militares lo tenían, dependía de la función y misión que esté cumpliendo y dónde se esté cumpliendo (récord 01:45.49 a récord 01:47:12 pista 1).

Respecto de la capacitación de los militares para transitar entre marañas de día y de noche, expuso que ellos reciben entrenamiento para  movimientos diurnos y nocturnos, porque la noche le ofrece ventaja táctica, protección, no es lo mismo andar  por un potrero y ser observado de día, donde lo pueden matar, que de noche, cuando nadie lo ve, y a campo traviesa, es decir, tomando un punto de referencia y se transita por ahí, ese movimiento necesita  medios, puso el ejemplo que si se le pide a una unidad especial, demasiado entrenadas y con demasiada dotación, que se muevan de noche, lo hace más fácil, porque todos los soldados tiene aparatos de visión nocturna, con los que se alcanza a ver por donde más o menos caminar, pero si esto lo hace un batallón regular, es más difícil porque sólo va a tener uno o dos visores, uno lo tendrá el puntero, que va guiando y los de ahí para atrás se van guiando con el de adelante (récord 01:47:36 a récord 01:50:40 pista 1).

Respecto de lo que es un movimiento de saltos vigilados, expuso que pasar una cerca es una situación táctica difícil, por lo tanto sumar 100 situaciones tácticas de ese tipo como: cercas, partes altas, cruzar un camino, un charco, un claro, situaciones que en sí forman un movimiento el cual tiene tres técnicas: 1) avance, cuando se ve que el contacto con el enemigo es probable, 2) avance vigilado, tiene características como que el contacto con el enemigo puede ser probable, y 3) movimiento por saltos vigilados, su principal característica es que el contacto con el enemigo es inminente, significa que una unidad vigila, la otra pasa a la otra posición, cuando este está asegurado vigila para que el otro pase, es sucesivo, uno se mueve y el otro salta (saltar es moverse de un sitio a  otro), y luego cambian, se debe hacer lo más rápido posible (récord 02:05:15 a récord 02:07:56 pista 1).
Sostuvo que estando en saltos vigilados, si hay encuentro con el enemigo, éste se convierte en fuego en movimiento, que es lo mismo que saltos vigilados, pero el que está vigilando no lo hace sino que está disparando, y el otro se mueve, al llegar a su posición empieza a disparar para que el otro se mueva, es moverse y disparar, unos disparan mientras los otros se mueven y luego cambian, si se deja de disparar el que se mueve puede morir. Que en algunas ocasiones se sabe  que el enemigo está ahí  disparando pero no sabe dónde está, si se sabe dónde está y se puede ver, no se va en fuego en movimiento se utiliza otra táctica como ponerle un francotirador, pero  normalmente sí  hace  fuego en movimiento hacia el área donde está el enemigo, incluso se puede hacer repliegue, fuego en movimiento hacia atrás. El efecto es aferrar a un enemigo al terreno ó neutralizarlo mientas el otro se mueve. Con fuego es negarle la posibilidad de que ataque al que se está movimiento (récord 02:08:08 a récord 02:10:53 pista 1).Añadió que el que se va moviendo no está disparando, los que están disparando lo hacen hacia adelante, el que se va moviendo lo hace hacia atrás, pero si el que se está moviendo ve un blanco le debe disparar, ni tampoco puede esperar a que el comandante le diga que dispare, si ve un blanco mientras está corriendo también dispara(récord 02:11:13 a récord 02:12:23 pista 1).

Cuando se habla de responder es porque ya hay una manifestación de acto hostil, al comandante le corresponde en razón a que no se sabe la cantidad, fuerza y armas del adversario, se debe usar todo el poder de combate en contra, estos es, las personas, las armas, el terreno, es usar todo lo que tenga en la forma correcta y en el menor tiempo posible, para no permitir que el enemigo se reponga (récord 02:12:37 a récord 02:14:40 pista 1).

Respecto de las posiciones de tiro reveló que son: tendido, de rodillas y de pie, mientras se está en combate debe ser tendido, pero depende de los obstáculos que tenga (récord 02:25:38 a récord 02:28:51 pista 1).

Los visores nocturnos, que son para ver de noche, funcionan con un tubo intensificador de luz el cual coge las mínimas cantidades de luz que haya y las multiplica, eso hace que algo se vea, normalmente siluetas moviéndose y un plasma verde claro, tiene condiciones de distancias (récord 02:29:14 a récord 02:31:44 pista 1).

Explicó que: i) los cuadros de mando ubicados  en el área, deben verificar una información, porque hay que desvirtuarla, la cual se debe informar, nadie actúa en el ejército a motu propio(récord 02:41:31), ii) el S2 recibe, analiza, evalúa información, y con ella asesora al comandante para que éste ordene una operación, si es que con el resultado de esa información se convierte en inteligencia, lo que es básicamente el ciclo de inteligencia, resumido en: planeamiento, esfuerzo y búsqueda, que lo hace el S2, igualmente es experto en terreno, iii) el comandante que está en el área debe verificar la información y comunicarla al S2, que igual puede decir que no va a verificarla pero puede incurrir en omisión, aclaró que una información confirmada, es una información de presencia que ya no le sirve al S2, pero el comandante debe verificar y debe informar antes, durante o después, iv) respecto de cooperantes e informantes en la práctica el comandante que está en el área puede utilizarlos, algunos reciben dinero por sus informaciones, el que está en el área no tiene recursos para hacer eso, pero si el batallón tiene cooperantes, el comandante de área puede utilizarlos, v) en el caso de que una joven de 16 años acuda al ejército requiriendo su ayuda porque está siendo víctima de una extorsión lo que debe hacerse es verificar la información, así no haya pasado por el S2, pero en la medida de lo posible debe  informarlo, y tomar las medidas para que la información no se convierta en trampa, en la verificación como no se tiene un blanco no se debe llegar al sitio disparando, porque sólo se va a verificar, vi) la proclama militar es  un aviso de identificación, avisarle al enemigo que está ahí, no se lanza cuando se puede perder la sorpresa, tampoco cuando pone en peligro la vida del comandante y la de los hombres, y tampoco cuando como consecuencia de haberla lanzado el enemigo cause un daño a otros, pero cuando no se tiene identificado al enemigo, no se tiene seguridad quien está en el área que normalmente es consolidada, se lanza la proclama por que en el ejército no han enseñado nunca a disparar contra alguien que no sea un objetivo militar, vii)  combate de encuentro es cuando ni usted sabe que yo voy, ni yo se que usted viene, después de que suena el primer tiro ya no hay proclama, en un combate sorpresivo se actúa de manera mecánica; viii) respecto del deber ser de una unidad militar que recibe información de la presencia de delincuentes en un lugar, adujo que doctrinariamente es: informarlo al S2, éste lo evalúa, lo pasa al comandante y él de alguna orden (récord 03:18:49), en el caso que tuviera un dos y un comandante ahí sentado en comunicaciones, pero como no pasa, se llama situación operacional y el deber ser es que él deba ir a verificar, le corresponde al comandante que está ahí, si no lo puede informar, lo hará después, debe verificar, no ir a atacar, porque para esto último debe tener una información más exacta(récord 02:38:02 a récord 03:33:11 pista 1).

Clarificó que: i) cuando una compañía está agregada y uno de sus pelotones tiene un combate para reportarlo existen dos situaciones: lo primero es seguir el conducto regular, el pelotón lo reporta a la compañía, ésta al batallón, este a la brigada, y así sucesivamente, pero puede haber casos en los que el pelotón  no esté bajo el mando operacional de la compañía, sino que el comandante de batallón le dé una misión específica y él lo tiene bajo control operacional, y el comandante le puede pedir los reportes directamente, pero lo normal es que se reporte por el conducto regular, los reportes se hacen cada dos horas para que el COP sepa dónde está, por eso prende el radio y se reporta y apaga el radio, si hay un combate se puede dar el caso que el radio esté apagado, si el comandante de pelotón no tiene la oportunidad de comunicarse con su comandante de compañía porque no le contesta o el radio está apagado, por esa misma frecuencia reporta al COP del batallón, si se escucha un combate todos prenden los radios, ii) maniobrar es hacer uso de los hombres, las armas y el terreno, por eso el comandante llega a un área que necesita verificar, y tiene unas medidas tácticas, como poner las armas donde dominen un terreno, se buscan los puntos críticos del terreno y hacia allá se tentativamente se empieza a proteger con campos de fuego, luego de eso es que puede acercarse a ese objetivo de acuerdo a las técnicas de avance, hasta cuando pueda observar el sitio y ahí si parar y observar, tratar de identificar, lanzar la proclama si escucha a alguien y no lo ve, iv) no hay sitios exactos para el ejército, las coordenadas no son exactas, los GPS tienen un margen de error, cuando el comandante da una orden para verificar, ojalá se den puntos de referencia, porque un campesino no le da información con coordenadas, de no hacerse así se debe ir registrando el camino hasta llegar al punto, tomando medidas de seguridad en cercas, caminos, pero si tiene el sitio exacto con coordenadas, estas se meten en el GPS y se va para el sitio, v) respecto de las verificaciones en una vereda de noche, indicó que los movimientos de día o de noche dependían del terreno, y la verificación no da espera, si se la dan a las 10 de la noche, que están extorsionando o posiblemente van a matar a una persona en una casa, irresponsable sería del militar decir que esperaran hasta que amaneciera para ir, o puede decir que  va ya y se le presentan situaciones por el camino y llega de día, vi) respecto de una información que se tiene de días atrás, manifestó que cuando se le dice que en tal sitio estuvieron x personas, si iban uniformados, tenían fusiles, etc., estuvieron hace 8 días, pues en ese caso, ya no tiene la urgencia de ir, porque ya no están, esa información le sirve al de inteligencia, para verificar en su registro de información, últimas actividades, el dos vera para qué la use, ahí sí puedo esperar y verificar, vaya y verifique que indicios dejaron, que les dice la gente, los extorsionaron,  los amenazaron, ahí si va y verifica, pero siendo lógicos si es de 8 días, no tiene urgencia de ir a verificar porque no se ve una intención peligrosa; ahora si le dicen: hace 8 días vinieron y nos amenazaron que hoy vuelven, se arranca para allá, eso se convierte en una acción que debo tomar rápido, vii) cuando se sabe que en el lugar hay presencia de  4 ó 5 hombres armados, se toman las mismas medidas tácticas que son las mismas para 1 o 100, y son: prevea sus armas, ubíquelas en un sitio que cubra los puntos críticos, tenga observación sobre el posible campo, mueva sus hombres por el sitio menos previsto, oculte su presencia, sus hombres, asegúrese, ix) cuando se tiene previsto que hay 5, normalmente la doctrina dice que cuando se va al ataque, debe llevar 3 a 1 y como máxima urgencia 2 a 1, todo depende de muchas cosas, porque el que está allá puede ser uno solo y los que van pueden ser 10, pero el que está allá puede ser experto y con armas potentes, por ejemplo, es importante tener el poder relativo de combate, que no son solamente hombres, sino armas, entrenamiento, antigüedad, moral, capacidades, todo influye, se actúa con la información que se tiene, x) lo normal es que una unidad de ataque tenga una de apoyo y otra de reserva, pero no es obligatorio, xi) cuando no se tienen visores nocturnos el desplazamiento de la tropa de noche depende de la experiencia, pero normalmente se les entrena para eso, xii) respecto de los INSITOP, esos primeros nombres que aparecen allí, es la línea de mando operacional a la que pertenece en ese momento el pelotón, quienes lo firman es la línea de mando del batallón al que pertenece en ese momento, xiii) al analizar los INSITOP que corresponden a la prueba 3 de la defensa, expuso que veía que se trataba de un dispositivo de tropas del batallón de infantería # 15 Santander, que había unas unidades, todas de la segunda división, unas borrosas que no puede ver, y de la brigada 30, del batallón BISAN,  y del batallón 314, que todas las unidades son de infantería excepto unas unidades “Búfalo” que son del plan meteoro 3, son de la segunda división brigada 30, están con el batallón "Santander", dijo que suponía que en ese momento estaban agregadas al batallón "Santander", o si no, no estarían ahí, y por lo que adelante no decía nada de que sean otra cosa, estaban agregadas, su indicativo es "Búfalo" la compañía, pelotones 1, 2 y 3 y estaban las coordenadas en donde en ese momento estaba el comandante, el sitio y la fecha del INSITOP (01 de enero 2008) y que decía por orden del señor teniente Coronel, lo que quería decir que como él no estaba le daba la orden a alguien que firme por él, en el caso, el mayor Chaparro, oficial de operaciones del batallón Santander y el mayor Estupiñan, segundo comandante, recalcó que era el que hacía las veces del comandante cuando éste no estaba (récord 00:55.20), xiv) si se tenía una información específica, con un enemigo plenamente identificado, ya era una maniobra de ataque, era sorpresivo para él, para el 2008 se llamaba tácticamente golpe de mano, hay otras acciones parecidas militar y tácticamente, que ya no son sorpresivo para los dos, entonces deja de ser combate de encuentro y se convierte en sorpresivas, xv) la proclama se lanza para hacer el uso de las armas, si contestan con armas, se debe hacer uso de las armas, xvi) las técnicas en el área para un registro en la noche, son varias, para no perderse, como las técnicas en cajón, zigzag, paralelo, paralelo contrario, el andar de noche es difícil, a veces se puede a veces no, y si es de día hay algo que son los sitios de observación (récord 00:00:22 a récord 01:08:24 pista 2).
Clarificó que: i) quien habla de objetivo militar es el DIH, no los derechos humanos, lo definió como algo que es lícito de ataque, agregó que el soldado no sabe qué es el objetivo militar pero el que planea la operación si tiene seguramente definido qué es el objetivo militar (récord 01:10:59), ii) si un comandante se entera que en un lugar hay unos individuos de civil, armados, extorsionando a la población, se puede definir como un objetivo definido pero no identificado, por tanto lo que se debe hacer es ir a verificar para tener un objetivo militar plenamente identificado, 

Complementó que: i) un jefe de operaciones acucioso, en el evento de que un día no pasara nada, colocaría enel libro diario operacional que no había pasado nada, por ejemplo, podría encontrar una anotación S/N (sin novedad), pero se pueden saltar uno o dos días porque ese día no pasó nada, ii) no es normal que del desarrollo de una operación que dure de 10 a 15 minutos, la legalización del gasto de munición dure 46 días, porque a la menor brevedad que se tenga hay que reportar el gasto y si se deja de hacer probablemente es que en el próximo abastecimiento no le entre la munición que le falta, pero la directiva dice que cuando hay gastos de munición consecutivos, se debe hacer la legalización 18 horas después de haber terminado el último, iii) normalmente donde está el ejercito es porque no hay policía, pero para los delitos comunes donde no hay policía la población civil acude  al ejército, pero lo más normal es que donde hay policía se debe acudir a ella, iv) comandante son todos los que tienen mando desde el cabo en adelante (récord 01:18:30 a récord 01:44:06 pista 2).
En relación con la exposición del mayor, en la que los defensores de Quijano Mariño y Vargas Cortés, fundamentaron sus argumentaciones acerca de la legitimidad de la operación que ordenara el comandante de la compañía plan vial meteoro N° 3 ese 11 de enero de 2008 y que concluyó con un combate al que dice se vieron avocadas las tropas del pelotón denominado búfalo 1 al mando del teniente Diego Aldair Vargas Cortes, en el cual se reportó como dado de baja a Fair Leonardo Porras Bernal, se analizarán con los demás medios de convicción obrantes en el proceso.
En relación con este testimonio, tenemos que el versado en asuntos castrenses explica términos y situaciones importantes para entender el argot del ejército, así como situaciones operacionales, línea de mando, conformación, unidades agregadas, etc, aunque se aprecia que en algunos temas no coincide con el General Suárez Bustamante, sobre todo a las acciones a tomar frente a determinadas situaciones, por ejemplo dijo que no era siempre necesario el apoyo y la reserva, mientras que el General censuró que la operación militar cuestionada no los tuviera. Y pese a que explica en cada situación el deber ser, admite que dadas las situaciones a que tienen que enfrentarse los hombres del ejército, en cada caso debe actuar conforme lo exijan las circunstancias.
La defensa para demostrar que Fair Leonardo se dedicaba a  actividades delictivas, también presentó al señor José de Jesús Romero Espinosa(recepcionado en sesión del 17 de enero de 2012, récord 00:00:07 a récord 00:39:45, pista 4). Dijo residir en Cúcuta, donde se desempeña como administrador de un negocio. Refirió haber vivido en el barrio “Compartir” de Soacha, del año 2001 al 2004 (récord 00:02:42 a récord 00:04:03 pista 4), de donde debió salir por haber denunciado a unos delincuentes, dado que frente a su casa había un expendio de drogas. Las autoridades no le prestaron atención, y en cambio  fue amenazado y víctima de varios atentados, en el primero de los cuales, ocurrió entre el 14 y 15 de agosto de 2003, pero no se le recibió denuncia por no presentar lesiones. Dos meses más tarde regresó a la residencia de sus padres en el barrio “Las lomas”, en Bogotá (récord 00:04:20 a récord 00:07:40 pista 4). 

Respecto a las personas que expendían y consumían alucinógenos en Soacha, expuso que, pertenecían a una banda dedicada a atracar, y extorsionar a comerciantes y transportadores, algunas de los cuales habitaban en “Compartir”, otros en “Ciudad Latina” y los restantes en “Ducales”, de lo cual se enteró porque los siguió a sus residencias, junto con la policía (récord 00:08:13 a récord 00:09:18 pista 4). 

Acerca de una entrevista que dio a un investigador en el año 2008, reveló que laboraba en un restaurante en Cúcuta, del cual era cliente el general Paulino Coronado, comandante de la Brigada 30, y su esposa Gloria, cuando reconoció en el periódico, cuya fecha no recordó, a uno de los delincuentes de Soacha de los supuestos “falsos positivos”, le comentó a doña Gloria. Ella lo contactó con un investigador de la defensoría del ejército, quien  lo entrevistó, exhibiéndole una copia del periódico “El Tiempo”, en la cual reconoció a las personas de las fotos (récord 00:13:14 a récord 00:16:00). 

Se le exhibieron las  fotografías de Fair Leonardo Porras Bernal (prueba # 19 documental), a quien reconoció como uno de los sujetos que permanecía consumiendo estupefacientes frente a su residencia en Soacha e integrante de una banda denominada “Los Pancoques”. Al preguntársele si lo había observado delinquiendo, expuso: “…a veces permanecían atracando hasta las dos, tres de la mañana, en la madrugada, eh, los conductores permanentemente vivían quejándose que los robaban…generalmente portaban armas blancas, cuchillos…” (récord 00:16:19 a récord 00:18:20  pista 4). 

Seguidamente expresó que no sabía con exactitud el número de integrantes de esa “banda”, pero Fair era una de las 6 personas que identificó.  A récord 00:19:30, aclaró que cuando en compañía de los policías se hizo una operación de búsqueda de las personas por él denunciadas, de Fair no pudieron ubicar su residencia.

Explicó que no tenía amistad con la esposa del general Coronado, era la relación de un mesero con un cliente; sabía del general porque llegaba uniformado, y los dueños eran sus amigos, quienes les decían de qué personas se trataba; proporcionó información al general, acerca de los mencionados “casos de Soacha” porque no era justo que se sindicara a militares por culpa de delincuentes; todas las personas que reconoció en el periódico eran residentes de Soacha(récord 00:26:30 a  00:31:51 pista 4).

De los “falsos positivos” se enteró por televisión la semana anterior a dar la entrevista, más o menos el 8 de agosto de 2008, en donde aparecieron esas personas muertas por el ejército, a la semana siguiente la esposa del general  fue al restaurante y él le dijo que: “…conocía a tipos de los que habían salido de los “falsos positivos” de Ocaña,  que los conocía de Soacha,…que hablara con el general que … estaba dispuesto a rendir una declaración…”; y le dio el  número de su celular a la señora Gloria (récord 00:32:52 a récord 00:39:22 pista 4).

Se trajo al investigador Juan Miguel Angarita, quien, entre otras actividades pesquisitorias, estableció que para los meses de noviembre de 2007 a enero de 2008, existían en Soacha,  bandas distintas a las que le certificó la Fiscalía, según afirmó en el juicio, entre ellas “Los Pancoquis”, de quienes averiguó, distribuían grandes cantidades de papeleta de bazuco (récord 00:10:44 – 00:32:50 pista 2 en sesión del 30 de enero de 2012), declaración  que se debe decir, no tiene soporte distinto a las manifestaciones del testigo, por tanto, se considera, no soportan las aserciones del señor Romero Espinosa que hemos de anticipar, no se ofrecen confiables. Además porque al ser contrastadas, se presentan contradictorias como se pasa a ver.

El Despacho debe decir que el relato del señor Romero Espinosa contiene plurales imprecisiones y contradicciones que le restan credibilidad, impidiendo de contera, fijar en el proceso que Fair Leonardo Porras Bernal se dedicaba a cometer actos delictuales en el municipio de Soacha, pues si bien es cierto, el testigo al observar su fotografía en la audiencia, afirmó que era uno de los miembros de la banda “Los pancoques”, cuyo territorio de operaciones era el barrio  “Compartir”, además de que hacía parte de las 6 personas muertas a raíz de los “falsos positivos de Ocaña”, reconocidas por él como uno de los integrantes de ese grupo delincuencial, lo cierto es que, tal situación no quedó establecida.

Obsérvese cómo el deponente no fue puntual ni preciso al referirse al actuar delictivo de la banda y sus integrantes. Sus manifestaciones hicieron relación a los siguientes aspectos: i) Fair hacía parte del grupo de personas que se ubicaban frente a su casa a consumir drogas; ii) conocía bien los actos reprensibles a los que se dedicaba la banda, sin embargo nunca los vio delinquir, pues primero afirmó que se dedicaban a extorsionar y atracar a los  comerciantes de Soacha y a los transportadores, después expuso que los transportadores les daban plata, pero que no tenía conocimiento por qué concepto.

Del relato del declarante, en ningún momento se escuchó decir los vi, los observé, los sorprendí en tal actividad, por el contrario, decían que vivían quejándose que los robaban, su conocimiento no es directo, sólo atinó a expresar de manera generalizada: yo los veía consumir drogas, permanecían atracando hasta las dos, tres de la mañana, a pesar de que igualmente afirmó nunca haberlos visto delinquiendo, nunca se hizo mención a nombres, alias de los integrantes del grupo, específica situación que riñe con las reglas de la experiencia y el sentido común, pues bien es sabido que cuando un grupo de delincuentes actúa de manera constante en una zona, barrio o municipalidad, la ciudadanía los reconoce precisamente por sus alias o apodos, no se deje de lado, un detalle relevante al respecto, y es que  Fair era reconocido en el barrio como “el gringo” o “el mono”.

Aunado a lo anterior causa extrañeza que precisamente la casa de habitación del joven Porras Bernal, fuese la única que el deponente no logró ubicar, al señalar que en compañía de la policía les hacía seguimientos, cuando ya se determinó dentro del proceso que Fair Leonardo tenía arraigo en el barrio “Compartir” de Soacha desde el año 1987, más si en cuenta se tiene que el mismo testigo afirmó que residió en ese barrio del año 2001 al 2004.  

Ahora, entró en contradicción frente a la forma como  identificó a los  6  sujetos que presentaron como “falsos positivos de Ocaña”, pues recuérdese que al inicio de su testimonio, en respuestas suministradas a la defensora de los soldados profesionales García Corzo y otros, expuso que al ver un recorte de periódico “El Tiempo”, reconoció a los sujetos como delincuentes de Soacha, pero más adelante, al dar respuesta a uno de los interrogantes propuestos por la agente del ministerio público respecto de cómo se había enterado de los “falsos positivos de Ocaña”, indicó que había sido a través de la televisión donde vio y reconoció a 6 sujetos que eran delincuentes en Soacha. 

Aunado a ello, antes de observar a Fair en la fotografía expuesta en el juicio oral, aseveró que había reconocido a los sujetos de Soacha, presentados como víctimas en Ocaña, por haberlos percibido en un recorte de  “El Tiempo”,  y más adelante, a la misma defensora le contestó que la imagen exhibida  correspondía a uno de los sujetos pertenecientes a  la banda “Los pancoques” y que aparecía como muerto en combate por el ejército en Ocaña, y que a los demás los había reconocido en el recorte del periódico, contradicciones  que imponen al Despacho restarle credibilidad al testimonio.

Fuera de lo anterior  las presuntas amenazas y atentados de que fue objeto, según sus afirmaciones no quedaron documentadas, ningún registro oficial da cuenta de ellas, además de que no quedó claro de qué personas provinieron.
En conclusión, el testigo nada aportó en punto a demostrar las actividades delictivas a las que presuntamente se dedicaba Fair Leonardo Porras Bernal, como al unísono quisieron hacerlo ver los defensores dando a la declaración un alcance que no tiene. Por tanto, el Despacho comparte la apreciación de la Fiscalía en torno de las manifestaciones de este testigo,  que nada aportan sobre ese aspecto, pues sólo aludió a unas actividades al margen de la ley que atribuyó a una supuesta banda.

Fuera de las imprecisiones y contradicciones en que incurre el declarante, contrastada esta atestación con la del señor Angarita, se presentan divergentes. Mírese que mientras éste último dice que la banda se denominaba “Los pancoquis”, el señor Romero Espinosa expresa que se llamaban “Los pancoques”; y entre tanto el investigador informa que los miembros de esa asociación delincuencial se dedicaban a la venta de bazuco, Romero Espinosa expone que se su actividad ilícita era la de atracar buses y  robar, situación que entra en discordancia con lo expuesto por el investigador Angarita, ya que en relación con sus actividades en Soacha, él dijo que pudo determinar que  Fair tenía buena relación con las personas de las busetas, resultando por tanto inexplicable que conformara la pandilla dedicada a  atracar a los buses del sector,  y que a la vez, fuese amigo de sus dueños o conductores. 

Conforme con lo anterior no resulta concordante esta declaración con las manifestaciones de los vecinos del sector de Ábrego, quienes aquí manifestaron que habían sido víctimas de extorsiones por parte de entre otros, Fair Leonardo, como lo destaca la defensa, pasando por alto los abogados que de la declaración de  Romero Espinosa no se estableció que viera delinquir a los integrantes de la banda y específicamente a Fair Leonardo Porras.  En relación con el reconocimiento de la fotografía que de la víctima hizo en la audiencia, es claro como lo expresó en su declaración, que ya había visto su fotografía  en el periódico. 
En relación con antecedentes delictivos de Fair Leonardo Porras Bernal, el investigador Juan Miguel Angarita en su declaración afirmó que, se tuvo en cuenta el oficio suscrito por la doctora María Cecilia Jaimes Amado, en el que menciona que él  tiene una anotación por hurto calificado, correspondiente al proceso 2008-146, el cual pudo constatar estaba en el centro de servicios de Soacha, situación que de suyo no convierte en delincuente a la víctima, acorde con el artículo 248 de la Constitución Nacional.
Para confirmar la teoría de la defensa del mayor Quijano Mariño, este acusado declaró en el juicio (Tomado en sesión de audiencia del 6 de febrero de 2012 del récord 00:20:20 pista 1 a récord 01:30:04 pista 2), indicando que efectivamente tuvo lugar un enfrentamiento armado entre un grupo de delincuentes y hombres bajo su mando. 

El procesado, advertido de sus derechos de no autoincriminación y a guardar silencio, relató que la génesis del enfrentamiento fue su conocimiento acerca de que en la vereda “El tabaco”, en "caseteja",  unos señores estaban amenazando a los pobladores,  mediante llamada directamente del afectado, vía celular, como no podía darle credibilidad a las manifestaciones de esa persona, pues no sabía quién era, le pidió que se acercara a hablar con él.

Agregó que el 10 de enero, en horas de la tarde, se le presentó el señor Luis Felipe Mogollón quien le comentó  que era un desplazado del municipio de Arauca, y se ubicaba en una finca  en “El Tabaco” y que diciembre habían ido unas personas a pedirle 200 mil pesos, los cuales no tenía, por tanto los solicitó en préstamo. También le dijo, que ese mismo día habían llegado esas mismas personas a exigirle plata, razón por la cual  él había salido corriendo, mientras su hija, los atendía. Acotó que al preguntarle porque no había informado antes, éste le respondió que sí había mandado a su hija quien le informó a los soldados del puesto “El trapiche” o “El Molino”, ubicado a unos 500 metros de donde estaba él.

Añadió que tomó la información y con su experiencia en inteligencia hizo un “mini ciclo de inteligencia”, porque las compañías son una Unidad fundamental, sin Sección de inteligencia. Se convirtió en un agente de inteligencia, tomó la información, la analizó, constatando que desde el 4 de enero, luego de su regreso de vacaciones, se recibieron constantes informaciones de presencia, evalúo la fuente, le dio credibilidad, exactitud, la registró en su libro de comandante, adicionalmente, como manejaba la carta de situación y contaba con un programa de cartografía, lo pasó a google earth, todo lo cual informó al batallón “Santander”.

Esa información se la suministró al comandante encargado, mayor Estupiñan, porque el comandante Tamayo Hoyos, no estaba en el batallón, y como no se tomó una decisión, él decidió difundirla y utilizarla, le dio la orden verbal al teniente Vargas Cortés, de realizar una misión de registro y control de área (récord 00:47:31 a récord 00:53:46). Amplió que ordenó una misión táctica consistente en realizar una misión de registro y control de área, empleando las maniobras necesarias; le dijo que amaneciera en el sitio y se dejara ver de la población civil, para darles la sensación de seguridad del sector. Aclaró que el teniente Vargas Cortés estaba encargado del cómo hacerlo, él y sus hombres de seguridad se convirtieron en la reserva y una sección que estaba en el trapiche fue el apoyo de la operación (récord 00:40:56 a récord 00:59:05 pista 1). 

Precisó que la misión ordenada no  requería del cumplimiento del ciclo de inteligencia porque no se iba sobre un punto específico, sino sobre un área general, y que en el evento de necesitarse quien la hubiera realizado debía haber sido el batallón “Santander”, con sus unidades y luego de una reunión de estado mayor, pero la información que él recibió de un campesino, en su sentir debía tratarse bajo el principio de oportunidad, pues si hubiera dejado de actuar hubiera tenido que responder por omisión (récord 00:59:22 a récord 001:02:50 pista 1).

Refirió que las informaciones las venía transmitiendo al batallón Santander desde el día siguiente en que llegó de vacaciones, extrañándole que no se hubiera tomado ninguna determinación, y como no era orgánico del mismo sino agregado operacionalmente a éste y la brigada 30, por una ORDOP, nunca le quitó el mando de la compañía,  eso significaba que estaba era bajo control operacional. Sobre el particular, leyó del Manual EJC350, página 90, organización del estado mayor y operaciones, numeral 4, control operacional: “…una unidad puesta al mandode otro comandante para cumplir misiones o tareas especificas, que por lo regular son limitadas por su función…”, aclaró que su función primordial era la de la vía, porque tenía vehículos, prosiguió con la lectura: “…y tiempo o ubicación, el comandante puede desplazar la unidad o retener su control táctico o puede asignarle dicho control a un comandante subalterno…”, refirió que en ese momento el comandante subalterno del batallón Santander era él, porque, reiteró, nunca le quitaron el mando,  siguió leyendo: “…el control operacional no incluye responsabilidad administrativa, logística, disciplina, organización interna y entrenamiento general…”, los abastecimientos y comida suya eran llevados desde Bucaramanga (récord 01:03:18 a récord 001:08:08 pista 1).

Añadió que recibió autorización de sus superiores para llevar a cabo la operación de registro y control militar de área, después de trasmitir esas informaciones de manera radial al batallón Santander, las cuales debían aparecer en el libro de programas del comandante de la brigada a quien también las pasaba, pues decidió organizar una operación. Dijo que el comandante del batallón le ordenó estar en Abrego,  facultándolo, porque en ese momento era el comandante militar de esa área, por eso al obtener la información, planeó una operación, pero antes de iniciar los movimientos tácticos, en el programa con el mayor Estupiñán, comandante encargado, le informó que iba a sacar una misión táctica hacia la vereda “El Tabaco” de acuerdo a informaciones recibidas, y él le dijo: “hágale”(sic), y eso prácticamente era como una autorización de esa operación (récord 01:08:31 a récord 01:10:06 pista 1).

Agregó que ordenó el desplazamiento de la Unidad “Búfalo 1”, en la noche, dado que uno de los principios que rigen una operación militar es el de seguridad, y como ya había hecho un análisis de la carta, del terreno, de la situación operacional, para él era ilógico mandar un personal a realizar un registro y control de área de día, por ser supremamente poblada, con campesinos y relativamente despejada, había visibilidad en todas las direcciones de día, y que de haberla ordenado durante el  se podrían haber presentado dos situaciones, no encontrar nada o se hubiera perdido la seguridad y la sorpresa, (récord 01:10:26 a récord 01:12:20 pista 1).
Anotó que su posición mientras se desarrollaba la misión táctica era con su grupo de comando en las afueras de Ábrego, sobre la vía principal a 1 km, hacia la salida, lo tomaba como su puesto de mando. Aclaró que las coordenadas que se pasan en el INSITOP son las del comandante, lo cual no significaba que toda la Unidad estuviera ahí (récord 01:12:30 a récord 01:14:30 pista 1).

Se enteró del combate mediante el radio, el cual prendía sólo para reportes, porque funcionaba con baterías con duración hasta de 4 horas. Al encender el radio escuchó al teniente comunicando la situación al batallón “Santander”, tal vez  porque él no tenía el radio prendido. Una vez terminada la situación e informado por el teniente por radio cuáles fueron los hechos, qué sucedió y cómo sucedió, luego de lo cual siguió uno de los planes de contingencia, ubicó unos puntos de control sobre la vía destapada, para comenzar a acordonar el área desde su punto hasta el sector, con las unidades que tenía, la reserva, y que  no trascendió porque no fue un combate que necesitó apoyos aéreos o apoyos de fuego, fue bastante corto, de 10 minutos, a la mañana siguiente, al preguntar por radio el paso a seguir le dijeron que no tocara nada sino que esperara a que llegara el CTI (récord 01:15:10 a récord 01:19:58 pista 1).

Contrainterrogado dijo que no avisó a los GAULA, pues valoró si cumplía con su misión constitucional o dejaba ese hecho como si nada hubiera ocurrido, por su acercamiento con la población civil, aclaró que sí lo hubiera podido hacer, pero entonces en qué quedaba su trabajo de acercamiento a la población civil, y vuelto a interrogar, explicó que en el sector rural de Abrego no hay unidades GAULA, la más cercana al pan vial meteoro, creía estaba en Cúcuta,  distante a 4 ó 5 horas;en su sentir, cualquier persona podía acercarse a un estamento a dar información, no necesariamente debía ser de la red de cooperantes; el movimiento que ordenó era pedestre; si en una coordenada precisa coincidían el comandante del pelotón y el de compañía, el mando lo ostentaba el comandante de la compañía.

En interrogatorio propuesto por el señor Fiscal, dijo que atendió a Luis Felipe Mogollón en el puesto de mando ubicado a 1 km por la vía principal, pasando la bomba “Las Palmas”, saliendo del municipio de Abrego. Del sitio “casateja” al lugar de ocurrencia de los hechos hay unos 800 metros en línea recta; al teniente Vargas le mostró en la carta un área general, para que la registrara, comprendía la vereda “la soledad”, “casateja”, le dio la orden al teniente Vargas de salir a realizar la operación a las 11:30 p.m., y los hechos sucedieron a las 2:20 a.m., no le preguntó por la demora, pero que no se podría medir el tiempo dado muchas situaciones que pudieron presentársele en el desplazamiento, por el procedimiento táctico que hicieron inherente a la operación de registro y control militar de área; no se enteró de qué punto exacto salió el teniente Vargas a cumplir con la operación que le ordenó;  frente a la independencia operacional respecto del BISAN, expuso que estaba limitado por una ORDOP que le delimitaba un sector para realizar sus maniobras, pero que igualmente allí se especificó que el comandante de la unidad era él, eso le daba atribución para manejarla, lo que si debía era informar al comandante del batallón las situaciones, pero dado el cargo y al grado y la especificación hecha en la ORDOP que el comandante del Meteoro era él, eso le daba la facultad para ordenar las operaciones a su nivel con la compañía; con el teniente Vargas Cortés iban 4 militares más, los coacusados, en total  5, 1 oficial, 1 suboficial y 3 soldados (récord 00:53:48 a récord 00:54:43), de lo que le constaba el desplazamiento del teniente y sus hombres nunca fue en vehículos; Vargas Cortés le explicó que estaban en una base normal, en hilera, llegan a una cerca, la que divide un potrero de otro y en ese momento escucharon el movimiento de algo, Vargas tomó una posición de combate, asumió él que era la de rodillas, preguntaron quién estaba en el punto, le respondieron con fuego, ordenó una maniobra de fuego en movimiento, avanzó hasta cierto punto, utilizó dos granadas de mano y que después al realizar el registro, después de que se fueron, encontraron un sujeto, luego acordonaron el área, la acordonaron, que el teniente le dijo que llegaron al broche, cerca que separa los dos cultivos, una vez dijeron la proclama y le respondieron con fuego, ordenó un movimiento envolvente, que era de fuego y maniobra, como iba con otros cuatro militares, lo lógico era que unos cogieron por la izquierda y otros por la derecha, todos de frente, para no cruzar los fuegos y herirse, le dijo que había tomado una base de fuego, él y dos soldados, y que dirigió el fuego hacia el frente,  y otro militar se desplazó por el frente y otro por el lado de la cerca hacia abajo, o sea, hacia el segundo acordonamiento que hizo la Fiscalía, que los primeros disparos fueron en el broche, y al avanzar hicieron otra base de fuego, explicó que era disparar, avanzar, disparar y avanzar, desde donde se veían los carros en las fotos, hacia donde se encontraba Fair; que una baja como esas, es  un resultado operacional, por el cual lo podían felicitar, a potestad del superior, fue la única muerte en combate que se presentó en el período que estuvo al mando de la compañía, no le exigieron resultados operacionales como éste, sólo sobre el control sobre la vía; no se enteró directamente de actividades delictivas de militares del batallón Santander en ésa época, no se enteró de que por el señor Fair Porras se pagó una suma de dinero y fue entregado a unos militares,   no le hizo ninguna solicitud indebida a Pérez, no supo de la existencia de Carretero Díaz ni de un soldado profesional de nombre Dairo José Palomino, ni que éste tuviera algún grado de familiaridad con la esposa de Carretero Díaz (récord 00:32:07 a récord 01:28:30 pista 2). El testimonio se analizará más adelante en conjunto con otros medios de convicción.
Igualmente la defensa trajo al señor Pablo Elizander Hernández González, con la finalidad de adosar a la actuación el instructivo de situación operacional (Insitop), que recolectó del 1° al 20 de enero de 2008.

Leyó los apartes relacionados con la ubicación del pelotón “Búfalo 1” al mando del teniente Vargas Cortés, perteneciente a la compañía plan vial meteoro N° 3, y que los citó con la finalidad de establecer que efectivamente la tropa estaba en “x sitio”, donde igualmente si fijan unas coordenadas, un día, un horario y dónde aparece el comandante de la compañía, los leyó en su integridad, dijo que los 20 folios de los cuales leyó lo correspondiente y pertinente para el caso, estaban autenticados en su parte anterior por el mayor José David León Naranjo oficial de operaciones. En igual sentido leyó los folios que contenían apartes pertinentes al caso, y que guardaban relación a los reportes que se hicieron de los pelotones "Búfalo" 1, 2 y 3 en el libro de programas comandante del batallón de infantería N° 15 Santander, los cuales leyó de manera textual y de los que reiteró estaban autenticados de la misma forma y por la misma persona que los anteriores (récord 00:24:53 a récord 02:27:51 pista 1 sesión audiencia 27 enero 2012).

Precisó que, en  la parte inferior de los INSITOP aparecía la firma del mayor Chaparro Chaparro Juan Carlos, jefe de operaciones batallón N° 15 Santander y en la parte de abajo,  derecha el mayor Estupiñan Sepúlveda Fabio, ejecutivo y segundo comandante batallón infantería N° 15 Santander.

Respecto de los de fechas 4 al 8 de enero de 2008 aparecían firmados por el mayor Chaparro Chaparro Juan Carlos oficial operaciones y el comandante del batallón teniente coronel Álvaro Diego Tamayo Hoyos, el del 9 de enero lo suscribían el sargento viceprimero Gutiérrez Álvarez Hugo Fernando y el teniente coronel Tamayo Hoyos; el del 10 de enero los mismos nombres, pero no aparecía la firma del teniente coronel Tamayo Hoyos; el 11 de enero de 2008, aparecía escrito antes de las firmas que decía por orden del señor teniente coronel Álvaro Diego Tamayo Hoyos, comandante batallón de infantería N° 15 santander y firmaban el sargento viceprimero Gutiérrez Álvarez y el mayor Estupiñán Sepúlveda Fabio, y el del 12 de enero de 2008 lo firmaban el sargento viceprimero Gutiérrez Álvarez y el teniente coronel Tamayo Hoyos.

En relación con  las siglas que aparecían en los INSITOP, expuso que la primera casilla era DIVII era la división segunda, la segunda, BR 30 es brigada 30, IDR110, indicativo de la brigada 30, dentro de lo que entendía pues no es militar y no tiene  conocimiento de las siglas militares, por tanto procedió a deletrear lo que estaba en cada una de las casillas del INSITOP en la parte de arriba.

En lo atinente al libro de programas comandante del batallón de infantería N° 15 Santander, el cual estaba en un formato con ítems como el día, el mes, el año, la hora, asunto y anotación

Explicó que Báltico era el que recibía la información de todas las patrullas de las unidades que estaban en el área, tenía entendido, como superior de todas las patrullas, él es el que las reporta a la brigada 30. De las copias que tenía en su carpeta en un total de 52 del libro programas de comandante,  sólo leyó lo que interesaba para el caso era lo referente a “Búfalo”.

Leyó de manera textual el reporte que aparece el 10 de enero de 2008 a las 18:05 horas: “…QSO en asunto, con bisarro 5 baltico 5 SN en el presente señor tc Tamayo viajó a Bogotá en desarrollo tres misiones tácticas fue erradicada media hectárea de coca en la vereda “las Delicias” de Abrego…”(récord 00:24:53 a récord 03:14:48 pista 1 sesión audiencia 27 enero 2012).

Al respecto, en su intervención la señora Ariacna Lara, manifestó que recolectó 4 Insitop correspondientes al 10, 11, 12 y 13 de enero de 2008, en los cuales destacó la posición geográfica de la tropa al mando del Teniente Vargas Cortes, en especial para la fecha de los hechos, es decir, el 12 de enero de 2008, y que se observa a renglón 47 de dichos documentos.   

Infiere la testigo, que la muerte de Fair Leonardo se da por fuera de los límites establecidos en la  Misión Táctica Soberanía (prueba 55), cuando en la página 15, se establece que el sitio de patrullaje de la tropa al mando del Teniente Diego Aldair Vargas Cortes,  y su pelotón, en el eje principal de la vía Ocaña-Cúcuta, y las vías alternas con dirección a la vereda "El Campanario", coordenadas 08°03’36’’N-73°12’45’’O, vía alterna a la vereda "El Tabaco", continuando sobre el eje principal vía Ocaña-Cúcuta, vía alterna Paves, coordenada 08°03’45’’N-73°08’49’’O, orden que es impartida por el Teniente Coronel Álvaro Diego Tamayo Hoyos, mientras que los insitops del 11, 12 y 13 de enero, ubican a las tropas, en sitios, si bien cercanos, fuera de esas coordenadas, tanto en latitud como en longitud, máxime si se tiene en cuenta que en el informe del primer respondiente, por parte del Teniente Vargas Cortes Diego Aldair, se anota que los hechos tuvieron ocurrencia en la coordenada 8°02’39’’(N) – 73°13’30’’(O), lo que establece una diferencia de 57’’ en la latitud, y 45’’ en la longitud, que si bien puede no representar una distancia considerable, efectivamente estaban por fuera de las demarcaciones impuestas por el comandante del Batallón Santander, las cuales son fijadas siguiendo informaciones de inteligencia obtenidas en el área de operaciones, tales delimitaciones no son fruto del capricho, entonces no se explica el Despacho que con base en simple información se haya alterado o desobedecido la orden impartida en la Misión Táctica Soberanía.  

De acuerdo con lo fijado por el testigo, es claro, que las coordenadas que se reportaron en los INSITOP de los días 10, 11 y 12 de enero de 2008 se refieren a la  ubicación del teniente Diego Aldair Vargas Cortés. En el insitop del 10 enero 2008 para el “Búfalo 1” del plan meteoro, se ubican las coordenadas en Abrego, pero no se especifica la vereda,  punto que resaltó el delegado Fiscal cuando afirmó que las coordenadas que se reportaban en estos documentos son las del sitio donde “está parado” el comandante de la unidad, lo cual fue explicado por el mayor Roa Roa. Es decir que la ubicación es de manera general, contraviniendo la doctrina militar, y es lo que impide saber al General Suárez Bustamante dónde se encontraba realmente cuando sale a cumplir la misión, conforme lo expresó en su reparo, permitiendo inferir que ya se preparaba el escenario cuando se omite esa información.
A más de ello se reportó que el pelotón "Búfalo" 1 tenía una organización 1-3-31, pero recuérdese igualmente que la operación se desarrolló sin pelotón de apoyo y reserva, a pesar de que el mayor Quijano quiso hacer ver que la reserva era él y sus hombres de seguridad y el de apoyo era la unidad que estaba asignada al trapiche o molino comandada por un cabo Parra, pero que el teniente había salido a cumplir su orden con 4 militares más, un suboficial, y 3 soldados.

La defensora de Quijano Mariño, dentro de sus alegaciones finales hizo mención a los INSITOP que fueron allegados con Pablo Elizander Hernández, para dejar sentado que dado que su representado en los primeros días del mes de enero de 2008, estaba de vacaciones luego sus pelotones reportaban sus ubicaciones en sitios diferentes de Abrego,  que los primeros días estaban en el "Alto del pozo"  y solo hasta el 7 llegó a Abrego; que igualmente probaban que en el momento en que el mayor solicitó autorización para llevar a cabo su operación, el teniente coronel Tamayo Hoyos, no era el comandante sino que estaba en el cargo el mayor Estupiñán a quien le comunicó la operación, puntos a  los cuales se referirá el juzgado más adelante.

Para este estrado judicial es claro que, el acusado Quijano Mariño, con su atestación en el juicio, pretendió hacer ver  la legitimidad de la operación de registro y control militar de área, que ordenó llevar a cabo por parte de un pelotón de los asignados a su compañía y comandado por el teniente Vargas Cortés Diego Aldair, sin embargo, su relato no se muestra creíble, por cuanto  no se acompasa con lo demostrado dentro del proceso, y tampoco la actuación que reivindica ajustada a la doctrina castrense,  se acopla a lo establecido en los manuales del ejército, explicados suficientemente por todos los militares que en este juicio declararon bajo la gravedad del juramento, veamos:

En primera medida ha de recordarse que la compañía bajo su mando, Plan vial meteoro N° 3, adscrita a la segunda división del ejército con sede en Bucaramanga, fue agregada operacionalmente a la trigésima brigada con sede en Cúcuta, a través de la orden de operación “ORDOP N° 037” del 15 de diciembre de 2005 con clave “viajero”, (prueba documental 54). En la cual se consignó: “…b) Misiones a Unidades Subordinadas. 1. Trigésima Brigada. 1. Recibe en agregación Las Compañías Motorizadas de control Vial “METEORO” 2. Responde por su  seguridad empleo en las diferentes operaciones propias de su misión. 3. Queda agregado operacionalmente a la Unidad Operativa Menor” (al respecto consúltese página 2 ORDOP con clave “Viajero” ).

Sobre la agregación recordemos que el Mayor Roa, dijo que, con la orden de operaciones “Viajero” el comando de la segunda división, la trigésima brigada recibía en agregación a las compañías motorizadas control vial Meteoro, pudiendo por tanto la Brigada 30 disponer de ella o agregarla a una unidad subalterna a ella, como en efecto sucedió, lo cual se establece con lo atestado por el coronel Matamoros en relación con que después de que la Unidad es agregada a la Brigada 30, esta la segrega para agregarla a otra Unidad; en este caso se clarifica la situación con la “Misión Táctica Soberanía”, por medio de la cual  dentro de la organización de combate se incluye al plan Meteoro   al mando del Mayor Quijano Mariño, estableciéndose una misión para el mismo.
En la sección de las misiones a las unidades subordinadas, se contemplaron los diferentes esquemas y específicamente para el grupo meteoro (escuadrón mecanizado), se anotó  que pasaba agregado operacionalmente con sus tres pelotones disponibles, a órdenes del comandante del batallón. Que su misión principal era la de “desempeñarse como pelotones de seguridad, asegurando los puntos críticos con el fin de evitar atentados terroristas…” (página 14 Misión Táctica Soberanía, anverso folio 7 de la prueba del juicio 55) (Negritas fuera del texto original). 

El grupo Meteoro primer pelotón “Búfalo 1” al mando del señor teniente Vargas Cortés Diego Aldair, se le ubicó en el sector eje principal vial que conduce de Ocaña a Cúcuta y las vías alternas a las veredas “Campanario” y “Tabaco”. Se consignó textualmente: “Con base en las informaciones de inteligencia obtenidas en el área de operaciones y a orden del comando del batallón, realiza misiones tácticas de neutralización sobre objetivos de oportunidad empleando los métodos de patrullaje ofensivo y persecución”.(Página 15 Misión Táctica Soberanía, fl. 8 prueba del juicio 55) (Negritas fuera del texto original).
Ahora, en lo que tiene que ver con el ciclo de inteligencia, en resumen su procedimiento se contrae a que luego de obtenida una información la misma debe  someterse a análisis, evaluación, planeamiento, registro y por último a una difusión y empleo, repetido un sinnúmero de veces en la audiencia, pero nunca se dijo por los curtidos Generales  o los militares que se trajeron a declarar al juicio, que los manuales de inteligencia contemplaran el llamado por el acusado Quijano Mariño, “miniciclo de inteligencia”, respecto de información  recogida en el área, por demás aportada por una sola persona, presuntamente sometida a la acción de unos delincuentes y por la cual su vida y la de su familia corría peligro inminente, la que él debía proteger dada su misión constitucional, y mucho menos que ese procedimiento de inteligencia pudiera adelantarlo él, y con base en el mismo emitir una misión táctica. Recuérdese que sobre el particular expresó el General en retiro, Suárez Bustamante: “…Con base en la inteligencia de combate se pueden realizar operaciones cuando se realiza el ciclo de combate, el cual lo realizan las unidades de inteligencia, el comandante de la unidad no porque era comandante de combate…” (récord 19:28 pista 4 sesión audiencia 12 diciembre 2011), situación de la que tampoco es ajena el General Quiroga Ferreira, pero quien menos riguroso con la doctrina castrense dice que en ocasiones puede darse, cuando la situación es inminente porque de lo contrario se puede censurar al militar por omisión.

Pero aquí, nótese como las manifestaciones del procesado, no concuerdan con los procedimientos que en materia de inteligencia deben seguirse en el ejército, pues incluso como lo anotara el coronel Jorge Arturo Matamoros, conocedor del funcionamiento de estas compañías, el Plan meteoro debe tener una red de cooperantes, que es su alimento, sobre la vía y sobre los flancos de las vías, además pueden manejar fuentes humanas, o el batallón los apoya en esos medios, explicó que la información se  recolecta y se lleva al S2, se analiza  y se convierten en una operación militar, luego no es de recibo el argumento del mayor de que las compañías son una Unidad fundamental, sin Sección de inteligencia lo cual lo facultaba a hacer él mismo el proceso, pues precisamente como advirtieron los conocedores del tema castrense él debía soportarse en la Sección Segunda del batallón, allegando la información a la cual se debía imprimir el ciclo correspondiente para obtener inteligencia, aunque es de anotar que el Mayor entra en contradicción cuando afirma que el supo que desde el 4 de enero se estaban presentando algunas informaciones entonces él suministró esa información al batallón, sin que se tomara alguna decisión por lo cual él determinó utilizar la información emitiendo la orden verbal al teniente, pero a la vez indicó que obtuvo la autorización de mayor Estupiñan cuando le dijo “hágale”.

Ello no significa como lo quiso hacer ver el acusado, que tal posibilidad, estuviera dentro de sus facultades por él ostentar el cargo de comandante de la compañía, situación que no se plasmó en ningún documento operacional, por el contrario es uno de los puntos tratados en el esquema trazado para el pelotón “Búfalo 1”, pero bajo las órdenes del comandante del batallón, lo que permite inferir que quien ordenaba la misión táctica de registro y control militar de área no era otro que  el teniente coronel Tamayo Hoyos, o quien lo reemplazaba  y no el comandante de la compañía Quijano Mariño.

Sobre el particular, se allegó el boletín de inteligencia 012, del 12 de enero de 2008, con la investigadora Ariacna Lara, quien expresó que no se encontraron más boletines relacionados con los hechos, e inquirido el enlace del ejército con la Fiscalía y otros militares, le refirieron que estos boletines tiene  un orden o número secuencial, se encontraron los boletines del 6, 9 y 10, más no el boletín 011 para el 11 de enero de 2008,  pero ubicó un informe de inteligencia que carece de análisis, dijo la testigo que no encontró el 013, más sí el 014 y 015; los del 7, 8, 11 y 13  no estaban, y  existen 2 boletines de inteligencia 010, uno para el día 10 y otro para el 18(récord 02:06:50 a 02:14:00 pista 2, 20 de diciembre de 2011).

De esas irregularidades da cuenta el informe de inteligencia del 11 de enero de 2008 introducido por la investigadora Ariacana Lara (2:14:20 - pista 2, 20 de diciembre de 2011), el cual, no contiene evaluación y análisis, según lo referido en el informe del Inspector del Ejército para este caso, el General Suárez Bustamante, así como también del General Quiroga Ferreira, tampoco contiene la intención del enemigo, la cual se debe registrar de manera específica, ya que se registró en este documento de manera general y abierta. En relación con el boletín de inteligencia y el informe expresó la testigo Ariacna Lara que Sandro Pérez, le manifestó que el boletín y el informe se  crearon para la inspección de la Fiscalía y demás órganos de control, que en esa fecha había un informe de inteligencia elaborado con información de días anteriores, previo  acuerdo de Pérez con Vargas Cortés y el Mayor Quijano, lo realizaron con las transmisiones radiales que se recibían a diario y así iban construyendo los boletines, por ser una tarea que recaía sobre el encargado del S2, que aunque constituye una afirmación de oidas (01:13:43 - 1:36:34 pista 2, 22 de diciembre de 2011), se corrobora con el resultado de  la prueba pericial que arrojó que los dos pese a que sus fechas corresponden a enero de 2008, como fecha de creación aparece 5 de ocotubre de 2008, cuando Sandro Pérez fue requerido en el batallón “Santander”, con ese propósito.

Tampoco era una alternativa que el comandante de la compañía, por la circunstancia de tener formación en inteligencia,  recogiera la información y con la misma adelantara un “mini proceso” de inteligencia que luego fuera el soporte de una operación militar. En definitiva como lo anotaron los Generales Bustamante y  Quiroga Ferreira, la misión táctica se llevó a cabo con información y no con inteligencia. 

Ahora, admitiendo, como lo hicieron algunos de los expertos en el tema castrense, que sí cabía la posibilidad de que con la información recogida en el área de operaciones se diera curso a una misión táctica, porque si dejaba de hacerlo el mayor incumplía con su misión constitucional,  se evidencian otras falencias, que sumadas a los medios de prueba ya analizados nos permiten concluir que, no hubo un verdadero enfrentamiento bélico entre un grupo de delincuentes, del cual se dijo, hacía parte la víctima y miembros del pelotón “Búfalo 1”, sino que se trató de un combate simulado  o inexistente. 

Adviértase que, pese a que el mayor dice que no había perdido mando sobre la compañía, razón por la cual podía emitir la orden verbal para llevar a cabo la misión táctica, lo cierto es que no hay orden fragmentaria de la orden de operaciones Soberanía, como lo anotó el General Suárez, que sería lo que habría legitimado su actuar.

Cuando se emite la misión táctica no se tenía claridad sobre el enemigo, ni tampoco sobre su situación, como lo advierten los dos Generales ya aludidos, aunque el señor Quiroga Ferreira matiza diciendo que, existía pero de forma muy general y que de todas formas el enemigo no permanece en un solo lugar, termina admitiendo que, debe reducirse el espacio donde la Unidad debe ir con mayor precisión. Aquí no se ubicó al enemigo, pues como lo admite el Mayor la presunta orden fue sin coordenadas, solamente le mostró en la carta al teniente Vargas Cortés, un área general, para que la registrara, la cual comprendía la vereda “La soledad”, “casateja”, contraviniendo la doctrina militar, situación que nos permite inferir que ese actuar hacía parte de la estrategia para conducir  a Fair Leonardo hasta un lugar donde pudieran matarlo, al no tener unas  coordenadas precisas el teniente podía ubicar a la víctima donde resultara más conveniente, lo cual se ajusta a lo indicado por los señores Norberto Eslava y Rodríguez Muñoz, quienes indican que en casos semejantes una vez  subían a la víctima a la NPR se desplazaban hasta un lugar adecuado para producir la baja.

El Mayor no podía actuar motu proprio, pues como lo dijeron los dos Generales, el coronel Matamoros, y el Mayor Siervo Tulio Roa, Quijano Mariño estaba supeditado al mando del comandante del batallón, lo que significa que el coronel Tamayo Hoyos, o quien lo estuviera reemplazando, debió ordenar la misión táctica. El oficial acusado dijo que el mayor Estupiñan, quien fungía, para el momento en que él decide ordenar la operación, como comandante del batallón, y quien a la vez se desempeñaba como comandante del S3, cuando él le informó que iba a llevar a cabo la misión, le dijo “hágale”, con lo cual se sintió autorizado, situación que valga resaltar no tiene soporte porque los generales que realizaron la inspección no lo encontraron, más cuando la orden de operaciones, luego de realizado el ciclo de inteligencia, debe provenir de esa Sección Tercera, cuyo comandante era el propio Estupiñan. Pues bien, la forma como actuó el Mayor, al margen de la doctrina militar, como lo establecieron los generales que hicieron las inspecciones, ahora no se puede refrendar con sus afirmaciones, las cuales  no tienen respaldo  en los documentos que también se exige por la disciplina castrense, por eso no son de recibo.

Tampoco debe pasarse por alto que el Mayor Quijano igualmente indicó que la información de la alteración del orden público, la había recibido sus hombres hacía días, y él la venía recolectando de muchas personas,  desde el 4 de enero de 2008, al siguiente día de su llegada de vacaciones, entonces por qué no se le dio la misma atención y cuidado si como dijo su misión y trabajo con la población civil iba encaminada a su protección y seguridad.
La única que llama su atención es la aportada por Luis Felipe Mogollón, según su afirmación, el 10 de enero, precisamente la fecha en la que arribaba a Ocaña Fair Leonardo Porras, conducido por Alexander Carretero Díaz, consecuencia del acuerdo previo entre él Mayor, el teniente Vargas Cortés y la organización ilegal que les aprovisionaba de la víctima, pues de acuerdo con las circunstancias que se narraron, vivió el señor Mogollón, hacía dos meses venía siendo extorsionado, lo que evidencia que no sólo tuvo la oportunidad de denunciar lo que le ocurría, ante las autoridades competentes, pues su residencia se ubicaba a menos de una hora del municipio de Abrego, donde también había autoridades de policía, el cual como también, según afirmó el mayor Quijano, entre otros, se localizaba a media hora de Ocaña, donde había una oficina de la Fiscalía, o ante el GAULA, entidad competente para conocer de los casos de extorsión como lo indicó el coronel Matamoros, quien aunque aceptó que en un caso extremo, podía actuar el ejército, se debía procurar el acompañamiento de esa entidad suministrándoles los datos como teléfonos y direcciones. Se dijo por el Mayor que Luis Felipe Mogollón probablemente no le tenía confianza a la policía, pero esa situación no fue fijada con su declaración, la cual ingresó como prueba de referencia. 
Sobre el mismo punto el General Suárez Bustamante, indicó que un extorsionador no es un objetivo militar porque no supera la capacidad de la policía, y aunque la doctora Gloria Castillo en forma tendenciosa como ya se indicó quiso hacer ver que un extorsionador puede ser un conductor de hostilidades, sin que se le preguntara específicamente sobre ese delito, en las circunstancias que conocemos, tal figura no tiene cabida.
Lo cierto es que aquí, no se estaba ante un caso extremo, de aquellos que hubieran autorizado la intervención del Mayor, pues tras dos meses de venirse cometiendo la presunta extorsión lo  que debía hacer el mayor era darle el trámite ante las autoridades competentes.

En relación con la información que supuestamente suministró Mogollón al oficial, que sirvió de base a la operación militar, tenemos que cuando se hizo la crítica a este testimonio se concluyó que sus respuestas son corregidas por su esposa e hija, quienes presentes durante la recepción de entrevista le decían qué contestar, y que analizada en conjunto con las atestaciones de su esposa Evila Garcés y su hija Regina Mogollón, no se concatenan, y tampoco se ajustan a lo expresado por el Mayor.

Obsérvese que el señor Quijano Mariño, dice que el 10 de enero de 2008, en la tarde, Luis Felipe lo llamó a su celular y posteriormente fue personalmente hasta donde él se encontraba, comentándole que, era objeto de extorsión desde hacía dos meses, y que estaba en una finca  en “El tabaco”; que ese mismo día habían llegado estas mismas personas a pedirle plata, ante lo cual él salió corriendo, y su hija fue quien los atendió; al preguntarle porque no habían informado antes, éste le dijo que sí había mandado a su hija quien le comunicó a los soldados del puesto el trapiche o el molino, ubicado a unos 500 metros de donde estaba él, por ello tomó la información y le hizo un “mini proceso de inteligencia”. Si ello fue así, si el 10 es cuando acude Luis Felipe Mogollón en búsqueda de su auxilio, no coincide con lo narrado por   las señoras Evila Garcés y Regina Mogollón quienes afirman que fue el 10 u 11 de enero, y de acuerdo con su relato, como a la madrugada del día siguiente es cuando se produce la muerte de Fair Leonardo Porras Bernal, la presencia de los sujetos fue el 11, en lo cual no armonizan el Mayor y Luis Felipe Mogollón,  además de que Mogollón en su entrevista nunca mencionó que su hija se hubiese desplazado a avisarle a los militares, como afirma el oficial, y tampoco concuerda con el desarrollo de los sucesos, ya que el oficial indicó que la orden de registro y control de área se produjo ese mismo día cuando le dio instrucciones al teniente de que amaneciera en el sitio para dar sensación de seguridad, y entonces cómo se explica que la muerte y el reporte fueron el 12 de enero. Fuera de lo expuesto, en la mañana, del 10 de enero, momento señalado por Luis Felipe Mogollón  como aquél en que hacen presencia los extorsionistas, Fair Leonardo, éste aún no arribaba a Ocaña, rememórese que él llega entre una o una y treinta de la tarde de ese día, como lo afirmó Carretero Díaz. Todo lo cual devela que así no tuvieron desarrollo de los acontecimientos.
Esas inconsistencias entre los miembros de la familia Mogollón Garcés, y de los mismos con el mayor, es indicativo de que se trajeron esos testigos con la finalidad de establecer una coartada, lo cual no se logra, vigorizando la conclusión de la inexistencia del encuentro armado.
Ahora, llama la atención que aparezca un boletín  de inteligencia,  con fecha 10 de enero, un día antes de los hechos dirigido al coronel Tamayo Hoyos, lo cual riñe con la doctrina militar, pues si la información ofrecía credibilidad debió reportarse en el anexo de inteligencia, conforme las explicaciones del General Suárez Bustamante. El  Boletín de inteligencia No 010  de enero 10 de 2008 (corresponde a la prueba documental 43), en el cual se lee, entre otras anotaciones: BACRIM, por información de fuentes humanas se sabe de la presencia de 5 narcoterroristas en el sector de la quebrada “El Tabaco”, vereda "Caseteja", municipio de Ábrego, vestidos de civil y con armas de corto alcance. Aparecen 2 firmas: sargento segundo Pérez Contreras Sandro Mauricio, Jefe Sección Segunda Batallón Infantería No 15 General Santander y el cabo tercero Rivas Palacios, Jhon, suboficial criptógrafo adosado por el señor Jesús Tadeo Ríos, quien lo recolectó en la inspección realizada el 16 de octubre de 2008, al interior de la Oficina de Inteligencia del Batallón Santander acantonado en la ciudad de Ocaña,  en las cuales se puede observar al reverso de las mismas, la firma y huella de Pérez Contreras, nótese que el boletín contiene el lugar al que se refirió Mogollón, "El Tabaco" y "Caseteja", según la manifestación del mayor. Lo que deja el sin sabor de que fue una creación para soportar un combate que no existió, sobre lo cual volveremos luego (récord 00:39:20 a récord 00:42:30  pista 5).

Véase además cómo se busca la concordancia de ese boletín con el boletín de inteligencia 012 del 12 de enero de 2008 (prueba documental 44); contiene: Muerte en combate: tropas orgánicas del Batallón de Infantería No 15 Francisco de Paula Santander, Grupo localizador “Búfalo 1” sostuvieron combate contra narcoterroristas,  presuntos integrantes de las Bandas emergentes al servicio del narcotráfico en la vereda “El Tabaco”, jurisdicción de Ábrego, dando como resultado un NN muerto en combate, el cual se encontraba intimidando y extorsionando en el sector, quien vestía prendas de civil y pistola calibre 9 milímetros, el cual estaba extorsionando en la zona. Firman sargento segundo Pérez Contreras Sandro Mauricio, Jefe Sección Segunda Batallón Infantería No 15 General Santander y el cabo tercero Rivas Palacios, Jhon, suboficial criptógrafo “BISAN”. Se resalta que en este boletín la información es más específica sobre la extorsión  que presuntamente soportaba la familia Mogollón Garcés, y también fue creado la supuesta operación militar como se analiza posteriormente. 

Con el propósito de corroborar la tesis de que Fair Leonardo Porras Bernal, efectivamente era un delincuente y específicamente extorsionador, se trajeron los testimonios de Sergio Jácome, cuyo análisis arrojó que faltó a la verdad, por tanto, no se ajusta a la realidad del proceso, sostener como se  hace desde la defensa que fortalece las afirmaciones de los miembros de la familia Mogollón Garcés,  al juicio vino a reconocerlo en una fotografía y a afirmar que los extorsionó junto con su padre, cuando en entrevista previa, proporcionada a miembros del C.T.I., en relación con la persona que murió en el sector, manifestó  que no podía asegurar que el señor que murió en el enfrentamiento hubiera sido  el mismo que fue pasando por la zona de su padre, adicionalmente dijo que loveía pasar en la moto pero no lo reconoció, sin que sus explicaciones de la diferencia entre su declaración previa y la presentada en el juicio hubiese sido de recibo, como se analizó al valorar su testimonio. Además de que afirmó que en el periódico vio con anterioridad la foto de Fair Leonardo, lo cual explica por qué reconoció la fotografía que se le exhibió en desarrollo del interrogatorio.  Adicionalmente de este testigo, vecino del sector se avizoró un interés en desatacar la diferencia entre miembros del ejército y presuntos delincuentes pues dijo que si fueron dados de baja no eran “ovejitas”.

Tampoco la atestación del señor José de Jesús Romero Espinosa, logró probar que Fair Leonardo fuese un delincuente, y en cambio la declaración  de Wilmar Barbosa denota que él no era miembro del grupo delincuencial del cual hacían parte Carretero y Dairo José Palomino, entre otros, de quienes dicen los defensores habrían motivado el desplazamiento de Fair con propósitos delincuenciales y voluntariamente, uno de ellos extorsionar a los Mogollón Garcés, pero ya quedó demostrado que  ello no ocurrió así, el joven Porras Bernal, fue conducido hasta Ocaña bajo engaño, con el propósito de matarlo y presentarlo como un logro operacional, cometido que finalmente lograron los acusados.

Adicionalmente el señor Luis José Torrado, de quien el juzgado,  concluyó, es un testigo fiable, propietario del predio donde sucedieron los hechos, refirió  que nunca tuvo que acudir a los militares ni la policía a hacer algún tipo de denuncia, pues el sector en esa época, era tranquilo; no se enteró de que a sus vecinos les hicieran extorsiones o amenazas,  y que el ejército no hacía presencia en la vereda “La Soledad”, ni en sitio cercano; además de que dijo que nunca escuchó hablar de los Mogollón ni de Emiro Lujan Vaca, quien según Evila Garcés, les vendió el inmueble donde vivían y (récord 00:57:59 a récord 00:58:55 pista 1).
Asimismo, la investigadora Lara Contreras, acopió el Diario Operacional que pertenece al S3, cuyo responsable es la persona que está de turno(prueba 67), entre el aparte del 12 de enero de 2008, a folio 231, y del 13 de enero de 2008, no hay anotaciones referentes al pelotón “Búfalo 1” del plan Meteoro (récord 00:46:30 a récord 00:50:00 pista 4, 19 de diciembre de 2011),  llamando la atención esa ausencia de registro, apunta en la misma dirección, que el supuesto enfrentamiento bélico es inexistente.
También se evidencia la inexistencia de un combate, porque el Mayor autorizó el desplazamiento de tropa bajo su mando, a sabiendas que estaban prohibidos los movimientos motorizados. Así se desprende del Libro de Programas Comandante de Brigadas, en el cual se consignan las órdenes que da el comandante de la Brigada 30 en Cúcuta, a todas las unidades de su jurisdicción,  folio 394, renglón 5, 11 de enero de 2008, QSO (Cuestión o qué se ordena), Báltico se reporta, 3 misiones tácticas en desarrollo; renglón 8 del 11 de enero de 2008, 18:06, QSO, 4 misiones tácticas; 4 pelotones a licencia, información de acumulación explosivo para hacer una emboscada mecánica esta noche y mañana no hay movimientos motorizados…” (récord 02:09:00 – 2:15:20 pista 4, 19 de diciembre de 2011).

Sobre este punto no es de recibo la explicación del mayor de que el desplazamiento fue pedestre, pues siendo un grupo mecanizado o motorizado como se le denomina en la orden de operaciones y en la misión táctica, es claro que la orden se refería sobre todo a esa Unidad, y acorde con lo explicado por Carretero, cuando llegaron con Fair Leonardo ya estaba dispuesto un retén, el cual, debía estar conformado como era la usanza y como lo clarificó él mismo testigo en relación con otros hechos de similar catadura, siempre había una camioneta, una turbo y motocicletas, además de militares, pudiéndose por tanto hacer la inferencia de que como la camioneta es la Trooper color habano en la cual salió Sandro Pérez, la NPR o turbo como la denomina Carretero Díaz pertenecía al parque de vehículos del Plan vial, automotor con el cual contaban esos grupos, conforme lo indicaron el general Suárez Bustamante y el coronel Matamoros.
Ahora, no entiende el Despacho, si dentro de las facultades que ostentaba el mayor Quijano, como comandante de la compañía plan vial meteoro N° 3,  estaba la de ordenar una operación militar de este tipo, basado en su propio planeamiento, desconociendo la agregación a la Trigésima Brigada, que a su vez lo segregó a órdenes del batallón “Santander”, como lo sostuvo el coronel Matamoros,  porque no de otra forma se explica la existencia de la misión táctica “Soberanía” N° 001457 del 01 de enero de 2008, suscrita por el Coronel Tamayo Hoyos, en la cual dentro de la organización para el combate se incluyó al grupo Meteoro al mando del mayor Quijano Mariño Marco, como es que, luego de transcurrido el “supuesto combate”, el teniente Vargas Cortés quien ejecutó su orden, informó de la situación al comandante del batallón “Santander”; desde donde se avisó a los funcionarios del C.T.I. en Ocaña, por intermedio del sargento Pérez, entonces jefe de la Sección de inteligencia de esa Unidad castrense, quien como ya se fijó en el proceso, la noche anterior salió del batallón durante aproximadamente 4 horas con la finalidad de perfeccionar la “entrega” en el simulado retén hasta el cual acudieron con la víctima Palomino Ballesteros, Carretero Díaz y “pocho”.

Igualmente la carpeta con los documentos que soportaban la operación reposaban en esa misma sección; lo cual es indicativo de que no desconocía la subordinación operacional que tenía la compañía Meteoro, respecto del batallón, situación que, no podemos dejar pasar por alto, termina admitiendo en su atestación, el mayor Quijano, quien dijo que se sintió autorizado por el Mayor Estupiñan para que llevara a cabo la operación militar.

De acuerdo con lo expuesto, lo que se pretendió mostrar como una operación militar de registro y control militar de área, desprendida de las facultades consignadas en la  misión táctica “soberanía”, a su vez enmarcada dentro de las órdenes de operaciones  “Soberanía” y “Emperador”, no se ajusta con el deber ser del ejército y los reglamentos de inteligencia de las Fuerzas Militares, denotando por tanto que no existió.
Véase cómo todo el engranaje con el que pretende dar legitimidad a su operación de registro y control militar de área, lo único que muestra es su irregular proceder, y la inexistencia de un combate ese 12 de enero de 2008. 

Fuera de lo anterior, se observan otras falencias en el desarrollo de la misión,  expuestas por el general Suárez Bustamante de las cuales hace eco el representante del ente acusador referidas a que el Mayor Quijano debió reestructurar la operación Soberanía, pues, se vislumbra ausencia de conducto regular. Además de que dijo que no se tuvo en cuenta la reserva de apoyo, si se trataba de un grupo de hombres armados no hay maniobra y que según el INSITOP los soldados se fueron sin ninguna organización. Adicionalmente que no había objetivo ni área determinada y no utilizaron visores nocturnos, sobre este aspecto reparo la defensora del Mayor que esa conclusión fue desvirtuada en el contrainterrogatorio, lo cierto es que el General observó en uno de los anexos que hacían parte del informe donde decía que para la operación se portaban visores nocturnos, pero el General Suárez explicó que él llegó a esa conclusión por los hechos. Recuérdese su reparo a la manifestación de que se observó una sombra, sobre el punto el Mayor Roa y el coronel Matamoros dijeron que con los visores se ven siluetas.
El Mayor en el juicio, dijo que sí hubo maniobra y que sus hombres de seguridad se convirtieron en la reserva y una sección que estaba en el trapiche fue el apoyo de la operación, pero tenemos que las conclusiones a las que arribó no solo el general Suárez sino también el General Quiroga Ferreira, coinciden en  que la misión no estaba bien estructurada y para sus análisis utilizaron la información que reposaba en los documentos correspondientes que para el caso del informe del General Suárez, lo conforman los anexos  de lo cual él deriva la conclusión, advirtiendo que no existió ni maniobra, ni apoyo, ni reserva, luego las manifestaciones del procesado no son de recibo para el Juzgado.

En relación con la situación de tropas, el mayor afirmó que su posición mientras se desarrollaba la misión táctica era con su grupo de comando en las afueras de Abrego, sobre la vía principal a 1 km, hacia la salida, el cual tomaba como su puesto de mando, y aclaró que las coordenadas que se trasmiten en el INSITOP son las del comandante, lo cual no significaba que toda la unidad se ubicaba ahí. 
Ariacna Lara, recolectó 4 Insitop correspondientes al 10, 11, 12 y 13 de enero de 2008, en los cuales destacó la posición geográfica de la tropa al mando del Teniente Vargas Cortes, en especial para la fecha de los hechos, es decir, el 12 de enero de 2008, y que se observa a renglón 47 de dichos documentos.   
Dijo la testigo, que pudo establecer que había diferencia de las coordenadas, entre los insitops del 10, 11, 12 y 13 de enero de 2008, y la que aparece en el reporte de inicio; (récord 01:10:00 - pista 7, 19 de diciembre de 2011) en los Insitops, frente al caso que nos ocupa, para "Búfalo" 1 aparece la ubicación en municipio Ábrego de manera general, al igual que el sitio, lo cual no corresponde con el deber ser de la doctrina militar, según lo indicó el General Suárez Bustamante, ya que el sitio debe estar siembre especificado y es diferente al municipio de ubicación. 
Fuera de que como ya se anotó la misión se desarrolló por fuera de los límites impuestos en la misión táctica “Soberanía”, y es que esos límites son fijados siguiendo información de inteligencia obtenida en el área de operaciones, tales delimitaciones no son fruto del capricho, la única explicación razonable que encuentra el Despacho en relación con el tema, es la que converge con lo ya demostrado, no hubo una legítima operación militar, porque no de otra forma se soporta  que con base en simple información se haya desobedecido la orden impartida por el comandante del batallón en la Misión Táctica “Soberanía”, conclusión que concatena con la del General Suárez Bustamante, quien afirmó que la operación  se desarrolló por fuera del área asignada en la misión.
No es cierto como lo pretendieron hacer ver los defensores y el mismo acusado, que la orden operacional que emitiera el Mayor al teniente Vargas Cortés le era permitida, en virtud de su posición de garante y su  misión constitucional, pues su función estaba centrada en dar sensación de seguridad a la población civil, ya que, si como lo dijo, el orden público de la región para ese momento no era el mejor, ello no se constituía en obstáculo para actuar conforme al rigor militar, para que se adoptaran las medidas correspondientes por las autoridades competentes y no arrogándose procesos que no eran de su competencia. Sobre el particular, indicó el testigo de la defensa, coronel Matamoros: “…en el caso del cumplimiento de una misión táctica para contrarrestar un eventual delito que se esté presentando, el comandante del batallón es quien debe ordenar la misión, el oficial de operaciones es quien ordena esa parte, el comandante de compañía hace su análisis, le informa al oficial de operaciones o al comandante de batallón, si amerita hacer una operación militar…”(aparte contenido dentro del récord 01:38:57 a récord 01:43:19 pista 1, al momento de absolver el contrainterrogatorio propuesto por el delegado fiscal en sesión de audiencia 30 de enero de 2012).

Además, pese a que el Mayor inútilmente, pretende mostrarse ajeno a los hechos, cuando afirma su desconocimiento acerca de las actividades delictivas de militares del batallón “Santander” en esa época; de que llevaran personas que luego aparecían asesinados; de que por el señor Fair Leonardo Porras se pagó una suma de dinero y fue entregado a unos militares, el lugar de procedencia de Fair, las actividades ilícitas desplegadas por Sandro Pérez, además cuando advera que no le hizo ninguna solicitud indebida a Pérez, no supo de la existencia de Carretero Díaz ni de un soldado profesional de nombre Dairo José Palomino, tampoco que éste tuviera algún grado de familiaridad con la esposa de Carretero Díaz, lo probado en el juicio demostró situación diferente, desvirtuó la legitimidad de la operación de registro y control militar de área que, él dice, ordenó llevar a cabo por parte de un pelotón de los asignados a su compañía, comandado por el teniente Vargas Cortés Diego Aldair.
Véase cómo todo el engranaje con el que pretende dar legitimidad a su operación de registro y control militar de área, lo único que muestra es su irregular proceder, y la inexistencia de un combate ese 12 de enero de 2008. 

Conforme a lo analizado se concluye en acuerdo con el representante de la Fiscalía, que las manifestaciones del acusado Quijano Mariño no ofrecen credibilidad en punto de que ordenó una operación legítima, por las razones ya aludidas, se convierten en inane esfuerzo defensivo,  en consecuencia se concluye que las falencias que emergen de la forma como se presentó la misión táctica, de la cual se dice, fundamenta la operación militar de verificación registro y control de área en cuyo desarrollo fue dada de baja la víctima, evidencian a Fair Leonardo Porras Bernal lo mataron para presentar un logro operacional,  éstas se constituyen en hecho indicador de que lo expresado acerca de la misma en los documentos que forman parte de la causa trató de dar visos de legalidad y legitimidad a la misma, tal como se advierte del modus operandi de la organización que les “suministró” a la víctima, que a través del sargento Sandro Pérez, ubicado en la Sección de inteligencia del batallón “Santander”, construía documentos con ese propósito, para soportarlas.
Se tiene que, sobre la presencia del sargento Pérez, da cuenta en primer lugar los radiogramas mediante los cuales se le cita y hace presencia en el batallón Santander, cuando ya no era orgánico del mismo,  los cuales fueron recopilados en la base militar de Tolemaida, por el investigador Richard Méndez García, enviados desde el batallón de infantería N° 15 de Ocaña, por medio de los cuales se le cita. Con el primero con origen en Ocaña el 2 de octubre de 2008, indicando que se presentara para que rindiera versión libre, en investigación disciplinaria, el cual  firma el coronel Tamayo Hoyos, y otro  calendado el 19 de noviembre de 2008, le informan a Tolemaida que está rindiendo declaraciones en la fiscalía 72, firma Chaparro Chaparro Juan Carlos, comandante encargado. (pruebas del juicio 22, 23 y 24) (récord 00:28:40 a récord 00:48:20 pista 4). 

Igualmente, su presencia en esa unidad militar durante el mes de octubre de 2008, se establece  con las aserciones del sargento primero del ejército Carlos Alberto Obando Sandoval(sesión del juicio del 7 de diciembre de 2011. Récord 00:09:23 al récord 01:22:11, pista 1). Refirió que estuvo vinculado al batallón “Santander” de donde salió agregado pra el Sinaí en junio de 2007 y regresó en junio de 2008, luego de lo cual permaneció allí durante dos años. Manifestó que en  el 2007 cumplió funciones en el S2 con el teniente Rodríguez Piracún, los cabos Pérez,  Zapata, Rivas; el soldado Ríos y otro soldado a quien le decían “el guajiro”, donde se desarrollaban labores de inteligencia (récord 00:13:10 a récord 00:17:21 pista 1).

A su regreso, fue asignado nuevamente al S2, donde permanecían las mismas personas, y Sandro Pérez era el jefe de la sección. Añadió que cuando la fiscalía fue a hacer una visita al batallón Pérez ya había sido trasladado, pero por orden del coronel Tamayo, a través de un radiograma, regresó, en fecha que no precisó, con el fin de que organizara documentación, a pesar de que ya no pertenecía a esa Unidad ni cumplía funciones allí (récord 00:17:53 a récord 00:24:40pista 1).

Reveló además, el deponente, que en una ocasión el coronel Tamayo le dio la orden de que organizara una documentación de meses y casos anteriores, porque la información estaba mal redactada, mal hecha, pero él no cumplió la orden por qué se trataba de carpetas pasadas de las cuales no tenía conocimiento; justificó que no era permitido cambiar las carpetas del S2,  donde se manejan las carpetas de las bajas, los informes de inteligencia, anexos de inteligencia de las bajas, del enemigo, y todo lo que se pasa a la Fiscalía luego de sucedido el evento, se hace un legajo y queda registrado en el S2 por espacio de un año y luego pasan al S3, respuesta que causó disgusto al coronel, quien le dijo que lo enviaría al área (récord 00:26:02 a récord 00:29:14 pista 1).

Agregó que vio a Pérez trabajando en la oficina, luego de su regresó, no cumplía horario, no vio si estaba organizando las carpetas, estaba en los computadores, él arreglaba documentación, la imprimía, no percibió si firmaba los documentos que imprimía (récord 00:30:00 a récord 00:30:3025 pista 1).

Comentó que en una ocasión, cuando la Fiscalía  fue al batallón a hacer una inspección a la documentación, apareció un anexo de inteligencia  en el cual estaba su nombre y una firma que no era la suya. No tuvo conocimiento de qué caso era, ni de qué carpeta y tampoco para qué se creó(récord 00:31:46 a récord 00:33:28 pista 1). 

Explicó que: i) no tenía formación en inteligencia; ii) su cargo inicial fue como jefe, pero como no sabía nada de documentación, el cabo Pérez se encargaba de esa actividad; iii) cuando fue enviado al área, dadas sus comunicaciones con el batallón, se enteró de que Pérez permaneció por 20 días más en el S2; iv) la labor de organizar documentación, era corregir de pronto algunas cosas, aspectos mal redactados en los informes; v) en el batallón estaba acantonada la móvil 15  y el plan Vial Meteoro; vi) en el ejército existen resultados por bajas, por control militar de área aunque no sea tangible, por laboratorios, por cultivos(récord 01:03:04 a récord 01:07:43 pista 1).

Precisó que: i) en las oficinas de las dependencias militares el horario de trabajo para personal civil es de 8:00 a 12 m y de 2:00 a 6:00 p.m., mientras que para los militares no existe horario fijo, el personal militar debe estar disponible las 24 horas ii) no cumplió la orden del comandante, de arreglar asuntos que desconocía, por no haber estado en la sección en esos años (récord 01:08:15 a récord 01:10:24 pista 1).

Complementó: i) el sargento Pérez llegó al batallón “Santander” unos 10 días antes de que se practicara la inspección realizada por una comisión especial que iba de Bogotá, y la Fiscalía; ii) le consta que Pérez se quedó como en tres ocasiones solo en las oficinas del S2; iii) los computadores en los que estuvo Sandro Pérez eran todos en los que se guardaba la información del S2, anexos de inteligencia, todos los oficios que se hacían ahí (récord 01:13:22 a récord 01:18:11 pista 1).

Surge nítida con las aserciones del sargento Obando Sandoval, la presencia del sargento Pérez en el batallón “Santander”, del cual ya no era orgánico, días antes de practicarse la inspección por la comisión conformada por el Ejército y de que la fiscalía hiciera presencia en esas instalaciones militares con el fin de recopilar información para las investigaciones que se avecinaban, presencia irregular, pues se probó que Pérez fue trasladado al batallón de Tolemaida, patrocinada por el comandante del batallón, en ese entonces, Coronel Tamayo Hoyos, quien no solamente se dedicó, sin ser orgánico de esa unidad militar, a atender requerimientos judiciales, administrativos y disciplinarios, sino también  a manipular y “organizar” documentación que allí se manejaba, la que precisamente se relaciona con los hechos como  veremos más adelante.

En este entendido debe decir el Despacho que las manifestaciones de este deponente que a las luces del artículo 404 del C.P.P., se presenta verosímil y fiable, permiten corroborar la presencia del señor Pérez para el mes de octubre de 2008 con la finalidad de falsear la documentación, ello con el propósito de garantizar la impunidad del hecho, en vano intento, mostrando ante las autoridades que  concurrieron a las instalaciones del batallón, que el hipotético combate  contaba con los soportes documentales correspondientes, y aunque el testigo no percibió directamente qué hacía aquél con los documentos, sí lo vio  manejando los computadores e imprimiendo documentos, lo cual nos permite inferir que si fue convocado, irregularmente, pues ya no estaba vinculado a esa Unidad militar, se debía a que se hacía necesario, que quien bien conocía la situación, pues como miembro de la organización ilegal que aprovisionaba de jóvenes a las Unidades militares vinculadas con el batallón, que así se lo solicitaran, ubicado en la Sección de inteligencia se encargara, según el modus operandi de la organización, de “legalizarla”.

En este orden de ideas, se puede colegir que la presencia de Pérez contreras en la sección segunda del batallón Santander en octubre del 2008, no lo fue para “organizar” simplemente una documentación, porque si de eso se trataba, ante la negativa del testigo Obando pudo asignársele a cualquier persona esa tarea; es claro, que lo que se pretendía era contar con la documentación que al ser revisada por los organismos investigativos no dejaran al descubierto sus desviadas actuaciones, como lo expuso el delegado Fiscal en sus alegaciones.

De acuerdo con lo anterior no es de recibo la afirmación de las defensoras de Quijano Mariño, y  de los soldados profesionales García Corzo, Contreras Aguilar y Zapata Roldán, acerca de que lo realizado por Sandro Pérez fue organizar documentación, pues pasaron por alto el hecho que si bien es cierto, el testigo adujo que a Sandro Pérez se le había llamado para que organizara una documentación, orden que por demás, le fuera impartida en igual sentido a él por parte del Coronel Tamayo Hoyos, lo cierto es que el sargento se negó a cumplirla, pues tenía claro que el “organizar” implicaba la manipulación, corrección y manejo de documentos, que en su caso específico, eran soporte de situaciones acaecidas en  fechas anteriores a su asignación a la Sección Segunda, luego no puede descontextualizarse la situación,  sin dejar de lado las particulares circunstancias que rodearon la orden de que fuera justo Sandro Mauricio Pérez, quien se encargara de la aludida labor, y el hallazgo por parte de los investigadores de documentos espurios con el único propósito de dar legitimidad a unas acciones militares que no se compadecían con los reglamentos y manuales de la institución militar, contraviniendo el “deber ser” de la institución y develando el propósito de ocultar un comportamiento delictivo con un hipotético combate.

Acerca de la recopilación de los documentos ya relacionados el funcionario de policía judicial Tadeo Ríos García Explicó que, el tramite para la adquisición de los documentos se contraía a que una vez se hallaba el documento se le pedía al suboficial, autenticarlos, lo cual hizo estampando su firma  y  su huella digital Sandro Mauricio Pérez Contreras.

Con  lo anterior se demostró tal como lo anunció la Fiscalía que pese a que el comandante de la Sección Segunda era el subteniente Rodríguez Piracún, quien en similares términos indicó que observó al sargento Pérez atendiendo los requerimientos por orden del comandante,  y estuvo presente en la diligencia, los documentos referidos  fueron autenticados por Sandro Mauricio Pérez, con su rúbrica y huella digital, quien estaba allí para las fechas en las cuales se llevó a cabo las inspecciones a lugares diferentes al del hecho.

Y es que no se pase por alto que con la experticia presentada por el ingeniero  Willington Álvarez Espitia, perito en informática de la Fiscalía General de la Nación,  (sesión de audiencia del 14 de diciembre de 2011, desde el inicio de la pista 2 y hasta el final de la pista 4), se estableció que en el mes de octubre de 2008 fueron manipulados varios documentos que soportan el hecho del 12 de enero de 2008 como legítimo.

Veamos: El testigo estuvo en el Batallón “Santander”, recolectando algunos discos duros, los cuales fueron copiados bite a bite a otro disco duro para que no se alterasen las fechas de origen o de modificación de archivos, sobre cuya actividad rindió el informe correspondiente a la Fiscalía 72 de  Cúcuta, con el objeto de ubicar los documentos relacionados con la “Misión Táctica Soberanía”, “radiograma del 12 de enero de 2008”, “Insitops del 11, 12 y 13 de enero de 2008”  y “orden de operaciones” (récord 00:05:40 a récord 00:48:30 pista 2). 

Indicó que clonó dos discos duros de la oficina del S3 del Batallón “Santander”. En el primero no encontró ninguno, en el número 2 se realizó el mismo procedimiento, obteniéndose como resultado el documento ORDOP número 1 “Soberanía”, plasmado en la imagen 11 del informe (página 15 de 17 del informe),  cuya fecha de  emisión es el 1º  de enero de 2008 y con fecha de creación del 5 de octubre de ese año, es decir con posterioridad (récord 00:52:10 pista 2).  Mencionó los protocolos que siguió en su labor. Explicó el procedimiento a seguir en el proceso de recuperación de la información.
Dentro del proceso de recuperación, se seleccionan los del 2008, colocándolos en una tabla; se hace una búsqueda con argumento “Misión Táctica soberanía” y “Radiogramas”,  dando como resultado 830 aciertos para “Soberanía”, y para radiograma el resultado es de 26.222 aciertos. 

Con el procedimiento de recuperación, encuentra el insitop 12-01-08.xls. la visualización que presenta la herramienta forense muestra en la parte superior: Ocaña enero 12 de 2008, fecha que está en el archivo, pero la fecha de acceso de este archivo es el 16 de octubre de 08 a las 10:27 de la noche y la última fecha de escritura el 29 01 08 a las 19:30, se hace un listado de los archivos encontrados en esa carpeta; todas las fechas de creación de esos documentos son del 28 de junio del 2008.

Para dar cumplimiento al punto 2, se realizan las mismas búsquedas del disco 1, es decir, “Soberanía” y “Radiograma”, se presenta el documento “ordop No  1 soberanía” actualización 2008; se visualiza el documento con encabezado Ejército Nacional, copia de copias comando Trigésima Brigada del 2008, clave: “Avispa”, título: Orden de Operaciones 01 “Soberanía” fecha de creación del documento 05-10-08 a las 13:15:00, la última fecha de escritura 05-10-08 a las 14:06:52; se hace una impresión de pantalla del nombre, fechas de acceso y creación, y demás, se ubica la ruta de almacenamiento encontrando una carpeta llamada “orden de operaciones 2008/órdenes de operaciones/órdenes operaciones-2008” (corresponde a la figura 12 página 15 del informe base pericial); para radiograma se presenta aciertos, se filtra la información y se listan en una tabla, en la cual se presentan 30 archivos que hacen referencia a varios radiogramas. En el análisis preliminar no se encuentra el radiograma solicitado. 

Concluye que en el estudio realizado al disco duro 1, se encuentran los archivos insitops hojas  de cálculos del archivo 12-01-2008, modificado el 29 de enero de 2008, aun cuando del documento se visualiza fecha enero 12 de 2008, sobre la “Orden de Operaciones Soberanía”, presenta fecha de creación 5 de octubre de 2008 y última modificación el mismo día a las 14:06:52, indicando que su creación fue posterior al 12 de enero de 2008, lo cual se aprecia en la figura 11 del informe (récord 00:57:20 pista 3). 

También realizó estudio de los discos duros de la Sección Segunda, a los cuales se les realiza el mismo procedimiento. El objetivo era ubicar los documentos y palabras “anexos de inteligencia a la Ordop Soberanía 1º  de enero de 2008”, “ampliación al anexo de inteligencia a la Ordop Soberanía del 1º  de enero de 2008”, “boletín de inteligencia” 006, 009 y 010, y Palacios Rivas suboficial criptógrafo, para  determinar fechas de creación y modificaciones; existe información eliminada, de la cual se puede visualizar archivos eliminados “anexos de inteligencia”, c.lomoto.doc, entre otros; en los documentos de enero de 2008, existe la carpeta archivo BOLETINES DIARIOS2008/ENERO2008, contiene boletines diarios de inteligencia del mes de enero de 2008, del 1 al 12, y el 14 de ese mes, los cuales  aparecen como borrados, la fecha de creación es del 10-09-08 a las 15:25:39, también se encuentra una carpeta que se llama anexos de inteligencia/enero2008 (récord 1:20:30 pista 3).

Se realiza búsqueda por palabra “Soberanía”, se obtienen 58 aciertos, se seleccionan los que hacen referencia a “Misión táctica”, hallándose 4 documentos, en uno de los cuales se menciona  anexo de inteligencia BACRIM, creado el 5 de octubre de 2008, a las 9:55 de la mañana, modificado el 24 de septiembre del mismo año; el segundo documento fue creado el 5 de octubre de 2008, y modificado el 4 de octubre de 2008, presentando como fecha de último acceso el 10 de octubre del mismo año  a las 21:32:42, el documento presenta como fecha de creación el 1° de enero de 2008; más adelante aparece “anexo de inteligencia a la Ordop ‘Soberanía’ ”, también el anexo de inteligencia 001012008 BACRIM “Soberanía” del 11 de enero de 2008, ubicándose en la ruta de boletines diarios de 2008, una subcarpeta de enero de 2008, encontrándose el boletín de inteligencia 06-01-08, aunque eliminado, tiene fecha de creación el 10 de septiembre de 2008; igual circunstancia se presenta con el boletín de inteligencia 10-01-08, en el cual aparece como fecha de creación: 10 de septiembre de 2008, al cual no se accede por haber sido borrado; el anexo de inteligencia 01012008BACRIM2008, tiene fecha de creación 10 de septiembre de 2008 y en el documento aparece 1° de enero de 2008; respecto a la ampliación del anexo de inteligencia, no se aludió en el informe la fecha de creación de ese archivo, en la página 8 del informe refiere al anexo de inteligencia 01012008, cuya fecha es del 11 de enero de 2008, sin  fecha de creación, pero en la tabla 8 aparece el 5 de octubre de 2008(récord 01:40:00 pista 3).

Concluyó que los archivos solicitados se ubican satisfactoriamente, presentando fechas de creación no equivalentes a las que se dice en el documento, en ellos aparece una data posterior a la que registra su contenido(récord 1:58:30 a récord 2:12:40 de la pista 3).

Explicó que si una persona traslada un archivo de un computador a otro, dependiendo del sistema operativo se modifica la fecha de creación, observándose que la data de creación es posterior a la  de reforma, es decir, que se genera la variación de la fecha por el cambio de computador, por ende, la fecha de creación del documento no se puede decir con certeza, como tampoco determinar el contenido de la modificación.  

Añadió que de los metadatos hallados en el documento se puede establecer el computador en el que se creó el archivo, la fecha de creación y el tamaño lógico y físico que ocupa, (récord 00:31:10 pista 4)  y que  cuando se introduce  información para trabajar mediante USB o CD, ésta  no registra, si no se extrae del medio de almacenamiento externo.

Con la finalidad de refutar la prueba pericial presentada por el ingeniero Álvarez Espitia, la defensa trajo al experto en sistemas y auditoria, capacitado en informática forense y evidencia digital, Willington González Martínez, quien presentó su dictamen en la sesión de audiencia del 23 de enero de 2012 (toda la pista 3).  

Señaló cómo debe hacerse en forma correcta la práctica de un peritaje,  documentando la escena y fijando fotográficamente los equipos para soportar el informe frente a los hallazgos (récord 00:19:00 a récord 00:26:50 pista 3).

Critica que en el informe cuestionado no existe plan de trabajo, ni un esquema de trabajo de los usuarios, pues en su parecer el analista debe contar con medios estériles,  garantizar la integridad, confrontar las huellas digitales de los elementos fuentes con los elementos destino,  para determinar que se trata de una fiel copia, documentándose el procedimiento con fijación fotográfica o fílmica.

El embalaje se debe hacer en bolsas antiestáticas,  transporte en recipientes secos, protegido de golpes, de  humedad, temperatura y luz, lo cual echa de menos en el  informe cuestionado (récord 00:30:05 a récord 00:35:15 pista 3).

Luego viene el análisis con un software especializado, se hace recuperación y descompresión de archivos, obtención de la contraseña, búsqueda de información de acuerdo a criterios preestablecidos, información del sistema operativo, no se aprecia la información obtenida en el mount  device. Posteriormente,  de los hallazgos, se debe presentar el informe de laboratorio describiendo y explicando la metodología aplicada,  los resultados, y finalmente las conclusiones respecto de los hallazgos. 

Precisó que en el tema de la evidencia digital es complejo dar con los responsables, ya que a una computadora pueden acceder muchas personas, siendo difícil determinar quién usó la evidencia digital (récord 37:50  a récord 43:25 pista 3), además de que  la evidencia digital, informa de la modificación, pero no de qué tipo, aunque ya existen programas para establecer esos cambios, valiéndose del backup (copia de seguridad).

Expuso que el perito de la fiscalía cuando recolectó los datos ignoró el historial de la máquina, y que los únicos tamaños referenciados son los de los discos clonados, pero en los listados y tablas insertadas en el informe, no vio esa variable sino el nombre y la huella digital de cada archivo, más no su tamaño, siendo imposible determinar qué parte del documento fue modificado.

Explicó que  la fecha de creación es siempre anterior a la de la modificación, aunque existen variables, no solamente frente a maquinas, sino a USB o CDs, es decir, a unidades de almacenamiento externos, por ello la importancia del DEVICE. Pudo suceder que se tomó un archivo y éste adoptó la fecha en la que se copió, pero en la opción de propiedades, detalles, se puede observar la fecha real de creación, modificación y de acceso, así como las horas de trabajado o edición de ese archivo. Sobre la causa, dijo que  consultó a Microsoft Colombia pero no obtuvo respuesta (récord 00:48:30 a récord 00:50:18 pista 3).

Concretó que en la base de su opinión pericial tomó el análisis técnico realizado por el experto de la fiscalía Willington Álvarez Espitia. Acotó que en ese informe no se registra de manera específica cada uno de los hallazgos establecidos en la audiencia, por ejemplo en la página 12 de su informe menciona que el informe del C.T.I sólo contempla la interpretación de los metadatos, pero no aborda los hallazgos sustentados en la audiencia.

En relación con los protocolos de la fiscalía, indica que se diseñaron por un grupo interdisciplinario, existiendo uno para cada entidad de policía judicial(récord 1:17:35 a récord  1:35:30 pista 3).
Si bien el testigo perito de la defensa,  señala en su intervención, que: i) no se puede determinar la autoría de un documento cuando varias personas tienen acceso a la máquina; ii) no se utilizaron las medidas necesarias para preservar la evidencia, como transporte contra golpes y bolsas antiestáticas; iii) no se elaboró el informe por el perito de la fiscalía, bajo los estándares establecidos, situaciones que  no logran restarle eficacia al dictamen pericial del ingeniero Álvarez Espítia, se debe señalar que no solamente basta con resaltar los errores que se cometan, sino como afectan el resultado del análisis o estudio, lo cual no hizo, quedando incólumes las conclusiones a las cuales el perito de la fiscalía arriba en sus hallazgos, tanto del S2 como del S3, siendo estos puntos los que se debieron refutar, no sólo la forma, sino el contenido. Asimismo, dentro del Manual de procedimiento del Sistema de Cadena de custodia y Manual Único de Policía Judicial, no se hace referencia la forma en la que se debe recolectar, transportar, guardar y analizar este tipo de evidencia, no existe una norma a la que el perito debe estar sometido para realizar su trabajo frente a evidencia digital, salvo la regla general de la cadena de custodia para cualquier tipo de evidencia física y elementos materiales de prueba, así como el cuidado y diligencia que se exige para el cumplimiento de su labor. 

Dado lo anterior, y frente a la creación y autoría de los documentos aludidos por el experto, tenemos que del informe de los discos duros del S2, realizado por el señor Willington Álvarez Espitia, se desprende que  aparecen creados con  posterioridad a la fecha  que contienen los  mismos, asimismo que presentan accesos y modificaciones  también en fechas siguientes. 

Ahora, quedó establecido que el señor Sandro Pérez hizo presencia en las instalaciones del batallón “Santander”, para octubre 5.

Concatenando ese hecho con los testimonios de Carlos Obando y Piracún Rodríguez, quienes sostuvieron que luego de regresar en el mes de septiembre de 2008 a la Sección Segunda, ya se encontraba Sandro Mauricio Pérez en esa oficina, cuando había dejado de ser orgánico de esa Unidad,  suponiendo que eso era una orden del superior, y con el propósito que atendiera las inspecciones que realizaron diferentes entidades como la Fiscalía, Procuraduría y el mismo ejército, resulta extraña su presencia, cuando si las cosas hubiesen estado en orden el funcionario vinculado con la Sección Segunda  era el llamado a hacerlo.

Así se tiene que en la orden de operación “Soberanía”, se visualiza dentro del documento fecha 12 de enero de 2008; aparece creado el 5 de octubre de 2008 y con dos modificaciones, una el 29 de enero de 2008 y otra el mismo 5 de octubre.

El Insitop contiene la fecha enero 12 de 2008 y fecha de acceso 16 de octubre de 2008, última fecha de escritura 29 de enero de 2008 y fecha de creación 28 de junio de 2008.

Igualmente se hallaron otros documentos, en uno de los cuales se menciona “anexo de inteligencia BACRIM”, creado el 5 de octubre de 2008 a las 9:55 de la mañana modificado el 24 de septiembre del mismo año y el segundo creado el 5 de octubre y modificado el 4 de octubre del mismo año, última fecha de acceso 10 de octubre del mismo año, en cuyo interior se observa la fecha  1º de enero de 2008.

En relación con la ampliación del anexo de inteligencia del 1º de enero de 2008, tiene fecha 11 de enero de 2008, no tiene fecha de creación, pero en la tabla 8 aparece que es el 5 de octubre de 2008.

Si bien como lo anotan los expertos al trasladar  un archivo de un computador a otro, dependiendo del sistema operativo, se modifica la fecha de creación, a tal punto que se puede observar que la data de creación es posterior a la  de reforma, es decir, que se genera la variación de la fecha por el cambio de computador, por ende, la fecha de creación del documento no se puede decir con certeza, como tampoco determinar el contenido de la modificación, ni quién lo hizo, se observa que en todos aparece fecha de creación 5 de octubre de 2008, y en sus contenidos las fechas son 12 de enero de 2008 en 2 de ellos, 1º de enero de 2008 en otro,  y en el restante, 11 de enero de 2008, todos relacionados con estos hechos como ya se examinó, que visto en forma aislada y teniendo en cuenta las variables indicadas por los especialistas nada demostrarían, pero sumados a la presencia de Sandro Pérez en el batallón, para el 5 de octubre de 2008, sin otra razón que “organizar” la documentación  y atender las inspecciones de las diferentes autoridades, nos permite inferir que efectivamente durante su estadía Sandro Pérez  afectó esos documentos, sin que sea relevante que no se haya podido establecer qué parte de los mismos o si se creó o modificó, lo cierto es que hubo una afectación de los documentos en esa fecha,  que se reporta fue de creación, entonces,  siguiendo el hilo conductor del análisis que se viene haciendo,  lo fue para dar visos de legalidad a la supuesta operación militar. Lo cual corroboró la testigo Ariacna Lara Contreras, cuando indicó que el sargento Sandro Pérez le comentó que esos documentos fueron creados con posterioridad para legalizar la operación, lo cual aunque se constituye en testimonio de oidas al ser refrendado por la conclusión a la que arribó el Despacho, se presenta admisible, tema que se desarrollará a profundidad más adelante.

Y ello sumado al importante número de pruebas allegadas, ya analizadas, en conjunto demuestra que el señor Fair Leonardo Porras Bernal no murió como consecuencia de un enfrentamiento bélico, sino que fue ejecutado, en acuerdo con el  señor Fiscal, la apoderada de las víctimas, la agente especial del Ministerio Público, y correlativamente en desacuerdo con los señores defensores.
Los hechos demostrados se subsumen en el tipo penal de homicidio, descrito en el artículo 103 del Código Penal, cuyo tenor es el siguiente:

“HOMICIDIO. Penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 1o. de enero de 2005. El texto con las penas aumentadas es el siguiente: El que matare a otro, incurrirá en prisión de doscientos ocho (208) a cuatrocientos cincuenta (450) meses.”.

Agravado, de acuerdo con las circunstancias previstas en los numerales 4º y 7º  del artículo 104, ibídem, que establece:

“CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACION. Penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 1º  de enero de 2005. El texto con las penas aumentadas es el siguiente: La pena será de cuatrocientos (400) a seiscientos (600) meses de prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior se cometiere:

(…)

4. Por precio, promesa remuneratoria, ánimo de lucro o por otro motivo abyecto o fútil.

(…)

7. Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación.”.

Como se ve aquí se actualizó el verbo “matar”. Se dio muerte al joven Porras Bernal en las circunstancias conocidas, con el fin propuesto, presentarlo como un éxito operacional.
Por el acusador se endilgaron  las agravantes previstas en el numeral 4º del artículo 104, referida a la existencia de un motivo abyecto,  con fundamento en que los acusados actuaron movidos por bajos intereses,  como fueron las felicitaciones, además Zapata Roldán, fue recomendado para viajar al Sinaí, por la supuesta baja en combate, y el pago de recompensa . 

Encuentra soportada la causal, con la prueba 61 del juicio, que corresponde a la orden semanal 0003 del 12 al 18 de enero, artículo  008, donde se hace transcripción de la felicitación por condiciones profesionales, en relación con la misión táctica “Apolo” en la vereda Ábrego vereda “El Tabaco”, aparecen felicitados algunos de sus acusados, de la cual se estableció que el nombre, se debió a un error de transcripción.

Así mismo porque se demostró que Zapata Roldán fue presentado para viajar al batallón “Colombia” con sede en el Sinaí, de acuerdo con la prueba 62, oficio 112 MDN,  y las explicaciones de Siervo Tulio Roa acerca de que los resultados operacionales se premian, en parecer del señor Fiscal se configura la agravante prevista en el artículo 104.4., es decir haber actuado por motivo abyecto o fútil.
Igualmente atendiendo a la demostración del pago de recompensa por este hecho. Sobre el particular, indica que existen tres documentos, adosados con la investigadora Ariacna Lara, a los cuales ya se refirió el juzgado, que corresponden a las pruebas documentales números 68 (anexos) y 77;  que se refieren a copias del libro Actas pagos  informantes, recolectadas en la Brigada 30 en Cúcuta, en diez folios, incluyendo copia del libro, en cuya segunda hoja del acta de apertura en los folios 58 y 65, en particular en el renglón 16 del folio 58, aparece la información: fecha 31 de enero de 2008, No. 004, asunto pago de información, dice el informe, detalle, cancelación recompensa de $1.500.000 pesos por concepto de pago de cancelación que condujo MT “Soberanía”, contra la banda al servicio del narcotráfico BISAN; que junto con el  documento llamado “Cuenta de gastos reservados del B2 de la Brigada 30”, del 31 de enero de 2008, de la sección segunda, y prueba signada con el número 76, que consta de tres folios, en la segunda hoja aparece un acta en la que intervienen el comandante de la Brigada 30, el segundo comandante de la brigada30, Álvaro Diego Tamayo Hoyos, Sandro Mauricio Pérez, y Wilson Suarez, estos dos en calidad de testigos, se manifiesta en el contenido de este documento que se cancela la suma de $1.500.000 por concepto de pago de información suministrada al S2 del BISAN, que permitió la actualización del orden de batalla de una compañía del ejercito de liberación nacional, que fue a través de una fuente humana, y que allí se encuentra  lo que se ha pretendido ocultar, pues así lo manifestó Álvaro Diego Tamayo Hoyos en un oficio dirigido a la procuraduría, dice que no se verificaron pagos por esa operación, concluyendo el señor Fiscal que se logró probar que en este caso, se pagó la información por la supuesta baja en combate de un NN, que era Fair Leonardo Porras Bernal, que supuestamente pertenecía a una banda criminal.

También se cuenta con la solicitud de pago que se hace mediante  oficio 000126, con fundamento en los hechos  en los cuales se dio muerte al señor Fair Leonardo Porras, en la vereda “La Soledad”.

El juzgado considera que con la documentación aportada y las inferencias que realiza el señor Fiscal teniendo en cuenta la anotación en el libro acta de pago de informaciones, que pertenece a la Brigada 30,   la respuesta del coronel Tamayo Hoyos a la Procuraduría, y otros documentos,  como  el anexo de inteligencia a la Ordop “Soberanía” del primero de enero, en la cual se hace referencia  a estructuras de grupos armados al margen de la ley, FARC, ELN, EPL, y BACRIM, y el boletín de inteligencia del 12 de enero de 2008, en el cual se reporta el combate que presenta el GRULOC “Búfalo 1” en la vereda “El Tabaco”, dando muerte a un narcoterrorista, porque del hecho que se hubiera realizado solicitud de apoyo de pago de recompensa, no se sigue que se hubiera dado el mismo, no se acreditó; se realizó inspección a la carpeta de de gastos reservados en la cual no se reportó pago por esos hechos, e igualmente, se allegó oficio número 105 suscrito por el Subteniente José Angel Piracún, mediante el cual responde de forma similar, que no se pagaron recompensas por este hecho, entonces como con fundamento en la Misión Táctica Soberanía debieron realizarse muchas operaciones militares,  como lo indica la defensa del mayor Quijano Mariño, hacer la inferencia de que provino de los hechos que hoy se juzgan no se ajusta a la realidad procesal. La información que se dice, se actualiza es sobre la orden de batalla de una compañía del ejercito de liberación nacional, que nada tiene que ver con estos hechos, a más de lo cual ya se dio por demostrado que  Sandro Pérez creó el 5 de octubre de 2008 del anexo de inteligencia de la orden de operaciones “Soberanía”, entonces si no existía cómo pudo soportarse la documentación para su pago?.

Revisada  la directiva ministerial permanente n° 29 de 2005, emitida por el ministerio de defensa nacional el 17 de noviembre de 2005, que se trajo al proceso a solicitud de la apoderada de víctimas, mediante la cual se establece una  política ministerial que desarrolla criterios para el pago de recompensas por la captura o abatimiento en combate de cabecillas de las organizaciones armadas al margen de la ley, material de guerra, intendencia o comunicaciones e información sobre actividades relacionadas con el narcotráfico y pago de información que sirva de fundamento para la continuación de labores de inteligencia y el posterior planeamiento de operaciones, en el punto 2, se establece el pago por información y pago de recompensas. Allí se prevé que el  pago de recompensas, se hace por informaciones oportunas y veraces proporcionadas a la Fuerza Pública, que conduzca a la captura o abatimiento de combate de cabecillas de las OAML o cabecillas del narcotráfico, sobre la ubicación de material de guerra, intendencia y comunicaciones e información sobre actividades relacionadas con el narcotráfico y que previo a su registro, análisis, comparación, evaluación, difusión de la información y planeación operativa, siempre generan resultados positivos o permite contrarrestar acciones delictivas.
En nuestro caso se observa que efectivamente se hace la solicitud de apoyo de pago de recompensa por la baja en el evento del 12 de enero de 2008; pero el pago que se hizo permitió la actualización del orden de batalla de una compañía del ejército de liberación nacional, que fue a través de una fuente humana,  es decir no por la baja sino por la información, que conforme a la directiva allegada es diferente, pues allí se indica que el  pago de Información, es la retribución en dinero o en especie,  por el suministro de datos de interés para las actividades de inteligencia, contrainteligencia e investigación criminal, atinente a actividades delictivas que afecten la seguridad y la estabilidad en cualquier región del país. Sobre conocimiento de actividades delictivas, ubicación de elementos, materiales, armamento y equipos que sirvan de fundamento para la continuación de labores de inteligencia y el posterior planeamiento de operaciones. Lo que significa que uno es el pago de recompensa y otro el pago de información y aquí según lo acreditó la Fiscalía se solicitó apoyo para un pago de recompensa, pero se menciona que hubo un pago de información, por tanto la inferencia que hace la Fiscalía no tiene soporte.
Sumado a lo anterior, tenemos que los documentos que mínimamente  se exigen como  soporte para el pago de recompensas son los determinados en el punto 6 de la Directiva,  y si como ya se sostuvo, uno de los documentos en que se soporta la inferencia del señor Fiscal es la orden de operaciones “Soberanía” fue creado  por Sandro Pérez en octubre de 2008, y el pago se produjo el 31 de enero de 2008, cómo se soportó ese pago?.

Conforme lo expuesto, no se puede establecer más allá de toda duda, que el pago de información en relación con la Misión Táctica Soberanía lo haya sido por la supuesta operación militar, en la cual se ejecutó a Fair Leonardo Porras,  circunstancia que no incide en la calificación, pues de todas formas se configura la agravante.

En consecuencia no es de recibo la apreciación de la apoderada de las víctimas de que en este asunto se halla demostrado que con ese pago estamos frente a una política estatal que incentiva   mediante el pago de recompensas, que se produzcan homicidios que luego son presentados como éxitos operacionales.

Decíamos que no obstante no se demostró el pago de recompensa por este hecho,   se configura  la agravante  específica de la motivación abyecta o fútil, porque abyecto hace referencia a lo que es despreciable, vil en extremo, a la vez que, fútil es de poco aprecio o importancia. De tales conceptos surge que, en verdad, se trata de dos motivos diferentes, respecto de los cuales la Fiscalía hizo precisión a lo despreciable pues con el fin de obtener un éxito operacional se ejecutó a Fair Leonardo Porras Bernal, circunstancia que el juzgado encuentra demostrada.
En lo relativo al agravante previsto en el numeral 7º que alude a haber cometido la conducta, colocando a la víctima en estado de indefensión o de inferioridad o aprovechándose de ella, tenemos que la Fiscalía y las intervinientes indicaron que aquí se demostró la causal.

Considera el Juzgado que les asiste la razón a estos sujetos procesales. Sustentó la Fiscalía que se configura el estado de indefensión, teniendo en cuenta la discapacidad de la víctima, no podía enfrentarse a un grupo de 5 soldados, además de que cuando recibió las lesiones, de acuerdo con el  estudio de balística de Norma Constanza López Correal,  la forma más probable de ubicación de la víctima, respecto del tirador,  para una de las heridas, fue de rodillas con la cabeza inclinada y otra, estando de cubito dorsal, todo lo cual, es indicativo de que Fair Leonardo, fue aniquilado; adicionalmente,  no se evidencia rastros de huída, estaba solo,  no tenía experiencia militar y estaba desarmado, por cuanto también se demostró que la pistola fue plantada; igualmente teniendo en cuenta su vulnerabilidad en razón a su discapacidad cognitiva, él solo frente a cinco personas. Argumentaciones que son de recibo, pues las circunstancias mencionadas fueron demostradas en el juicio por tanto se materializa la agravante endilgada.
5. RESPONSABILIDAD PENAL DEL MAYOR RETIRADO MARCO WILSON QUIJANO MARIÑO Y DEL TENIENTE DIEGO ALDAIR VARGAS CORTES EN RELACION CON EL DELITO DE DESAPARICION FORZADA
Demostrado el comportamiento delictual de desaparición forzada,  a continuación se analiza la responsabilidad de los enjuiciados, a título de coautores, conforme la acusación, la cual se mantuvo en  sus alegaciones finales por el señor Fiscal. 

La Fiscalía General los convocó a juicio como coautores del ilícito de desaparición forzada, por considerar que ostentaban el dominio funcional del hecho.

Dijo que todos los acusados debían responder por ese hecho porque se demostró su  participación en la privación de la libertad, de acuerdo con lo afirmado por el señor Alexander Carretero, quien vio cuando  Fair Leonardo Porras es entregado en un retén militar, horas antes de que se produjera su muerte, en un presunto combate con el pelotón “Búfalo 1” del Plan vial meteoro del ejército nacional. 

Precisó que esa privación de la libertad, padecida por Fair Leonardo Porras, desde el  momento en que es trasladado de Soacha a Ocaña, quedó establecida, mediante  engaño, correspondiendo a una distribución de funciones, por tanto son coautores, tenían el domino del hecho, y generaron daño antijurídico cuya víctima es Fair Leonardo, mediante el dolo. 

Para el Fiscal los sucedido con Fair Leonardo corrobora el modus operandi de los casos  Soacha, el plan de los militares y el reclutador es darlo de baja y reportarlo como NN; asevera que quienes trasladaron a Fair Leonardo tenían el dominio del hecho, el engaño, los medios, las armas, y la forma en que lo conducían y apartaban de la esfera de protección, además de que lograban que no se identificara fácilmente.

Dice que el fin de los delincuentes era desaparecer a Fair Leonardo, pues fue reportado como NN, a pesar de que la empresa criminal  tenía conocimiento de su arraigo, lo despojaron de sus documentos, habiendo quedado establecido con la declaración de su progenitora que aunque  los había perdido, contaba con las fotocopias de  el carné  del Sisben y su celular, luego  podían saber de qué persona se trataba, también es claro que el uso de su aparato móvil, se hizo en Ocaña.

Indicó que ese tiempo durante el cual no se conoció el paradero de la víctima, es atribuible a los militares, por haber desarraigado a la víctima; porque luego de quitarle la vida lo presentaron como NN pese a que tenían conocimiento de dónde provenían;  y porque no dieron cuenta de su paradero  a pesar de conocer su origen, resultando sistemático y articulado este accionar. 

En relación con el delito de desaparición forzada, agravada, se probó la privación de la libertad de Fair Leonardo Porras Bernal, mediante engaño, para ser conducido a Ocaña, donde permaneció oculto hasta cuando fue entregado a miembros de la compañía “Plan vial meteoro”, al mando del Mayor Quijano Mariño, exactamente a integrantes del pelotón “Búfalo 1”, comandado por el teniente Diego Aldair Vargas Cortes y la falta de información de su paradero, antes y después de su muerte, sustrayéndolo del amparo de la ley. De la misma manera, se demostró la participación en la comisión de la conducta de algunas  personas vinculadas a la fuerza pública, que ejercían autoridad o jurisdicción.
Bien es sabido que se considera “… coautor a cualquier participante que en la etapa de la ejecución  (teoría del aporte necesario) realice un aporte que sea presupuesto  necesario e indispensable (esencial) para la realización del resultado perseguido; esto es, aquél que, en virtud de su comportamiento funcional adecuado, hace posible que toda la empresa criminal se sostenga o se caiga…”

La coautoría tiene un doble componente: uno objetivo, pues desde el punto de vista fáctico el autor debe tener en sus manos el acontecimiento típico, y otro subjetivo, habida cuenta de que el agente en sus diversas modalidades debe obrar con la voluntad del dominio del hecho,  lo que lo torna en la figura central del acontecimiento; dicho de otra forma:  la teoría  del dominio del hecho  final-social propuesta supone la confluencia de 3 características en la persona del autor: dominio sobre la ejecución del hecho, dominio sobre la decisión y dominio sobre el cómo del hecho (la forma)".

Aquí, se probó la contribución necesaria e indispensable para la realización del resultado perseguido por parte de los  oficiales acusados en la ejecución de la desaparición forzada. 
El Mayor Quijano Mariño, acudió junto con el teniente Vargas Cortés, al sargento Sandro Pérez, con el fin de que les “suministrara” un joven, como ya se estableció, por el cual pagaron un millón de pesos, más los gastos de traslado, tarifa establecida por la organización ilegal; obedeciendo a un plan predeterminado dispuso  su recibimiento y la ejecución del señor Porras Bernal así como su presentación con posterioridad como no identificado. Además de que tenía dominio funcional del hecho. 

Resulta razonable la inferencia realizada por el señor Fiscal delegado: De acuerdo con el modus operandi de la agrupación delincuencial, ya fijado dentro del proceso, cuando se dispuso el traslado de Fair Leonardo hasta Ocaña, la sede del batallón, al cual estaba agregada operacionalmente la compañía Plan vial meteoro, se había producido el acuerdo mancomunado para conducirlo hasta Ocaña, ocultarlo, ejecutarlo y presentarlo como un logro operacional. 

Es decir, que cuando la víctima fue solicitada por Dairo José Palomino a Ender Obeso, uno de los “reclutadores”, ubicados en Soacha, forzosamente Sandro o Dairo, a quienes los señores Pedro Gámez y  Alexander Carretero señalaron como los miembros de la Sección Segunda del batallón que les presentaron demandas en ese sentido, había recibido, a su vez,  la petición de parte de miembros de la Unidad castrense que luego lo presenta como dado de baja en combate.
Sumado a lo anterior, no se pase por alto que se fijó en el proceso con las declaraciones de John Jairo Muñoz y Carlos Eduardo Mora, Sandro Pérez, era la persona que recibía las solicitudes y además hacía los pagos dentro de la manera de desarrollar sus actos delincuenciales la organización. 
Y,  la solicitud a uno de ellos, necesariamente  condujo a que el otro se enterara, ya que los dos, de acuerdo con lo demostrado y analizado  en relación con la manera de operar de la organización y concretamente en este caso, con la materialidad del delito,  intervienen en la desaparición y muerte del señor Porras Bernal. Sandro Pérez, porque a más de convenir el "suministro" de Fair Leonardo, sale del batallón el 11 de enero de 2008, a las 7:38 de la noche, en el vehículo Trooper habano, de placas FSV 761, con dos soldados armados con fusil galil 5.56, y a la 23:32, y entra nuevamente, con  el mismo vehículo, y los mismos dos soldados S/N, conforme la anotación en el folio 1364,  del libro comandante de guardia, del batallón, en el cual se registran las novedades ocurridas en la entrada del batallón “Santander”, entre ellas el ingreso y salida del personal, conforme lo atestado por la funcionaria del C.T.I. Ariacna Lara Contreras, quien introdujo la prueba documental, que corresponde a la 80, de lo cual se puede hacer la deducción de que Sandro Pérez, salió del batallón, con la finalidad de perfeccionar la entrega, mientras que Dairo, llega al mismo lugar, conduciendo a Fair Leonardo, acompañado por “pocho”, y Alexander, y lo entregan en el apócrifo retén.

De acuerdo con lo anterior, se puede inferir  que en este caso como en los demás documentados,  quien recibe la solicitud, es el sargento Sandro Pérez, porque de acuerdo con el modo de actuar de la asociación ilegal de la cual hacía parte, esa era una de sus funciones dentro de la organización, y quedó demostrado que salió del batallón acompañado por dos soldados, uno de ellos Medardo Ríos, conforme la atestación de Carretero Díaz, permaneciendo fuera del mismo aproximadamente cuatro horas, con la finalidad de instalar el retén donde recibiría a Fair Leonardo,  para entregárselo a los integrantes del pelotón “Búfalo 1” que participaron en los hechos, compaginando además con la hora en que el teniente inició su desplazamiento, aproximadamente a las once y treinta de la noche, conforme lo narrado por el Mayor Quijano.

Las anteriores inducciones se fortalecen porque el traslado de la víctima se verifica dos días antes de que se produjera su muerte, hasta Ocaña, sede del batallón “Santander”, al cual estaba agregada operacionalmente la compañía Plan vial meteoro, siendo los dos acusados, orgánicos de la misma, además, tanto  el mayor como el teniente, eran comandantes, el primero, de esa compañía y  el segundo, del pelotón “Búfalo 1”, permitiendo colegir, que se hizo obedeciendo a un acuerdo previamente establecido, a partir de su solicitud  a Sandro Pérez, a cambio de una suma de dinero, que según afirmaron varios testigos se trataba de un millón de pesos, quien en esta oportunidad se la trasmitió a Dairo José Palomino lo cual activó la intervención de los “reclutadores” en Soacha porque al menos se demostró la intervención de 3 de ellos, Ender Obeso, Alexander Carretero y “pocho”, acorde con el modo de operar de la organización.

Recuérdese que se fijó en el proceso el traslado de Fair Leonardo Porras, el 9 de enero de 2008, a las 10:15 de la noche, con arribo a Ocaña al día siguiente sobre el medio día, además de que dijo el señor Carretero Díaz, su conducción obedecía a solicitud de Dairo José Palomino, miembro de la organización ilegal, quien le manifiesta con posterioridad a los hechos que el verdadero objetivo de la conducción del joven fue presentarlo como un “falso positivo” por el ejército, lo cual encuentra soporte en que ese soldado profesional adscrito a la Sección de inteligencia del batallón es quien recibe  al joven y participa de su “vigilancia”, hasta cuando es entregado en el retén, donde dijo: “había militares”. Sobre el particular, recuérdese que Carretero, indicó que,  al día siguiente (es decir el 11), entre 6 y ½ o 7 de la noche, Dairo los “sacó” al muchacho y a él para que se fueran, explicó que Dairo iba con el muchacho, también iba “pocho”; se dirigieron por la vía que va al batallón, y donde el muchacho se bajó estaba el ejército, aunque no vio muy bien por la oscuridad reinante, pudo percibir a militares y una camioneta, Dairo  lo dejó,  y logró identificar al soldado Medardo Ríos, quien valga recordar, también era integrante de la Sección Segunda del batallón,  y luego aparece reportado el joven como muerto en combate el 12 siguiente, a las 2:20 o 2:30 de la madrugada.

 Como se ve, la conclusión del Juzgado coincide con las expresiones de la investigadora Ariacna Lara, quien en el juicio, dijo que, Sandro Pérez en los alborez de la investigación, estuvo dispuesto a colaborar, y en una reunión  con los fiscales del caso, se le preguntó por la participación de los militares en este caso, él les manifestó: “…que unos días antes al hecho, se habían reunido en el municipio de Abrego, había ido el mayor Quijano y había ido Diego Aldair, el teniente, y ellos le habían manifestado a él, que ya tenían conocimiento que él con Palomino traían gente para reportarlos, eh…como combate, y entonces, eh…decía el sargento Pérez, que él les dijo que no, que no sabía de que le estaban hablando, entonces ellos manifestaron que ellos ya sabían, y que inclusive sabían que ellos podían conseguirles el armamento, entonces fue así cuando él accedió, él contaba, fue así como él accedió a que efectivamente iban a conseguir una persona, y ahí donde establecieron el valor de un millón de pesos para él conseguirles el joven…”, se hablaban siempre en las afueras del batallón Santander en el municipio de Abrego, no se veían con frecuencia, dentro del batallón ni se saludaban, solamente fue esa vez que hicieron el contacto, no más (récord 00:57:46 a récord 01:01:11 pista 1). 

El señor defensor del procesado González Alfonso dijo que no se debía tener en cuenta la declaración de la investigadora, es más se tenía que decretar su nulidad por cuanto vulneraba el debido proceso de Sandro Pérez, quien no estaba asistido de abogado cuando  hizo esa manifestación a la investigadora, además todos los defensores al unísono indicaron que Ariacna Lara Contreras, es testigo de oídas. 
En punto de la solicitud del señor defensor, que entiende el juzgado es de exclusión de la prueba, se desestima porque de acuerdo con la declaración de la funcionaria de policía judicial las afirmaciones las hizo el señor Pérez ante Fiscales y asistido por un defensor, pero de todas formas nótese como el Despacho no basa su decisión en este testimonio, solamente se señala que con los indicios construidos a partir de hechos indicadores provenientes de las pruebas practicadas en el juicio se arriba a esa conclusión que coincide con la expuesta por la testigo. 

Sobre el particular, tenemos que aclarar, que las manifestaciones realizadas por Sandro Mauricio Pérez Contreras, se constituyen en prueba de oídas como lo refieren los letrados, pero aclara que esa condición especial la otorga el hecho que tales deposiciones no fueron registradas por escrito o en grabaciones auditivas o audiovisuales, que es el punto de ataque de los defensores, y es que al respecto, la Corte Suprema de Justicia, en sentencia 35250, M.P Fernando Alberto Castro Caballero, del 6 de julio de 2011, al referirse a este punto, expresó: “…La prueba de referencia se refiere entonces a  aquel medio de convicción (grabación, escrito, audio, incluso un testimonio), que se lleva al proceso para dar a conocer un testimonio practicado por fuera del juicio, en orden a demostrar que es verdadero cuando es imposible llevar al testigo por las causas expresamente señaladas en la ley; por ser éste un instituto que obviamente raya con los principios probatorios del juicio, principalmente los de inmediación y contradicción, su admisibilidad se torna excepcional y también su fuerza demostrativa resulta menguada. 

De otra parte, el testigo de oídas, es aquel cuyo conocimiento sobre un particular suceso, es adquirido a través de otras fuentes distintas a su percepción directa sobre los hechos, cuyo poder suasorio debe ser sopesado por el juez por la mayor o menor fiabilidad de esa fuente precaria de conocimiento. La admisibilidad del testigo de oídas, a diferencia de la prueba de referencia, no se encuentra condicionada a las especiales situaciones que señala la ley, pues en todo caso puede accederse a su práctica, pero se enfrentará a problemas de idoneidad demostrativa frente a los testigos directos, lo cual dependerá de la valoración probatoria que en sana crítica haga el juez.”. 

Respecto al valor probatorio que ostenta este medio de convicción indirecto, la misma Colegiatura, mediante sentencia 24468, M.P. Edgar Lombana Trujillo, del 30 de marzo de 2006, señaló:

“…1.7 Es factible que se decrete un testimonio, a solicitud de la Fiscalía, la defensa o el Ministerio Público (por excepción), y que en su desarrollo el testigo directo relate además de sus percepciones personales, algunos contenidos referidos o escuchados a otros.

Frente a tal eventualidad, de no extraña ocurrencia, la prueba no deviene ilegal, ni improcedente, sino que compete a los intervinientes, como partes con intereses opuestos, ejercer el derecho de impugnación, por ejemplo, sobre la credibilidad del testigo en esas condiciones; y al Juez toca identificar los contenidos de declaración directa y los relatos de oídas para efectos de la apreciación de dicha prueba. Lo anterior, por cuanto, se insiste, la problemática esencial de la prueba de referencia no radica en la pertinencia ni en la legalidad determinada ex ante, sino en la posibilidad de controvertirla, y en la valoración o fuerza de convicción que de ella pudiere derivarse…
1.10 En síntesis, las pruebas de referencia -el testimonio de oídas o indirecto entre ellas-, sólo son pertinentes por excepción cuando por alguna razón acreditada en términos razonables no se pueda recaudar la prueba directa; y como tal, la prueba indirecta no es válida por sí sola, ni en conjunto de pruebas indirectas, para desvirtuar la presunción de inocencia más allá de toda duda razonable, sino que siempre será necesaria la presencia de otros medios de conocimiento. …
2.2 ... Por ello se dijo con antelación que la dificultad esencial que plantean las pruebas de referencia no radica en la legalidad de su práctica, sino en la valoración de las mismas…”.

Por lo anterior, queda claro para este Juzgado, tal y como lo señala el Alto Tribunal, que lo escuchado por la investigadora Ariacna Lara Contreras, del señor Sandro Mauricio Pérez, por no estar contenido en un documento, constituye un testimonio de oídas, cuya admisión a diferencia del testimonio de referencia,  no está condicionada a los requisitos exigidos para éste, por lo cual su problema no radica en la legalidad de lo vertido o aseverado por la testigo, sino en la valoración y credibilidad del mismo, y en cuanto se relaciona con los elementos del hecho punitivo, siendo claro para el Despacho, que se debe acompasar con las demás pruebas e indirectas, para determinar la idoneidad de tales manifestaciones. Veamos entonces cómo se evidencia ese hecho.
Si Fair Leonardo Porras Bernal, es presentado muerto en combate por el pelotón “Búfalo 1”, Unidad integrante de la Compañía motorizada Plan vial meteoro número 3, cuyos comandantes son los dos oficiales acusados, y el mayor Quijano Mariño, en su declaración en el juicio (sesión del 6 de febrero de 2012, récord 00:20:20 pista 1 a récord 01:30:04 pista 2), advertido de su derecho de no autoincriminación, dijo, que ordenó llevar a cabo operación militar de registro y control de área, por parte de un pelotón de los asignados a su compañía, comandado por el teniente Vargas Cortés Diego Aldair, resulta entonces razonable inferir  que la solicitud  provino de ellos, pues no de otra manera se explica, de acuerdo a lo ya analizado sobre la legitimidad de la operación, lo expuesto por los expertos militares en desarrollo del juicio,  la lógica y a las reglas de la experiencia, que el mayor, superior del teniente garantizara su desplazamiento con algunos integrantes de su pelotón, escudándose en una “operación militar”,  la cual, Vargas Cortés invoca para dar cuenta en el acta de actuación de primer respondiente y en su informe al C.T.I. de que en virtud de ella se dio de baja a un individuo.

Y ese desplazamiento del teniente era necesario para disponer de la logística con la finalidad de recibir al joven Porras Bernal,   y ubicarlo, en el lugar donde finalmente aparece  muerto y reportado como resultado operacional, quien dos días atrás fue trasladado con ese propósito, y entregado en el reten horas antes de que tuviera lugar el supuesto enfrentamiento.

Esas manifestaciones de los procesados analizadas en conjunto con los demás medios de convicción obrantes en el proceso, evidencian su participación en los hechos y correlativamente lo  inane de su esfuerzo por explicar que la muerte de Fair fue producto  de un enfrentamiento bélico.

Y es que no podría ser de forma distinta, si se opusiera a esta conclusión el argumento de que los demás integrantes del pelotón sin el beneplácito de sus superiores, fueron quienes se pusieron de acuerdo con los demás delincuentes para que una víctima fuera captada y conducida hasta donde lo recibirían, que en este caso se trató de Fair Leonardo, se caería en el absurdo de ignorar la estructura jerárquica militar suficientemente explicada en el juicio, y contravendría las manifestaciones de los dos acusados señalados, uno porque dijo dio la orden y el otro porque informó de la muerte en enfrentamiento militar, de la víctima.

No pudieron haberlo realizado los demás miembros del batallón, porque de acuerdo con la estructura militar y sus jerarquías, o línea de mando,  el cabo solamente ejercía mando sobre los soldados y éstos últimos carecen de mando, salvo cuando son comandantes de escuadra, pero limitado a sus compañeros soldados,  y para que el suboficial pudiera actuar debía ser bajo las órdenes del teniente, quien tampoco era rueda suelta, se hacía necesario que hubiese recibido un mandato de su superior, el del mayor, que según las manifestaciones de los dos últimos efectivamente se produjo.

Demostrado que los oficiales acusados, acuden a Sandro Pérez, pieza integrante del contubernio  delictivo encargado de la búsqueda y entrega de la víctima, se infiere, que tenían conocimiento de sus actividades  delincuenciales, así como de los mecanismos utilizados para captarla.

Veamos en primer lugar, el conocimiento que tenían los integrantes de la asociación ilegal ubicada en la Sección Segunda del batallón, acerca de la procedencia de la víctima.  Según las manifestaciones del cabo Muñoz, reveladoras de que para el momento en que se producen los hechos, las víctimas eran conducidas  hasta Ocaña, desde afuera, así como las de los señores Carretero y Gámez, acerca de que los jóvenes cuyo destino fueron los retenes militares en Ocaña,  los trasladaban desde Soacha, se infiere que los militares ubicados en la Sección Segunda, pertenecientes a la asociación ilegal lo sabían.

Obsérvese  que el testigo Carretero Díaz, reveló su parentesco con Dairo; dijo que era hermano de su esposa, por tanto, su cuñado, razón por la cual, atendiendo el modo  como ordinariamente suceden las cosas, tenía conocimiento de dónde residía y por tanto de dónde provenían las víctimas.

Súmese a lo anterior, que Dairo José Palomino remitió dinero al primo de su esposa e integrante de la agrupación ilegal, Ender Obeso, a  Soacha, el 27 de diciembre de 2008, en fecha anterior y cercana a la cual, suceden los hechos, como se observa en el renglón 4 de la prueba 88, introducida por la testigo Ariacna Lara (récord 00:29:00 a récord 00:47:50 de la pista 4 de la sesión del 21 de diciembre de 2011).

Constatado el conocimiento de Dairo José Palomino sobre el origen de las víctimas y que él no fraguaba sólo los requerimientos y las entregas, sino junto con Sandro Pérez y al menos dos soldados, en este caso, indudablemente uno de ellos es  Ríos, acorde con la manifestación de Alexander Carretero,   además de que, él también se comunicaba con los miembros de la organización ubicados en Soacha, según afirmaron Carretero y Gámez, forzoso es concluir que el sargento Pérez también lo sabía. 

Entonces, si el mayor Quijano Mariño y el teniente Vargas Cortés acuden al sargento Sandro Pérez para demandarle un victimizable, el  cual efectivamente les es entregado el 11 de enero de 2008, se puede inferir que los mismos sabían de su procedencia, y actuaban determinados por ese conocimiento, pues que las víctimas fueran de un lugar tan alejado, les garantizaba impunidad, ya que resultaba más difícil su identificación. Esto, como lo dijo el señor Fiscal, atendiendo el imaginario de que allí nadie los iría a buscar. Recuérdese sobre el particular que se probó con las aserciones de Eduardo Mora, acerca de que como en un comienzo eran dados de baja muchachos de la región, ante  quejas reiteradas de la población optaron por traer a quienes iban a sacrificar, desde otras zonas del país, como sucedió en este caso, Fair provenía de Soacha. 
Una vez conducidos eran ejecutados y presentados como muertos en combate sin identificar. Aquí se estableció que la víctima no tenía documentos de identificación cuando se realiza la diligencia de inspección a cadáver, los cuales portaba en copias fotostáticas, de acuerdo con la atestación de su madre y si bien el señor Carretero Díaz, indicó que no se enteró si Fair Leonardo los portaba, igualmente dijo que sabía que los jóvenes trasladados desde Soacha eran despojados de sus documentos, ignorando el destino de los mismos.

Los señores defensores, al unísono indican que si la víctima no fue identificada, se debió a que no portaba sus documentos, argumentos sobre los cuales ya se pronunció el Despacho, indicándose que se fijó con lo atestado por la señora Luz Marina Bernal, madre del occiso, que él portaba copia de su cédula y el carné del Sisben, sin que sean de recibo los reparos de que no era posible que tuviera los dos servicios simultáneamente porque ese es asunto que no le compete a este estrado judicial. Además de que se concluyó que sus documentos le fueron arrebatados  con la finalidad de que no fuera identificado y así lograr la impunidad, recuérdese que así actuaba la asociación delincuencial con la cual los acusados acordaron la comisión de este delito. 

Sobre el particular, quedó demostrado con las atestaciones de Diana Ramírez y Héctor Manzano, y los cuadros elaborados por ellos en las instituciones en las cuales laboraban cuando se produjeron los hechos, que las víctimas reportadas como muertas en combate, por parte del Instituto de Medicina Legal, con sede en Ocaña y Cimitarra, 11 en total, provenientes de Soacha y del barrio “Ciudad Bolivar” de Bogotá, lo fueron como NN, o personas sin identificar.

Aquí lo trascendente es, como ya quedó suficientemente explicado, que cada miembro de la organización, dentro del rol desempeñado, de acuerdo a las funciones asumidas por cada uno, y todos cumpliendo con la finalidad propuesta, la ejecución de Fair Leonardo y su presentación como un resultado operacional, conocían su origen y enraizamiento en Soacha, situación que se extiende a los acusados, y aunque los oficiales enjuiciados, no supieran su nombre o datos precisos acerca de su identificación estaban en posibilidad de obtenerlos de quienes se lo entregaron para difundirlos en los informes que deben rendirse conforme a la doctrina militar y a la ley procesal penal y no reportarlo,  como un NN, como efectivamente se hizo, con la finalidad de garantizar la impunidad de sus actos.  

De acuerdo con lo anterior, no es de recibo el planteamiento propuesto desde la defensa del suboficial González Alfonso, referido a que el cuerpo de Fair Leonardo no fue ocultado, pues se dio el reporte al C.T.I., ente que pudo cumplir con las labores de inspección y levantamiento del cadáver del joven, de la cual hacen eco los demás representantes judiciales de los acusados, para indicar que hubo negligencia del Estado, no endilgable a sus prohijados, al no identificarlo  rápidamente, pues como ya se anotó se demostró el conocimiento y voluntad de los acusados en obstruir el hallazgo de Fair Leonardo, persistiendo en su ocultamiento, luego de su extracción del entorno donde se desarrollaba su cotidianidad. Noten los defensores que se entrega un cuerpo, más pudiendo hacerlo, no dicen de quien se  quién se trata. 

Pero no solamente ese acto es constitutivo de la conducta penal de desaparición forzada, endilgada a los procesados Quijano Mariño y Vargas Cortés. El no revelar los datos con los cuales se hubiese podido noticiar a las autoridades o su familia del paradero de Fair Leonardo Porras Bernal, fue el último eslabón dentro del suceso de actos con los cuales se le priva de la libertad, mediante engaño, ocultándolo y finalmente, después de que se produce su muerte, se persiste callar sobre su paradero.

De acuerdo con lo expuesto hasta aquí, queda claro que  desde el momento en que el joven es captado en Soacha, mediante engaño, aprovechando su discapacidad, se le priva de su libertad, porque obsérvese,  él no se desplaza por su voluntad. En primer lugar, no llega solo hasta la terminal de transportes de la ciudad capital, sino que arriba a ese lugar con Ender Obeso, quien “lo mando”;  se  lo “entregó” a  Alexander Carretero, con el objetivo de que  lo condujera hasta “Aguas Claras”, donde lo “esperaba” Dairo, según expresiones del mismo Carretero, a cuya disposición permanece, pues ese deponente no lo ubicó en lugar distinto al billar “El Paraíso” de  propiedad del militar. Es más,  Carretero Díaz, dentro de su narración, dijo que, mientras Fair Leonardo, sentado, tomaba cerveza, en un momento, cuando se retiró Dairo José, allí quedó “pocho”, y posteriormente, mientras él salió del billar, con él permaneció, Dairo José.    

Súmese a lo expuesto, que Alexander Carretero, permaneció  en Ocaña, hasta tanto,  se produjo la “entrega” del señor Porras Bernal en el retén, al cual ya nos referimos.
De los términos utilizados por Alexander Carretero,  cuando se refiere a las acciones desplegadas, como “lo mandó”, “lo entregó”, “lo esperaba”, denotan la cosificación del señor Porras Bernal, el desconocimiento a su dignidad, y corroboran que no tenía libertad de desplazamiento. Estaba a merced de sus verdugos y oculto.

Se predica el ocultamiento de la víctima por dos razones: primero, porque cuando se le sustrae de su entorno, no se permite que se lo comunique a su familia. Adviértase sobre el particular que en su última conversación con su hermano John Smith él le dice que su patrón lo llamó para ir a cobrar una plata, pero no le refiere que sería conducido fuera de Soacha, luego “pocho”, quien también participa en los hechos pues permanece en el billar, “custodiando” a Fair Leonardo y concurre  a su entrega en el retén, le “quita” el teléfono celular, según lo indicó Carretero Díaz,  obviamente con la finalidad de que no se comunicara  con el exterior y no informara sobre su paradero, ni con quiénes permanecía. Tesis que se vigoriza con la prueba documental, número 99 del juicio, que corresponde al estudio link, el cual refleja el cruce de llamadas entre otros del teléfono celular 3143240382, que portaba para la fecha de los hechos Fair Leonardo, conforme se estableció en el proceso, pues se determina,  que entre el 1º y 11 de enero no emitió ni recibió llamadas, indicativo de que el móvil  se le arrebató por “pocho” con la finalidad de ocultarlo de su familia, con el objeto de que no supieran de su paradero y pudieran truncar su plan criminal; lo cual quedó fijado en el proceso, pues después de su muerte en Ocaña, conforme a las celdas, desde allí se emiten y reciben llamadas,  y resulta ser el mismo celular que refiere en su declaración Wilmer Barbosa Alvernia como el utilizado por “pocholo”, de quien se determinó es Uriel Ballesteros, alias “pocho”. 

De acuerdo con lo anterior debemos establecer si la privación de la libertad de la víctima, mediante engaño, seguida de su ocultamiento, y la negativa de dar información sobre su paradero,  es imputable penalmente a quienes materialmente  no participaron de los actos de privación de la libertad mediante engaño para conducirlo hasta Ocaña, o en los de su ocultamiento antes de su muerte. 

5.1 CONCRECION DE LA RESPONSABILIDAD DE MARCO WILSON QUIJANO MARIÑO
Se afirmó en la acusación que el Mayor Quijano Mariño es coautor porque siendo miembro activo de la fuerza pública, cumpliendo un plan criminal junto con miembros de la organización delincuencial que “suministraba” la víctima para ser presentada como un logro operacional, y  el teniente Vargas Cortés dispuso el movimiento del pelotón “Búfalo 1” para ejecutar a Fair Leonardo Porras y presentarlo como dado de baja en combate. 

El oficial  admite, en el juicio, mediante declaración, enterado de su derecho a no autoincriminarse y a guardar silencio, que el pelotón bajo su mando dio de baja a Fair Leonardo,  y en la misma indica que no conocía a Fair Leonardo, que no hizo solicitudes a miembros del S2 del batallón, de los cuales  desconocía sus actividades delictivas, sino que la muerte se produjo como consecuencia de un combate.

Desvirtuada la existencia de un combate en acápite precedente, surge palmario que la recepción del joven, la consiguiente muerte, la  puesta en escena del mismo,   y el reporte de la misma como persona sin identificar, son atribuibles al Mayor Quijano Mariño porque así lo acordó con otros, y a la vez como producto de ese pacto él sabía que activaba la búsqueda de un joven, su traslado hasta Ocaña y la conducción hasta un retén simulado, todo lo cual se demostró, así como también el dejar de  informar del paradero de la víctima, pues conforme a lo indicado por la Corte Constitucional en la sentencia 317 del 2002, para que se configure el tipo penal no es necesaria la exigencia de que se explique el destino  de la persona, sino que   basta la falta de información sobre su paradero. 

La defensora del mayor indicó que ni su prohijado ni los demás acusados tuvieron dominio del hecho en los actos de traslado de Fair Leonardo; acotó que no existe un fundamento objetivo que así lo indique, pues, resalta, no formaban parte de la empresa criminal y tampoco existe prueba que dé cuenta de que se comunicaban con la misma. También dijo la abogada que ninguno de los acusados conocía el arraigo de Fair. 
De acuerdo con lo ya consignado en el acápite de la existencia del delito de desaparición forzada, a partir de prueba directa y de hechos indicadores que emergen de los medios de convicción  recepcionados en el juicio, se realizaron las inferencias y valoraciones correspondientes, con las cuales se demostró que en la desaparición de Fair Leonardo Porras Bernal, intervinieron, militares ubicados en el S2, y los comandantes de la compañía Plan vial meteoro número 3, y del pelotón “Búfalo 1”. Obedeciendo a un  común acuerdo, ellos planificaron y ejecutaron el suceso, con división de trabajo, el cual incluía a los civiles de Soacha, sin que se descarte ese acuerdo al no haberse demostrado en el proceso que no tuvieron comunicación telefónica con alguno o algunos de los integrantes de la asociación delictiva, pues es un asunto que no resulta relevante. Aquí las inferencias realizadas apuntan a que se produjo esa comunicación y así lo ratifica la investigadora Ariacna Lara, quien afirmó que el contacto entre el Mayor, el teniente y Sandro Pérez fue directo.

Ahora, la letrada encargada de la defensa del acusado dijo que con los insitop, prueba 3 de la defensa, se establece que su prohijado estuvo los primeros días de enero en el “Alto del Pozo” y solo hasta el 7 llegó hasta Abrego, situación que de ser cierta,  pues en relación con esos informes, con soporte en lo manifestado por el Mayor Roa, se consigna lo que reporta el comandante que está en el área, pero no hay forma de verificación o de control, no riñe con el indicio de oportunidad temporo espacial. Sobre el particular véase que el 9 es cuando se transporta a Fair Leonardo, quien estuvo con su familia hasta parte del 8 de enero, como ya se determinó en la actuación, y de acuerdo con la forma de operar de la organización la solicitudes se hacían con una diferencia breve de tiempo, entre la conducción y la entrega en el retén, tal como lo narró Pedro Gámez y aquí es claro que la solicitud debió hacerse con corto tiempo de diferencia entre la conducción y la entrega, pues se repite el 8 de enero la víctima aún compartía con los suyos en Soacha. 

Sobre la forma como se desarrolló el delito, recuérdese, Ender Obeso sometió la voluntad de Fair Leonardo, mediante engaño,  para conducirlo hasta Ocaña, Alexander Carretero lo trasladó hasta allí, atendiendo petición de Dairo José Palomino, donde permaneció oculto, hasta su entrega a miembros del pelotón “Búfalo 1”, a quienes el Mayor autorizó para que  lo recibieran y dieran de baja, persistiendo además en su  ocultamiento, pues al hacer el reporte no suministraron datos acerca de él, con fines de impunidad.

De lo expuesto se sigue, que no le asiste la razón a la defensora del acusado Quijano Mariño, cuando sostiene que ni él mayor ni los demás procesados tenían dominio del hecho, porque no intervinieron en el traslado de Fair Leonardo, además de que tampoco conocían su arraigo,  puesto que en los delitos cometidos por un número plural de personas, que actúan bajo un designio común, la acción no es divisible para responsabilizar a cada uno por la parte del hecho que haya ejecutado materialmente. Como cada uno hace un aporte fundamental para llevar a cabo el plan general, no se precisa que cada concurrente realice totalmente la acción típica, como lo resalta la representante del Ministerio Público.  

De acuerdo con lo expuesto,  resulta intrascendente que no se conocieran todos los coautores, o que no hubiera existido contacto entre los sujetos situados en Soacha y los oficiales  enjuiciados, como lo reclama la defensa,  porque se demostró la indiscutible conexión entre ellos y quienes captaron a la víctima en Soacha y la condujeron a Ocaña, que emerge precisamente de su solicitud a Sandro Pérez, momento a partir del cual se despliega la acción delictiva con los resultados conocidos, porque como se sabe, lo importante es que se lleve a cabo el hecho de manera mancomunada, mediante una contribución objetiva a su realización. 
Aquí es claro que, Alexander Carretero transportó a Fair Leonardo, fue recibido por un soldado del batallón “Santander”, quien lo tuvo bajo su órbita de vigilancia junto con Carretero y “pocho” hasta que fue entregado en un retén a miembros del pelotón “Búfalo 1”, quienes lo ejecutan y lo presentan como logro operacional, en cumplimiento de un plan mancomunado y predeterminado. Y esto último aconteció porque así lo dispuso el Mayor al ordenar el desplazamiento del pelotón que hacía parte de la compañía que él comandaba, con la finalidad de simular una operación militar que sirviera de parapeto a la ejecución, todo ello se repite, como contribución con el plan criminal con los demás participes del hecho.
Como se observa, el oficial se comprometió a asumir una tarea parcial, indispensable para la realización del plan.  Sabía de la participación de otros, que desde Soacha se comprometían a traer al victimizable  y estaba al tanto de que cada uno de los que actuaba cumplía con una labor determinada, pues todo se dispuso para que en el retén pudiera ser recibido Fair Leonardo Porras, trasladado hasta un lugar y allí ejecutado. Se vislumbra la decisión común al hecho, que es lo que determina la conexión de las partes  del suceso ejecutadas por cada uno de los concurrentes y a partir de la que es posible imputarle al  oficial procesado  la privación de la libertad mediante engaño de Fair Leonardo, su traslado a Ocaña y también su ocultamiento ante mortem, porque se trató de la parte del plan común, realizada por los demás concurrentes, al igual que el post mortem, al reportarse por otros de los integrantes del plan criminal como NN.

Entonces, contrario a lo sostenido por los defensores,  el acto delictivo tiene que mirarse como una unidad, porque cada uno de los encartados dentro de la repartición de funciones cumplió con su rol derivado del acuerdo común y previo, correspondiéndole al Mayor la disposición necesaria para que algunos de los integrantes del pelotón a su mando,  recibieran a la víctima y, luego de ejecutarla, la presentaran como una persona sin identificar, con el fin de lograr la impunidad, por tanto, no se puede desligar, como lo pretenden los letrados, la intervención de sus prohijados, indicando que no son responsables del comportamiento delictual de desaparición forzada, porque no participaron de propia mano en algún tramo de la acción típica endilgada, como lo fue en el traslado de Fair o porque desconocían su arraigo, en razón a que esas actividades fueron desarrolladas por otros integrantes de la empresa criminal, y porque como ya se demostró los enjuiciados sí actuaron en otro tramo del delito, persistiendo en el ocultamiento de la víctima, pues sabiendo de su origen y de que había sido desposeído de sus documentos, estaba en posibilidad de dar información acerca de la procedencia  y arraigo de Fair Leonardo Porras Bernal. 

Sobre el tema, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia,  en sentencia del 14 de diciembre de 2011, radicado 34.703, recordó lo afirmado en decisión del 11 de julio de 2002, dentro del radicado 11.862, que se contrae a lo siguiente: “…No se puede dejar de recordar que los actuales desarrollos dogmáticos y jurisprudenciales se orientan por reconocer como característica de la denominada coautoría impropia, que cada uno de los sujetos intervinientes en el hecho punible no ejecutan integral y materialmente la conducta definida en el tipo, pero sí lo hacen prestando contribución objetiva a la consecución del resultado común en la que cada cual tiene dominio funcional del hecho con división de trabajo, cumpliendo acuerdo expreso o tácito, y previo o concurrente a la comisión del hecho, sin que para la atribución de responsabilidad resulte indispensable que cada interviniente lleve a cabo o ejecute la totalidad del supuesto fáctico contenido en el tipo o que sólo deba responder por el aporte realizado y desconectado del plan común, pues en tal caso, una teoría de naturaleza objetivo formal, por ende, excesivamente restrictiva, sin duda muy respetuosa del denominado principio de legalidad estricto, no logra explicar la autoría mediata ni la coautoría, como fenómenos expresamente reconocidos en el derecho positivo actual (art. 29 de la Ley 599 de 2000), los cuales a pesar de no haber sido normativamente previstos en la anterior codificación, no pueden dar lugar a entender que no fueron objeto de consideración o que el sistema construyó un concepto de autor distinto del dogmáticamente establecido… “.

Aquí se estableció que el mayor se puso de acuerdo en el cómo y el cuándo de la entrega de Fair Leonardo Bernal Porras, pues acorde con el modo de operar de la organización, dispuso todo lo necesario para su recepción en un retén falseado y luego participa en los actos de reporte, faltando a su deber de información sobre el paradero de la víctima, pues pese a que se informó de su muerte no se dijo de quién se trataba.

En conclusión, se demostró más allá de toda duda, que el procesado Quijano Mariño es coautor del delito de desaparición forzada del cual fue víctima Fair Leonardo Porras Bernal, puesto que contribuyó objetivamente lograr el resultado común, con división de trabajo cumpliendo un acuerdo previo con los demás sujetos que participaron en el ilícito, además de que a diferencia de lo que afirma su defensora sí ostentaba el dominio funcional del hecho, porque   para el momento en que suceden los acontecimientos tuvo la oportunidad de interrumpir el curso causal de la delincuencia, posibilidad vista, por supuesto, dentro del plan común,  trazado en el caso concreto, ya fuera desistiendo, de que se trajera a la víctima de Soacha o dejando de preparar su recibimiento en el falso retén.

Ahora la agravante se puede enrostrar al oficial, porque se estableció  su condición de militar  con la estipulación número 2 de la cual se deriva que en su condición de comandante de la compañía Plan Vial Meteoro, ejercía autoridad.

Conforme lo expuesto la conducta del enjuiciado se subsume en el artículo 165 y 166.1 del Código Penal. De la forma como ocurrieron los hechos se infiere que  el  acusado Quijano Mariño actuó con dolo, es decir con conocimiento y voluntad de desarrollar la conducta punible de desaparición forzada, que su conducta es antijurídica porque vulneró los derechos de dignidad, libertad y otros ya referidos en la materialidad de la conducta.  Por tanto, se hace acreedor a la sanción establecida para la misma.

En consecuencia, al demostrarse más allá de toda duda la existencia del delito de desaparición forzada y la responsabilidad del oficial se le condenará. 
5.2 CONCRECIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DEL TENIENTE DIEGO ALDAIR VARGAS CORTES
Se le acusó como coautor del delito de desaparición forzada, por considerar que ostentaba el dominio funcional del hecho en relación con el delito.
Dijo el Mayor Quijano Mariño que  autorizó el movimiento de tropa bajo su mando, específicamente del pelotón “Búfalo 1”, en el cual intervienen 3 soldados, un suboficial y el teniente Vargas Cortés al mando, quien finalmente reporta el desarrollo de la operación militar y su consecuencia, la muerte del joven sin identificar.

Como ya se dejó sentado en el análisis de la materialidad de la conducta, el teniente Vargas Cortés como comandante del pelotón, previo acuerdo con el acusado Marco Wilson Quijano Mariño y los miembros de la organización delincuencial encargada del aprovisionamiento, éste último a través del sargento Pérez,  se aprestó a recibir al señor Fair Leonardo Porras Bernal, transportado desde Soacha con ese propósito, tal como quedó establecido con las declaraciones de Carretero, en el retén,  en cumplimiento del acuerdo previo con Pérez, quien se traslada a la hora acordada.  El Mayor en su declaración dijo que a las 11 de la noche  el pelotón “Búfalo 1” inició el desplazamiento, mientras que el sargento Pérez salió a las 7:38 del batallón “Santander” en una camioneta Trooper junto con dos soldados y regresa a las 11:32, de lo cual se  infiere que ambos se dispusieron temporo espacialmente para el desplazamiento y el encuentro, el cual se produce pues Carretero Díaz refirió no solamente la entrega de Fair Leonardo en el retén, sino que allí identificó al soldado Medardo Ríos, de quien se conoce hacía parte de la organización delictual, resultando razonable colegir que correspondía a uno de los dos soldados que acompañaban a Sandro Pérez.

Como se ve esa disposición del retén para recibir al ajusticiado se constituye en la  contribución objetiva a la consecución del resultado común cual es dar de baja a la víctima, y reportarla como muerta en combate, sin identificar, ésto, cumpliendo el acuerdo previo con la organización ilegal por intermedio del sargento Sandro Pérez, sin que para endilgarle responsabilidad por la sucesión de actos como la búsqueda, engaño, privación de la libertad, u ocultamiento antes de la muerte, sea necesario demostrar que el teniente llevó a cabo esos actos constitutivos del supuesto fáctico contenido en el tipo o que sólo deba responder por su aporte realizado, pues es palmario que su comportamiento se ajustó a un plan común que buscaba desaparecer a la víctima, y pese a que entregó su cuerpo al C.T.I.  en virtud de su actuación como primer respondiente, al reportarla como sin identificar, por carecer de documentos, no dio cuenta del paradero, no  suministró la información que tenía para que pudiese ser identificada y entregada a su familia, generando que fuese inhumado como no identificado, esto también obedeciendo al proyecto criminal, pues el objetivo previamente establecido es que el hecho permanezca en la impunidad.

El representante judicial del señor Vargas Cortés, resaltó como no se probó en el proceso el  vínculo de los enjuiciados con las personas que se concertaron para cometer homicidios, además de que Alexander Carretero, persona que trasladó a Fair hasta “Aguas Claras”, no se refiere a su prohijado ni a ninguno de los acusados, afirma que “la relación de causalidad es inexistente”, además de que no se puede obrar en supuestos sino sobre verdades y pruebas que permitan establecer que ello ocurrió, las cuales no existen. Trae también a colación el testimonio del cabo Mora, quien no reconoció a ninguno de los procesados como las personas que dijo delinquían, así como que tampoco señaló al Plan vial meteoro.
Sobre el particular se reitera, es irrelevante que el teniente no haya conocido o no haya tenido contacto con Carretero Díaz o los demás reclutadores, pues es claro que la participación de ellos se activó apenas este oficial junto con el Mayor Quijano elevaron la solicitud a Sandro Pérez, lo cual se evidencia en que el señor Porras Bernal es trasladado, previa esa petición, dos días antes de que fuera presentado como muerto en combate, acorde con lo informado por Alexander Carretero, quien lo entregó al soldado Palomino Ballesteros, asociado con Sandro Pérez en la agrupación criminal, en el simulado retén, obedeciendo a un plan criminal consistente en engañar, trasladar y dar de baja al joven Porras Bernal, simulando un enfrentamiento bélico, para luego reportarlo como sin nombre muerto en combate.
En relación con el reparo del defensor acerca de la aserción de Carretero referida a que él no sabe si lo que observó fue a un militar o no, ya el Juzgado tuvo oportunidad de pronunciarse en el acápite de la existencia del delito, señalando que el testimonio se debe analizar de forma contextualizada y atendiendo todas las respuestas que suministró el deponente, de las cuales se concluye que observó al soldado Medardo Ríos.
Sobre la actuación de su defendido, señaló que él la desarrolló, obedeciendo una orden del Mayor Quijano. Para el juzgado, es claro que él no está obligado a cumplir órdenes que constituyan delitos, y los actos desplegados a partir de la recepción de Fair Leonardo en un retén, la producción de su muerte y el informe de que se trataba de un N.N, en acatamiento del plan criminal, demuestran que anteladamente lo había adquirido con los comuneros en este comportamiento delictual.
Igualmente su defensor aboga por que su prohijado no desacató la disposición que prohibía la utilización de vehículos, porque la infiltración se hizo a pie a campo traviesa, la cual no estaba vedada,  punto desestimado cuando se arribó a la conclusión de que no existió un enfrentamiento bélico.
De otro lado, es palmario que el acusado  ostentaba el dominio funcional del hecho, porque tuvo la oportunidad de interrumpir el curso causal de los sucesos delictivos   desistiendo que se trasladara desde Soacha a la víctima o dejando de desplazarse para recibirla en el falso retén.

Se configura la agravante prevista en el artículo 166.1 en relación con el acusado porque se estableció con la estipulación número 2 su condición de militar, y dado que era comandante de un pelotón, ostentaba autoridad.
De lo anterior se concluye que Vargas Cortés, subsumió su conducta en el tipo penal previsto en el artículo 165 del Código Penal, agravado conforme al artículo 166.1 ibídem,  que actuó con dolo, es decir con conocimiento y voluntad de desarrollar la conducta punible de desaparición forzada, así como también que vulneró bienes jurídicos caros para el ser humano como la dignidad, libertad y otros, a los cuales ya  nos referimos. 

Es claro que el procesado es imputable por tanto se hace acreedor a la sanción penal establecida en los preceptos mencionados.

Corolario de lo anterior, al haberse demostrado más allá de toda duda que el teniente es coautor de la conducta punible de desaparición forzada se le condenará por este hecho. 
5.3. RESPONSABILIDAD DE CARLOS MANUEL GONZALEZ ALFONSO, Y LOS SOLDADOS PROFESIONALES RICHARD CONTRERAS AGUILAR,  RICARDO GARCIA CORZO y CARLOS ALFONSO ZAPATA ROLDAN EN EL COMPORTAMIENTO DELICTUAL DE DESAPARICION FORZADA

Igualmente se les acusó por la Fiscalía como coautores de este delito, con fundamento en las mismas razones expuestas en el acápite referido a la responsabilidad de los oficiales. 
Acerca del conocimiento que tenían tanto el cabo segundo como los soldados profesionales acerca del origen de las víctimas, el señor Fiscal dice que se demostró pero no de qué manera, nótese que cuando se estudió la responsabilidad de los oficiales, a partir de una serie de ilaciones, concluimos que de acuerdo a como acaecieron los hechos, por el mando que ostentaban, uno sobre el pelotón y el otro sobre la compañía, y de acuerdo con el reconocimiento en el juicio del Mayor Quijano Mariño, de haber impartido la orden que permitió el movimiento de la tropa hasta la finca “Las Azucenas”, y del desplazamiento del teniente Vargas Cortés,  luego,  la aparición de Fair muerto y presentado como tal, como consecuencia de una acción bélica, por esa Unidad castrense, de quien ya se fijó en el proceso, fue conducido a Ocaña con ese propósito, podíamos, al unir esas circunstancias inferir razonablemente que,  ellos habían demandado de la agrupación ilegal la “provisión” de la víctima. 

Distinta es la situación del suboficial y los soldados, porque de acuerdo con lo manifestado por el acusado Quijano Mariño(récord 00:47:31 a récord 00:53:46), él  le dio la orden verbal de realizar una misión táctica  consistente en el registro y control de área al teniente Diego Aldair Vargas, que como ya se analizó es el escudo del acuerdo entre ellos y los demás integrantes de la empresa criminal dispuesta para ejecutar al señor Porras Bernal y reportarlo como una persona dada de baja sin identificar, en la cual, obviamente, contaron  con la participación de sus subalternos. 

Solo que para el Juzgado no fue demostrado más allá de toda duda que el cabo y los soldados tuvieran conocimiento de lo que precedió al homicidio,  por las siguientes razones: primera, de acuerdo con lo narrado por Conrado Eslava, en un caso de similar formato,  se establece que recibió la orden de su superior, cuando ya salían en cumplimiento de una misión, razón por la cual, entre las 6 y 7 de la noche partieron en una NPR de propiedad del batallón “Santander”, hacia un sector de Ábrego, la NPR se detuvo y el teniente Ríos dispuso la instalación de un retén, en donde revisaron vehículos, hasta cuando llegó un soldado en una motocicleta, con un sujeto en la parte de atrás, quien  fue entregado a la tropa y ubicado en la NPR, luego de lo cual se levantó el retén, continuando con el recorrido, hasta ubicar un lugar propicio para ejecutar al muchacho.

De lo anterior se desprende, que es posible que los subalternos se enteren de la supuesta operación, solamente cuando el comandante que la dirige se lo comunica, luego hacer la inferencia de que quienes  montan el retén,  tienen el dominio del hecho frente a la desaparición forzada, desborda el principio de culpabilidad (artículo 12 C.P.).

No se demostró más allá de toda duda, que el suboficial y los soldados profesionales tuvieran conocimiento del origen de la víctima y que hubiese sido sometida a privación la libertad y ocultamiento,  más cuando para fundamentar fácticamente la responsabilidad de estos acusados, la Fiscalía en la acusación dijo que “…el pelotón “Búfalo 1”,  recibió a la víctima bajo esas circunstancias y en estado de indefensión la mataron y simularon una escena de combate y no un homicidio”, añadiendo que sabían de las circunstancias en que los recibían y ultimaban. En relación con los soldados, señaló que se les pedía colaboración sobre gastos de traída y entrega de la víctima, hecho que no fue comprobado dentro del proceso.

No se probó ese hecho, como tampoco se estableció más allá de toda duda que el cabo  Carlos Manuel González Alfonso, y los soldados profesionales Richard Contreras Aguilar,  Ricardo García Corzo y Carlos Alfonso Zapata Roldán, hubiesen acordado previamente a la fecha de los hechos con sus superiores y los integrantes de la organización delincuencial expresa o tácitamente el traslado de un victimizable, desde Soacha.

El ente acusador, no fijó en el proceso, más allá de toda duda, que ellos dominaron el suceso, el montaje del retén, a partir del cual se evidencia su participación en los hechos, no se presenta como un requisito indispensable para la desaparición forzada, fue su contribución objetiva en el homicidio.

Podría oponerse a esta conclusión el argumento de que contamos con un  hecho indicador de su participación, que se deriva de las pruebas 61 y 62, referidas a las felicitaciones, así como la recomendación para que el soldado Zapata Roldán integrara el batallón Colombia en el Sinai,  de las cuales se deriva que varios de ellos fueron beneficiados con el resultado operacional, del acuerdo previo con los miembros de la Sección de inteligencia del batallón que se dedicaban a “traficar” con jóvenes para que por Unidades castrenses, se les diera muerte, pero como se verá más adelante, y ello si fue demostrado en el juicio, en búsqueda de esos beneficios, participaron en la eliminación del joven Porras Bernal.
El señor Fiscal dijo que todos los acusados tenían el dominio del hecho, pero como ya lo indicamos, no se demostró que hayan participado en la solicitud, ni que hayan propiciado la situación para el montaje del retén porque esto solamente lo podían hacer los comandantes, tanto del Plan vial meteoro, como del pelotón “Búfalo 1”,  si se pensara que dentro de las tareas distribuidas de forma mancomunada su actividad estaba referida a participar del montaje del  retén y la recepción de la víctima, se presenta pertinaz la duda de si allí comienza su participación para contribuir de manera objetiva al homicidio de Fair Leonardo Porras Bernal, pues volviendo a las expresiones del señor Norberto Conrado Eslava, resulta posible que los soldados fueran conducidos por su inmediato comandante al lugar más conveniente para ejecutar a la víctima, posibilidad que a favor de los procesados impone la aplicación del principio del “in dubio pro reo”, por cuanto el Despacho no supera el estado de incertidumbre de si los soldados sabían porque habían contribuido monetariamente, situación que no se demostró en el juicio, y que su participación en este ilícito se puede derivar del provecho de la operación militar que se ve reflejado en las felicitaciones y la recomendación para pertenecer a un batallón con sede fuera del país y no como parte del plan de ejecutarlo.
Téngase en cuenta además que no se demostró por el ente fiscal más allá de toda duda cómo el suboficial y los soldados podían cambiar el curso de los acontecimientos cuando ellos no disponían del mando para desplazar la tropa, y se insiste, no se estableció que ellos planificaron y ejecutaron el suceso, con división de trabajo, el cual incluía a los civiles de Soacha. 

Decíamos que no se determinó más allá de toda duda que el cabo y los soldados hayan participado en la solicitud a Sandro Pérez acerca de la provisión de un victimizable con la finalidad de presentarlo como un éxito operacional, imponiéndose por tanto su absolución por este comportamiento delictual.
6. RESPONSABILIDAD PENAL DE LOS ACUSADOS POR EL DELITO DE HOMICIDIO

También se convocó a juicio a los acusados por considerarlos coautores del comportamiento delictual de homicidio.

Explicó el señor Fiscal en sus alegaciones finales que, los procesados han predicado ser los autores del homicidio, en virtud de lo cual, se llama a la policía judicial; el teniente,  en calidad de primer respondiente, se atribuye la autoría del homicidio, ratifican la comisión de esta conducta en los informes que presentan al C.T.I., así como en documentos de legalización de munición gastada, los radiogramas que guardan total correspondencia en lo relativo al autor del comportamiento lesivo, por tanto el problema jurídico y probatorio a resolver, se contrae a si ello obedeció, como lo pretendieron hacer creer los acusados, a un combate, o si se trató de una ejecución como lo sostiene la Fiscalía.
Aquí se demostró que el homicidio no fue consecuencia de un combate, sino que se trató de una ejecución con un propósito específico cual era el de presentar a la víctima como un éxito operacional, resultado de un acuerdo mancomunado entre los integrantes de la asociación delincuencial “representada” por Sandro Pérez, los dos oficiales, y de éstos a su vez con el cabo y los soldados con la finalidad de ultimar  a Fair Leonardo Porras Bernal. Téngase en cuentaque fueron convocados como coautores.
Como se anunció al emitir el sentido del fallo y se examina a continuación, se estableció más allá de toda duda la participación y responsabilidad de los enjuiciados como coautores del ilícito de homicidio agravado.

6.1. RESPONSABILIDAD PENAL DEL MAYOR QUIJANO MARIÑO 
El Mayor en retiro Quijano Mariño, en juicio renunció a su derecho a guardar silencio, advertido de sus garantías de  no autoincriminación, a la vez que de su deber de decir la verdad frente a terceros, decidió declarar. Informó que enterado de que había unos delincuentes amenazando campesinos en la Vereda “El Tabaco”, en “Casateja”, por  llamada a su celular que hiciera directamente el afectado, el  10 de enero, en horas de la tarde, Luis Felipe Mogollón quien le dijo que desplazado de Arauca, se había instalado en una finca cercana en “El Tabaco”, hasta donde llegaron en  diciembre unas personas a pedirle 200 mil pesos, los cuales solicitó en préstamo; que ese mismo día habían llegado las mismas personas a pedirle plata, por lo cual él salió corriendo, mientras los  atendía  su hija. Tomó la información y con su experiencia hizo un “mini ciclo de inteligencia”,  evalúo la fuente, le dio credibilidad, informó al batallón Santander, al mayor Estupiñán, comandante del batallón, como no se tomó una decisión, difundió la información y la utilizó, dándole la orden verbal  al teniente Vargas Cortés, de realizar una misión táctica de registro y control de área (récord 00:47:31 a récord 00:53:46). Ordenó el desplazamiento de la unidad “Búfalo 1” en horas de la noche (récord 01:10:26 a récord 01:12:20 pista 1).  
Como se concluyó anteladamente, al analizar su testimonio en el acápite de la existencia del delito de concierto para delinquir, sus exculpaciones de que actuó conforme a la Constitución y a la ley no son de recibo, pues quedó demostrado que no hubo un legítimo enfrentamiento bélico entre el pelotón “Búfalo 1” perteneciente a la compañía de la cual era su comandante, sino que la novedad de la muerte de Fair Leonardo Porras Bernal presentada como  baja en combate, obedecía a un perverso plan urdido entre los  dos oficiales acusados y el sargento Sandro Pérez. Los primeros enterados de sus prácticas delictuales le solicitan les provea de una persona con ese propósito, lo cual inmediatamente activa la comunicación de Pérez con el soldado Dairo José Palomino, con quien compartía Sección en el batallón, quien a su vez le trasmite a Ender Obeso la necesidad de un joven en Ocaña.

Ya conocemos suficientemente, lo sucedido después: Alexander Carretero a petición de Obeso trasporta al señor Porras Bernal hasta Ocaña, donde es entregado para ser ejecutado y presentado como un resultado operacional.
Demostrado que el enfrentamiento militar planteado desde la defensa es inexistente, y correlativamente que el señor Porras Bernal fue ejecutado en circunstancias de indefensión, las afirmaciones de Marco Wilson Quijano Mariño, se convierten en inane esfuerzo defensivo, quedando al desnudo que él efectivamente dispuso el desplazamiento del pelotón aprovechando su condición de comandante, para darle visos de legalidad a lo que es un crimen, siendo irrelevante que él no haya disparado, su rol dentro del accionar delictivo consistió en solicitar de Sandro Pérez, uno de los integrantes del grupo delincuencial que le proporcionara un muchacho con la finalidad conocida, de acuerdo con la forma de operar de la organización, de búsqueda, engaño y desplazamiento hasta el sitio donde determinaron ultimarlo, así como garantizar que fuera recibido por los demás acusados, miembros del pelotón “Búfalo 1”.  

Ahora, demostrado como quedó que el oficial, junto con el teniente Vargas Cortés,  hicieron la “solicitud” del joven a Sandro Pérez, se infiere que la orden  que dijo haber emitido,  permitía la disposición de la logística correspondiente para recibirlo en un retén, conforme al modo de operar de la organización que se los entregó, pues de acuerdo con lo afirmado por Alexander Carretero Díaz, al día siguiente de haber arribado Ocaña, esto es, el 11 de enero de 2008, entre 6:30 y 7:00 de la noche él junto con “pocho”, y Dairo José Palomino condujeron a Fair Leonardo hasta un retén militar. 

Retén que se instaló  con la intervención de Sandro Pérez, de quien también ya quedó fijado, salió durante aproximadamente 4 horas del batallón,  esa noche,  en el cual se recibió a Fair Leonardo y se le entregó a los miembros del pelotón “Búfalo 1”. 

Al día siguiente, el 12 de enero de 2008, Fair Leonardo Porras,  es reportado como dado de baja en combate por el comandante del pelotón “Búfalo 1” de la compañía Plan Vial meteoro número 3, de lo cual se infiere que en cumplimiento del acuerdo mancomunado entre la organización criminal y los oficiales, la víctima, fue recibida en el retén por miembros del pelotón y que se llevó a término la ejecución del señor Porras Bernal, pues así se reportó.
Las defensoras del acusado y los soldados profesionales,  en sus alegaciones finales expresaron  que no se probó que los proyectiles causantes de la muerte de Fair Leonardo provinieran de las armas utilizadas por sus prohijados, argumento vano si se considera que el teniente Vargas Cortés, manifestó que el cadáver fue encontrado  al hacer operación de registro, en los documentos aludidos, luego del encuentro bélico. Además, obsérvese que de acuerdo con el protocolo de necropsia fijado en el proceso con la atestación de la forense Felisa Carvajalino, ratificado  con la declaración del patólogo Robert Bux, la víctima  murió como consecuencia de  múltiples impactos de bala de alta velocidad; en el lugar de los hechos como ya se estableció se encontraron solamente vainillas calibre 5.56 correspondientes a los  fusiles Galil,  utilizados por el ejército y vainillas calibre 9 milímetros correspondientes a la pistola que se ubicó en la escena. Pudiéndose entonces establecer el nexo causal entre la muerte y la actividad desplegada por este oficial y los demás militares.

De acuerdo con lo anterior, tenemos que con su conducta el comandante de la compañía, de la cual hace parte el pelotón, si bien no intervino materialmente disparando contra la víctima, su aporte fue necesario para la ejecución del homicidio, el Mayor Quijano Mariño es responsable como coautor impropio, porque como comandante de la Compañía Plan meteoro, actuando de acuerdo con el modus operandi de la asociación delincuencial, como ya se fijó en el proceso, dispuso el movimiento de la tropa bajo su mando,  para recibir al joven Fair Leonardo Porras Bernal, pues él aseguró que, dio la orden al teniente Vargas Cortés de que se desplazara con el fin de llevar a cabo una operación de registro y control de área, la que ya se determinó, no existió, sencillamente cuando el Mayor facilita el movimiento de la tropa aprovechando su condición de comandante cumplía con su rol dentro del acuerdo de voluntades para dar muerte al joven Porras Bernal,  además de que se establece que tenía dominio del hecho, porque prestó una contribución objetiva, obedeciendo a un acuerdo mancomunado, para obtener el resultado al  lograr el desplazamiento de uno de los pelotones de la compañía “Búfalo”, específicamente del primero, bajo su mando. Bastaba con que no hubiera  autorizado el desplazamiento del pelotón bajo su mando para que se recibiera a la víctima y se ultimara,  o habiéndola dado, se retractara de la misma, para que no se ultimara  al señor Porras Bernal. 

En el anuncio del sentido del fallo, en relación con este delito, se dijo que la coautoría a cuyo título actuó el Mayor Quijano Mariño es impropia, con la finalidad de ser más específicos, pues según sus afirmaciones y los informes de primer respondiente, no intervino en los actos materiales de ejecución del señor Porras Bernal, no obstante, ostentaba el dominio del hecho, precisión hecha atendiendo la jurisprudencia del 14 de diciembre de 2011, radicado 34.703, en la cual recordó lo afirmado en decisión del 11 de julio de 2002, dentro del radicado 11.862, ya citada, en la cual se desarrolla el artículo 29 del Código Penal, que solamente menciona la coautoría, como se indicó en la acusación por el ente  acusador, lo cual no implica que no se haya respetado el principio de congruencia.
Por ende, dado que la conducta desplegada por este encartado encaja en el tipo previsto en los artículos 103  y 104.4 y 104.7, la cual se ejecutó  con dolo, es decir con conocimiento y voluntad, los cuales se infieren de la forma como se planeó  y llevó a cabo  el hecho.

Con su conducta el procesado afectó el bien jurídico de la vida de Fair Leonardo Porras Bernal,  el de la más alta categorización dentro del plexo de los derechos fundamentales de las personas, sin causal de justificación, pues como se indica más adelante no tiene vocación de prosperidad la solicitud elevada por el representante judicial del cabo Carlos Manuel González  Alfonso, acerca de la configuración de una legítima defensa, razones suficientes para acoger las peticiones de condena elevadas  por el Delegado de la Fiscalía y las intervinientes, desestimando las de los defensores de los incriminados, por tanto, se impone condenarlo, pues se demostró más allá de toda duda,  acorde con los artículos 7º y  381  del Código de Procedimiento Penal, tanto la existencia del delito de homicidio como su responsabilidad imponiéndose declararlo penalmente responsable, como coautor y condenarlo.

6.2. RESPONSABILIDAD PENAL DE DIEGO ALDAIR VARGAS CORTÉS

Este oficial, como comandante del pelotón diligenció el acta de actuación de primer respondiente  e informó al C.T.I. de lo sucedido en el lugar de los hechos, concretamente que se presentó un enfrentamiento armado, resultado del cual se ocasionó la baja de una persona sin identificar.

Como se ve, el teniente acepta que el pelotón a su mando ocasionó la muerte de forma violenta a la víctima, como lo anota el señor Fiscal, solo que la explica como el resultado de una operación militar de la cual se demostró no fue legítima sino una mampara de los delitos de desaparición forzada y homicidio previamente acordados.

El aporte necesario del teniente que contribuyó con la realización del delito de homicidio  dentro del plan criminal consistió en desplazarse con sus hombres hasta el lugar donde previamente había acordado con los miembros de la organización ilegal, y en el retén que se dispone para el efecto recibe junto con sus hombres a Fair Leonardo Porras Bernal.

Nótese que también aparece reportando que gastó munición, conforme al anexo 1 de la prueba 52 que corresponde al  certificado de consumo de material de guerra, dentro del informe del General Suárez Bustamante, en el que el Mayor  como comandante de la compañía “Plan Meteoro”,  certifica que el primer pelotón al mando del teniente Vargas Cortés consumió munición en desarrollo de la operación “Soberanía” en el cual se produjo la muerte en combate de un delincuente el 12 de enero  del 2008, por el primer pelotón y aparece como relacionado el personal que disparó en el combate en esa fecha. Aparece el grado, nombre y firma. En primer lugar el teniente Vargas Cortés Diego Aldair, cabo segundo González Alfonso CarlosManuel y los soldados profesionales García Corzo Ricardo, Zapata Roldán Carlos y Contreras Aguilar Richard, y frente a cada uno de  los nombres aparecen las firmas y suscribe la certificación el Mayor Marco Wilson Quijano Mariño, lo cual permite inferir que además de disponer todo lo necesario para recibir a la víctima en un simulado retén, disparó contra su humanidad, sin que sea de recibo el argumento desde la defensa de que no se demostró que los proyectiles causantes de la muerte de Fair Leonardo provinieran de las armas utilizadas por los encartados, el cual se considera inútil, como ya se dijo, si se tiene en cuenta que el mismo teniente Vargas Cortés, expresó en sus informes que al hacer operación de registro, tras el combate, halló el cuerpo, lo que además se corrobora con la causa de la muerte fijada en el protocolo de necropsia por la forense Felisa Carvajalino y ratificada por el patólogo Robert Bux.
De acuerdo con lo anterior el teniente contribuyó de forma esencial en la realización del hecho, procurando la logística para recibir a la víctima y luego matarla, además de que disparó contra él, ostentando dominio del mismo, pues de haber querido hubiese podido cambiar el rumbo de los acontecimientos, por lo tanto es coautor del delito de homicidio agravado.

El teniente encajó su comportamiento en el tipo penal de homicidio agravado previsto en el artículo 103 y 104.4 y 104.7 del Estatuto Penal.

Súmese a lo anterior la aceptación del Mayor Quijano Mariño de haber ordenado la supuesta operación de verificación, registro y control al teniente Vargas Cortés, que constituida en parapeto, pues ya se demostró que el combate no existió, evidencia el acuerdo  para cometer el homicidio.

Entonces tenemos que el acusado subsumió su conducta en el verbo matar, previsto en los artículos 103 del Código Penal, y 104.4 y 104.7,  endilgado por  el acusador, pues adelantó el acto por un motivo abyecto cual fue el de obtener una felicitación, la cual a no dudarlo incidiría en su hoja de vida, como lo indicó el Mayor Roa Roa,  y a la vez se configuró el estado de indefensión de la víctima como ya se analizó en el acápite de existencia del delito.

De la forma como se llevó a cabo el homicidio, se infiere, que el procesado actuó con dolo, es decir con conocimiento y voluntad,  pues se procuró  a la víctima, como ya se vio cuando se analizó su responsabilidad por el delito de desaparición forzada,  y luego, dispuso lo necesario para recibirla y ejecutarla; sabiendo que contravenía normas penales dirigió su voluntad a lograr ese cometido. El enjuiciado vulneró el bien jurídico de la vida de Fair Leonardo Porras Bernal, sin causal de justificación. 

Consecuencia de haber establecido su responsabilidad penal más allá de toda duda como coautor se le sancionará con las penas previstas en las normas indicadas.
6.3. RESPONSABILIDAD DE CARLOS MANUEL GONZÁLEZ ALFONSO

El suboficial fue acusado como coautor de este ilícito. Tenemos que en su condición de integrante del primer pelotón  “Búfalo 1”, de la compañía plan vial meteoro número 3, recibió a la víctima en el retén, donde fue entregado por Alexander Carretero y sus acompañantes, de acuerdo con las inferencias ya plasmadas en esta providencia, y participó en su ejecución, en acuerdo con los demás miembros del pelotón, se infiere en búsqueda de un resultado operacional exitoso, lo cual logra, pues es felicitado.

Su defensor propuso que actuó en legítima defensa. De acuerdo con jurisprudencia de la Corte Suprema de justicia la legítima defensa es el derecho conferido por la ley, de obrar en orden a proteger un bien jurídico tutelado, propio o ajeno, ante la proximidad de una  agresión antijurídica, actual o inminente, no conjurable racionalmente por vía distinta, siempre que el medio empleado sea proporcional a la agresión
. Sus elementos configurativos son:
“…a). Que haya una agresión ilegítima, es decir, una acción antijurídica e intencional, de puesta en peligro de algún bien jurídico individual (patrimonio económico, vida, integridad física, libertad). b). Que sea actual o inminente. Es decir, que el ataque al bien jurídico se haya iniciado o inequívocamente vaya a comenzar y que aún haya posibilidad de protegerlo. c). Que la defensa resulte necesaria para impedir que el ataque injusto se materialice. d). Que la entidad de la defensa, sea proporcionada, tanto en especie de bienes y medios, como en medida, a la de la agresión. e). Que la agresión no haya sido intencional y suficientemente provocada. Es decir que de darse la provocación, ésta no constituya una verdadera agresión ilegítima que justifique la reacción defensiva del provocado...

Y posteriormente, la Corte expresó:

…La causal de ausencia de responsabilidad del numeral 6° del nuevo Código Penal (Ley 599 de 2000), de la necesidad de defender un derecho propio o ajeno contra injusta agresión actual o inminente, permite a la persona proteger un bien jurídicamente tutelado sea propio o ajeno, siempre que medie proporcionalidad. Los elementos que informan son: i) una agresión ilegítima o antijurídica que ponga en peligro algún bien jurídico individual, ii) el ataque al bien jurídico ha de ser actual o inminente, esto es, que se haya iniciado o sin duda alguna vaya a comenzar y que aún haya posibilidad de protegerlo, iii) la defensa ha de resultar necesaria para impedir que el ataque se haga efectivo, iv) la entidad de la defensa debe ser proporcionada cualitativa y cuantitativamente es decir respecto de la respuesta y los medios utilizados, v) la agresión no ha de ser intencional o provocada...”

Aquí, analizadas las circunstancias de tiempo, modo, tiempo y lugar que rodearon el hecho, muestran a cinco miembros del ejército nacional disparando sobre Fair Leonardo, para presentarlo como un éxito operacional, tras solicitarlo con ese propósito,  luego no observa el Despacho cómo podría activarse ese instituto frente a uno de los acusados, o a todos, cuando quien requería defensa era precisamente la víctima. No hubo una agresión actual e inminente de la cual tuvieran que defenderse.

La participación del suboficial es reportada en varios documentos, y aparece felicitado por esos hechos por su superior; por último interrogado el Mayor Quijano Mariño en relación con si todos los acusados habían participado en el hecho, manifestó  bajo la gravedad del juramento, tal como lo establece el artículo 394 de la Ley 906 de 2004 y la sentencia C-782 del 28 de julio de 2005,  de la Corte Constitucional, pues está relacionada con la conducta de terceros, sobre la cual no podía faltar a la verdad, que todos los acusados participaron en los hechos del 12 de enero, además de que su afirmación encuentra soporte en otros medios de convicción, ya relacionados. 

Conforme el análisis presentado,  siendo el cabo integrante del pelotón “Búfalo 1”,  como quedó fijado procesalmente,  aparece en primer lugar referenciado en el acta de actuación de primer respondiente y en el informe presentado por el teniente al C.T.I.; igualmente aparece su firma en el acta donde se  reporta  el gasto de munición, como consecuencia de ese enfrentamiento, lo cual es indicativo de que disparó contra la humanidad de Fair Leonardo Porras Bernal, causándole la muerte conforme quedó establecido, además de que es felicitado por su superior, obedeciendo a un acuerdo con los demás intervinientes de la conducta delictual, generándose una  comunidad de ánimo doloso entre los mismos, alrededor del  plan común, consistente en dar de baja a la víctima y presentarla como un resultado operacional. Su rol consistió en recibirla y matarla junto con los demás acusados. Hizo parte de manera activa del grupo que ultimó al señor Fair Porras obedeciendo al acuerdo previo de cómo y cuándo realizarían la ejecución. Además de que tuvo la oportunidad de cambiar el rumbo de los hechos denunciando a sus superiores cuando recibió la propuesta de los mismos y no lo hizo.
Tenemos entonces que la conducta desplegada por el suboficial, matar a la víctima en estado de indefensión y por un motivo despreciable, sin causal de justificación, como ya se indicó, encaja  en el comportamiento delictual de homicidio agravado, tipificado en los artículos 103 y 104.4 y 104.7 del Código Penal.

De la forma como se desarrolló el suceso, se deriva que el procesado actuó con dolo, es decir con conocimiento y voluntad de que cometía un delito sin causal de justificación, como se analizó; igualmente vulneró el bien jurídico de la vida de Fair Leonardo Porras Bernal, por ende es destinatario de la sanción penal prevista en las normas señaladas. 

En conclusión al demostrarse más allá de toda duda la existencia del delito de homicidio y la responsabilidad del suboficial se le condenará. 

6.4. RESPONSABILIDAD PENAL DEL  LOS SOLDADOS PROFESIONALES 
Quedó demostrada la inexistencia de un combate, del cual se reportó como muerto en ese enfrentamiento al señor Porras Bernal, estableciéndose  correlativamente que fue ejecutado. Los soldados intervinieron matando al joven, en estado de indefensión y por un motivo abyecto, lo cual se deriva de:

1. Su calidad de miembros de la fuerza pública, como se fijó con la estipulación número dos, específicamente, hacían parte del pelotón “Búfalo 1”.
2. De acuerdo con lo demostrado en el proceso, el señor Porras Bernal, fue entregado en un retén militar, la noche del 11 de enero de 2008, cumpliéndose un acuerdo previo con los oficiales aquí juzgados, y al día siguiente es reportado por el comandante del pelotón “Búfalo 1” como muerto en encuentro armado, indicándo que la baja la produjo el mismo,  lo que permite al Despacho realizar la inferencia de que ellos reciben a la víctima y la llevan hasta la finca “Las Azucenas”, donde le causan la muerte,  pues aparecen tomando parte en el presunto combate.

3. Las manifestaciones del Mayor Quijano Mariño, quien bajo juramento, el cual resulta vinculante frente a la conducta de terceros, tal como ya se anotó, expresó en el juicio que todos los acusados participaron en los hechos del 12 de enero,  de lo cual el Despacho realiza la inferencia de que ellos reciben a la víctima en el apócrifo retén y la llevan hasta la finca  “Las Azucenas”,  lugar donde posteriormente lo matan, pues así aparece, y es reportado como tal.

4. Aparecen tomando parte en la presunta operación que originó el supuesto encuentro armado, donde informan de la muerte de Fair Leonardo; aparecen disparando sus fusiles, pues  reportan haber consumido munición por razón de ese combate. Se les relaciona en el acta de actuación de primer respondiente como testigos, excepto al soldado Contreras Aguilar.
5. Fueron felicitados por ese logro operacional.

6.4.1. REPONSABILIDAD DEL SOLDADO RICHARD CONTRERAS AGUILAR
De acuerdo con lo anterior se considera a este soldado coautor del delito de homicidio pues  contribuyó efectivamente recibiendo a la víctima y disparando contra ella, así quedó registrado con su firma en el acta donde se da cuenta de la munición gastada en ese combate, además de que recibió felicitación por ese hecho, sin que sean de recibo los planteamientos de la representante del Ministerio Público, acerca de que frente a esta persona, no se hace referencia en el acta del primer respondiente, donde se señala a  4 personas,  como partícipes de los hechos el 12 de enero de 2008: el teniente Vargas Cortes, Carlos Manuel González Alfonso, Carlos Antonio Zapata Roldán, Ricardo García Corzo, la cual, dijo, tiene concordancia   con la prueba número 15, presentada por el experto en balística Moya Blandón, quien señala que las vainillas percutidas, 5.56 fueron por 4 armas diferentes, entonces, si bien es cierto,  aparece reportando gasto de munición, ese comportamiento no se vislumbra como coautoría de homicidio, sino encubrimiento de ese comportamiento. Sobre el punto, si bien es cierto este soldado no aparece relacionado en el acta de actuación de primer respondiente, se observa, que no había espacio suficiente para anotar su nombre, situación que debió llevar al teniente a no consignarlo, pero el militar aparece en el reporte de munición gastada avalado con su firma, como consecuencia del enfrentamiento armado que tuvo lugar el 12 de enero de 2008, sumado a que no se allegó el resultado de uniprocedencia de las vainillas halladas en la inspección al lugar de los hechos, con posterioridad, pero además contamos con la afirmación bajo juramento del mayor Quijano Mariño, quien informó que todos los aquí juzgados  participaron en los hechos juzgados y con el acto de felicitación por el resultado. 

Así las cosas, se le considera coautor porque su aporte en el homicidio, recibiendo a Fair Leonardo Porras, como quedó fijado, obedeciendo al modo de operar de la organización que lo “suministró” y disparando fue presupuesto necesario e indispensable para ocasionar  su muerte, que sabía le reportaría una felicitación, como en efecto sucedió. Se predica que este acusado tenía dominio del hecho porque tuvo en sus manos el acontecimiento típico;  en su condición de soldado profesional, sabía que podía rechazar el contubernio delictivo y con voluntad, negarse a producir esa muerte y denunciarlo.

Este acusado con su conducta actualizó el verbo matar previsto en el artículo 103 del Código Penal, agravado conforme el artículo 104 ibídem, numerales 4º y 7º, por que actuó movido por una felicitación y ejecutó el crimen en circunstancias de indefensión de la víctima, por  tanto, es típica.

Se determina que actuó con dolo, porque obedeciendo a un plan orquestado junto con sus superiores tomó parte en los sucesos en que fue ejecutado el señor Porras Bernal, de lo cual se infiere que sabía que cometía un delito y aún así dirigió su voluntad con ese propósito.

De la misma manera su comportamiento es antijurídico porque afectó el derecho a la vida del señor Porras Bernal, sin causal de justificación.

En consecuencia al haberse demostrado más allá de toda duda la existencia del delito de homicidio y su responsabilidad en él como coautor se le condenará tal como lo solicitaron el representante del ente persecutor y las intervinientes.

6.4.2. REPONSABILIDAD DEL SOLDADO RICARDO GARCÍA CORZO 

Se le considera, coautor del delito de homicidio, conforme la acusación, pues  contribuyó efectivamente recibiendo a a la víctima y disparando contra ella; así quedó registrado con su firma en el acta donde se da cuenta de la munición gastada en ese combate, su relación en el acta de actuación de primer respondiente en relación con los hechos acaecidos el 12 de enero de 2008, además de la afirmación bajo juramento del Mayor Quijano Mariño, quien informó que todos los acusados participaron en los hechos juzgados. 

Se señala que es coautor porque su contribución  en el homicidio, recibiendo a la víctima y disparándole  fue presupuesto necesario e indispensable para ocasionar  su muerte,  dentro del plan común,  trazado en el caso concreto,buscando obtener beneficios en su carrera militar, como efectivamente lo logró al ser felicitado. Se predica que el  acusado tenía dominio del hecho porque tuvo en sus manos el acontecimiento típico, ya que  en su condición de servidor público y específicamente  de soldado profesional, sabía que podía rechazarlo negándose a producir esa muerte, o denunciando a sus superiores. 

La conducta desplegada por el acusado fue matar en condiciones de indefensión a Fair Leonardo Porras Bernal, buscando una felicitación, conducta prevista en el artículo 103 del Código Penal, agravada conforme el artículo 104, numerales 4º y 7º,  ibídem, por tanto es típica. 

Se determina que actuó con dolo, porque obedeciendo a un plan orquestado junto con los demás miembros del pelotón y con sus superiores tomó parte en los sucesos en que fue ejecutado el señor Porras Bernal, de lo cual se infiere que sabía que cometía un delito y aún así dirigió su voluntad con ese propósito.

De la misma manera su comportamiento es antijurídico porque afectó el derecho a la vida del señor Porras Bernal, sin causal de justificación, pues como ya se vio aquí no se presentó una legítima defensa.

En conclusión, al haberse demostrado más allá de duda razonable, la existencia del comportamiento delictual de homicidio y la responsabilidad del procesado en la misma se le condenará, y  sancionará con la pena establecida en los preceptos citados.

6.4.3. RESPONSABILIDAD DE CARLOS ANTONIO ZAPATA ROLDÁN
Igualmente se le considera, coautor del delito de homicidio pues  su aporte necesario atendiendo un acuerdo con los demás acusados, para llevarlo  a cabo fue el recibimiento de la víctima en un falso retén y disparar contra ella, buscando un beneficio para su carrera militar, el cual consistió en felicitación y recomendación para hacer parte del batallón Colombia en el Sinaí, así quedó registrado con su firma en el acta donde se da cuenta de la munición gastada en ese combate, en el acta de actuación de primer respondiente en relación con los hechos acaecidos el 12 de enero de 2008, además de las aserciones que bajo  juramento hizo el acusado Quijano Mariño, en relación con que todos los aquí acusados participaron en los hechos juzgados. 
Así las cosas, se le considera coautor porque contribuyó  en el homicidio, recibiendo a la víctima y disparándole,  presupuesto necesario e indispensable para ocasionar  su muerte y respondió a un acuerdo mancomunado con los comandantes y  demás integrantes del pelotón “Búfalo 1” y la Compañía Plan vial meteoro. Fuera de lo anterior ostentaba el dominio del hecho porque como servidor público y concretamente, soldado profesional, pudo cambiar el curso de los acontecimientos rechazando el hecho y denunciándolo. 

La conducta desplegada por el soldado, matar, aprovechándose del estado de indefensión de la víctima y en búsqueda de felicitaciones, encaja en las previsiones del artículo 103 del Código Penal, con sus circunstancias agravantes, conforme el artículo 104 ibídem, numerales 4º y 7º . 

Se determina que actuó con dolo, porque obedeciendo a un plan orquestado junto con los demás integrantes del pelotón “Búfalo 1”,  de la Compañía Plan vial meteoro número 3, tomó parte en los sucesos en que fue ejecutado el señor Porras Bernal, de lo cual se infiere que sabía que cometía un delito y aún así dirigió su voluntad con ese propósito.

De la misma manera su comportamiento es antijurídico porque afectó el derecho a la vida del señor Porras Bernal, sin causal de justificación como ya se analizó.

En conclusión, al haberse demostrado la materialidad de la conducta delictiva de homicidio y la responsabilidad como coautor de la misma, se condenará.
7. EXISTENCIA DEL DELITO DE FALSEDAD IDEOLOGICA EN DOCUMENTO PUBLICO Y RESPONSABILIDAD DE DIEGO ALDAIR VARGAS CORTES 

La Fiscalía acusó al teniente Vargas Cortés  como autor del delito de falsedad ideológica en documento público, porque en calidad de servidor público y en cumplimiento de sus funciones, elaboró el acta de primer respondiente y los informes dirigidos al Cuerpo Técnico de Investigaciones,   al coronel Tamayo  Hoyos y también  realizó el informe de patrullaje del 12 de enero,  documentos en los que consignó hechos y circunstancias que la Fiscalía consideró falsos. 

Sostuvo que los  documentos públicos extendidos por el teniente Vargas Cortés contienen hechos falsos, ya que Fair fue reportado como un NN, y contrario a lo  allí  afirmado, de acuerdo a los elementos de prueba, no sucedió un combate legítimo como el indicado, sino que la víctima fue ubicada, seleccionada y trasladada hasta Ocaña, con la finalidad de ser  ultimada, resultado de lo gestado cuando fue conducido desde Soacha con esa finalidad, por tanto,  esos documentos que son públicos, se elaboraron para ocultar las verdaderas circunstancias en las cuales se produjo la muerte de Fair.
Demostrada, como ya quedó, la desaparición forzada y el homicidio de Fair Leonardo Porras, observado el contenido del acta de actuación de primer respondiente (prueba documental 2), adosada con la investigadora Nancy Santiago,  se constata efectivamente que allí se consignó, que en la vereda “La Soledad, El Tirol parte alta”; localidad municipio de Ábrego, coordenadas 08º 2’ 39” - 73º 13’ 30”,  zona despoblada; hora probable de ocurrencia de los hechos: a las dos y media de la mañana, intervinientes: El teniente Vargas Cortes Diego, el cabo segundo González Alfonso Carlos y los soldados profesionales García Corzo Ricardo y Zapata Roldán Carlos; los hechos fueron descritos así: “Se recibió la información de la red de cooperantes vía telefónica sobre la presencia de 04 sujetos armados se clasificó la información y se procedió a desvirtuar sobre la presencia armada”; se indicó que se presentó un muerto.

Se dijo que se incautó un arma Smith & Wesson, calibre 9 milímetros, con dos proveedores, con un cartucho en la recámara y otro en el proveedor.

Se mencionó como testigo de los hechos al cabo segundo Carlos Manuel González Alfonso y a los dos soldados profesionales García Corzo Ricardo y Zapata Roldán Carlos. Y suscribe el informe como primer respondiente el teniente Vargas Cortés Diego con cédula de ciudadanía número 14.010.908,  miembro de la Compañía Plan meteoro vial número 3 del ejército nacional, quien le entrega a Nancy Santiago. 

Tenemos que se estableció que la investigadora Nancy Santiago de esa acta, diligenció las casillas correspondientes a los datos del caso, departamento donde se escribió N. de S., haciendo referencia a Norte de Santander, municipio Ábrego, fecha 12 ene/08, hora: 10:35 así como el aparte correspondiente a la constancia de recibo del lugar de los hechos. 

En relación con el contenido plasmado en el acta, dijo el Mayor Quijano Mariño, que la investigadora Nancy Santiago había ayudado al teniente a diligenciar el formato, pero como ya se analizó con antelación las casillas que la funcionaria llenó hacen referencia al departamento, municipio, fecha de los hechos, hora y el número del caso. Preguntada sobre el punto dijo la señora Santiago que efectivamente ella diligenció el formato en esos aspectos, y es que no podía ser de forma distinta, porque, la investigadora no sabía cómo habían ocurrido los hechos allí plasmados.

Cotejado lo consignado en el acta con lo demostrado en el proceso, tenemos que, las declaraciones allí plasmadas por el teniente se muestran contrarias a la verdad. Al diligenciar el formato que es el utilizado para dar cuenta de la actuación del primer respondiente como miembro del ejército nacional, es decir, como servidor público, a tono con el artículo 20 del Código Penal, en ejercicio de sus funciones, pues desempeñándose como comandante del pelotón “Búfalo 1”, luego de dar muerte al señor Porras Bernal,  elaboró esos documentos con la finalidad de dar visos de legitimidad a lo sucedido, llenando la forma de acta de primer respondiente y el informe al C.T.I., entregando la escena como primer respondiente, documento que servía como prueba, ya que soportaba un hecho que no ocurrió en la forma consignada en él. 
En el informe dirigido al C.T.I., el cual introdujo al acervo probatorio la servidora de policía judicial Nancy Santiago, signado como prueba documental número 4, fechado el 12 de enero de 2008, el teniente da a conocer al Cuerpo Técnico de Investigaciones los hechos ocurridos en esa fecha a las 2:30 de la madrugada. Expuso que en desarrollo de la verificación de información recibida por la red de cooperantes, vía telefónica por cuyo medio se manifiesta la presencia de cuatro sujetos de civil portando armas cortas, haciendo labores de ubicación de la tropa para realizar cobro de extorsiones e intimidación de la población civil ya que en repetidas ocasiones ha sido víctima de organizaciones narcoterroristas al margen de la ley, se realizó movimiento táctico hacía el sitio donde se recibió la información  del movimiento de los sujetos, llegando a la vereda “Soledad” a unos cultivos de tomate. Sobre unas trochas  se pudo observar movimiento del personal que no se pudo identificar, inmediatamente se lanzó la proclama identificándose como tropa para realizar una requisa y preguntarles hacía dónde se dirigían, la reacción de los sujetos fue abrir fuego contra la tropa, la cual en legítima defensa, reaccionó produciendo el intercambio de disparos; ordenó al cabo González reaccionar por el lado derecho y el resto del personal una base de fuego para tomar contacto con el puesto de mando atrasado, fueron avanzando mediante saltos vigilados, el contacto armado duró aproximadamente 10 minutos, se hizo alto al fuego  y se procedió a constatar personal y armamento, seguidamente se hizo registro perimetral del área encontrando un sujeto dado de baja con una pistola, sin establecer su calibre y su marca, luego tomó contacto con el puesto de mando atrasado, informando el resultado del combate, se indicó las mismas coordenadas que para el acta de primer respondiente. Se dijo que los hechos ocurrieron en Ábrego y que la escena fue entregada a la funcionaria de policía judicial Nancy Santiago. Firma el teniente Vargas Cortes Diego como comandante de “Búfalo 1”.

Comparado el contenido del informe dirigido al C.T.I. con lo demostrado durante el juicio, se colige palmariamente que lo allí vertido es falaz, en primer lugar porque la muerte del joven Porras Bernal no se produce como consecuencia de un enfrentamiento en despliegue de la legítima defensa de la tropa, sino que como se demostró, se trató de una ejecución.

La afirmación de que “realizado el registro perimetral del área encontrando un sujeto dado de baja con una pistola”, tampoco es cierta, pues como ya quedó fijado dentro del proceso Fair Leonardo fue entregado desarmado e inerme al pelotón que luego lo presenta como muerto en combate y planta un arma cerca de su cuerpo.
La elaboración de ese informe, hace parte de los protocolos militares que deben cumplir las unidades castrenses, de acuerdo con los Manuales, según se registró en el proceso con las atestaciones de los generales  Suárez Bustamante y Quiroga Ferreira, luego el informe debía elaborarlo en cumplimiento de sus funciones como servidor público.
No se pase por alto que parte del modus operandi de ejecutar y luego presentar a las víctimas de las cuales se “surtía” a las Unidades militares adscritas o agregadas al batallón “Santander”  como muertas en combate, era “legalizarlas”, es decir informar a las autoridades correspondientes tal como lo aseveraron los señores Conrado Eslava, Muñoz Rodríguez y Carlos Eduardo Mora.

Se enmarca, por tanto, el comportamiento del oficial, en el tipo descrito en el artículo 286 del Código Penal, así:

“El servidor público que en ejercicio de sus funciones, al extender documento público que pueda servir de prueba, consigne una falsedad o calle total o parcialmente la verdad, incurrirá en prisión…”.

Sobre este tipo penal la Corte Suprema de Justicia ha señalado:

“…La falsedad ideológica se presenta cuando se incluyen declaraciones contrarias a la verdad. El documento es verdadero en su forma y origen pero mendaz en su contenido por exhibir manifestaciones falsas acerca de la existencia de un acto o un hecho. Así, el acto o hecho es presentado como veraz sin haber ocurrido en la vida real, o habiendo sucedido de determinada forma es mostrado de otro modo...”

Y, con relación a las notas características de este punible, la Corte en reciente pronunciamiento agregó: 

“…La falsedad ideológica en documentos es por definición un atentado al deber de veracidad. Se incurre en ella cuando el servidor público, o el particular, en ejercicio de la facultad certificadora de la verdad, hacen afirmaciones contrarias a ella, o la callan total o parcialmente, en un documento que puede servir de prueba. Algunas de sus principales características son, por tanto, que es un atentado al deber de decir la verdad, y que las afirmaciones mentirosas deben ser directamente realizadas por el servidor público, o por el particular que extiende o suscribe el documento. En eso consiste la falsedad...”.

Aquí tenemos que la conducta del procesado se dirigió a distorsionar la verdad, pues si bien si se le dio muerte a Fair Leonardo Porras no fue como producto de un encuentro armado, sino que en estado de indefensión fue ejecutado para ser presentado como un logro operacional, por tanto, al haber consignado hechos falaces en los informes que de acuerdo con los protocolos militares se deben presentar  en cumplimiento de sus funciones como miembro de la fuerza pública, el comportamiento es imputable al procesado tal como lo hizo la Fiscalía al acusarlo como autor, pues en despliegue de sus responsabilidades como servidor público, como primer respondiente extendió documento público que sirve de prueba, consignando falsedadades en esos informes.
Se predica que el acusado actuó con conocimiento y voluntad, es decir con dolo, porque a sabiendas de que falseaba la  verdad consignando declaraciones contrarias a la misma, con destino al C.T.I., pues tenía conocimiento de que en el sector donde es presentado el cadáver del joven Porras Bernal no se produjo un combate sino una ejecución, dirigió su voluntad a hacer esas manifestaciones en un documento público, que serviría de prueba, sabiendo que eran falaces. Con su actuar vulneró el bien jurídico de la administración pública, sin causal de justificación que emerja del proceso o se haya planteado.
Consecuencia de haberse demostrado la existencia del delito  y la responsabilidad del teniente como autor, más allá de toda duda se le condenará atendiendo la petición del señor Fiscal delegado, la representante judicial de las víctima  la señora agente del Ministerio público, y se le aplicará la aflicción prevista en el artículo 286 del Estatuto de Penas.
8. DE LAS SOLICITUD ESPECIAL DE  LA APODERADA DE LAS VICTIMAS
La representante judicial  de las víctimas, solicitó al Juzgado, que los hechos aquí juzgados sean declarados crímenes de lesa humanidad, presentó la definición de la Corte Constitucional de crimen de lesa humanidad por la Corte Constitucional, a partir del Estatuto de Roma, destacando que el primer elemento hace relación a que debe tratarse de un ataque generalizado o sistemático, y  el segundo elemento que plantea la Corte es que se encuentre dirigido contra la población civil, y señala,  que con los protocolos 1 y 2 adicionales al pacto de Ginebra el término de población civil, se utiliza para designar a los no combatientes; como tercer elemento señala que implique la comisión de actos inhumanos y en este sentido señala que, el Estatuto de Roma, enumera cuáles son esos actos considerados como inhumanos, se considera delitos como el homicidio intencional, la tortura, entre otros; como cuarto elemento plantea, el conocimiento que se trata de un ataque sistemático generalizado contra la población civil, y señala sobre este particular, que es el contexto en el cual se realizan los actos criminales, transformándolos en crímenes de lesa humanidad , resultando  irrelevante que, los autores directos del hecho tengan un móvil meramente personal, pues aquí, en este caso, lo que se examina en forma concreta es que se encontraban dentro del ámbito de un crimen contra la humanidad. Por último, acotó, señala la Corte Constitucional, que un elemento a tener en cuenta al momento de calificar o determinar que se trata de un crimen de lesa humanidad, es el contexto dentro del cual puede ocurrir, y dice que este contexto puede ser en tiempo de paz, o en tiempos de guerra o conflicto interno, que no necesariamente se debe cometer con otro crimen, y finalmente aduce la corte que esas definiciones sobre crímenes de lesa humanidad que trae el Estatuto protegen la efectividad de los derechos a la vida, prohibición de tortura, desapariciones, la igualdad, y la prohibición de la esclavitud. 

Precisó que, aunque la corte constitucional señaló que no es necesario que concurran las condiciones de ataque generalizado y sistemático a la vez, porque no son condiciones acumulativas, el análisis integral de los casos, de las pruebas, que han sido aportadas por parte de la fiscalía en el juicio oral, permiten decir, que constituyeron una práctica generalizada y sistemática. 

Encuentra que la sistematicidad se demuestra en primera medida, en que existen patrones comunes, con otros hechos, que han sido cometidos y que permiten garantizar la impunidad de los casos, nótese todo el esfuerzo por el ocultamiento de los crímenes, que supera la esfera de los aquí acusados, para comprometer incluso a personas de mayor nivel y jerarquía del ejército nacional, luego no se trata simplemente de los casos que aquí están, sino que se encuentra configurado un alto nivel de organización, para la comisión de los actos extrajudiciales,  para mantener los actos en la impunidad; ese elemento de sistematicidad, también se denota con la existencia de una política, acorde con la directiva ministerial 029 del 2005, aportada al  juicio contiene una política, de incentivos, de pagos de recompensas por información, que conduzca al abatimiento de miembros de grupos al margen de la ley, y no el abatimiento de cabecillas como dice el asunto, sino que en su contenido se puede establecer que se pagaban considerable sumas, tres millones de pesos, por un número indeterminado, no se limitaba el número de supuestas bajas que se reportara en el territorio nacional, luego es de conocimiento público, un hecho notorio, y sin duda alguna que esta política incidió negativamente en el aumento del número de supuestas bajas en combate, que en realidad no eran otra cosa que ejecuciones extrajudiciales, no solamente en Ocaña, sino en otras partes del país. 

Dijo que se demostró que aquí hubo un pago de recompensa, y que los resultados operacionales, les traía beneficios a los militares tales como felicitaciones, viajes al exterior, ascensos, lo cual no es otra cosa que una política de incentivos, tratada desde el alto gobierno nacional. Como aquí se demostró.

Aludió también en relación con el elemento de sistematicidad, a la declaración en el juicio del cabo Carlos Eduardo Mora quien manifestó que esos hechos, fueron conocidos y denunciados por él mismo ante la Brigada 30 y la Rim en Bucaramanga, lo que significa que no se trató de una acción irregular, de cinco militares que en este momento están siendo juzgados, sino que estuvieron involucradas unidades militares de más alto nivel en la organización del ejército.

En cuanto al segundo elemento, dirigido contra la población civil, en el caso, se logró establecer que Fair Leonardo Porras Bernal no era un combatiente,  sino un civil,  conclusión a la que se arribó y se encuentra documentada en el proceso, respecto de las otras víctimas de los llamados casos de Soacha, la funcionaria, Diana Macías, manifestó que encontró en su reporte elementos comunes respecto de estos jóvenes, e igualmente lo manifestó María Hilda Camargo, que se trataba de jóvenes de Soacha, que eran civiles, cuáles eran sus trabajos, luego no puede atribuírseles la calidad de combatientes.  

Ahora, que implique la comisión de actos inhumanos, como por ejemplo homicidios intencionales y premeditados, así lo manifestaron los testigos que dieron cuenta de otros hechos, de similar naturaleza, que cobraron otras víctimas, la planificación de manera cuidadosa, su reclutamiento, su traslado, y la forma como se presentaban luego como bajas en combate, lo cual da lugar a un alto nivel de organización, y a la vez, la existencia de un modus operandi, que perse puede ser considerado un acto inhumano, contexto presentado cuidadosamente por la Fiscalía. No es un hecho aislado, permite definir que no fue solamente Fair Leonardo.

En relación con esta petición, tenemos que el momento reservado para que la apoderada de víctimas se refiera a la calificación de las conductas punibles objeto de juzgamiento, es en la audiencia de formulación de acusación, de acuerdo, con el artículo 339 del Código de Procedimiento Penal, escenario para presentar observaciones en torno a la calificación, extendido por la Corte Constitucional a las víctimas en la Sentencia C- 209 del 21 de marzo de 2007, cuando hizo el estudio de exequibilidad del precepto citado, luego considera el Despacho que su solicitud se presenta extemporánea. 

Acorde con lo anterior, se debe tener en cuenta que el único autorizado para incidir en la calificación jurídica en alegaciones finales es el Fiscal, los intervinientes no tienen licencia para pronunciarse sobre la misma, si nos atenemos al tenor del artículo 443 del Estatuto Adjetivo Penal, que establece los temas a tratar por cada uno de los sujetos procesales. Del Fiscal, indica que, deberá exponer oralmente los argumentos relativos al análisis de la prueba, tipificando de manera circunstanciada  la conducta por la cual se ha presentado la acusación, mientras que señala que la representación de las víctimas y el ministerio público deben presentar sus alegatos atinentes a la responsabilidad del acusado  por tanto se desestima su pretensión de que se califique en este momento procesal los hechos como crímen de lesa humanidad.
En relación con su solicitud de que se determine en relación con la organización delincuencial que se trata de un aparato organizado de poder, tenemos que en el juicio se demostró la existencia de una estructura criminal, integrada por varias personas, cuya finalidad era seleccionar, y bajo engaño conducir hasta  Ocaña,  sede del batallón “Santander”, a jóvenes con el propósito de entregarlos  a una Unidad requirente para que los mataran y presentaran como un logro operacional, a más de cometer hurtos, mediante división de tareas.

A los acusados se les absolvió por este comportamiento delictual, al considerar que no se demostró por la Fiscalía General de la Nación que los enjuiciados hicieran parte de esa asociación delincuencial, por ende ese análisis rebasaría el objeto de esta sentencia, infringiendo el principio de congruencia, según el cual el tema de la sentencia está limitado a la acusación y a la responsabilidad de los procesados y en modo alguno a los miembros de esa organización.
9. PENAS A IMPONER A LOS CONDENADOS
9.1. A LOS SEÑORES MARCO WILSON QUIJANO MARIÑO Y DIEGO ALDAIR VARGAS CORTES

Por el  delito de desaparición forzada 

La pena asignada por el legislador para el ilícito de desaparición forzada agravada, es de cuatrocientos ochenta (480) y seiscientos  meses de prisión (600) y multa de dos mil seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (2.666,66) a siete mil quinientos (7.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para ejercer derechos y funciones públicas de doscientos cuarenta (240) a trescientos sesenta (360) meses. 

A tono con los parámetros para la determinación de la pena consagrados en el artículo 60 del Código Penal, tenemos que para la pena de prisión el límite mínimo es cuatrocientos ochenta (480) meses, mientras que el extremo máximo es de seiscientos (600) meses.

Seguidamente, se divide el ámbito punitivo de movilidad previsto en la ley en cuartos: uno mínimo, dos medios y uno máximo, conforme los fundamentos para la individualización de la sanción establecidos en el artículo 61 del Código Penal, así: 

	Mínimo
	Segundo
	Tercero
	Máximo

	480  a 510 meses
	510  a 540 meses
	540 a  570 meses 
	570 a 600 meses


El inciso segundo, del último precepto mencionado del Código Penal, determina: 

El sentenciador sólo podrá moverse dentro del cuarto mínimo cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente circunstancias de atenuación punitiva, dentro de los cuartos medios cuando concurran circunstancias de atenuación y de agravación punitiva, y dentro del cuarto máximo cuando únicamente concurran circunstancias de agravación punitiva (subrayados fuera de texto).
Como sólo concurre la circunstancia de menor punibilidad, prevista en el artículo 55, numeral 1º ibídem, referida a la carencia de antecedentes, se  fijará la aflicción dentro del primer cuarto, es decir, entre cuatrocientos ochenta (480)y  quinientos   diez ( 510) meses. 

No son de recibo las solicitudes elevadas por el representante del órgano persecutor, la agente del ministerio público y la apoderada de las víctimas, en el sentido de ubicar la pena en los cuartos medios, con fundamento en que las conductas por las cuales se  condenará a los acusados corresponde a delitos agravados, pues para la fijación de los cuartos, se debe tener en cuenta las circunstancias genéricas de agravación previstas en el artículo 58 del Código Penal y no las específicas, y aquí no fue endilgada ninguna de esa estirpe en la acusación, imponiéndose al Juzgado ubicar el marco punitivo, con sujeción a la imputación fáctica y jurídica realizada en  la acusación, inmodificada al momento de presentar los alegatos finales, en los cuartos mínimos, acogiendo la petición elevada por los apoderados judiciales del  teniente Diego Aldair Vargas Cortés,  del cabo segundo Carlos Manuel González Alfonso y de los soldados profesionales Richard Ramiro Contreras Aguilar, Ricardo García Corzo y Carlos Antonio Zapata Roldán.

Sobre el particular, resulta importante traer a colación uno de los pronunciamientos que sobre la materia ha efectuado el máximo tribunal de la justicia ordinaria, así:
“(…) 

“Respecto a la relevancia jurídica de la imputación de una circunstancia de agravación, bien sea genérica o específica, la Corte ha concluido que su señalamiento debe estar consignado en  el marco jurídico que conforma la resolución de acusación y que define de manera perentoria la facultad sancionadora del juez, por cuanto, al configurarse como un factor de punibilidad se requerirá que la sentencia guarde estricta consonancia con el pliego de cargos y por ende, cualquiera que se aduzca con tal propósito debe estar expresamente definida en la acusación, tanto fáctica como jurídicamente, para que pueda ser ponderada por el juez” (…)
.
Ahora, conforme lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 61 ibídem, para fijar la pena a imponer  se considerará  aspectos tales como la gravedad de la conducta, que aquí se presenta superlativa por la entidad de bienes jurídicos afectados; la intensidad del dolo, reflejada en la forma como se desarrollaron los hechos; que en este caso se hace necesaria la aplicación de la  pena, con la finalidad de que la sociedad observe que se sanciona de manera ejemplar a quienes por su condición de servidores públicos, de miembros de la fuerza pública, incumplieron la misión constitucional  de  proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, conforme al artículo 2º de la Constitución; por el contrario,  utilizaron las armas en su contra, levantaron las armas contra un indefenso ciudadano, como lo hacen notar el representante del ente acusador y las intervinientes. En consecuencia resulta proporcionado fijar la pena en el techo del cuarto en mención, es decir, quinientos diez  (510) meses de prisión para cada uno de los  señores Quijano Mariño y Vargas Cortés.
En cuanto a la sanción pecuniaria, atendiendo las previsiones del numeral 3º del artículo 39 del Estatuto Penal, se  fijará, teniendo en cuenta el daño causado con la infracción, la intensidad de la culpabilidad, el valor del objeto del delito o el beneficio reportado por el mismo, la situación económica de los condenados, deducida de su patrimonio, ingresos, obligaciones y cargas familiares, y las demás circunstancias que indiquen su posibilidad de pagar.
Como no se cuenta con información de que los condenados sean solventes económicamente,  atendiendo a la intensidad del dolo y el daño causado, se fijará en tres mil quinientos (3.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, los cuales serán pagados a favor del Consejo Superior de la Judicatura.  

Así mismo se impone a los sentenciados la inhabilitación para ejercer derechos y funciones públicas durante trescientos (300) meses, teniendo en cuenta que se valieron de su condición de servidores públicos para cometer los ilícitos por los cuales se les condena.
Pena a imponer por el delito de homicidio agravado
Se endilgó el comportamiento delictual de homicidio bajo circunstancias de agravación.

Las circunstancias agravantes son las previstas en los numerales 4º  y 7º del artículo 104 del Código de Penas, conllevando una punición de cuatrocientos (400) a seiscientos (600) meses. 

Lo anterior significa, que conforme con los parámetros para la determinación de la pena del artículo 60 del Código Penal, tenemos que el límite mínimo es cuatrocientos (400) meses, y el máximo es de seiscientos meses (600) de prisión.

Ahora, se dividirá el ámbito punitivo de movilidad, conforme las  previsiones del artículo 61 del Estatuto Penal, en cuartos. 

	Primer
	Segundo
	Tercer
	Cuarto

	400  a 450 meses
	450  a 500 meses
	500 a  550 meses 
	550 a 600 meses


Como el inciso segundo, del último precepto citado y transcrito del Código Penal,  determina que el juzgador sólo podrá moverse dentro del cuarto mínimo cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente circunstancias de atenuación punitiva, en ese cuarto ha de fijarse la sanción teniendo en cuenta que no fueron adosadas circunstancias genéricas de agravación y se actualiza la de carencia de antecedentes penales, por tanto la pena se debe situar de cuatrocientos(400) hasta  cuatrocientos  cincuenta (450) meses.

Ahora, atendiendo a la “gravedad” de la conducta que se presenta mayúscula por la entidad del bien jurídico protegido, cual es la vida, la intensidad del dolo que se refleja en la forma como fue ejecutado el señor Porras Bernal, y la jerarquía que ostentaban como oficiales del ejército nacional, no se impondrá la pena base del cuarto mínimo sino que se incrementa en veinticinco (25) meses para una sanción definitiva por  ese delito de cuatrocientos veinticinco (425) meses de prisión.

Sanción  a imponer por el delito de falsedad ideológica en documento público

Respecto del acusado Vargas Cortés, igualmente se endilgó el comportamiento delictual de falsedad ideológica en documento público, para el cual se prevé una sanción que se ubica entre cuarenta y ocho (48) meses y noventa y seis meses (96) de prisión.
Conforme con los parámetros para la determinación de la pena del artículo 60 del Código Penal, tenemos que el límite mínimo es cuarenta y ocho (48) meses, y el máximo es de noventa y seis meses (96) de prisión.

Ahora, se dividirá el ámbito punitivo de movilidad previsto en el artículo 61 del Estatuto Penal, en cuartos. 

	Primer
	Segundo
	Tercer
	Cuarto

	48  a  60

 meses
	60  a 72

meses
	72 a  84 

meses 
	84 a 96

 meses


Como el inciso segundo, del último precepto citado y transcrito del Código Penal,  determina que el juzgador sólo podrá moverse dentro del cuarto mínimo cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente circunstancias de atenuación punitiva, en ese cuarto ha de fijarse la sanción teniendo en cuenta que no fueron adosadas circunstancias genéricas de agravación y atendiendo la  carencia de antecedentes penales, por tanto, la pena se debe situar entre 48 hasta 60 meses y atendiendo las circunstancias en que se cometió el ilícito se fija la punición en cincuenta (50) meses.
Como se presenta un concurso de conductas punibles, en aplicación del artículo 31 del Código Penal, fijaremos la sanción acorde con las reglas allí previstas, es decir que la suma no puede ser aritmética y que el incremento sobre la pena base que debe tratarse de la más grave alta incrementable hasta  otro tanto.
En relación con el condenado Marco Wilson Quijano Mariño, tomamos la pena más grave, que para este caso es la tasada para la desaparición forzada, que fijamos en 510 meses, la que se incrementa, hasta en otro tanto, teniendo en cuenta la aflicción fijada para el ilícito de homicidio, que no supere la suma aritmética de las dos, que corresponde a 102 meses para una sanción definitiva de 612 meses de prisión o lo que es igual, 51 años de prisión.

Respecto del condenado Diego Aldair Vargas Cortés, igualmente, a la pena base, la señalada para la desaparición forzada, 510 meses, se le incrementa  102 meses por el homicidio, y le adicionamos 12 meses por el delito de falsedad ideológica en documento público, resultando entonces una pena definitiva de seiscientos veinticuatro meses, o  cincuenta y dos (52) años de prisión.

9.2. PENA A APLICAR A CARLOS MANUEL GONZÁLEZ ALFONSO, RICHARD RAMIRO CONTRERAS AGUILAR, RICARDO GARCÍA CORZO Y CARLOS ANTONIO ZAPATA ROLDÁN

Serán condenados por el delito de homicidio agravado, siguiendo la tasación ya indicada en precedencia así como la aplicación del  inciso segundo, del artículo 60 del Código Penal,  el cual determina que el juzgador sólo podrá moverse dentro del cuarto mínimo cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente circunstancias de atenuación punitiva, en ese cuarto ha de fijarse la sanción teniendo en cuenta que no fueron adosadas circunstancias genéricas de agravación y se actualiza la de carencia de antecedentes penales, por tanto la pena se debe situar de 400 hasta 450 meses.

Ahora, atendiendo a la “gravedad” de la conducta que se presenta superlativa por la entidad del bien jurídico protegido, cual es la vida, y que como miembros de la fuerza pública incumplieron con su misión constitucional de proteger la vida y honra de los ciudadanos, no se impondrá la pena base del cuarto mínimo sino que se incrementa en  meses para una sanción definitiva por  ese delito de cuatrocientos (420) meses de prisión, o treinta y cinco (35) años para cada uno de ellos.

Según lo dispuesto en los artículos 51 y 52, inciso 3º, de la Ley 599 de 2000, la pena accesoria de inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas, lo será por veinte (20) años para cada uno de estos  condenados.
10. MECANISMO SUSTITUTIVO DE LA SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA
Establece el artículo 63 del Código Penal, dos requisitos para la concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, uno de aspecto objetivo, y otro subjetivo, respecto del primero exige que la pena impuesta sea de prisión que no exceda de tres (3) años, lo que para el presente caso no se cumple, toda vez que supera ostensiblemente dicho término, por lo que se hace innecesario pronunciarnos respecto al factor subjetivo, ya que estos aspectos deben concurrir simultáneamente.
11. DE LA  PRISIÓN DOMICILIARIA
Frente al sustitutivo de la prisión domiciliaria, previsto en el artículo 38 del Código de Penas, se requieren dos presupuestos, el primero de los cuales hace referencia a la sanción penal, señalando que para gozar de dicho beneficio, el delito por el que se condena debe tener señalada una pena mínima de 5 años o menos, y como quiera que en el presente caso la pena mínima es superior a dicho tope, los condenados no se hacen acreedores a dicho beneficio. 

Tampoco resulta procedente su concesión, conforme a lo establecido en el artículo 461 del Código de Procedimiento Penal, teniendo en cuenta el pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia, en casación radicada bajo el número 24764, del 1° de junio de 2006, en la cual señala que en modo alguno esta norma, es decir el artículo 461 modificó el artículo 38 del Código de Penas, puesto que mientras, el primer precepto señalado es de carácter procedimental, el segundo es de carácter sustancial.
12. OTRAS DETERMINACIONES
- Dadas las manifestaciones hechas por la representante del Ministerio Público, se  hace eco de las mismas, para que la Fiscalía General de la Nación, atendiendo el artículo 250 de la Carta Política, investigue las conductas punibles y a los presuntos autores, develados al interior de este juicio. 

- Se dispone reiterar la orden de captura en contra del señor mayor en retiro del ejército Marco Wilson Quijano Mariño, quien ostenta la calidad de ex funcionario público, la cual le impide que en su caso se aplique las normas del Decreto 1790 de 2000, respecto de su internación en un centro de reclusión para militares, con el objeto de que purgue su pena en un centro penitenciario y carcelario que no corresponda a un cantón militar, en los términos  que ordene el INPEC.
- Dese cumplimiento al artículo 166 de la Ley 906 de 2004.

- Se ordena el decomiso de la pistola Smith & Wesson, incautada, junto con los proveedores, los cuales se dejarán a disposición de la oficina de control y  comercio de armas, municiones explosivos adscrita al Ministerio de Defensa, por parte del representante de la Fiscalía quien la custodia en este momento.

En mérito de lo expuesto el  JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE CUNDINAMARCA, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E

PRIMERO: Condenar al  señor mayor retirado del ejército Marco WilsonQuijano Mariño, de condiciones personales y civiles consignadas en el plenario, a la penas principales de Cincuenta  y un años (51) años, de prisión, y multa de  tres mil quinientos (3.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e interdicción de derechos y funciones públicas por un lapso de trescientos (300) meses como coautor  de los delitos de Desaparición forzada agravada en concurso con el de homicidio agravado.

SEGUNDO: Condenar al señor teniente del ejército Diego Aldair Vargas Cortés,  de condiciones personales y civiles consignadas en el plenario, a la penas principales de Cincuenta y dos (52) años, de prisión, y multa de tres mil quinientos (3.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e interdicción de derechos y funciones públicas por un periodo de trescientos (300) meses como coautor  de los delitos de Desaparición forzada agravada en concurso con los de homicidio agravado y falsedad ideológica en documento público.

TERCERO: Condenar al señor cabo segundo del ejército Carlos Manuel González Alfonso,  de condiciones personales y civiles consignadas en el plenario, a la pena principal de treinta y cinco (35) años de prisión, como coautor  del delito de homicidio agravado.

CUARTO: Condenar al soldado profesional del ejército Richard Ramiro Contreras Aguilar,  de condiciones personales y civiles consignadas en el plenario, a la pena principal de treinta y cinco (35) años de prisión, como coautor  del delito de homicidio agravado.

QUINTO: Condenar al señor soldado profesional del ejército Ricardo García Corzo,  de condiciones personales y civiles consignadas en el plenario, a la pena principal de treinta y cinco (35) años, de prisión, como coautor  del delito de homicidio agravado.

SEXTO: Condenar al señor soldado profesional del ejército Carlos Antonio Zapata Roldán,  de condiciones personales y civiles consignadas en el plenario, a la pena principal de treinta y cinco (35) años  de prisión, como coautor  del delito de homicidio agravado.

SÉPTIMO: Absolver a los señores mayor retirado del ejército Marco Wilson Quijano Mariño, teniente del ejército Diego Aldair Vargas Cortés,  del cargo endilgado por la Fiscalía General de la Nación como presuntos responsables del delito de concierto para delinquir.

OCTAVO: Absolver a los señores cabo segundo del ejército Carlos Manuel González Alfonso y a los soldados profesionales del ejército Richard Ramiro Contreras Aguilar, Ricardo García Corzo y Carlos Antonio Zapata Roldán,  de los cargos endilgados por la Fiscalía General de la Nación como presuntos responsables de los delitos de concierto para delinquir y desaparición forzada agravada.

NOVENO: Condenar a los señores cabo segundo del ejército Carlos Manuel González Alfonso y a los soldados profesionales del ejército Richard Ramiro Contreras Aguilar, Ricardo García Corso y Carlos Antonio Zapata Roldán, a la pena accesosoria de interdicción de derechos y funciones públicas por veinte (20) años.
DÉCIMO: NEGAR al mayor retirado del ejército Marco Wilson Quijano Mariño, al teniente del ejército Diego Aldair Vargas Cortéz, al cabo segundo del ejército Carlos Manuel González Alfonso, y a los soldados profesionales del ejército Richard Ramírez Contreras Aguilar, Ricardo García Corzo y Carlos Antonio Zapata Roldán, el mecanismo sustitutivo de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria, por las razones consignadas, por tanto deberán mantenerse privados de su libertad en los centros de reclusión que al respecto haya determinado el INPEC.
UNDÉCIMO: Dese cumplimiento al acápite de otras determinaciones.
DUODÉCIMO: EJECUTORIADO este fallo, se dará aplicación a lo dispuesto en  el artículo 166 de la Ley 906 de 2004. 
DECIMOTERCERO: Reitérese la orden de captura en contra de Marco Wilson Quijano Mariño, en el evento que en la actualidad no se haya dado cumplimiento a la misma.

Contra esta decisión procede el recurso de apelación ante el Honorable Tribunal Superior de Cundinamarca.
NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE,
SONIA CASTILLO ROJAS
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